INDICE ALFABÉTICO 

DE LAS MATERIAS CON TEMI) AS ES ESTE TOMO I VI 



A 

Acción. — Una correspondiente á la Justicia ríe Paz, si se deduce en 
una misma demanda con ulra de mayor cuantía, debe res I- 
Ttrse por el Juex de Sección, competente para el conoci- 
miento de tas dos. Página 473. 

Ac c ion personal. — Véase [temando. 

Accione* de Compon fas. — Véase Operaciones ilkiuis de juego. 
Aduana. — Véase Diligencias de Aduana. 
Amojonamiento. — Véase Mensura. 
Amparo. — Véase Interdicto. 

Apelación. — La deducida pur rl apoderado, cuyos aclus lian sido ra- 
tificados, debe entenderle interpuesta eJ dia en que aquel la 
dedujo. P.ígina 410, 

Apelación — Concedida libremente, y no mejorado el recurso, debe 
declararle desierta acusándose rebeldía. Pagina 26.7. 

Apelación. — 'So prorede sobre puntos en que no hay juicio promovi- 
do. Pagina 435. 

Arbitros. — Véase Jueces Arbitros. 

Arraigo. —No debe decretarse sin escritura publica ú otra prueba 

feliaciente de la deuda. Página 69. 
Arraiga. — So puede Oponerse esla excepción, al domiciliado en la 

República. Página 463. 
t, xvi 37 
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Arriendo. — No habiéndose determinado en el contrato, el día en que 
debe hacerse li entrega de Lo arrendado, corresponde al 
Juez señalarlo. Página 138. 

Autorización del Congreso. — Véase Dertchot Fútate*. 



Banca Provincial de Sania Fé. — Sus billetes» declarados inconverti- 
ble* por tefes provinciales en estado de validez, no pueden 
constituir lilulu para demandare! pago de su importe, por lo 
vía ejecutiva. Página 341. 

ffiVnci.— Los de la Municipalidad del Rosario, pueden ser embarga- 
dos y vendidos para satisfacer sus deudas. Página 432. 

Billetes inamvtrtibUi, — Véase Honro Provincial de Santa Fé. 

Bol$a. — Véase Operariones ilícita» de juego 

Bonos . — Los emitidos si portador por la Municipalidad del Heiario, 
por las leyes y ordenaría is de 3 de Agosto de i 871 5 23 de 
Octubre de (814, á pesos Tuertes, deben pagarse en pesos 
fuertes, 6 su equivalente en papel ú otra moneda de curso 
legal. Pagina 359. 

C 

Carga.— Recibida sin designación da la marca, la empresa de tras- 
porte cumple cun entregar el nómemde bultos de la mercan- 
claque se designa en el conocimiento, con prescindencia de 
la marca, I menos que el dueño de la carga pruebe que toda 
esta tenia una marca determinada, y no ser laque la empre- 
sa entrega. Página 14. 

Carga . — Véase Comiso . 

Carga averiada. — Véase Carga en baenesUdo. 

Carga en btteu Miado. — Cuando es posible su separación de la averia- 
da, no es necesario el -irprisiiu de toda, pura la indemniza- 
ción de las averias. Página 74. 

Código Criminal de Bumos Aven, -rumia actualmente el derecho 
común & que se refiere el articulo í»3 de la lev penal nacio- 
nal, de 10 de Setiembre de Í8Ü3. Página «O. 
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Comiso, — Está sujeto á esta pena, el exceso de carga no declarado en 
el manifiesto genera!, y adicionado después de apercibido y 
denunciado por la Aduana. Pagina 2t>2. 

Comfwtencia de Vapores. — La clausula de no haber Vapores en com- 
petencia cotí la linea del Tigre y Campana al Paraná, á la 
cual el itueñu de esta subordinó el pago de una mensualidad 
á uti Vapor retirado de la competencia, comprende los que 
hacen la carrera al Paraná, aunt|ue parí™ de puntos di-lin- 
ios del Tigre y Campuia, y autoriza á suspender en esle ca- 
lo, el paso de dicha mentalidad. Pagina 3'G 

Comprador. — Véase Compra-renta . 

Compra-vmta . — La que no ha sido cumplida pur ninguno de los 
dos contratantes, no da derecho á ninguno de ellos, psra pe- 
dir el reaarcimienlo de da ñus y perjuicio» ; y siendo intin- 
cion de la* partea darla por rescindida, debe restituirse lo 
entregado po/ su causa. Página 303. 

Compra-venia. - Lo es, un corundo por el cual se entrega la esplo1.¡- 
cion de uua Cante», por término y preño lijo. Página 4JUL 

Compra-reuta.— Cumplido el contrato por el vendedor, id compra- 
dor debe pagar el precio en el lugar y época determinados. 
Página 150. 

Concordato. - Concluye el juicio de quiebra. Pagina 185. 

Cundida*. — La impuesta a una obligación de dar una suma de dine- 
ro, consistente en el hecho de declaratserúlida ni escritura 
de cesión dennasprapu ifadr*, y dueña por consiguiente, de 
aquellas, desde la fe* ha de ta espresada escritura, se entien- 
de cumplida, si lae*crilura ha sido declarada válida. Página 
50. 

Cóndores Chiletios. - Kslán reconocidos como moneda de curso legal. 
Púginu liH. 

C"tnt<jH¡i'>it io. — liemilida una mercancía con el cargo de no entre- 
garla á su dueño , sin previo pago de la suma adeudada pur 
ella ; y reconocida i» deuda y el derecho de retención por el 
misino dueño, el coniignalario uue la enlrega bsjo su garan- 
tía, debe al remitente tu sunu adeudad*, con Iup intereses 
desde el d... de la demanda. I'ágiitl Huí. 
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CoMtUutionaUdad de ley. -Véase Juicio Ej'cutivn. 
Contrato bilateral.- Lo es, aquel por el cual, una de la» partes se ha 
obligado á recuperar 4 su costa, una hacienda robada, y la 
oirá, 4 dar la tercera parle de la recuperada, en espeje ó en 
dinero, lupina Mi. 
Corredora de /Mía.— Pueden hacer operaciones pur otros, en su 

propio nombre, fagina <\-±i- 
Corredores de üolm. - Kslan obligado* a vigilar tos iiilcreses de sus 
comitentes, y i hacer las diligencias que üeiídaii á salvarlos, 
tinten ¡endose ile las contrarios. Página 
Cormpo»dcf.n,i.- La violación de ella, ei castigada con la pena de 

cuairo meses de trabajos forzados. Página 151. 
Correspondencia. conocimieulo del delito de violación de ella, 
corresponde á la Justicia Federal, aunque s>> haya cometido 
con motivo i!e una revolución local. Página UH. 
Cota juzgada. - AdiuüJu ur. interdicto de recobrar, y mandado le- 
vantar un ccrr« que impedia el ejercicio de la posesión, la 
Ónleu do demoler el reren. .. reponer al actor en su posesión, 
es conforme á la cosa juzgada. Página 886. 
CWim.-Nu debe ser condenado en ellas, quien no puede ser consi- 
derado como litigante temerario, Página 2137. 
Costas. - Son de cirgo del que no ha cumplido con lo dispuesto por el 
articulo i* de la ley de enjuiciamiento, las causadas para exi- 
gir su cumplimiento. Página W 1 . 
Crímenes. - Us cometidos á bordo de los buques mercantes cslrange- 
roa, surtos en loá puertos Argentino*, deben ser jugados 
por los Trihunales Argentinos, aunque *em cometidos entre 
personas de la tripulación. Página 18'J. 



Ihms V MfftM* -So.uelnla á á.b.tro* la cuestión de quien W re*- 
r n«»hlo de iiim y eailliOM «u importe, no «sttulu el laudo 
p..r «I foil Mirttwn U piíuu ra, |>ara pronunciarse por se- 
pitradu Ifbrt ll •egiimla. Página 
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Delito militar. — Lo es, el que comete el eomamimle de una guardia 
He linea, en el lugar donde esta se da, en presencia de la 
iropa j en desempeño y ron muüvo de uí a comisión mililar. 
Página 4T9. 

Demanda. —No considerándose temeraria, no debe condenarse en 
costas al ador. Inginas 3U y fi7. 

Demanda. — La que contiene los requísilus del articulo 51 de ta Ley 
de Procedimientos, méiiua la numeración de toi párrafos, es- 
ta en forma. Pagina i 15. 

Demandf. — La í.illa de preseitinni n délos ducuuieiilos en que se 
apoya, no constituye delecto legal en el mudo d* proponerla. 
Página IG'J. 

Demanda . -La deducida por tM Nación con Ira un particular, no da de- 
recho á éste para cutilrademaudar á la Nariuu. Página ¿0:1. 

Demonda. — La ordinaria pra provocar la liquidación de una senten- 
cia, es distinta de la que motivó la sentencia, y de la ejecuti- 
va que se dedujo para su cumplimiento. Página iWi. 

Demanda. — Siendo fundada en arción personal, su conocimiento cor- 
responde al jiiei del domicilio del demandado. Página 4Há. 

D< manda. — Las copas que dehe entri par el ae ti r, son de los docu- 
meiilus que acompaña á la demanda, ñolas de otros, á los 
nuiles ella hace relerencia. Página 107. 

Denunciante. — No debe liare rse lugar á mi intervención en et inmu- 
no, habiendo resudo la ra-mi por la cual la pidió, sin perjui* 
ció de que, terminado el sumario , pueda roiisliluirse ni par- 
le acusadora. Pá«i"<» Í'IH- 

/írrec/irtfOMUM. - Véalo V.mUaa ( rtmtnal de linean* A>m. 

DeeerhM de Aduana. — Pasados díei «ftos denlo la «ni rada ó Mil ida 
del buque, m'kiih se trate ilr derechos d« importación o eipor- 

liiriofi, no puede formularse recia al gimo para mi rubro. 

Pailina U15. 

Derecha* /tírdfei. Kl ejecutado pura mi cobro pnr rl K>*ru Nacional, 
puode despupH do lim bo rl pago, vimiM r MI rtriquiuti por 

dumanda mdimii ta. aulu ll ¡WH dtd juicio cje-ullu» sce- 

•ida I de autor liar lun opería» del Congreso. I'agiu* tal. 

IHJvJl, ■ Nol.lictdo «t mqud ,Hf mmk protm, que A los 
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seis meses debe desocupar la casa, y aceptada la nulificación, 
pasado ese término debe ordenarse el desalojo. Página 113. 
Desalojo. — Debe ordenarse, cuando ha sido convenido por las parles, 
si no son ciertos los hechos alegados por el ocupante. Pá- 
gina UÚ. 

Devolución. — Hay derecho a pedir la do la cosa entregada sin causa 
legal y por error ; y cu su defecto, el valor de la cosa. Pá- 
gina 203. 

Diiigtncvti de Aduana. — La* necesarias para que la carga impor- 
tada ilo Santa H quede üfpédilx eo la estación del Retiro 
en Buenos Aires y pueda ser puesta en el Once de Setiembre, 
son a cargo de los dueuus o consignatarios de la misma. 
Pagina 13. 

Diligencia* probatorias, — Relien ser pedidas dentro del término de 
prueba. Página 390. 

Dominio. - - Dictada una ley de expropiación y entregado por el pro- 
pietario el terreno conviniendo en el precio y su pagu pos- 
terior, el dominio de dicho terreno pasa al ciprupianle y no 
puede *er lra*f«i idu ya por el propietario, á un tercer com- 
prador. Página ¿73. 

¡E 

E ferio retroactiva. - Véase Hatificaciun. 
Ejecutado, — Yé¡ii« Ih-rethm Encale* . 

timbar QO preventivo, — Procede, cuando I* deuda consta du escritura 

pública. Página «50. 
Empre$a de trasporte. - YtWe Cotyn, 

Empataría de iranpnrte. - Su re-poiuuhihdad rusa un el uiomeulo 
de la entrega déla» mnmiderlas trasportadas, en su dUÜHO, 
huí ha sin nbaurvadou y dentro del término legal Pagina itiU. 

Error. — Klraunulo por U creeuciii general de un huidla, eninie de 

rca| «ahdtdad ni actor y á |o> timligu» que lo han declarado. 

Pagiim íllll, 

fattnmn, No probada I* optlMla, (lidio lln¥4rm Ailelaule U ejei u . 
rhm, Pagina íiaft, 
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Exftpñonea. - Las de 1* ley de 5 Junio de 186í ¿obre sonido en la 
Guardia Nacional, Sun de interpretación n iricliva. Página 17. 

Exccpaonu. - En I» de la ley de 5 de Junio de 1 fc >5, no eiisle la del 
hermano que provee i la subsistencia 'e la hermana. 
Página. 21. 

Exupcbmt*. — Contra un documento i la orden, eudu ado.no aun 
admisibles sinó las que, con arreglo al articulo BW leí Código 
d«j Comercio, puedtm oponerse á la persona del *au 'salario, 
no la» que. pueden oponerse al endnsui.le. Pagina i*>. 

Etqnila. — l*»s gaslos de ella, son á cargo de la misma esquila, * ito 
deben hacer parle de les danos cansados por un eu:bai ( i 
ilegal de hacienda lanar. Página 411. 

Ermita*. — En el término estipulado para la descarga deben contarse, 
no solo los dias bal» le» enteros, si un también las frarciunes 
de ellos, según la estadística que lleva la Prefectura Marítima. 
Pagina 304. 

V 

Faltedad. — La del Ululo do la ejecución, uu procede, cuando no se 
desconoce la verdad de ¿I, sin A solo la personería del ejecu- 
tante. Página 405. 

Falta d« repelo al Juzgada. Puede ser castigada, manda tido testar 
las palabras irrespetuosas, y apercibiendo ú los que las sus- 
criben. Página 145. 

Fiador, — El que ■« constituyo tal, en un juicio de reivindicación de 
ganados, por el puscedur, para conservarlos en su poder duran- 
te el jitirio, 10 lie lererbu para cobrar contra el reivindi- 
cante quo venció, los honorario* do depositario. Página 154. 

Fietu «ten (n. La estipulación empresa «u esto contrato, de que Itido 
mrlatim por pedida, dluo rega deferluosa do la» mer- 
caderías, i* cualquier otro, se arreglar A <Hl Liverpool, «lo 

•cuerdo con lat leye. Inglesan porta falta d* juriadtmon 

«ii (oa Tribunales jj^ntlNM |"na Culturar d reclamo 

sobre enli pgrt de \U mismas. Pagina m 
Fto«muU> Kil U lnn.i l I g'» -plusd picada 
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referencia á los riias teñalarioa para la carga y descarga, se 
L-ompremJ'», orí los puertos riela República, los días decla- 
raba ofleialmeitle d« liesla, y los inhábiles pur ratón del 
tiempo, fagina ¿93. 

G 

Cantos. — Víase Esquita. 

Guardia Snñ'mal. — No es caso «Ir excepción riel servicio do ella, 
banciuiiario pur In ley de Ti de Juniu de 1805, el ser quien 
profée a li subsistencia tf« la familia, Página 25. 

GmirJiit Sartonal. — No es aplicable la pena riel inciso 1", articulo 1G 
de la ley de 23 de Setiembre tle I H 7 ¿ , á los que se hallan 
compren didos en el decreto de excepción de cinto aitos, do 
18 de Diciembre de 1878. I'agma 150. 

Guardia Nañimat. — Víase Ejrepciutn't. 

II 

Ihmiridio. — El limpie, ron procuración por parle de la victima, es 
penado con prisi* u de tres nñi»s. Ingina 1 K'J , 

Ihmkütío. — Kl simple, tiene 'u pena de seis uñas da penitencian*, 
cuu deducción de Imlu el tiempo rio prisión preventiva que 
e\cyiln d«> seis mese*. Página l¿0. 

Hoimnii ms. - Kulabliria lu acción ejecutiva por su cobro, y no decla- 
rada la deserción de I» iiisLuiria procede la escopciun de 

prescripción del «tatito, Pagina 410. 

Hurto, - Kl nuilulidn en lua nlmarc-iiea Ihculo* pnr un pean de 
Aduana, es imiigurin con l,i pena de tres A »eis anos de 

tribajof fornrioi, Pagina HT, 

I 

hu»mt>rtm*tt No puede periinn al Juitfariu que decían' liieum- 
pélenle lemamU que vA a Íulftt)Wfli ('««illa 4M. 

\mn*nmmU M Jm<* i|mu »w Iii lUcUrado luipmUriu tm mu jullltl, 
pal ttmrilar itmrvm imln* *» Imnmiim jf el iitur, rielio 
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estarlo en otro que se liga entre I» mi""»» P art *** 
Página 435. 
Inquilino. - Véase DwiJojo, 

ínlerdídip, — El de ampam, procede contra quien manda practicar el 
acto de turbación, aunque eslo sea consecuencia de la 
denuncia de un tercero. Págitia . 413. 

Interdicto. — Véase Cana Juzgada. 

Interpretación. — Cualquiera que pueda ser U de un contento, la 
que la* parles le lian dado en sus manifestaciones posteriores, 
es la que debe aceptarse. Pagina 3U3. 

J 

Juren dreifro*. — Corresponde al conocimiento de ello», la acción, por 
reintegro de sumas «ocíalos, deducida por un socio contra 
otro socio. Página 15*. 

luido contención, - Véase JfYusimi. 

Juicio ejecutivo. - No puede discutirse ni resolverse en él, la nulidad 
jcoiiíliluciunaliJad de uit" ley. Pagina 311. 

JririirfritiOH de Un Tribunal** Provincial. — Propuesle ante elloa la 
CUOftliuu de rom patencia como excepción düaluria, j consen- 
(ido su fallo declarándose competen!*, queda consentida tu 
jurisdicción. l'i'ighia 89. 

/iiriltíifmm i* Im Tribunal** Argentimt. — Véase íYrluawnlu. 

Juritiliccum Nanomtl. — Véase Xúrate. 

Juihnu Federal. - Corresponde áella, el cotioriiumnlo de un ínter- 
útvio deducido p«r un e.lraugoni contra un ruiiladauo. 
Pagina m, 

Jmtuia frlnat. Nu rurrespunden a ella, las causas entre lia Pro- 
vincias j.uí pruplo* venm». Página 4M, 

Jtiitum Mi4t, Cmreewmd» á ella, el cimocimmulu do una 
ojuan * iwil eiitr* aiudadiali j esiraugeiu, que no resulte 
lialienati litwlu ante !•>• Tribunales Invita Pagina 4m> 

fWfjast IDfilWlf rft — flWWH dea su |i#Mll»iWMl t jj demanda 

de \umk i|«m tmuda * anular lúa «<|u» d.> un *im> hnil* 
rabi ado aula M, Página MU, 
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L 

laudo. — Su nulidad, solo procede de vicios en U forma 6 en el pro- 
cedimiento, de los quei ñor es preso disposición de derecho, 
anulan las actuaciones ; y no de la mala apreciación de loa 
hechos 6 de la mala aplicación de lai leyes. Página 6t. 

Laudo. — Véase üaüoi y perjuicio! y Multa . 

Laudo», — Loa diciados en los arbitrajes furiosos, sobre choques A 
•bordajes, no son apelables. Fagina 00. 

Legalizado*. — Para la de los despachos que los Jueces Federales 
dirigen i autoridades nacionales ó provinciales, de fuera de 
su jurisdicción, basta la flrtna del Juez y el sello de tinta del 
Juagado, puesto á la derecha. Pagina 21. 

Letras Patente*. — Su pase se concede, bajo las reservas de la sobe- 
ranía Nacional. Página 375. 

Layes, — Deben prefinirse válidas y constitucionales, mientras se 
resuelva lo contrario, por sentencia de Tribunal competente. 
Página 341. 

Lindtrot — La convención que hagan para mitar por ¡guales partes 
el agua de un rio, importa que esa aguí debe ser usada en 
turno, por igual número de (lias, rada uno. Página 371, 

Locación. — Es válida la próroga de su término, concedida por el 
condomino que, con conteuliinieniu dolos condominos, biso 
la locación. Pagina 811, 

Locación. - Kl admírenle de la linca locada, tiene que respetar la 
prérngsde la locación, aunque el propietariu al venderla, 
aulo haya hecho mención de la locación y no de ia próroK». 
Pifia* SI 7. 

¿oración. - U Intlmuriun de aumento de alquiler para <>l caso de no 
verillcar «I desalojo de lu c .*» locada, aun no ohaemdu, i o 
Importa un nuevo rotúralo de locación por el precio aniñen- 
lado. Página «U.V 

Uméw. Kl que ** h« obligado a etilreitur mu campo ile pastoreo 
eu arriando, no puede realilir sil ruuqtlMulento, por Mr el 
trae demarcada e» al plan», ipta turma par» otl MMlftU de 
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«riendo, mayor de la convenida, ti la diferencia no eicede 
He la vigésima parle. Página li7, 
Locador. — Puede ejercer tus derechos, aun fin ser propietario de la 
cosa locada. Página 495, 

M 

Mt fisura . — La oposición ñ din, importa un juicio contencioso, curo 
conocimiento puede ser traído á la Justicia Federal, por la 
dUlinla vecindad ó nacionalidad de las partes. Página 165. 

Mensura. — U practicada en campo ajeno, importa un acto de turla- 
cion de la posesión. Página 443. 

Mina. - Su titulo de propiedad no es legal, si no está registrado o si 
no se ha pagado la contribución correspondiente. Página 14. 

Mina. — La poseída mn titulo legal, no puede denunciarse. Página 14. 

Minas. — Su legislación, ínterin se di> ta el Código de Minería, se 
compone de las Ordenanzas de Méjico, de las modificaciones 
hechas en ellas por las Legislaturas Provinciales v por la ley 
de 17 de Diciembre de 1853, denominada fot ututo d$ Ita- 
riindn y CrMttüde la Ctmfederacim. Página 13. 

Minúi. — Los sor abones, son labores 6 trabajos .pie se practican en 
ellas, y no sin danunciables. Página 14. 

Moneda fatua. — Kl <pie la espende, siendo le curso legal y de un 
valor inferior á la legítima, es castigado con la pena de 
cuatro .i siete año* de Irabajo* fuñados, y una inulta de qui- 
nientos i mil peno* Tuertes. Página £48. 

Mwrda uirttUv ti. Veam ( ¡¡,n m-mnn it!cila$ dt jutau. 

Mam, — U del comprador, da derecho al vendedor pura pedir los 
iuteresei del prerlo, u« la resolución del contrato, Página 4*iti. 

Multa. - tion venido uue la pitgara rl <pi« apele de un laudu, al seto 
lied... de apelar, Im. , ej.<<mi«« lu inulta. Página 3v3. 

N 

Nulidad, La de 1 Moa del tn , «i iirdaiido * algunos aerea- 

'i » íwtlsjaa Um, 1)(i u d Kuiienrdaiu, 

as lulu en km de lu. Umám p-iiwdkadna, en * ipje 
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estos no hayan recibido el dividendo estipulado, pero nó en 

íavor del deudor fallido. Pigína 45. 
Nulidad. — No exisle este recurso, contra las ienlenciaa de La Corle 

Suprema. Pagina 185. 
Nulidad. - Véase Laudo. 
Nuiidai do laudo. — Véase Domo* y perjuicio*. 
Nulidad de fe*. — Véase htk» tjetuifco. 

O 

Operawnit MeiUt de juego. — No se presume que lo sean, la* com- 
pra ventasen la I luisa, de muiieda metálica, (¡lulos de fondos 
públirus, acciones de rómpanlas y papeles de crédito. 
Pagina 324. 

1» 

Pacto comiiorio. — No se subreenlicnde, en los emiratos bilaterales. 
Página -Ifíti. 

Pago. — Para obligar al pago de unos documenlua, al que los recibió 
con el objeto de reuiilirlus k Buco Aire* J pagar IU importe 
una vea cobrado, esnecmrin probar que percibid ti importe. 
Página H;i 

Pago. — Lo mandado pagar por diferencias, en U compra-venia de 
cédulas hipotecaria*, debe satisfacerse en la misma moneda 
en que enlui «o colixaban. Página 3ft1 . 

Paptle* de crédito — Véase tlptrarionr* UUilut delego. 

Pan, — Véase r>lrui Patente!. 

Perito. — Comprometidas las parles a aceptar la* disposiciones j 
resoluciones de un perit», sin recurso de ningún género, 
dvb* niindur*e ejecular lo resuello por él. Pá^tia lUíí. 

Petjuiáat. — No limie durix-liu A ser mdenmilido de «dio», el que bu 
ha sufrido pur «ama imputable a él. pagina i<>l 

Poder. Kl dvfurlu en él, puede fundar una suroprion de falla de 
percuella, lio da defetlu b-gal mi el modo do pr -ponnr ta 
danta Pagmtt 4AH. 



Pvder. — El otorgado en Francia, y legalizado por las autoridades 
francesas y por el Cónsul Argentino en París, debe tenerse 
por auténlicu. Página 403. 

Poder. — Véase Ratificación. 

Posesión. — No da derecho á deducir el interdicto de adquirirla, la 
venia de un campo que no lia sido aun mensurado y ubicado. 
Página 71. 

Posesión. — El turbado en ella, aunque se trate de un terreno publico, 
tiene el derecho de ser mantenido ó reintegrado. Página 146. 

Posesión, — Acreditada esta y la obra que impide su ejercicio, cor- 
responde hacer lugar a) interdicto, mandando deshacer la 
obra. Página 314. 

Posesión hereditaria. — Se trasmite á los hijos legitimo* por solóla 
muerte del padre, y aquellos pueden entablar las acciones que 
correspondería á este, si viviese. Página 09. 

JVíiíTÍprio/*, — Véase Itomt arios. 

Procurador. — Aquel cuyo poderdante muere durante el término 
probatorio de una excepción dilatoria, debe continuar «1 

juicio, y resar con la terminación del incidente. Página W. 

11 

¡totifiMeM. — L* que haga A poderdante, subsana loa defectos de 
forma que pueda tener el poder. Páginas 133 y 43¿. 

Húiiflcaciüii. — b|uivalu al mandato y tiene entre las parles, efecto 
retroactivo al di.i del acto. Páginas 4HV y 43¿. 

HeMte. — Para declararlo Ul ul demandado que nu ronleate Ja 
demanda, es u érenme qun su le acuerden y pasen, laa i* 
hurai a que ao relie re el articulo la* do la Ley de Procedí- 
ntiontua. Página ¡IK8, 

HeiUMfum. - No debe harurae lugar á ella, siendo falaa la causa ali- 
ga la Pánma Ut. 

Hfmai'tuH, No a* puede recusar al Juei de la rinaa, cuando áala 

sa en «atado de auuiario. Pagina 1UK. 

ItyMft* 4*1 ninfa tiviU- Tuto to que rum íenlo * .u formar imt, 
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modo da Ifonrloi y conservarlos, se halla sometido i tu 
leyes y estatal» locales. Página 41. 
ñegiUro* dtl tetado tivit. — El conocimiento de las causas por sus- 
tracción de ellos, corresponde á los tribunales ordinarias. 
Pagina 41. 

Reivindicación. — No puede oponerse á esta acción, lo juagado por 
Juea incompetente, pendiente la inhibitoria pedida por ante 
el juea que ha sido derla ra du competente. Página 21 ft. 

Reivindicación, — Reconocido por escritura pública y convenio de 
parte-, un limite natural y bien determinado, de una posesión 
de pastoreo, lo que en contra de este se ultrapase y ocupe, 
es sujete á la restitución por vía de reivindicación, sin necesi- 
dad de un juicio previo de deslinde. Página 216. 

Reivindicación. — El que pretende ser nula una venta hecha de sus 
terrenos, y los reivindica contra el enagenaute, puede pedir 
se notifique «I comprador la instauración del litigio, y la 
intimación de no innovar. Página £47. 

Remate— VA anunciado durante diec días, que no se verifica el dia se ru- 
lado, es nulo si se verifica sin ser previamente anunciado du- 
rante otros diei dias. Página %, 

R$$ctiÍon de locación. — Convenido el pago del alquiler por trimestres, 
el locador que lia recibido el pago parcial de un trimestre, 
no puedo pedir la re*ci*iun del contrato de locución, por no 
haberse pagado et resto de e»e trimestre, y el subsiguiente. 
Página 3B3. 

faitilucion. — Véase L'omjira venta. 

H 

Sentencia. — Dictarla en un juicio, debe llevante adidurile perol Juei 
que li dirtó, mientras »u reciba «aborto de haber sido de- 
clarado en quiebra «I deudor, y uu •» le pidan los auloa por 
el Juea del Coiicurio, Pagina thU 

StHteHcw» de hi fiarte Suprema. Vea» NuMmi. 

Hueudad. U miMemia do aijueilu cuyo fuml» a» mayor de doacteii- 
loa p».», deba pmbarae per eo lito, Nfiu 
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Sociedad. — Cuando ta acción se funda en el hecho de haber sido es- 
cluido de ella, y no se ha esUdu en comunidad de intereses, 
no puede recurrir»* , i (alia de instrumento escrilu> ta prueba 
de los hechos de loa cuales resulte. Pagina 30. 

Suciedad. — Deben resultar de prueba escrita, lis modificaciones que 
se aleguen como introducida* después, en un contrato de 
sociedad, mayor de doscientos pesos fuerte* . Pági na Ul. 

Sociedad** anónima*. — Son reputad is para los efectos del fuero, 
como ciudadanos vecinos de la Provincia en que se hallen 
establecidas. Pági na 31 i, 
*Sntíraccion. — Véase Regutros del ettado civil 

Swtractor. — Se repula tal, el tenedur de un documento sustraído, 
mientras no justifique su procedencia inocente, mili me 
cuando el contenido del documento le favorece. Página 157. 

T 

Término de ta tocación, — Véase IjmHqh* 

Término dé prveba. — No puede ser prorogado, después de vencido. 
Página 390. 

Tutigot, — No puede exigirse su esimen, si señalado un nuevo día 
después de vencido el término probatorio, no se presentaren. 
Página 37. 

Tettigoi. — No es imputable á la parte, la nu comparencia de ellos en 
la audiencia últimamente señalada, cuando en la anterior, en 
que no pudieron ser examinados, concurrieron voluntaria- 
mente. Página 414. 

Tituiot de fQñdoipÚttíeút* - Véase Operacionn iticitai dv juego. 

Trúiittdü. — El decreto que lo cutidero, y cuyo ¿retío es el de cons- 
tituir en demandante si míe matiifU-sla no haber querido 
entablar deman-U, lim'i ba.er sulo una denuucia, ei apelable 
y debo wr revocado. Pagina 

Tribunal » tmln. Kl habón* m»uidio por ellas, un inlerdictu sobro 

el mismo iumuwblo WB «I < mu "I* un estrangnru, no el 

RlOi pan atribuirles el íuitoclnHeiHu del nuevo interdicto, 
Pagina m 
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Tribunales Sqariorrt i» Prat iftcin. — Pe fus ¿enlenciav corresponde 
el recurso á la Suprema Corte, cuando se ha puesto en cues- 
tión la va liil ei de una ley nacional, j la decisión ha sido 
centra su Talidei, Página 13. 

V 

Fenff. — La de nn campo que no ha $hU aun mensurado y ubicado, 
no da derecho á deducir el interdicto de adquirir la posesión. 
Ingina 71. , 

Z 

Zarate. — Su puerto, está sometídu á la jurisdicción nacional, y los 
rrhnenes allí cometidos, deben ser juigados por los Jueces 
Fedérale*. Página 410. 
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Acuerdo novibrando Conjuem de la Suprema Corte, para el 

ano IS83. 



En Buenos Aires, h nueve dios del mes de Enero de mil 
ochocientos ochenta y tres, reunidos en su Sala de Acuerdos 
el Señor Presidente de la Suprema Corle de Justicia Nacional 
Dr. D. José B. Gorosüaga y los Señores Ministros Doctores 
D. José Domínguez, D. Uladislao Frías y D. Saturnino M. 
Laspiur, con el objeto de nombrar Conjueces para el año de 
mil ochocientos ochenta y tres en cumplimiento del artículo 
veinte y tres de la Ley de Procedimientos, acordaron nom- 
brar á los Señores Doctores D. Miguel Esleves Sagui, D. Ru- 
fino Elizalde, D. Víctor Martines, D. Carlos Tejedor, D. 
Vicente F. López, D. Eiequiel Pereyra, D. Manuel Quintana, 
D. Juan A. García, D. Eduardo Basabilbaso, D. Felipe Coro- 
nel, D. Manuel Obarrio, D» Antonio Malaver, D. Vicente 
Quesada, D. Honorio Martel, D. Juan S. Fernandez, D. Ce- 
ferino Araujo, D. Eduardo Carranza Via moni, D, José María 
Zuviria» D. Salvador María del Carril, D. Amancio Alcorta, 
]}. Francisco Alcobendas, D. Isaac P. Areco, D. Bonifacio 
Lastra, D. José María Gulíerrez, y D. Enrique Martínez. Todo 
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lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se publicase y 
se rejistraseen el libro correspondiente, firmando 

J. B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ.— 
U LADISLAO FRIAS, — S. M. LASPlUR. — 

Ante mi : Antonio Tarnassi 

Secrelarío. 



Acuerdo tributando honores á la memoria del Presiden te reti- 
rado de la Suprema Corte, 1*. Salvador María del Carril. 

En Buenos Aires, a los once dias del mes de Enero de mil 
ocíiocienlos óchenla y tres, reunidos extraordinariamente en 
la Sala de Acuerdos el Señor Presidente y Ministros de la Su- 
prema Corle de Justicia Federal, Doctores D. José B. Goros- 
liaga, D. José Domínguez, D. üladislao Frias, 1). Saturnino 
M. Laspíur y D. Manuel D. Pizarra, dijeron : Que habiendo 
tenido lugar la muerte del Presidente relindo de la Suprema 
Corte Doctor D. Salvador María del Carril ydebiendo honrar 
la memoria de este Majislrado que lan importantes servicios 
ha prestado á la República en el desempeño de sus fun- 
ciones, debian acordar y acordaban se diera noticia oficial 
de tan lamentable acontecimiento al Señor Presidente de la 
República, para que se sirva dictar las medidas que estime 
convenientes al efecto de honrar la memoria del ilustre fina- 
do; se asista por la Suprema Corle y se invite á asistir a las 
Cámaras de Apelación de la Capital, Jueces de Sección y de 
primera Instancia de la Capital, Procuradory Ajenles Fiscales, 
Defensor de Incapaces y Asesores de Menores de la Capital en 
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coches enlutados 4 la inhumación del cadáver; que se pase 
una carU de pésame 4 la familia del Dr. D. Salvador Ma- 
rá de, ^^f^^l^X 3 ^ 
ha causado y causa 4 los Miembros de a » U P™' 
« perdida de mn digno y redo ciudadano ; de endo^ 
. ' mn . nmcurarse los medios para obtener un re- 

bu„a!.Tjolo P cual ^^y M ^'Z ¿Jo 
reji^ase en el Libro de Acuerdos, )• se publicase, (armando 

j. si. COROSTIAGA. — I. DOMUSGOM* — 
L LADISLAO FtUAS. — S, M- LASPIUR.— 
H. D. P1ZARRO. 

Anie mi : ¿ nionv > Tarnassi 

Secretario 



Acuerdo de ta Suprema Corte nombrante una Comisión para 
acompañar los restos del finado Secretario de la misma Dr. 
D> Remeció Rojo. 

En Buenos Aires a los veinte y siete dias del mes de No- 
viembre Je mil ochocientos óchenla y tres, reumdos en la 
Sala de Acuerdos el Señor Presidente y Ministros déla Su- 
prema Corte de Justicia Federal, Doctores D. José B. Goros- 
tiaga D. José Bominguei, D. tladislao Frias, D. Saturnino M. 
Laspiur y 0. Manuel D. Pizarro. dijeron : Que habiendo te- 
nido lagar la muerte del Secretario de la Suprema Corte 
Doctor D. Remeció Hojo y al objeto de honrar la memoria 
de este funcionario que durante el término de mas de quince 
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años ha desempeñado con inteligencia, honradez y contrac- 
ción el delicado empleo que le eslaba confiado, debian acor- 
dar y acordaban se asista poruña Comisión de la Suprema 

M. Laspiur y D. Manuel D. Pizarra, por el otro Secretario y 
empleados de la Secretaría de la misma á la inhuma- 
ir; y se pase una carta de pósame a la fa- 
milia del Doctor D. Nemecio Rojo. Todo lo cual dispusieron 
y acordaron, mandando se rejislrase en el libro de Acuerdos 



J. B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
ULADISLAO FRIAS. — S. M, LASPIUR. 
— M. D. P1ZAUR0. 



Ante mi: 



Antonio Tamassi 



Acuerdo sobre nombramiento de Conjueces y Procuradores Fis- 
cales ad hoc en los Juzgados de Sección para el año i88í. 




iel año mil ocho- 
cientos ochenta' y tres reunidos en la Sa!a de Acuerdos los 
Señores Presidente y Ministros de la Suprema Corte de Jus- 
ticia Nacional, Doctores D. José B, Gorosliaga, D. José Do- 
mínguez, D* Uladislao Frias, y D. Saturnino M. Laspiur, 
con el objelo de formar la lista de Abogados que con arreglo 
á la ley de veinte y cuatro de Setiembre de mil ochocientos 
setenta y ocho, deben suplir en el año de mil ochocientos 
ochenta y cuatro a" los Jueces Federales de Sección, legal- 



« 
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mente impedidlas ó recusados y ejercer las funciones de lis- 
^ules ad hoc 7 acordaron la formación de las siguientes listas: 
Para ia Capital : Doctores U. Juan J. Montes de Oca, 1». 
juiin M. Terrero, 1>. Garlos Saavedra /aválela, Ii. José O. 
Machado, 1). José M. Rosa, lí. J*«sé E. Domiogues, ». So- 
borlo (Juirno Cosí;., I). Angel Orares. I». José A. Terrv, I». 

Km ¡lio Laman 'a. 

l. nr¡| | a Sección de Buenos Aires: Doctores [>. Dugo A, 
Ilunge, D. Felipe Pérez, l>. Emilio Cahrvd, V. Leandro Alcm, 
D. Tomás Sarmiento, 1). Antonio Obligado, D. Antonio Ber- 
mejo, lt, Julio Fonrouge, I» Km ¡lio Viale, D. Wenceslao 
Escalante. 

Para la Sección tic Santa-Fé: Doctores I». Eugenio Pé- 
rez, D. Severo González,, D Pedro Rueda, !>. Nicanor E- del 
Solar, D. Pedro «. Arias, \h Pedro A. Sánchez, D. C.ualberlo 
Escalera y Zuvirla, D. Melilon Rodríguez Zeballos, D. Gabriel 
Carrasco, 1>. José >L Gafferata. 

Para la Sección de Enlre-Ilios: Doctores |). Mariano Leiva, 
I>. José B. de la Vega, I). Mitfuel J Malario, L>. Hieacl Hernán- 
dez, D. Ricardo Parera, lt. Gregorio F. de la Puente, D. For- 
tunato Calderón, D. José M. Solá. 1>. Camilo Villagra. 

Para la Sección de Corrientes : Doctores D. José M. Guas- 
lavino, H. Ju.m Yalcnzuela, D. Fermín K. Al si na, D. Pedro T. 
Sánchez, D. Pedro U. Fernandez, D. Ernesto Esquer, D. To- 
mas J. Cuque, D. José K. Ruherl. 

para la Sección d<* Córdoba: Doclon s D. Joan M. Garro, 
D. Agustín Patino, D.José M. Fragueyro, 0. Nicéforo Caste- 
llanos, D. José Galiano, D. Pedro E. Molina, D. Julio P. Ro- 
drigue?,, D. Santiago Caceras* D. Salusliano Torres, I>. Fer- 
nando S. de Za valia. 

Para ta Sección de Santiago del Estero: Doctores 1). Luis 
Silvelí, R. Martin A. Herrera, 1). Rafael Barbosa, D. Benja- 
mín Giménez, l>. Remigio L. Garó!, D. José M. C.orosito, D. 
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Mauricio Gonzalos Duran, l>. Napoleón Taboada, I». Dámaso 
E. Palacio, D. Manuel Gorosliaga. 

Para la Sección de Tucuman: Doctores D. Próspero Gar- 
cía, D. Angel Padilla, D. Patricio Za valia, D. Francisco Ma- 
rina y Alfaro, D. Javier F. Frias, D. Servando Viaña. D. Juan 
M, Teran, D. José X. Olmos, D. Rufino Cossio, D. OsvaldoGon- 
zalez Soro!. 

Para la Sección fie Salla: Doctores D. José M. 
Daniel Zambrano, D. Fidel Castro, D. David Ovejei 
Ürliz, D. Aniceto Laiorrc, D. Abrahan Echazú, D. 
Ovejero, D, Melardo Zaparía. 

Para ta Sección de Juju> : Dolores |>. PlAcido S. de Bus- 
tamante, D. Joaquín Carrillo, D. Mariano de T. Pintos, D. B. 
Villafañe, D.Teodorico Carrizo. 

Para la Sección de Caín marca: Doctor D. José V. Cisne- 
ros, Dr. D. Guillermo Correa, Dr. D. Segundo Molas, Dr. D. 
Santiago Santa Coloma, D. Segundo F. Acuña» D. Belisario 
Akuniada, D. Fidel Barrionucvo, D. Bernabé Gómez. 

Para la Sección de la Rioja: Doctores D. Guillermo San 
Román, D. José A. Arguello, I). Serafín de la Vega, D. Nicolás 
González D. Benjamín Barros, D. Manuel J. Pazos, D. Flo- 
renlino de la Colina. 

Para la de San. luán : Doctores^D. Juan E. Albarracin, D.Mar- 
doqueo J. Oímos, D. Trislan Rios, D. Segundino J. Navarro, 
D. Pedro A. Garro, D. Daniel S. Aubane, D. Ignacio S. Flores. 

l»ora la Sección de Mendoza: Ductores D. Ignacio Bom- 
bal, D. AdoHb Calle, D. José M. Lencinas, D. Nicasio Mario, 
D. Ricardo Ituiz, D. Pedro Serpes, D. Osear Guiñazú, D. 
Moisés Lucero, D. Juan E. Scrú, !>. Manuel Bermejo. 

Para la Sección d<* San Luis: Dr. Llises R. Lucero, D. 
Juan A. Barboiln, [Ir. D. Carlos J. Rodríguez, Dr. Laman Cor- 
rea, Dr. Cristóbal Pereira, Dr. D. JulioG. Paulseu, Dr. Jacinto 
S. Pérez y Sr, Mamerto Gutiérrez. 
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Todo lo cual dispusieron y mudaron, ordenando se rejis- 
irase en el Libro d, Acuerdo., se publicase v se rornunicase 
al Poder Ejecutivo y & los señores Jueces de Sección respec- 
tivamente. 

j. H. COR0STIAGA. — J> DOMINGUEZ.— 
ULAD1SLA0 FRIAS. — S. M. LASHUR. 

Ante mi; ***** 

Hecreiaria. 



Acuerdo nombrando Juez de Feria para ta delato t**». 



, „ «„„,,„ Aires á cuatro .le Dieioml.ro de mil ochocientos 

ochenta y tros, reunidos en la Sala t^T^S^lkZ 
si,!ente de la Suprema Corte de Juslion >acionol Dr. D. José 
B. Gorosliaga y los señores Ministros Doctores D. José Domin- 
eu ez D- LladislaoFriosy D. Saturnino Laspiur. con el objeto 
ue nombrar el Juez de Ferio con arreglo al articulo cuarto 

del t'j - ** * ú " len in,erno Je laSu P r " ma Co,lc ' 

acordaron sombrar al Sr. Dr. D. José Domínguez y que a - 
(uaseeomo Socre.ario el Dr. D. Antonio Tarnass,. ordenando 
en el lib-o correspondiente y que se publicase. 

J. II. OOnOSTlACA. — t. DOJUKClW' — 
1 LADISLAO FltlAS. — »■ «• LASPIUIl. 



Ante mi : 



.Intou/o Tarnaai. 
Secretario. 
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CAUSA I 



D, Juan Márquez contra D. Teodoro Scftroder, sobre denuncia 
del socabon «Gibraltar», del mineral «la Mejicana*. 

Sumario. — De las sentencias de loa Tribunales Supe- 
riores de Provincia corresponde el recurso á la Snprema Corte, 
cuando se ha puesto en cuestión la validez de una ley nacional, 
y la decisión ha sido contra su validez. 
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caciones hechas en ellas per las Legislaturas provinciales, y 
por la ley de 17 de Diciembre de 1853 denominada i Estatuto 
de Hacienda y Crédito de la Confederación >. 

3 o El título de propiedad sobre una mina no es legal si no 
está registrado, 6 si no se ha pagado la contribución corres- 
pondiente. 

4 o La mina poseida con titulo legal no puede denunciarse. 
5 o Los socabones son laborea ó trabajos que se practican en 
las minas» y no son denanciables. 



Caso. — Don Joan Márquez se presento en 21 de Junio 
de 1877 al Juez de Minas de Villa Argentina en la Rioja, espo- 
niendo que en el mineral « La Mejicana * se encontraban la 
mina * Mellizas» y el socabon * Gibraltar* en completo aban- 
dono por su último poseedor D. Teodoro Schroder; y, haciendo 
presente que él tenia los útiles necesarios para su elaboración, 
los denunciaba. 

Opúsose Schroder, y producidas las pruebas se dictaron las 

siguientes 

ScMtoncft» del Jues ** Hiw» 

Villa Argentina, Diciembre 6 de 1877. 

Y vistos estos autos seguidos entre D. Juan Márquez y Don 
Teodoro Schroder, sobre denuncia del socabon «Gibraltan, de 
propiedad de la Sociedad < Esperanza» á quien representa 
Schroder, y resultando: Que el veinte y dos de Junio del cor- 
riente año D. Juan Márquez se presentó ante la Diputación de 
Minas denunciando el mencionado socabon como abandonado ; 
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Que Schroder se opuao á esta denuncia fundándose en que el 
socabon como todas sus minas, están legalmente amparadas 
por el hecho de pagar el impuesto de patente» con arreglo á lo 
establecido en .a Ley Nacional de 1853, llamada de Hacienda y 
Crédito Público; concluyendo en su escrito de bien probado por 
ampliar sn defensa en diversos sentidos, y considerando: I o Que 
el pago de impuesto de la patente no es suficiente medio para 
el amparo de las minas, porque la misma ley cu que Be funda 
Schroder para pretenderlo así, no lo establece en parte alguna, 
puesto que solo declara denunciablcs las minas que no hubieran 
pagado dicho impuesto, de donde no puede deducirse lógica- 
mente que ellas queden amparadas por el hecho de pagarlo ; 
2? Que por el contrario, el mismo Estatuto Nacional y la misma 
ley Provincial del A de Diciembre de 1869 declaran Código de 
Minería las Ordenanzas de Méjico ; y estas establecían la ma- 
nera de amparar las Minas en su título IX, artículos 13 y H, 
cuyas disposiciones no están en contradicción con lo estable- 
cido por el Estatuto ; puesto que la reunión de ambas disposi- 
ciones solo dá a entender que la falta de cualquiera de las con- 
diciones establecidas (pago de impuestos y los cuatro rayadores) 
hacen denunciables las minas, sin que pueda decirse lo mismo 

mente la ley lo declara así; 3" Que en consecuencia de esto y 
sin entrar á juzgar de la constitucionalidad ó inconstituciona- 
lidad del Estatuto (de que tanto se ocupan ambas partes), 
queda demostrado que el pago de la patente no es suficiente 
medio de amparar las minas ; 4 o Que no es admisible la doctrina 
que sostiene que el socaban Gibraltar no es una 
simplemente un trabajo auxiliar; tanto porque la 
clasifica siempre esta clase de socabon con el nombre de contra- 
mina general (lo que basta para comprender que no es auxiliar) 
cuanto porque el socabon se encuentra en un territorio propio 
de las Minas ; y por consiguiente, es una ver da- 





« 
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der& pertenencia, esto es, denunciable, y no una accesión de las 
Minas, tanto mas cuanto que estas siguen como accesorias en 
cuanto al amparo, U suerte del socabon; 5 o Que si bien es 
cierto que la Diputación de Ninas concedió a Don Teodoro 
Schroder la próroga de nn r ,o para el amparo de sus minas sin 
trabajo (documento de fojas 22 y U) dicta concesión se hizo 
en la forma y bajo las condiciones establecidas en los artícu- 
los 15, título IX de las Ordenanzas del ramo ; 6 a Que el ar- 
ticulo 15 citado establece que las minas sean denunciares no 
obstante las piórogas que se concedan, siempre que no se hu- 
biesen llenado las condiciones y requisitos que el mismo ar- 
tículo señala como únicas razones para acordar dicha concesión; 
V Que en consecuencia» á Schroder correspondía justificar que 
se hallaba en las condiciones ya establecidas, lo que no ha 
verificado, puesto que los testigos que declaran al respecto, á 
fojas 90 vuelta y 91, que lo son l). Guillermo N. Fibrar, Don 
Ramón C. Davila y D. Emilio Huniken, lo que dicen saber es 
de oidas. declarando que ignurau lúa demás puntos que se les 
preguntan, declaraciones que no tienen valor alguno jurídico i 
8" Que la disposición del artículo 4", título X de las Ordenanzas 
del ramo, por la cual Schroder, como dueño de las minas, pre- 
tende tener preferencia para labrar el socabon, no es aplicable 
al presente caso, puesto que ella se refiere ' 
turosos, cuyo trabajo esta á emprenderse c 
las espresiones de que se vale al decir que si alguno se 
á labrar socaboms con el objeto de habilitar una ó muchas 
minas etc. y no á trabajos hechos ya en su mayor parte y 
cuyo objeto puede no ser solamente el de habilitar las minas, 
caso en que se encuentra el socabon Oibraltar. á diferencia del 
que está mas arriba para habilitar la mina «Hullera * ; 9» Que 
el hecho de estar parte del socabon en pertenencia de Don 
Ricardo Valdés, aun justificado, no seria razón para, contra- 
riando las Ordenanzas sobre la manera de amparar las minas, 




DE JUSTICIA NACIONAL 



17 



el socaban permaneciese siempre indenuueiable ; pues que esto 
siempre seria una manera sencilla de eludir la ley con perjuicio 
de loa intereses públicos; 10° Que la pobreza de Márquez no 
puede alegarse como razón para no hacer lugar al denuncio, 
porque en las Ordenanzas no se encuentra disposición algu na 
que prohiba á los pobres denunciar minas, bastando por consi- 
guiente la posibilidad de trabajar para que se deba hacer lugar 
á una pretensión justa; 11° y último: Que el denunciante ha 
justitieado plenamente el abandono en que se ha encontrado 
el socabon Gibraltar y por consiguiente su denunciabilidad. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dispuesto en 
los artículos 13, 14 y 15, título IX de las Ordenanzas de Mé- 
jico, declaro bien hecho el denuncio del socabon Gibraltar, el 
que se adjudica en propiedad á Don Juan Márquez, sin espe- 
cial condenación en costas. Dése copia de esta resolución si se 
solicitase, dejándose el correspondiente en el libro del Juz- 
gado. Hágase saber original y en atención á la premura del 
tiempo, habilitándose las horas necesarias al objeto. Repóngase. 

J. Arguello. 

SENTENCIA DEL SIPEtUOR TRIBUNAL 

Rioja, Mayo 12 de 1881, 

Vistos; y considerando por lo que se refiere a la ley aplicable 
al caso subjudice: 1" Que el estatuto llamado de Hacienda y 
Crédito Público, sancionado poT el Congreso Constituyente de 
1853, tiene solamente el carácter de una ley fiscal, y aun cuando 
tuviera el de Código de Minería ha quedado derogado tanto 
por disposiciones posteriores del Congreso, cuanto por la ley 
provincial del 4 de Diciembre de 1869, dictada en uso de las 
facultades que la Constitución Nacional acuerda á las provincias, 

T. IV 2 



la 



(art. 108); 2 o Que no es admisible en manera alguna la teoría 
sostenida por SchrodeT, deque dicho Estatuto puede conside- 
rarse como vigente; pues por ella lo estarían las antiguas leyes 
penales i pesar de los Códigos sancionados últimamente por las 
provincias. 

Considerando por lo que se refiere á la condición del 
cabonLGibraltar: i u Q ue como se dea P ren(ie de la BOlicUufl 
de Schroder, presentada á la Diputación de Minas, es una 
obra cayo objeto es facilitar el desagüe de las minas de la 
«Sociedad Esperanza»; facilitando por consiguiente bu es- 
putación, sin que para trabajarlo se haya pedido la conce- 
sión de ninguna otra pertenencia, además de las poseídas por 
dicha Sociedad, sinó únicamente las ventajas que prescriben 
las Ordenanzas de Minería en el título 10 sobre este privilegio ; 
2* Que la concesión de una pertenencia minera, no di al con- 
cesionario derecho á trabajar sinó dentro del sólido geométrico 

UmitTdTteminado en sentido vertical; ni que por »1 contrario 
pueda Ber nadie aotorizado para hacer otros trabajos que los 
auxiliares de interés general con arreglo á las Ordenanzas; 3' 
Que el derecho de hacer socabones de desagüe ó de cualquier 
otra clase no supone el de adquirir las pertenencias mineras ó 
las fracciones de ellos, por cuyo espacio pueda pasar un socabon, 
terrenot que quedan perfectamente denunciares; mucho mas 
cuando labrar socabones es deber ineludible en muchos casos, 
para los propietarios de minas; A* Que siendo esto así, no puede 
sostenerse que el que está labrado un socabon en terreuo cuya 
concesión no ha pedido como pertenencia minera, pueda atri- 
buirse sobre ese terreno mas derecho que el que la ley le conce- 
de- 5* Que la doctrina contraria seria absurda puesto que el due.io 
de'unn pertenencia podría, cavando un socabon, estender ese 
derecho á voluntad en perjuicio del interés público; 6* Que 
un socabon una obra independiente de la mina, la cual 



DE JUSTICIA NACIONAL 19 

puede existir sin él y él sin ella, puesto que puede ser cavado 
como en el caso actual para el servicio de Taños, la población ó 

blacion ó desamparo de las minas qite auiitia ; máxime cuando la 
oscavacion de soeaboncs es de interés general y no conviene que 
quede paralizada. 

Considerando por loque se refiere al hecho del desamparo: 
1° Que Schroder no ha probado la población ó existencia de loa 
rajadores; 2* que el artículo 5" de las Ordenanzas de Méjico 
solo autoriza la suspensión de trabajos por los tiempos y ma- 
nera arriba espresados (cuatro meses) para poder el primitivo 
poseedor oponerse con causa á la nueva denuncia. La Diputa- 
ción de Minas, no ha podido conceder otra prúroga que esta, y 
pasada esta no asiste razón alguna para oponerse al nuevo de- 
nuncio ; 3° Que la crisis mercantil no ea una excepción legal 
que autoriza la suspensión del trabajo ; 4° Que el derecho de 
preferencia que reclama Schroder, ha sido ofrecido ya por él y 
no puede invocarlo cuando se discute precisamente por ha- 
berlo abandonado; 5" Que el interés público aconseja protejer 
todas las empresas que tiendan á dar actividad a los trabajos 
de minaría. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la sentencia 
apelada, seconfirnu estacón costas, regulándose las personales 
del apelado en doscientos pesos bolivianos. Satisfechas estas y 
repuestos los sellos, devuélvase. — f\ JV\ 0. — flaltazar Jara- 
millo. — Conrado W. Chaves. — Francisco Alvares. 

WmUm *• la lapitM C«rt* 

Suenoi Airet, Enero 16 de 1883. 

Vistos y considerando; que el presente asunto viene por re- 
curso que establece el inciso primero del artículo catorce de 
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lt ley nacional de jurisdicción, en razón de haberse puesto en 
cuestión la validez de una ley del Congreso y sido la decisión 

contra su ralidez. 

Considerando, que la ley nacional denominada Estatuto de 
Hacienda y Crédito de la Confederación, fecha diez y siete de 
Diciembre de mil ochocientos cincuenta y tres, es una ley 
vigente en la República en todo lo que no haya sido derogada 
«presamente por otra ley posterior. 

Que por esta razón está vigente el artículo primero, título 
décimo de dicha ley, qne dispone que: . Interin el Congreso 
dicta el Código de Minería regirán en la Confederación las Or- 
denanzas de Méjico, con las modificaciones que las Legislaturas 
de Provincia hayan hecho en ellas en todo lo que no se dero- 
gase por la presente ley » ; como está también en todo su vigor 
el aTtículo once del mismo titulo, que establece que : « No es 
legal el título de propiedad sobre una mina si no está regis- 
trado, Ó si no se ha pagado la contribución correspondiente ; 
y que la mina poseida con título legal, no puede denunciarse 
por ningún otro título ó disposición de las Ordenanzas de 
Minas ». 

Considerando que el demandado Señor Schroder no solo tiene 
registradas sns minas sin6 pagada la contribución correspon- 
diente, según cenata de los certificados á fojas norenta y nueTe 
y cien del Escribano de Minas y del Receptor de Rentas de la 
Provincia de la Rioja. 

Considerando que aunque el Código Civil dictado posterior- 
mente, ha declarado de propiedad de las Frorincias las minas 
comprendidas dentro de bu territorio, esto en manera alguna 
importa derogar la legislación anterior del Congreso sobre 
minas ínterin se dicta por el mismo el Código de Minería. 

Considerando en cuanto al fondo de la cuestión: Que los 
socabones por ninguna disposición de las Ordenanzas de Méjico 
pue-Ien ser denunciabas porqae no son mas que simples labores 
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aunque a veces muy costosas y valiosas; y las labores 6 traba- 
jos que se practican en las minas no pueden denunciarse. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada y se 
declara ubauelto de la demanda al demandado Schroder. Sa- 
tisfechas las costas de esta instancia y repuestos los sellos» 
devuélvanse los autos para el cumplimiento de esta sentencia. 
Notifiquese con el original. 

J. B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ.— 
«LADISLAO fRiAS-— S. H. LASPtUR. 



♦ 



CAliHA II 



Sobre exhorto del Juez de Sección de Catamarea al de la 
Sección de Tucuman. 



Sumario, — Para la legalización de los despachos que los 
Jaeces Federales dirigen á Autoridades Nacionales ó Provin- 
ciales, de fuera de su jurisdicción, hasta la firma del Juez, y 
el sello de tinta del Juzgado puesto á la derecha. 



5ft FALLOS DE LA SUPRIMA COMI 

Cuo. - El Juez Federal de la Sección de Catamarca dirigió 
al de la Sección de Tucuman un exhorto para recibir las decla- 
raciones de algunos testigos, presentados en la causa de D. 
Domingo Gandíni con D, Antonio Ojeda, firmando el despacho, 
y poniendo en él el sello de tinta del Juzgado á la derecha de 



del Juei Federal 




Tucuman, Julio 28 de 1880, 

En disconformidad con el señor Fiscal y considerando: 
i- Que las fórmulas y requisitos a que deben estar sujetos 
los exhortos, ó comisiones precatorias son tutelares de los de- 
rechos individuales, de los cuales, por lo tanto, no puede pres- 
cindirse, tanto mas cuanto que aquellas se han de ejecutar y 
mandar cumplir por el juez exhortado sin audiencia de la parte 
a quien esta ejecución pudiera perjudhar. 

%* Que aunque las leyes anteriores á las de Procedimientos 
de los Juzgados Nacionales no individualizan estos requisitos, 
la practica constante del de esta Sección y la de los de la Pro- 
vincia, fundada en la justicia que procura para todos la garantía 
de sus derechos los ha fijado de una manera uniforme, en los 
términos que se vé en Goycna a Febrero tomo 4, libro 4, título 6, 
número 430, página 21, y el formulario correspondiente página 
,90, asi como en Caravantes el formulario que trae página 555, 

tomo % libro 3?. 

3" Que esta misma es la práctica constante de los Tribunales 

de la Kepública. 

Ao Que «1 despacho de que se trata carece de aquellos requi- 
sitos consignados por la sana jnrisprodencia, y que se encuen- 
tran individualizados en la doctrina y formularios citados 

Por estas consideraciones declaro que el exhoTto dinjido a 
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este Juzgado por el señor Juez Nacional de la Sección ds Cata- 
marca con fecha 12 del presente para recibir declaraciones á 
los testigos que presentare ü. Domingo Gandini, no viene en 
forma. En consecuencia devuélvase a dicho Señor Juez con el 
oficio correspondiente. 

Benigno Vallejo. 

El Jaez Federal de Catamarca elevó los antecedentes á la 
Suprema Corte, 

VISTA DEL StSOR PROCURADOR GESERAL 



El artículo i i del Reglamento para los Juzgados Nacionales 
presupone la autorización del Escribano con quien actúa el 
Juez. De muñera que, un despacho ó un exhorto dirijido por 
un Juez áotro para ser tenido por auténlico, á mas de la firma 
del Juez exhortante, y del sello de tinta puesto á la derecha, 
es necesaria la atestación del escribano. Así lo ha declarado 
V. E. en la causa 58, tom. i*\ série i", pág. 

El señor Juez de Catamarca está pues, equivocado en la in- 



teligencia que 




da al artículo citado. Falta la atestación del 
escribano en su exhorto, 

A la vez es sensible que el señoT Juez de 
de referirse a Goyena y Caravantes, que i 
en la cuestión, no hubiera vuelto el exhorto á su colega de Cata- 
marca, haciéndole notar sensiblemente que faltaba aquel requi- 
sito para que lo llenara, 

Y, todavía mas; puesto que ningnna duda se suscitaba con 
respecto ála autenticidad, mejor hubiera sido todavía que el 
señor Juez de Tucuman hubiera devuelto cumplido el exhorto, 
haciendo notar la omisión para evitar su repetición en lo su- 
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Para reparar el tiempo perdido, que redunda en mengua de 
Injusticia, es lo mas espedí ti yo que devuelva Y. E. estas ac- 
tuaciones al señor Juez de Tueuman para que dé cumplimiento 
al exhorto previniendo al de Catamarea se ajuste en adelante á 
la fórmula sancionada para casos de igual naturaleza. 

Eduardo Costa. 

F*1I« de I* Suprema Corto 

Bueno* Aires, Enero 16 de 1883. 

Vistos y considerando: Que por el artículo sétimo del Regla- 
mento para los Juzgados Seccionales las providencias de los 
Jueces de Sección, de cualquiera clase que sean, quedan snfi- 
cientemente autorizadas con su firma, sin el proveído de loa 
Escribanos. 

Qne el artículo once del mismo Reglamento solo eiije para 
la legalización de los despachos que dichos jueces dirijen á au- 
toridades provinciales ú nacionales, de fuera de su jurisdicción, 
el sello de tinta del juzgado, a la derecha de la firma del Juez. 

Que en el caso á que se hace referencia, la Corte no estaba 
llamada idesidir el mismo punto que al presente, y pudieron 
por esto pasar desapercibidas las disposiciones citadas. 

Forestes fundamentos y teniendo el despacho de foja dos 
los requisitos legales necesarios, se declara que está en debida 
forma y debe cumplirlo el Juez de Sección exhortado; a cuyo 
efecto, devuélvanse los autos al juez exhortante, en la forma 
de estilo» 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — 8. M. LASPIUR. 
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CAUSA 111 



ft* Hosenda Cuello de. Soria, sobre excepción de Antonio Soria 
del servicio activo de la Guardia Racional 



Sumario. — El ser quien provee á la subsistencia de la fa- 
milia, no es raso de excepción sancionado por la ley de 5 de 
Junio de 1865. 



Caso. — D a Rosenda Cuello, alegando que su esposo D. An- 
tonio Soria era el que proveía á la subsistencia de la familia, 
pidió ae le declarase exento del servicio activo de guardia na- 
cional fuera del distrito de su residencia. 

F»ll» del Jum Fedcrtal 

CaUmarca, Jal ¡o 3 de 1880. 

Vista la anterior solicitud de Rosenda Cuello pidinido que 
su esposo Antonio Soria sea dispensado del servicio activo de la 
guardia nacional, fuera del distrito de su residencia por ser 
éste quien provee á la subsistencia de la familia; con lo es- 
puesto por el Procurador Fiscal ad hoe señoT Ahumada; y 

Considerando: 
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Ü* Que U ley de 5 de Junio de i 865 en que la ocurrente 
funda sus peticiones, es de interpretación restrictiva, según la 
jurisprudencia establecida por la Suprema Corte. (Causa 29, 
pág. 15, tomo 9, série J'de sus Fallos). 

* Que entre los casos de excepción del servicio militar, no 
figura en dicha ley el alegado por la ocurrente. Por tanto y de 
conformidad con el dictamen fiscal que antecede, se declara no 
haciendo tugar á la exoneración del servicio activo en la guardia 
nacional al espiado Soria, quien por el contrario* deberá pres- 
tarlo conforme á la ley. Hágase saber, repónganse los sellos, y 
satisfechas las costas, archívese el espediente. 

Joaquín Quiroga. 

VISTA DEL SEÍÍOB PROCURADOR GEKEftAL 

Bueno Aire», Mano 12 de 1881. 

Suprema Corte: 

La pretensión de la esposa del guardia nacional dun Manuel 
Soria, se encuentra en el caso de tantas otras que han buscado 
la exoneración de los deberes del ciudadano en el espíritu de la 
ley, con urescindcncia de su texto claro y esplicito. 

En mérito de Ub consideraciones que he aducido con repeti- 
ción sobre el particular, pido la confirmación de la sentencia 

Eduardo Costa. 



Bueno* Aire», Enero 30 de lí*B3 
Vistos, por sus fundamentos, y atento lo espuesto y pedido 
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por el señor Procurador General en la Yista que precede, se 
confirma el auto apelado de foja dos, y devuélvanse sin mas 
trámite al Juez de Sección de 



J. B, GOftOSTlAGA. — t LADISLAO 
— S. M. LASPWfl. 



«AUNA IV 



Doña Isabel Ovejero sobre excepción 
y D. Justo Ovejero 
fuera de su distrito 




Sumario. — i" Las excepciones de la ley de 5 de Junio de 
IgftSson de interpretación restrictiva. 

2 o Entre ellas no existe ta del hermano que provee ála sub- 
sistencia déla hermana. 



Caso, Ke aplica par el 



MI* del J«e> Fe«er*l 

C*U marca. Julio 7 de 1880. 

Vístala anterior solicitad de Isabel Ovejero, sobre excepción 
del servicio activo de la Guardia Nacional fuera del distrito de 
bu residencia de los dos hermanos de la misma que proveen á 
su subsistencia; con lo espuesto por el Procurador ad hoc Sr. 

Vera, y 
Considerando; 

I o Que la ley de 5 de Junio de 1865 en que la ocurrente 
fonda su pretensión, es de interpretación restrictiva segnn la 
jurisprudencia establecida por la Suprema Corte en la causa 
29, pagina 15, tomo 9 o , série 1" desús Fallos. 

2? Que entre los casos de excepción al servicio militar que 
establece la citada ley, no figura el invocado por la ocurrente. 

Por tanto, y de conformidad al precedente dictámen fiscal, 
H declara.' qne no debe accederse, como en efecto no se bace 
lugar á la exoneración del servicio activo en la Guardia Nacio- 
nal de los espresados hermanos Ovejero, quienes por el contra- 
rio deberán prestarlo conforme á la ley. Hágase saber, repón- 
ganse los sellos y satisfechas las costas archívese el espediente. 

Joaquín (Juiroga. 

VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Dueño» Aire», Febrero 18 de 1881. 

Suprema Corte; 

D* Isabel Ovejero solicita sean exonerados del servicio sus 
hermanos Pastor y Justo Ovejero, por atender á su subsisten* 
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Si el hermano que atiende á la subsistencia de la hermana 
pobre ha de ser exonerado, con igual derecho pretenderían 
serlo, el sobrino que provee á la subsistencia de su tia; el 
primo ala de su prima, etc., etc. En rigor podría decirse que 
es tanto mas meritorio el cumplimiento de un dober cnanto 
mas remoto es el vínculo que d ello nos impulsa. 

No tendría mas inconveniente esta interpretación humanita- 
ria, sí no es desenvolver en grande escala una filantropía inte- 
resada, que acabaría al fin por desvirtuar por completo la ley. 

V, E. con sobrada razón ha declarado que estas leyes de 
excepción y de favor no pueden interpretarse sinóen su sentido 
estricto y literal. La sentencia apelada es, así, perfectamente 
arreglada á derecho, y debe V. E, confirmarla. 

Eduardo Costa. 

rail* de la fUiprc» Cor** 

Buenos Aires, Enero 30 de 1883. 

Vistos; por sm fundamentos y atento lo espuesto y pedido 
por el señor Procurador General, se confirma el auto apelado 
de foja dos, y devuélvanse sin mas trámite al Juez de Sección 
de su procedencia. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. 
S. H. LASMim. 
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CAUSA V 



D. Juan Cruvellier contra Olmos y Cía., sobre indemnización 

de daños y perjuicios 



Sumario. — 1* La existencia de la sociedad, cuyo fondo es 
mayor de 2C0 pesos debe probarse por escrito, 

2 o A falta de instrumento escrito, no puede Tecurrirse á la 
prueba de los hechos de los cuales resulte, cuando la acción se 
funda en el hecho de haber sido eschiido de formar parte de 
ella, y no se ha estado en comunidad de intereses. 

3 o El haberse tratado de formar una sociedad no basta para 
crear derechos y obligaciones de sócíos, y hacer derivar las 
consecuencias inherentes a la inejecución de las convenciones. 

4* No considerándose temeraria la demanda, no debe conde- 
narse cu costas al actor. 

Caso. — Lo esplica el 

■Uto M Jue» Federal 

Bueno» Airea, Agosto 17 de 1682. 

Vistos estos autos seguidos por D, Julio Vonviller en repre- 
sentación de D. Joan Cruvellier contra los señores Olmos j 
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Compañía, por cobro de la suma de novecientos mil pesos mo- 
neda corriente. 

Resulta i° Qne el origen de esta acción es un contrato de 
sociedad que se dice celebrado entre Cruvelüer y Olmos y 
Compañía con el objeto de fundar un Establecimiento de Pa- 
tines y Café-Concierto, en el local donde está actualmente 
ubicado el teatro nacional, en la cual el primero debía poner 
su industria y un privilegio que tenia concedido del Gobierno 
Nacional para la esplntaeiou de pisos empedrados aplicables á 
la patinación, y otro por patines sistema Cruvellier, debiendo 
ser él el gerente ó administrador de Ja casa y tener un veinte 
y cinco por ciento en las utilidades, y ademas un sueldo men- 
sual de doscientos pesos fuertes. 

2 o Que la suma que reclama el demandante procede de las 
utilidades, que según su estimación ha dejado de percibir como 
socio de los demandados en dicho establecimiento, y de cuya 
suciedad ha sido ¡legalmente excluido. 

3° Que el actor alega como hechos demostrativos de la so- 
ciedad : 1° haber sido solicitado por un señor Lisca no, para 
proponerle la formación de la sociedad con Olmos y Compañía 
bajo la razón social Cruvellier y Compañía; 2 a haberse ocu- 
pada desde el 29 de Noviembre acompañado de 1>. Juan Blaskley 
hermano político de Lascano, de recorrer las diversas calles de 
la ciudad en busca de un local á propósito para el estableci- 
miento; 3 o haber sido recomendado por Olmos y Compañía á 
D. Pedro A T ela, dueño de la casa ubicada en la calle de Piedad 
núm. 34 de una manera especial y como socio; 4 o haber tenido 
la suerte de descubrir en la calle de Florida la casa señalada 
con los números 78 al 86 por lo cual fué felicitado con entu- 
siasmo por Olmos y Compañía; haber iniciado negociaciones 
con el dueño de dicho local, señor Ortiz Basualdo para arren- 
dárselo por doce años bajo la fianza de Olmos; fl- que tanto 
estos como el sócio, el señor Lascano lo han presentado y reco- 
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mandado en todas partes como sócio para la formación del 
Skating Florida; 7* que en 4 de Enero tuvieron todos una 
conferencia en casa de los demandados para redactar por es- 
crito la sociedad convenida y que ja estaba en principios de 
ejecución, redactándose y aprobándose los artículos emargina- 
dos en I» cópia de f- 6 quedadlo pendiente del artículo 7 por 
el aneldo fijado á Cruvellier. 

4» Quede estos antecedentes deduce el demandante que hubo 
un contrato verbal de hacer una sociedad con un principio de 
ejecución, el cual no solamente estaban obligados á cumplir 
Olmos y Compañía, sinó á no ejecutar acto alguno que lo entor- 
peciera bajo pena de daños y perjuicios, cuyo resultado para 
él habría sido el que estima eu los novecientos mil pesos que 
demanda, 

5 o Que Olmos y Compañía han negado categóricamente todos 
y cada uno de los hechos articulados eu la demanda, sosteniendo 
que Cruvellier les fué presentado por el señor Lascano, como 
una persona que podría desempeñar el empleo de mayordomo 
6 boletero del Establecimiento que se proponian fundar no 
habiéndosele aceptado por sus exageradas pretensiones, 

0* Que en tal virtud se recibió la causa á prueba t estable- 
ciéndose en el auto de foja 98 vuelta que debía versar la de 
testigos: I o sobre la existencia del contrato de sociedad entre 
el demandante y los demandados; 2° sobre si el demandante 
practicó las diligencias á que se refiere su escrito de demanda, 
y 3* sí tales diligencias fueron practicadas como sócio y como 
agente de Olmos y Compañía, consistiendo la que ha producido 
el demandante en las posiciones absaeltas por D. Martiniano 
Olmos i t. fifi por Lisandro Olmos & f. 171, y en las declara- 
ciones de f. 1 17 A f, m y f. 150 á f. 159. 

Y considerando: Que si la acción deducida se funda en la 
existencia de un contrato de sociedad como tespecti ranéate 
lo afirma Cruvellier en su escrito de demanda, de la cual según 
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él ha iido eacluido ain derecho ai motivo licito, no ha podido 
probarse ainó por escrito, á virtud da lo dispuesto en los artí- 
culos 57, título!", y 45, título 7% libro % sección 3 del Código 
Civil, por cuanto el fondo social excede de doscientos pesos 
fuertes, siendo improcedente la testifical porque no se ha pre- 
sentado ningún documento constitutivo de principio de pmeha 
escrita, único caso en que seria permitida. 

t Que de las posiciones absaeltas por los señores Olmos 
que componen la moa social demandada, absolutamente nada 
resulta en favor de las pretensiones del demandante, pues to- 
das ellas lo han sido negativamente en lo pertinente á la 
cuestión sub-judice. 

3- Que Cruvellier no se encuentra en el caso de podeT alegar 
la existencia de la sociedad y de consiguiente de recurrir á la 
prueba de hechos de donde ella resulte, á falta de instrumento 
escrito, porque no ha estado ni un momento en comunidad de 
bienes é intereses según se deduce de sn misma demanda, no 
habiendo tenido ni siquiera un principio de ejecución el pro- 
yecto de establecimiento de patines t de modo que no llego el 
caso de que utilizasen su induf'ria, ni sus privilegios ó inven- 
tos patentados, sobre pisos empedrados y patines, 

4° Que ademas, de entre los diversos hechos articulados en 
so largo escrito de demanda, los únicos que acaso podrian con- 
siderarse inductivos de la existencia ó por lo menos de un 
proyecto de sociedad son los tres últimos enumerados en el 
resultando 3° ; pero el primero ha sido apresamente desmen- 
tido por el Dr. D. Manuel Basualdo á quien se refiere, el cual 
declara ademas á f . 151 , que recien en ese acto conocía perso- 
nalmente 4 Cruvellier y que la persona con quien ha tratado 
por primera vez el arrendamiento de la propiedad á que se 
refiere la cuestión, es el señor Blaskley y se ha entendido en 
toda la negociación hasta que se presentaron los señores Olmos, 
siendo de advertir que este es el hecho capital en que el de* 

T. XVI 3 
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mandante apoya su reclamo; y en cnanto álos otros ninguna 
prueba se ha producido de las que menciona el articulo 18 del 
titulo De la Sociedad, Código Ciril, ni otros semejantes, ni si- 
qaiera de testigos como lo exige la ley 32, titulo 16, Partida 8'. 

50 Q Be aún en la hipótesis de ser cierto que Cruvellier ha 
practicado las diligencias que refiero en su demanda para 
buscar local; como también que el señor Laseano lo vió y le 
propuso formar una sociedad con Olmos y Compañía» no ha 
probado que esas diligencias h.s haya practicado como socio ni 
como agente de aquellos, según lo determinó el auto de f. 98 
vuelta, ni quo dicho Laseano hubiera obrado como mandatario 
6 socio de los mismos, requisito indispensable para que pudiera 
hacer responsable por susactos á ios mandantes y á la sociedad, 
pues si lo ha hecho oficiosamente, o como comisionista ninguna 
acción tienen los que con él contrataron contra sus comitentes 
(Art, 09, tit. De ta Sociedad, Cúd, Civil, y 337 Cód. de Co- 
mercio). 

6 o Que el hecho de qne se haya conversado y aún tratado 
entre Olmos y Compañía y el demandante de formar una so- 
ciedad con el objeto que este indica, no es bastante para crear 
derechos y obligaciones de sócio y hacer derivar de allí las 
consecuencias inherentes á la inejecución de las convenciones, 
porque en todo eso no hay un verdadero acto jurídico. La 
8ociedad es un contrato especial, en qne como elemento esencial 
interviene la calidad de las personas; lo que hace que termine 
con la muerte de uno de los socios y solo existe desde eldia 
del contrato a falta de estipulación espresa 6 tácita al respecto 
6 desde que los socios ponen en comunidad sus capitales ó 
industria (v. Mourlon, tomo 3", n" 850 y siguientes) pudién- 
dose desde entonces exigir el cumplimiento de las obligaciones 

que de él nacen. 

7* Que con arreglo á estos principios nadie puede ser obli- 
gado á formar sociedad 6 á csplotar un determinado ramo de 
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industria, ni la negativa á ello puede resolverse en determina- 
ción de daños y perjuicios porque no so trata da obligaciones 
de hacer, las cuales se refieren á la prestación de servicios, 
que una parte se obliga personalmente á ejecutar parala otra. 

8° Qae además, la única prueba rendida <?n que aparecen 
Olmos j Compañía reconociendo el hecho de haber proyectado 
una sociedad con Cruvellicr es la declaración del Dr. Albarracin 
la que si bien es- muy respetable por la posición del testigo, ha 
sido tachada oportunamente en el escrito de f. 134, tacha que 
el Juzgado no puede dejar de aceptar, pues constan de autos 
los hechos en qne se funda y son de naturaleza á desvirtuar la 
fe que ella merece, examinados segun las reglas de la sana 
crítica, a lo que se agrega su singularidad que le quita el valor 
de prueba jurídica. (Ley 23, tit* 1C, pan. 3*), 

9 o Que á las precedentes consideraciones fundadas en los 
principios de derecho aplicables al caso, qne escluyeo por 
completo la acción deducida, se agrega que no es ni siquiera 
verosímil a menos de suponer á los señorea Olmos y Compañía 
destituidos de razón, una asociación con el demandante en los 
términos en que este la plantea, es decir, poniendo aquellos 
un fuerte capital y Cruvellicr tan solo un privilegio, para cuya 
espiraoíon faltaban dos años coran resulta del certificado espedido 
por la Oficina de Patentes que el Juzgado lia tenida á la vista, 
en cambio de na veinte y cinco por ciento durante doce años, 
y un elevado salario mensual udemas de darle su esclusivo 
nombre; asociación perfectamente nula desde el dia de la ca- 
ducidad de la patente, porque el socio Cruvellicr quedaría 
figurando en ella sin prestación de capital; y participando en 
todo caso de las ganancias, puesto que teudria un salario fijo, 
y, en ninguno, de las pérdidas. (Art, V, tit. 7, lib. 2 o , seo. 2*. 
Código Civil}. 

Por estos fundamentos y concordantes en derecho, del escrito 
de f. 61, fallo absolviendo á Olmos y Compañía de la demanda 
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interpuesta contra ellos por D. Juau CriiTellier 4 f. It 4 quien 
impongo perpetuo silencio 4 su respecto, con costas, Notifi- 
ques* originAl j repónganla los sellos, 

Virgilio Ttiin. 



Bueoo* Aires, Enero 33 de 1883. 

Tistes: por sus f andamentos se confirma la sentencia apelada 
de foja ciento setenta y ocho, menos en la parte en qne con- 
dena en costas 4 D. Juan Crurellier, por no considerarse teme- 
raria la demanda. 

Repuestos los sellos y satisfechas Us costas, devuélvase. 



J.B. COnOSTIACA. — J. D0MUGUV2. — 
UÍ*A.Dfifil*AO FRÍAS* 14 ■ LASPIUR ■* 

— M. s>. piiaruo. 
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CAVIA VI 



D. Cárfos Ektund capitán del lugre ruso * Uhro * contra M- 
volta, Carbón i y C*. por cobro de estadio*; sobre prueba de 
testigos, 

Sumario. — Señalado un nuevo dia, dea pues de vencido el 
término probatorio, y no presentados para ese dia les testigos 
ofrecidos, no puede eiijirse ya su eximen. 



Caso.— En la causa del capitán Ekiund contra Rirolta, Caí- 
boni j C\ la parte de estos que había producido testigos, pi- 
dió se señalara otro dia para su eiámen, por haber estado 
enfermo el Jnex el dia señalado en que los testigos concurrieron. 

Se señaló otro dia después del término probatorio. 

Kivoita, Garboni y C*, esponiendo que los testigos, siendo 
patrones de lancha se bailaban en viaje, pidieron la fijación de 
un nuevo dia. 

Ynttt) Jw*a sTwdMffAl 

Buenos Airei, Febrero 19 da 1882. 



Estando vencido el término de prueba, no na lugar. 
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Buenos Aires, Enero 25 de 1883. 



Vistos: resultando que la parte apelante no presentó los 
testigos ofrecidos eu el nuevo día señalado por el Juez de 
Sección, después de vencido el término de prueba, se confirma 
el auto apelado do foja cuarenta vuelta. Satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvase. 



Criminal, contra Don Melchor liarrionuevo y D. Alejandro To- 
ledo, por violación de ta correspondencia telegráfica; sobre 



Sumario.^ El conocimiento del delito de violación de cor- 
respondencia, corresponde á la Justicia Federal, aunque se haya 
cometido con motivo de nna revolución local. 



j. B. GOROST1AGA. — J DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — S. H. LASMCR. 




CAUSA VII 
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Caso. — En 1877 tuvo lugar una revolución en San Juan. 
En ocasión de ella fueron procesados 1). Melebor IJarriomievo 
y D. Alejandro Toledo como reos de violación de corresponden- 
cia telegráfica, y acusados por el delito previsto por el artículo 
61 de la ley general de telégrafos de Octubre de 1875. 

de los reos, alegando que se trataba de un delito 
i con motivo do una revolución local, opuso que la causa 
ila jaeticia ordinaria. 




Fallo 4*1 



Snn Juan, Julio 16 de 1880. 



Tisto el incidente sobre competencia promovido por el de- 
fensor de los proeea dos en su escrito de f. 81, con lo espuesto 
por el fiscal ad hoc y considerando especialmente : 

1" Que á petición Fiscal de f. M vuelta, v en mérito de las 
diligencias subsiguientes fué declarado por auto de este Juz- 
gado fecba Octubre 11 de 1877, corriente a f , 26 vuelta y 27 
que la jurisdicción de este Juzgado en la presente causa era 
privativa, por tratarse de un delito nacional, según la doctrina 
espuesta por el Fiscal y aceptada por el infrascrito. 

2 U Que esta declaración está fundada en la disposición termi- 
nante del artículo 12, ley sobre jurisdicción y competencia de 
los Tribunales Nacionales del M de Setiembre de 1803. 

Por estas consideraciones: fallo este incidente, declarando 
que este Juagado es competente para conocer en la preeente 
causa, é infundada la excepción opuesta por el defensor de los 
reos, D. Javier Baca, con costas al mismo. Hágase saber a las 
partes y al nuevo defensor, debiendo este espedirse sobre lo 
principal en el término de ley. 
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VISTA. &EL SENSOR PROCtJPiA&Oft GflNERAL 

Buenos Aire». Enero S7 de 18BI. 

Suprema Corte: 

La competencia del Juzgado de Sección en eate caso, es no- 
tona, pues no es necesario decir que la violación de la corres- 
pondencia es un delito previsto y penado poi las leyes de la 
Nación. 

Foco importa que la violación haya sido cometida con motilo 
de la rebelión que tuvo logar en la Provincia de San Juan; poco 
importa también que las autoridades de la misma Provincia 
bajan dictado la ley de amnistía á que se hace referencia. 

La participación del que violó la correspondencia en una re- 
belión local, no quita á aquel delito su carácter nacional; ni 
pueden las autoridades de Provincia amnistiar delitos nacio- 
nales. 

Sírvase V. £. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Cotia. 

Buenos Aires, Enero 35 de 1883. 

Vistos: por sns fundamentos, y de acuerdo con lo espuesto y 
pedido por el señor Procurador General* se confirma el auto 
apelado de foja noventa, menos en la parte que condena en cos- 
tas al defensor de los reos, por no considerarse temeraria su de- 
fensa. Devuélvase sin mas trámite al Juzgado de Sección de 
su procedencia. 

#. B. GOKOSTUGA. — J. DOMIHG1SBZ. — 
l' LADISLAO MUS. — 8. M. LASNUI. 



• 



de justicia nacional 



CAUSA VIII 



Con ira D. Basilio Mendoza ex-notario de ta Parroquia del Re- 
tamo, por sustracción de registros parroquiales; sobre com- 



Sumario, — i" Todo lo que concierne á la formación de los re- 
gistros públicos del estado civil de las personas, modo de lie* 
Tarlos j conservarlos, se halla sometido á las leyes j estatutos 
locales. 

3° El conocimiento de las causas por sustracción de los mis- 
mos conespoD.de á los tribunales ordinarios. 

Caso. — D. Basilio Mendoza ex-notario del Curato del Re- 
tamo, fué acusado ante el Juez Federal por sustracción de re- 
gistros parroquiales. 

l'itll* del J«es Federa! 

w 

Heodou, Octubre e de 1880. 

Vistas las presentes diligencias iniciadas por el señor cura 
párroco de San Vicente como Promotor Fiscal Eclesiástico 
ad hoc denunciando el hecho de la sustracción por D. Basilio 
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Mendoso, «-notario del Curato del Retamo de unos libros y 
legajo» protocolizados, sobre nacimientos, matrimonios y de- 
funciones en dicho Cntato, correspondientes a los años anterio- 
res á 1858, que espresa se hallan aun en poder de aquel, y coya 
devolución solicita, pidiendo simultáneamente Be proceda desde 
luego y como medida preventiva á la aprehensión de la persona 
del denunciado y allanamiento de su domicilio. 

Visto también lo espuesto por el Procurador Fiscal especial 
¿ quien se pasó en vista esta petición. 

Y considerando: 

t° Que siendo excepcional é improrogable, á pesar de la vo- 
luntad contraria de las partes, la jurisdicción de los Tribunales 
Nacionales, es deber de ellos examinar ante todo su competen- 
cia en los casos ocurrentes. 

t> Que los registros públicos del estado civil de las perso- 
nas como todo lo que concierne á su formación, modo de llevar- 
los y conservación, es de la órbita de la legislación administrativa 
de las Provincias, y se halla de su naturaleza sometido á leyes 
y estatutos meramente locales. 

8* Que tal es la razón porque tal materia ha sido excluida de 
la legislación civil de la Nación que se distingue en este punto 
de casi todas las estrangeras que le han servido en general de 
guia y que contienen en sus códigos títulos especiales regla- 
isauUndo lo que en ellas se designa con el nombre de netas del 



4° Qae bajo este aspecto por consiguiente los párrocos, ver- 
daderos oficiales del estado civil, como encargados y en posesión 
hasta la fecha de la formación y conservación de aquellos re- 
gistros, no pueden ser considerados como empleados nacionales 
ni aus oficinas reputarse como reparticiones oficiales de la Na- 
ción y comprendidas á los efectos del caso en las disposiciones 
del titulo 9- de la lev penal de i863 á que el Procurador Fiscal 
especial se refiere. 
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5° Que consecuente con esto, en el proyecto de Código Penal 
del Dr. Tejedor, adoptado recientemente como ley de laProrin- 



6 partidas. 

6" Que fuera de este caso además, en el que por Tazón de las 
funciones que desempañan, los eclesiásticos pueden ser consi- 
derados como verdaderos empleados civiles, en todoa los demás, 
dada la independencia de la Iglesia en las materias jurisdiccio- 
nales de su competencia, y cualquiera que sea la estension de 
los derechos que et sostenimiento del culto confiere á so respecto 
al Gobierno de la Nación, sus oficinas no pueden ser tomadas 
correctamente como reparticiones propias de esta que son las 
únicas a que se refiere la citada Ley Penal, y a que puede apli- 
carse la acción de los Tribunales Federales, sinó como ofici- 
nas de la Iglesia misma y de su gobierno propio, sometidas 
en casos análogos al presente 6 de sustracción de cualquier 
parte de sus archivos á la acción de los Tribunales locales 4 
que también lo están en los de recursos de fuerza y otros. 

7° Que aparte de todo esto, con arreglo al artículo 18 de la 
Constitución Nacional, que prescribe, que ningún habitante 
de la Nación puede ser penado sin juicio previo, fundado en 
ley anterior al hecho del proceso, ni sacado de los Jueces de- 
signados por la ley antes del hecho de la causa, no es dable 
al Juzgado entrar á conocer y juzgar del denunciado en este 
caso, que según tos antecedentes que ofrece la esposicion 
misma del denunciante, ha sido cometido con anterioridad de 
muchos años, no solo á la ley que en el urden nacional ha de- 
finido y penado especialmente tal hecho como delito, sinó tam- 
bién á la de creación del propio Juzgado. 

Por todos estos fundamentos, y no obstante lo espuesto por 
el Procurador Fiscal, declaro sin mas actuaciones de conformi- 
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étá «1 artículo 3 a de la ley Nacional de Procedimientos, no 
haber logar á la petición deducida por el Promotor Fiscal 
Eclesiástico, á quien, si lo solicitare deberán devolvérsele loa 
documentos que tiene acompañados i su demanda. Hágase 
saber 7 repóngame los sellos. 

C. de la Torre. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Encuentro fondada la sentencia del Jmgado de Sección. 

En primer lugar dice con razón el señor Juez, que corres- 
ponde i las autoridades de Provincia todo lo que se relacione 
con loe registros del estado civil de las personas. 

Es natural entonces, que la conservación de estoB registros 
y la penalidad con que haya de castigarse i los que contra ella 
atentaren, incumbe á aquella autoridad á cuyo cargo están. 

Por otra parte, la sustracción de los libros parroquiales, tuvo 
logar en 186», es decir, mucho antes de que la Justicia Federal 
fuera organizada j promulgadas las leyes que la rigen. Aplicar 
en tal cato la penalidad impuesta por el título IX de la ley de 
Setiembre, como pretende el Sr. Procurador Fiscal, seria dar 
efecto retroactivo á la Constitución y á las leyes de la Justicia 
federal, según lo declaró V. E. en la causa 52, tomo 5, página 326. 
Pido por lo Unto la confirmación de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 
Nte úm la tm mm* 

Buenos Aire*. Enero ÍS de 1883. 
Viitos: por sus fundamentos y de acuerdo con lo espuesto y 
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pedido por el señor Procurador General, te confirma el auto 
apelado de foja quince. Devuélvase sin mas trámite al * 



J. B. GOR08T1AGA. — J. DOKlHGCH.— 
U LADISLAO FRÍAS- — M. S. LASPUJil, 



CAUSA IX 



D. Domingo Patencia contra D, Benigno Solantlla, 
por cobro ejecutivo de pesos 



Sumario. — I o Contra un documento á la orden/endosado, 
no son admisibles mas excepciones que las que con arreglo al 
artículo 853 Código de Comercio pueden oponerse i 1* persona 
del endosatario, no las une puedan oponerse al endosante* 

2* La nulidad de loa actos del faUido acordando i algunos 
acreedores mayores ventajas que las fijadas en el concordato, 
es solo en favor de los acreedores perjudicados, en tanto que 
estos no hayan recibido el dividendo estipulado, no en favor 
del deudor fallido. 



Cuso. — Lo o plica el 
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Mto M J.«> Federal 

o ., ; •' 

Mendoza, Setiembre 1' de 1882. 

Vistos estos autos seguidos ejecutivamente por D. Domingo 
Patencia contra 1>- Benigno Solanilla, miembro de la razón 
Solanilla y Moutagut, por el valor del documento de f. f* ( 
ascendiente á la suma de tres mil doscientos tre¿ pesos, setenta 
y seis centavos moneda boliviana efectiva y sus intereses* de 
los cuales resulta ojie el segundo para enervar la fuerza eje- 
cativa del predicho documento ha deducido las excepciones de 
inhabilidad del título y remisión de la deuda fundándolas: 
primero, en que por el acuerdo ó contrato eattrajudicial de 
f, 51, celebrado en la ciudad del Rosario con focha diez y ocho 
de Noviembre de 1876, los acreedores de aquella plaza, entre 
los cuales figuran los señores Otero Hermanos, titulares del 
vale en cuestión, convinieron en remitir ála razón social enun- 
ciada un cuarenta por ciento del valor total ou sus respectivos 
créditos i esa época, haciéndole condonación grato ita, de esa 
parte eu atención á la precariedad de su situación económica ¡ 
segundo, en que el vale eu cuestión, que suscribió doce dias 
después de aquel acuerdo, cediendo a las exigencias de su 
misma situación, procede puramente del valor que se le remitió 
per dicho acuerdo, y carece así de causa lícita y de fuerza 
compulsoria por consiguiente, en su contra; y tercero, final- 
mente, en que suscribió dicho vale estando ya disuelta, aun- 
que no liquidada, la razón Solanilla y Moutagut y con estrali- 
mitaeion por consiguiente de sus facultades. 

Con lo alegado en contestación por el ejecutante, quien 
desconociendo ó poniendo en duda al menos, la verdad de la 
procedencia atribuida al vale en cuestión por el ejecutado» 
sostiene ademas en apoyo de sus derechos: primero, que no 
está sugeto como tercero, portador de buena fé, ¿ las excepoio- 
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nes que puedan competir directamente á aquel contra el titular 
6 dueño originario del vale; segundo, que él tiene ademas, 
supuesto cierto el origen que el ejecutado le atribuye, causa 
cierta y lícita en la obligación natnral resultante de la quita 
ó condenación contenida en el acuerdo que aquel mismo invoca 5 
y tercero, finalmente, que en todo caso, el derecho para 
hacer valer la nulidad del vale debe entenderse prescripto con 
arreglo al artículo 1003 del Código de Comercio. 

Y considerando: í° Que siendo el documento con que se 
ejecuta pagadero & la orden, es de su naturaleza trasmisible 
por la vía de endoso en la propia forma y con los mismos efectos 
que una letra de cambio, { Articulo 916 del Código de Comercio ). 

2" Que es de la esencia de aquel, cuando como en el caso 
reúno todas las enunciaciones requeridas por la ley para ser 
completo (art. 803 del Cód. citado) el constituir al endosado 
en acreedor directo del suscritor del billete ó letra de que se 
trate, y crear entre ambos una relación de derecho inmediata 
con prescindencia completa de las que puedan mediar entre el 
último y la persona á cuyo favor se espidió originariamente el 
jiro y se obligó inmediatamente al librador. 

3 o Que como consecuencia y por aplicación de este principio, 
al endosado en virtud de un endoso regular, no es posible dar 
otTas excepciones que las que le sean personales ó que nazcan 
del documento mismo, y no puede ser paralizado en su acción 
ni pOT razón de la falta de causa de este, ni por razón de error, 
dolo ó violencia de tos contratantes (arts. 197, 77» y 914 del 
Cód. de C-unercio). 

A n Que dados estos antecedentes con los que arroja el tenor 
literal del documento en cuestión que se halla cansado valar 
recibido, debe decidirse por consiguiente que t fundadas ó in- 
fundadas las excepciones del ejecutado en cuanto atañen al 
origen y* causa del predicho documento, no pueden ellas ser 
opuestas con suceso al ejecutante. 
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b* Que uparte de esto, y aún admitiendo que «1 documento 
tenga 1» procedencia que el demandado le atribuye, lo que no 
cómate, y que tal hecho pueda en principio alegarse contra 
cualquier tenedor de él, aunque este sea de buena fé, no por 
•■o #1 ejecutante seria mas fundado en bus pretensiones: 
primero» tratándote de un concordato amigable y estraju- 
dieial libremente consentido y llevado i cabo entre el ejecutado, 
dueño de sus derechos y con la libre disposición y administra- 
ción de ana bienes y sus acreedores libres á la Tes de toda com- 
pulsión judicial ó legal y obrando en un criterio puramente 
individual, no pueden decirse de aplicación las disposiciones y 
restricciones del Código de Comercio relativas al concordato 
judicial y á un estado de cosas completamente diverso ; y 
segundo, poique la acción de nulidad que esas disposiciones 
sancionan pus el caso de contratos celebrados por un fallido 
acordando aisladamente i alguno» de sus acreedores ventajas y 
mayores dividendos que los fijados para los otros en el con- 
cordato, ea solo en favor de los acreedores perjudicados, y en 
tanto que «tos no hayan recibido el dividendo estipulado en 
aquel y de ninguna manera en favor del deudor 6 quebrado, 
■egun el tenor literal del artículo 1027 del Código citado, y no 
puede por consiguiente en el caso el ejecutado ejercitarla, má- 
xime coando, como él lo manifiesta í foja 53 de su escrito de 
oposición, loa acreedores concordatarios, á excepción de los 
titúlales del vale en cueatioo, han sido religiosamente cubier- 
tos de sus respectivos dividendos en los plazos acordados, y 
cuando la auacricion de dicho vale ha sido hecha con posterio- 
ridad i la fecha del convenio aludido. 

<P Que por lo que respecta a la última observación del ejecu- 
tado, aun admitiendo como cierta la circunstancia de haber 
eido 'suscrito el vale en cuestión, diauelta ya la rasan social 
e Botasilla y Montagut », y de que tal hecho fué conocido de 
los titulares de aquel, ya porque se les diera conocimiento 
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espreso de él, ya por cualquiera otra «usa» siempre seria de 
observar : primero, que le trate de un acto del propio ejecutado 
obligándose á aí mismo; segundo, que no se ha objetado 
igual conocimiento 6 mala fé en los portadores del vale, el cual 
hallándose por otra parte suscrito, sin el aditamento en liqui- 
dación, no ha podido ser bastante por si para advertir del hecho 
á aquellos; tercero» que el ejecutado ademas, por el acto de 
partición y liquidación de la sociedad Solanilta y Montagut, 
corriente á f . 59, i la par que ha reconocido la existencia de 
dicho crédito, ha tomado sobre si la obligación de pagarlo en 
su totalidad conforme al artículo 406 del Código de Comercio; 
y cuarto, finalmente, que no se halla la excepción en cuestión 
comprendida entre las que taxativamente autoriza á oponer 
contra la acción ejecutiva de las tetras de cambio el articulo 
852 del Código de Comercio. 

7° Que aún sin atender á la excepción de prescripción opuesta 
por el ejecutante, con arreglo ¿la mas común doctrina fundada 
en la regla qum temporal ta sunt ad agendum perpetua sunt 
ad excipiendum, de todos los antecedentes enunciados resulta 
que las excepciones opuestas por el ejecutado, son inadmisibles 
por derecho. 

Por tanto, y de conformidad al artículo 277 déla Ley Nacio- 
nal de Procedimientos, declaro: no haber lugar á las excepciones 
deducidas y que en consecuencia debe llevarse adelante la 
ejecución con costas. 

Notifíquese con el original y repóngase el papel. 



Cáela Torre. 
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Bueno* Aire, Enero |J de 1883. 

Vistos- par sos fundamentos se confirma con costas el anto 
apelado de foja noventa y dos; y satisfechas estas y repoestos 
los sellos, d«Tn«?«e. 

J. B. COROSTUCA. — J. DOHIBCÜ12. — 
U LADISLAO rMAS. — B. H. LASPIOH. — 
H. D. PUABftO. 



CAVIA X 



Don Manuel Bello, eonlra 0. José Eduardo González, 
sobre cobro de pesos 



St.marto.-l. «adición impoeata i un. «Mistó»» *• ** 
.na .1. de di»«o. coneistente en el hecho de declarar* vá- 
lida fa mmÜm de emtm de una, pr^ieiaie,. y «**> P» 
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consiguiente de aquellas desde ta fecha de la expresada escri- 
tura, se entiende cumplida, si la escritura ha sido declarada 
Tilia*. 



Caso. — D. José Eduardo González había comprado lo-¡ de- 
rechos hereditarios de D. Cornelio Garzón en la testamentaria 
de D, Félii Garzón; y como tal cesionario, le correspondían 
unas propiedades. 

De estas dió en locación una á D. Manuel Bello en 2000 $m/ c 
al mes. 

D. Coinelio Garzón desconoció la validez de la cesión, 
aumentó a Bello el alquiler, y le cobró por diez meses y diez 
días, á razón de 5000 $ m/ c al mes» 

González, mientras se cuestionaba sobre la validez de la ce- 
sión, requerido por Bello, le otorgó el siguiente documento: 

c Buenos Aires, Setiembre 7 de 4877. — Conste por el pre- 
c senté que, en el caso de decir -ar&c válida la escritura de 
« cesión hecha ámi favor por D. íjrnelio (iarzon de las propie- 
« dades que fueron de su finado padre D. Félix tiarzon. tj dueño 
« por consiguiente de aquellas desde la fecha de la espresada 
« escritura, me obligo á devolver á D. Manuel Bello, la diferen- 
« cia de alquiler de los diez meses y diez dias que ié ha cobrado 
« Garzón á razón de 5000 $ ni/ c mensuales, cobrándole sola- 
« mente el alquiler do 2000 8 al mes que era el que pagaba 
c antes de la ejecución que por dichos alquileres le promovió 
« D. Féliz Garzón, cobrándole indebidamente á razón de 5000 8- 
c J. Eduardo González. * 

La cuestión sobre la validez de la cesión fué sometida á Ar- 
bitros, y resuelta la validez. 

Bello cobró á González la suma de 31.000 $ m/ c ; pero Gon- 
zález, alegando que los Arbitros no lo habían declarado dueño 
délas propiedades desde la fecha de la cesión, y que Garzou se 
había quedado con los 31 .000 $ por arreglos que había tenido 
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que hacer con él, poi lo que no los podía devolver, se resistió al 
pago de loa mismos. 

Falla 4*1 Juca de ««celan 

ai ^a«w^» 

Bueno* Airas, Heliembra 29 de 1882. 

Vistos estos autos de los que resulta: i° Que con fecha dos 
de Abril de mil ochocientos ochenta, se presentó al Juzgado 
D. Lorenzo Olivan en representación de D. Manuel Bello, sub- 
dito español» esponiendo: Que según el documento acompañado 
á f. 1, D. José Eduardo González había contraído la obligación 
condicional de abonar á su mandante la cantidad de treinta y un 
mil pesos moneda corriente, si se declaraba válida la escritura 
de cesión hecha á su favor por D. Cornelio Garzón, de todas las 
propiedades que pertenecieron á D. Félix Garzón; que la con- 
dición estaba cumplida, i pesar de lo que, González se negaba 
á cumplir la obligación, por cuyo motivo pudia se le citara 
para que reconozca bajo de juramento el documento antes men- 
cionado. 

Que el juzgado no hizo lugar á esta dilijencia por auto 
de foja cinco vnelta, por cuanto el documento á reconocer 
no contenia obligación de deuda líquida y exijible ; y en tal 
virtud Olivar i se presentó á foja siete, deduciendo demanda 
ordinaria contra González para que se le condene al pago de 
dicha suma y sus intereses, lo cual procedía del mayor alqui- 
ler que Bello fué obligado & pagar con relación al que hábil 
convenido con el demandado por la casa calle Rivadavia es- 
quina á la de Piedras y que este se obligó á devolverle, según 
lo espresa el citado documento, si ganaba el pleito que sostenía 
con Ganon sobre validez de ta escritura de cesión hecha á su 
favor, de la casa locada. 
3 Ü Que el demandado contestando el traslado que lo fuú con- 
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ferido, espuso en el escrito de foja once; que no era cierto que 
bebiese sido visto por Bello y se haya negado a pagarle ¡ que 
basta leer el documento de foja primera para convencerse 
que no tiene ríizou, para demandarlo, pues según sus términos 
claros y precisos no se determina como condición solo la vali- 
dez de la escritura de cesión si nú también que esta tuviera 
efecto desde la fecha en que se hizo ; que tan es esta la in- 
terpretación del documento que en él dice : « me obligo «i devol- 
ver á D. Manuel Bello etc., * porque devolver importa que 
haya recibido j que él alquiló efectivamente la finca i Bello ¡ 
pero que desconocida la cesión por Garzón, se aumentó á cinco 
mil pesos el alquiler mensual, y ejecutó al actor, siendo enton- 
ces que arregló con este que si él (González) era declarado dueño 
per los Tribunales, de la finca y se le mandaba entregar los 
alquileres que hubiese devengado, le devolvería la diferencia, 
io que no habia sucedido. 

i° Que la causa fué recibida á prueba por auto de foja diez 
y ocho para que se justificase si se ha cumplido la condición 
impuesta á la obligación contenida en el documento de foja 
primera, habiéndose producido la que espresa el certificado de 
foja ochenta. 

Y considerando : i" Que de los antecedentes espuestos y de- 
mas alegados por las partes se desprende que la obligación con- 
traída por el demandado en el documento de foja primera, proce- 
de de que él alquiló al actor una tinca que administraba á título 
de dueño á virtud de la cesión que le hizo D. Cometió Garzón 
de los derechos que sobre ella tenia, como heredero de D. Félii 
Garzón, por la suma de dos mil pesos moneda corriente, loca- 
ción que el cedeute Garzón no quizo respetar fundándose en la 
invalidez de la escritura de cesión aumentando y cobrando al 
locatario Bello durante diez meses diez días d razón de cinco 
mil pesos moneda corriente mensuales, lo que dio lugar á que 
el locador Gouzalez se comprometiera en el citado documento 
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á devolver la diferencia si se declaraba válida la escritura de 
cesión, 

2» Que el demandado no ha negado la autenticidad de él, ni 
tampoco que cata parte de la condición se haya cumplido; lo 
que por otra parte ha sido plenamente justificado por los tes- 
timonios exhibidos por el mismo y por el certificado de foja 
sesenta y siete vuelta espedido á petición del actor, de modo 
que la cuestión se reduce actualmente á interpretar el alcance 
y efectos jurídicos de las frases « y dueño por consiguiente de 
aquellas fias propiedades cedidas) desde la fecha de ta espre- 
sada escritura*, que contiene el documento de foja primera 
y que el demandado juzga ser una segunda condición, & cuyo 
cumplimiento subordinaba la obligación de devolver la diferen- 
cia de los alquileres. 

3» Que del tenor del documento en cuestión no se deduce 
que dicha frase importe una condición suspensiva ni resoluto- 
ria, siendo mas bien una redundaucia en la redacción, pues por 
la escritura de cesión se trasmitió A González el dominio de la 
casa alquilada, y la sentencia sobTe la validez de ella no debia 
hacer, ni hizo sino ratificarla con efecto á la época en que tuvo 
lugar, ó sea lo mismo que espresa el documento esto es, decla- 
rar dueño á González desde la fecha de la cesión, pues asi como 
la nulidad de un acto jurídico pronunciado por los jueces vuelve 
las cosas al mismo 6 ignal estado en que se hallaban antes del 
acto anulado (artículo catorce, título sesto, Libro segundo, 
Sección segunda, Código Cml), su validez deja las cosas en el 
estado que teuian por efecto del mismo acto el dia en que fué 
celebrado (artículo ocho, título segundo, libro segundo, Sec- 
ción segunda. Código citado). 

i" Que conforme con estos principios la sentencia del Tri- 
bunal Arbitral á cuya decisión se sometió la cuestión de la 
validez ó nulidad de la escritura de cesión hecha por Garzón,; 
que es la misma que en testimonio obra á foja cincuenta y seis 
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sola ha declarado que debe cumplirse lo estipulado en ella ; 
pero sin fijar una nueva época para que los derechos creados 
por la misma y no alterados por el laudo arbitral, empiezen 
a tener efecto, eatendiendo que ella debia rejirse poT los prin- 
cipios generales del derecho; pues de otro modo aquel Tribu- 
nal habria creado un nnevo acto jurídico sin comisión para ello, 
sustituyéndose á la voluntad de las partes que solo le sometieron 
la cuestión do la validez 6 nulidad de la escritura de cesión, en 
lo referente á la propiedad de que se trata. 

h° Que si bien es cierto que el demandado aparece privado 
de los alquileres devengados por esa finca, entre los cuales están 
comprendidos los correspondientes i los diez meses diez dias á 
que se refiere el documento de foja primera, Began su propia 
confesión al absolver la octava posición del pliego de foja 
setenta y ocho, esto ha tenido lugar como él mismo lo reco- 
noce en el escrito testimoniado á foja veinte y cuatro, por vía 
de transacción y para evitar dilicultades suscitadas con tal 
motivo, lo que presupone una concesión á so favor en cambio 
de vaos alquileres poTque este es al carácter peculiar de las 
tradiciones (artículo primero. Título cuarto, Libro segando. 
Sección primera, Parte primera, Código Civil), de donde se de- 
duce que el Tribunal que falló la cuestión y las partes que 
intervinieron en ella, han entendido como no ha podido menos 
de ser, que González quedaba dueño de la finca alquilada desde 
la fecha de la cesión. 

6 o Que esta opinión se confirma en presencia de la liquida- 
ción testimoniada á foja veinte y seis en la que aparecen car- 
gados á la testamentaría de Garzón diversas partidas originadas 
con motivo de la cuestión sobre la validez de la escritura de ce- 
sión y mientras esta se ventilaba, cuyo pago no tendria por qué 
exijir González si la decisión del Tribunal se hubiera de inter- 
pretar como lo pretende en la contestación á la demanda, esto 
es, restringiendo los efectos de la cesión á la fecha de aquella. 



7 a Que loi actos que aquel haya celebrado ó consentido por 
los cuales se ha venido i disminuir los beneficios de la cesión* 
en nada pueden afectar los derechos del demandante, desde qne 
á sn respecto son inter alias acia, y ninguna cláusula contiene 
el documento de foja primera qne snbordine al resaltado mas 
ó menos favorable de ellos, el cumplimiento de la obligación 
contraída. 

S° Que por otra parte, la causa de la obligación ha sido con- 
fesada por el demandado al absolver la primera posición del 
pliego de foja setenta y ocho; es el hecho de haber alquilado 
al actor una casa en dos mil pesca moneda corriente ; snrge 
entonces la obligación de mantener al locatario en el goce pa- 
cífico de ella, durante el tiempo de la locación é indemnizarlo 
cuando sea demandado por terceros (artículos veinte tres y 
treinta y cinco, Título sesto, Libro segundo, Sección tercera, 
Código Civil). Ahora bien, la obligación suscrita por González 
no es sino el cumplimiento de estas disposiciones puesto qne 
se reconoce que un tercero alteró el contrato de locación, obli- 
gando al locatario indebidamente á pagar cinco mil pesos en 
vea de los dos mil convenidos y no se ha alegado hecho alguno 
pertinente que le invalide. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 
noventa, fallo condenando i D. José Eduardo González al pa- 
go de la suma de treinta y on mil pesos moneda corriente y 
sus intereses á estilo de plaza en el término de diez días, siendo 
de su cargo también las costas causadas en este ja icio. 

Kotifíquese i los interesados con el original, 



Virgilio Tedm. 
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Fallo de Ir Suprema forte 

Buenos Aires, Enern 27 de 1883- 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con coatas la sen- 
tencia apelada ric foja ciento cincuenta y dos. Satisfechas 
las costas y repuestos los sellos, devuélvase. 

J. El, GOROSTEAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — 8. M. LASPIÜR. 



< AU8A XI 



i> Gregaria V. dé Argerich contra IK Cayetano Rianchú por 
iiuiemnizw-ioii tícdatUs \j perjuicios ; sobre costas. 



Sumario. — No considerándose temeraria la demanda, no 
debe condenarse en costas al actor. 



Caso. — I.o esplica el 
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r«ll* del Jun de Itfftw 

Buenas Aire». Noviembre 4 de 1882. 

Y fistos estos autos seguidos por D. Luís Argerich en repre- 
sentación de D 1 Gregoria P. de Argerich contra D. Cayetano 
Bianchi por indemnización de daños y perjuicios. 

Resolta: 4 o Que ei representante de ta señora Argerich ins- 
tauró demanda contra D. Cayetano Bianchi por daños y per- 
juicios ocasionados por el derrumbe de parte de una obra 
construida por el demandado para aquella, cuya obra no se 
hallaba en las condiciones convenidas y en la que había vicios 

de construcción. 

2» Que corrido traslado de la demanda, Bianchi contesté á 
foja 11, que no es cierto que las condiciones de construcción 
hayan tenido la garantía de solidez y perfección de una obra 
hecha bajo las reglas del arte, sinó las condiciones de cons- 
trucción á que están sujetas las obras de la naturaleza que se 
menciona. Que el precio ni'smo de la obra demuestra evidente- 
mente que una obra en las condiciones que pretende la parte 
demandante, habría sido imposible hacerla sin grandes perjui- 
cios para él. Concluye imputando el derrumbe al huracán que 
hubo el dia 8 de Noviembre del año próximo pasado, y no á 
mala calidad de ios materiales ó defecto de construcción. 

3 a Que á foja 21 corren agregadas las posiciones absueltas 
por el demandado recibiéndose la causa á prueba en seguida 
por el auto de foja S3 debiendo versar : l c Sobre las condiciones 
del contrato de construcción de la obra, y si estas fueron lle- 
nadas por el constructor debidamente; 2° Sobre si el derrumbe 
fué ocasionado por fuerza mayor ó por mala condición del ma- 
terial empleado y obra de niauo; 3 o Sobre si la demandante 
hizo inspeccionar la obra durante ta construcción y si esta con- 
tinuó con su beneplácito. 
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4 U Qne la prueba rendida por parte de la actora consiste en 
un informe del Juez de Paz de Belgrano corriente á foja 90, el 
informe de so perito, las posiciones referidas y las corrientes 4 
foja 28, las declaraciones de D. Cárlos Delcasse corriente á 
foja 45 vuelta, D. Pedro Diana á foja 46 vuelta, D. Luía P. 
Bonich á foja 47 vuelta j D. Enrique Scheer á foja 83 vuelta. 
La prueba del demandado consiste en las posiciones de foja 41, 
el informe de su perito, y las declaraciones de D. Arturo Cbia- 
rini á foja 31 vuelta y I). Vicente Cnntunanza á foja 53. 

Y considerando: 1° Que la prueba rendida por la parte de- 
mandante no justifica que hubo vicios de construcción, ni vicios 
ó defectos en el material empleado, punto primordial de la 
cuestión. 

2* Que la parte contraria Uiauchi) ha demostrado que el 
derrumbe ha sido causado por el huracán del dia 8 de Noviem- 
bre del año próximo pasado, y como resulta del informe pericial 
de los maestros mayores Gasquet á f . 62 y Burgos á f. 86, 
hecho que no es estrado tratándose de una obra construida en 
barro y en desabrigo contra los vientos. 

3 o Que es lógico suponer que la obra ha sido hecha á volun- 
tad de la;demandaute desde que ha vijilado, 6 hecho vijilai 
la obra dorante la construcción, y ha pagado su precio* reci- 
biéndose de ella. 

Por estas consideraciones, fallo absolviendo de esta demanda 
á D. Cayetano Bíanchi, sin especial condenación en costas. 
Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 

Bianchi apeló del auto por no haber sido condenada en las 
costas la señora de ArgericU, diciendo que debía haberlo sido 
por habérsele absuelto A él de la demanda, y fué concedido 
el recurso en relación. 
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Buenos Aires, Enero 30 de 1883. 

Visto* : no considerándose temeraria la demanda deducida 
por Dofis Gregaria P. de Argerich, se confirma la sentencia 
apelada de foja ciento diez y sel» en ia parte en que no le con- 
dena en las costas del juicio. Satisfechas tas costas y repuestos 
loa aellou, derivase. 



J. B. GOROST1AGA.— I. DOMÍNGUEZ— 
ULAD1SLAO FRÍAS, — S. M. LASPlUlL 
— M. ». PIZARRO. 



■ 



(AINA XII 



Et patrón del pailebot «Joven Alejandro» Don Santiago Cá- 
nepa, contra la Empresa de Mensa veri as Fluviales, por cho- 
que con el vapor « Pingo »; sobre recurso de apelación y 
nulidad de un lauda. 



Sumario. — i" Los laudos en Iob arbitrajes forzosos sobre 
«hoques ó abordajes no son apelables. 



DE JUSTICIA «AC10SAL 

£• La nulidad de un latido solo procede de vicios en la form» 
6 en el procedimiento de los que por espresa disposición de 
derecho anulan las actuaciones, y no de la mala apreciación de 
los hechos ó de la mala aplicación de las leyes. 



Caso.— En el choque sucedido el 4 de Setiembre de 1880 
entre el pailebot Jówi Alejandro, y el vapor Pingo en el río 
Paraná, los peritos arbitrados nombrados fallaron en mayo- 
ría que cada buque soportara su daño, sin condenación en 
costas. 

El patrón del pailebot interpuso los recursos de apelación y 
nulidad para ante el Juez de Sección. 



Bueno* A res, Diciembre 6 de 1881. 

Vistos estos autos, resulta que la parte de D. Santiago Cá- 
nepa á f. 425 interpuso los recursos de apelación y nulidad, 
manteniendo este último solo como subsidiario 6 para el solo 
caso de que no llegase á ser procedente la apelación. 

A f. 429 espresando agrarios, funda la apelación en que 
consta de autos que el choque ocurrió en una cancha que hace 
la suelta del rio, recta de oeste a este, y que el viento que cor- 
ría era sud fuerte 6 sud fijo y que por consiguiente el vapor 
Pinyo quitó al pailebot su barlovento; sin embargo la sentencia 
arbitral infringiendo el artículo 4" del Reglamento de navega- 
ción Uurial, declara culpable del choque al pailebot y al vapor 
lo declara culpable solo y únicamente por no haber tocado el 
pito. 

VA recurso de nulidad lo funda en que no adiendo la sen- 
tencia separarse de la demanda y contestación, y de loa hecnos 
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allí consignados, bajo pena de nulidad, loa arbitros contradicen 
en bu fallo la demanda y contestación basadas en las protestas 
de loa respectivos capitanes, que es la baso inconmovible de 
dicha demanda y respuesta, y las contradicen para el manifiesto 
propósito de eludir la aplicación del citado articulo 4" del 
reglamento de navegación fluvial; pues establecen que reinó 
en el momento del siniestro Sudeste, para negar asi al ' arlo- 
rento al pailebot y escusar al vapor de no haber tomado á su 
izquierda riñiendo del Oeste. Que en tal caso la sentencia es 
insanablemente nula desde que es contraria ú la letra de las 
protestas, bases únicas é inevitables de la demanda y contes- 
tación. 

Corrido traslado, la parte del vapor Pingo contestó á f. 452, 
negando la admisibilidad de los recursos, el de apelación por 
ser improcedente tratándose de arbitrajes forzosos ó de choques 
de boques, citando en su apoyo algunas sentencias de la Su- 
prema Corte y negando que en la demanda y contestación y sus 
protestas, estuviesen establecidas que el viento hubiese sido 
viento snd fijo ni viento sud fuerte, y sosteniendo que el plano 
del siniestro corriente i f. 258 era un papel estrauo á los autos 
sin autenticidad por no aparecer su origen ni quien lo presen- 
tira; y en cuanto á la nulidad sostiene que solo procede por 
vicios de procedimientos, que no se alegan, y defectos en la 
forma del fallo arbitral, cuyos defectos afirma no existen tam- 
poco. 

Y considerando: 4° Que la sentencia es forzoso que se ajuste 
á los hechos establecidos por las partes en la demanda y con- 
testación sin serle permitido á ningún juez apartarse de ellos, 
aunque algunas de las partes tratase de p-obar y probase lo 
contrario de lo que dejara establecido en su demanda y con- 
testación, bajo pena de nulidad. 
2 o Que la nulidad de forma en la sentencia no consiste jamás 
en su estructura, sinó en separarse los jueces de su come- 



tido, contradiciendo los techos de la demanda ó de la con- 
testación, que e3 sobre lo que única y exclusivamente deben 
y pueden pronunciarse; 6 cuando no citan la ley del caso» como 
lo demuestra el mismo Código de Comercio en su artículo 1752 
y el articulo 230 de la Ley de Procedimientos al ordenar al 
juez que cuaudo existe esta clase de nulidad al declararla pío- 
vea al mismo tiempo sobre el fondo del asunto. 

3 n C¿ue la protesta en los juicios de abordaje y choque 
son la base fundamental, pues* es la declaración solemne que 
hacen las partes en el momento igualmente solemne del choque» 
en el menor tiempo desde que ocurre, según la jurisprudencia 
y la práctica jamás variada en los juicios marítimos de esta 
clase en nuestros Tribunales; pues en esos momentos es cuaudo 
están en mejor condición para establecer la verdad, por, estar 
frescos los hechos todos; y la demanda y la contestación no es 
mas que la presentación de esas protestas deduciendo sua accio- 
ne* sobre esos hedió- iWantablcs ya para la jarte que los 
consigna y que la ligan ya como confesión, 

i« Que consta que en el vapor Pingo, en el momento del 
siniestro v en presencia de los pasagcros, se levantó la pro- 
testa-de f. m y teniendo allí a la vista la brújula espresaran 
todos, inclusive el capitán, que en esc acto del siniestro reinaba 
el sud fuerte y lo mismo dice la protesta del pailebot; y asi, la 
ba»e de la demanda y contestación es que el choque se produjo 
reinando sud fuerte ó sud fijo que es la misma cosa. Hecho que 
no pudo ser alterado después por las parte :, ni menos por los 
jueces que debian fallar, pues ni alterarlos ó falsearlos, como 
lo han hecho los arbitros en mayoría, han incurrido en la 
nulidad de fallar contra las constancias de autos que son esas 
protestas. 

5« Que también es nula la sentencia por cuanto se ha dado 
á sabiendas, contra ley espresa, como es el artículo 4 o del 
Reglamento do navegación fluvial y como lo declara el árbi- 
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tro Biches, que ese articulo no debe aricarse porque se pres- 
tirla á esplotaciones, etc., y el Arbitro A bella se adhiere á esta 
opinión, pues si hubieran aplicado el dicho artículo de la ley 
esclusiva al caso, y que no hace excepción, cualquiera clase de 
sud que fuera el que soplaba , el vapor debió toumr el costado 
Norte del tío y jamás tomar el del Sud, como lo hizo produ- 
ciendo el choque. De esto resulta una sentencia contra el testo 
espreso de la ley y por lo mismo nula (ley doce, título veinte y 
dos, partida tercera), cuya ley está virtualmeute incorporada 
en el artículo 236 de la Ley de Procedimientos. 

6* En cuanto al plano de f, 2o8 resulta evidenciado que 
sirvió de base para la información ad perpetuam rendida por 
Cánepa, á cuyo tenor, del dicho plano, fuesen examinados esos 
testigos y que la parte del vapor Pingo reconoce ese plano como 
presentado por Cánepa, como se vé en su escrito contestando 
la demanda á f. 126 y en los párrafos de f. 12K v., donde solo 
objeta que no habiéndose present ado el plano con la demanda 
debe rechazarse ; petición inadmisible, pues el plano no es de 
los documentos á que se refiere la ley, sitió que es una paite de 
los interrogatorios á los testigos para fijar el punto del sinies- 
tro, como es corriente y se hace en la mayoría de las informa- 
ciones y á veces lo hace el plano el mismo testigo; y ese plano 
habiéndose quedado en Secretaría del Juzgado» la parte de 
Cánepa pidi6 á los arbitros en su escrito de f, '250 que lo man- 
dasen agregar y tenerlo como prueba, ú lo que los arbitros pro- 
veyeron de conformidad á lo pedido á f. 25U v. y notificada la 
parte del Pingo por cédula de f. Ütil v. no bizo la menor obser- 
vación. De modo que ese plano de f. c 258 no es un cuerpo 
estraño del juicio como pretende la parte del Pinyo, sinó que es 
parte principal del espediente y debe reputarse como una de 
las bases de la prueba 6 complemento de las protestas. 

7 o Que según resulta de ese plano, el siniestro fué ocur- 
rido en una vuelta del rio que forma un caual de Este á Oeste 
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TectQ, y entonces cualquier sud que corriera, el pailebot 
que iba aguas arriba tenia por barlovento su izquierda y el 
sotavento era la izquierda del vapor desde que venia aguas 
abajo. Se establece en ambas protestas y en todos los autos y 
aun en la sentencia arbitral, que el pailebot maniobró oreando 
ásu izquierda, de que resulta que maniobraba crnno debía na- 
cerlo, y el vapor maniobraba para quitarle su barlovento que 
buscaba con empeño el pailebot ; desde qui- se establece que el 
vapor buscó su derecha que era la izquierda del pailebot que 
iba aguas arriba ó el barlovento de este. 

8° Que l . cuestión de las luces nada significan en el caso, 
desde que nadie establece que por su causa no se vieran los 
respectivos buques, pues al contrario, la parte del vapor con- 
fiesa que viú al pailebot tres minutos antes del t h«qut\ pro- 
testa de f. 122, y lo viú armado a pailebot y orzando ú su iz- 
quierda, ó al costado sud del rio en el canal, que era su barlo- 
vento, lo que según el andar regular de un vapor a favor de la 
corriente, importaba verlo desde media milla mas ó menos, 
distancia mas que sobrada para que el vapor hubiere manio- 
brado y dado su barlovento al pailebot y de cualquier modo 
evuar el choque; pero resulta que maniobró para quitárselo 
por mas que el pailebot orzando á su izquierda la buscó cum- 
pliendo la ley de navegación artículo \ del Reglamento de 
navegación lluvial). Siendo como sou las cosas asi, las luces no 
hay para que tomarlas en cuenta a ningún respecto, para deci- 
dir cuál buque fué el culpable, pues las luces no tienen mas 
objeto que hacer presumir la dirección, presunción que cede a 
la verdad confesada en la protesta de f. 122. 

9" Que en todos los casos de choque entre un vapor y 
uu buque de vela, debe estar la presunción contra el vapor en 
cuanto á la culpabilidad, mientras él no pruebe su inocencia; 
por cuanto le es fácil maniobrar en cualquier sentido, lo que 
no sucede a los buques de vela; y la prueba, A mayor abunda- 
t. xvi 5 
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miento le es contraria, aún su propia contestación á la demanda 
CQ ya base principal es su protesta de foja 122, debiendo te- 
nerse presente que el artículo *• del Reglamento de Navegación 
fluvial no hace excepción de casos y el Juez no debe hacer dis- 
tinciones donde la ley no las hace. 

i0° Que el juicio de arbitros arbitradores ó amigables com- 
ponedores, creado por las partes, importa una voluntad mani- 
festada de sacar la cuestión del conocimiento y acción de la 
justicia ordinaria, para que sea decidida por amigos, o lo que 
es igual en ese caso por arbitradores ; y por eso la lejislacion 
moderna ha hecho inapenables sus fallos, siguiendo el espíritu 
que debió guiar á las partes que era sacar su asunto de la juris- 
dicción ordinaria. Tero no ruede suceder lo mismo en los ar- 
bitrajes forzosos creados por la ley; pues aquilas partes no han 
querido sacar la cuestión de la justicia ordinaria y entonces no se 
les puede privar de los recursos respecto al fallo que dé un tri- 
bunal de arbitros que ellos no han establecido, sinó a que se veo 
forzados á ocurrir por ministerio de ía ley; y desde entonces, esa 
sentencia es apelable ; pues lo contrario seria negar la protec- 
ción de la justicia ordinaria á que las partes no han renunciado 
y de que no ha sido su voluntad s^icar su cuestión, sinó que la 
reciben de un tribunal especial que la ley les crea sin que pue- 
dan evitarlo. 

H° Que asi lo lian comprendido las partes en este juicio, 
pues el representante del vapor Vingo que hoy niega proceder 
apelación, interpuso este recurso de sentencia interlocutoria de 
los arbitros que son mucho menos graves que la definitiva, y 
esa apelación ha sido fallada por este Juzgado y ha ido hasta 
la Suprema Corte y corre agregado al principio de estos autos 
en dos pequeños espedientes; y si la parte del Pingo se creyó 
con derecho de recurrir en recursos apelaturios A la justicia or- 
dinaria á remediar agravios de menor importancia, no es admi- 
sible que ahora venga á negará su contraparte el mismo derecho 
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y, eu caso inas grave, de buscar reparación en la acción de la 
justicia ordinaria á que jamás renuncio; pues si hubo tribunal 
de árbitros no fué por su voluntad sino forzoso, y obedeciendo 
la ley que los establece pura juicios de este género, habiendo 
fallado por eso din duda la Suprema Corte, que estos arbitros 
de arbitrajes forzónos son verdaderos jueces o arbitros juri» 
(sentencia contenida en la pág. 180, tora. Í°, sec. S° do lot 
fallos) y asi lo declara el aboyado patrocinante de la parte del 
Pingo cu la parle ti nal ó peticionaria de su escrito de foja 302 
agregando que por eso deben proceder como jueces de derecho 
y no como arbitradores pues que no lo son, y que sus resolu- 
ciones son apelables eQ todos los casos. 

Por estas consideraciones, Tillo declarando procedentes am- 
bo» recursos el de apelación y el de nulidad, y nomo esta no pro- 
rede de vicio de procedimiento, sino que consiste en la forma d$ 
la sentencia misma, según queda explicado, en cuyo caso al 
declarar la nulidad, el Juzgado que la hice debe proveer al 
fondo al mismo tiempo como lo ordena el artículo 230 de la Ley 
de Proeedimientus, y declarando como declaro, nula la senten- 
cia de los árbitros en mavoria; y en todo caso revocándola por 
la apelación, declaro culpable del choque ai vapor Pingo, que- 
dando asi absuelto de la reconvención Cúnepa; y por tanto obli- 
gada la parte del Pingo á pagar al dueño del pailebot, señor 
Canepa, los daños y perjuicios conforme al artículo i -423 del Có- 
digo do Comercio y que se fijarán en juicio por separado; y á 
mas, á pagar los intereses desde la fecha de la demanda; y se 
declara asimismo, que las costas del juicio hasta f. 424 son á 
cargo de la parte de] Tapor Pingo y las del recurso de nulidad y 
Apelación desde í. 425 hasta este fallo, serán pagas por ambas 
parles eu el orden que han sido caucadas y las comunes por 
mitad. Xotifíquese original y repóngase los sellos. 

Isidoro Albarracin. 



- 
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F«ll« 4» I* ***** 

Dueños Aires. Febrero 1* de 1883. 

Vistea y considerando en cuanto al recurso de apelación 
Interpuesto: Que es jurisprudencia establecida por repetidos 
fallos de esta Corte, que no son apelables los laudos en loa arbi- 
trajes forzosos sobre cuestiones provenientes de choques 6 
abordajes, qoe el artículo mil cuatrocientos veinte y nueve del 
Código de Comercio manda ser decididas por peritos arbttra- 
dores, porque versando la apelación sobre el fondo del nego- 
cio y conociendo de ella loa jueces ordinarios, resultaría que 
estos y no los peritos arbitradores serian los que en definitiva 
resolviesen; lo cual es contrario al artículo mil cuatrocientos 
veinte y nueve citado. (Fallos, causa H2, serie 2\ tomo 3% 
pagina 324; causa H6, serie i*, tomo &, página 94, etc.). 

Considerando en cuanto al recurso de nulidad : Qne es tam- 
bién jurisprudencia establecida, de conformidad con la ley 
veinte y tres, título cuarto, Partida tercera, y ley cuatro, título 
veinte y uno, libro cuarto Recopilación, que la nulidad 
de un laudo solo puede proceder de vicios en la forma 6 
el procedimiento de los que por espreaa disposición de 
derecho anulan las actuaciones, y no de la injusticia que se atri- 
buya al laudo en su fondo, como en el caso presente, por mala 
apreciación de los hechos ó por mala aplicación de las leyes 6 re- 
glamentos que se invocan. (Fallos, tomo 3", serie V, pagina 323; 
tomo 7 o . serie 2 1 , página 36; tomo 8», serie 2*. página 440; 
tomo 9\ serie página 91 » y tomo 13, serie 4\ página 376). 

Por estoB fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja cuatrocientos setenta y tTes, y satisfechas las costas de 
esta instancia y repuestos los sellos devuélvanae. 

J. B. GOROSTUGA. - J. DOHIHGUll. — 
U LADISLAO FRIAS. — S. M. LAHPIUR. 



DE t tJftXlC I A H ACIOÍÍAI* 



CAUSA XIII 



/Ion Manuel Jf. Oromi contra el Ür. Ü. Manuel Bilbao, 
por cobro de pesos; sobre arraigo del juicio. 



Sumario.- Sin escritura pública, ú otra prueba fehaciente 
no debe decretarse el arraigo. 



Caso. — D. Manuel M. Oroin i espuso que había tenido con 
el Dr. Bilbao una sociedad accidental sobre compra-renta de 
acciones del Banco Nacional, en la que figuró él solo, á exi- 
gencias del Dr. Büb:io t que así lo quiso, por no ser él comer- 
ciante. 

Que en esa sociedad Labia perdido mas de 180 mil pesos 
fuertes; que no podiendo pagarles él¡ ni el Dr. Bilbao, cou- 
cluyó con un arreglo con sus acreedores y con el corredor D. 
Trifon Güiraldes, por el cual pagó la suma de 600,000 my c 
y que no habiendo podido conseguir que el Dr. Bilbao le 
pagase la mitad, lo demandaba por la suma de 300,000 ¿, 
daños y perjuicios y costas. 

Acompañé unas cartas del Dr. Bilbao, cuya firma acreditó 
con testigos, y pidió que previo informe del Secretario del 
de Comercio, Sr. Keynoso, de haljcr sido demandado 




70 FALLOS DE LA SOTMMA CORTE 

por Güiraldes, y de la Cámara sindical de la Balsa de haber 
pagado á sus acreedores, se ordenase el embargo preventivo de 
los fondos que el Dr. Bilbao tenía en los Bancos que indicó, 
y del crédito que tenia contra el Dr. D. Adolfo Saldías y 
D. Edelmiro Mayer por el precio del periódico «La Libertad». 
Recibidos los informes, se dictó el siguiente 

Folio del Ju« FHcrtl 

Rinnos Aire*. Noviembre S t Je 188Í. 

Por recibido en la fecha, y por lo que resulla de las no- 
tificaciones de foja trece vuelta, informe de foja sesenta V una 
vuelto y certificado de foja diez y siete, decrétase el embargo 
solicitado en el escrito de foja siete, A cuyo efecto so librarán 
los oficios necesarios á los Banco* determinado*, haciéndose 
igualmente la notificación que se pide á I>. Kdelmiro Mayer t 
quien deberá depositaren el Banco Nacional, á la órden del 
Juzgado el importe de los pagarés una vez que estén vencidos, 
y cumplida que sea esta providencia vuelva para proveerse lo 
que corresponde sobre lo principal. 

Tedia. 

El Dr. Bilbao reclamó, negando haber tenido sociedad con 
Oromí, y no resultar prueba alguna de deuda á su favor. 

Pello úv la *u»rrm» Corle 

Buenos Aire», Fehroro 1» U 1R83- 

Vistos: no fundándose el arraigo solicitado por el deman- 
dante á foja once, en escritura pública ó en otra pru ba feha- 
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cíente, como lo requiere el inciso terceTo del artículo cincuenta 
y cinco do la ley de procedimientos, se reboca el auto apelado de 
foja diez y ocho, y repuestos los sellos devuélvase. 

J. ». GOllOSTIAGA.— * J. DOHWGIEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — S. H. tASPIUt. 
— M- D. PlZARHO. 



CAUSA XIV 

J 

r 
■ 

//. Hvinnltlti Lalmrthv nmtm Claudio Síegman, sobre 
interdicto de adquirir 

Sumario. — La venta de un campo t[uc no ha sido aún men- 
surado y ubicado, no da derecho a deducir el interdicto de ad- 
quirir la posesión. 

Caso. — Se espliea por el 

Fulla 4*1 Jura «Ir ftm»»n 

Dnenua Aires. Agoflo li «le 188?. 
V vistos: estos autos seguidos por I>. Reinaldo Líib.irthe con- 



72 FALLOS DE LA SUPRIMA CORTE 

tra D. Claudio Stegman sobre interdicto de adquirir. Consi- 
derando: 

!• Que aún cuando el actor se presentó con una escritura de 
compra-te ota á su favor, y nn oficio para que tome la posesión; 
el asunto no ha salido aún del fuero administrativo que ejerce 
el Poder Ejecutivo de U Provincia de Buenos Aires, por cuanto 
al comprador no se ha dado la ubicación que le corresponde. 

2" Que desde que el actor ha admitido el título en esa forma 
debe sujetarse & lo que de él resolte. Si bien es cierto que el 
vendedor ha debido dar la ubicación del terreno vendido, tam- 
bién es cierto que el comprador debió eiijirlo para obtener la 
tradición de la cosa. 

3 o Que no estando hecha la tradición ó ubicación, el com- 
prador no adquiere ningún derecho real sobre lo vendido 
(art. 4 o fíe las obligaciones de dan art. 95 fíe la Compra- Venta; 
y art. 5* fíe la Posesión y tradición para adquirirla. Código 
Civil), y de lo relacionado resulta que la ubicación queda de- 
pendiente de la mensura que deberá practicarse administrati- 
vamente y con intervención del Gobierno. 

Por todo ello y no obstante el trámite irregular seguido en 
el procedimiento administrativo ante el (¡obierno de Buenos 
Aires al muñir al comprador de una escritura, antes de la men- 
sura y ubicación del terreno vendido; de acuerdo con lo dis- 
puesto por el artículo 320 de la Ley de Procedimientos Nacio- 
nales, inciso i°, y en vista de lo pedido por el Procurador Fiscal; 
resuelvo no hacer lugar á la acción de interdicto de adquirir 
instaurada contra !). Claudio Stegman sin especial condenación 
en costas. Déjanso á salvo ios derechos del Sr. Labarthe para 
ocurrir ante el Gobierno para la legalización del título presen- 
tad.*; notifíqnese original y repóngase el sello. 



Andrés lyarriza. 
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de I» »»! 



Bueno* Aire*, Febrero 8 de 1883. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada de foja cincuenta y dos t con costas; y satisfechas las 
déla instancia y repi 



J. B. 




, — *. DOHMGUEZ. — 
— 8. H. 



«AINA XV 



i y Álsina contra la empresa de ios vapores * /rw» 
y « Pingo » sobre daños y perjuicios . 



Sumario. -\° Las diligeucias de aduana para que La carga 
transportada de Santa Fé quede espedita en la estación del 
Retiro en Buenos Airis, y pueda ser puesta en el Once de Se- 
tiembre, son de cargo de los dueños, o consígnateos de La 
misma. 
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2° La demora do la entrega por tal causa, es imputable a 
ello», y no i U empresa de transporte. 

3" Cuando es posible la separación de la carga en buen estado 
y de la averiada, no es necesario el depósito de toda, parala 
indemnización de las aterías. 

4? Recibida una carga sin designación de U marca, la em- 
presa de transporte cumple con entregar el número de bultos 
de la mercancía que se desigua en el conocimiento con prescin- 
dencia de la marca, á nieuos que el dueño de la carga pruebo 
que toda esta tenia una marca determinada, y no ser U que la 
Empresa entrega. 

f ano. — Se espin a por el 

I «II* •>■ Jur* fti í»«rion 

Bueno» AírOi, iriuhre |$ de 1*^2 

Vistos estos auto* prmnoiid»» por b»s señares CulTiui y Al- 
sina contra 1». l'edro Kisso, ¡«gente de los vapores Pingé é Irá, 
por i ndem ni/ación de danés y perjuicios. 

HcrtulLa: 1° t¿ue con Tedia nueve de Agosto de mil ochocientos 
ochenta y uno se presentaron al Juzgado I"* primero* (foja 
Oiooo) manifestando que M'gun lo* coiuieimienlos acompañados 
a fojas una y dos li s liabia -ido remilidu de Sunia t'«' ]«>r el 
vapor Iría una partida de í|ii¡nienlns bolita» de harina que el 

wg lo he negaba a intrigar en eH>me du Srtiembr.- como 

«ataba j actado en lus enn-n-unn-nto», fuuiliíudo»e en qos qmria 
qnu »e Ifl abonií el importe de lo» Deten, nnlt» de brillar el per- 
miso pura que la» harina* salgan para dieh» punto; ijiio no 
••tülAo obliga dos ft pugar Hele ulguua binó en * \ punt» lijado 
fiara la entrega y reribo de la nirga é liopni loiol i aoli-ipo 

]u que prolemüa HUm ai qUI aUbuu ulilimnl»» ni por ley 

- 
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ni por contrato, venían á formular la protesta del caso por loi 
daños y perjuicios y consignar el Hele en el Banco Nacional ú 
la órden del Juzgado, á íin de que las harinas lea sean entrega- 
das inmediatamente. 

2" Que en diez y nueve del misino mes y año los señores 
Cuffíni y Alsina ocurrieron nuevamente al Juzgado (foja diez 
y ocho) esponiendo: que el día anterior había bocho conducir 
el demandado al Once de Setiembre y depositar en los galpones 
del Ferro-carril del Oeste las quinientas bolsas de harina pi- 
diéndoles que las recibun y le espidan resguardo de conformidad , 
á lo que se negaron, pues habían visto que las bolsas estaban 
rotas y habiau sufrida derrames ; otras averiadas por mojaduras 
visibles esterior mente y no pocas eran de mareas distintas de 
las que les pertenecían; que en mérito do estos hechos que les 
causaban nuevos daños y perjuicios, los cuales protestaban 
forran 1 mente contra todos y cada uno de los responsables, pe- 
dían: 1 u se proceda al reconocimiento pericial por dos personas 
competentes para que i informen al Juzgado por escrito con 
determinación del número de bolaas, sobre rotura, derrame, 
avería por majadura y diferencia de marea; y f -e les entreguen 
leídos los li altos de la marca que les pertenece, averiados ó no 
para depositarlo* á la disposición del Juzgado por cuenta du 
quien corresponda en barraca particular. 

3" Que el reconocimiento fué practicado por L». Juan María 
Miranda, nombrado de conformidad de parles, resultando se- 
gún lo eoone en mi Informe do foja veinte y ocho, con rotura 
ochenta ü»Ua« ; con avería por mojadura, heis; culi marca dis- 
tinta ú t v?.\ no i cediendo laavwía por rotura y mojadura de un 
dos |ur cien Ir. 

, 4* Quu im.i «>t"* antecedentes, y munido* de Ui documentoi 
da fuj*:: ; mírenla y uvis a eiutuieiiU, preieiitntfftll a foju dltt- 
ni.mU y Hll d luda mmlra l>. l'. d.o Ititso, tf erviiti< il| 0§J* 

ciudad dula iBipm*d#loi i M f t*MQú< mimtom 
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de U mercadería, por la iami de treinta mil ochocientos ochenta 
pesos m/e en que estimaban los dan os y perjuicios sufridos en la 
forma que se espresa en la cuenta de foja cincuenta y siete 
vuelta, fundando su acción en los siguientes hechos: a Que la 
carga dehió estar toda en el Once de Setiembre el dia nueve de 
Agosto; b Que era deber de la agencia solicitar en la Aduana 
el permiso correspondiente para que la mercadería fuese con- 
ducida 4 su destino, pues habiéndose obligado la empresa i 
entregarla en el Once de Setiembre, estaba en el implícito pero 
rlaro deber de practicar aquellas diligencias para llenar su 
obligación ; c Que el nueve de Agosto, inmediatamente que su- 
pieron (por casualidad) que la carga estaba en el Retiro, el 
«ocio Cüffíni ocurrió a la agencia de Risso, habló con el depen- 
diente principal de ella y le manifestó la recesidad de que la 
harina fuese prontamente conducida al Once, porque el retardo 
los perjudicaba; á lo que el dependiente le contestó que ellos 
(loa consignatarios ó dueños) debían solicitar los permisos de 
la Aduana; d Que sin pérdida de tiempo encargaron á los se- 
ñores Adver y Campio de esta diligencia, quienes presentaron 
en la Aduana la solicitud del caso; pero habiéndoles esta eii- 
jido el conforme de la agencia por cuanto la guia venía para 
ella, lo solicitaron de Risso quien se negó á ponerlo, exijiendo 
primero el pago del flete; e Que a contenencia de esta injus- 
tificable negativa que retardó el despacho de la harina ya 
vendida y que debian entregar ese dia tuvieron que ocurrir al 
Juzgado ó demandar a líisso. 

5» Que la demanda fui contentóla A foja ciento diez y nuevo 
por I). JttlioNiiñei en «presentación di la emprenu demandada, 
estableciendo los siguiente» hecho* i" que en lo* vapores /r« 
y PingH fue embarcado en ej puerto de HantaKe un cargamento 
de harina con destino ai tfl KetiemUre y ooueíguadu á los 
lenoresüuffíuiy Alaina; *' que llegado a e.te plawy deposi- 
tadoen el RttffO, la empica coudui tura «« habla rfstu en »» 
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imposibilidad de trasladarlo al Once porque los consignatarios 
no sacaban loa despachos de Aduana necesarios para que los 
wagones pudieran seguir viaje, siendo sabido que esta diligen- 
cia incumbe i aquellos; debiendo observarse además, que no 
estando los conocimientos estendidos a la orden de la agencia, 
esta no podia pedir esos despachos, de modo que la culpa de 
la demora es de ellos y no de esta; 3* que tan evidente es esto 
que los mismos demandantes asi lo reconocieron remitiendo á 
la agencia los documentos de fojas sesenta y sesenta y uno ; 
4 o que no es solamente para estos que ban teniilo cargamento 
con destino al Once de Setiembre, si nú para varias otras casas, 
quienes han sacado los despachos de Aduana y con ellos á la * 
vista, los wagones venidos de San Fernando han continuado su 
camino hasta el Unce, siendo ese el uso uniforme del comercio; 
5 o que era completamente inexacto que los demandantes se 
hubiesen, presentado pidiendo la entrega de la harina y que se 
les haya eligido el previo pugo del tlete, pues lo que seles 
había iudicado simplemente, es que trajeran loa despachos de 
Aduana como era su deber para que sigan viuge; & que en 
cuanto á la cuenta de daños y perjuicios, era inexacto que fal- 
tasen diez bolsas de harina, pues el perito Miranda había con- 
tado las quinientas que componían el cargamento, y si algunas 
habían aparecido con marca distinta esto no podía ser sínó 
porquo asi habían sido entregadas d los vapores, pues los cono- 
cimientos no indicaban marta. 

II" Que dentro de lo* tres días siguientes fué ampliada la 
contestación manifestando Hisao que como lo había hecho pre- 
sante 4 los actores desde el prúu r momento estaba dupn< o 
a MtllÍMOt loque sea verdadera averia por rotura, m-oad»™, 
ale. según la mauifaUaomn huuha por el perito Miranda á foja 
f«iota y wbo tomo también o) importe de la« buUa- que faltaren, 
Mteiupre que no sea pur rasou d« dUliula marea, pues loseuuo- 
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7* Que la causa fui recibida á pTueba por el auto de foja 
ciento treinta y tres, habiéndose producido dentro del término 
lo que espreaa el certificado de foja trescientos dos vuelta. 

Y considerando: I* Que los antecedentes eapuestos demues- 
tran que son dos las causas jurídicas de obligación que se hacen 
valer contra la empresa demandada para exijirle la reparación 
de los perjuicios que se dice sufridos por el actor, segun el de- 
talle becbo á foja cincuenta y siete vuelta: la falta de entrega 
en tiempo propio y lugar convenido por hechos ilegales de su 
parte, y las averías sufridas en ta carga que no procedan de 
vicio propio, ca^o fortuito 6 fuerza mayor. 

fc 1 Que desdi- luego conviene establecer que según la fecha de 
los conocimientos de fojas i y 2, la carga no podía llegar á 
esta ciudad antes del ü ú 8 de Agosto y segun lo manifestado 
por los mismos demandantes el diaü tuvieron ya conocimiento 
de que se encontraba en el Hetiro, llamando la atennou que ese 
misino dia y siu que aun hubi. se motivo para imputar retardo 
á la empresa para cumplir lo estipulado, se llevase la cuestión 
á los Tribunales. 

3* Que los demandantes no han probado que el agente de los 
vapores ira y Vituj» se hubiese negado á remitir el despacho 
de la harina para el II de Setiembre mientras no se le pagase 
previamente el Hete, pue» la única prueba produridu á-ese res- 
poeto consiste en lu carta de f*. 17 sus- rita por H. Hilluer y 
Cojupañía, la cual aunque se la iidmitiera como medio probatorio 
contra el precepto de la Ley SI, Título MI, Partida 3-, carece de 
viilnr le¿al a causa de mu singularidad y por haberío prtütfldo 
mío lus requisito* qito la ley eiije muí» garantía i lid inusable 
pura i|ue iuer« atea fé l.i prueba testimonial. 

4" Que inkmiU, vit dio lia t« Itllo e« presa que una ves qjlf 
fueron hecliu* lu* de*p»*el>" a i al pedir el mufiirun) íl la agi in ia, 
m|U u Aduana Je* eiljí», * untustaroii en ella que pagara uno da 
b.s iMhM 'l* t« «Mí **> M demandante a arreglara por el Hete 
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lo que esta muy distante de constituir una formal negativa i 
firmar dichos conformes y meno* aun una exijencia por anti- 
cipo del Hete, tanto mas si se tiene presente que la demora en 
su percepción solo duraría uno ú dos días, siendo muy verosímil 

> en es ; acto, puesto 




que una vez 

la caTgaen et One; de Setiembre. 

5 o Que el otro testigo Don César II. ir ríos que se ha presen- 
tado con el mismo objeto declara, ñor referencia que te han 
hedió, sin p >d--r determinar las personas a quienes lo oyó, de 
modo que su testimonio carece totalmente de valor; y en cuauto 
al dependiente de la agencia, manifiesta que solo dijo que no 
sabia nada acerca de la demora de la harina y que creía que 
fui- ra porque no se había pagada e] Hete. 

U" Que por otra parte, una mi juncia firmal de la agencia en 
ese sentido no es ni siquiera verosímil, d.-sde que por el hecho 
de pasar la carga del Iteliro al Unte no perdia los privilegios 
que le acuerda sobre ella el artículo 1 1* 5 del Código de Comercio 
para exijir de los dumíos ó consignatario* en el acto de la 
entrega, que depositen 6 afiancen el importe de Ws tictes, etc., y 
como se lia demostrado antea, coi tal «ijoncia suponiéndola 
acequible, solo habria conseguido anticipar ti petcepciou de 
ellos cu horas ó cu un dia odu^ á lo sumo. 

7- ¿¿ W im Cjínoeimieutos inhibidos no hay ■ lauauja 
alguna que imponga al « apilan o repres-ntanle & U 0$Pm 
t omluclura La obligaci-n pW«MWI I M,r hí WÜW Ui 
cías necesaria» para «bt.ner los de.puehus de la Aduana a ti» de 
poner la carta ■ sp.dita para pa*a. d *n dotin», ni pued,- cumi. 
d. rar.e implh.U, ni til im-lim oh emprendida fin la di) poner 
la carga mi el UfltH» do *cÚ«liiWo poique el «tajo de ¡IMpurl»* 

nií()l d^M- repine UtatuJe t* eí ¡Uto i 

«rlkiilu Mi, capitulo |«, eion^de bu UrdtnillsMf Vlnuna, 
v porquo -leudo mdi*pn...ibk para ||0J fteifij U pTiHKH^U 
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de tos conocimientos que justifican el dominio ó consignación 
de ls carga, estos oo te dejaron en poder de Is empresa. 
* Que a esto te agrega que según lo han declarado los tea- 
tigos Caneas, i foja 291 vuelta, León Berna, foja 494, y Do- 
mingues, foja 493, el uso comercial en la plaia es que dichas 
diligencia* sean practicadas por lo» dueños ó consignatarios de 
la carga, del cual soto hacen ©acepción los vapore» del Lloyd 
Argentino, por convenio constatado en clausula espresa del 
conocimiento. 

9* Que ademas, toda duda á este respecto desaparece en pre- 
sencia del informe espedido por la Aduana, á foja doscientos 
sesenta y cinco, según el cual solo en les casos en que la carga 
haya venido á nombre de los Agentes en guias, conocimiento* y 
manifiesto general* pueden estos presentar tos despachos de su 
referencia ; no admitiéndoseles en todos los demás otra cosa que 
la presentación del manifiesto general en forma, siendo de 
esclusiva pertenencia del introductor do Ja mercancía la docu- 
mentación del despacho 4 plaza, etc. 

10* Que así lo han comprendido y practicado los demandantes 
pruébalo no solamente el memorándum de fojas sesenta y 
sesenta y una, sino el heobo confesado por el socio Cuffini 
absolviendo las posiciones de foja dusüentoi setenta y cuatro, 
de que no han rehusado ellos sacar los despaelws de la Aduana, 
ni sostenido que esa obligación incumbin á ki.nu, síuó también 
que en otros casos en que la misma Empresa lo** ba traído 
csrgsmento de harina en idénticas condiciones a) que motiva 
este juicio, son ellos quienes lian «Sonda lus despachos ueoma- 
rio» para el pase al Ottfil 4» Hutiumbru, 

H" Que vil pruieiiuia dt> unto» antecedente* u* i<l ruso de apli- 
car lo diipuuit" * u si hicínii 4", erllouju 4t*i tlul t'oiligtj du Co- 
MrflOiHfUnil cual lo* Mm losoou'reyoMles subsiguien- 
tes al contrata que tengan telaron Üt ^ que se di*uut«, •°* tií> 
la uiejur Mpllf wluii -le la ti Ue PBfUl ll ti«wpn di 
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celebrar el contrato; y lo dispoesto en el inciso 6° del miino 
artículo; que el uso y practica generalmente observad* en el 
comercio en casos de igual naturaleza y especialmente la 
costumbre del lugar donde debe ejecutarse el contrato prevale- 
cera sobre cualquier inteligencia en contrario. 

44° Que con lo espuesto basta para demostrar qoe no puede im- 
putarse al demandado la demora que sufrió la harina para pasar 
al Once de Setiembre y de consiguiente la falta de acción desús 
consignatarios para reclamarle daños y perjuicios por esa cansa. 

f$° Que aun en la hipótesis de ser insubsistentes las conclu- 
siones que preceden, tampoco tendrían dercrbolos demandan* 
tos i cobrar la partida que figura en la cuenta de foja cincuenta 
y siete por diferencia de valor sobre 490 bolsas, ó seis pesos 
moneda corriente por arroba, importando veinte y tres mil 
quinientos veinte pesos moneda corriente, pues consta por ma- 
nifestación de los mismos (véase escrito de foja 18) que la 
harina estuvo en el lugar de su destino el dia 18 de Agosto, 
basta cuya feoha según su propia prueba U diferencia de valor 
era nula o casi insignificante, y nada le impedía recibir las pie- 
xas que estaban en buen estado y sin defecto alguno desde que 
la separación era posible, en conformidad a lo dispuesto en el 
artículo 173 del Código de Comercio, y no era indispensable 
para la solución délas cuestiono» pendientes, el depósito de la 
mercadería á la órdeu del juzgado que voluntariamente solici- 
taron •• el escrito de foja 18. 

14" Que en euentu á las averia», la parle demandante lis ma- 
nifestado cat«|iórU<*iiiviite en el eserllu de demanda sn confor- 
midad uoii el r*e<*¡iociiiilt ittoy apreeiai íuii hecha por v \ partió 
Miranda y el demandado, un la uuuttMerlun, tu d»|io*ieÍun A 
MTuii*,ri.r bis tmrjfiHi ItfjíthM'iN i|ue procedan de osla tatúa, de 
modo que bajo estu |>< Ju vMa, 1» Aniel vm*Um que «I lla- 
gado duba revivar, »« »i d«b«u fe- bisarse y máéttm ÜMÜ 
pedidas U* bolsa* |M IfWiWH nuil iI4»ümÍ«m mareas. 
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15 a Que los conocimientos no contienen designación de Ui 
marcas qa« traían lu harinas venidas á consignación de toa 
demandantes, de manera qne debe estarse al resultado de las 
prueba» que se bajan producido al respecto. 

16* Que á la parte actora incumbía en este caso justificar 
que toda la harina era de la marca de Berra hermanos; y no 
habiéndose producido prueba al respecto, debe considerarse 
cumplida la obligación de la empresa conductora con la en- 
trega de las quinientas bolsas, cualquiera que sean laa marcas 
con que aparezcan definitivamente. 

17 a Que por otra parte, tampoco se ha probado que las diei 
bolsas que aparecen según el reconocimiento pericial con marca 
Pitre, con tinta colorada, lean de Un mala ó inferior calidad á 
las de marca Berra Hermanos, que ese hecho induzca a presu- 
mir que no forman parte del mismo cargamento, ni puedan ad- 
mitirse como equivalentes de igual número de estas. 

Por estos fundamentos y concédante* del escrito de foja 
trescientas diez y ocho, fallo ¡ absolviendo 4 D. Pedro Risso de 
la demanda deducida á foja cincuenta j seis, declarando que 
solo está obligado 4 pagar la cantidad de cuatrocientos se* 
sentí y ocbo pesos moneda corriente, un que los mismos acto- 
res estiman el dos i*or ciento de derramo y avería en ochenta y 
seis bolsa*. 

Y no siendo justo quo el demandado sufra las consecuencias 
de una demanda deducida con mauillesU ligereia, cuando por 
otra parto no M lia negado ti psgar lo que lujitiniamonte «ra i 
su cargo, se dudaran n car«u do la parte actora tas costas 
eausailaa. NoUflqut.se < on vi ordinal y repóngame loa fojas sin 
mas trámite. 

WffrfWí Mil, 
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Bueno* Aire», Febrero 13 de 1883. 

Vistos; por sus fundamento!, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja trescientos treinta y tres á foja tres 
cientos cincuenta ; y vepuestoe los sellos devuélvanse. 

J. B. COHOSTUCA — J. DOHtHCltU— 
l LADISLAO FRIAS — 8. N. LAAPIVK 
— M. D. rUAHRO. 



CAUMA XVI 



La tuceiion de /). Sicatio Orti* t contra U, Setenario 
del Catiith, loAre cubro de petvt. 



Sumario.- t" KnLrvgadoii unos documentos para »er remi- 
tid»* A liueno» Aires, y pagar *u imperte una ve* cobrado, pura 
obligar al que lo» recibió A *u pugu, ci necesario prubar <|u« 
pi«n Iblo el importe, 

t I I <ju# aulrvgA lo* documento* Mena uuIor puru pedir 
Dontra quien ooireeponde 111 devolución. 6 importe. 



Can Ka Mpllua por el 



SI 
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Falto fjfll #ees*si •*#•&•■ 

San Luii, Octubre 3 de 1683. 

Y fistos estos autos seguidos por D« Aurelieno La* ié, en re- 
presontacion de 1). Calillo Ürtíz como albacea dativo de la tes- 
tamentaría del tinado D. Nicasio Ortix, cotitra D. Severiano G. 
del Castillo por cobro do cantidad de dinero, procedente de anos 
vales de proveeduría, resulta : I o Que en fecha 2 de Julio del 
año 1868, el Señor del Castillo recibió del apoderado de D. Ni- 
casio Urtiz, para remitir ú Buenos AireB, al Proveedor General 
Don Mateo J. Martínez, diez recibos por racionamiento de car- 
ne y vicios do entretenimiento, correspondientes á los meses de 
Enero á Abril inclusive del mis-no año, suministrado al Regi- 
miento N* 8 de Guardias Nacionales de esta Provincia, según 
todo ello aparece de los documentos de fojas i y 3. 

2" Que en fecha 22 de Marzo del año 1872 el representante 
de Orlís, le presenta entablando demanda contra del Castillo, 
de quien reclama la devolución de dichos vul-s 6 el importe 
que estos representan. 

3° Que declarada la competencia del Juzgado y reiterada la 
enunciada demanda en fecha 21 de Betiembre del año próximo 
pasado por D. Juan A, Üftiz Estrada, en representación de su 
esposa U* Ercilia Urtiz, como única heredera del espresado fina- 
do L>. Narciso, se recibió la causa á prueba por auto de 15 de 
Febrero del presente año, imponiéndose al actor la obligación 
de acreditar; |« La autenticidad do la firma que suierihe los 
documentos presentados ; *' La cantidad exacta a que ascendie- 
sen los vales cuyu Impartí tf demanda y » J Que dicha canil- 
dad hubiese sido percibida por id demandado Kr. del Castillo. 

Considerando I' O. mido la prueba producida solo resulta 
palmenta uomproba.U la ¡d-mtidad de la Urina |«| H registra 
ll pie d»lus ttilsiwdo. umunlns, st'iíim -e «<p'«s* »' '» r '«- 
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me del perito D. Miguel Cobos y Campos, corriente á foja 54 
vuelta; la cual, ademas, reconoce como propia el demandado 
eu bu escrito de bien probado de fojas 00 y 61. 

2 o Que respecto & loa d email puntos de prueba impuestos 
al actor, en el citado autu, y cuya comprobación era esencial 
para constatar la obligación del demandado, dados loa términos 
déla acción deducida, no se ha presentado por aquel, ni aun 
siquiera ofrecido prueba alguna para acreditarlas. 

9° Que dicha prueba, ademas, era de todo punto indispen- 
sable eu el juicio, por cuanto los recibos enunciados solo impo- 
nen á Castillo la obligación del pago de los vales ¡i que ellos 
se refieren, una vez que se hubiese recibido aviso del Provee- 
dor General Sr. Martínez, á quien debióse remitir, de haber 
sido ellos abonados, según se espresa en el primero de di- 
chos recibos y lo manifiesta también el actor en su escrito de. 
demanda á foja 5. 

4» Que finalmente es un principio inconcuso de derecho, 
que al actor corresponde la prueba de los hechos en que funda 
su demanda y en cuyo cuso y no siendo completa la producida 
por este en el caso xub judire, según queda establecido en los 
considerandos precedentes, el demandado debí 1 ser ubsuelto del 
jnicíu. 

Por estas consideraciones y otras que so omiten resnllantes 
de autos, fallo definí ijvjmen ¡ c uhsid riendo ú I). Keveriaun (¡. 
del Castillo do la demanda interpuesta por el representante de 
Don Juan A. tírtiz lastrada, híu especial ruudi'iiueiim eu eusl.is. 
llégate «alterco» el original y repúngunae luí lellói, 



Juan del Cunífníta. 



FALLOS DI LA «MMMk COfiTE 



F<MI« al* I* Bmwwmm C»rS» 

Bu«no« Ai reí. Febrero 13 de 1863. 

Vistos; por sus fundamentos se confirma 1» sentencia ape- 
lad» de roj» setenta y tres, dejándose A la ptrta apelante sos 
derechos á salvo para pedir contra quien corresponda la de- 
volución de los documentos ó el importo de ellos. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

j. S. GOROSmCA. - J. DOMINGCU. — 
«LADISLAO FRIAS. — S. M. LAAHDR. — 

M. D. fwamo. {&* disidencia). 

DISIDENCIA 

■ 

Vistos y considerando: /'rimero. Que Don Narciso Ortis ha 
probado legalmente haber entregado á Don SeTeriano G. del 
Castillo los boletos 6 Tales de proveeduría cuyo pago 6 devo- 
liioionse pide» y que del Castillo recibid para remitir al pro- 
veedor general D. Mateo J, Martinei eu Buenos Aires, obligán- 
dose at pago con aviso de este. 

Segundo. Que la entrega de esos vales, destinada & transferir 
la propiedad de ellos al Proveedor Martines mediante el pago de 
su importe áoue Castillo se obligó y debía efectuar con la rati- 
ficación ó aviso de aquel, os una cesto» de créditos (artículo 
título 4\ libro % «eociou 3*, Código Civil) bajo condición sus- 
penslva (articulo 10, título 5", libro f, sección !■> y sujeta 4 la 
ratificación del «presado proveedor. 

Tercero. Quu afinque OrUi no ha probado que Martines ratitt- 
„ere la ciwlon, y diera á Castillo el aiisu requerido par» el pigo, 
rslu aa presume log*>lmeale I»" » l ^1* 
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entre la entrega de los vales y la demanda de Ortiz, con silen- 
cio de Martínez y del Castillo, acompañado de la retención de 
loa espresados vales, lo cual por derecho importa ana ratifica- 
ción tácita de la cesión y el cnmplimiento de la condición esti- 
pulada para el pago ( artículo 07, título 9" t libro 2*, sección 3% 
Código Civil). 

Cuarto. Que esta premoción legal, pretumptio jurii, se robus- 
tece por la que arroja la carta privada de Martínez corriente á 
foja . - . y en que dice babor integrado á Castillo el valor de to- 
dos loa boletos ó vales de proveeduría que de él ha recibido, 
hablando en general y sin referirse «apresamente a los de Ortiz, 
pero sin escluir estos, ni manifestar que se opuso á la cesión 
convenida por bu mandatario, ó que no hubo conocimiento de 
ella, lo qoo desdo luego establece una presunción moral en fa- 
vor de Ortiz, que tiene tu rabien la presunción legal que resulta 
de la rebeldía de Castillo en comparecer a juicio y contestar 
la demanda, la cual queda en virtud de esto tácitamente reco- 
nocida y confesada. 

(Juinto. Que tales presunciones eximen ú Ortiz de la prueba, 
pues le basta en este punto establecer una presunción natural á 
su favor (Ualloi, artículo Pm*w, númem al) y enel presento 
caso concurre mas de una presunción lega), robustecidas por 
las presunciones morales que se lian indicado, y que también 
bastan por sf mismas á exonerarle de la prueba, echando sobro 
Castillo el peso de ella. (Ualloz, loe, cit. número 34; Honnier 
número 35, etc.) 

Safo. Que en consecuencia, D«fl Stíveriauo del Castillo aatf 
obligado á pagarlos boletos ú vales que recibió de Unn Narciso 
Ortix t y que aquel se comprometió a pairar, con la ratificación y 
aviso del proveedor Martínez, reipoíiiabiUaáudonu personal- 
mente 4 este pugo. 

Sétima. Que «n lodo caso, y uuu suponiendo, como Ca»tilln lo 
pretende, quw «ata nu «iLimtfw «bliyailu a eíioluar «l pugii do 
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los files, por no haberse cumplido la condición de que depende 
la obligación que al respecto contrajo, estaría por lo menos 
obligado i la restitución de los rales que Ortiz le entregó 4 los 
efectos de la oesion convenida (artículo 32, título 5*. libr j 4% 
sección 1*; articulo*, título 4°, libro sección & y artículo 49, 
título 3* del mismo libro y sección, Código Civil) pues es este el 
. efecto natural de la ineficacia ó insubsistencia del contrato 
condicional de Tenta ó cesión de los espresados Tales. 

Octavo. Que la obligación de restituir á Ortiz los Tales en caso 
de no cumplirse la condición preTista y de quedar por lo tanto sin 
efecto la Tenta ó cesión, es tan procedente, contra Castillo, 
como la de pagar el Taior de ellos en caso contrario (ratione 
contrarié), y no se explicada cómo en este caso estaría Castillo 
obligado al pago, y no lo estaría en aquel otro á la devolución 
de los Tales. 

Noveno, Que habiendo Castillo recibido de Ortiz esos Tales 
para remitirlos a Martines i los efectos de la cesión, otorgando á 
favor del segundo el correspondiente documento de resguardo 
por la entrega que de ellos le hiciera, implícitamente se obligó 
á su deTolucion en caso de no seguirse la cesión, y de no reali* 
zarseel objeto para que esos vales le fueron entregados; pues 
se le entregaron no con uu objeto divers > y como & simple re- 
mitente ó conductor de ellos t síuó en virtud de una causa jurí- 
dica libremente aceptada por el, que le imponía obligaciones 
personales y le responsabilizaba directamente con Ortiz, como 
mandatario de Martínez que obraba fuera de los límites del 
mandato, y se obligaba personalmente a lo pactado, tanto en lo 
relativo i los rales en sí mismos, como en lo relativo al pago de 
ellos. (Primera parte del artículo 64, título 9°, libro *\ sec- 
cioné Código Civil). 

Por estas consideraciones y demás que se ha tenido presente; 
en conformidad á las disposiciones legales que quedan citadas, 
y 4 lo prescrito por el artículo ciento ochenta y cinco de la Ley 



Nacional de catorce de Setiembre de mil ochocientos setenta y 
tres, encontrándose justa la demanda y dada la rebeldía en 
contestarla, se revoca la sentencia apelada, y se declara que 
Don Severiano tí. del Castillo está obligado al pago, 6 en su 
defecto, á la devolución de los vates de proveeduría que D. Nar- 
ciso Ortii le demanda. 

Satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

H. D. MURRO. 



CAUSA ITII 



Contienda de competencia entre et Juez de Comercio y el Federal 
de la Capital, en los autos del llanca de la Provincia de 
Buenos Aires con Don Pedro N. Üecoud. 



Sumario. — i* Propuesta la cuestión de competencia, como 
excepción dilatoria inte los tribunales provinciales, y consen- 
tido su fallo declarándose competentes, queda consentida la 
jurisdicción de estos. 

La demanda de tercería, y que tiende á anular los actos 
de un espediente radicado en el juzgado ordinario, corresponde 
al conocimiento de este. 



90 falloí m m nraau tan 

Caso, - En los autos del Concuño de Dos Pablo Hootrml, 
Don Pedro N. Decoud «creedor hipotecario ejecutó por separado 
el concurse, j pidió la adjudicación de la finca hipotecada. 

El Banco do la Provincia de fiuenoe Aires, alegando prefe- 
rencia, pidió se anillara lo hecho. 

De conformidad de partes, Decoud otorgó fiama, v ss le escri- 
turo la adjadicaeion. 

Cerrada las operaciones dele quiebra, Decoud, alegando ser 
estrangero, y que por )a clausura de la quiebra eada acreedor 
volt ta al ejercicio de sos acciones individuales, opuso la excep- 
ción de incompetencia de los Tribunales ordinarios. 

aDTO DEL JUEZ DE COMERCIO 

Boenoi Aires, Hayo 36 de 1683. 

Y vistos : que en el escrito de f. 90, se opone la excepción de 
incompetencia de jurisdicción para conocer este juzgado en la 
demanda sobre preferencia promovida por el Banco de la Pro- 
vincia contra Decoud en el escrito de f. 1. Que esa excepción se 
funda en que pronunciada la clausura de las operaciones de ta 
quiebra del deudor común, hace que cada acreedor vuelva al 
ejercicio de sus acciones individuales, y sin que pueda consi- 
derarse el juicio iniciada á f, 1 como incidente del concurso 
qne hoj no existe con motivo de la clausura* 

Que el representante del Banco fundado en la esposicíon de 
f, 92 reproducida por el Fiscal á f . 97 pide el rechaio.de la ex- 
cepción. 

T considerando : i 9 Que al oponer esa excepción sostiene 
Decoud que el conocimiento de la acción deducida i f. 1 cor- 
responde al Juei Federal de la Capital atenta su calidad de 
estrangero invocada á f. 90, calidad no puesta en doda por el 
Banco, 
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*• Que es indispensable tener en cuenta que Decoud ejer- 
citó sns acciones contra It finca hipotecada i favor de su crédito 
por ante este juzgado, según consta del espediente que corre 
bajo la carátula Don Pedro N. Decoud contra Don Pablo de 
Montravel. 

S° Que la prosecución de ese espediente radicó la jurisdic- 
ción de este Juzgado, y como la demanda de f. 1, es una ver- 
dadera tercería de mejor derecho alegado contra el de Decoud, 
es fuera de duda que la oposición que surge de la tercería, 
tiene que asumirla el Juez que conoció en la ejecución, ea 
decir, en aquel espediente, con arreglo i las disposiciones con- 
tenidas en los artículos 529 y siguientes del Código de Proce- 
dimientos. 

4 o Qne la clausura de las operaciones del concurso apoyado 
en el articulo 1641 del Código de Comercio, aun cuando pro- 
duzca el resultado de hacer que cada acreedor vuelva al ejercicio 
de sus acciones individuales, no puede sin embargo desvirtuar 
la jurisdicción radicada & favor de este Juzgado en el espediente 
sobre ejecución de la hipoteca iniciada por Decoud contra el 
concurso de Montravel, pnes a los efectos de tal ejecución, esti- 
mándose por una ficción de derecho subsistente el concurso, 
dicho Decoud para hacer valer sus derechos de acreedor hipo- 
cario forzosamente ha tenido que ocurrir al Juez del concurso, 
porque siendo un incidente en contra de éste, su conocimiento 
corresponde al Tribunal por donde tramitó ó debiera tramitar el 
concurso demandado conforme al artículo 1534. 

5* Que partiendo del punto de vista de estar radicada la ju- 
risdicción de este Juzgado i efecto de intervenir en la ejecución 
de Decoud so sigue que produciéndose el caso de un concurso 
especia), como es el que existe A propósito de la finca hipotecada, 
toda vez que el Banco en su escrito de f . 1, sostiene el derecho 
de ser pagado con el valor de la finca, preferentemente á Decoud, 
no obstante de tener éste hipoteca convencional Ó espresa con- 
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tribu je i demostrar te falta de derecho pira oponer la excepción 
de incompetencia de jurisdicción formulada a f. 90. 

Por estos fundamentos j loe aducidos pertinentemente en el 
escrito de f. OS no ha logar i la declinatoria de jurisdicción 
opuesta i f. 00, con costas ; j en su virtud estimo los honorarios 
del Dr. Lopes en cuarenta pesos fuertes, y los procúratenos del 
Procurador Boaoh en quince fuertes ; y en su consecuencia, 
contéstese el traslado pendiente y regístrese en el libro respec- 
tivo, reponiéndose los sello*. 

Jwto P. Ortiz. 

Decond apeló de este auto, que fné confirmado por el Superior. 
En este estado promovió contienda de competencia ante el 
Juez Federal, que libró oficio al de Comercio. 

AUTO DEL IUEZ DE COMERCIO 

Bueno» Aire», Octubre 3 de 1682. 

Y rístos: Considerando que el juicio seguido en estos autos 
entre el Banco do la Provincia sobre preferencia de crédito, y 
Don Pedro N. Decoad, es un incidente correspondiente al juicio 
de ejecución seguido por D. Pedro N. Decoud contra el concurso 
de Don Pablo de Moutravel como se declaró por este Juzgado 
en el auto de f. 55 confirmado por el Superior á f. 67. quedando 
así establecido que dicha ejecución era un incidente del concurso 
recordado. 

Que por otra parte, opuesta la declinatoria por Decond, ale- 
gando éste la calidad de estrangero, fué desechada por la sen- 
tencia de f. 98 que mereció ser confirmada por el Superior 
a L i 28, quedando en consecuencia sentado que la declinatoria 
no era procedente por cuanto el juicio de preferencia recor- 
dado era un incidente del juicio ejecutivo, seguido por Decond 



coa tra al concurso, á It Tez que éste lo era también del concurso 
mencionado, y por lo tanto, que atenta la universalidad del jui- 
cio de quiebra, conociendo este Juzgado de dicho concurso 
correspondía también conocer en el juicio de preferencia seguido 
entre el Banco de la Provincia y Decoud. 

Que atento lo establecido en los precedentes considerandos 
no es de accederae á ta excepción de jurisdicción alegada por 
dicho Decoud por medio de la inhibitoria promovida por el Jaez 
Federal de la Capital en su oficio de f. 143. 

Por estos fundamentos asi se declara y en consecuencia no 
haciéndose lugar á la excepción de jurisdicción opuesta por in- 
hibitoria, se resuelve sostener la jurisdicción de este Juzgado 
para conocer en el juicio de la referencia, y en su virtud con* 
téstese al señor Juez Dr. Tedin con trascripción del presente 
auto, por medio del oGcio correspondiente, adjuntándole al 
mismo tiempo los presentes autos, atentas las circunstancias 
invocadas, y para que en el caso que juzgare sostener la compe- 
tencia de ese juzgado se sirva devolver los que se acompañan 
para elevarlos 4 quien corresponda. Repóngase el sello y re- 
gístrase esta resolución en el libro respectivo. 

Justo P. Orít'z. 

Buenos Aire*, Noviembre SI de 1882. 

Vistos: para resolver en la contienda de competencia pro- 
movida por este Juzgado á solicitud de Don Pedro Decoud al 
de Comercio de esta Capital & cargo del Dr. D. Justo P. Ortii, 
a los efectos del artículo 52 de la Ley Nacional de Enjuicia- 
miento ; visto igualmente el espediente agregado remitido por 
dü ho señor Juez. 
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T considerando: t° Que según el artículo 45 dt U ley que 
se acaba de citar, las cuestione* de competencia pueden propo- 
nerse como excepciones dilatorias ante el Joei que te considere 
incompetente o ocurriendo al qne se crea competente, pidién- 
dole que dirija oficio al qne estime no serlo, ete. ; agregando el 
artículo 53 qne cuando la cuestión de competencia se deduzca 
use el Jnei qne se considera incompetente se seguirá el proce- 
dimiento indicado para las excepciones. 

3* Que de los términos en que están concebidas esas disposi- 
ciones se desprende por una parte, que es facultatif o en el de- 
mandado elegir cualquiera de los dos caminos para obtener que 
la cansa sea sometida al Juei que por derecho corresponde (véase 
Cantantes , tomo Í° f n* 491); y por la otra, que una ves adoptado 
el primer temperamento y resuelta la cuestión no puede re- 
entróse al otro, porque entónese no tendría objeto la designa- 
ción alter nativa de uno ú otro medio, si la parte vencida tuviese 
el derecho de violar la cosa juigada por un Tribunal al que llore 
y espontáneamente se sometió. (Véase artículo 41$ de la Ley de 
Procedimientos para los Tribunales de la Capital). 

3* Que con arreglo á estos principios la Suprema Corte ha 
declarado en la cansa 123 que se registra en el tomo 10 de la 2? 
série, página 383, qne propuestas las cuestiones de competencia 
como excepciones dilatorias y consentido el fallo de los Tribu- 
nales Provinciales declarándose competentes, queda consentida 
la jurisdicción de estos, 

4* Qne del espediente agregado resulta, que demandado Don 
Pedro Kolasco Decoud ante el Juez de Comercio en SO de Fe- 
brero de 1875 por el Banco de la Provincia para que se declare 
nula la dación en pago hecha á su favor en ejecución seguida 
por cobro de un crédito hipotecario contra Don Pablo de Mon- 
travel, y el mejor derecho del Banco para ser pagado con pre- 
ferencia á aquel, después de varios incidentes en que aceptó la 
jurisdicción de dicho señor Juez, en el escrito de f. 90 opuso la 
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excepción de incompetencia fundada en qne era estrangero, de 
nacionalidad paraguaya, j demás antecedentes qne reproduce en 
el escrito de f. 6 de estos autos, la cnal fné rechazada con cos- 
tes en virtud de los sólidos fundamentos qne contiene el auto 
de f. 87 t , confirmado por la Cámara en la sentencia de f. 129 
con fecha 28 de Agosto del presente año, es decir, dos días antes 
de iniciarse este juicio, cirounstancia que ha callado cuidadosa- 
mente Decond. 

5 o Que además, en las sentencias recordadas se establece con 
irrefutables fundamentos que la acción iniciada por el Banco de 
la Provincia no puede considerarse sinó como una tercería de 
mejor derecho alegada contra Decoud en el juicio seguido por 
éste contra Montravet, estando el Juzgado conforme en qne el 
Jaez que conoce de lo principal debe necesariamente conocer 
en la tercería como un incMente de aquel. 

^ Que aun en la hipótesis de no ser una terceYfa por no haber 
terminado el juicio principal por la adjudicación de bienes, 
como lo sostiene Decoud, siempre seria una acción tendente á 
anular los actos de procedimiento y ejecución practicados en el 
espediente seguido por éste, el cual como ae establece en ti auto 
de f. 97 t., está radicado ante el mismo Juzgado de Comercio 
que es quien debe conocer en las acciones deducidas con ese fin. 

Por estos fundamentos 7 aceptando en todas sus partes loa 
del auto transcripto en el oficio de f. 12, el Juagado resuelve 
no insistir en sostener su competencia, haciéndose así saber 
por oficio ai señor Juea Dr. Ortii con inserción de este auto, de- 
volviéndosele el espediente agregado, j prério pago de costaa 
archívese éste. — Notifíquese con el origina!. 
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Buenos Aira, Febrero 15 de W83. 

Vistos ; poi sus fundamentos se confirma con costa* el auto 
apelado de foja dics y seis; y satisfechas las costas y repuestos 
los sellos, devuélvase. 

J. I. GO ROSTI ACA. — J. DOWHCOU. — 
ULAD1SLAO FRIAS. — 8. M, LABF1UA. — 
H. D. FIZAfcfcO, 



CAUSA XVIII 



D. Francúco Ameghino contra la Municipalidad dé Belgrano, 
por cobro ejecutivo de peto*; sobre nulidad de remate 



Sumario, — El remate anunciado durante diez días que no 
se verifica el dia señalado, es nulo si se verifica sin ser préria- 
mente anunciado durante otros diez días. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



07 



Caso. — En la ejecución de I). Francisco Ameghino contra la 
ManioipiHdad de Bolgraiio se anunció el remate de los terrenos 
embargados puní el 2*i de Junio de 1882. 

Ese día :luvió y lo> martilieros anunciaron el remate para el 3 
de Julio, diaeu que tuvo lugar. 

La Municipalidad pidió se declarara nulo el remate por no 
haber sido anunciado por diez dias. 

F*íi* del Jiwi de «ml«M 

Buenos A i reí, Noviembre 5 de 1882. 

Y vistos, sobre el incidente de nulidad de la venta hecha 
en remate publico de unos terrenos pertenecientes á la Munici- 
palidad del pueblo de Belgrano. 

Y consideraudo: (¿ue el fundamento capital pura la nulidad 
falla por su base desdi; que consta de autos, f. 95, que los anun- 
cios se han hecho en la cabeza del partido auuncíándolos en el 
periódico Progreso de HeUjrano que ve la luz en esa localidad y 
que asimismo se hau hecho iguales publicaciones en los diarios 
La Patria Árgentm i y El Nacional, f. CO y f. 67, llenándose así 
las prescripciones contenidas en el inciso segundo del artí- 
culo 288 de la Ley Nacional de Procedimientos. 

Por tanto, declaro que debo fallar y fallo aprobando con eos» 
tas el remate verificado y mandándose haga saber al comprador 
oble eu el Uanco Nacional el precio de la compra-venta, y fecho 
otorgúesele ta correspondiente escritura de propiedad, previo 
certificado de la Oficina de Hipotecas sobre la libertad deloB bie- 
nes vendidos. Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarradn. 
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MI* de ta SwvnM ©•■■** 

Bueno» Aire». Febrero 15 de 1883. 

\istos; constando de autos según los comprobantes pre- 
sentados por el rematador, que la designación del día para que 
fué transferido el remate de los bienes embargados, por no ha- 
berse Terificado este el primeramente señalado á causa de lluvia, 
no fué anunciado por los diarios durante diez días con arreglo 
á lo preacripto por el artículo doscientos ochenta y ocho de la 
Ley de Procedimientos, se revoca el auto apelado de foja ciento 
veinte vuelta, y se declara nulo el remate practicado, devol- 
viéndose los autos al Juzgado de Sección» para que mande prac- 
ticar de nuevo esta diligencia con observancia de los requisitos 
que la ley señala. Satisfechas en consecuencia las costas y re- 
puestos los sellos, devuélvase. 

J. B. GOBOSTIAGA. — J. DOMIHGtEZ. — 
«LADISLAO TOAS.— S. Ü, 
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CAUSA XIX 



Los hijos de Don Manuel A, Uñera, contra Bunga y C* de 
Amberes por reivindicación; sobre falta de personería 



Sumario. — i° La muerte del padre trasmite sin [mas for- 
malidad á sus hijos legítimos hi posesión hereditaria, y les au- 
toriza á entallar las acciones que corresponderían á aquel si 
viviese . 

2 o El proeurador cujo poderdante muere durante el término 
probatorio de una excepción dilatoria, debe continuar en juicio, 
y cesar con la terminación del incidente. 



Caso, — Don Santos Domínguez, como apoderado sustituto de 
los hijos del finado D. Manuel A. Linera, demandó por reivin- 
dicación del campo cRincon dt> Lauda» á los Srcs. 11 unge y O 
de Amberes, de propiedad de dicho finad". 

Los demandados opusieron la excepción de falta de persone- 
ría por no resultar que los demandantes eran herederos de Don 
Manuel A. Linera. 

Se abrió la causa á prueba, demostrando el procurador de 
los actores que estos eran hijos legítimos de Linera, 

Durante el término probatorio murió D. José Antonio Lí- 
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ñera que había dado poder por sí y como apoderado de sos her- 
manos; y los demandados pidieron ae declarara cesante la repre- 
sentación de Domínguez. 

Palla del Jhci de Berriou 

I'.irsinfr, Ddubru 27 de 1882. 

Vistos: La excepción de falta de personería en los deman- 
dantes D. José Antonio, I). Manuel, D* Luisa Sierra Mrlian y 
D a María Sierra de MarulL deducida eomo artículo previo por 
el representante de los Srcs. II unge y O de Amberes, deman- 
dados, fondada en que aquellos no h m comprobado el carácter 
y calidad de herederos de 1>. Manuel Antonio Linera que invo- 
can para gestionar el mejor derecho al campo clíincoii de Lau- 
da»; y ti hecho del fallecimiento de D. Manuel Linera Me- 
llan, apoderado de los demandantes de quien deriva el poder 
de D. Santos Domínguez por sustitución» ocurrido después de 
propuesta la excepción y alegado por la parte de Bunge para 
demostrar la cesación de la personería de Domínguez. 

Y considerando respecto do lo primero: t¿ue á fojas 40 vuelta 
y 41, consta que D, Eduardo Bunge en representación de Bun- 
ge y O de Amberes, demandados por el apoderado de D. José 
Antonio, D, Manuel, U" Maria y D" María Luisa Melian, ante 
el Juez de primera instancia de Gualeguaychú con la misma 
acción se limito á escepcionar la incompetencia del Juez sin 
hacer observación respecto de la personalidad de los deman- 
dantes, siendo asi que la Ley Provincial de Procedimientos en 
su artículo 163, prescribe que todas las excepciones dilatorias 
deben proponerse juntamente en un solo escrito, lo que importa 
un reconocimiento implícito de la personería de los demandan- 
tes, por parto de Bunge y Compañía. 

Que además, por el testimonio de fojas 109 á 113 y partidas 
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de bautismo de fnj is 19 y 420 se comprueba que IX Jo>é 
Antonio, D. Manuel, 1)* María y D* Luisa Uñera son hijos legí- 
timos y por consiguiente sur-esores de l). Manuel Uñera. 

Que si bien la personería fie los tirina tirla ut'-s «pieda ,¡sí ju - 
tifjeada, la excepción no lia sido deducida, contra expreso de- 
recho como lo a tirina el apuderadu de Domínguez, porque ha- 
biéndose presentado nueva demanda ¡inte este Juzgado por 
declararse incompetente el de Utialeguayelut, eí demandado po- 
día disponer para exeepeionar de los nueve dias subsiguientes 
del traslado corrido de esta, como lo ha hecho. 

Y considerando respecto de la personería del apud erado sus- 
tituido 1), Santos Domínguez: Que la muerte d« l susütuyente 1), 
José Antonio Líaera Helia n ha ocurrido antes de la contestación 
á la demanda y por consiguiente antes de comenzado el pleito, 

Que la suspensión en este estado no puede ocasionar mas 
perjuieios que eí de la demora, como á todas las cuestiones in- 
terrumpidas, no estando por consiguiente comprendido el caso 
en la excepción establecida por el artículo 101, titulo 9<\jsec ion 3», 
libro 2", Código Civil citado por el apoderado Domínguez; pues 
él requiere para que el mandatario sustituto continúe en la ges- 
tión, á pesar de la muerte del mandante ó susütuyente, que el 
negocio esté comenzado y que no admita demora; es decir, que 
la suspensión origine un perjuicio determinado al mandante, y 
jtor la misma razón tampoco es aplicable el fallo citado de la 
Suprema Corte en la causa de Reguera contra Tavella, en que 
muerto Tavella estando los autos para sustanciarse definitiva- 
mente, j siendo el fallo contrario á las pretensiones de Tavella, 
la cesación de los poderes del representante de éste habría pri- 
vado á sus herederos del recurso de apelación. 

Que por consiguiente el caso sí resolver está rejido por el ar- 
tículo 94 del libro, título y sección citados, que establece como 
Tegta general la cesación del mandato dado al sustituido por la 
cesación de los poderes del sustituyente. 
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Por estas consideraciones, no se hace lagar á la excepción de 
falta de personería en loa demandantes, 7 se declara que ha 
terminado la representación que D. Santos Domínguez ejercía 
en este juicio por sustitución, mientras los demandantes no ra- 
tifiquen sus poderes. — HAgase saber y repónganse los sellos. 



Vistos y considerando : Primero : Que , en cuanto á la 
personería de los demandantes, se ha probado legalmente 
(fojas ciento nueve á ciento trece y fojas ciento catorce» 
ciento diez y nueve y ciento veinte) su calidad personal de hi- 
jos legítimos de Don Manuel A. Linera, la que por muerte de 
este les constituye en herederos suyos, les confiere por sí misma 
la posesión hereditaria sin necesidad de intervención judicial 
ni de formalidad alguna, los autoriza al ejercicio de las accio- 
nes que corresponderían al autor de la sucesión si viviese, y 
los caracteriza de pleno y propio derecho para intentar la rei- 
vindicación que han entablado. (Artículos 1, 8, 9, y 12, título 4 D , 
libro 4*, Código Civil, etc.) 

Segundo : Que en cuanto á la procuración de Don Santos Do- 
mingues, los demandados han probado el fallecimiento (f . t27) 
de Don José Antonio Linera, coheredero y apoderado de sus 
otros hermanos, é todos los que representaba Domínguez como 
apoderado sustituto. 

Tercero : Que esta circunstancia, ocurrida durante la prueba 
de la articulación sobre falta de personería de los demandan- 
tes, si bien hace cesar la procuración de Domínguez como man- 
datario sustituto del finado y compartes (artículo 04, título 9°, 
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libro ¡| sección S', Código Civil) no produce efecto respecto 
del mandatario j de los terceros que con él han actuado ó con- 
tratado ignorando la cesación del mandato ( articulo 9G, títul o 
citado); debiendo en todo caso, continuar el mandatario ei ne- 
gocio comenzado de la prueba, para no dejar vencer estéril- 
mente el tiempo de ella próximo A espirar, comprometiendo así 
los detechos de sus representados y responsabilizándose perso- 
nalmente por ello t artículo 101. titulo citado).— Pof catas 
consideraciones, se confirma con costas el auto apelado, decla- 
rándose no haber lugar á la excepción de falta de personería 
en los demandantes, como que la representación de estos por 
Don Santos Domingnez cesa con la terminación de este inci- 
dente.— Repónganse los sellos. 

J. DOMINGUEZ. — l" LADISLAO FRIAS. — 
S. K. LASPIUR. — M. D. PLUMO. 



CAUSA XX 



Fragueiro, Ferret/ra y Compañía contra Gastañaga y Compañía, 

tohre cobro de pesos. 

Sumario. —Remitida una mercancia con el cargo de no entre- 
garla á su dueño sin prívio pago de la suma adeudada por ella 
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j reconocida U deuda y el derecho de retención por el mismo 
dueño, el consignatario que la entrega bajo su garantía, debe al 
remitente la suma adeudada con los intereses desde el dia de la 
demanda. 



Caso,— Lo espirea el 

Valí» M Jhm Feicnl (ad hoc) 

Hosario, Abril 25 de 1883. 

Y vistos estos autos seguidos por el procurador Don José 
María Echagüe en representación de los señores Frugueiro Fcr- 
reira y Compañía, por una parte y por la otra el procurador 
Don Joaquín Fillol, en representación de los señores Gasta naga 
y Compañía, demandando los primeros á los segundos la entrega 
de 391 Bacos ejes cobre, o en su defecto, el pago de la suma de 
tres mil seiscientos sesenta ¡/ seis /tesos con ochenta y siete ren- 
taros bolivianos efectivos ¿t que asciéndela cuenta de foja 1* 
por la que aquellos metales estaban dados en garantía por la 
deuda de Don Ricardo Valdcz á los demandantes, como cesiona- 
rios de Don Estanislao y Don Pedro Ferreyra pidiendo así mis- 
mo el pago de las costas del juicio; de cuyos autos resulta lo 
siguiente : 

I o Que en fecha 8 de Julio de 1879, los señores Estanislao y 
Pedro Ferreyra del comercio de Córdoba, remitieron desde esa 
ciudad á los señores Gastañaga y Compañía de esta plaza, por 
el Ferro-carril Central Argentino, Ü9I sacos ejes de cobre, con 
87,761 libras, diciendo les al hacer esta remisión: ■ Estos ejes tos 
pondrán á la orden del Señor Don Ricardo Valdez después que 
les haya pagado por nuestra cuenta la suma de B60C pesos 87 
centavos bolivianos efectivos, y ámas los gastos y comisiones 
de ustedes», según se espresa literalmente en la carta que en 
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cópia corre ¿foja 129 y le confina por los demn miados al con- 
testar la demanda :i foja t>8. 

2 o Que los referidos ejes fueron recibidos por los señores 
Gastañaga y Cotuda nía quienes til avisarlo a los señores Esta- 
nislao y Pedro Ferreyra, le decían al día siguiente 10 de Julio 
del mismo año, carta de foja 128, reconocida á foja 160) 
c Reciuimos su apreeiüble de anteayer que deja en nuestro poder 
guia del Ferro-carril Central Argentino por 391 sacos ejes de 
cobre, para poner a la úrden de Don Iíl-ardo Valdez, después 
que nos haya entregado por cuenta de ustedes 3006 pesos ron 
87 centavos bolivianos efectivos*, agregando estas palabrns: 
«El señor Valdez ha estado con nosotros y ha quedado en girar 
sobre Unenos Aires para pagarnos por cuenta de nstedis la 
cantidad espresada» y al lina! estas otras: « Es entendido que 
no nos desprenderemos del eobre antes de cobrar su cuenta y 
la nuestra >. 

3 n Que encontrándole los referidos metatrs en poder de los 
señnres Gastañiga y Compañía, como queda espresado» el Juez 
de Comercio de esta ciudad ordenó con feHm 11 de Julio del 
misino año se notiüease ú los citados Gastuñaga y Compañía, 
que mantuviesen en calidad de embargo esos metales hasta 
nueva resolución del Juzgado dando en esto cumplimiento á un 
exhorto que se le había dirijido por el telégrafo por el Señor 
Juez de I n Instancia de Villa Argentina, Provincia de la Rioja 
{diligencia do fojas 120 á iti) embargo que A su vez había 
OTdenado el Juez de Villa Argentina á solicitud de Don Dorain* 
go JJ. Dávila. 

4" Que sabido este embargo por los señores Estanislao y Pedro 
Ferreyra por aviso que inmediatamente les dieron por telegrama 
y en carta los señores Gastuñaga y Compañía, pidieron lí estos 
hicieran presente al Juez de Comercio , que esos metales 
estaban afectados al pago de la suma es presada por Uetes y 
comisione ' irania de foja 115 y carta de fojas 130, 137 y 
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138), dándoles mas tarde instrucciones para pedir la venta 
judicial de los miamos metales ea la cantidad que f uera liec <*- 
saria para cubrir aquel crédito y á mas los gastos y comisiones 
debidas á los señores Gastañaga y Compañía (carta de foja 
13», fecha 15 de Julio de 1879), 

5 o Que al objeto indicado, los señores Fragueiro Ferreyra y 
Compañía, sucesores de Estanislao y Pedro Ferreyra (escritura 
de foja 43) confirieron poder al Señor Don llamón Gastañaga, 
en la forma convenida, según se espresa en la carta de Enero 
28 de 1881 corriente á foja i 43, poder que fué recibido por los 
señores Gastañaga y Compañía y que corre á foja 52 de estos 
autos y por él que se facultaba para gestimiar el pago de la 
cantidad de pesos é intereses devengados que debían los ejes 
mencionados, por fletes y gastos hasta ponerlos enasta ciudad. 

6 P Que después de obtenido el desembargo los mismos 
metales fueron embargado* nuevaniesite p M¡ mandato del Juz- 
gado Nacional de Sesión, ú solicitud de Don Adolfo Carranza 
y desembargados otra vez por resolución de aquel Juzgado con 
fecha 14 de Junio del año próximo pasado. 

7° Que en tal situación y debiendo recibirse de dichos metales, 
Don Adolfo Carranza según arreglo hecho poT Don Julio Campos 
en nombre ó representación de Valdez, ofreció el primero á los 
señores Gastañaga y Compañía una garantía satisfactoria á 
objeto de que íe fueran entregados como lo había convenido 
con el representante de Valdez, garantía que fué dada en efecto 
por los Bcñores Colombr.es y Compañía por la suma de 6,300 
pesos fuertes oro, teniéndose en vista el importe de la cuenta 
presentarla por Gastañaga y Compañía (cuenta de foja 50 y 
carta de foja 163} segnn ta confesión de estos últimos al absol- 
verse las posiciones de fujas 195 a 197 y la declaración de 
foja 186. 

8™ Que con tal motivo, los señores Gastañaga y Compañía 
consultaron á tos señores Fragueiro, Ferreyra y Compañía diri- 
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giéndoles al efecto, los telegramas que en cópia obran á foja 
54, diciéad.nVa en el l": «Kjes Valdez desembargados órden 
Juzgad*/. Adolfo Carranza tiene que recibirlas y para pagar 
cuentas, ofrcre garantías á satisfacción, pero solo quien pagar 
lo que adeudan metales. Carranza diee qutfsi no entregamos pro- 
testará» ; y en el segundo : « Digan si obtenieniendo garantía á 
nuestra satisfacción para cobrar deuda de ejes metálicos según 
poder especial Ramón fíastaiiaga, podemos entregar mineral. 
Contesten pronto» ; á lo que los señores Fragueiro, Ferreyra y 
Compañía contostaron en el mismo dia 8 de Junio) diciendo : 
« Bajo garantía de ustedes y con plazo corto, aceptamos entrega 
ejes» de lo contrario pidan ejecución » ( telegrama de foja 55) 
siendo de advertir que la entrega de los 391 sacos metales no 
se verificó sino seis diws después, es decir el 14 de Junio y 
cuando ya se hibia Tefibido por los señores íiastañaga y Com- 
pañía la carta de los señores Fragueiro» Ferreyra y Cumpiñía 
corriente á foja 141 00 la qne les reiteraban el pedido de 
activar el cobro de la cuenta remitida con los t*j s. 

9 o Que por su parte los señores Gastañaga y Compañía escri- 
bieron á los señores Fragüe i ro y Compañía antes üe la entrega 
de los metales avisándoles el recibo de su carta de fecha 9, y 
haber convenido diclia entrega mediante una garantía que 
daria el señor Carranza A satisfacción hasta la suma ya espre- 
sada de fciOO ¡tesos fuei.es oro, agregando que habían hecho 
presente en rse acto la cuenta de ellos y la de sus mandantes, 
cuenta que capitalizados los intereses, ascendía á la >uma de 
45ñ5 pesos, 50 centavos boíir tanas, y por fin, que no estando 
detallada esa cuenta, debían mandárselas en esa forma y con las 
pruebas necesarias á fin de demostrar que era solamente refe- 
rente á los gastos de los 391 sacos ejes, carta de foja Í63. 

10' Verificada la entrega de los metales por los señores Gas- 
tañaga y Compañía tí Don Adolfo Carranza, bajóla garantía de 
los señores Colomhres y Compañía de responder hasta la suma 
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de 6300 pesos fuertes, 'para pngo del crédito alendado por 
Valdez, duenü de esos me tules, surjió entre los señores Fragueir», 
Ferreyra y Compañía y los señnres Utstañ iga y Compañía la 
cuestión de si esa garantía debía hacerse efeet ira por el importa 
de la cuenta mandad, al hacer la remisión de los metales y 
sos intereses, ó solo basta cubrir los gastos causados por su 
transporte hasta esta ciudad, es decir, por los fletes y comisio- 
nes; pretendiendo lo primero, los señores Fragueiro, Ferreyra y 
Compañía, alegando eu su favor los interesados, órdenes que 
habían dado desde el momento de la remisión de Jos 301 bultos 
y posteriormente, los términos de su telegrama al contestar la 
aceptación de la garantía que les fué consol tai la en 8 de Junio, 
y la conformidad y acuerdo del mismo deudor Don lticaido 
Valdez, dueño de los metales, como lo acredita especialmente 
su carta de fojas 179 y 180; mientras qne los señores (¡astaña- 
ga y Compañía, pretendiendo lo segundo, alegan por su parte 
los términos de sus telegiamas al consultar la fianza ofrecida 
por Carranza p ira obtener la entrega de los metates, la contes- 
tación délos señores Fragueiro, Ferreyra y Compañía (foja 55; 
que interpretaron como una aceptación, y la creencia de que la 
cuenta mencionada procedía solamente de gastos de Ilutes y 
comisiones de los 301 sacos de metales, razones por las cuales 
se convino en la garantía por el importe de esa cuentt. pero en 
el concepto de ser procedente de fletes, gastos y comisiones, 
como se ha dicho, todo lo que ha dudo margen a la presente 
cuestión; y 

Considerando: 1 tí Que se encuentra plenamente probado el 
crédito adeudado por Don lí i cardo Valdez á los señores Fra- 
gueiro» Ferreyra y Compañía, como resulta tanto de la carta 
de los señores (¡astañnya y (Ymjiañía al acusar recibo de los 
301 sacos ejes cobre, foja 128, en la que hacen mención de 
haber estado con ellos Valdez y babor quedado en girar sobre 
llnenos Aires, para pagar el importe de esa cuenta, como de la 
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carta do este último, que original corre á fojas 179 y f 80 cuya 
autenticidad ha sido reconocía ¡i foja 193. 

# Que establecidos los antecedentes relacionados, la cuestión 
de si debe 6 no pagarse por Gastañaga y Compañía el importe 
total déla cuenta adeudada por Don Ricardo Valdeas á loa seño- 
res Fragueyro, Ferreyray Compañía, aparece resuelta con solo 
tener presente la obligación contraída por los señores Gastaña- 
ga y Compañía, de no hacer la entrega de los metates, sin pré- 
vio pago de aquella cuenta. 

3" Que esta obligación parece robustecida por la conformidad 
del mismo deudor y dueño de los metales como se desprende 
de la carta de los señores Gas tu ña ya y Compañía corriente & 
foja 128, al manifestar que había estado con ellos Valdez y 
babia quedado en girar sobre Unenos Aires para pagarles la 
cuenta, lo que hace suponer que no pudo entonces recibirse de 
los metales por la responsabilidad del crédito a que estaban 
afectados, ti lo que se agrega, la confesión del mismo Valdez, 
al decir en su carta corriente a fojas 170 y 180 á los señores 
Fragueiro, Fcneyra y Compañía: « Estoy conforme en que se 
les abone el importe de lo-t ejes, los IHjOíí pesos 87 centavos 
bolivianos de la cuenta que les adeudo por lletes, comisiones, 
gastos etc, etc. de esos ejes y producciou de ellos, y en este 
sentido he conferenciado con Don Julio Campos, quien me 
dice que habiendo! os embargado Don Adolfo Carranza, convino 
con este en que se abonase los gastos de Hetesy comisiones de 
ellos t pero que la cuenta y carta que presentó el encargado do 
ustedes, señor Gasta ñaga, man i tiesta que en su totalidad no nace 
de los lletes y comisiones que los ejes adeudan» ; y después de 
espresar su disconformidad con la solución indicada, por cuanto 
la cuenta procede igualmente de fletes y pagos de mercaderías 
con las cuales se habían producido dichos ej^s, agrega: tKn mi 
opinión, el señor Gastañaga no hizo bien en entregar esos ejes 
habiéndosele abonado los StiOG pao* con 87 centavos, con lo 
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cual estoy conforme i . ♦ . Con todo lo que se evidencia la con- 
formidad del mismo dueño en la retención de los metales, 
mientras no se verificase el pago total de la cuenta espresada 
en la que hay que notar una dif eriencia de 60 pesos bolivianos, 
entre la cuenta de foja i y la suma que se reconoce por esta 
carta, 

4° Que la obligación contraída por loa señores Gastaíiaga y 
Compañía para con Fragueiro, Ferreyra y Compañía no ha podido 
suponerse alterada ó modificada por el telegrama de foja 55, 
por cuanto su sentido literal, indica una insistencia por parte 
de los señores Fragueiro, Ferreyra y Compañía respecto del co- 
bro total de su cuenta al decir < que aceptaban la entrega bajo 
la garantía de los señores Gastañaga y á un plazo corto, y que 
de lo contrario pidieran ejecución» con loque se referían sin 
dada á la cuenta remitida con los metales. 

5° Que esta interpretación se hace aun mas clara en presen- 
cía de la carta de foja 144 que los mismos Fragueiro, Ferreyra 
y Compañía dirijieron al día siguiente de su telegrama, carta 
que fué recibida por los señores Gastañaga y Compañía cuatro 
días antes de la entrega, y en la cual después de transcribirles 
sn contestación anterior, y de manifestarles qae no podía ofre- 
cerse ya inconveniente alguno para la ejecución y venta de los 
metales, no obstante el embargo posterior pedido por Car- 
ranza, les indicaban que por la cuenta que dichos señores 
tenían en su poder, venan que esa cuenta hubia sido 
causada por los dichos metales, inclusive la pequeña partida 
suministrada & Valdez para su viaje á esta ciudad con lo cual 
venia á disiparse toda duda respecto al sentido y alcance de la 
contestación á que se refiere el telegrama de foja 55. 

6 o Que tampoco puede considerarse alterada la obligación de 
los señores Gastañaga y Compañía por la circunstancia de no 
proceder la cuenta en cuestión tan solo de lo adeudado por los 
metales, es decir, por los gallos de fletes y comisiones, ni menos 
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por lo convenido entre D011 Julio Campos y Don Adolfo Carran- 
za para obtener su entrega; en el primer caso, porque estaba ya 
convenida y aceptada la retención á la responsabilidad del pago 
total de aquella cuenta, como lo acreditan ios antecedentes 
meaofonados en el tercer considerando; y en el caso segundo, 
porque la convención de Don Julio Campos con Don Adolfo 
Carranza no podía destruir los derechos lejítimamente adqui- 
ridos por los señores Pragneiro, Ferré vra y Compañía, aunque 
se hubiera notificado aquel conrenio por el mismo Valdez, 
desde que es un principio de espreso derecho que las conven- 
ciones no producen efecto sinó entre los contrayentes, no per- 
judican ni aprovechan á quien no ha intervenido en ellas, como 
asimismo, que no se estinguen las obligaciones creadas por 
los contratos, ni pueden retirarse los derechos que se hubieran 
trasmitido, sinó por el mutuo consentimiento de las mismas 
partes según espesamente se dispone por el artículo 226 del 
Código de Comercio y por los artículos 59 y 04, título De los 
contratos en general del Código Civil, 

7° Que el hecho de la fianza otorgada por la suma de 6300 
pesos fuertes oro para responder al pago de la cuenta que 
cobran los Beñores Fragueiro, Ferreyra y Compañía y obtener 
de ellos la entrega de los 301 sacos ejes de cobre, que conser- 
vaban en su garantía, de acuerdo con el dueño y deudor Valdez, 
importa un reconocimiento alegado por parte de aquellos para 
cobrar su crédito, con el importe de esos metales, pues de lo 
contrario no tendría «aplicación ni razón de ser semejante fi*uz¡t, 
siendo de notar además, que este mismo hecho hace suponer el 
reconocimiento y aceptación del importe total de la cuenta por 
parte de Carranza; de otro modo no se espl icaria tampoco la 
importancia de aquella fianza, prestada en el concepto sin duda 
tanto por parte de Carranza como de Gastañaga y Compañía, 
del valor de la cuenta que cobran Fragueiro, Ferreyra y Com- 
pañía sus intereses y demás gastos qne se hubieran causado 
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basta el día de la entrega de los uieUes, le que se deduce tam- 
bién de la declaración del fiador corriente á foja 180. 

Que establecida la lejitiniidad del crédito demandado y 
su erigen, el cual procede de comisiones, gastos á depósito* 
fletes y pago de mercaderías con los cuales se kan produ- 
cido los mismos metales, según se coutiesa por Valdez en su 
cana de fojas 179 y 180, resultaría que de no ser pagado ese 
crédito integramente, vendría á beneficiarse un tercero con per- 
juicio de los que .contribuyeron á la producción, transporte y 
conservación de los metales violándose el derecho que las leyes 
acuerdan en tal caso para «1 pago total de cuanto le fuera debi- 
do por razón de la misma cosa, circunstancia qne pone de 
manifiesto la justicia que asiste á los demandantes, por la 
naturaleza y origen de su crédito. 

9 a Considerando, en fin, que si bien no puede negarse el 
derecho que asiste á los demandantes para eiijir el pago total 
de su cuenta, bay sin embargo que distinguir la obligación de 
los intereses, pues, no es justo ni lejítimo el pago de ellos, sino 
á contar desde el dia de la demanda en cuanto á los demanda- 
dos, an el presento caso, con arreglo & los principios consagra- 
dos, tanto en materia civil, como en lo comercial (artículo 245, 
Código de Comercio y 40, título 7\ Üe las obligaciones de dar, 
Código Civil) pe* cuanto no seria justo ni lejítimo tampoco car- 
garlos á Valdez por el becbode un tercero que no le es imputable. 

Por todo lo espuesto, visto lo alegado por una y otra parte y 
omitiéndose otras consideraciones que no se estiman necesarias, 
delictivamente juzgando su Tesuelve: que los señores Gasta- 
ñaga y Compañía deben satisfacer á los señores Fragueiro 
Fcrreyra y Compañía el crédito demandado y reconocido por el 
dueño de los metales, con sus intereses respectivos á contar 
desde el dia de la demanda. Hágase saber con el original y 
repónganse los sellos. 

Nicanor G. del Solar. 
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Buenoi Aire», Febrero 22 de 1883. 

Vistos, por sus fudamentos se confirma con costas la senten- 
cia apelada de foja doscientos veíate y cuatro, y repuestos los 
sellos y satisfechas las costas» devuélvanse. 



J. B. GOROSTIAGA. — J, D01INGUU.— 
ti LADISLAO FRIAS. —N. 8, LASFIUR. 



CAU»A IXI 



D. Jacinto Castro contra í). José Houtems, sobre desalojo 



Sumario. — Notificado el inquilino según convenio previo, 
queá los seis meses debe desocupar la casa, y aceptad i la noti- 
ficación, pasado ese término debe ordenarse el desalojo. 

T. IVl * 



111 FALLOS DE LA Sl'PRESIA COKTE 

Caso. — D. Jacinto Castro y D. 3o*é Uoutems convinieron en 
que en caso de exigirle Castro el desalojo, le baria dar aviso 
con seis meses de término, y en caso de quererla ¿1 desalojar, lo 
avisaría con la misma anticipación. 

En 10 de Abril de 188! Castro pidió se diera aviso para el 
desalojo. 

fiouteras fué notificado el Í9 del mismo mes, y manifestó 
que estaba dispuesto á desalojar dentro del término. 
En 26 de Noviembre, Castro pidió el lanzamiento. 

rali* del Jims M«rsl 

« 

Bueno* Aires, Noviembre 28 de 188Í 

Teniendo en consideración que por convenio entre las partea 
se estableció que el desalojo debía veriÜcarse dentro del tér- 
mino d'! seis meses, contada desde el dia que se notificase ; que 
según consta á f. 27 Iioutems fué notificado el 19 de Octubre 
desde cuya fecha el actor ha tenido espedito su derecho para 
solicitar el desalojo inmediatamente. 

Por estoy equitativamente se acuerda á Boutems el término 
de diez días para el desalojo, bajo apercibimiento de lama- 
miento, .fá* 



Buenos Aires, Febrero 22 de 1883 

Vistos; por sus fundamentas se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y seis, vuelta. Repuestos los sellos, de- 
vuélvase. 

J. B. GÜROSTIAGA. — i- DÜJUMGiRl.— 
U LADISLAO FRIAS. — 6. M. LASPIUR, 
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II. Juan A. Ortis de Estrada contra U. Eduardo Itosst, 
por locación; sobre defecto en la forma de la demanda 



Sumario. — La demanda que contiene los requisito-i del ar- 
tículo 57 de la Ley de Procedimientos, menos ia numeración de 
los párrafos, está en forma; 



Caso. — D, Juan A. Ortíz de Kstradn dió en lome ion para 
hotel una casa de su propiedad á 1), Eduardo Rossi. 

Espuso que este habia ocupad" la casa sin estipúlame el pre- 
cio y término de la locación, y que no podra conseguir lo hi- 
ciese á p.'sar de sus promesas, 

Y lo demandó para que fuera determinado por peritos el pre- 
cio de la luc-aeion, y el valor de los drteriurus desde la ocupa- 
ción, y que, lecho, *e ordenara á Rossi La entrega di- la casa, y 
el pago de lo que resultase de las pericias, deduciendo TOO pesos 
fuertes que Hossi le había dado. 

El demandado opúsola esoepciou de defacto legal en la forma 
de la demanda. 
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WmUm éd J«*a fMknl 

S*n Luí*. Octubre 19 Je 1B8Í. 

V fistos, en el incidente promovido por la parte de Rossi, 
sabré defecto legal de la demanda interpuesta contra él por Don 
Juan Agustín Ortix Estrada y considerando: I a Que para 
que una demanda pueda reputarse deducida en buena forma, 
basta que en ella se esprese con claridad la persona del actor y 
demandado, el derecho o título en que se funda, la cosa que se 
pide y ante quien se pide. 

T Que al interponerse la demanda enunciada contra Rossi, 
se ha espresado claramente que ella versa sobre devolución 
de la casa que dice haberle alquilado, fijación del cánon corres- 
pondiente y estimación de los Jeterioros en ella habidos, en ra- 
ion de haberse rehusado el demandado á estender el contrato 
de arriendo que debían efectuar y que tenían acordado, si bien 
sin fijación de precio j término para su duración, para lo cual 
pide la ínter vencion'de peritos. 

3° Que respecto á la persona del demandante y demandado 
se hallan también claramente designados en la demanda, como 
asimismo el titulo en que ella se funda, quedando asi cumplidas 
lat eiijencias de la ley, á escepcion de la numeración de los pár- 
rafos, defecto que, no puede considerarse sustancial. 

Por estos fundamentos, no se hace logar a lo solicitado en el 
articulo interpuesto, debiendo la parte demandada contestar 
derechamente la demanda. Hágase saber con el original y re- 
pónganse los sellos. 

Juan del Campillo, 
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Baenoi Airei, Febrero 22 d« 1883. 

■ 

Vistos ; por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
arelado do foja ttece vuelta. Repuestos los sellos, devuélvase. 



Criminal, contra Juan 0, Pcrazzo, peón de Aduana, por Atirió 
en fus almacenes fiscales. 



Sumario*— M *» urto en los almacenes fiscales cometido por 
un peón de Aduana es castigado con la pena de tres i seis años 
de trabajos feriados. 



Vaso. — Lo espHcael 



J. B. GOROSTUGA. 



J. DOMINGUEZ, — 



u Ladislao frías. — s. m. laspiur. 



CAUSA XXIII 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Buenos Aire*. Setiembre 10 de 1882. 

Yista esta causa criminal, seguida contra Juan Desiderio Pe- 
razzo por harto de 35 cajas corta-plumas de los depósitos de 
Aduana. 

Resulta del parte foja 1 : 

Que el guarda-almacén de la Aduana Nacional D. Mariano 
Valarde, dió cuenta á la Comisaría de la Sección 2" de Policía 
que en el mes de Abril de 1881 notú que seis cajones de los 
depósitos á su cari; o habían sido violentados y desaparecido 
casi en sir totalidad los corta-plumas de diferentes clas -s que 
rontenian, pertenecientes á la casa de Harón, liarle y Jaustjn, 
cuya pérdida se avaluaba en 10,000 ps. m e mas ó menos. 

Que practicadas algunas investigaciones con resultado nega- 
tivo, supo después Velarde, por D.Juan Paredes, que el individuo 
Jacinto V asqoe? había vendido dos paquetes de corta-plumas 
ú D. Lázaro Bagnasco dueño del almacén situado en la calle de 
95 de Mayo y Córdoba y que Jos había recibido de Enrique 
Sosa, de lo que diú cuenta á la citada Comisaría. 

Que requeridos Vasquez y Sosa & declarar, negaron primero 
el hecho y después ratificaron lo dicho por Paredes, agregando 
Sosa que los recibió de Juan Perazzo, quien los sacaba de los 
depósitos, y que también Marcelo Ruiz había recibido de lo 
mismo, lo que fué confirmado por este, manifestando que con 
intervalos de dias le bahía dado Perazzo tres cajas. 

Que arrestado este, manifestó que todos los individuos nom- 
brados habían sacado corta-plumas, habiendo llevado ól una 
cantidad de paquetes cuyo número no podia precisar, los que 
vendió y distribuyó entre diversas personas. 

Que con estos antecedentes se inició el correspondiente su- 
mario y como no se dedujese acusación sino contra Perazzo se 
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mandó ponur en libertad ú los demás sindicados por auto de 
foja 

Y considerando: Que el procesado Juan D. Penizzo está 
convicto y confeso de baber sustraido treinta y cíueo cajas de 
corta-plumas de los depósitos de la Aduana Nueva, en la que 
trabajaba como peón, Su indagatoria de foja íí vuelta, confe- 
sión de Toja 86 y declaraciones de foja 9 vuelta, foja 10 y í. 12 

2° Que según el artículo 81 de la ley Penal Nacional de 14 
de Setiembre de 1863, el que sustrajere efectos de los almace- 
nes de Aduana, sino fuere empicado será castigado con la pena 
de tres á seis años de trabajos forzados; disposición que es 
aplicable aun en el caso en que el acusado es peón de la casa, 
según lo tiene declarado la Suprema Corte en diversas musas: 
Véase serie 2*, tomo 2", pág. 103 y 108; tomo p 487. 

3 o Que si bien el Procurador Fisral en la acusaci m sulo pide 
contra Pcrazzo la ¡tena de un año de prisión, estando compro- 
bado el hurto cmi la circunstancia de liabrse couu-tido en lo* 
almacenes liscales, el Juzgado no puede d»jar de aplicar lo 
que establece la ley, y á la que hasta hoy se lia subordinado la 
jurisprudencia de lus Tribunales, porque no entra en las facul- 
tades de los funcionarios judiciales apartarse de lus límites 
que la ley fija como máximun y mínimun de la penalidad, so 
pena de caer en la arbitrariedad que es el mayor defecto que 
puede tener una lejislacion penal, por cnanto hace depeuder la 
suerte del acusado -de la Toluntad del hombre, que puede ser 
variable, y no de la ley siempre imparcial é inmutable, siendo 
esta la doctrina consagrada por la Suprema Corte en la causa 
26. Serie 2*. tomo 2 a , pagina 307 de sin fallos. V. Kscriche, 
Pena arbitraria, tomo -i", página 551. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo enn U jurisprudencia 
de la Corte en la causa 155, t-ono 3\ página -192, série fallo 
condenando al procesado Juan Desiderio Perazio á la pena de 
tres años de trabajos forzados, que deberán empezarse^ á con- 
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tar dttde la espiración de los seis primeros meses de detención 
preventiva y cumplirse en la Cárcel Penitenciaria de esta Capi- 
tal; i Ib restitución de loi objetos hartados 6 su valor y al pago 
de tas costas procesadas. Notifique orijioal. 

Virjilio JH Ttdin. 



VISU DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires. Enero 31 de 1882 

Suprema Córte: 

Juan D. Peraxzo está convicto y confeso de haber sustraído 
de los almacenes fiscales 35 cajas de cortaplumas. No hay la 
mas Ujera duda acerca de su culpabilidad. 

No puede haberla tampoco en cuanto á la pena. £1 artículo 81 
de la ley de i 4 de Setiembre es terminante; y aun admitiendo 
que el mínimum de tres años fuera excesivo, V. E. ha decla- 
rado en repetidas ocasiones que no está en las atribuciones de 
esta Córte la aplicación de)otra pena que ¿a establecida por la 

Paréceme si que habría motivo bastante para computar en 
los tres anos todo el tiempo de prisión que lleva el procesado. 

El valor délos objetos robados, la espontaneidad de la con- 
fesión, la corta edad del procesado, y por último la circunstan- 
cia de ser el único sobre quien recae la pena, coando visible- 
mente, otros han contribuido i encubrir el robo y han aprove- 
chado de £1 ; son consideraciones que obran en su favor, in- 
clinando el ánimo á limitar el castigo en aquella parte que 
está en las atribuciones de V. E. 
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Pido en consücueneia la confirmación de la sentencia, con la 
modificación indicada. 



Costa. 



MI» *m I» 



Buenos Aires. Marzo 1* de 1833. 

Vistos por sus fundamentos, y de acuerdo con lo espnesto y 
pedido por el Señor Procarador General, se confirma la senten- 
cia apelada de foja cien, compotándose en la pena impuesta 
todo el tiempo de prisión sufrida. — Devuélvase. 



J. I). GOHOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ, 
ULADISLAO FRIAS. — 8. M. LASPlCJ». 

— ML D. pizmtio. 
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CAUSA XXIV 



U. Eugenio Sehmidt en denuncia contra el Banco Provincial de 
Santa Fé, sobre infracción de la letj de monedas; recurso de 
hecho. 



Sumario. — El decreto de traslado cajo efecto es el de cons- 
tituir en demandante alqne manifiesta no haber querido enta- 
blar demanda, sinú hacer solo una denuncia, es apelable, y debe 
■er revocado. 



Caso. — Lo esplica el 

Bueno* Airea, Muro I* da 1883. 

Visto en el acuerdo: Resultando que por el escrito defoja 
una, D. Eugenio A. Sehmidt denuncio el hecho de estar el Banco 
Provincial de Santa Fé emitiendo moneda menor de un peso 
en contravención de lo dispuesto por la ley; que de ese escrito 
corrió el Jaez de Sección traslado al representante de aquel 
establecimiento, dando á aquel escrito el carácter de una de- 
manda, según lo espresa el mismo Juez en el informe que pre- 
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cede. — Resultando que notificado Schmidt de la providencia de 
traslado, reclamó de ella manifestando claramente qne no había 
sido su voluntad poner demanda ó acusación contra el Banco, 
sitió solamente denunciar la infracción de la ley, para que en 
consecuencia se procediese como correspondía, dando interven- 
ción al Ministerio Público. — Considerando que, fuera de los 
casos excepcionales previsto* por las leyes, nadie puede ser 
obligado i constituirse actor, y ejercitar acciones en juicio 
contra su voluntad ; y que, aun cuando una providencia de tras- 
lado no infiere perjuicio por lo general, no es lo mismo cuando 
por ella se atribuye al solicitante, como en este caso, un 
carácter ó personalidad que no quiere asumir, imponiéndole las 
responsabilidades consiguientes. % 

Por estas razones se revoca el auto apelado, y devuélvanse al 
Juez de Sección para que reponiendo las cos.is al estado de los 
escritor que aparecen en copia á foja trcct\ provea en su mé- 
rito cumo fuere de derecho. — Notifíquese con el original. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO miAS. — S. M. LASPllR. 

— m. d. pizarro (en disidencia). 

DISIDENCIA 

Buenos Aires, Mano 1* Ap 1883, 

Visto en el acuerdo, el recurso directo entablado por Don 
Eugenio Schmidt, de la providencia de etraslado» conferido al 
Banco Provincial de Santa II, en la acusación deducida contra 
él por infracciones A la Ley Nacional de Moneda, do Noviembre 
tres de mil ochocientos ochenta y uno, en la emisión de billetes, 
por lo qne se le demanda al pago de la multa de cincuenta mil 
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pesos fuertes, aplicables por mitad al denunciante y al fondo 
de las Escuelas, con arreglo al articulo diez y seis de la citada 
ley. 

Considerando: 1° Que la providencia de traslado de la de 
manda es en todo juicio civil la base del procedimiento, y no 
puede omitirse por pertenecer á las formalidades sustanciales 
del juicio, como que afecta la natural defensa de los derechos 
del demandado ; en cuyo concepto esta providencia que es ine- 
ludible, que es meramente ínterlocutoria y no trae grávamen 
irreparable al actor, no puede en manera alguna fundar el re- 
curso directo entablado por Schmidt. 

2° Que la multa que se demanda al Banco, como la acción 
pública qne la ley acuerda al efecto no son pénala, ni dan lugar 
i la formación de procesos criminales, como la parte de Schmidt 
pretende: La multa es una condenación pecuniaria que se im- 
pone no solo en razón de delito, sinó también por infracciones 
civiles. Ella se encuentra estab1ecida"e¡Tcasi todas las mate- 
rias del Derecho, y es en estas un accesorio que sigue la natura- 
lesa de lo principal; es decir, que la multa es penal en las 
materias criminales, correccionales y de policía y tiene un 
carácter civil en las otras partes del Derecho (D;illoz, veTb. 
Amandc, números uno á cuatro, y verb. Peine números sete- 
cientos treinta y cuatTO y siguientes); lo que determina así la 
naturaleza de la tOoWn, el carácter de la d comanda, la compe- 
tencia del Tribunal y la forma del procedimiento para la eje- 
cución de la multa, cuando no hay forma especial determinada 
en la ley. 

3* Qne ea por lo tanto improcedente la instrucción de sumario 
y la formación de proceso criminal, al Banco Provincial de 
Santa Fé en la acusación ó demanda de Schmidt para la ejecu- 
ción de la multa por él solicitada. 

4* Qne es constante en Derecho que contra las personas jurí- 
dicas no se dan acciones criminales ni civiles procedentes de 
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delitos (artículo catorce, título primero, libro primero, sección 
primera. Código Civil); lo que determina también en este caso 
el carácter de la demanda de Schmidt y la naturaleza del proce- 
dimiento que ha de seguirse en ella. 

5" Que lo propio se deduce de las disposiciones espresas de la 
ya citada Ley de Moneda, que impone la multa á ios Bancos. 
prescindiendo de toda responsabilidad directa de sus admistra- 
dores ó gerentes; lo que demuestra evidentemente que la acción 
que contra los primeros se acuerda, es CWÜ, como es civil la 
multa; pues de otro modo los últimos no quedarían como que- 
dan, exentos de responsabilidad directa por el hecho criminal de 
que serian autores principales, según se verifica ante los tér- 
minos espresos de la citada ley. 

6° Que en la hipótesis contraria, sostenida por Schmidt, re- 
sultaría autorizad» un procedimiento criminal contra personas 
queno.han delinquido, ni aun podrían delinquir (cuando perte- 
nece el Banco á una persona jurídica) y se baria así pasibles de 
la pena a los que ninguna participación tuvieron en el delito, 
como son los accionistas del Banco, sus propietarios ó dueños, 
violándose en esto el principio fundamental de la identidad del 
delincuente en la imposición de la pena; principio que informa 
toda la materia del derecho criminal. 

7° Que las obligaciones del Banco á este respecto, como es- 
presamente las denomina la Ley de Moneda, proceden ex re, 
por Tazón de las ventajas y utilidades mayores que le propor- 
ciona una mas cómoda y amplia circulación de los billetes, au- 
mentando sus ganancias eon mengua de los beneficios que la 
citada ley trata de asegurar al fisco y á los particulares en las 
restricciones que les impone, y es por lo tanto la multa una 
obligación civi( t nacida de este hecho, y no de delito que le sea 
imputable* 

9° Que no es posible confundir como la parte de Schmidt pre- 
tende la tMacitm. en el procedimiento criminal, de que la Ley 
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do Moneda ni remotamente te ocupa, con la denuncia en la ma- 
teria civil da que ella trata. La denuncia en materia civil se 
nace, ó para conservar nuestro derecho 6 el del público, 6 para 
precavernos de algnn daño ; como la denuncia ó actuación civil 
dt «Obra Nuera» en calle, plaza ó ejidos comunales ; la acusa- 
doné denuncia civil de < Obra Vieja» que pública ó privada- 
mente nos amenaza de nn daño ; la denuncia civil de propieda- 
des fiscales poseídas por particulares, y cuja reversión al 
fisco nos interesa en virtud de nn beneficio creado por la ley á 
favor del acosador ó denunciante ; la denuncia civil de minas 
de explotación, para conservar nuestro derecho de descubridor ; 
y en el caso ocurrente la civil denuncia de circulación de bille- 
tes de Banco con infracción de la Ley de Moneda ; denuncias 
que dan lngar i un procedimiento civil contencioso entre el 
acusador ó denunciante, y el acusado ó demandado, con quien 
■e sigue el juicio por bus trámites ordinarios cuando la ley no 
establece on procedimiento especial. (Escriche verb. denuncia). 

9* Que la Ley de Moneda al hablar en este sentido, de actua- 
ción y denuncia para la ejecución de la multa que impone i los 
Bancos, no ha entendido hablar de lo que en el derecho penal 
ae denomina delación, ni puede creerse que haya tratado de pro- 
veer á un procedimiento criminal contra los Bancos de la Repú- 
blica, loque además de ser contrario á las disposiciones positivas 
y principios generales del derecho civil y penal que quedan ya 
citados, autoritaria un procedimiento de o/icio a mérito de la 
simple delación, procedimiento que no se encuentra autorizado 
por dicha ley que solo reconoce dos modos de proceder : /Vi- 
nero» por acción fiscal, y segundo, por acusación ó demanda de 
los particulares (artículo diez y seis). 

10" Que esto seria también contrario á la prescripción de la 
ley de catorce de Setiembre del sesenta y tres que prohibe el 
procedimiento de oficio en los Tribunales Federales (articulo ..,) 

II? Que finalmente es incompatible el rol de mero den un- 



ftl JUSTICIA NACIONAL 



m 



ciante, 6 simple delator , que Schmidt ba pretendido atribuirse 
con posterioridad á aquella providencia, desde que insiste en 
que se practiquen por el Jaez á quo las diligencias por «1 indi- 
cadas para la instrucción del sumario, y sobre todo, desde qne 
mantiene su pretensión á los veinte y cinco mil pesos de la 
multa, los que solo puede demandar ó pedir en su cualidad de 
acusador j parte lcjítimo en el jatoio. 

Por estas consideraciones y demás que se han tenido presente, 
de conformidad al informe del Juez de Sección y á lo solicitado 
por el señor Procurador General en su precedente vista, no ha 
lugar al recurso ron coatas. Satisfechas las de la instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 



Don Julián A. Socai, contra el Doctor Don Domingo Fernandez. 

sobre rumnlimtmln de un malrota de arrienda 



Sumario. — 1* El que se ha obligado á entregar alambrado un 
campo de pastoreo en arriendo, no puede Tesistir su cumpli- 
miento, por ser el ¿rea demarcada en el plano, que forma parte 



ritanio 
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dtl contrito de arriendo, mayor de la convenida en el contrato, 
ai la diferencia no excede de la vigésima parte. 

3" No habiéndose determinado en el contrato el dia en que 
debe hacerse la entrega, corresponde al Juez señalarlo. 



Caso. — Lo esplica el 

jPteSSft ^qS 

Meno» Aires, Noviembre 17 de 1683. 

Y vistos estos autos, seguidos por el Doctor Don Salvador 
Socas, en representación de su señor padre D. Julián M. Socas, 
contra el Doctor Don Domingo Fernandez, por cumplimiento de 
un contrato de loeacion de un campo en Entre-Ríos, y de qne 
resulta: 

I o Que en Setiembre de 1881 el Doctor Fernandez arrendó 
al señor Socas nna parte de su estancia situada en Entre-Rios, 
en el distrito de < El Federal », Departamento de Concordia, 
consistente en tres y media legua de campo que debía alam- 
brar en todo su perímetro, según se contiene en el ártica lo I* 
de I* escritura de foja 5. 

i» Qne según esa misma escritura, el contrato de arrenda- 
miento principiaría á regir desde el día en que el Doctor Fer- 
nandez hubiese encerrado dentro de cerco de alambrado el 
campo que había dado en arrendamiento (escritura citada). 

3* Que habiendo trascurrido mas de once meses sin que el 
Doctor Fernandez hubiese cumplido con la obligación de cercar, 
el señor Socas dedujo su demanda de foja 9 alegando, qne era 
este tiempo mas que suficiente para que el Doctor Fernandez 
hubiese podido hacer cercar el campo arrendado ; y que en tal 
caso debía ordenarse la entrega del campo arrendado fijándose 
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por el Juzgado el término de un mea á lo sumo para que cercare 
con alambre el único costado que hasta hoy permanecía sin 
cerco, y que no era siuó una parte muy mínima, la que corres- 
pondía á la linea divisoria entre los campos arrendados á 
Socas y los que ocupa el señor Zeballos también arrendatario 
del Doctor Fernandez, por la otra parte de su estancia, esti- 
mando bastante el término de un mes para que la líe vara á cabo 
ó en su defecto autorizándosele para hacerlo á costa y cuenta del 
locador Fernandez, porque no era posible ni legal que la entrega 
del campo arrendado quedase al arbitrio de uno de los contra- 
yentes, contra las disposiciones de la le; que ordena en este 
caso que si no hay término definido en un contrato debe desig- 
nárselo ei Juez. 

4° Que corrido traslado de esa do manda, el Procurador Coro- 
nado, por el Doctor Fernandez, alega que no se ha cercado la 
Unen divisoria, marcada en el plano que presenta con tinta roja, 
y por tanto no se ha hecho la entrega de la parte arrendada al 
señor Socas, porque en el área comprendida por esa línea que- 
daba á Sucas mas de las tres y media leguas arrendadas y que 
estaba dispuesto á cercar la parte abierta y entregar el campo 
arrendado, si el señor Socas convenía en que so limitara el área 
de campo á las tres y media leguas ó en el plano que presenta 
de foja ... ó midiéndolas en el terreno y partiendo la línea dul 
arroyo de Guerrero. 

Y cousiderando 1° Que determinado como está en el contrato 
de foja 5 el campo arrendado y su estension con la ubicación fi- 
jada en el plano de foja . . . presentado por Fernandez, era obli- 
gación del locador procederá su entrega en el tiempo estipulado 
6 en su defecto en el tiempo que el Juez fijara como hábil, ó 
bastante para haber cumplido ó cumplir con esa obligación 
(artículo 32, título «De la locación», y 3 o del titulo «Délas obli- 
gaciones de dar >, Código Civil). 

2° Que el mismo demandado Doctor Fernandez confiesa en 

T. IVI 
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1* contestación á la demanda, como lo había hecho en el juicio 
verbal, que ai no habí» cercado con alambre la línea divisoria 
entre loa arrendatarios de su ertancía, marcada con tinta roja 
en el plano acompañado, no ha sido por falta de elementos j de 
tiempo» Binó porque cree mal trazada esa línea y que abarca una 
ostensión de campo mayor que la arrendada, dejando asi esta- 
blecido que su resistencia á alambrar y á entregar no reconoce 
mas causa que la de no conformarse cen lo estipulado, y preten- 
der, según dice,corregir el error en que incurrió cuando se trazó 
en el plano la línea divisoria qne se halla marcada con tinta 
roja. 

3° Que las convenciones y contratos legítimamente contraidos 
son ley entre las partes, y suponiendo que hubiere contradic- 
ción entre laestensionde las tres y media leguas arrendadas y 
los límites que fija la línea roja, el Doctor Fernandez tuvo 
derecho para pedir los recursos que la ley le acuerda en ese 
caso: pero nunca para salvarlos por su autoridad propia, d Hi- 
ñiendo indefinidamente la entrega del campo arrendado; y ni 
lo hizo entonces, ni lu hace hoy, á pesar de verse demandado, 

4 a Que el mismo Doctor Fernandez proponiendo, en la con- 
testación á la demanda, tirar la línea del alambrado divisorio do 
sas inquilinos ó sobre el plano ó por una mensura pericial, dejó 
comprender qne al resistirse á hacer el cerco y trazar la divi- 
sión, no le acompaña la convicción de la demasía que denuncia 
y en todo caso pudo y debió proceder, si la tenía, ti practicarla 
en el sentido que pretende en derecho y no lo hizo ; sin que sea 
una causal bastante que el señor Bocas se opuso á que se saliera 
de la línea roja del plano: pues es de ley que ni Socas, antes de 
entrar en posesión de la cosa arrendada podia ejercer fuerza ó 
derecho alguno sobre el locador, como es sabido que este puede, 
en caso de resistencia iiejftima del locatario, consignar la cosa 
arrendada, ó pedir la rescisión del contrato, y en uno ú otro caí o 
Fernandez ha debido demandar y no esperar á ser demandada 
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para hacer valer la escusa ó justificación que ÍDTooa j no lo ha 
hecho. 

5* Que el Doctor Fernandez, aunque alega que en la ubica- 
ción dada al campo arrendado, con la línea roja del plano se 
comprende una área mayor que la arrendada á Socas, no ha 
fijado el excedente, ni ha podido fijarlo, porque estando conve- 
nido que la línea roja divisoria, no era una línea fija sinó mo- 
vible que pasaría al contado de la estancia Clodomiro á 500 
varas mas 6 menos y remataría sobro el arroyo Guerrero á 1000 
varas mas 6 menos del paso conocido por de los Gómez, no Be 
ha establecido ni se ha alegado que avanzando ó retrogradando 
esa línea en su lójico paralelismo, quedara sin embargo mayor 
campo en la ubicado» que cierra, que en el área convenida. 

6° Que para resistirse, sin embargo, á cercar y entregar por 
la razón invocada por Fernandez de no convenir el área arren- 
dada, con la ubicación que termina la línea roja, era de estricto 
derecho que se determinara el exceso ó diferencia que entre ellos 
habia y que este e\ceso llegase á la vigésima parte del Area 
total, ósea & una sesta parte de legua próximamente; en al 
inciso 2 artículo 2', título «De la locación» del Código Civil, se 
contiene que en cuanto á los requisitos esenciales de la locación 
se apliquen las disposiciones correlativas que rijen la compra y 
venta; y en este (artículo 21, título c De la compra y venta») se 
halla espreso que no se cambian los derechos de los contratan- 
tes únú cuando la diferencia entre el área vendida y comprada 
es superior á la vigésima parte del Area comprometida en ese 
contrato ; y aun en este caso es en favor del comprador (6 arren- 
datario en este caso) Kl Doctor Fernandez no ha alegado qw la 
diferencia en este caso pudiera exceder de esa vigésima parte, 
mientras que su contrario el señor Socas ha protestado estar 
dispuesto á pagar el arrendamiento proporcional si existiera. 

Queim todo caso, el Doctor Fernandez habia prejisto que 
tendría necesidad 6 conveniencia en cercar el campo arrendado 
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i Boom, y convenido entonces que puado un año lo haría en 
una estenaíon determinada, partiendo del punto de la linea roja 
qoe toca en el arroyo de Carballo y forromido la base del úngulo 
■obre el arroyo de Guerrero; y entre los términos del contrato, 
susceptibles de doble interpretación ó sujetos á ambigüedad, 
sobre el ponto de que debió arrancar la Unea divisoria, tiene 
que estarse i la voluntad de los contrayentes manifestada por 
hechos coetáneos ó posteriores, como seria en este caso el de 
no alterar el punto de arranque en el arroyo do Carballo, contra 
todo lo que pretende hacer valer de esta vez el Doctor Fernan- 
det para resistir la cerca y entrega de los campos arrendados. 

8° Que establecido así que la resistencia á la entrega de la 
cosa arrendada por parte del Doctor Fernandez, es infundada é 
ilejítima, y que en el presente juicio se trata únicamente de 
este punto, es fuera de duda que el plazo hábil ó en que Fernan- 
dez, pudo cerrar el alambrado correspondiente á la línea roja 
es mayor que el necesario ó común para estos trabajos: que si 
no lo hubiera sido el de once meses trascurridos hasta ta de- 
manda, habría tenido el de dos meses mas que han empleado 
en su tramitación: y en que finalmente por el plano como por la 
contestación á la demanda y explicaciones del comparendo ver- 
bal se trata solo de la obra de mano de cercar una mínima parte 
del campo arrendado. 

Por estas consideraciones y concordantes del alegato prece- 
dente, fallo declarando qne el Doctor Don Domingo Fernandez 
debe entregar y entregue á Don Julián Socas el terreno arren- 
dado á que ae refiere el escrito de foja 5, cercado y eu la forma 
que espresa el plano de foja 90 a los treinta días de ejecuto- 
riada la presente, con costas al demandado. Hágase saber origi- 
nal y repónganse los sellos. 

hidoro Albarracin. 
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tas 



Buenos Aires, Harto 15 de 1883. 

Vistos : por sus f andamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y seis. Satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos deruélYanse los autos. 



J. ¡t. COROSTIAGA. — J, DOMINGUEZ. — 
l LADISLAO FRIA8. — M. D. fMZARRO. 



*. 



Don Francisco Cale tan contra la Municipalidad délas Lomas 
de Zamora, por cobro de pesos, sobre personería. 



Sumario. — La ratificación del poderdante subsana los defec- 
tos de forma que pueda tener el poder. 



Caso, — Catelan tuvo una cuestión con la Municipalidad de 
las Lomas de Zamora, que fué fallada por árbitros. 



1S4 FALLOS M LA BQPUU COMI 

El Dr. D. Joté García Fernandez como apoderado de la Mu- 
nicipalidad, apelo: 

£1 poder presentado se hallaba autorizado por el Secretario 
de la Municipalidad. 

El Juei de Sección mandó devolver el poder. 

£1 Dr. García Fernandez reclamó reproduciendo el recurso y 
alegando que en las Lomas de Zamora no había escribano pú- 
blico, y que el Presidente de la Municipalidad que firmaba su 
escrito aprobaba lo obrado. 

Mis alai *w* 4* ■asalaai 

Buenos Airei, Febrero 16 de 1883, 

Y vistos — Considerando: 1« Que la apelación de la senten- 
cia arbitral ha sido deducida invocando por el Dr. García Fer- 
nandez la personería que cree le acuerda el poder que le ha 
conferido la Municipalidad de las Lomas de Zamora, cuyo po- 
der es nulo por carecer de las formas 6 solemnidades que esta- 
blece la ley como indispensables para la validez de actos de 
esta naturaleza. 

2" Que por consecuencia lógica, si el poder invocado es nulo 
y deja sin personería al representante de la Municipalidad de- 
mandada* nulo es también el recurso deducido, sin que baste á 
saltar esa nulidad, la ratificación posterior del Presidente de 
aquella Corporación, pues actos inaanablemente nulos no son 
susceptibles de revalidación. 

Por esto y concordantes del escrito precedente» no ha lugar 
á la reposición solicitada, y se concede en relación el recurso de 
apelación interpuesto en subsidio, y elévense los autos en la 
forma de estilo. — Notiflqnese original. 



Isidoro Aibarracin. 
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Bueno» Aires, Mano 37 de 1883. 

Vistos: considerando que la ratificación del poder de foja se- 
tenta y una conferido por el Presidente de la Municipalidad 
de las Lomas de Zamora al Doctor Don José García Fernan- 
dez, que ha hecho el otorgante ante el Juez de Sección por el 
escrito de foja setenta y siete, subsana los defectos de forma 
que pudiera tener dicbo poder, se revoca el auto apelado de 
foja setenta y cinco vuelta, y prévia reposición de sellos devuél- 



J. B. GOROSTIACA. — J. 

ULADISUO NllAS. — t. M. LA&HUR. 
— M. O, PUA ARO. 



CAUSA XXVII 



El Fuco Xacionat centra Uamez Atmeida $ f\ jtor cobro de 

derechos de Aduana. 



Sumario. — Pasados diez años desde la entrada ó salida del 
buque, según se trate de derechos de importación 6 esportacion, 
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no puede formularse reclamo alguno por cobro de derechos de 
Aduna, 

Caso. — Lo esplica el 

bueno* Aire», Noviembre 30 de 1882. 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por D. Joan Bautista 
tíonoement. en representación del Fisco Nacional contra D. An- 
tonio Gómez, por cobro de la suma de 1262 pesos con 36 cen- 
tavos fuertes, procedentes de derechos de Aduana, adeudados 
por ¡a razón social Gomuz, Almeida y C\ de que formaba parte 
el ejecutado; resulta: 

Que citado de remate el demandado ha opuesto en el escrito 
de foja 23, las excepciones de inhabilidad del título y pres- 
cripción, fundando la primera en que por la Ley Nacional de 
Procedimientos los asientos de los libros aunque sean fiscales, 
no traen aparejada ejecución, aun cuando se les considere como 
instrumentos públicos, pues estos no figuran entre los títulos 
que enumera el artículo 249 de dicha ley: y en que la sociedad 
qne aparece como deudora de los derechos que se le cobran, ha 
sido estinguida y liquidada hace catorce años y no puede Te- 
ñirse á reclamar después de ese lapso de tiempo á un ei-sócio 
por obligaciones de aquella remota ¿poca; y la prescripción en 
qne ha transcurrido mas del tiempo que la ley señala para la 
«tinción de asociaciones de esta naturaleza. 

8" Que sustanciadas dichas excepciones en la forma que pres- 
cribe el artículo 271 de la Ley de Enjuiciamiento, se recibió la 
causa i prueba, habiéndose producido la que espresa el certifi- 
cado corriente á foja 58 vuelta. 

Y considerando, en cuanto á la inhabilidad del título: 
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1° Que aunque en el articulo 240 de la ley arriba citada no 
figuran espresamente entro los títulos que traen aparejada eje- 
cncion los instrumentos públicos, de cuya naturaleza, indiscu- 
tiblemente participan los documentos de fojas 30 y 37, en virtud 
d9 lo dispuesto en el inciso 2\ artículo I o , título 3°, libro 2 a , 
sección 2 a del Código Civil, la autenticidad de que se hallan 
revestidos por las formas de los funcionarios que los autorizan 
y que es todo lo que la ley exije para justilicar el procedi- 
miento ejecutivos, permite equipararlos a este objeto á los tí- 
tulos enumerados en dicho artículo, tanto mas. cuanto que en 
la Lev de Procedí mientes Nací omites para los Tribunales ordi- 
nariosde la Capital, espresameut" figuran entre los títulos eje- 
cutivos, | no hay razón alguna para que por id solo hecho de 
ocurrir por razones de otro órden que no es del caso mencio- 
nar, á otra jurisdicción se les prive de ese carA ter; habién- 
doseles admitido asi en diversos lasos resueltos por la Suprema 
Corte. 

2 Ü Que á lo espuesto debe agregarse que la acción ejecutiva, 
no nace precisamente de las planillas exhibidas, sino de los do- 
cumentos firmados por los interesados, que en casos como el 
presente obran en poder de la administración, y que esta no 
hace sinó presentar en estrado, los que la autorizan á proce- 
der ejecutiva y administrativamente cuando tiene bienes de sus 
deudores en su poder, en conformidad á lo que disponen los artí- 
culos ICO y siguientes de las Ordenanzas de Aduana. 

3" Que el argumente fundado en la liquidación y estiticion 
de la sociedad Gómez, Almeida y C" se desvanece teniendo pre- 
sente, que según el artículo 454 del Código de Comercio, todos 
los que forman sociedad colectiva contra en obligación solida- 
ria, activa y pasivamente á las resultas de las operaciones que so 
hagan á nombre y por cuenta de la sociedad, bajo la forma que 
esta tenga adoptada, y que la solidaridad entre deudores es, se- 
gún lo define el Código mismo, la obligación impuesta i cada 
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«no da ellos de pagar solo por todos lo que deben en común, j 
de consiguiente de ser demandados del mismo modo, 

4r Que ademas, sepan el artículo 402 del citado Código la 
disolución de una sociedad de comercio, siempre que proceda 
de cualquier otra causa qne no sea la espiración del término 
por el cual se contrajo, no surte efecto en perjuicio de tereero 
hasta que se anote en el Registro público de Comercio * se pu- 
blique en el lugar donde tenga la sociedad su domicilio ó esta- 
blecimiento. 

5* Que el ejecutado si bien ha justificado por medio del cer- 
tificado de foja ,14 que la disolucú m fué publicada en los dia- 
rios, no lo ha hecho respecto del primer requisito, habiendo 
por el contrario reconocido esplícitamente en el acto del infor- 
me in vace ante el Juzgado, no haberlo cumplido, de manera 
que no puede invocar la disolución para exonerarse de obliga- 
ciones contraidas por la sociedad, pues la sola publicación de 
aviso no es bastante, tanto porque nadie está legalmente obli- 
gado a conocerlos, cuanto porque la fuente autorizada para su- 
ministrar datos de esa naturaleza á los terceros interesados es 
únicamente el registro público qno se lleva en el Tribunal de 
Comercio. 

Considerando en cuanto á la prescripción ¡ O' Que los docu- 
mentos exhibidos por la Aduana, durante el término de prueba, 
demuestran que los cargos que se pretenden hacer efectivos 
contra el demandado, proceden de derechos de importación, re- 
saltando de los mismos que la entrada de los buques que traje- 
ron las mercaderías tuvo lugar en el año 1867, habiendo de 
consiguiente transcurrido mas de catorce años hasta la fecha 
en que se ha iniciado el presente juicio. 

T # Que el artículo 433 de las Ordenanzas de Aduana antes 
citado, prohibe deducir cualquier género de reclamaciones de la 
Aduana contra los comerciantes j vice- versa, que no tengan un 
término especial lijado en las mismas, después de transcurridos 
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diez años á contar desde Ja entrada del baque a que se refiera 
el reclamo ó desde su salida si se tratase de derechos de expor- 
tación, lo que en el derecho común constituye la excepción ordi- 
naria de prescripción que permite oponer el artículo 870 de la 
Ley de Enjuiciamiento, no habiéndose probado por el ejecu- 
tante hecho alguno que la haya interrumpido. 

Por estos fundamentos y cu virtud de lo dispuesto en el arti- 
calo 277 do la misma, fallo, declarando no haber lugar á la eje- 
cución contra D. Antonio íjomez, con costas al actor. 

Notifíquese con el original y ejecutoriado que sea este auto, 
devuélvase la suma dada á embargo, librándose el oficio nece- 
sario. 

Virgilio tf. Tedia, 



VISTA DEL SESO» PROCURADOR GENEAAL 

Buenos Aires, Marzo íi3 de 1883. 

Suprema f orte: 

Los términos del artículo 43;; son tan claros y esplícitos, que 
no me permiten apoyar á los que en* este caso representan los 
derechos del Fisco, ¡'asados tres años para el comerciante y 
cinco para la Aduana, dice en su primera parte dicho artículo, 
ni esta ni aquel podrán reclamar tos errores de cálculo. En se- 
guida agrega : cualquier otro género de reclamaciones contra 
un comerciante tj vice-versa tftte no tenga un término especial 
fijado en estas Ordenanzas í no podrá formularse pasados diez 
años, cualquier genero de reclamaciones. No simplemente como 
se dice, los errores de cálculo, de que ya antes se ha hecho men- 
ción; todas las reclamaciones, cualquiera que sea su origen. 
Nuda mas csplícilo ni mas absoluto. 

No se especifica en los documentos agregados de qué pro* 
Tenga el crédito que se Cobra A los señores tíomez y Almeida; 



uo 
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■i de errores de cálculo, de omisión, etc. Sea cual fuere el origen 
la oportunidad ha pagado* Y bastaría esta causa para justificar 
el acierto de aquella disposición. En diez años la Aduana ha 
tenido tiempo mas que sobrado para examinar y cobrar sus 
cuentas. Mientras tanto, no pueden quedar indefinidamente 
abiertos caTgos sobre sociedades de comercie, que se modifican 
6 concluyen á cada paso. 
Sírvase V. E. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 

Fallo *e 1» ftvprc» C»r«* 

Buenos Aire», Mano 29 de 1883. 

Vistos : de conformidad con lo espnesto y pedido por el Se- 
ñor Procurador General en su vista precedente, y por los fun- 
damentos de la sentencia apelada de foja sesenta y cuatro se 
confirma esta con costas, llrpue-tus loa sello*, devuélvanse. 

J. O. GOROSTIAGA.— J. DOftBQOB — 
ULADISLAO FRIAS — S. M LASP1LR. 
— M. U. PUA MIO. 



CAUSA 



Don Emilio de Mártico contra Don Zacarías fiarboza, por 

cobro de paos. 



Sumario. — En un contrato de sociedad major de 200 pesos 
fuertes las modificaciones que se aleguen como introducidas 
después, deben resultar de prueba escrita, 



Caso. — Se eaptíca por el 



Buenos Aires, Noviembre 10 Je 1882 

Tistos estos autos promovidos por Don Emilio de Mársico, 
italiano, contra Don Zacarías Barbosa, argentino, por cobro de 
pesos. 

Resulta: 1° Que con fecha 27 de Marzo del corriente año se 
presento el primero esponiendo ¡ que en el mes de Majo de 1881 
babia constituido con el segundo una sociedad cojo objeto era 
la compra y explotación de una imprenta, debiendo contribuir 
cada uno con la suma de 25,000 pesos moneda corriente; que por 
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ta parte había cumplido coa la prestación & que ae había obli- 
gado j que Barboza después de reiteradas exijenoias le mani- 
festó que no le era posible entregar dinero, pero que en cambio 
entregaría una imprenta que había comprado al Doctor Don 
Luía 8- Rueda, lo que aceptó enviando en seguida un dependiente 
de su casa a recojerla: que poco después el Doctor Rueda le 
exijió el pago, lo que hizo presente al demandado quien siempre 
se evadió con fútiles pretestos: que algún tiempo después disol- 
vieron la sociedad, dándole á Barboza una suma de dinero, 
declarando este que de Mársico quedaba exhonerado de toda 
responsabilidad y esclusivo dueño de las existencias sociales, y 
que cuando esto sucedía Barbosa le había hecho CTeer que había 
concluido de satisfacer al Doctor Rueda el saldo que se le adeu- 
daba por la imprenta; que sin embargo este le reclamó el pago, 
y no obstante haberle hecho presente lo que Barboza le había 
manifestado, fué demandado y no tuvo mas remedio que pagarla 
cantidad de 25,000 pesos que espresa el recibo de foja 2: que 
entre tanto aquel había recibido del demandante una cantidad de 
dinero no solo como condición de la rescisión del contrato sinó 
también como precio de la parte que le correspondía en la 
imprenta y cnyo saldo decía haber pagado integramente lo que 
era una grosera falsedad ¡ que habiendo pagado por Barboza, 
según los antecedentes espnestos, suma que él adeudaba podía 
ejercitar la acción ín rem veni que acuerda el artículo 5°, 
título Del pago, Código Civil, y pedia en consecuencia se le con- 
dene al pago déla cantidad de 25,000 pesos moneda corriente, 
sus intereses, cestos y costas. 

2° Que corrido traslado de la demanda i Barboza contestó 
asteen el escrito de foja 10 bajo el supuesto de que en ella se 
le txijia el cumplimiento del contra 'ío de sociedad, aunque de 
una manera mas ó menos velada, que él había existido al objeto 
indicado, debiendo cada parte aportar 25,000 pesos moneda 
corriente, pero que habiendo sido disuelta, no podía de consi- 



guíente pedir ninguna de las partes su cumplimiento; que 
fuera de esto había introducido á la sociedad el aporte que le 
correspondía, y que en lo referente á la imprenta que do Mársi- 
co dice debia traer despnes de reiteradas instancias, etc. fácil- 
mente se descubre la superchería, cuando agrega aquel que 
mas taTde rescindió el contrato y le dió 7000 pesos para apar- 
tarlo déla sociedad quedando él como propietario esolnsiro de 
todas las existencias, pues no se comprende que sabiendo de 
SIársico que Bar boza no había aportado un peso á ta sociedad 
y que Rueda le cobraba a él el importe de la imprenta le diera 
sin embargo 7000 pesos por rescindir el contrato ; que el com- 
prador de la imprenta fué el corredor Don Arturo Richard, á 
quien le entregó él (Barboza) cerca de (5.000 pesos moneda 
corríante y á de Marsico otras cantidades. 

3 o Que la causa fué recibida á prueba por auto de foja 14 
Tuelta para que se justifique el pago por cuenta de Barboza de 
la suma que se le cobra, habiéndose producido la que espresa el 

Y considerando: I o Que es un hecho reconocido por ambas 
partes que entre .ellas existió an contrato de sociedad parala 
compra y esplotacion de una imprenta en el que el aporte de 
cada sócio debia consistir en la suma de 25.000 pesos moneda 
corriente, estando comprobado por el documento corriente & 
foja i exhibido por el actor, que fué disuelta ó rescindida por 
mutuo consentimiento. 

2° Que tratándose de un contrato celebrado por escrito, y en 
que ademas el fondo social excede de 200 pesos fuertes, cual- 
quiera modificación que en él se hubiera introducido 6 cual- 
quier cláusula tendente á cambiar la naturaleza de las obliga- 
ciones 6 prestaciones impuestas á cada socio ha debido 
necesariamente hacerse por escrito, no pudiendo probarse por 
testigos atento lo que dispone el artículo 57 De los contratos en 
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3? Que aun suponiendo que la prueba testifical fuese admi- 
sible en este caso, la que se ha rendido está may distante de 
tener el carácter y condiciones que las leyes de procedimientos 
exijen para constituir prueba jurídica de que el demandado 
Barboza, confino en introducir á la sociedad en lugar de loa 
25.000 pesos que le correspondían, la imprenta comprada en la 
misma suma al Doctor Rueda, pues ninguno de los testigos 
presentados declara sobre becbos precisos y pertinentes sino 
por referencia á conversaciones que dicen haber oido, 6 dichos 
del mismo demandante, de manera que no puede atribuírseles 
mayor f é á virtud de lo quedÍsponenlasleyes28y29, título 46, 
partida 3*. 

4» Que de la esposicion hecha por el espresado Doctor Rueda 
y por el corredor Richard se desprende que la imprenta en 
cuestión fué tratada y vendida para el demandante de Mársico, 
sin que figure absolutamente para nada en dicha negociación 
el demandado Barboza, lo que demuestra la falta de exactitud 
del primero y principal fundamento de la demanda, esto es que 
Barboza se comprometió á envegar una imprenta que habia 
comprado al Doctor Rueda. 

5 o Que aunque al demandado no incumbe ninguna prueba, ha 
producido ladeclaracion del testigo Richard para justificar que 
introdujo á la sociedad el aporte que le correspondía y si bien 
dicha declaración uo tiene mas valor que el de una presunción, 
atento lo que dispone la ley 32, título 16, partida 3-, el hecho 
adquiere el carácter de una verdad irrecusable en presencia del 
documento de foja i exhibido por el mismo demandante en el 
cual se disuelve aquella, entregando este á Barboza 7000 pesos 
en efectivo y seis mil en un pagaré, lo que como se comprende 
fácilmente no habria sucedido ni tendria esplicacion racional- 
mente, si fuese cierto que Barboza no introdujo sinó promesas 
quedando deodor de su parte puesto que no se ha alegado ni 
probado que dicho documento haya sido obtenido por medios 
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ilícitos 6 maniobras fraudulentas y él cierra toda discusión en 
cuanto al cumplimiento da las obligaciones contraidas por los 

súcios al tiempo de celebrar el contrato. 

Por estos fundamentos fallo absolviendo á Don Zacarías Bar- 
boza de la demanda de foja 4, imponiendo á su respecto perpetuo 
silencio al actor á quien condeno al pago de las costas del juicio, 

Notifíquese con el original. 



listos : por sns fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja setenta y siete; satisfechas las costas y 
repuestos los sellos, devuélvase. 




Virgilio M. Tctlín. 



« «*rir 



Bueno» Aires, Marzo 31 de 18R1. 



J. B. GOÍIOSTIAGA. 



J. DOMINGUEZ. — 



L' LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIIIL 



— H. I). MZAIIHO. 
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4 U fll j^L 1 3f 



[ton Rafael Capecchi contra Pradery, 

de recobrar. 



.sobre interdicto 



Sumario. — El turbado en la posesión, aunque se trate de un 
terreno público, tiene el derecho de ser mantenido ó reintegrado 



Caso.— Se esplica por el siguiente 



Bueno* Airei, Jimio 96 de 188Í. 

y vistos estos autoa iniciados por Don Gregorio Cristal, en 
representación de Don Rafael R. Capecchi, contra los señores 
Frader y Sansinena, por interdicto de recobrar, dirijido al 
objeto de ser puesto en posesión y goce de un brete, para em- 
barque de ganados, construido sobTe la ribera derecha del Ria- 
chuelo, frente á los terrenos de los demandados, por quienes 
se dice despojado violentamente y resultando : 



DE JUWICU S4C101UL 

I o Que el demandante funda bu acción en que, estando el expre- 
sado brete construido sobre la ribera misma de un rio navegable 
y dentro de loa límites asignados & la pr opiedad pública para uso 
de la navegación, no es susceptible de propiedad privada, y que 
su uso y goce solo puede obtenerse por actos administrativos del 
Gobierno Nacional, i quien corresponde la propiedad. 

<t Que las patentes que por dos auos consecutivos na pagado el 
demandante para la esplotacion del brete importan una conce- 
sión á su favor, concesión de la que ha sido despojado por los 
demandados. 

3* Que los demandados contestan quelos terrenos de su propie- 
dad, comprados al Banco Hipotecario, están designados en ta 
escritura como linderos coa la ribera : que han pertenecido á los 
antiguos saladeros, teniendo como estos desde mucho antes el 
derecho do embarque en el rio, que como una consecuencia de 
este derecho, ha usado de él ampliamente Don Santiago Boca, 
arrendatario de los espresados terrenos, hasta* el 8 de Febrero 
del corriente año, y que el demandante no ha sido sinó uo depen- 
diente de este t y como tal hacia uso del brete. 

4* Que de la vista de ojos practicada, resulta que eiiste un 
viejo cerco sobre el costado del terreno de los demandados qoe lo 
limita con la calle donde tiene su muelle Saavedra, cuyo cerco 
llegando hasta el agua misma del Riachuelo, hace imposible el 
acceso al brete en cuestión, do otra manera que entrando por el 
portón de los terrenos de los señores Prader y Sansinena ó rom- 
piendo el cerco indicado y 

Considerando: i* Que el fundamento del interdicto de recobrar, 
es el despojo de una posesión adquirida, y que en este caso no lo 
ha sido el demandante por el hecho de que se queja, á saber : por 
habérsele impedido el acceso al brete, que se encuentra dentro 
de los cercados de los señores Pruder y Sansinena. 

2" Que la propiedad que se alega á favor del Gobierno de la 
Nación sobre la ribera de los rios navegables no es nn título á 
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favor del demandante desde que esta propiedad debe hacerse 
valer no por cada uno de loa habitantes sioó por el órgano 
respectivo y con sujeción á las leyes existentes ; no en prove- 
cho de cada uno, sinÓ para las necesidades de U comunidad. 

3" Qne las patentes pagadas por el demandante no importan 
una concesión administrativa para la esplotacion del embar- 
cadero» ainó el pago de na impuesto qne la oficina respectiva 
recibe de cualquiera que se presente á satisfacerlos, lo que 
resulta aun mas evidenciado del informe del Resguardo á foja 27. 

4 a Que el derecho que asiste á loa demandados para impedir 
que se penetre dentro do sus cercados y qne se haga uso de lo 
que está dentro de ellos es innegable, macho mas siendo estos 
antiguos y no alegándose por el demandante ningún derecho 
propio, sinó de la comunidad. 

5" Qne para establecer este derecho e* indiferente que el res- 
tablecimiento del cercóse haya hecho por haber sido derribado 
por el demandante como lo sostiene su contraparte A por la 
fuerza del temporal como lo sostiene aquel, pues de un modou 
otro resulta qne existía antes y que es preciso respetarlo hasta 
que se diaponga convenientemente por la autoridad á quien cor- 
responda. 

Por estos fundamentos: fallo absolviendo á los señores Pra- 
der y Baosinena, de la demanda entablada contra ellos por 
Don Gregorio Cristal para que se le permita embarcar libre- 
mente por el brete ó embarcadero de ganado, situado dentro del 
cercado de aquellos sin especial condenación en costas; y & salvo 
su derecho para reclamar sí cree pertenecerle los materiales de 
que está construido dicho brete. Hágase saber, repónganse los 
sellos y notifiquen con el original. 
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Buenos Aire». Abril 5 de 1883. 

Vistos, y considerando : Primero: Que consta de autos que el 
apelante Capecchi ka estado en posesión del brete construido en 
la márgen derecha del Riachuelo y coya restitucioiwsolicita. 

Segunde : Que consta igualmente que Prader y Sansinena ban 
impedido el libre uso de dicho brete prolongando los cercos late- 
rales del terreno de su propiedad hasta la orilla del agua del 
Riachuelo. 

Tercero: Que haciendo esa prolongación, aun cuando haya sido 
simplemente una restauración 6 reparación de un cerco antiguo, 
han contravenido á la disposición del artículo veinte y nueve, 
título Restricciones u límites del dominio Código Civil enner- 
juicio de Capecchi y del público en general. 

Cuarto: Que no obsta a la aplicación de esta doctrina el que 
Capecchi no haya justificado tener autorización para construir 
dicho brete en terreno público; porque cualqu iera que haya sido 
la naturaleza de su posesión, nadie ha podido turbarla de pro- 
pia autoridad, artículo segundo, título De ios acciones poseso- 
rias, Código Civil. 

Por estos fundamentos ae revoca el auto apelado de foja 
treinta y dos vuelta, y se declara que Prader y Sansinena 
deben levantar el cerco lateral de su terreno hasta dejar libres 
los treinta y cinco metroB que dispone la ley, quedando i salvo 
su derecho para pedir ante quien corresponda lo que enten- 
dieren convenirles con respecto al brete y su uso. Satisfechas 
las costas y repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. G >HOSTfACA. — J. DOMRGUEZ. — 
OLAUÍSLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. 
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CAUSA XXX 



Causa criminal contra Miguel Aguilera y Santiago Carioso, 
por infracción de la Ley de Enrolamiento en la Guardia 

■ ■ * l 



Sumario. — No es aplicable la pena del inciso I o artículo 16, 
ley de 23 de Setiembre de 1878, á los que se hallan compren- 
didos en el decreto de excepción de cinco años, de 18 de Diciem- 
bre de 1878. 



Cato.— Se «aplica por el 



Rosario, Abril 12 de 1880. 

Vistos: considerando respecto de ambos procesados Santiago 
Cardóse y Miguel Aguilera: 

Í°Qae siendo nn deber de todo ciudadano, en los términos 
legales, estar enrolado en la Guardia Nacional, á él corres- 
ponde la prueba de haberlo cumplido, siendo el medio mas 
eficaz y propio, la papeleta de enrolamiento. 
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2° Que ninguno de ambos procesados la ha exhibido en 
defensa de so derecho, ni ha probado circunstancia ninguna 
personal que los exonere del cumplimiento de aquel deber. 

3 o Que respecto de Santiago Cardoso, del informe pedido i 
su misma solicitud al Gefe del Batallón « San Tioente » t resulta 
ser incierto que se haya enrolado en la Guardia Nacional. 

& Que tocante á Miguel Aguilera, si bien el pasaporte que 
ha presentado corriente á foja 18, comprueba que hizo un tiem- 
po de servicio, no comprueba que después de haberlo obtenido 
se haya inscrito en la Gnardia Nacional, como debió hacerlo 
begun el decreto de Diciembre I o de 1877. 

5 o Que en tal caso, ambos procesados han incurrido en la pena 
establecida en el inciso i° del artículo 16. de la Ley de 23 de 
Setiembre de 1872, que establece: «Que serán destinados al 
ejército de línea por dos años, los que estando obligados A enro- 
larse en la Guardia Nacional actira, no lo verificasen en los tér- 
minos señalados por la ley. * 

Por estos fundamentos se condena a los ciudadanos Don San- 
tiago Cardoso y Don Miguel Aguilera, al servicio de las armas 
en el ejército de línea por el término de dos años. Líbrese al 
efecto el oficio correspondiente al Ministerio de la Guerra, con 
inserción de esta resolución ; y notifiquese al fiador de Don 
Santiago Cardoso para que lo presente á la Cárcel de Policia 
dentro el término áti ocho dias. 

Fmelon Zuviria. 




Encuentro eBcesiva la penalidad de la sentencia apelada. 
En primer lngar t en cnanto i Miguel Aguilera, consta por 
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el pasaporte de foja 18, que en i* de Abril de 1878 era clasifi- 
cado por la Inspección General de Armas como soldado rebajado 
de Guardia Nacional. Consta ademas, por el testimonio de Don 
J. M. Buiz y de Don A. Lagos, fojaa 17 y 10, que en mas de 
una ocasión prestó servicios en la Guardia Nacional movilizada, 
y no ea posible dejar de tener en cuenta en su favor, esta cir- 
cunstancia. No debe entrañarse tampoco que considerándose 
soldado rebajado, no hubiese ocurrido i renovar su papeleta en 
el tiempo quo medió entre la fecha de su pasaporte y la de su 
prisioD. 

Pienso por esto que su falta está suficientemente castigada 
con la prisión que ha sufrido. 

El otro procesado Santiago Cardoso, se encuentra en condi- 
ciones mas desfavorables. No ha presentado constancia alguna 
de haber estado enrolado. Hay sin embargo que tener en cuenta 
en su descargo, la dificultad de probarlo en que se encontraba; 
sin recursos, y en una Provincia que no era la de su nacimiento ; 
y por último, que en tiempo de puz J estas leyes de enrolamiento 
ee ejecutan y se cumplen con cierta lenidad. 

Habiendo por otra parte sufrido va una prisión de dos meses, 
parece me equitativo reducir á un año el tiempo de su servicio 
en el Ejército de Línea. 

Eduardo Costa. 



Buenos Aira>, Abril 5 de 1883. 



Vistos : Considerando que está probado en estos autos respecto 
del encausado Miguel Aguilera y existen graves presunciones en 
cuanto i Santiago Cardoso, de que ambos estaban comprendidos 
en la excepción del servicio militar en la Guardia Nacional do- 
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— ^ante cinco años acordado por decreto del Presidente de la Repú- 
blícVfachu diez y ocho de Diciembre de mil ochocientos setenta 

y cuatro según resulta de las declaraciones de fojas diez j siete 
y diez y nueve del Comandante del Batallón Ahina Don José 
María Ruiz y del Oficial Don Ovidio Lagos del mismo cuerpo» y 
del pasaporte de la Inspección General de Arman de la Nación, 
4-foja diez y o¿ba, y por el que consta que Miguel Aguilera fué 
dado de baja en mil ochocientos setenta y ocho, del servicio 
militar. 

Que no se han podido obtener, por otra parte, hasta ahora, 
de las Oficinas Públicas los datos é informes que para el mayor 
esclarecimiento de este asunto se han solicitado, y no es justo 
demorar por mas tiempo la resolución de esta causa por este 
solo motivo. 

Por estas consideraciones, la Córte re roca la sentencia apela- 
da de foja veinte y cintro y ordena que sean puestos en libertad 
los encausados Miguel Aguilera y Santi.igo Cardoso; devolvién- 
dose para el efecto estos autos al Juzgado de su procedencia. 




J. B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — 8. M. LASPIUR. 
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Vicente C. Maneta contra Don Gabriel Reboredo, por cobro 
de pesos \ sobre 



Sumario, — acción por reintegro de samas sociales dedu- 
cida por un socio contra otro socio corresponde al conocimiento 
de jaeces árbitros. 



Caso.— Don Vicente C. Moneta, Don Spiro TIogaro y Don 
Gabriel Beboredo tufieron una sociedad, coya liquidación fué 
sometida & jueces árbitros. 

Concluida la liquidación, Don Vicente C. Moneta, estrangero» 
alegando que el «-socio Don Gabriel Reboredo tenia en su po- 
der una suma que pertenecia á la sociedad y no había sido liqui- 
dada, lo demandó para que le pagase de ella la parte pro- 
porcional que le correspondía. 

Falto «el Jui «e fJeeetom 

Bueno* Airea, Noviembre 30 da 1882, 

Vistos, y considerando : 1* Qoe la acción dedncida por Moneta 
tiene por objeto el reintegro, proporcionalmente al interés de 
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cada socio, de tomas pertenecientes á la sociedad, adeudadas 
por el socio Reboredo. 

f Qoe este punto está espresamente comprendido entre las 
facultades conferidas á los árbitros arbítradores encargados de 
la liquidación de la sociedad, en las cláusulas tercera y coarta 
del compromiso arbitral de qoe instruye la escritura de foja % 

3° Que si él no ha sido tomado en consideración por aquellos, 
la red., marión á qne dá lugar esa omisión debe también ser 
decidida por jueces árbitros en conformidad á lo que dispone el 
artículo 504 del Código de Comercio. 

Por estos y los demás fundamentos del escrito de foja 11 
referentes á la incompetencia de jurisdicción, el Juzgado se 
declara incompetente. Notifíquese original y archívese el espe- 




VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airei, Mino 23 de 1883. 

Suprema Córte: 

Pienso que el Juzgado Federal es incompetente en esta cau- 
sa, peio por un fundamento distinto del que invuca el Señor 
Juez en so sentencia. 

En las sociedades colectivas, y en general, en todos los casos 
en que dos ó mas personas asignables pretenden ejercer una 
acción solidaria (dice el artículo 10 de la ley de Setiembre }, 
para que caigan bajo la jurisdicción nacional se atenderá á la 
nacionalidad ó vecindad de lodos tos miembros de la sociedad 
ó comunidad de tal modo que cada uno de ellos tenga el dere- 
cho de demandar ó pueda ser demandado ante los Tribunales 
Nacionales. 
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Y. £. ha declarado en la causa XLI, serie I a , tomo 9", 
página 30, que esta conocida disposición ei aplicable 4 la liqui- 
dación social, 6 cuando los socios se demandaren entre sí las 
obligaciones qne contrajeron. 

Consta qne en la sociedad que dá lagar a esta demanda, hay 
nacionales y estrangeros. La incompetencia de la justicia fede- 
ral es por consiguiente, manifiesta, y así ha de servirse V. E. 
declararlo. 

Eduardo Costa. 



Beunoi Air«s, Abril 7 de 1883. 

Tistes: por sus fundamentos, y de conformidad con lo pedi- 
do por el Señor Procurador General en su precedente vista, se 
confirma con costas el auto apelado de foja veinte y siete vuelta. 
Satisfechas las déla instancia y repuestos los sellos devuélvase. 

J. B. GOHOSTIAGA. — I. DOMINGUEZ. — 
LLAD1SLA0 FRIAS. — S. H> LASPILR. — 



DE JUSTICIA RACIONAL 



CAUSA XXXII 



Criminal contra Guillermo Saint llubertj y A u yus lo Puech f sobrr 
violación dv corn'spotuívnria. 



Sumario. — i" La violación de correspondencia es castigada 
con la pena de cuatro meses de trabajos forzados. 

2" El tenedor de un documento sustraído se reputa sustrae- 
tor, mientras no justifique su procedencia inocente, máxime 
cuando e.1 contenido del documento lu favorece. 



Vaso. — Lo esplica el 

t ullo del Juca 0* ttecelan 

Buenos Aire». Setiembre 21 de 1881. 

Y vistos: resulta de esta causa lo siguiente: Que en Julio 
16 de mil ochocientos setenta j siete Guillermo Saint Huberg, 
fué preso por el Comisario de la Sección 2 a de Pulida, á soli- 
citud del Contador de la Dirección General de Correos, por ha 
ber retenido seis cartas de las que como cartero de dicha 
repartición estaba encurgado de distribuir; partes de foja pri- 
mera y actuaciones subsiguientes. 

T. IVI II 
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Que posteriormente Don Gustavo A. Boudet se presentó de- 
nunciando el hecho de que una carta díríjida de Francia por su 
hermano Eugenio ú la señoTa Gruget de Buenos Aires, cuyo 
sobre corre á foja 13 j que llegó a esta ciudad el 30 de Julio de 
mil ochocientos setenta y seis, había sido entregada ocho dias 
después, con su contenido sustraído y reemplazado por el papel 
impreso que corre á foja 14, habiéndose presentado dicho con- 
tenido en el Tribunal Civil de Grenoble por los señores Puech 
Hermanos, en un juicio que seguía con el citado Rondet. 

Que durante el sumario, el citado Don Eugenio Roudet y 
Don Amadeo Gruget fueron tenidos como partes para tomar la 
intervención correspondiente cuando estuviera en estado la 
causa, y habiéndose presentado por el primero el instrumento 
público corriente á foja ochenta y seis, Don Augusto Puech fué 
constituido en prisión como cómplice de Saint Huberg en la 
sustracción 6 violación de la carta dirijida á la señora de Gruget. 

Que sustanciada la causa por sus trámites, el Procurador 
Fiscal acusó á Saint Huberg del delito de sustracción y violación 
de una carta y á Don Augusto Puech, de cómplice en estos deli- 
tos, pidiendo contra el primero Ja pena de cuatro meses de 
prisión y costas, y al segundo el pago de una multa de tres- 
cientos pesos fuertes; y considerando respecto al procesado 
Saint Huberg : 

í° Que él era el cartero encargado de distribuir la correspon- 
dencia en la sección del domicilio de la señora de Gruget. 

2 o Que si bien ha negado en su declaración indagatoria, careo 
y confesión con cargos, haber entregado á la señora Gruget la 
carta de que se ha heeuo mérito, existe el testimonio de esta, 
foja cuarenta y cuatro vuelta, de Amadeo Gruget, foja cuarenta 
y seis vuelta, y de Fany Gruget, foja cuarenta y ocho vuelta, 
quienes contestes declaran que él fué el que la entregó. 

3 D Que si bien del informe evacuado por la Dirección General 
de Correos, que corre á foja trescientos veinte y cuatro, resulta 
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que dicha carta ha salido de la Estafeta, sin la intervención de 
la Oficina de Carteros, resulta igualmente que el servicio de 
aquella repartición, cuando se trataba de paquete de Ultramar 
era ayudado por los carteros, entre los que iba Saint Huberg, y 
esta circunstancia unida & las apuntadas y & la de haber sido, 
sobre todo, tomado iufraganti cuando separaba las seis cartas 
de que se ha hecho relación al priucjpio, lo declaran autor del 
delito. 

Considerando respecto a Augusto Puech: 

l'Que no resulta de los antecedentes del proceso mérito sufi- 
ciente para establecer su culpabilidad, porque aunque es cierto 
que del testimonio del acta pública del Tribunal Civil de Gre- 
noble ya citado, resulta que se lian presentado en una de las 
audiencias de este Tribunal dos cartas dirijidas por el señor 
líoudet de Francia al señor Gruget de Buenos Aires una de las 
que se supone sea la misma violada por Saint Huberg, no consta 
que sea Den Augusto Puech el que las haya presentado perso- 
nalmente, 

2 11 Que por consiguiente, por mas presunciones que resulten 
como eiisten en este casu contra los hermanos Puech, faltando 
la debida justificación de tul hecbo no puede considerarse á 
Don Augusto Puech como cómplice del delito de Saint Huberg 
mucho mas cuando se ha sostenido en la defensa, y las partes 
acusadoras lo han aceptado, el hecho de que el señor Puech, no 
se encontró en la audiencia cuando representaron tales cartas. 

Por estas razones fallo declarando a Guillermo Saint Huberg 
confeso y convicto del delito de sustracción y violación de corres- 
pondencia y lo condeno en su consecuencia de acuerdo al 
artículo 52 de la Ley Penal, á la pena de cuatro meses de traba- 
jos forzados donde el Poder Ejecutivo lo designe, y á 
Don Augusto Puech declarándolo libre de culpa y cargo. 

Hágase saber y notifiques© con el original. 



Andrés i parriza. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 




Háse observado con repetición, que estepToceBo se ha segui- 
do coo motWo de dos delitas distintos: t* sóbrela sustracción de 
seis cartas en que fué tomado iufragantí el cartero Saint Hu- 
berg ; ¥ sobre violación de una carta dirijido por Don A. Roudet 
desde Francia á Madame Uruget ; violación que se supone hecha 
per el mismo Saint Huberg en connivencia con Don Augusto 
Puech . 

Sobre el primer hecho, Saiut Huberg» está convicto y con- 
feso. Pero en atención á las circunstancias del caso y á que la 
sustracción no tuvo ulterioridad alguna, encuentro que el de- 
lito está suficientemente castigado con la pérdida del empleo 
y la prisión que ha sufrido el cartero infiel. 

Con respecto á la violación de la correspondencia dirijida á 
Madama Gruget, observo que la investigación poco ó nada ha 
adelantado después que V. E. dejó sin efecto la sentencia de 
foja 48 vuelta y se recibió esta causa á prueba. 

Las presunciones que motivaron la resolución de V. E. sub- 
sisten en todo su vigor, pero si ellas fueron bastantes á auto- 
rizar la prosecución del esclarecimiento de los hechos, no lo son 
en manera alguna para justificar la imposición de la pena con 
que, probado el delito, debió ser castigado uno y otro delin- 
cuente. Con respecto a Saint Huberg, en efecto, el antecedente 
de la sustracción de las seis cartas encontradas en su poder, la 
circunstancia de ser el cartero de la sección en que resídia 
Madama üruget ; y por último las declaraciones de los testigos 
que presenciaron la entrega del sobre abierto, conteniendo un 
impreso, en vez de la carta que se supone venia bajo él, todo 
esto, digo, arroja muy fundadas sospechas en contra del cartero. 
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Sin embargo, no está probado ni qne el sobre que corre á 
foja 13, ni la carta exhibida, sean los mismos que vinieron 
de Francia para Madama <¡ruget f y por otra parte hay que 
tener en cuenta que disminuyen la fuerza de aquellas presun- 
ciones, por una parte, el silencio de la espresada Madama (í*uget 
por espacio de un año, y por otra parte, la circunstancia de no 
constar que el cartero hubiera recibida de la Oficina Central la 
carta que se supone riolada. 

En cnanto á Don Augusto Puech, su posición es todavía mas 
favorable. 

Solo obra en contra suya el interés que naturalmente debe 
suponerse le asiste en el triunfo del encarnizado pleito que 
seguían sus hermanos con Roudet y la circunstancia de encon- 
trarse en esta ciudad en el tiempo que debiO tener lugar la vio- 
lación. 

No bay empero, prueba alguna cierta, ni directa, ni de que 
«tuviese en combinación con Saint lluberg, ni de que hubiese 
remitido la carta presentada en (Inmoble por sus hermanos, de 
cuya presentación, no habría justicia eu hacerle responsable, ni 
tendrían nuestros Tribunales jurisdicción para castigar, por ser 
un delito cometido fuera del territorio de la Nación. 

De esta manera, las presunciones que obran, tanto en contra 
de Don Augusto Puech, cerno de Saint Huberg, están muy lejos 
de ser, á mas de ciertas y probadas, graves, precisas y concor- 
dantes, relacionándose unas con otras de tal modo que lleven al 
ánimo del Juez la convicción de que lus hechos no hau podido 
suceder de otra manera ó ser perpetrados por otra persona. 
Série 1*. tomo 4 o , página .173. 

Por el contrario, si Puech tuviera interés en dar armas á sus 
hermanos en contra de líoudet ; los antecedentes desgraciados 
de éste último, no eseluyen la posibilidad de que remitiera el 
mismo la carta que se supone violada á sus contrarios para indu- 
cirlos á un paso falso en que fundar nuevas reclamaciones. 
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La falta de antecedentes ciertas y probados, dán cabida A 
todas las combinaciones posibles. Es posible que la violación 
tuviera lugar en la Oficina Central; es posible que Madama 
Gruget remitiera la carta en cuestión a los Puech, en venganza 
contra Roudet ; y por último, es posible que éste último la remi- 
tiera á los Puech, ú objeto que ántes he manifestado. 

Todo esto y mocho mas» es tun posible como que Don Augusto 
Poech en combinación cm Saint Huberg haya violado la carta 
dirijida á Madama Gruget. 

Concluyo en mérito de todo esto, que las presunciones que 
obran tanto en contra de Saint Huberg como de Don Augusto 
Puech, están muy lejos de ser las que la ley exije para fundar 
en ellas una condenación. 

Pido, por lo tanto, la revocación 'le la (sentencia del Juzgado 
de Sección, en cuanto condena al espresado Saint Hubert á cua- 
tro meses de trabajos forzados. 

Eduardo Costa. 



Buenos Aires, Abril 7 de 1883 

Vistos: Estando probado por el testimonio conteste de Doña 
Juana Josefina Sanguart do Humbert, fojas doscientos trece á 
doscientos quince, de Don Felipe Lacoste, fojas doscientos diez y 
seis á doscientos diez y ocho, y de Don Francisco Andernt £ foja 
doscientos treinta y seis, que el cartero Guillermo Saint Huberg, 
á quien conocían porque era et cartero de la sección, en Agosto 
de mil ochocientos setenta y seis como a las siete y media de la 
noche, encontrándose ellos presentes, entregó a la señora Gru- 
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get en su casa tres cartas venidas de Francia, y que rasgado el 
sobre de una, apareció dentro un pedazo de periódico ó de papel 
impreso en lugar de la carta que deliia contener; testimonio 
que no ha sido tachado, ni Saint Huberg ba podido defenderse 
del cargo que et importa: se confirma la sentencia apelada 
en cuanto condena á Guillermo Saint Huberg á la pena de 
cuatro meses de trabajos forzados, donde el Poder Ejecutivo 
determine, 

Y considerando, respecto del procesado D.Augusto Pueeb,que 
de estos mismos autos resultan contra él los cargos siguientes : 

Primero : Haber sido presentadas ante la Cámara Civil de Ore- 
noble por Puech Hermanos en un juicio que estos seguían contra 
Don Eugenio Rondel, la carta sustraída ó la señora (iruget 
(según consta de su fecha y de las fechas de los sellos puestos en 
el sobre en la Oficina de su espedirían en Francia y en la de su 
entrega en Buenos Aires) junto con otras dos sustraídas á Don 
Adolfo Roudet, hermano de Don Eugeuio y dirijidas las tres 
por éste desde París. Documentos de fojas trece, catorce y 
quince. 

Segundo: SeT esas tres cartas favorables á ios Puech que las 
presentaban. 

Tercero: Haberse * ncontrado en Buenos Aires, solo el proce- 
sado, de los hermanos Puech, en la fecha en que fué robada la 
carta á la señora Oruget, y haberse encontrado después en la 
audiencia de! Tribunal de Cirenoble cuando fueron presentadas 
y se leyeron dichas cartas. 

Cuarto : Haber negado este hecho el procesado en su confe- 
sión con cargos» y halterio confesado en su primera confesión y 
constar ademas, del testimonio d*t acta de la audiencia del 
Tribunal de Oreuoble, foja quince. 

{han (o: Haber explicado en sus dos confesiones de distintos 
modos el hecho de encontrarse e^a- cartas en poder de los Puech, 
pero en ninguna de una manera satisfactoria. 
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Considerando que es jurisprudencia establecida, que el tene- 
dor de un documento sustraído se reputa ser el sustractor mien- 
tras no justifique su procedencia inocente ; mucho mas 

ú carta le favorece. 



el contenido del 
tomo 5*, página 433). 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia 
cuanto absuelve de 

á quien se condena al pago de una multa de 
fuertes, ó su equivalente en moneda nacional y solidariamente 
con Saint Huberg al de las costas del juicio, é indemuizacion 
de daños y perjuicios. 

Satisfechas las de esta instancia y repuestos los sellos, 
devuélvase. Notifíquese con el original. 




J. R. GOROSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
l LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIL'R. 



ACLARACION 

Buímios Aires, Abril H Je 1883. 

Siendo cierto que en el primer considerando de la sentencia 
dictada en esta causa, se ha padecido el error material de nom- 
bre á que esta parte se refiere, la Corte usando de la facultad 
que acuerda el artículo doscientos treinta y dos de la ley d>' 
Procedimientos, declara, que cu el citado primer considerando 
debe leerse Amadeo (íruget suprimiéndose el calificativo que le 
signe, y donde dice Adolfo tímtdH hermano de tion Eugenio, y 
dirijidas tas tres por éste desde París t debe leerse: dirijtdas las 
tres por Don Eugenio Houdet desde Parts. 

i. B. GOROSTlAGA . — J. DOMINGUEZ. — 
I- LADISLAO FRIAS. — S. H. LASPIOR. 



CAUSA XXXIII 



El Doctor Don Samuel A. Molina contra el General Don Octa- 
viano Navarro ; por oposición á una mensura ; sobre compe- 
tencia. 



Sumario, — La oposición á una mensura importa un juicio 
contensiosu, cuyo conocimiento puede ser traído & la Justicia 
Federal por ta distinta vecindad ó nacionalidad de las partes. 



Caso. — Don Múreos López por el Doctor Don Samuel A. 
Molina, vecino de Buenos Aires, se presentó al Juzgado Federal 
de Catamarca, pidiendo avocara á sí los autos de mensura prac- 
ticada 4 petición del General Don Üctariano Navarro ante el 
Juez de Provincia, por haberte hecho oposición el Doctor Mo- 
lina, y corresponder el juicio de oposición al Juzgado Federal 
en razón de ta distinta vecindad de las partea- 
ran* Ú9i Smmu úe Secel» 

C»Um»rc*. Mareo 39 de 1882. 
Vistos: En la presente contienda de competencia promovida 
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por Don Máteos López apoderado sustituto del Doctor Don 
Samuel A. Molira, reciño de Buenos Aires, con motivo de su 
oposición ó protata a la mensura practicada á instancia del 
General Don Octaviano Navarro, de esta naturaleza y vecinda- 
rio, en sus haciendas de Sínguil por ante el Juzgado Civil de la 
Provincia; con lo espuesto por el señor Procurador Fiscal 
ad hoe en su dictamen que antecede y 

Considerando; 1° Que por resolución ejecutoriada de 19 de 
Noviembre último, corriente á fojas 9 y 10 del espediente núm. 
404, seguido entre las mismas partes litigantes, se declaró que 
el enunciado juicio de deslinde no era de jurisdicción nacional, 
sinó provincial, conforme al artículo 2° de la ley sobro justicia 
nacional y á la jurisprudencia establecida por la Suprema Córte 
en la causa 117, página 176, tomo 9°, serie 2* de sus fallos. 

2" Que aunque la enunciada oposición revista un carácter 
contencioso, no por eso deja de ser parte integrante y esencial- 
mente conexa al mismo juicio do deslinde, y de consiguiente 
debe ventilarse aquella por ante el juez que entiende en este, 
como se deduce de la doctrina desarrollada en la Causa IX» 
página 315, tomo 4 o . serie 2', de los mismos fallos y lo esta- 
blecen uniformemente entre otros jurisconsultos, Escricheen la 
palabra «juicio de apeo», Goyena * 
página 462, número 1190, y los artícu 
yecto de Código, sobre procedimiento sancionado recientemente 
como ley de la provincia. 

3« Qne á lo antedicho tampoco se oponen ni el fuero federal 
por raxou de las personas, ni su tramitación por la vía ordina- 
ria a que están sujetas tales oposiciones, por cuanto aquel está 
limitado á cierta clase de causas entre las que tampoco figuran 
i mas de las antes mencionadas, las de concurso, testamentarias 
etc., con todas sus incidencias y en las que como es bien sabido 
estas, lo mismo que las tercerías en el procedimiento ejecutivo, 
se sustancian también por las vías ordinarias, sin que por ello 
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dejen de estar sometidos á la jurisdicción del mismo juez qne 
entiende en la causa principal que las hubiere originado, según 
resulta de las citas ya mencionadas, délos artículos 12, inciso i*, 
de la ley sobre jurisdicción y competencia, y 301 de la ley 
Bobre procedimiento, del artículo 517 del proyecto de ley de la 
provincia, y de las diversas leyes españolas citadas por Escricke 
en la palabra jutao ejecutiro, párrafos 52 y siguientes. 

Pur tanto* en cumplimiento á lo dispuesto en el artículo 3*, 
16 y 51 de la ley sobre procedimiento y no obstante el dictamen 
fiscal en sentido contrario, se declara que no debe accederseá 
la contienda de competencia promovida por parte del espresa- 
do López, y que de consiguiente tampoco se hace lugar á la 
inhibitoria solicitada en virtud de la misma en su escrito de 
foja í* Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

Joaquín Quirorja. 
VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Córte: 

Batnot Aire», Julio 16 de 1883. 

La sentencia del Juez de Secciones perfectamente arreglada 
y ha servirse V. E. confirmarla. 

£) señor Juez apoya su sentencia en las decisiones de esta 
Córte, palmariamente aplicables y ajustadas al caso presente 
que me escusan de mas estensa discusión. 

V. E. declaró en efecto en la causa 117, tomo 9°, serie 2', 
página 176, que el juicio de mensura correspondía á la jurisdic- 
ción local; siendo de notarse que iniciado el juicio en ente cao o 
ante el Juzgado de Sección y protestada la mensura, V. E. 
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dicción * 

En la can*» 60, tomo *>, página 3*5, serie*, V. E. resolvió 
que iniciado el juicio de deslinde, no puede entablarse ante 
la jurisdicción nacional acción reivindicatoría sobre uno de los 



Eduardo Costa. 



fiaenoi Aires. Abril 12 d« 1883. 

Vis os: Considerando qne la operación de mensura y amojo- 
namiento no constituye por sí sola un juicio» aunque pueda dar 
lugar á él. 

Que por tal razón esta Córte ha declarado ya, que la petición 
de mensura no importa un caso contencioso, y por consiguiente 
no corresponde á la Justicia Nacional ; causa ciento diez y siete, 
tomo noveno, serie segunda. 

Que cuando por consecuencia de las diligencias do mensura 
y deslinde practicadas, surjo oposidon de algún colindante á 
dicha operación y sobreviene un juicio contradictorio, loa Tri- 
bunales Nocionales ion competentes para conocer de él si la 
nacionalidad o vecindad de los litigantes es diversa, como lo ha 
declarado igualmente esta Córtu por sentencia de d¡*7. y siete 
de Febrero de mil ochocientos ochenta y uno, en la cauaa de 
Don Fernando Campero con la l'rovincm de Jiijuy sobre nv-n- 
Mira y deslinde; pues no es este un juicio universal de lus 
comprendido! en el inciso primero, artículo doce, de la ley 
sobra Jurisdicción y oom patencia do los Tribunales Naoionales; 
y mu. bu menoa puedw eunslderarao esto juloío un accesorio de 
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las diligencias de mensura y amojonamiento, como se pretende. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
trece vuelta, y se devuelven estos autos al Juez de Sección para 
que reasumiendo la jurisdicción de que se ha desprendido, 
conozca y resuelva conforme á derecbo. Satisfechas las coatas 
y repuestos los sellos, devuélvase. 



Doña Fidela tí. de Vivar, en tercería de dominio sobre una finca 
embargada en la ejecución del Hamo Nacional, contra Dona 
Etelvina S. de ¿tucano tj Don Martüiiano Olmos, sobre defec- 
to legal en la demanda. 



í. H. GOROSTIAGA. — J DOMINGUEZ. — 
S. M. I.ASPRiR. 




iAU»4 XXXIV 



Sumario. — l*u falta do pri-HiL'jitaciün üu doeumuato* un que 
se ujwva l.i demanda w eumtiiuyu di-recto li^nl en el modo do 
propue»U. 
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Coso. — El Banco Nacional en la ejecución contra la señora 
de Las cano y Don Martiniano Olmos obtuvo el embargo de la 
casa calle Uruguay» número 79, como de propiedad de este 
último. 

Doña Fidela B. de Vivar dedujo tercería de oposición funda- 
da en el dominio de la casa adquirida por compra, cuyos títulos 
se hallaban en el Banco Hipotecario. 

La parte de Lascano opuso defecto eu la demanda por 110 
acompañarse los títulos en qae se apoyaba. 



Valí* M Swmm de fteeei«tt 

- 

Buenos Aire*. Kebrero U de 1883. 

T vistos: Por los fundamentos aducidos eu ti precedente es- 
crito y 

Considerando además : 1 Que la excepción de defecto legal 
en la demanda que es la propuesta en el escrito de foja 7 se 
refiere á la falta de loa requisitos sustanciales que aquella debe 
contener y se encuentran enumerados en el artículo 57 de la ley 
Nacional de Procedimientos ; pero de ninguna manera á la falta 
de presentación de los documentos en que se apoya la acción, 
pues tanto valdría formar artículo de previo pronunciamiento 
•obre la no presentación de cualquier otro medio de prueba, lo 
que es manifiestamente absurdo. 

2 o Que la falta de exhibición de los documentos au que funda 
el actor sus derechos solo tiene la sanción que establece el 
artículo 10 do la ley citadu. 

3* Que ademas, el demandante ha cumplido con eso precepto 
de la ley, indicando la oficina pública donde ae encuentra el 
título do la propiedad que reclama, señalando los inoUvui juati- 
üoaUvos que lu impi-' i II preneulacion, 
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Por ello, no ha lugar con costas de la articulación promovi- 
da á foja 7, y contéstese la demanda en el término legal. Repón- 
gase esta foja. 

Virgilio Tedin, 
I «lio 4« la Suprema Vérle 



Hueno» Ai™, Abril U de 1883 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja once vuelta. Sastisfecbas las de la instancia y 
repuestos loa sello.*, devuelva se. 

J. B, 00 ROSTIA (i A. — i. OOMlftCUEZ. — 
ULADI8LA0 Fft.AS.— I, M. LASPIUR. - 

H. I). pumo. 



Don Benito Troncoso contra Don Raimundo Reguera, sobre 
cumplimiento de contrato. 



Sumario. -\° El contrato por el caal una de las partes se ha 
obligado á recuperar á su costa una hacienda robada, y la otra 
á dar la tercera parte de la recuperada, eu especie ó eu dinero, 
tu un contrato bilateral. 

2° Este contrato no se resuelve poT la intervención voluntaria 
que tomó el dueño de la hacienda en las reclamaciones. 

3- De la tercera parte que esta debe, puede deducir el im- 
porte de los gastos legítimos que justifique haber hecho en 
dichas reclamaciones. 



Cato. — Lo esplíca el 



Paran*, Noviembre 15 de 1H82. 



Vistos estos autos seguidos por Don «iregorio Hegovia i-u 
representación de Don Uenito Troncoso contra Don Raimundo 
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Reguera, por cobro de cantidad de haciendas ó su equivu ente 
eii dinero, resulta ¡ 

Que en 11 de Noviembre de 1880, Reguera y Troncoso cei- 
braron un coutrato por el cual este último se comprometía a 
cobrar a su costa las haciendas de propiedad del primero que le 
habüu sido robadas de sus estancias de la Provincia de Cor- 
rientes, á cuyo efecto le confirió el poder de fuja 4, obligándose 
á su vez Reguera á dar á Troncoso por toda retribución | 
reembolso de gastos, la tercera parte de las haciendas que consi- 
ga cobrar, ó su equivalente en dinero. 

Troncoso ¿euií entregar las haciendas eu el tugar que las 
bailase ó reclamase. 

Segovia en representación de Troncoso se presenta con el 
contrato de foja 3 y poderes de fojas 1 y % diciendo ! que su 
poderdante había cobrado de Don David íavella, vecino del 
Uruguay, 1075 cabezas de ganado vacuno que este había com- 
prado mas tarde á Reguera por 5375 pesos fuertes, y 170 de 
Don Gregorio Vila, todas de propiedad de Reguera; que habiendo 
así cumplido las ubligacioiu's del contrato, pedia de conformi- 
dad á la cláusula segunda que el Juzgado oblígase a Reguera á 
eutregar á su mandante la tercera parte de las 12Í5 cabezas 
ú su equivalente en dinero. 

Corrido traslado á Reguera, éste por medio de su apoderado 
Don Santos Domínguez, contesta: 

Que el poder otorgado por Troncoso á Segovía para demandar, 
se referia a uu contrato de i de Norieinbrc que no existia; y 
contrayéndose al del 11 del mismo mes en que su fundaba la 
demanda, dice: 

Que Troncoso no había cumplido las obligaciones que le 
imponían los artículos 1, % v 5 del contrato; que no era 
exacto 4 ue este hubiera cobrado Lis 1245 cabezas a que so refiere 
la demanda, pues tenia documento* que presentaría pura com- 
probar que las I7U cabezas du Vilo, babiau nido ya traídas 

T, XVI \i 



17* FALLOS DI LA SUPREMA COATE 

por Reguera á la fecha del contrato de foja 3, habiendo este 
pagado los gastos de traslación ; y que las 1077 de Favella las 
había recuperado mediante una transacción hecha por el mismo 
Reguera en Buenos Airea, y no á mérito de cobro que hiciera 
Troncoso ; y concluyendo por pedir que se deseche la demanda 
con costas. 

Abierta la causa á prueba, la parte actora produce la siguiente: 
A foja 50 rueJta el testigo Don Fulgencio del Gil, declara 
que no sabe si Reguera Tendió á Favella las haciendas que este 
tenia de propiedad de aquel con el consentimiento de Troncoso; 
que le consta sí, que este vino al Uruguay buscando haciendas 
de Reguera, y que sabiendo que las habia en poder da Favella, 
le pidió rodeo; que después de esto regresó á Concordia, de 
donde volvió con Reguera y juntos repitieron la revisacion de 

los rodeos de Favella. 

El Gefe Político de Concordia, Don Carlos Anderson, declara 
en su informe de foja 18: Que es cierto que Troncoso reclamó 
de Don David Favella mil y tantas cabexas de ganado de propie- 
dad de Reguera, no recordando con precisión el número; que 
también es cierto que el mismo Troncoso reclamó de Don Gre- 
gorio Vita 170 cabezas de propiedad de Reguera, constándole 
este hecho por haber intervenido como Gefe Político y firma el 
informe con Víla por encontrarse presente. 

Don Juan M. Plot, foja 31, dice: que le consta que Troncoso 
reclamó de Don David Favella una cantidad de hacienda de pro- 
piedad de Reguera, es presando no recordar la cantidad. 

Don Floro Olivera, que afirma constarle que Troncoso recia- 
mó de Favella las 1075 cabezas do ganado de propiedad de Re- 
guera. 

Favella en su declaración prestada ante Escribano Público y 
testigos á pedido de Troncoso, antes de la iniciación de esta 
causa, dice ademas que las haciendas que Troncoso reclamó de Ól 
fueron las que él compró mas tarde de Reguera en liuenos Aires. 
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Vila, foja 42,y Floro Olivera, foja 40, declaran también como 
el Gefe Político Anderson, que Troncoso reclamo* del primero 
(Vila) 170 cabezas de propiedad de Reguera, las que fueron 
entregadas en depósito á Olivera, de enjro poder se sacaron por 
orden de Reguera según la carta presentada por éste, foja 03. 

La parte de Reguera produce como pruebas por la suya, los 
considerandos en testimonio de la sentencia recaída eu el juicio 
seguida por Reguera contra Favella sobre reivindicación de 
haciendas (foja 27 , por loa que se comprueba que mediante la 
intervención de Don Pedro Frias y del Doctor Don Miguel 
üuastavino, Reguera vendió á Favella Í075 animales vacunos, 
que este tenia en su poder de propiedad de aquel, al precio de 
cinco pesos fuertes cada uno. 

La carta de foja 03 que contiene la órden de pagar noventa 
peios fuertes por cuenta de Reguera á Don Floro Olivera, 
como depositario del ganado, con un recito al pié puesto y reco- 
nocido por Olivera. 

V las posiciones absueltas por Troncoso en Concordia, foja 
90, quien declara no recordar ta fecha del contrato celebrado 
con Reguera, y m> poderla determinar, porque el documento 
se encontraba en el Paraná en manos de su apoderado: que no 
era cierto que Reguera le abonase dos pesos diarios para con- 
ducir el ganado de poder de Vila; que era verdad sí, que Reguera 
le prestó catorce pesos: que no era cierto que Reguera mandase 
depositar las 170 cabezas de ganado entregadas por Vila en 
puder de Olivera, que voluntariamente las depositó el espolíente; 
que era cierto que el absolvente no fué ú Rueños Aires cuando 
Reguera vendió Ja hacienda á Favella, purque él habia autori- 
zado á Reguera para venderla; confiesa igualmente que fué 
empleado de Policía y que par.i aceptar la comisión de Reguera 
pidió y obtuvo licencia de su (Jefe; que vino aoiinpañauu de 
Reguera al Uruguay y no cun Favella. 

La parte demandada eu su alegato de foja 98, tacha al testigo 
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Vila, diciendo que es el ladrón de las haciendas, y la declara- 
ción de Favetla, fundado en igual razón y en que dicha declara- 
ción fué dada sin mandato judicial, sin citación de partes y 
antes de iniciarse el juicio. También tacha el testimouio de 
Anderson por la circunstancia de haber hecho agregar á su 
informe la firma de Vila que se encontraba en la (Jefatura en el 
momento en que ¿1 lo firmaba. 

Aduciendo otras consideraciones, alega como ana demostra- 
ción de que Troncoso no reclamó de Fallíalas 1075 cabezas de 
ganado, el hecho de existir en el mismo rodeo de Patilla mayor 
número de hacienda de propiedad de Reguera, sobre las que 
éste seguía un pleito, 

I considerando: I a que la taclia puesta á la declaración de 
Favella es legítima por haberse prestado oficiosamente antes de 
iniciado el juicio y sin las formalidades de derecho ; no siéndolo 
la deducida contra el informe del (¡efe Político Don ('Arlos 
Anderson, por no ser legal ; ni la alegada contra el testigo Círe- 
gorio Vila, por no haberse probado que este fuere el ladrón de 
tas haciendas de Reguera, pues no es bastante prueba la de que 
se reclamaren de él. 

*> Que por consiguiente, aún eliminada la primera, queda 
comprobada por las declaraciones del Gefe Político de Concor- 
dia, foja 18, de Plot, foja 31, y Olivera, foja 81 que Troncoso 
reclamo de David Favella cantidad de haciendas do propiedad 




de Reguera; que en cuanto al número de ellas, no habiéndose 
hecho objeción por la parte de Reguera á la cantidad determi- 
nada por Troncoso, sino tan solo á que éste interviniere en el 
recobro ; y estando este hecho probado, se presume que el número 
reclamado fué el de 1075 animales vacunos que se determinan 
en la demanda; 1» porque así declara Olivera foja 82; %* porque 
la cantidad vendida por Reguera á Favella en Buenos Aires, que 
fué indudablemente la recuperada por Troncoso, es de 1075 ca- 
bezas, alégalo de foja 10 y considerandos de fqja 37, lo que se 
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confirma con el informe de Anderson que dice haber sido mas 
de 1000, y U declaración tachada da Favella en la que espone 
que el ganado que compró á Hoguera en Buenos Airea fui til 
que Troncoso reclamaba do él. 

3 o Que de loa considerandos agregados en testimonio, foja 37, 
como prueba, no resulta claramente, si la mediación amigable 
de Friasy (¡ustavirio fui' para resolver difieuUades presentada* 
por Favella al reconocimiento del derecho de Heguera, sobre Jas 
1075 cabezas descubiertas p<<r Troncoso, ó sí tuvo por objeto 
arbitrar una transacción sobre el número total de los ganados 
de lieguera existentes en los rodeos de Favo) la, pues según Re- 
guera existían en ellos mucho mas de 1075 cabezas, ó finalmen- 
te, si solo se propusieran lijar el prcio que debía abonar a 
Reguera por los animales que aquel reconocía ser de ésl ■■. 

\ a Que aun suponiendo que la intervención de Frías y < ¡uas- 
tavino hubiese sido motivada por la resistencia de Ka vella á reco- 
nocer el derecho á lieguera sobro las haciendas gestionadas por 
Troncoso, las obligaciones contraídas por éste en el contrato de 
foja 3, deben considerarse cumplid.is; 1" porque tratándose en 
el presente caso de la ejecución de un mándalo ouc es ta con- 
dición de un contrato bilateral, la participación directa de 
Reguera, inundante, en la terminación de los actos encomen- 
dados á Troncoso, impidiendo que éste los ejecute, importa una 
revocación sin causa justilicada que lieguera no tiene derecho a 
hacer (artículo 109, título o , sección ¡1% libio 2 n , Código Civil) 
y 2* porque siendo una obligación condicional la contraída por 
lieguera c*»:? Troncoso, aquel habria así completado los actos 
que constituyen la condición que éste debió ejecutar estorbán- 
dole de esta manera que la cumpliese, y en este caso debe con- 
siderarse cumplida. (Artículo 12, título 5", sección l', libro 2", 
Código Civil). 

5 o Que está igualmente probado por las declaraciones concor- 
dantes do Anderson foja 18, y Floro Olivera, foja 40, aun 
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prescindiendo de la de Gregorio Vila, que Troncoso reclamó de 
este último 175 animales de propiedad y en representación de 
Reguera. 

6 o Que estos reclamos se presumen fueron liechos en cumpli- 
miento del contrato de 11 de Noviembre de 1880, pues Reguera 
afirmando que esas haciendas habían sido recobradas con ante- 
rioridad á la fecha del contrato, estaba en la obligación de pro- 
bario, máxime cuando de autos no consta ni se ha insinuado, 
que Troncoso fuere comisionado por Reguera antes de esa fecha 
j tal prueba no se ha rendido. 

7 o Que tampoco ha probado Reguera que los gastos hechos 
por Troncoso para descubrir y reclamar las haciendas, hayan 
sido erogados por él; pues la e.itrega que aparece so hizo a" 
Olivero de 90 pesos fuertes por su órden, fué en remuneración 
del depósito de 175 cabezas en una época en que ya corría por 
cuenta de Reguera, desde que según la clausula 5" del contrato, 
Troncoso cumplía entregando las haciendas en el lugar en ojio 
las encontrase, y es evidente que las hacieii-: <» que cuidaba 
Olivera estaban á disposición de Reguera { carta presentada por 
este foja 63), aparte de que por el contrato solo eran á cargo 
do Troncoso los gastos qtio se originasen en el recobro, no los 
del cuidado y depósito posterior. 

8" Que estando establecido por la cláusula 2* del contrato que 
Reguera daría á Troncoso la tercera parte del ganado que este 
consiguiere reclamar, la condición está cumplida con cualquier 
cantidad que se hubiere reclamado, no siendo por lo tanto aten- 
dible U objeción de que Troncoso no reclamó sinó una parte de 
los ganados que Favella tenía de Reguera. 

Por estos fundamentos y de conformidad i los artículos 81, 
título 9% sección 3\ librp 3\ y 14y 15, título !\ sección i*, 
líbro**, Código Civil: Fallo que Don Raimundo Reguera esta 
ohligadoá entregar a Don Benito Troncoso, la tercera parte de 
1445 cabezas do ganado vacuno, ó sean cuatrocientas quince. 



ron sus productos desde el dia de la demanda, según sean deter- 
minados en el juicio correspondiente; ó el equivalente de las 
-415 cabezas en dinero, con los intereses de Banco, á elección del 
deador, sin especial condenación en costas. 

Hágase saber original y repónganse los sellos, archivándose 
en oportunidad. 

Manuel de T. Pinto. 



Falla 4a I» fluprc» Carta 

Buonoi Aire», Abril 14 de 1883 

Vistos y considerando : Que por las reclamaciones que para 
la reivindicación de los ganados de su propiedad, hizo Don Rai- 
mundo Reguera, voluntariamente, y no por negativa ó imposibi- 
lidad para hacerlo por parte de su apoderado Don iJenito Tron- 
coso, no puede juzgarse resuelto el contrato bilateral de foja 
tres ; 

Que consta de autos que esa intervención de Reguera, en la 
reclamación y recobro de sus ganados, ha sido con conoci- 
miento y sin oposición alguna de Troncólo; 

Que conforme á lo estipulado en los artículos tercero y 
cuarto del precitado contrato, todos los gaslos que tuviera que 
hacer Troucoso para la reivindicación de dichos ganados» serian 
de su sola cuenta; 

Por estos motivos y por los fundamentos concordantes de la 
sentencia apelada de foja ciento ocho, se confirma estn, con 
declaración que del valor de la tercera parte de los ganad oh 
recobrada, que por ella se manda abonar á Troncoso, deberá 
deducirse el importe de los gastos legítimos que en razón de 
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dichas reclamaciones, justifique Reguera haber hecho. Devuél- 
vanse en consecuencia los autos, prévia reposición de sellos. 



J. B. GOAOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
l LADISLAO FIUAS. — B. M. LASPIUR. — 
H. D-PIZARAO. 



DISIDENCIA 

Vistos y considerando ; Primero: Que Don Benito Troncóse 
ha practicada, con arreglo al contrato de foja tres, los actos y 
diligencias conducentes á la reivindicación de la* haciendas de 
que en esta causa se trata, robadas á Don Raimundo Reguera, 
lo que desde lue t o y en conformi lad al citado contrato, le dá 
derecho á percibir la tercera parte de ellas, en especie ú valor 
estimativo* sin que pueda oponerse al derecho del actor que el 
demandado Hoguera haya con igual objeto practicado diligen- 
cias y gastos que debió practicar j sufragar aquel, desdo que, 
según la prueba producida, tales gastos y diligencias no proce- 
den de causa imputable at actor, y son solo el ejercicio de un 
derecho perfecto del demandado como propietario y dueño de 
tas haciendas robadas, que fueron, en ejecución del contrato 
celebrado con este, descubiertas y reclamadas por Tro «coso. 

Segundo: Que reconocido y declarado así el derecho del 
actor ú la tercera parte de dichas haciendas, no se le puede 
obligará sufragar los gastos hecho* libre y espontáneamente 
por Reguera en Ja reivindicación, pues estos, como producidos 
en el ejercicio de un derecho propio, sin causa imputa ile al 
primero, son á cargo de quien los produjo, no concibiéndose 
que un tercero esté jamás obligado á sufragar tos gastos causa- 
dos libre y espontáneamente por otro en el ejercicio de un dere- 
cho que le es propio. Tara reconocer y declarar esta obligación 
á cargo do Troncóse, «orí* preciso reconocer y declarar Um- 



bien, á cargo del mismo, la obligación de satisfacer á Reguera 
una retribución correspondiente á su intervención y personal 
gestión en la reivindicación, dado que los gastos producidos en 
esta no serian si nú la consecuencia natural de so intervención 
y gestión personal ; lo que desde luego, y contra el mérito de 
autos, establece la responsabilidad legal de Troncoso por esta 
intervención de Reguera, y eseluyo su derecho reconocido y 
declarado á la tercera parte de las haciendas reivindicadas. No 
se concibe, en efecto, que Troncoso esté obligado á satisfacer 
los gastos que Hoguera haya hochojen la reivindicación de las 
haciendas, y que no Jo esté á la retribución de bus servicios y 
personal gestión en esta, siendo en tal caso una misma ta cama 
de deber, origen de la obligación. Si desde luego aparece, y es, 
eu efecto, insostenible que Troncoso esté obligado A pagar una 
retribución á Hoguera por sus diligencias y servicios personales 
en la reivindicación, porque se establece que esta fué ejercida 
libremente, en uso de un derecho propio, y sin causa imputable 
al primero, resulta igualmente insostenible que Troncoso quede 
obligado á los gastos producidos por Reguera en ejercicio de 
un derecho propio y sin causa imputable á aquel, pues nadie 
se responsabiliza por bocho ngeno quo no te sea imputable. La 
obligación que aquí se menciona, ya so refiera esclusivamente a 
los gastos hechos por Reguera! ya comprenda también una re- 
tribución por sus servicios é intervención personal en la reivin- 
dicación délas haciendas, es estraíia al contrato de foja tres, 
no procede de la ley, es contraria á la equidad, é introduce en 
el juicio una pretensión desconocida al interés y al derecho qu-i 
arabos litigantes han hecho valor en la causa. Por el contrato 
do foja tres (artículos tercero y ruarlo) Troncoso solo se obliga 
á sufragar los gastos directamente causados por él en las dili* 
genoias personales que como apoderado de Reguera dehia prac- 
ticar para la investigación, pesquizas, reclamaciones y gestio- 
generoque fuesen conducentes y necesarias al dos- 
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cubrimiento, reclamo y reivindicación de loa ganados. Por ese 
contrato no se obliga, ni puede 9 oponerse que quisiera obligarse 
i loa gastos que Reguera quisiera de suyo producir con tul 
objeto. 

Al tenor del citado contrato, la intervención de Reguera queda 
fuera de eos estipulaciones, pues precisamente á este efecto se 
pacta la intervención de Troncoso en representación suya y se le 
acuerda la tercera parte, en especie 6 valor estimativo, de las 
haciendas. La intervención de Reguera para 
cubiertas y reclamadas ya por 
trato; y los gastos que en semejante situación baya pi 
como actos de mera voluntad, en ejercicio de un derecho 
pió, y ain cansa imputable ásu contratante son á cargo e< 
sívo suyo, quedan fuera de las estipulaciones de aquel cuntí 
son estrenos á las obligaciones que él impoue á Troncos* 
pueden, con arreglo a este mismo contrato, pesar sobre Tron- 





Toda la garantía de Troncoso en este negocio consiste en el 
derecho que por aquel contrato adquiere para reclamar las ha- 
ciendas robadas, i nombre y en representación de Reguera, sin 
soportar otros gastos que los producidos por él mismo eu sus 
reclamaciones y pesquizas, lo que deja á su criterio y discreción 
el modo y furma de pioeeder en todo esto para no acrecer aque- 
llos gastos en sentido contrario á su interés en la coBa, Cons- 
tituido así procarador en causa propia, no puede sostenerse 
que haya dejado á Reguera la facultad de intervenir, cuando 
mejor le pareciera, en la reivindicación, cargando siempre con la 
obligación de sufragar los gastos que este último quisiere pro- 
ducir, en la medida y estension que & su interés de dueño y 
propietario de las haciendas pudiera convenir, aún excediendo 
el valor de la tercera parte de ellas garantida y asegurada á 
Troncoso por aquel contrato, como una utilidad y provecho 
legítimo que Reguera pudiera volver en daño suyo, en un gra- 



mayor ti propio interés de la revindicwion, convir- 
•o perjudicial y ruinoso para él aquel 
negocio. Esta interpretaron es así, no solo estrada ainó abier- 






tos. Semejante obligación, como se vé, contraría al contrato, 
no procede en manera alguna de la ley, pues no hay disposición 
legal que la imponga ipso jure. Ella et también contraria a la 

bono: la equidad natural no permite, ciertamente, 
grave á nadie por acto ageno con erogaciones y gastos 
á bu interés en la cosa, de suerte á asegurar al 
un beneficio á espensas de quien tiene con él un interés 
común en la misma. Bajo este concepto, apenas si sería tole- 
rable dividir tales gastos y erogaciones en proporción al inte- 
rés recíproco de cada cual, haciéndolo* pesar proporciónalas nte 
sobre Reguera y Troncoso, á medida de so interés y parte en 
las haciendas recobradas. La Suprema Córte, ni procediendo 
como Córte de equidad podria, en mi concepto, proceder de 
otra suerte y llevar sus atribuciones á este respecto hasta 
hacer gravitar tales gastos eselusivamente sobre Troncoso, en 
laestension y medida qae el interés de Reguera le hubiera 
aconsejado producirlos. Pero esta cuestión es en sí misma es- 
traña al debate judicial y á la resolución ú sentencia que la 
Suprema Córte, en mi opinión, está llamada á pronunciar. La 
cuestión propuesl a es estrana al interés y al derecbo que ambos 
litigantes han hecho valer en la causa, y no ha sido, por con- 
siguiente, resuelta en la primera instancia, ni aparece propuesta 
después de ella en la segunda. Esta pretensión se produce de 
oficio, sin que haya sido préviamente discutida y resuelta, y 
sería dada contra mandil am parlera respecto de Troncoso, 
y ultra petita con relación á Reguera, si, por acaso, los gastos 
producidos por este en la reivindicación, resultasen mayores 
que el valor de las haciendas correspondiente á Troncoso, y 
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«•te tuviera til que pagar una snma mayor que aquella en ra- 
tón de Ules gastos, lo qoe, en el hecho, importaría para él una 
condenación en daños y perjuicios por inejecución del contrato 
de foja tres, y sería para Reguera una indemnización de da- 
ños, no prevista ni solicitada por éste. De esta suerte no solo se 
desnaturaliza el juicio y la acción entablada en él, sinóque se 
desconoce el derecho mismo que, por otro lado, se declara y re- 
conoce i favor del actor. La Sopiema Corte ha declarado, sin 
embargo, y es jurisprudencia por ella establecida con la autori- 
dad de loe artículos trece y doscientos veinte y cuatro de la 
Ley de Procedimientos, qoe -no puede fallar sobre ningún 
capitulo que no se hnbiese propuesto á la decisión del inferior, 
y que no fuese conforme á las acciones deducidas en el juicio »; 
(Cansa CTII, tomo V de los Fallos, Série II). Por estas consi- 
deraciones y fundamentos concordantes de la sentencia apelada, 

Ln^as costas de esta instancia. Satisfechas y repuestos los se- 




M. D, PiuAtto. 
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Don Antonio Martirio contra José V. Rubio y C\ «¿re nulidad 
de sentencia y jurisdicción. 



Sumario.— í* De las sentencias de la Corte Suprema no hay 
recurso de nulidad. 

2 o £1 concordato concluye el juicio de quiebra. 

3° Concluido el juicio de quiebra, no es posible cumplir la 
sentencia que manda que el acreedor use de su derecbo en ese 
juicio, 

4 o Debe hacerlo ante el Juzgado Federal, si la causa le 
corresponde ratione maierice* 



Caso. — D. Antonio Martioo demandó ejecutivamento á Ru- 
bio y Foley por salarios de la tripulación de la * Chata ter- 
cera ■, y obtuvo el embargo de esta. 

Fué desembargada bajo fian*a de José M. Rubio y C. 

Rubio y Foley fueron condenados al pago por sentencia de 
11 de Abril de 1877, y Martino, después de ejecutoriada, pidió 
se hiciera efectiva en los fiadores, porque Rabio y Foley esta- 
ban en quiebra. 
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José M. Rabio y C\ se opusieron y pidieron que la causa 
pasase «1 Jnei del Concurso, declarando nulo todo lo obrado 
desde el dia de la quiebra. 

La Suprema Corte declaró nnla la sentencia de i 1 de Abril 
de 1877, j ordenó que el acreedor debía hacer uso de su dere- 
cho en el juicio de concurso. 

Antes de remitirse los autos, Martioo espuso que la quiebra 
había cesado por concordato de A de Diciembre de 1876, j que 
la sentencia de la Corte, fundada en el error de hecho respecto 
de la existencia de la quiebra, era nula; y pidió que se decla- 
rara nula (artículo 9, título Nulidades, Código Civil) y subsis- 
tente, la de li de Abril de 1877. 

Bueno* Airei, AgOUO 8 de 1882. 

I Tistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente 
escrito que el Juzgado encuentra arreglados, y considerando 
además : i° Que aun suponiendo cierto que el auto de quiebra 
dictado contra los señores Rubio y hWty fué levantado antes 
de la sentencia, foja 60, lo que no está probado, pues en el cer- 
tificado, foja 107, se nota que la palabra seis esta escrita sobre 
otra raspada sin que haya sido salvada al final, apercibiéndose 
no obstante que la palabra raspada es mete: el demandante 
no desconoce que el juicio se ha tramitado durante el estado 
de quiebra judicialmente declarado, do dichos señores. 

Que por consiguiente, siempre seria nula la sentencia por 
haberse prescindido de trámites esenciales del juicio t de la in- 
tervención legítima del síndico del concurso, violándose lo dis- 
puesto en el artículo 1534 del Código de Comercio, y además, 
porqne en todos estos trámites el Juez carecía de la jurisdic- 
ción indispensable para decretarlos. 
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Qae por otra parte la suspensión del auto de quiebra se atri- 
buye I un concordato cuyos términos no conoce el Juzgado, 
pero, que cualquiera que ellos sean, es obligatorio para todos 
los acreedores, incluso el demandante, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 1656 del Código de Comercio citado, siendo el 
Juez que lo aprobó el único competente para conocer de las 
cuestiones que se promuevan para su cumplimiento según el 
artículo i 631. 

Que ademas, el concordato no importa la cesicion del estado 
de quiebra, como se deduce claramente de la disposición conté* 
nida ene! artículo 1634, continuando entre tanto la jurisdicción 
de los Jueces del Concurso escluyendo de consiguiente, la de 
cualquier otro, de todas las cuestiones que promoviesen los acree- 
dores no privilegiados, — no ha lugar con costas á la nulidad so- 
licitada á foja i 10. — Xotifíquese original y repónganse los 
sellos. 

Virgilio M. Tedin. 



WMm de tm 



Buenos Aires, Abril 17 de 1883. 



Vistos, y considerando: — Que la ley no acuerda el recurso 
de nulidad de las sentencias de la Córto Suprema; 

Que de los autos del concurso de Rubio y Foley, que para 
mejor proveer se han pedido y tenido ú la vista, resulta que an- 
tes que la Corte pronunciara la sentencia de foja noventa, habia 
ya terminado ese concurso por un concordato, en virtud del cual 
los deudores estaban en posesión de sus bienes y papeleo, y 
habían sido encargados de la liquidación, sin intervención 
alguna, quedando así habilitados para la administración de sus 
negocios y en el libre ejercicio do sus derechos. (Artículo 1630, 
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Que fenecido el juicio de quiebra, loe acreedor** pueden ejer- 
citar sus acciones indiTiduales. como lea convenga, ante la au- 
toridad competente, según es de derecho ; y la Corte lo ha de- 
clarado en ?arios casos. (Causa i*, tomo I o , pájina 7, y causa 19, 
tomo 12, pajina 94, 2* série de sus fallos). 

Que no existiendo el concurso, no es posible cumplir la úl- 
tima parte de la citada sentencia, por la cual se mando que el 
acreedor hiciera uso de sos derechos en ese concurso. 

y q Ue es privativa, por raion de la materia, la jurisdicción 
de los Tribunales Nacionales en esta causa, escluyendo la de 
los Tribunales de Provincia ó locales, (Artículos 104, inciso 9 o , 
y 105 de la ley de 15 de Diciembre de 1881, y artículo 12 de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacio- 
nales). 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento veinte y tres, declarándose que dicho D. Antonio 
Martino debe hacer uso de sus derechos ante el Juzgado Federal 
de esta Capital y que las costas de primera y segunda instancia 
deben pagarse en el órden en que se han causado ; satisfechas 
las de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse estos 
autos al Juzgado de su procedencia y los traídos ad effectum 
videndi al' Juagado de Comercio. 

J. B. GOAÜSTUGA. — I. D0ML1CUEZ. — 
S. M. LASP1VR. 
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CAUSA XXXVII 



Criminal contra fíatüio Adnm, marinero griego, por muerte 
tlaila ti otro marinera a bordo de la barca yrieija « Eno.cis> 
surta en et puerto de Ituenos Aires. 



Sumario. — 1" Los crímenes cometidos ú Uordn de los buques 
mercantes estrangeros surtos en los puertos argentinos, deben 
ser juzgados por los Tribunales Argentinos, aunque sean come- 
tidos entre personas de la tripulación. 

2* El homicidio simple con provocación por p;ir(e de la victi- 
ma, es penado con prisión por tres años. 



Caso. — Lo esplica t;l 

Fall» d#l Jiir» ile Scerion 

Buenos Aires, Hctubn; 18 di! 1882. 

Vistos estos autos seguidos contra Dasilio Adum, por homici- 
dio cometido en la persona de Constantino lírulos, resulta: 
I o Que el día 2i de Mayo del corriente año a las cinco do la 
t. xvi *3 



m 
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tarde, se presentí'» en la Prefec tura Marítima de esta Capital, el 
capitán de la barcu griega Enoxis, Don Andrés Kiparisis, dando 
cuenta que ú bordo de su buque habia tenido lugar un incidente 
entre los tripulantes del mismo ( nota de foja 23). 

2" Que inmediatamente se trasladó el oficial de servicio señor 
Üjeda con dos hombres armados, acompañados del capitán del 
buque, á bordo de este» encontrando que el marinero Basilio 
Adam, babia dado muerte al de igual clase Constantino Brulos, 
infiriéndole dos puñaladas, y heridas á Jorge Tougaluki; pro- 
cediendo eu seguida ú bajar á tierra al presunto criminal y al 
cadávei de Drulos para su reconocimiento, 

3* Que instruido el correspondiente sumario, resulta que el 
citado dia 21 de Mayo por la mañana, el piloto de la Enoxis, 
César liruyhera, acompañado de los marineros Basilio Adam y 
Juan Petitto, fueron á uno de los buques fondeados á inmedia- 
ciones de aquella, en busca de leña ó de unas maderas en cum- 
plimiento de órdenes recibidas anteriormente del capitán; que 
de allí pasaron á bordo de la barca italiana Luchino, donde el 
piloto fué á visitar á un paisano suyo, encontrando Adam á un 
marinero compatriota y amigo de él t siendo invitados los tres & 
beber, lo que solo aceptaron éste y Iírugbera; que como á la 
una de la tarde poco mas ó menos, regresaron & la Enoxis 
viniendo éstos bastante ebrios, especialmente Adam, que según 
todos sus compañeros lo estaba completamente; y á loa pocos 
momentos se tomaron en discusión éste y el finado II rulos sin 
que se haya podido establecer cual fué su origen, que de allí 
pasaron alas vías, de hecho, tomando Brulos de los cabellos al 
procesado y tirándolo sobre cubierta, en cuyo estado se puso á 
darle golpes con los piés y los puños, hasta que hostigado 6 
desesperado, éste tomó un cuchillo que llevaba consigo y le tiró 
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En vista de estos antecedentes el Juzgado establece las si- 
guientes cuestiones. 

i* ¿Es competente pira entender en esta causa? 

2 a ¿Está probado que Basilio Adam sea autor de la muerte 
de Constantino Brillos? 

3" Caso afirmativo ¿cuál es la calificación legal del hecho y 
qae pena merece? 

Considerando en cnanto á la primera: 

I o Que elU tiene su origen en la reclamación l^clia por el 
Cónsul Helénico, á cuya nacionalidad pertenece el buque, el 
procesado y la víctima, directamente primero ante la Prefectura 
ü d vi. 1 1 st n coií stiA (i t- lfts iiot&s de f oj as 31 \ y después 
por intermedio del Ministro de Relaciones Exteriores según lo 
demuestran las actuaciones que se mandan agregar para que 
el procesado sea pnesto & su disposición a efecto de formar el 
proceso y determinar lo que á su juicio corresponda, sea juz- 
gándolo por sí ó remitiéndolo para ser juzgado por los Tribuna- 
les de su país, y aunque esto no constituye una verdadera 
contienda de competencia, es llegado el momento úv que el 
Juzgado se pronuncie con arreglo á los principios del Derecho 
de Gentes á fin de resolver la petición del Cónsul de (¡recia é 
indicación del Señor Ministro de Relaciones Exteriores en su 
nota de foja 1 (actuaciones agregadas). 

2° Que la competencia del Juzgado Federal de la Capital 
para juzgar & Adam, nace del precepto contenido en el inciso 2 o 
del artículo 3° de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales de 14 de Setiembre de 18(53 que atri- 
buye el conocimiento de todas las causas por crímenes cometi- 
dos en los ríos, islas y puertos argentinos al Juez mas inme- 
diato del lagar del hecho y á aquel en cuya sección se encuen- 
tran los criminales. 

3° Que en toda nuestra legislación positiva no existe dispo- 
sición alguna que exceptúe de esta regla los buques de otras 
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nacionalidades, ni puede considerarse implícitamente estable- 
cida tfil excepción ; porque constituye una demostración de la 
jurisdicción absoluti y cxrtuyente que toda nación ejerce den- 
tro de su turril urio, como un atributo esencial de su soberanía, 
sin el cual dejaría de ser nación, como entidad política, paTa lo 
cual es necesario ley espresa ú tratados públicos que la consig- 
nen. (V- Bello, Vriwipiox de Derecho Internacional, página 66.) 

4" Que aunque el derecho dv gentes á cuyos principios deben 
conformar sus resoluciones los jueces nacionales según lo exijan 
los casos sometidos á su conocimiento, atento lo dispuesto en el 
artículo 21 de la b*y antes citada, reconoce actualmente sin 
discusión, el principio de la exterritorialidad, que importa el de 
sustraer á la jurisdicción looal á los buques de guerra en vir- 
tud de una üceion de derecho que los supone formando parte de 
su nación, cuya bandera llevan, por razones políticas que todas 
las naciones lian convenidu en aceptar y respetar, porque la 
bandera que los cubre es la representación directa e* inmediata 
de la soberanía { Fiori, tomo 2°, página 39 f . No sucede lo mismo 
respecto de los buques mercantes, porque como lo reconocen 
los mismos sostenedores de la exterritorialidad, desde el momen- 
to que entran á un puerto, tienen que someterse necesariamente 
á la jurisdicción local para los diversos actos que pertenecen al 
régimen exterior del buque y sus operaciones comerciales y no 
podría subsistir otra jurisdicción estrañasin que se ocasiouaran 
conllictos entre limbos. (V. Fiori, tomo 

5* Que si bien algunos 
MunsteUi(/)n>í7 

quo los navios estrangeros están sometidos por regla general á 

jurisdiccioii de los Cónsules cu t odas las dilicultades relativas 
al uavío mismo y á las gentes de á bordo, cuando los hechos 
tienen lugar entre individuos de la misma tripulación, excluyen- 
do de consiguiente, la jurisdicción de las autoridades 
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esto solo tiene lugar en tanto une el orden público del país y 
del puerto no hayan sido turbados y que no s«' haya requerido 
la intervención de aquellos, agregando lo que es muy de tener- 
se en cueuta, que el poder y eum pete' ia de los Cónsules en estos 
casos, debe sur tanto menos estenso cuando se trata de u u 
estado civilizado, que en una costa bárbara y en los paires donde 
las autoridades locales son i iv: umpé ten tes ó no existan absoluta- 
mente; pero, ademas de que esto no sucede entre nosotros, pues 
hay autoridades constituidas con elementos de poder suficien- 
tes para hacer respetar sus actos ; nuestra legislación penal y 
las garantías ofrecidas á todo encausido, son iguales á ta de los 
pueblos mas civilizados de Kuropa, por cuyo motivo á los Cónsu- 
les en este país, no puede euiieedérseles la uiisiua es leus ion de 
jurisdicción que á los de Oriente. 

tí" Que la Béfgiea uno de los países mas adelantados en legis- 
lación penal, donde según es noto, ¡o, ha llamado la atención el 
proyecto de Código penal confeccionado para la República Ar- 
gentina, reconociendo que lo usos del Derecho de tientes no son 
uniformes sobre este punto, deja á la justicia eslrangera la 
represión de delitos cometido* á bordo de un navio de comercio, 
conservando no obstante, su jurisdicción si la tranquilidad del 
puerto no ha sido comprometida ó si se ha reclamado el socor- 
ro de la autoridad local y reclamando pura los demás casos en 
que concédela exterritorialidad* la reciprocidad eu favor desús 
navios mercantes. (Haus t Droii Penal Belge, t. 1", núm.2U), 
7 o Que aun de los mas mudemos autores de Derecho Inter- 
nacional público (Camarza Amnri, tn.no T, S 2ti) partidario 
decidido del principio de la exterritorialidad aplicada igualmen- 
te á los buques mercantes con la misma estension que i los de 
sin embargo que no es universal mente admi- 
de notar que en el último Congreso de derecho 
internacional marítimo inaugurado en Ñapóles en Junio de 1871 
ha sido «chazado. 
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8" Que la misma Francia que consagra en su artículo $9 de 
la Ordenanza real de 1834 ese principio, estableciendo qne 
cuando hayan tenido lagar vías de hecho, delitos ó crímenes 
& bordo de un navio francés, en rada ó puerto por un hombre 
de la tripulación contra otra de la marina, el Cónsul reclame 
contra toda tentativa que pudiera hacer la autoridad local para 
conocer de él, fuera de los casos en que por ese hecho se haya 
comprometido la tranquilidad del puerto; la sentencia de la 
Córte de Casación de 25 de Julio de 1850, ha establecido en el 
caso de uu navio Americano Tempete en el puerto del Havre, 
que los buques de comercio que entTan en el puerto de una 
nación no podran ser sustraídos ¡i la jurisdicción territorial 
toda vez que el interés del Estado de que el puerto forma parte 
se halle comprometido, sin peligro para el órden público y la 
dignidad del Gobierno; que todo Estado está interesado en la 
Tcprcsion de los crímenes y delitos que se hayan cometido en 
los puertos de su territorio, no solamente por los hombres de la 
tripulación de un buque de comercio estrangero hacia persona 
que no forme parte de esa tripulación sinó por los individuos 
del mismo equipaje entre sí, ya sea cuando el hecho es de natu- 
raleza á comprometer la tranquilidad del puerto, sea que se haya 
reclamado la intervención de la autoridad local, ó cuando el 
hecho constituye un crimen común que por su gravedad no per- 
mita á ninguna Nación dejar impune sin atacar á los derechos 
de la soberanía jurisdiccional y territorial, porque el crimen por 
sí mismo es la violación mas manifiesta de las leyes que cada 
Nación está encargada de hacer respetar en todas las partes 
de su territorio ; que ningún soberano estrangero tiene interés 
en reivindicar que se haga excepción á estos principios en fa- 
vor de las naves mercantes á menos de tratados especiales 
entre los Estados y en los límites de esos tratados ; qne por 
consiguiente á excepción de lo que concierne la disciplina y 
administración de á bordo, en loque la autoridad local no puede 
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inmiscuirse, debiendo respetarse los dereeh >s concedidos por un 
uso general, los buques de comercio quedan sometidos 4 la 
jurisdicción territorial, decisión qu- pan-ce haber derogado la 
disposición antes mencionada de la citada ordenanza. 

9 o Que la doctrina y jurisprudencia inglesa, admiten en 
favor de las autoridades locales, el derecho de conocer de los 
hechos ocurridos á bordo de los navios eslrangcros entre los 
hombre, del equipaje, aun cuando no se haya turbado la tran- 
quilidad del puerto, habiendo llegado hasta rechazar una vez 
la proposición que le hizo la Rusia de entregarle, a cargo de 
reciprocidad, un marinero de un navio inglés andado en el 
puerto de líiga que dió muerte á uno de sus compañero;!. (Nota 
al § 25, tomo 2" de Camana Araari). 

10° Que desde luego se comprende el peligro y los inconve- 
nientes que tendría para nosotros de adoptar un principio con- 
trario, pues los puertos argentinos r especialmente el de la 
Capital son frecuentados por buque* de 
siendo prubabl c mentir muy pocos los que con nuestra 
se presentarán en puertos cstrangeros, lo que nos conduciría á 
presenciar impasibles diariamente el espectáculo de infraccio- 
nes cometidas en la numerosa población flotante de la Tada. 
sin que le sea permitido a sus autoridades tomar medida algu- 
na, para impedir y reprimir el mal con menoscabo de la dig- 
nidad y soberanía de la Nación ante propios y estraños. 

11° Que aparte de estas consideraciones, resulta en el c.iso 
subjudice, que ha habido perturbación del ¿r íen en el puerto, 
pues tuvieron conocimiento del crimen inmediatamente, los 
buques surtas á inmediaciones del Enoj'is habiéndose embria- 
gado en uno de ellos el procesado y refugiádose en otro el 
piloto cuando se produjo el becho que este nevó seT una suble- 
vación y el mismo capitán dió parí.- illa autoridad marítima, 
requiriendo su intervención, la que procedió á prender al de- 
lincuente y á bajar á tierra el cadáver de la víctima, no ha- 
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biéndose insinuado siquiera la reciprocidad del Gobierno de 
Grecia. 

' Por esto el Juzgado resuelve no acceder á lo pedido por el 
Cónsul de Grecia, é indieado por el Señor Ministro de Rela- 
ciones Exteriores, 

Considerando en cuanto á la segunda y tercera cuestión. 

12° Que la muerte do lirulos ocasionada por lesiones que 
debían producirla necesariamente, inferidas con armas cortan- 
tes y punzantes esta comprobado por el certificado medico de 
foja 27. 

13* Que el procesado ha reconocido que le pertenece el cuchi- 
llo ensangrentado que se ha trailo á este proceso, con el cual 
aparecen haber sido inferidas esas heridas, manifestando que 
solo otro marinero usaba igual. 

H° Que si bien aquel sostiene que no tiene conocimiento de 
haber cometido el hecho que se le imputa, á causa del estado 
de embriaguez en que se encontraba, las declaraciones que 
obran en autos no drjan la mas levo duda de que él es el autor, 
pues el marinero Juan Mino foja 6, dice que cuando oyó algunos 
gritos como de personas que estaban disputando y salió a ente- 
rarse de lo que pasaba, vio que Basilio (el procesado) y su com- 
pañero Brulos (el muerto) estaban peleándose; que éste estaba 
ya herido y aquel tenia en su mano un cuchillo de los que 
generalmente usan los marineros, reconociendo ser el mismo 
que obra en esta eausa, y el cocinero Tongaluki declara que 
cuando oyó voces fuertes y salió á ver lo que ocurría vió á Ba- 
silio y Constantino Itrulos que se habían tomado a golpea de 
puño encontrándose este último sobre aquel; que aunque consi- 
guió apartarlos se volvieron á tomar en pelea y ¿l quizo interve- 
nir nuevamente, pero al irlos á separar, vió á Basilio con un 
cuchillo en la mano y A itrulos que parecía tener dos heridas, 
viendo pegar una tercera puñalada la que también le tocó á 
él en la cara, pues estaba enire los contendientes para separar- 
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los reconociendo igualmente ojie el cochillo es del proce- 
sado. ^ 

las declarad -ncs mencionadas, la de Juan Petitto, foja 12 
vuelta, José Meuii, foja 14, Demetrio Liris, foja 15 vuelta, 
Arsenio Basiliris, foja 17 vuelta, sin qm> en el plenario se haya 
producido prueba alguna qu<> ta modifique. 

16" Que el minino procesado en t-1 acto de la confesión, no ha 
podido menos en presencia de las prueba* acumulada» sobre su 
culpabilidad de aceptar el cargo que se le hizo por la muerto de 
Iírulos, 

17° Que está llenamente demostrado por las declaraciones 
ya citadas que ta muerte de aquel fué precedida de disputa» y 
aunque es verosímil que haya sido éste que la haya promovido 
dado su estado de embriaguez comprobado, porque como dicen 
los autores, «ésta en cierto grado pone al hombre audaz y ani- 
moso* no puede establecerse como un hecho comprobado, fun- 
dándose únicamente en esa presunción. 

19° Que resulta sin embargo que cuando los primeTOS testigos 
acudieron al Ingar del suceso, Adam estaba abajo y Brutos de 
encima le pegaba con los puños y los píes calzados de bota* altas 
operación que continuó á pesar de que aquel le decia: basta! 
basta!, siendo en este estado acosado por su adversario que hilo 
uso de su cuchillo d ¡Índole las puñaladas que le ocasionaron la 
muerte inmediata, no podiendo quedar dudas en presencia de 
las constancias de autos, que la agresión con vías de hecho 
partió de la víctima. 

90' Que esta circunstancia y el hecho comprobado de que no 
ha mediado údio ni enemistad ni aun un simple disgusto en el 
tiempo que han estado juntos A bordo habiéndose tratado con 
el contrario como hermanos, justifica la clasilicacion que hace 
la acusación del homicidio simple provocado por la víctima con 
injurias graves. 
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Íl° Que no puede admitírsela legítima defensa alegada por el 
defensor del reo, porque las injurias de que era víctima por 
parte de Brulos, no eran de naturaleza á poner en peligro su 
▼ida, ademas de que bien pudo evitarlas, implorando el socorro 
de los demás hombres de la tripulación, que ya una vea lo 
apartaron, tratando de evitar un accidente como el que ocu- 
rrió. 

22° Que aunque está probada la embriaguez, hay suficientes 
datos para no considerarla completa y susceptible de constituir 
una escusa legal, siendo entreoíros que el procesado pudo subir 
fácilmente á bordo, no obstante que según su propia declaración 
ya estaba ébrio cuando salió del buque italiano donde bebió 
con su compatriota; su persistencia en disputar con Brulos; el 
hecho de haber conocido en el acto de subir a bordo la presen- 
cia de un estrafio, el marinero José Genova del buque Come voi 
que se hallaba de visita en el Enoxit, preguntando á José Me- 
nin quien era ese ; y finalmente que tuvo bastante discernimien- 
to para buscar su defensa en el arma que llevaba consigo. 

23* Que según el artículo 197 ÚA Código Penal vigente en el 
territorio de la Capital que el Juzgado está en ei caso de aplican 
atento lo que dispone la Ley Penal Nacional, lo pena de bomi- 
oidio aimple será de tres años de prisión si el muerto mismo 
provocó el acto homicida con ofensas é injurias ilícitas y graves 
ó si en el momento del hecho, el homicida se hallaba enestado de 
furor sin culpa y sin que hubiera al mismo tiempo esclusion 
completa de inculpabilidad, 

Por estos fundamento* y Ue acuerdo con lo pedido en la acu- 
sación, fallo condenando al procesado Basilio Adam á sufrir 
en la Cárcel Penitenciaria de esta ciudad, privón por el termino 
de tTes anos por la muerte duda á Constantino Brulos, los que 
deberán contarse desde la espiración de los seis primeros meses 
de detención preventiva, al pago de los danos y perjuicios y 
costas procesales. Hágase saber por oficio al Señor Ministro 
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de Relaciones Exteriores, remitiéndose cópia de esta resolución 
á \oí efectos correspondientes y notifíquese original. 

Vtrjili» Tedin . 

VISTA DEL SEÍÍOR PHOCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Buenos Airea, Febrero 13 de 1883. 

El artículo 3 de la ley sobre ju isdiccion y competencia de los 
Tribunales Nacionales atribuye el conocimiente de los crímenes 
cometidos en los ríos, islis y puertos argentinos al Juez que se 
halle mas inmediato al hecho. 

Loa Tribunales de la Nation han conocido invariablemente 
desde su instal icion de todus los crímenes cometidos en buques 
surtos en aguas de la República, cualquiera que fuera su nacio- 
nalidad sin que nación alguna haya desconocido ni disputado 
su jurisdicción. 

En presencia do antecedentes y sobre todo, del testo espreso 
de la ley, creo innecesario detenerme en las consideraciones do 
derecho internacional en que el Señor Jnez de Sección apoya 
extensamente su jurisdicción. 

El hecho de que se hace caTgo al procesado Basilio Adam 
está probado de la manera mas completa y acabada. 

Del prolijo estadio que hace el Señor Juez en su sentencia 
que creí escusado reproducir, resulta plenamente probado que 
Adam infirió a Brulos tres heridas, de cuyas resultas falleció 
el herido pocos minutos después. 

La lectura de las declaraciones de los testigos qne presencia- 
ron el hecho en el reducido espacio de la cubierta de un buque, 
dejan el ánimo perfectamente tranquilo en cuanto i U materia- 
lidad de la muerte dada por el procesado, no así en cnanto 4 ta 
medida de su "^onsabilidad ante ta ley. 
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¿El estado de embriaguez eu que Be encontraba era tal que le 
eximia de teda culpabilidad ? 

Al herir al agresor con un arma que podía dar la muerte ¿ha 
excedido los limites de una justa y legítima defensa? 

Estns son los únicos puntos que interesa discutir j que deben 
ocupar la atención de V. E. 

Es doctrina inconcusa eutre los criminalistas y que consagra 
nuestra lejislacion que la ebriedad no exime de responsabilidad 
y que solo es una circunstancia atenuante cuando es completa 
y no procede de acto deliberado. 

La embriaguez de Adam fué casual y puede ser disculpada. 
Fué accidentalmente á un buque en que encontró un amigo que 
lo invitó á beber; único obsequio que pedia hacerle. Tomaron 
juntos una botella según unos y hasta dos cuartas de caña ó de 
ginebra, según otros. La cantidad no es sustancial, tal bebedor 
se embriaga con una copa ó con uu vaso, mientras que otro toma 
impunemente una botella. 

Me inclino á creer que el estado de embriaguez en que re- 
gresó Adam no era completa, ¡i punto de hacerle inconsciente y 
eximirle de toda responsabilidad. 

Las declaraciones varían mucho sobre este particular. 

El piloto de la Enoxis que fué con los marineros Adam y 
Pettito á buscar la leña, declara á foja 38 vuelta que el primero, 
Adam, estaba borracho pero no mucho, puesto que pudo cargar 
la madera y amarrar el bote con el otro marinero Pettito. 

El contramaestre Juan Marro, foja 15, y los otros marineros 
Tongaíuki t f. 8 y Alsmichdortoglio f. Í3, dicen que Adam estaba 
en completo estado de embriagues. Alsmichdortoglio agrega : 
que estaba tan ébrio que no cree haya podido ir á ta cámara. 

Como se vé, de estas declaraciones que son las que con mas 
detención especifican el grado de embriaguez en que se encon- 
traba el procesado, no se puede formnr una conciencia segura 
acerca de si ella era 6 no completa. 
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No solo no son uniformes sin ó hasta contradictorias entre sí. 
Un dato importante desvirtúa también en mucha parte so 



tal que privara al procesado de toda conciencia del bien y del 
mal y le eiima de toda responsabilidad. Creo si que no puede 
menos que ser considerada como una poderosa circunstancia 
atenuante en su favor. 

No es menos difícil apreciar si el procesado ultrapasara los 
1 imites de una justa y legítima defensa. 

No puede desconocerse que Brulos fué el agresor, en cuanto á 
las vías de hecho, al menos. 

Todos los testigos están conformes en que siendo mas fuerte, 
agarró á Adam del cabello, lo echó por tierra y le estaba dando 
de golpes con los puños y los pies por la cabeza y por el pecho. 

No puede negarse que ]a posición de Adam era por demás 
crítica. Gritaba basta! tanta! y nadie venia en su auxilio. Los 
golpea de un hombre fuerte y enfurecido con las puños y los 
piés calzados de gruesas botas no dejan de ser cosa seria ; pue- 
den producir lesiones de la mayor gravedad y hasta la muerte. 

Es hasta cierto punto disculpable que Adam viéndose así ava- 
sallado y estropeado, recurra al medio de defensa que tenia á 
la mano, al medio único, podria decirse, para libertarse de su 
agresor; puesto que era mas débil para luchar con armas igua- 
les y nadie venia en su socorro. 
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Y mu disculpable es esto si se tiene en cuenta que si la em- 
briagues no era completa era fuera de toda duda, muy pronun- 
ciada* 

Pienso por todo esto, que hay mérito bastante para limitar 
la pena 4 au última «presión. La muerte dada á Brolos no es 
uu homicidio «imple ni menos voluntario. La pena de tres años 
de prisión es excesiva. 

Habría justicia, en mi opinión, en que diera V. E por com- 
puxgada la culpa con los meses de prisión que ha sufrido el 
procesado, 

Eduardo Cosía, 
NI» de I» *Mpr*M Cwte 

Buenos Aires, Abril 21 de 1883. 

Vistos : por sua fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de foja sesenta y ocho. Comuniqúese al Poder Ejecutivo 
y devuélvase los autos al Juzgado do su procedencia. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMC1GUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — S. H. LASP1UR. — 
H D. P1ZARRO. 
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« AUNA XXXVIII 



El Fisco Nacional contra Deetjcn y C% sobre devolución t 
una l/aleria ¡le cañones ó pago de su precio. 



Sumario. — I o La entrega de una cosa hecha sin causa le- 
gal y por error dá el dereuiio á pidir su devolución, y en 
defecto el valor de ella. 

2 o La demanda deducida poT la Nación contra un particular 
no dá derecho á éste para eontrade mandar á la Nación. 



Caso. — Lo esplica el 

Falle del Jim Federal 

Buenos Airas, Julio 33 de 1882. 

Vistos estos autos para resolver en la demanda ordinaria pro- 
movida por el Procurador Fiscal, contra Loa señores Deetjea y 
C\ sobre devolución de una batería de seis cañonea Krup ó pago 
de su precio y contra-demanda de estos, contra el Gobierno 
déla Nacion t por entregado otra batería de igual número y 
clase de cañones. 

Resulta : 1° Que la casa de Deetjen y C\ tenia en el año de 
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1880 en esta plaza y en los depósitos fiscales, cuatro 
de cañones sistema Krap compuestas de seis 
las que por disposición gubernativa fueron trasladadas al Par- 
que de Artillería de la Nación. 

2° Que cuando ocurrió la rebelión del Gobernador de Buenos 
Aires en el mes de Jauio del mismo año, éste después de pose- 
sionarse de aquel establecimiento, se apoderó de las cuatro 
baterías mencionadas para emplearlas en la resistencia armada 
que organizó contra el Presidente de la República. 

3* Que entónces Deetjeu y í'\ ocurrieron al Gobierno de 
la Provincia en 5 de Junio, y le manifestaron que habiéndolas 
tomado él, se sirviera ordenar qne su importe á razón de odio 
mil pesos fuertes oro les fuese abonado, siendo entendido que 
ese precio era en depósito. 

4° Que previo los trámites que el Gobierno Provincial estimó 
convenientes y después de constatar que faltaban las cajas para 
munición de reserva y diez cuñas de cierre que se repitieron 
fabricándose en el mismo stnbleci miento y en los talleres de! 
Ferro-Carril del Oeste, abonó á Deetjen y C', la suma de 
treinta y un mil pesos fuertes oro en letras á dos meses de 
plazo, que dicha casa recibió sin observación ni reserva de nin- 
guna clase. 

5* Que el 30 de Julio del mismo año, cuando recién se puso 
espeditala libre comunicación entre esta ciudad y el pueblo de 
Belgrano, donde aún residían las autoridades Nacionales, Deet- 
jen y O, ocurrieron al Sr. Ministro de la Guerra, entonces Dr. 
Pellegrini, manifestándole que el Gobierno de la Provincia se 
habia apoderado de los 24 cañones Krup que tenian en depósito, 
y qne para evitar reclamaciones y dificultades habian aceptado 
el precio bajo que les ofrecieron, el cual no podia satisfacer á 
bus comitentes por lo que pedian la entrega de doce cañones cou 
sus accesorios con cuya entrega cesarían todos sus reclamos y 
derechos sobre dicho depósito. 
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6 o Que el Dr. Pellegrim, sin otra tramitación y dando crédito á 
la sola afirmación de los recurrentes, espidió una órden escrita al 
Comandante del Parque para que efectuase la entrega solicitada; 
la que solo tuvo efecto respecto de seis cañones que la casa vendió 
á mi agente defiolivia, quedando aún los otros seis en depósito. 

V Que la demanda versa sobre restitución de los seis pri- 
meros, ó abono de su importe, y se funda en que la casa de 
Deetjen y O, vendió las 24 piezas al precio que pidió al Go- 
bierno déla Provincia y no al que le quisieron dar, por lo que 
no ha podido hacer después ninguna reclamación; y la coutra- 
deinanda versa sobre entrega de las seis restantes, fundándose 
en que le mandaron entregar en virtud de un contrato con el 
Gobierno Nacional como compensación de perjuicios «pie Ijabiau 
espe rime litado por actos de éste. 

Y considerando ; I o Que los hechos relacionados en los pre- 
cedentes resultandos, constan de las diferentes actuaciones 
acumuladas en este espediente, ó han sido implícita ó esplíei- 
t amenté consentidos por las partes, de modo que el Juzgado no 
considera necesario ningún otro esclarecimiento para resolver 
la causa, debiendo limitarse á apreciar el valor jurídico de ellos 
como fuente de los derechos que se tratan de hacer efectivos 
por el Fisco y los demandados Deetjen y O. 

2° Que estos señores no han hecho observación alguna res- 
pecto de la personería del Fisco Nacional para ejercitar la 
acción deducida á foja 18 por el Procurador Fiscal, estando por 
otra parte debidamente justiGcada por el infurme del ex-Mi- 
nistrode la Guerra Dr. Peüegrini, según el cual cinco cañones 
fueron temados en acción de guemi por las fuerzas Nacionales, 
habiendo el Gobierno de la Provincia entregado los restantes 
en el Parque, de manera que por esos hechos han pasado á ser 
propiedad de la Nación. 

3" Que los documentos queea copia debidamente legalízala 
obran á foja I y á foja 3 remitidos por el Gobierno de la l'ro- 

T. XVI 14 
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vincia, demuestra que este adquirió por compra hecha á la casa 
de Deetjen y C" esos mismos cañones 
pidió con solo la dednccion de mil fuertes que 
fueron rebajados de común consentimiento de partes por la falta 
de las cajas de munición y las cuñas de cierre, no midiendo ad- 
mitirse que ese fuese un precio bajo, puesto que según lo in- 
forma el Dr. Pellegrini á f. 12, el Gobierno de la Nación único 
qne podría haberlos comprado dotes, los rechazó por la misma 
suma en que se ofrecieron al Gobierno Provincial préVió in- 
por ser de sistema antiguo, usados y de precio 




4° Que habiéndose desprendido la casa de Deetjen y O del 
dominio de las 24 cañonea por la venta y entrega hecha al 

la devolución de cualquier número de ellos ni por ría de com- 
pensación de supuestos daños y perjuicios, pues éste es un 
punto que deberla ser materia de una reclamación por la vía 
administrativa comprobándolos debidamente. 

5* Que la órden espedida por el Ministro de la Guerra para 
la entrega de doce cañones, ni es un contrato oomo lo preten- 
den los demandados, ni es bastante, bajo cualquier aspecto que 
se le considere para atribuirles sobre los mismos, derechos de 
dominio, pues un Ministro no puede disponer por sí délos bie- 
nes nacionales, ni reconocer perjuicios á pa^ar en moneda ; ni 
otra forma de indemnizaciones que no hayan sido decretadas 
por el Poder Ejecutivo Nacional en virtud de lo dispuesto en el 
articulo 89 de la Constitución Nacional, pues estos no son actos 
concernientes al régimen económico y administrativo de su des- 
pacho. 

6* Que por el documento de f. 24, se vé que la casa de Deet- 
jen y C', ha procedido maliciosamente y con engaño como lo 
sostiene el Procurador Fiscal ; puo< al solicitar la entrega de los 
doce cañones ha callado el precio que obtuvo del Gobierno de la 
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Provincia, limitándose á d?cir que aceptaron el que este les quiso 
dar, cuando de la solicitud de f\ i resulta que fué an negocio 
voluntariamente concluido y que se les pagó quizás mas del 
precio que ellos pidieron, pues este era tremía y dos mil pesos 
fuertes por las cuatro baterías, el mismo á que ya antes las ofre- 
cieron al Gobierno Nacional, y ¡.i bien es cierto que no les paga- 
ron sino treinta y un mil, es porque el informe espedido por la 
(omisión Directiva del Parque contestó que le faltabiin las 
. ajas para municiones de reserva y diez cuños de cierre, que 
el Gobierno Provincial hizo por su cuenta. 

7" Que por otra parte del informe del Dr. Pellegrini cor- 
riente á f. Í2 se deduce que la casa de Deetjen y O, ningún 
derecho tenia ¡i reclamar indemnización, puesto que estase basa 
en que el üobierno Nat ional le impidió esportar los cañones 
para Montevideo, y de dicho informe resulta que se le negó el 
pedido mientras no dieran la mas completa garantía deque no 
serian traídos nuevamente at país, pira lo cual el Gobierno es- 
taba en su mas perfecto derecho, máxime si se tiene presente 
las circunstancias en que sa encontraba entonces, pues aunque 
el comercio de armas no está prohibido cutre nosotros, se halla 
sin embargo sujeto á las restricciones ú nylameutacion que el 
Gobierno crea conveniente establecer en el interés de su propia 
seguridad y del orden público, cuya conservación le está enco- 
mendada por la Constitución; siendo esa medida tendente ú 
evitar que las casas de comercio establecidas al amparo de esc 
mismo Gobierno y de las leye? del país, se conviertan cu pro- 
veedoras de armas ú los que conspiran contra su existencia, 
como ha sucedido con la casa de Deetjen y C\ que según ta 
nota del Sr. Gobernador de Buenos Aires, corriente ¡i f. i, ls 
la misma íirma que ofreció en venta al Gobieruo que se rebeló 
en Junio de 1880, gran cantidad de armamento. 

8" Que ademas de que la reconvención carece de fundamento, 
por lo espuesto en el considerando 5°, no es admisible porque 
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ella constituye una verdadera demanda que no puede tener 
logar contra el Poder Ejecutivo sin su consentimiento, no po- 
diendo considerarse ni como consentimiento tácito el hecho de 
ejercer sus acciones contra sus deudores, como lo tiene decla- 
rado la Suprema Corte. (Véase fallos, serie f\ tomo I o , 
página 317; serie 2*, tomo 6<\ página 347). 

Por estos fundamentos, fallo condenando á la casa de Deetjen 
y C\ á devolver en el establecimiento denominado « Parque de 
Artillería» los seis cañones Krup que le fueron entregados, en 
el término de diez di as y en caso de no verificarlo, á pagar la 
suma de siete mil setecientos cincuenta pesos fuertes oro que 
cobró por ellos del Gobierno del*. Provincia, no hacienio lugar 
a la contra-demanda Notifíquese con el original y repónganse 
loa sellos. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio en Buenos Aires 
fecha ut-supra. 

Virgilio Tedín. 



VISTA DEL SEÍÍOR PROCURADOR GEHERAL (AD HOC) 

Suprema Corte: 

Bueno» Aires, Mano 3 de 1B8¿. 

El procurador ad hoc es de parecer que V. E. debe confir- 
mar la sentencia de f . 48 por loa fundamentos en ella espresa- 
dos y las consideraciones que paso á esponer. 

Es esta una de esas causas en que la sin razón y la temeridad 
aparecen evidentes desde el primer momento. 

Ninguna habilidad podria ocultar la obligación en que Deet- 
jen y C-, se encuentran de restituir á la autoridad nacional loa 
seis cañones Krup que le fueron entregados. 

La historia de este asunto es sencilla y no hay para que re- 
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dúcu- 



hacerla; se talla en el espediente y esta 
mentada. 

Deetjen y C*. no han podido negar hecho alguno de los que 
militan para establecer la responsabilidad que pesa sobre ellos, 
relativamente á la devolución de los seis cañones Krup que le 
fueron entregados, mediante la orden del Dr. lMlegrini, ó su 
importe en caso de no verificarlo. 

Deetjen y C\ ofrecieron en venta al Gobierno de la Provincia 
de Buenos Aires cuatro baterías Krupp que estaban deposita- 
das en el Parque, aceptaron y recibieron por ellas el precio de 
treinta y un mil posos feries en letras á dos meses de plazo, 
convenido con dicho Gobierno. 

que se hallaban respecto del Go- 
desde el momento en que la casa propie- 
su venta ante el de la Provincia, cele- 
el contrato de que instruyen los docu- 
f. 1 y á f. 3. 

Si en vez de presentarse ofreciendo las armas en venta al 
rebelde, Deetjen y C« hubieran reservado loa dere- 
ron contra el Gobierno Nacional como 
j de ellas, se esplicaria que pretendiesen de este la 
devolución ó la indemnización, pero la situación en que actual- 
mente quieren colocarse es de todo punto inadmisible. 

Ellos han celebrado y coosumodo un contrato de venta sobre 
las armfls en cuestión. Ese contrato se efectuó en condiciones 
de libertad y de equidad que escluyen cualquier pretensión con 
el objeto de anularlo. Por mas que Deetjen y C\ digan en el 
escrito de f. 1 : « Que habiendo el Superior Gobierno tomado 
por sn cuenta las cuatro baterías de cañones Krupp con sub 
accesorios y municiones existentes en el Parqne de Artillería, 
suplicamos á V. E. se sirva ordenar que el importe i Tazón de 
8000 f*. oro-, 6 sean 34000 (treinta y dos mil patacones oro) lea 
tea abonado», es evidente que no hay relación de causalidad 
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jurídica entre el hecho de haberse apoderado el Gobierno déla 
Provincia de esas armas, y la necesidad en ojie se encontraron 
los demandados de ofrecerlas en venta. 

Pudieron perfectamente abstenerse de ello, sin nacer peli- 
grar en manera alguna sus derechos. Cualquiera que hubiera 
sido el resultado déla lucha armada, no puede ponerse en duda, 
que üeetjen y C" habrían tenido siempre la posibilidad legal de 
hacerse restituir, ó abonar por la autoridad del país, los niño- 
nes sobre que versa este asunto. 

Si se apresuraron & celebrar la venta con el Gobierno de 
Buenos Aires, fué ciertamente porque entendieron que así les 
convenía; y si procedieron de la manera enunciada, consintie- 
ron en que ese Gobierno adquiriese las armas depositadas^n el 
Parque. Aceptando y recibiendo el precio que les ofrecía por 
ellas, desligaron tpxo fucto al Gobierno Nacional de sus obliga- 
ciones como depositario y perdieron el derecho á toda reclama- 
ción sobre el particular. 

No puedeu decir que recibieron por las armas un precio ine- 
quitativo, pues com í dice la sentencia de f. 28, en el tercer con- 
siderando, se les pagó el precio que pidieron, « con solo la 
deducción de mil fuertes», que debe suponerse fueron rebaja- 
dos de común consentimiento de partes, por la falta de las cajas 
de municiones y los cuños de cierre; no pudiendo admitirse que 
ese fuese un precio bajo, puesto que según lo informa el Dr. 
Fellegrini a f. 12, el Gobierno de la Nación, único que podia 
haberlos comprado antes, los rechazó por la misma suma en 
que se ofrecieron al Gobierno Proviucial, previo informe peri- 
cial, «por serde sistema antiguo, usados y de precio excesivo*. 

Ann suponiendo por mera hipótesis, que el precio hubiera 
sido Infimo» ningún derecho tendrian por eso para reclamar cosa 
alguna del Gobierno Nacional que no intervino en el contrato 
de venta libremente celebrado por Deetjen y C*. 

La órden firmada por el Dr. Pellegrini y corriente á f. 50, 
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nada favorece las pretensiones de Deetjeii y C*, porque un Mi- 
nistro no puede disponer por sí de los bienes nacionales, ni re- 
conocer perjuicios á pagar en monda, ni otra forma de indem- 
nizaciones que no hayan sido decretadas por el Poder Ejecutivo 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 87 de la Constitución 
Nacional, pues estos no son actos concernientes al ritmen 
económico y administrativo de su despacho. Kste considerando 
de la sentencia es ilcvantable y muestra claramente que ningún 
argumento podrian formular los demandados, apoyándose en 
laórdeu mencionada, para escusarse de hacer ladevolucion pe- 
dida, ni para exijir de la autoridad nacional la entrega de 
otra batería du lOÉ cañones existentes en el Parque. 

La nota del Dr. Vellegrini es un acto privado : no es la con- 
secuencia de un acto gubernativo, ni se invoca eu ella la volun- 
tad del Presidente de la líepóblica que por la Constitución 
ejerce el Poder Ejecutivo y sin cuya intervención no habría 
podido dictarse una úrden legal p:ira entregar a Deetjen y C 
unas armas que son propiedad de la Nación. 

Pero hay mas todavía. Bl mismo Dr. Pellegnni en su esposi- 
clon de f. 12. esptica que no eran fundadas las razones que pre- 
tendieron hacer valer Deetjen y C% cuando le pidieron la en- 
trega de la mitad de los cañoues que les habían sido ya abona- 
dos por el Gobierno de la Provincia. La órden del Dr. Pelle- 
grini ademas de carecer de carácter legal, ha sido dada por 
error como lo asevera £1 mismo en la citada esposicion. 

Los señores Deetjen y C 1 se singularizan verdaderamente 
por la enormidad desús pretensiones. No se concibe que, des- 
pués de haber vendido al Gobierno de la Provincia las cuatro 
baterías Krupp á que se hace referencia en este asuuto y que 
le ofrecieron para lucrar, junto con otras muchas armas, 
se atrevieron & sorprender al Ministro de la Guerra, por la 
comunicación de f. 24, redactada (le una manera confusa á fin 
de persuadir al Gobierno Nacional que habiau sido perjudica- 
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pos por el de la Provincia, en la compra de los cañones pidiendo 
la entrega de doce de ellos, con lo cual normaban cesarían sus 
reclamos y derechos sobre el depósito. Se abstuvieron por 
cierto, de decir que el Gobierno de la Provincia les había abo- 
nado treinta y un mil pesos fuertes, precio superior al justo; 
se abstuvieron de decir que ellos, asi como espontáneamente la 
aceptaron, habían espontáneamente propuesto la venta de las 
armas á ese Gobierno, al mismo tiempo que le ofrecían otras en 
gran cantidad, según se asevera, sin desmentido, en la nota de 
foja A, La casa de Deetjen y C', que lucraba durante la lucha 
en esa clase de negociaciones, compromete mucho su seriedad, 
llamando después de los sucesos, mandón y revolucionario al 
Gobierno con quien negociaba. 

Pero lo que excede de todo punto la medida de la circuns- 
pección es que, siendo tan desfavorables para Deetjen y C* los 
antecedentes y circunstancias de este asunto, se haya atrevido 
i reconvenir á la autoridad nacional. 

Itajo ningún aspecto es admisible semejante reconvención. 
Desde luego la reconvención es uua nueva demonda, como dice 
el conde de la Cañada en la parte i\ capítulo 6, número \ , de 
su obra sobre los juicios civiles. Si la Nación no puede ^er de- 
mandada, tampoco puede ser reconvenida. La situación de ella 
es idéntica en ambos casos. Si se admitiera á los particulares 
el derecho de reconvenir a la Nación, se habrían vulnerado los 
principios en virtud de los cuales se ha declarado que no se la 
puede demandar. 

Caravantes, en el tomo 2° de su tratado de procedimientos, 
página 120, distingue entre las excepciones y la reconvención, 
diciendo que el demandado no solo se opone á las pretensiones 
del actor, proponiendo excepciones que las enerven ó destruyan, 
sino que suelen entablar para este efecto, en el mismo juicio, 
demandas en que ejercitan acciones que le competen contra el 
demandante y á que se dii el nombre de reconvenciones. Li 
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excepción es por su naturaleza pasiva. La 
un carácter activo y por eso se llama también contra-demanda 
y mi'Uua petición. Cuando al hablar de las excepciones en gene- 
ral se dice: reu.t t'n e.reptionr f\t actor, no se dice por eso que 
la excepción tenga un carácter activo, sinó que incumbe al 
demandudo la prueba de los hechos en que consista la excepción. 

¿Qué razón diversihVativa ltabria pura acordar el derecho de 
reconvenir á quien no tiene et derecho de demandar? El recon- 
veniente, en el caso propuesto, es un individuo que ba sido de- 
mandado por la autoridad Nacional; es un individuo á quien 
esta autoridad considera deudor del Tesoro Público, 

El hecho de ser así considerado no es una ni zo ti pira recono- 
cerle un derecho á demandar, de que carece el que se considera 
acreedor del Tesoro Público, sin per sospechado como deudor 
por sus administradores legales. 

Se dirá que debe tenerse en cuenta la amplitud del derecho do 
defensa. Tero el demandado por la autoridad Nacional tiene á 
su disposición todos los medios de defenderse llamados propia- 
mente excepciones ; y si el caso llegado en que ninguna de ellas 
le favoreciera, de tal modo que solo por una demanda contra la 
autoridad Nacional, pudiera obtener lo que creyera pertene- 
cer le» conocidos son los trámites mediante los cuales ese medio 
legal queda abierto & los particulares. 

l\n este asunto la doctrina tendría una aplicación muy sen- 
cilla. El Procurador Fiscal ba demandado á Deetjeu y O, la 
devolución de una de las cuatro baterias Krupp existentes en 
el Parque, y de las cuales dos se mandaron entregar por una 
órden privada del Ministro de la Guerra, sorprendido con una 
petición confusa ú incompleta, Deetjeu y O, sostiene que no hay 
razón para exij irles la entrega de la batería que recibieron, y 
agregan (reconvención) que se les debe todavía entregar otra. 
Las alegaciones de que se sirven para negarse á la devolución 
de la batería recibida, son las mismas que emplean para pedir 
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la entrega de la que no recibieron. Si la Suprema Corte (hablo 
por vía de hipótesis) declarára que no están obligados á devolver 
los seis cañones reclamados, ni su importe» porque le han ¿ido 
bien y debidamente entregados, no es aventurado suponer que 
los mismos Deetjeo y C* pidieran la autorización del caso para 
reclamar, á su vez, de la autoridad Nacional, los seis cañones 
restantes. 

En cnanto al fondo mismo de la pretensión incluida en la 
contra-demanda, es evidente que se halla destituida de todo fun- 
damento. Si Deetjen y C* están en el caso como se ha demos- 
trado, de devolver los seis cañones que les fueron entregados, 
de los veinte y cuatro vendidos al Gobierno de la Provincia, es 
fuera de duda que no tienen derecho paaa reclamar otros seis 
de aquellos cañones, pues no existiría respecto de los que for- 
man la materia do la reconvención, ningún motivo legal que oxi- 
jierasu entrega por parte de la autoridad nacional. 

Los seis cañones reclamados por el Procurador Fiscal son coa 
los diea y ocho existentes en el Parque, las cuatro baterías ad- 
quiridas en compra por el Gobierno de la Provincia, y pasados 
luego al dominio nacional, parte en acciones de guerra, y parte 
mediante los arreglos en virtud de los cuales el Gobierno de ta 
Provincia debió entregar al de la Nación el armamento que 
babia servido á las fuerzas rebeldes. 

Después de la venta hecha por Deetjen y C de las armas refe- 
ridas, la autoridad nacional dejó de ser depositaría de estas, y 
cesó en consecuencia toda responsabilidad de parte de ella rela- 
tivamente & Deetjen y Estos señores no tienen personería 
alguna para reclamar armas que dejaron de perteneccrles por 
haberlas vendido al Gobierno de la Provincia, recibiendo de 
este el precio pactado. 

Todo lo que dicen Deetjen y C' } sobre si hay ó no botín de 
guerra en las luchas civiles y sobre el desamparo en que los de- 
jaría el Gobierno Nacional (para vender armas a los rebeldes), 
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son majaderías que acanan de mostrar la sin razón en que so 
encuentran. Por lo espuesto, el Procurador Nacional ad hoc 
es de opinión que debe confirmarse la sentencia de f. 48. 



I'cdro Goyena. 



rmtf «1* l«8upr*m» «orí* 

Ruenoa Aire», Abril 21 de 1883. 

Vistos ; por sus fundamentos y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señor Procurador Ucner.il ad hoc en su 
vista de foja sesenta y cuatro suelta, se confirma con costas la 
sentencia apelada de f^ja cuarenta y ocho. Satisfechas las de la 
instancia con esclusiou de los honorarios que corresponden á 
dicho seuor Procurador General ad hov t los que serán regula- 
dos por el señor Ministro de esta Corte Doctor Don Manuel D. 
Pizarro, y repuestos los sellos devuélvause los autos. 

J. B. GORO&TIAGA. — J. DOM1HGUEZ. — 
ULAUISLAO FUI AS. — S. H. LAS1MUR. — 
M. D. PIZARRO. 
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El Doctor Don Samuel A . Molina contra el General Don Octaviano 
Navarro, sobre reivindicación 



Sumario, — I" No puede oponerse a la acción de reivindica- 
ción lo Juzgado por Juez incompetente pendiente la inhibitoria 
pedida por ante el Juez quü ha sido declarado competente. 

2 o Lo actuado ante aquel es nulo. 

3 o Reconocido por escrituras públicas y convenio de partes 
un limite natural y bien determinado de una posesión de pasto- 
reo, lo que etv contra de esto se ultrapase y ocupe, es sujeto á la 
restitución por tía de reivindicación, sin necesidad de uo jutdo 
prévio de deslinde. 



Caso. —Lo esplica el 

Catómarea, Agosto 18 de 1NR2, 

Vistos estos autos seguidos por Don Eugenio Gallo, apocen- 
do del Doctor Don Samuel A. Molina, vecino de Buenos Aires 
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contra el General Don Octaviano Navarro de esta naturaleza y 
vecindario, sobre reivindic&ciou de loa campos de Biscochan, 
Piscoyaco y Ciénego del Pozo, como adyacentes al Potrero de la 
Cañeta 6 Huanaya en el distrito de Singuil, Departamento de 
Ambato jurisdicción de esta Provincia; con lo alegado y proba- 
do por ambas partea litigantes y 

Considerando: 1" Que derivándose los derechos de estos en 
sus respectivas haciendas de Singuil, de la ley provincial de 26 
iie Noviembre de 1875 que autorizó la desuinculacion y venta 
de esta estancia como parte integrante que era del mayorazgo 
de Huazan, es consiguiente qne ni sus poseedores pudieron 
vender ni los señores Molina y Navarro comprarlos válidamente 
on mas ostensión de terreno que los comprendidos en aquella, 
como lo establecen, eutre otras varias leyes y doctrinas, las cita- 
das por Alvarez en su tratado Derecho Real de España adicio- 
nado por el Doctor Velez (página 326, números 718 y 719; 
Kscriche Palabra Mayorazgo, y Goyena Febrero Reformado 
tomo i°, páginas 521 y 526, números 1789 y 1812). 

2 o Que estos mismos principios han sido reconocidos unifor- 
memente por unos y otros contratantes en las diversas escritu- 
ras otorgadas sobre el particular, muy especialmente en las de 
ventas y sus ratificaciones del 2 de Diciembre de 1857, Febrero 
12 de 1858, Diciembre 4 de 1858, Junio 26 de 1860 y 2 de 
Diciembre de 1870, corriente i fojas 4 t 5 P 70, 72 y 73. 

3* Que en tal virtud y haciendo justicia al recto criterio del 
testador y fundador del mayorazgo general Don Luís J. Diaz, 
en sus instrumentos públicos de fojas 53 y 54 y á la buena fé 
con que debemos suponer procedieron los enunciados contra- 
tantes, debe darse también por sentado, que al referirse aquel 
¿ los potreros de Singuíl y cuanto le fuese anexo sin enumerar 
separadamente al de la Carreta entre sus bienes y al ser estos 
campos vendidos por sus sucesores, se procedió en el preciso 
concepto de qu* estaban incorporados y formaban parle inte- 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



graute de la misma estancia de Singnil, única y exclusivamente 
desvinculada por las sanciones legislativas del 4 de Setiembre 
j 26 de Noviembre de 1857 transcritas á foja 5. 

4* Que esto mismo se desprende evidentemente de las diversas 
escrituras citadas en el 2 a considerando, comparadas con las de- 
claraciones contestes de los testigos presentados por ambas 
partes de fojas 39 vuelta, 43, 49, 77 vnelta ú 79, y muy especial- 
mente en el Tecibo y carta de su primer comprador finado Don 
Samael Molina y su reconocimiento judicial corrientes en co- 
pias legalizadas á foja 52 y foja 197 vuelta. 

5 Ú Que de consiguiente, tanto esta compra como la subsiguien- 
te hecha i nombre del Doctor Don Mamuel J. Navarro lo misino 
que la transacción del 18 de Febrero de 1871 en que ambos liti- 
gantes fundan sus pretenciones al referirse áSinguil compren- 
dían y referían igualmente á Huanaya lo mismo que 
puntos dependientes de esa estancia; salvo tan solo en 
casos especiales en que por equivocación ó por convención 
sa, se hiciere aparecer ó hubiese separado dicho Potrero del 
cuerpo principal de la misma hacienda, como es de verse en las 
escrituras de fojas 70 y 71 ratificadas después á fojas 72 y 73, 
y en la anotación consignada al final de la registrada de fojas 
9411. 

6° Que por la misma razón, al limitar por el Oeste la men- 
sura de fojas 56 y 57 en la cumbre que divide el Valle de Singuil 
de la Huanaya, la estension de los campos que le fueron cedidos 
á los hermanos Navarro al costado Norte de la compra hecha á 
nombre del Bnado Don Samuel Molina es visto haber prefe- 
rido aquellos campos someterse á las enunciaciones de la cuota- 
cion preindicada, no obstante estar ellos disconformes en esta 
parte con el tenor espreso de las bases de la misma escritura y 
demás documentos que menciona; lo que por cierto no era un 
motivo paTa que hoy se pretenda hacer igual limitación en los 
linderos asignados á la segunda compra, que por el contrario 
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están espresamente ratificados en la cláusula 5* de ta citada 
transacción inserta en aquella á foja 10. 

7" Que auuque así no fuera, y aun suponiendo que la línea 
trazada de naciente tí poniente, foja 58, no dejase porción alguna 
de terreno en Huanaya que correspondiese al demandado y aun 
mas, que este Valle no hubiese sido jamás incorporado tí la 
Hacienda de Singuil y que se conservasen hasta el presente 
aun las propiedades tales cuales figuraban en los antiguos actos 
periciales de fojas 80 vuelta á 82 y 124, todavía resultan* 
injustificada la demanda de foja 14 á estar al tenor de la misuia 
y de las respuestas á la 4 a y 11 posiciones de foja lí)3 compara- 
das con el testimonio uniforme de los testigos Don Gregorio 
liazan, Don Antonio Castro, Don Pedro Barros, Don Ciríaco 
iva, Don Sarmu-l ÍSazan, Don Rodolfo Bazan, Don Ramón Gil 
nbas, en sus respectivas respuestas á fojas 40 vuelta, 41 vi 
43, 44, 45, 48 y 4Í> á la 3* pregunta del interrogatorio de 
S9, quienes aseguran que los puntos en cuestión de Biscocban, 
Piscoyaco y Ciénago del Pozo no forman parte sinó por el con- 
trario están mas al Norte de los límites de dicho Potrero; ó lo 
que es lo mismo, fuera de las haciendas de la parte actora y 
dentro do los campos asignados A su contendor en los deslindes 
de fojas 56 á 58, 112, 113, coníorme á los títulos que men- 
cionan. 

8 o Que siendo la confesión de parte la primera de todas las 
probanzas y tal que por derecho escluye cualquiera otra en 
sentido contrario, tampoco se comprende el objeto con que la 
del Doctor Molina h;iya ofrecido nueva prueba testimonial y 
presentado los interrogatorios de fojas 154 y 175, en abierta 
contradicción á la posición 11 enunciada en el anterior consi- 
derando. (Leyes 2», 3*4*. título 13, partida 3', y i*, 2\ 4', 
título 9*, libro 11, Novísima Recopilación). 

9° Que esto mismo es aun mas ínesplicable si se atiende al 
resultado de tules declaraciones, por cuanto las de uno y otro 
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litigante Tienen á confirmar la veracidad de las antes mencio- 
nadas, á la Tez que la exactitud de la confesión referente d ella» 
como lo acreditan el espresado Leiva ú la 3' pregunta del inter- 
rogatorio también citado de foja 175 y de foja 191 vuelta, á la 
pregunta 3' del interrog torio de foja i 87 Don Roque Villa gra 
y Don Hermenegildo Cisneros a fojas 190 y 191 , 

ÍQf* Que otro tanto puede decirse respecto á au insistencia en 
sostener y demostrar á fojas 11, 24, 28, 74 y 206 que el Potrero 
de la Carreta, 6 Huanaya ha sido y es una liacieudu separada é 
independiente de la estancia de Singuil, puesto que á ser así 
Tendría á establecer la consecuencia forzosa de la sin razón de 
sus mismas pretensiones y en diametral oposición con los inte- 
reses que representa, 6 sea de que tules vicios adolecían, del 
vicio de nulidad, puesto que debían saber que si Huanaya no 
formaba parte de dicha estancia era inalienable por derecho 
según queda establecido en el primer considerando. 

H° Que en lo referente i la posesión de los tres puestos dis- 
putados, baste observar que por la transacción del 18 <le Febre- 
ro de 1871 antea citada, cada parte quedó en pleno goce del domi- 
nio y posesión esclusiva de los campos que le aseguraban sus 
escrituras, siendo en consecuencia de ninguna importancia en 
la actualidad, la que por los documentos traídos ad effectUfíí 
videndi i fojas 235, 236, y 237, pretende atribuirse en Pisco- 
yaco al finado Don Samuel Mulina en anos anteriores á aquel 
arreglo, á parte de que tales gestiones se reüeren a terceros estra- 
ños á la presente cuestión. 

12° Que los demás actos posesorios ulteriores á que aluden 
las declaraciones de fojas 182, 201 y 203 no son referentes 
propiamente i una posesión esclusiva, sino mas bien á las tur- 
baciones procedentes del condominio que presuponen la confu- 
sión de límites previsto en el capítulo 4 o , titulo 8 o , página 637, 
del Código Civil como quedó establecido en el espediente núme- 
ro 404, seguido entre las mismas parte*, por resolución del 
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10 de Marzo último, traído en cúpia autorizada á fojas 238 y 239, 
13° Que por lo demás, para que la acción reiviodicato- 
ria entablada pudiera ser procedente debería estar fondada en 
el dominio de esos campos adquiridos de buena fé y justo títalo 
la posesión legítima del demandado, atenta las diversas dis- 
posiciones de los artítulos 96 al 98,'capf tnlo 4 o , página 61 1 ; 3 o , 
capítulo I o , página 140, y 34 idem página 6i8 del mismo Código; 
circunstancias que lejos de haber concurrido en el presente caso 
se ha demostrado todo lo contrario con la diversidad de com- 
probantes que quedan relacionados. 

14 J Que por Jos fundamentos jurídicos también aducidos y 
demás que alega el demandado en su defensa a loa párrafos 4 o y 
5" de su contestación de foja 114 á 122 y en su último escrito 
de foja3 218 á 232, queda igualmente demostrado que su deman- 
dante Doctor Molina tampoco pnede pretender en justicia darte 
mayor a/e««ceque aquel que le atribuye sus mismas cláusulas á 
la escritura de compra, corriente á fojas 12 y 13 hecha última- 
mente á su señora madre Doña Primitiva Segura de Molina, 
debiendo por el contrario, estar subordinadas al tenor de los 
títulos originarios en que se funda ó sea á lo de fojas 4 á 8 y 9 á 
lí, lo mismo que á las ena^ ¿naciones inferiores de esos cam- 
pos, como lo fué la segunda compra deSinguil tic fojas 70 á 73 
ya citada correspondiente á loa Navarros, según resulta así 
mismo del testo espreso de los de artículos 19 y 34, título 9* 
De las acciones reales, páginas 643 y 646 del Código ya citado. 

15° Que por otra parte, si ha de estarse á la resolución y 
autos dictados por el Señor Juez en lo Civil de la Provincia 
unidosencópia á fojas 62, 67 y 111, r.u quedaría yanielmas 
mínimo pre testo para insistir en llevar adelante este pleito, 
por cuanto la posesión mandada dar con arreglo al deslinde é 
informe pericial de foja 56 á 61 ¡ vendría á dejar á cada parte en 
ti posesión esclusha de sus respectivas propiedades ; quedando 
como antes los tres puestos disputados, en la del General Navarro 

T. XVI. jr 
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como lo ha evidenciado este en loa párrafos 5 y 6 de su contes- 
tación antes mencionada, fojas 120 y 122. 

10° Que en mérito de cuanto queda espuesto, es visto que la 
parte del Doctor Don Samuel Molina lejos de probar su acción 
cual por derecho corresponde, carece hasta de razón probable 
para litigar, viniendo así á quedar sujeto á las responsabilida- 
des que para tales casos establecen las leyes y doctrinas que 
Teglan los procedimientos, artícnlo 13 y 174 de la ley Nacional 
sobTe procedimientos; leyes 30, título 2 o . 8*, tít. 22. partida 3*; 
Escríche, palabra litigante, y causa 98, páginas 240, 68 pig. 1 41 , 
tomos 3° y 10, serie 2" de los Fallos de la Córte Suprema. 

Por tanto y omitiendo otras consideraciones, fallo absol- 
viendo de la presente demanda al General Don Octaviano Na- 
varro; con especial condenación en costas & la parte del deman- 
dante. Hágase saber con el original desglosándose y devuélvanse 
en oportunidad á cada interesado sos respectivos títulos dejan- 
do en autos las correspondientes constancias y repóganse loa 
sellos. 




Buenot Aire», Abril 21 de 1883. 

Vistos; Primero: Resulta de estos autos, segnn los testi- 
monios agregados i foja ochenta del primer cuerpo, que en 
Agosto once de mil setecientos cuarenta y cuatro el General 
Don Luis José Diaz, fundador del Mayorazgo de Santa Rita de 
Guasan, compró á los Sargentos Mayores Don Juan José do la 
Vega y Don Andrés de la Vega, hermanos» la porción principal 
ó la mayor parte de la Estancia Singuil, una de las que consti- 
tniau el mayorazgo, con la estension y bajo los linderos deter- 
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minados en la respectiva escritura pública de compra venta; y en 
veinte y cinco de Setiembre de mil setecientos cuarenta seis, 
dos años después, el mismo fundador compró a la señora Doña 
Juana de la Vege, con la vénia de su esposo Don Igna- 
cio Rivera, el Potrero de la Carreta ó Huanaya, el coal, se- 
gún los términos de la escritura de enagenacion, es contiguo 
á Singuil y distante de esta población (del antiguo pueblo de 
Singuil) tres leguas al poniente t cumbre arriba, y que se encuen- 
tra ser (dicen los inrentnriadores ) una especie de valle con 
llanuras ó planicies. 

Segundo: Que la I,ejislatura de la Provincia de Catamarca 
por resoluciones de cuatro de Setiembre y veinte y seis de No- 
viembre de mil ochocientos cincuenta y siete desvinculó del 
mayorazgo de Ouasan la Estancia de Singuil y autorizó á su 
actual poseedor i venderla, y con su importe reparar y mejorar 
la parte restante del mayorazgo, (fojas cuatro y cinco del pri- 
mer cuerpo de autos). 

Tercero; Que en virtud de esta autorización, Don Samuel Mo- 
lina compró á Doña Elisa Díaz de la Peña de Priestley, última 
poseedora del mayorazgo de Cnasan, y con la venia de su esporo 
el Doctor Don Enrique Priestley, con fecha dos de Diciembre de 
mil ochocientos cincuenta y siete, la Estancia de Singuil (dice 
la correspondiente escritura), incluso todo el derecho del Potre- 
ro de la Carreta ó Huanaya con todos los demás terrenos de 
pastoreo y de labranza y la competente agua del rio t que viene 
¡i ser la mayor parte, porque la parte de Estancia que aquí se 
vende es la niayoT, (foja cinco del primer cuerpo de autoB). 

Cuarto: En trece de Noviembre de mil ochocientos cincuenta 
y ocho. la misma Señora Díaz de Priestley vendió al Doctor Don 
Manuel José Navarro, según los términos literales de la escri- 
tura de foja sesenta y nueve, « la parté de la Estancia de Sin- 
gnil que queda al Norte de la que compró el Señor Don Samuel 
Molina.... lindando dicha Estancia por el naciente con el Potrero 
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de Urquiola. por el poniente hasta lindar con Uuanaya ó le- 
trero de la Carreta*. 

Quinto: Posteriormente en una transacción celebrada entre 
Don Samuel Molina y los Señores General Don Octaviauo 
Navarro y Doctor Don Manuel J, Navarro con fecha diez y 
ocho de Febrero de mil ochocientos setenta y uno, se convino en 
loe puntos siguientes : 

< Primero : Qae Molina cedia a los hermanos Navarro quince 
cuadras de ancho por todo el largo del costado Morte de su 
Estancia, y cuyos límites tanto por este costado como por los 
estremos naciente y poniente están demarcados en la escritura 
de compra del Señor Molina. 

* Segundo: Que los Navarro pagarían por esta cesión a Molina 
cuatro mil pesos bolivianos. 

^Tercero: Que Molina otorgar ia desde luego la correspondiente 
escritora de cestón. 

*Cuarto : Que la mensura y amojonamiento del costado sud de 
la parte cedida se hará cuando cualquiera de los interesados los 
exija. 

«Quinta ¡/ último : Que cada parte queda por lo deinas, en el 
pleno goce del dominio y posesión de los campos de Singuíl que 
les garanten sus respectivas escrituras.! (Foja nueve del primer 
cuerpo de autos), 

Setto: Cuatro meses después, con fecha dos de Junio de mil 
ochocientos setenta y uno, los mismos señores introdujeron en 
la transacción precedente la siguiente modificación : 

«Qae la barranca que cae al rio un poco mas allá del Potrero 
del Chañar y que tiene por denominación Doña Juliana, es el 
lindero convenido ; y que desde la misma punta de la barranca 
por dentro del rio se dirigirá la linea hasta encontrar el gran 
zanjón qae divide por el Potrero del Campo, conocido por de 
mi hermano Federico, y se seguirá por dicho «anjon hasta 
encontrar el arranque de la zanja que en años atrás principió 
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Don Tomás Navarro. Llegados á ese panto, se colocará el teodo- 
lito y se amojonará la línea que demarque hácia el poniente 
según el meridiano terrestre. Según este último arreglo, el pre- 
cio de cuatro mil pesos acordado en la primera transacción 
queda reducido a dos mil pesos. En este estado agregaron: Que 
tos linderos del terreno cedido son los que constan en una copia 
que tiene el Doctor Navarro estractada de la escr itura pública de 
que se nace mención, otorgada á favor de Don Samuel Molina, 
qne son por el naciente la cumbre que divide á Singuü de las Hi- 
guerillas, y por el poniente la cumbre que divide a Sihguil de 
Humaya, Firmándolos contratantes con el Escribano.» (Fojas 
nueve antes citada y diez). 

Séptimo: Fundado en estos antecedentes, el Doctor Don Samuel 
A, Molina sucesor de su finado padre Don Samuel Molina en 
la propiedad de Singuü y Potrero de la Carreta según el título 
que presenta i foja doce del primer cnerpo de autos, entabla 
demanda de reivindicación contra el General Don Octaviano 
Navarro, diciendo qne éste dusde Agosto de mil ochocientos 
ochenta y uno ha ocupado y comenzado i ejercer actos de domi- 
nio en los puntos de Piscoyaoo, Viscochan y Pozo del Ciénego, 
situados dentro de las comprensiones del Potrero de la Carreta 
ó Humaya de que el demandante era dueño y habia estado en 
posesión hasta aqoella fecha. 

Octavo: El demandado contestó que no existía ni habia exis- 
tido hacienda ni estancia alguna denominada Cerro de la Car- 
reta, pues lo que Don Samuel Molina compró fué un potrero 
que forma parte integrante de la Estancia de Singuil; llamada 
Humaya ó la Carreta, el cual se encuentra ubicado entre el 
cerro de este nombre y |e1 de Arabato. Que así lo comprueba 
la institución del mayorazgo qne acompaña y que habla es- 
elusiva men. de la Estancia de Singuif y sus potreros, sin 
hacer mención de la tal hacienda 6 ¡estancia del Cerro de la 
Carreta 
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Que los puntos de Piseoyaco, Viscochan y Poxo del Cié- 
nego ota formado siempre y «ra un» misma Estancia de 
Singuil* 

Que por último, hay cosa juzgada sobre los pantos que com- 
prende la demanda ; pues en un juicio de deslinde seguido con 
el representante del demandante ante los Tribunales de la Pro- 
vincia, se resolrió que los terrenos qae se pretenden reivindicar 
por el demandante, se encuentran comprendidos dentro de la 
propiedad del esponente. (Escrito de foja ciento catorce, tercer 
cuerpo de autos). 

Y considerando respecto de la excepción de cosa juzgada: 

Que citado el representante de Molina por el Juez de Primera 
Instancia de la Provincia, según consta de los autos de la refe- 
rencia, para que fundase la oposición que había hecho á la 
operación de mensura practicada, declinó su jurisdicción ma- 
nifestando haber solicitado del Juez de Sección se avocase el 
conocimiento de esta causa que le correspondía, dirigiéndose al 
Jaez de Provincia para que se inhibiese de conocer en ella. 

Que desde entonces el juicio de deslinde, legalmente, quedó 
paralizado en sus efectos; y fué deber del Juez de Sección, dar 
conocimiento al de Provincia del recurso de inhibitoria que se 
le había interpuesto ; pidiéndole suspendiese sus procedimien- 
tos mientras dicho recurso se resolvía .conforme á derecho; d fin 
de que no se practicasen actuaciones inútiles y se acreciesen 
costas. 

Que la omisión de este deber ha dado por resultado, que el 
Juez de Provincia arrogándose una jurisdicción que no tiene 
por derecho y declarando indebidamente rebelde á la parte de 
Molina, apruebe, inaudita parte* las operaciones de mensura y 
deslinde disputadas y controvertidas. 

Que entre tanto, la cuestión de competencia por inhibitoria 
promovida ante el Juez de Sección, ha sido resuelta definitiva- 
mente en segunda instancia por esta Corte, declarando que el 
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Juez de Sección es el competente par» conocer de eate «unto» 
y ordenando en consecuencia* que reasuma la jurisdicción 
de qne se ha desprendido y conozca y resuelta conforme i de- 
recho. 

De lo espuesto se desprende que todo lo actuado por el Jue 
de Provincia es nulo, por haber carecido de jurisdicción, que no 
eiiste por consiguiente cosa juzgada ; y que la excepción inter- 
puesta carece de fundamento. 

Considerando en cuanto á lo principal : 
Que como se ha visto en el primer resultando, la primitiva 
Estancia do Singuil fué dividida en tres partes para repartirla 
entre los tres hermanos Vega, herederos, adjudicándose á Doña 
Juana de la Vega el Potrero de la Carreta 6 Humaya con todas 
sus comprensiones» y lo demás & Don Juan José y áDon Andrés 
de la Vega; que ademas, se ha visto igualmente que á cada una 
de estas partes de la Estancia de Singuil se les ha llamado tam- 
bién Estancias en las respectivas escrituras, viniendo así á 
carecer de valor la objeción del demandado de que era un simple 
potrero de la Estancia de Singuil y no una hacienda ó estable- 
cimiento por separado, el Potrero déla Carreta, como las demás 
consecuencias que deriva de este concepto erróneo. 

Que así mismo consta de la escritura de los Navarro como 
de la de transacción con Molina, que el límite de la parte 
de la Estancia de Singuil vendida á loa primeros, es por el 
poniente ta cumbre que divide á Singuil del Potrero de la Car- 
reta. 

Que siendo esto así, el demandado carece de derecho para 
pretender punto alguno mas allá de ese límite, pues ni siquiera 
la posesión de buena fe* en que pudiera haber estado, le aprove- 
charía, por que es una prescripción espresa de la ley que t la 
poiestart de buena fé DE mayor parte de terreno que la que 
espresan los títulos, no aprovecha al que la ha tenido.( Articulo 
setenta y nueve, capitulo, Del condominio por confusión de ttmi- 
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tes, Código Civil. ) Mucho menos le aprovecharía, teniendo pre- 
sente que el mismo demandado por la transección de diez y ocho 
de Febrero de mü ochocientos setenta y uno (foja nueve, primer 
cuerpo de autos), convino con el demandante en que, cada par- 
te queda en el pleno goce del dominio y posesión de los campos 
que les garanten sus respectivas escrituras. 

Qne aun suponiendo que el demandante pretendiese mayor 
estension territorial que la que correspondía al Potrero de ta 
Carreta con todas sus comprensiones, no por eso el demandado 
tendría derecho en virtud solo de sus propios títulos, para dis- 
putársela, desde que un límite natural é inequívoco, la cumbre 
de una montaña, era la línea reconocida que los dividía. 

Que por esto mismo, la acción de reivindicación deducida por 
el demandante, era la única procedente en el presente caso, en 
que no se trata de límites confusos é inciertos que se han queri- 
do esclarecer y deslindar, sinó de limites ciertos y bien deter- 
minados que el demandado ha desconocido y ultrapasado 
apoderándose, según el plano que él mismo ha presentado á 
foja ciento setenta y nueve ( tercer cuerpo de autos), de puntos 
que están situados al poniente de la cumbre de Singuil, y que 
el demandante reclama como suyos, por ser dicha cumbre la 
línea divisoria según las escrituras y lo convenido por ambas 
partes (Artículos setenta y cuatro y setenta y cinco del capí- 
tulo Del condominio por confusión de limites). Que no por esto, la 
acción de reivindicación obsta á que se deslinden y amojonen 
las propiedades contiguas, aunque tengan límites ciertos, si 
llega á ser necesario ; pues por lo regular, la reivindicación va 
acompañada del deslinde. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja doscientos cuarenta y nueve y se declara que el demandado 
debe restituir al demandante todos los puntos reclamados que 
estén situados al poniente de la cumbre de Singuil con los fru- 
tos producidos desde la fecha en que indebidamente los ocupo. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Satisfechas las costas de esta instancia y repuestos los sellos 
devuélvase. Notifiques© con el original. 

j, B. GORÜST1AGA. — J. DOHISGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — S. H. LASPIUR. — 

m. d. piurro. i En disidencia). 



Vistos estos autos seguidos en representación del Doctor 
Don Samuel Molina, contra el tfeneral Don Uctaviano Navarro 
sobre reivindicación de las propiedades de Viscochan, Piscjyaco 
y Pozo del Ciénego en la estancia de Singuil, del antiguo Ma- 
yorazgo de Guwn. 

Itesulta: Que desvinculada esta estancia y autorizada su 
enagenacion por ley de la Legislatura de Catamarca, fué com- 
prada en sociedad por el señor Don Samuel Molina, p.idre del 
demandante, y por los hermanea General Don Uctaviano y 
Doctor Don Manuel J. Navarro» en dos lotes ú porciones conti- 
guas. 

Que convenida mas tarde la división de ella, se acordó su 
deslinde para la determinación é individualización de los res- 
pectivos lotes, según los títulos y escrituras de la compra de 
cada uno, con las modificaciones de superficie ojie espresan la 
transacción de fojas... y convenios posteriores de los intere- 
sados, i fojas... 

Que solicitado el deslinde por la parle de Navarro ante la 
Jurisdicción provincial de Catamarca, la de Molina dedujo ante 
la justicia nacional la reivindicación de bo mencionados campos 
de Viscochan, Piacoyaco y Pozo del Ciénego, como comprendi- 
dos en el lote ó porción de la estancia de Singuil adjudicada & 
su finado yadre por aquella transacción ; 
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Que oponiéndose la parte del Doctor Molina a la aprobación 
del deslinde practicado ante la jurisdicioii provincial, promovió 
ante la nacional la respectiva competencia para sacar la causa 
del conocimiento de acuella y atraerla á esta en virtud del 
f aero federal de que goza ; 

Que pendiente el artículo de incompetencia» y sin que él 
fuera definitivamente resuelto ante la jurisdicción nacional, el 
deslinde fué aprobado por la justicia local, sin audiencia de la 
parte de Molina, que rehusó formalizar ante ella su oposición 
por la razón ya espuesta ; 

Que en este estado y contestando posteriormente la parte de 
Navarro á la demanda reivindicatoría de Molina, lia opuesto la 
excepción de cosa juzyada, en mérito de la aprobación judicial 
del deslinde que deja en pertenent ia suya los campos de la rei- 
vindicación, pretendiendo demostrar esto mismo con el mérito 
de los respectivos títulos, lo que ha sido resuelto y sentenciado 
por el Juzgado de Sección de Catamarca, declarando tales 
campos de propiedad de Navarro, i quien absuelve de la de- 
manda reivindicatoría ; 

Y considerando ; Primero: Que un juicio dedeslinde, siendo 
meramente declarativo, y no atributivo de la propiedad, no 
hace cosa juzgada respecto de esta, ni puede en el presente 
caso invocarse aquel, aprobado por la justicia provincial de 
Catamarca, sin audiencia de la parte de Molina, y pendiente 
ante la Suprema Corte de la Nación el artículo de incompeten- 
cia. 

Segundo: Que la Suprema Corte, Tesulviendo definitivamente 
el articulo de incompetencia, acaba de declarar que corres- 
ponde al Juzgado Nacional el conocimiento y decisión de la 
causa contenciosa á que da origen la oposición de Molina y 
debe en consecuencia esta causa ser resuelta ante el Juzgado 
de Sección, fijándose por él los límites de ambas propiedades. 

Tercero: Que tratándose de propiedades contiguas que han 
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formado un solo cuerpo y que han pertenecido en común á las 
partes litigantes, 6 sus causantes, sin que hasta ahora hayan 
sido fijados los límites ó linderos que las dividan y separen, no 
puede ejercerse revindicacion alguna por los colindantes, pues 
€ el que poseyere terrenos cuyos límites estuviesen confundidos 
con los de un terreno contiguo se reputa condómino con el po- 
seedor de ese terreno »; artículo setenta y cuatro, titulo octavo: 
Del condominio por confusión de limites, libro tercero del Có- 
digo Civil. 

Cuarto: Que * la acción reivindicatoría solo se di cuando los 
límites no ettuviesen confundidos y los terrenos se huí tasen ya 
demarcados », según doctrina del señor Veléis Sarsíield, comen- 
tando aquella disposición positiva del derecho vigente. 

Quinto: Que la acción de reivindicación no se di contra tos 
condominos en la cosa, quienes pueden fjozar de la misma con- 
forme al destino de ella, con tal que no la deterioren en su inte- 
rés particular, segur, el artículo doce del título y libro citado. 

Sexto: Que durante el condominio por confusión de limites, 
el que poseyere terrenos contiguos solo tiene derecho para pe- 
dir «que los límites confusos se investiguen y se demarquen > 
(artículo setenta y cuatro citado) lo que es propio solo de la 
acción de deslinde creada ú este efecto. 

Séptimo: Quo es este, precisamente, el objeto tle la acción t¡uc 
resulta entablada por Molina, en su ocurso á la justicia nacio- 
nal para atraer á ella la causa, ó juicio pendiente ante ta juris- 
dicción provincial ; pretendiendo de esta suerte que se determi- 
nen judicialmente por et Juzgado de Sección los propias limites 
de su campo que aún permanecen confundidos con los de Na- 
varro. 

Octavo: Que importando todo esto una petición ó acción judi- 
cial para que se demarquen los limites confusos de ambas pro- 
piedades, y sea posible, como consecuencia de esta misma deter- 
minación é individualización de su heredad, el ajo tianc rem 
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essemeam de la reivindicación, semejante pretensión establece 
una pretensión prejudicial y de suyo importa el ejercicio de 
una acción previa í la de reivindicación. 

Noveno: Que no basta para hacer cesar el condominio y la 
indivisión de ambas propiedades, que las parte» eu presencia, ó 
sus causantes, hayan acordado y convenido una forma de divi- 
sión y deslinde si este mismo deslinde ó división no se ha efec- 
tuado do hecho, separando, dividiendo, individualizando y de- 
terminando por el deslinde las propiedades. 

Décimo: Que la acción reivindicatoría, entre colindantes, solo 
tiene lugar, según el artículo setenta y cinco del título octavo, 
libro tercero del Código Civil, cuando se trata de recuperar ter- 
renos poseídos por uno de ellos bajo mojones ciertos que dán al 
otro mayor estension de la que por sus títulos le corresponde, 
con perjuicio de aquel que pretende reivindicar la estension que 
falta á su heredad incompleta ; ó cuando por remoción de los mo- 
jones que fijaban la estension y límites respectivos, se trata de 
recuperar la porción comprendida entre el punto de su situa- 
ción anterior y dada la actual ocupación del colindante, que así 
detente y usurpe la propiedad do su convecino; todo lo cual 
espresa y terminantemente declara el citado artíeulo al decir 
que: * Cuando los limites están cuestionados, ó cuando hubie- 
sen quedado sin mojones por haber sido estos destruidos, la 
acción competente á los colindantes es la de reivindicación para 
que á uno de los poseedores se le restituya el terreno en cuya 
posesión estuviese el otro »; y procede de que la acción de des- 
linde, siendo meramente declarativa y no atributiva de la pro- 
piedad, no hace cosa juzgada para ta reivindicación de la dema- 
sía de terreno que uno de los colindantes tiene dentro de sus 
linderos, y menos para la demasía de su posesión actual cu rela- 
ción ála situación anterior de los mojones removidos; en cuyo 
caso la acción, como lo espresa el citado artículo setenta y cinco, 
tiene por objeto esta restitución de terreno y no aquella demar- 
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cacion, separación, determinación é individualización de los 
prr líos confinantes, i\ que responde la acción de deslinde. 

liuh ; cimt>: Que el ejercido simultaneo de una y otra acción, 
por la parte de Molina es incompatible, y vuelve su demanda 
reivindicatoría improcedente mientras ambas propiedades no 
sean deslindadas con arreglo A lo solicitado por él mismo, y a 
lo resuelto por la Suprema Corte en el juicio respectivo. 

¡htodécimo: Que es jurisprudencia establecida por esta que 
c teniendo por objeto el juicio de deslinde que los límites confu- 
sos se investiguen y demarquen, tm punte entablarse la amon 
reivindicatoría antes yuc se resuelva el juicio de límites*, 
(Causa LX, Tomo IV, Serie 11 de los Fallos). 

Décimo Tercia: Que es, por lo tanto, fuera de propósito entrar 
á lijar con arreglo á los títulos presentados, cuales hayan de 
ser los límites de las propiciados de Molina y Navarro, pues 
estoes propio del juicio de deslinde y sería desnaturalizar la 
aceion entablada y convertirla en una simple acción de des- 
linde bacer en esta causa esa lijacíon y determinación, antici- 
pando juicio al deslinde mismo que con arreglo a tales títulos 
se mande practicar, y sin que la causa respectiva haya venido 
grado, produciendo así un caso de Corte al resolverla en pri- 
mera y única instauda sobre materia que liará así cosa juzgada 
en aquella, sin haber seguido los trámites de ley. 

Itécimo Cuarto: (Jue esto mismo es ineñcaz para la resolución 
de la demanda y juicio reivindicatorío, pues aquella determina- 
ción y lijiteion d<- límites, no dá la ubicación de los terrenos de 
Pise «yaco, V ¡acochan y Pozo del Ciénego, de suerte á pronun- 
ciar sentencia cierta sobre estos objetos de la demanda de Mo- 
lina, lo que hace tanto mas necesario el deslinde previo cuanto que 
(«a partes mismas no están uniformes en la verdadera situación de 
estos terrenos habiendo manifestado la de Molina en la vista 
de esta causa, que el croquis presentado en ella fíff Navarro es 
inexacto, no dá la debida ostensión de sus títulos al campo de 
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propiedad, ni ubica en su situación efectiva los terrenos deno- 
minados Pozo del Ciénego. 

Décimo Quinto: Que en Ules circunstancias, no basta decla- 
rar por un concepto general que pertenecen al reivindicante to- 
dos los túrrenos que so encuentren dentro de los límites de su 
propiedad, pues la sentencia debe ser dada sobre cosa cierta, 
con arreglo i la demanda y en conformidad a los objetos de la 
misma, y no basta hacer aquella declaración general para la 
reivindicación general y abstracta de todas las tierras que se 
comprenden dentro de los límites de la propiedad de Molina, lo 
qoe solo es propio del juicio de deslinde, como consecuencia de 
la declaración que en el mismo baya de hacerse de la ostensión 
y límites de su campo. 

Por estas consideraciones y demás que so han tenido pre- 
sente, juzgando en disidencia, so revoca la sentencia apelada y 
se declara no haber lugar i la acción reivindicatoría entablada 
por la parte de Molina; siu perjuicio del derecho que a los in- 
teresados corresponda para el deslinde de sus respectivas pro- 
piedades. Repuestos los sellos devuélvanse. 



M. D. PlZARRO. 
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CACSA XI. 



/ta ron //a/i re y Junara ron ira K. Norton 1/ (\ por entrega de 
mercaderías; sobre competencia. 



Sumario. — La estipulación espresa en el contrato de fleta- 
mentó, de que todo reclamo por pérdida, daño, entrega defec- 
tuosa de la mercadería, ó cualquier otro, se arreglará en Liver- 
pool, de acuerdo con las leyes inglesas, importa falta de juris- 
dicción en loa Tribunales Argentinos para conocer de un re- 
clamo sobre entrega de laa mismas. 



Caso: — Se esplica por el 

Falla ««1 J«a á« 

Buenos Aires, Agosto 25 dfl 1882. 

Vistos; Considerando: i* Que demandados los Sres. E. Nor- 
ton y C\ consignatarios de los vapores llandell y üalileo por 
los STea. Barón Habré y Jansen por entrega de las mercaderías 
que espresan los conocimientos de fojas 2 y 6 cuyas traduccio- 
nes al idioma patrio obran á fojas 3 y 7, venidas en los mencio- 
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liados vapores á la consignación de los demandantes, — han 
manifestado en el escrito de foja 35, que en virtud de órdenes 
recibidas de los cargadores de aquellos las han entregado á los 
Señores Lfnlcrs y C* de esta plaza, y que si este hecho ha po- 
dido perjudicar a loa reclamantes nada pueden pedir aquí, 
porque s<>gun lo estipulado en el contrato de fletamento, toda 
cuestión sobre falta de entrega do las mercaderías cargadas y 
sobre cumplimiento del contrato de transporte en general debo 
propon v r se en Liverpool, en el domicilio do la Compañía que 
representan aquí los demandados y someterse á la decisión 
de los Jueces de Inglaterra. 

2" Que estimando el Juzgado como una declinatoria de juris- 
diecion lo alegado por Norton y C% dio* traslado á la parte 
actora quien se ha espedido en el escrito de foja 48 sostenien- 
do la competencia de los Tribunales Argentinos fundándose en 
que la clausula recordada se refiere únicamente al caso de en- 
trega defectuosa de las mercaderías, no á la falta absoluta de 
entrega la que por ser un acto tan violento y atentatorio á los 
derechos de los consignatarios, y además voluntario de parte 
de los demandados, no ha sido previsto en el conocimiento. 

3 o Que en los conocimientos exhibidos por los demandantes 
se encuentra efectivamente la clausula que establece que los 
reclamos, si hubiese lugar á ellos, en virtud de perdida por 
daños ú entrega defectuosa ú que de otro modo resulte de los 
mismos, se arreglará directamente con la Compañía en Liver- 
pool, de acuerdo con las leyes inglesas y escluyendo todo pro- 
cedimiento en los Tribunales de cualquier otro país. 

-V" Que la generalidad de les términos con que está cence- 
bida y el objeto que se han propuesto los interesados al consig- 
narla en los conocimientos, claramente espresados en su úl- 
tima paTte, estoes, escluir la intervención de otros Tribuna- 
les en las cuestiones que puedan suscitarse entre fletante y 
fletador por razón de la carga, — no permiten dudar que tal 
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reclamación por falta competa de entrega de las mercaderías 
trasportadas, se baila también comprendida en ella, desde que 
dicha reclamación procede y se fonda en los conocimientos en 
sn poder, interpretación conforme & las reglas establecidas en 
los incisos 1, 2, 3, artículo 296 del Código de Comercio ; pues 
no se concibe que sieudo la mente de los contrayentes escluir 
toda intervención de otros Tribunales que no sean los ingleses» 
las acepten precisamente para el caso mas gTave que puede sur- 
jir del contrato de tletamento. 

5 o Que ninguna ley se opone ¡i la validez de la cláusula men- 
cionada según lo tiene declarado la Suprema Corte, y ella debe 
ser respetada por las partes, porque las convenciones hechas en 
lo . contratos formau para ellos una Tegla á la eual deben so- 
meterse como á la ley misma. (Artículo 6i, título 1 o , libro 2\ 
sección 3\ Código Civil y artículo 309 del Código de Comercio). 

Por estos fundamentos el Juzgado se declara incompetente 
para entender en el presente juicio con costas á los demandan- 
tes. 

Virgilio H. Tedia. 

VISTA DEL SESoR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aire», Noviembre 20 Je 1882 . 

Suprema Corte: 

Los Señores H. Uiapouet y C», de Liverpool, cargaron en di- 
cho puerto en ios vapores de Lamport y Holt varios cajones 
mercaderías i la consignación de los Señores Habré y Janaeu, 
de esta plaza, á cuya órden se estendieron los conocimientos. 

Las mercaderías fueron desembarcadas en Montevideo, por 
órden de los cargadores , dice el representante de Lamport y 
Holt, al contestar la demanda de los consignatarios. 
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Así debe prudentemente suponerse, pues no se explica que 
ain un cambio en la destinación so desembarcaran en Montevi- 
deo, las mercaderías que venia si para este puerto. 

Bahre y Jansen, dueños de los conocimientos, habrían po- 
dido optar poT trea jurisdicciones distintas. Habrían podido 
ocurrir á Liverpool, lugar di 1 contrato j asiento principal de 
la Compañía ; á Montevideo, reclamando directamente las mer- 
caderías ; y A nuestros Tribunales, por ser esta plaza el lugar 
del cumplimiento del contrato. 

Los términos de los conocimientos alejan, empero, toda 
duda y deciden clara y netamente la cuestión. 

Los reclamos, si los hubiese en virtud de pérdidas por daños 
ó entrega defectuosa ó que de otro modo resulte de este cono- 
cimiento* dicen los contratantes, se arreglar la directamente 
con la compañía de acuerdo con ta ley inglesa, esctugendo lodo 
procedimiento en cualqmer otro país. 

En presencia de términos tan explícitos, no hay vacilación 
posible. Las convenciones en los contratos es la ley para los 
que en ellos interviniesen. 

Se dice que el conocimiento se refiere i la entrega defectuosa, 
no á la falta absoluta de entrega. 

Nada autoriza semejante restricción. 

Después de especificar los casos de pérdida, daños, ó entrega 
defectuosa, agrega el conocimiento, se arreglarán en Liver- 
pool. 

No se trata en este caso ni de pérdida, ni de entrega defec- 
tuosa, sinó de un cambio de destinaciones, bueno es observarlo, 
y por mas violencia que se haga á la cláusula trascrita, no es 
posible Bostener que en los reclamos que de otro modo resulten, 
no esté incluida también la eventualidad. 

Si la compañía no pudo 6 no debió aceptar el cambio sin re- 
cojer préviamente los conocimientos que tenia dados, si de 
ello la resulta alguna responsabilidad, — cuestión es esta que 
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debe ser debatida ante la jurisdicción aceptada de antemano. 
Pienso qne debe V. E confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 



Mk de ta Saprm» C«rt« 

Buenos Airet, Abril Í4 de 1883. 

Vistos: por sus fundamentos y de conformidad con lo dis- 
puesto por el artículo cuarenta y tres del Código de Comercio» 
se confirma con costas el auto apelado de foja cincuenta y 
dos. Satisfechas las de la instancia y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse los autos. 

J. B. OROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. ~ 8. M. LASPIUR. 
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La Comisión administratiora de tos terrenos de Carayá contra 
Don Ramón Recabal, sobre desalojo. 



Sumario* — Convenidas las partes en que se ordene el desa- 
lojo si no son ciertos tos hechos alegados por el ocupante* y 
resultando estos ser falsos, debe ordenarse el desalojo. 



Caso. — Lo es plica el 

■ 

NI» M Jn« ** imita 

Córdoba, Marzo 12 de 1879. 

Vistos y considerando í 1" Que en el acta de fecha primero de 
Febrero se ha convenido se pidiese informe al Señor Adminis- 
trador del Ferro-carril Central Norte, sobre si eiistia alguna 
área de terreno para la Kstacion en el General Paz, y si dentro 
de ella estaba ubicada la casa de Don Ramón Recabal ; y que si 
resultaba no haber terreno destinado á dicho objeto, 6 la casa de 
Recabal no so hallaba dentro de 61, el Juez determinaría, sin 
mas trámite, el tiempo en que el Señor Recabal debería desalo- 
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2? Que espedido el informe por el Administrador, resulta : 
Que no existe en la Administración plano ni documento algu- 
no por el cual se asigno alguna área de terreno para la Estación 
(íeneral Paz, y que esta Estación es provisoria; 

3 o Que habiendo espuesto el Señor Eecabal en el acta de 
foja.,, al dársele conocimiento del espresado informe» que D" 
Micaelina Amuchasetegui, le había asegurado que tenia dona- 
das cuatro cuadras cuadradas para Estación en el parage deno- 
minado General Paz, se pidió informe al respecto á dicha 
señora, y ha contestado que es completamente falso lo referido 
por ltecabal, pues que no ha dado un solo palmo do tierra 
para el objeto mencionado; y omitiendo otras consideraciones» se 
declara que Don líamon Hecabal debe desalojar la casa que ocu- 
pa dentro de tercero día y bajo los apercibimientos de derecho ; 
procediéndose ¿ ejecutar el convenio reproducido en el acta de 
foja í t en la forma que mas le conviniere, y debiendo reponer 
él papel y pagar las costas el mismo Señor Eecabal; y hágase 
Haber. 

Rafael Garda. 



Fallo de flupm» CmrU> 

Bueooi Airea, Abril ?4 de 1883. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja seis ; y devuélvase al Juez de Sección quien 
deberá hacer reponer los sellos, acompañándole la planilla de 
costas para su pago. 

I. B. GO ROSTI ACA. — J. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPfUR. — 
N. D. PIZARRO. 
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CAMA XI.II 



Don Francisco Brunengo contra Don Haberío Cano, por daños y 
perjuicios; sobre recusación ¡ 



Sumario. — i 6 Siendo falsa la causa de recusación, no debe 
nacerse logar á esta. 

2* La falta de respeto al Juzgado puede ser castigada man- 
dando testar las palabras irrespetuosas, y apercibiendo á los 
que las suscriben. 



Caso. — En la causa de Brunengo con Cauo sobre perjuicios, 
durante el término de prueba, la parte de Brunengo pidió se 
nombrara peritos para verificar la capacidad del Teatro de la 
Alegría. 

Se ordenó así, pero vuelta á pedirse, el Juez proveyó no 
haciendo lugar por estar ya determinada la capacidad del Teatro 
por el informe del Inspector Muuii i pal. 

Brunengo pidió reposición, y en otro sí recusó al Juez por 
haber abierto juicio sobre el punto, y agregando que tenia sos- 
pechas de parcialidad coutra el Juez por la confianza que había 
notado entre él y el Señor Cano y su abogado el Doctor Alco- 
bendas, particularmente el día en que el Señor Cano absolvió 
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posiciones, en que, después de absuettas, quedaron los tres en 
conciliábulo por espacio de una hora, cuyo conciliábulo pudo 
suspender por indicación de su letrado, entrando con el pretesto 
de haber dejado unas hojas de papel sellado, j oyendo que el 
Juez les decía fué mal hecho y pero hemos de arreglar eso. 

MI* del JHfi de SecefM 

Bueno* Aire*, Febrero H de 1883. 

Autos y vistos ; Considerrando : f u Que la cuestión que se 
ventila entre D. Roberto Cano y D. Pedro Brunengo, tiene por 
objuto la fijación de los perjuicios sufridos por el segundo con 
motivo de la rescisión del contrato de locación del teatro de cLa 
Alegría », 4 cuya indemnización fu¿ condenado el primero por 
la sentencia de f... 

2° Que sobre este punto, el Juez infrascrito no ha emitido 
opinión alguna como puede verse recorriendo los autos; j en 
cuanto á la providencia de f..., ella se ha dictado en concepto 
de que ambas partes aceptan el resultado del informe oficial, 
para evitarles nuevos gastos, sin imponerles á ninguna de ellas, 
que por el contrario pueden impugnarlo y exijir la rectiGcacion 
do los datos que contiene por medio del reconocimiento peri- 
cial. 

3 o Que ademas, en ningún caso la providencia de que se 
trata puede estimarse como un prejuzg,imiento, pues el informe 
del Inspector Municipal se limita á establecer el número de si- 
llas que según el reconociinieuto por él practicado, contiene el 
Teatro, y el Júzgalo no ha dictado resolución alguna, decla- 
rando asertivamente que esa y no otra era la verdadera capaci- 
dad del Teatro, y si bien puede haber habido error al no hacer 
lugar á la nueva dilijuncia pedida en el escrito de f..., creyendo 



tU FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



partes, el remedio legal es el recurso de reposición que ya se 
ba interpuesto en lo principal del escrito de f... 

*• Que por lo que respecta á la confianza y familiaridad con 
el Sr. Cano y sn letrado el Dr. Alcobendas, se dicen fueron 
tratados por el Juez, y el conciliábulo por espacio de una hora 
que notó D. José B. Valladares patrocinado por el Dr. Luis 
Sarmiento, entre estos señores y el infrascripto, después del 
acto de la absolución de las posiciones, son hechos completa- 
mente falsos. 

5* Que si bien esta manifestación del Juzgado, es bastante 
para fundar la resolución de la recusación deducida y aún sin 
necesidad de ella, desde que por una parte, aun siendo cierto el 
hecho no es causa legal de recusación, lo que autoriza á recha- 
zarla de plano, en conformidad á lo dispuesto en el artículo 28 
de la Ley de Procedimientos, y por otra, porque no hay otro 
medio de prueba, cree de su deber esplicar los hechos ocurridos 
que han motivado la estraiía sospecha de conciliábulo para su 
propia satisfacción, y para que la Corte Suprema pueda apre- 
ciarlos si hubiere lugar a ello. 

En el acto de ta absolución de posiciones por el señor Cano, 
el Dr. Sarmiento patrocinador de Brunengo, promovió un inci- 
dente porque el primero no contestaba á las preguntas tau satis- 
factoriamente como él lo deseaba. Con este motivo y cuando 
concluyó el acto y se retiró al parecer muy desagradado el Dr. 
Sarmiento, el Dr. Alcobendas que patrocinaba á Cano dijo diri- 
jiéndose al Juez, que aquel letrado parecia disgustado porque 
no se le dejaba hacer lo que quería, como lo había hecho antes 
con la causa principal ante el Sr. Juez Dr, Albarracin, de quien 
abusaba á título de parentesco y amistad hasta el grado de im- 
poner las contestaciones que quena hacer constar y que así era 
imposible litigar; pero que aquí no podia hacer lo mismo. 

El Sr, Cano difi algunas espiraciones sobre su motivo de 
contestar las preguntas, manifestando que habrá estado emo- 
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donado porqoe no tenia costumbre de comparecer ante los 
Jueces á actos de esta naturale2a ; y que]por otra parte, se tra- 
traba de un asunto en que absolutamente ninguna intervención 
tenia, pues solo al fin de año su cajero le daba cuenta de las 
utilidades ó pérdidas del teatro y no volvía á preocuparse mas 
del negocio. Esto es todo lo que se trató en el conciliábulo y es 
posible que el Juez infrascrito baya dicho algunas palabras de 
asentimiento á la esplicacion de Cano, pero ciertamente no son 
las que el cliente del Dr. Sarmiento consiguió espiar aconsejado 
por ¿1 ; y en todo caso, con la circunspección que tiene costum- 
bre de usar en todos los actos relacionados con las obligaciones 
de su empleo. 

En cuanto á ia familiaridad de Cano y su letrado, debe el 
Juez infrascrito hacer constar que al primero lo ha visto por 
segunda vez en su vida, en el acto de la absolución de las posi- 
ciones; y al segundo, lo conoce por lus relaciones que tiene todo 
juez con los abogados que patrocinan causas en su Juzgado y 
saben guardar las consideraciones debidas al magistrado, rela- 
ción que ninguna ley prohibe, no existiendo entro ambos ningún 
otro motivo de amistad, pues ni siquiera han sido condiscípulos 
en los cursos universitarios. 

6° Que el Juzgado 110 vacilaría un momento en desprenderse 
del conocimiento de esta causa ya que tan sospechoso es para la 
parte de Brunengo, no obstante lu infundado de las causales de 
recusación, si no tuviera presente la recomendación de la Córte 
Suprema, de que los jueces se sobrepongan á sus inconvenientes 
personales para no privar al público de los funcionarios encarga- 
dos de administrar justicia. {Serie 1», tomo 9"» página 132). 

Por estas consideraciones 110 ha lugar 11 la recusación dedu- 
cida en el otro si del presente escrito y oportunamente se pro- 
veerá a lo principal del mismo. Notiffq ¿se original y repóngase 
inmediatamente las fojas. 

Virgilio Tedin. 

r. xvi 17 



£46 fallos de la suprima corte 

El procurador Valladares por Bronengo, apeló, presentando 
escrito firmado por su abogado. 

AUTO DEL JL'EZ FEDERAL 

Buenos Aires. Febrero 20 do 1883 

Siendo manifiestamente irrespetuosos á la dignidad del Juz- 
gado, las frases subrayadas, téstense estas por el Secretario, 
apercibiéndose á la parte de Valladares y á su letrado el Doctor 
Sarmiento ;y se concede en relación el recurso que se interpone 
elevándose los auto-; á la Corto Suprema, con oficio, y notifi- 
que» original. 

Virgilio Tedin. 



de la 



Vistos: Por sus fundamentos, se conGrinan con costas los 
autos apelados de fojas treinta y ocho y cuarenta y siete. 
Repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. COROSTIACA. — J. nOSHNGL'EI* — 
L' LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. 
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CAUSA XLIII 



Don Bernardo ¡turraspe por sí y por otros, contra la Provincia 
de Santa Vé, por nulidad de venta sobre notificación al 



Sumario. - El que pretende ser nula una venta hecha de 
sus terrenos, y los reivindica contra el enagenante, puede pe- 
dir se notiüque al comprador la instauración del litigio, y la 
i de no innovar. 



Caso. — D. Bernardo lturraspo por sí y por otros reclamó 
contra la Provincia de Santa Fé algunos terrenos que esta ha- 
bía vendido á D. Eduardo Casey. 

Pidió y ohtuvo lo intimación de no innovar, y que se hiciese 
saber la demanda y la intimación al comprador Casey. 



tfc la 



Buenos Airea, Mayo P Je 1883. 
No siendo otro el objeto de la providencia á que se refiere 
Don Eduardo Casey, que hacerle saber la demanda entablada 
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contri la Provincia de Santa Fé, sobre Loa terrenos que esta le 
ha Tendido, y U condición en qoe dichos terrenos quedan co- 
locados, á consecuencia del litigio piomoTido y de la intima- 
ción dono innom hecho i la espresada Provincia, para que ese 
conocimiento surta en oportunidad los efectos de derecho ; y 
estando llenado aquel fin con la notificación practicada, estése 
i lo proveído. 



Criminal contra Francisco Diaz y Tomas Rubio, por fabricación 



y espendto de i 



Sumario. — i" Los cóndores chilenos están reconocidos 
como moneda de curso legal. 

2» El qne espende monada falsa de curso legal, y de un va- 
lor inferior i la legítima, es castigado con lo pena de cuatro á 
siete años de trabajos forzados, y una molta de 500 á i 000 
pesos fuertes. 



J. B. GOROSTIACA. — J, DOMIKGUE1. — 
L LADISLAO FRIAS. — »■ M. LASPIUB. 



CAUSA ILIV 
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3 o Para el reo que no puede ser habido debe suspenderse 
el curso de la causa. 



Caso. — Lo espüca el 



riel Ji 



Vista esta causa criminal seguida contra Francisco Di az y 
Tomás Rubio, sobre falsificación de monedas de oro, de la que 
resnlta : 

I o Que Don Amadeo Irigoyen, dueño de la casado cambio 
ubicada en la calle de Cangallo núm» 381, se presentó á la 
Comisaria de la Sección 3* de Policía denunciando que había 
sido víctima de una falsificación de monedas de oro, quintos 
de cóndor chilenos, que le habían sido vendidos hasta el nú- 
mero de treinta y tantos por el individuo Tomás Rubio. 

2° Que el Comisario de la misma acons?jó a Irigoyen pro- 
pusiera a Rubio comprar una gran cantidad de dichas mone- 
das á fin de descubrir al que las falsificaba, lo que aquel efec- 
tuó siendo con este motivo presentado después de haber man- 
tenido relación entre ambos durante algún tiempo hasta ins- 
pirarle suficiente confianza, al individuo Francisco Diaz que 
las fabricaba, el cual se comprometió á hacer una fuerte can- 

3 o Que en este estado fué reducido & prisión Rubio, habien- 
do desaparecido Díaz ain que hasta la fecha baya podido ser 
habido, precediéndose á la formación del presente sumario, 
en virtud del cual el Procurador Fiscal acusa al procesado por 

de monedas falsas, y pide se le aplique 
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Y considerando : i° Qne Rubio ha confesado haber espen- 
dido nn número de 140 á 150, de quintos de cóndor de los fal- 
sificados poT Díaz, según resulta de su declaración indagatoria 
do foja Teinte y una, hecho que ademas se halla comprobado en 
conformidad á la ley 32, T. 10, P. 3 a por las declaracio- 
nes de Irígoyen, foja diez, y Angel Piume, foja quince, que le 
compraron algunas de esas monedaste las que forman parte las 
treinta y tres que se encuentran depositados en este Juzgado. 

2? Qne por la propia confesión del procesado contestando 
al 2* caTgo que le fué hecho, se vé que este tenia conocimiento 
que las monedas que circulaba eran falsas, lo que por otra 
parte debió sospechar como sospechó en efecto, según su pro- 
pia declaración de foja cinco, vuelta, en presencia simplemente 
del precio á que se las daba Diaz y de la comisión que se le 
pagaba, atendiendo al pequeño valor del objeto, cuando á ser 
verdaderas podría él mismo venderlas sin dificultad y sin tener 
que pagar comisión alguna. 

3° Que aparte de que la confesión del procesado es precisa 
en este sentido, y no admite la menor duda y mucho menos 
la intorpretacion que le da la defensa, pretendiendo demostrar 
que es solo un mal entendido respecto á la época en que se ad- 
quirió la convicción de que las monedas circuladas eran falsas, 
la declaración de Irigoyen indicando sus relaciones con Rubio, 
las visitas que ambos hicieron á Diaz, acompañados de un agen- 
te de Policía, las manifestaciones hechas por Rubio de que te- 
mía ser tomado por la Policía, y demás minuciosos detalles 
reconocidos como exactos por el mismo Rubio en el acto de la 
confesión, demuestran concluyentcmente que tomó participa- 
ción en el hecho con perfecto conocimiento de su naturaleza y 
consecuencias. 

4° Que según el artículo 00 de la Ley Penal del 1 i de Se- 
tiembre de 1863, los que fabriquen, introduzcan ó espendan 
moneda falsa de especie que tengo curso legal en la Nación, y 
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sea dé un *alor inferior á la legítima, serán castigados con la 
pena de trubajos forzados desde cuatro hasta siete años, y con 
mía malta de 500¡á 1000 pesos fuertes, si las monedas circula- 
das fuesen de oro 6 plata. 

5' Que un este caso se encuentran las monedas circuladas 
por Rubio, pues los cóndores chilenos están reconocidos como 
moneda de curso legal por la ley do 19 de Agosto de 1862 y 
decreto concordante de de Junio de 1876. 

6° Que la identidad de las monedas circuladas está compro- 
bada por las declaraciones de Irigoyeu, de foja cuarenta y siete, 
de Dehpriz, foja cuarenta y ocho, y del procesado, foja anee. 

7» Que ademas de no haber contradicho ni pretendido des- 
truir por prueba contraria durante el plenario lo espuesto por 
A Comisario Tasan, respecto al análisis practicado por el dueño 
de la joyería situada en la calle de Artes n° 104, el informe 
espedido por la Dm-ceion de la Casa de Moneda Nacional esta- 
blece que las circuladas por Rubio son falsas, puesto que sien- 
do el peso especifico del or.» monetario de 000 milésimos 17,5 
aproximadamente, las 33 monedas arrojan tan solo nn prome- 
dio general de 12,32. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo pedido en la acu- 
sación, fallo declarando ú Tomás llubio confeso y convicto del 
delito de circulación de monedas falsas de oro de curso legal 
ea la República ; en su consecuencia y teniendo en cuenta la 
poca importancia de la cantidad circulada se le condena d la 
pena de 4 anos de trab..jns forzados, «i contar desde el dia en 
que fué constituido en prisión, que deberá cumplir en el pa- 
raje que el Poder Ejecutivo designe y al pago de una multa de 
500 pesos fuertes y de las costas procesales, suspendiéndose 
la causa en cuanto al procesado l»¡;iz, de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 370 de la l.or Penal Nacional, — Notifí- 
quese original- Repóngase los sellos. 

ándr* 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Córte: 

Buenos Aires, Mareo 29 de 1883 

Todos loa esfnerzos de la defensa se estrellan contra la con- 
fesión del procesado. 

Este ha confesado, en efecto paladinamente que sabia que 
las monedas de oro que vendía eran falsas, y solo ha buscado 
una atenuación en las necesidades de so familia, foja veinte y 
nna. 

La argumentación del defensor, basada precisamente en la 
ignorancia de la falsificación, carece, por consiguiente, de toJo 
fundamento, y bienpodria haberse escusado. 

Y á la verdad, era apenas necesaria esta confesión, tan con- 
cluientes son las presunciones que arroja el sumario. 

£1 uso de las monedas de oro es desconocido entre nosotros. 

£1 hecho de que una persona, cuyo oficio es manejar méta- 
los de oro y plata, tuviera un fuente inagotable de monedas de 
oro que cambiar, no podía menos de llamar la atención del me- 
nos avisado. 

Agrégase á esto la circunstancia de enconmendar su venta á 
unestraño, coya ocupación se ignora, pero que no es de este 
género, para que fuera convirtiéndolas en moneda corriente en 
pequeñas fracciones, con un descuento enorme. Si las mone- 
dos eran buenas ¿ qué necesidad había de ocurrir & medios se- 
mejantes? Era lo mas natural entregarlas á una persona com- 
petente para que realizara todas en la Bolsa, en algún Banco 
6 en alguna casa de cambio, sin el quebranto de un veinte ó 
veinte y cinco por ciento. Sin que el procesado lo hubiera 
confesado, nadie podría creer fuera tan inocente, que desde el 
primer momento no hubiera comprendido que el negocio que 
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se le proponía, y en que ae ocupaba con cierto misterio, fuera 

lícito. 

Agrégase á esto todavía las declaraciones de D. A. Irigoyen 
y de su dependiente, que no pueden ser mas esplícitas, foja, 
iOy i5v. 

El otro fundamento de la defensa no es mas serio. Cuando ta 
ley declara de curso legal una moneda, la declaración abraza á 
todos sus derivados. Cuando declara, por ejemplo, que el papel 
moneda de la Provincia de Buenos Aires sea recibido en las ofi- 
cinas nacionales, no necesita enumerar los diversos valores des- 
de 1 peso hasta 5000. 

La sentencia apelada es de toda justicia, y muy equitativa, 
puesto que ha limitado la pona al mínimun de la ley. No va- 
cilo en pedir su confirmación. 

FAluardo Costa. 



Fall* de Im Staprcm* Corle 

Baeno* Airei, Mayo 8 de 1883 
Vistos ; por sus fundamentos y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General en su vista 
de foja setenta y nueve, se conürma con costas la sentencia 
apelada de foja cincuenta y seis vuelta. Comuniqúese al Poder 
Ejecutivo y devuélvanse los autos al inferior para que manda 
reponer los sellos y remita las treinta|y tres piezas de moneda 
que fueron embargadas á la casa de moneda i fin de que sean 
inutilizadas. 

J. B. COROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
ULADISLAO FRIAS. — S. H. LASPUIR. — 
M. D. P1ZARR0. 
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CAUSA 



/Jo« José V. Moran contra Dato Hmmumlo l\ Hoguera, sobre 

cobro de pesos 



Sumario.— El que en un juicio d¿ reivindicación de ganados 
salió de fiador por el poseedor para conservarlos en su poder 
durante el jukio t no tiene durecho para cobrar contra el rei- 
vindicante que venció, loa honorarios de depositario. 



Caso. — Lo esplica el 

4rl Jum de Mecel» 



Paran*, Alfil 18 de 1882. 



Vistos y resultando, que por el escrito de foja 3 que corro 
en estos autos Don José Vicente Moran demanda á Don Raimun- 
do Reguera fot la remuneración y pago de la suma de dos mil 
seiscientos pesos fuertes en que estima los servicios y gastos 
que ha hecho, como depositario de los ganados de la pertenen- 
cia de dicho Hoguera, que han sido mantenidos y cuidados en 
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los campos do dicho demandante durante el juicio de reivindi- 
cación do hacienda interpuesto por Hoguera contra el mismo 
demandante Moran ; y que como dice éste le fueron entregadas 
en el número que reza la escritura de fojas i i% haciéndose 
cargo do ese número en la calidad de tal depositario, por conse- 
cuencia de lo cual debe satisfacérsele lo que reclama, en con- 
formidad con lo que dispone el artículo 37 del título Í5, sec- 
ción 3\ libro 2° del Código Civil. 

Que el demandado Reguera por el escrito de fojas 8 & 17, 
contesta la demanda, asegurando que el demandante Moran no 
ha sido depositario nombrado judicialmente de loa ganados, 
como lo comprueba la misma escritura de fojas i y 2 que presen- 
ta Moran; y como testimonian igualmente los autos seguidos 
con el mismo Moran sobre la reivindicación de tales haciendas 
que por sentencia p&sadaen autoridad de cosa juzgada, ha sido 



y llano pagador de las haciendas que Don Sebastian Raffo 
trajo de Corrientes con la marca de Reguera, obligándose á 
responder de diehos ganados y haciéndose cargo de ellos, como 
de haciendas que habían sido compradas debidamente porRuHo 
la rriiviiifía dé Corrientes, al objeto de levantar por la fian- 
za el secuestro en que se hallaban dichas haciendas por dispo- 
sición de este Juzgado. 

2? Que siendo lo que acaba de esponer.se el contenido de la 
citada escritura, prosentada por Moran, no puede alegar ni re- 
clamar los derechos de un legítimo depositario, según la cita 
que hace de la ley del Código Civil; pues de esa escritura solo 
consta haber aliauzado lo que RaHu decía ser de su propiedad, 
(sin título que lo comprobase) y que esa fianza fué prestada 
pura levantar el secuestro que como se ha dicho, estaba orde- 
nado por este Juzgado. 
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3* Que traído á U vista el espediente seguido por el deman- 
dado Reguera, contra el actual demandante Moran, sobre 
reivindicación de ganados, del eximen que nuevamente se ha 
hecho de él para evitar costos y gastos con la agregación testi- 
moniada de las providencias y datos á qae se refiere el deman- 
dado Reguera en su essrito ya citado de fojas 8 á U ; resulta ser 
exacto cnanto se espone en dicho escrito, par» alegar y compTo- 
brar, en contestación á la presente demanda de Moran, que éste 
no fué nombrado depositario siuó que él fué ofrecido por Raffo 
meramente como fiador y conservador de esos ganados, en nn 
escrito presentado de mancomum con el apoderado de Reguera, 
pidiendo que se levantara el embargo de los tales ganados y 
que. ellos f aeran entregados al Sr. Moran, quien Be haría res- 
ponsable ante este Juzgado bajo de fianza de su responsabili- 
dad y entrega; lo cnal fué decretado de conformidad. 

4* Que asimismo aparece del citado espediente una perfecta 
conformidad con lo relacionado en el enunciado escrito de 
fojas 8 á 17 sobre el poder otorgado por Moran, para apersonar- 
se y estar á derecho en la demanda de reivindicación de ha- 
cienda, interpuesta contra él por el Sr. Reguera; y que de los 
escritos que corren en dichos autos, presentados por su apode- 
rado, no hay constancia alguna de que Moran se haya titulado 
siquiera depositario de los enunciados ganados sinó únicamente 
tenedor y fiador de los mismos como de la propiedad de Raffo 
no obstante de exhibirse documento alguno que lo justificara. 

5° Que igualmente consta de los enunciados autos de reivin- 
dicación que Moran se negó en nn principio á otorgar la fianza, 
pero que después lo biso cuando se dispuso por este Juzgado a 
solicitud de Reguera, que se le entregaran á él (Reguera) las 
haciendas, siempre que Moran no la prestase, circunstancia por 
la que puede colegirse que Reguera no se creyó* favorecido con 
la retención de los ganados en poder de Moran, bajo de fianza, 
puesto que él la ofreció también para que le fueran entregados. 
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tí* Que todos estos datos y antecedentes consta pues, qne no 
ha habido depósito ni contrato para hacerlo como !o requiere 
la ley del Código Civil en el mismo libro, título y sección citados; 
y que Moran no ha sido sinó un fiador comprometido á la 
guarda y conservación de los ganados qne él aseguró y retuvo 
tajo la fianza que otorgó, como que eran de pertenencia de 
líaflo según se ha repetido antes. 

Que en cuanto á lo dicho en la demanda sobre el número de 
ganados que por la sentencia recaída en los autos de reivindi- 
cación se mandó entregar en la forma exigida por la demanda 
que coTre en estos mismos autos, fué porque según consta de 
ellos, no apareció la escritura de fianza, que hoy se presenta 
sinó que únicamente se supo por un telegrama que corre en el 
mismo espediente dirigido A este Juzgado por el Juer de Pri- 
mera Instancia de Gualeguaychú que la fianza había sido otor- 
gada por Moran en la forma ordenada; pero que como al presente 
resulta por lo espuesto en el escrito de fojas veíate y cinco a 
treinta de los presentes obrados, que ya se ha hecho á Re- 
guera, la entrega de los ganados que aparece de la escritura 
de fojas una y dos. con mas el númeTO de cuatro cabezas encon- 
tradas de la pertenencia de Keguera, según el dato qne tam- 
bién corre en el espediente de reivindicación sóbrelas diligen- 
cias de entrega; queda por lo tanto desvanecido lo que al res- 
pecto se ha espuesto por Moran en el escrito de demanda so- 
bre los que versan los presentes obrados. 

Por tales consideraciones definitivamente juzgando fallo, no 
haciendo lugar á la acción interpuesta por D. José V. Moran 
contra D. Ray mundo F. Reguera, sin perjuicio de los derechos 
que aquel tenga para repetir coutra quien legalmente le corres- 
ponda; levantándose la lianza prestada por Reguera a efecto de 
que Moran hiciese la entrega de los enunciados ganados de que 
reza la escritura de fojas una y dos f según lo que consta de 
las diligencias y procedimientos que aparecen seguidos sobre 
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i a tal entrega en el espediente de reivindicación. Hágase sa- 
ber y en caso de apelarse, agregúese en testimonio la sen- 
tencia recaida en los referidos autos sobre reivindicación. Be- 
póngase los sellos y timbres que faltasen. 

Antonio Zarco. 



Falle de I» Suprema Corte 

Buenos Airüs, Mayo 10 de 1883 

Vistos ; por sus fundamentos y por la que resulta de los au- 
tos traidos para mejor proveer, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja treinta y cinco. Satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos devuélvanse junto con los pe- 
didos al Juez de Sección, y al Juez de Primera Instancia de la 
Concepción del Uruguay. 

J, B. COROST1ACA. — i. DOMINGUEZ.— 
U LADISLAO FRIAS. — S. M. LASP1UR. 
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/r Colomba li. de teso, contra Y. Casares v hijos, sobre daños 

y perjuicios. 



Sumario.— La responsabilidad de los encargados del trans- 
porte de mercaderías, cesa en el momento de la entrega en su 
destino lucha sin observación, dentro del término legal. 



Caso. — Se esplica por el 

* «II* «el Ju« Mml 

Buúho* Airei, Febrero 9 de 1883 

Vistos y considerando: 1° Que la demanda deducida contra 
los Sres. V. Casares é hijos que terminó por la sentencia que 
cu testimonio corre á foja cinco, y la que se ba formulado en 
ei escrito de foja ochenta y tres, tienen por causa 6 antece- 
dente el hecho de haber sido dichos Señores los lancheros que 
hicieron el trasporte de los cinco cascos de vino pertenecientes 
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i Doña Coloraba Musao desde el paquete « La Fraoce » hasta 
los depósitos de Aduana. 

2 o Qoe de consiguiente la responsabilidad que pesa sobre 
ellos comprende los danos, pé-didas y deterioros que sufrieren 
los efectos durante el transpv rte únicamente, en conformidad 
á lo dispuesto en el artículo 168 del Código de Comercio, por- 
que se supone que son los causantes de ellos ó que no han 
puesto todo el cuidado a que estaban obligados como deposi- 
tarios de la carga, con sujeción á lo proscripto en el artículo 
163 del mismo Código. 

3* Que el silencio guardado por la parte demandante en el 
primer juicio respecto á la calidad ó uso comercial del Tino» in- 
duce la presunción de que cuando llegaron los cascos a laAduana 
y termiuÓ la responsabilidad de los lancheros, de acuerdo con 
lo presoripto en el articulo 167 del Código citado, aquel se 
encontraba en buen estado, de suerte que bajo este puuto de 
vista la nueva reclamación carece de fundamento* a lo que se 
agrega que ha sido deducida, aunque se contara el término 
desde la fecha del escrito de foja quince, después de vencido con 
exceso el plazo que señala el articulo 175 del Código Comercio. 

4» Que no puede alegarse que el deterioro ó depreciación 
que según el informe pericial de foja ocheota y uno aparece 
haber sufrido el vino sea una consecuencia necesaria é inevita- 
ble del juicio seguido cor. Casares é hijos, para obtener el pago 
de las mermas, ni tampoco imputable á estos, puesto que pudo 
evitarse recibiendo la demandante el vino inmediatamente, 
despue» de constatada la merma, para lo cual ningún incon- 
veniente podía haber porque precisamente teniendo en vista 
esta circunstancia, es que la ley ha ordenado que el recono- 
cimiento del daño y avería en los efectos porteados se haga en 
términos breves y perentorios como los que señalan los artí- 
culos 1246 y 1247, á fin de evitar los mayores perjuicios que 
resultarían con las dilaciones de un juicio ordinario. 
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5 U Que ademas, scgun se establece en el misma informe pe- 
ricial de foja ochenta y una, el daño procede de falta de cui- 
dado, desde el momento que el vino entró ú los depósitos y es 
claro que esto no puede imputarse á los lancinaos que no cata- 
ban obligados á tenerlo sino al dueño de los efectos, quien debió 
practicar ó exigir todas las operaciones que esa ciase de mer- 
caderías requiere para evitar su deterioro. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 
ochenta y siete, fallo absolviendo á los Sres. Casares é hijos 
de la demanda formulada á foja ochenta y tres» condenándose 
en costas al actor. — Notifíquese con el original. 



Vistos; por sus fundamentos, se confirma con costas ta sen- 
tencia apelada de foja noventa y tres. Repuestos los sellos de- 
vuélvase. 



Virgilio V. Trtiiu. 




Bueno* Airea, Mayo 12 de 1883. 



J. II. tiO ROSTI ACA. - J. ttflMlNGl EZ. — 



l I.AD SI.AO FULAS. - — S. M. LASPILR. — 



M. D. PJKAKHO. 



T. XVI. 
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CAUHA XL1II 



El Fisco nacional contra E. Ochoa yO t sobre comiso. 

Sumario. — M exceso de carga do declarado en el maní- 
üesto general, y adicionado después de apercibido y denuncia c 
por la Aduano, está sugeto A la pena de comiso. 

Caso, — Se esplica por la 

RESOLUCION DE ADUANA 

», Sembró* de 168S. 



V»to lo actuado en este espediente y considerando ! i" Quo 
los 298 cajones aceite y 59 saco» cominos denunciado» como 
eiceso de carga en el parte de M, no han 
e l manifiesto general en la forma presenpta por las Ordenanza» 
un sus artículos 837, 838 y 84o\ 

*> Que U adición fue hecha de puño y letra del hr. Uehoa, 
hermano del üefe de la casa ^ue lleva esto nombre (come lo de- 
claró en wtaOttclna), iin P re»U solicitud como lo dispon, el 
i tlculü 8 4« ya eludo, y cuu la circunstancia de escribirse 
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fuera del rayado y sobro tas líneas verticales fyue el oficial señor 
Casanova colocó como indicación ile que no se podia escribir allí. 

3" Que el hecho de haberse adicionado el alije, no importa 
causa atenuante, por cuanto la operación futí practicada por un 
empleado, como consecuencia natural do la adulteración hecha 
en el manifiesto general, según se demuestra un el informe á 
foja 4. 

4* Que el agente ó dueño de tas mercancías di- ion id as, no 
tenia ya derecho, ni oportunidad para solicitar la adición del 
manifiesto general, por cuanto la Aduana habia antes apercibí- 
dose del exceso, circunstancia perfectamente bien dclinida en 
la resolución de la Corte Fedearl, fecha 10 de, Julio de 1877, 
recaída en el espediente labrado contra D. K. Piaggio por con- 
trabando introducido en el vapor italiano «Colombo». 

Se resuelve; con arreglo a los artículos 8il, 51 y «05 de las 
misma-» Ordenanzas» imponer la pona de comiso sobre los bultos 
excedentes. Hágase saber y fecho pase i Contaduría y Tesore- 
ría á sus efectoBt previa reposición de sellos pur la casa en el 

fcutj Amadeo. 



Falla del Jiui 



Buenos Airci, Noviembre 21 de im. 

Vistos y considerando: 1" Que los apelantes no han negudo 
el hecho d« que los artículos declaradoi por la Aduana caldos en 
comiso no figuraban en el manifiesto presentado á Contaduría 
pora su despacho. 

Que han reconocido que la agregación posterior, ta han 
practicado »ín permiso ní consentimiento de la Administración 
do Aduana, y cuando ya estaba denunciado jn.r loi empleados 
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de la misma el hecho de que esas mercancías se encontraban 

fuera de manifiesto. 

Que no puede atribuirse como lo pretenden los apelantes, 
i un error involuntario, el que las mercaderías comisadas no 
figurasen en el manifiesto, pues ellas han sido detenidas 
cuando se trataha de desembarcarlas, sin haberse dado el aviso 
correspondiente de tai;error, lo que bace presumir que el hecho 
no es inocente. 

Que el artículo 840 do las Ordenanzas do Aduana no puede 
ser interpretado como lo hacen los apelantes, sinó en el sentido 
de quo el error en el manifiesto debe sakarse con conocimiento 
y permi o prévio del Administrador, artículo 52 de las Orde- 
nanzas, pues de lo contrario seria dejar abiertas las puertas al 
abuso burlándose todas las disposiciones vientes y que ga- 
ranten la fiel percepción de la renta. Descubierto un contra- 
bando, los consignatarios de la carga quedarían C cubierto de 
las penas á que por tal acto se habían hecho acreedores, agre- 
gando por su sola cuenta al manifiesto el número de artículos 
comisados, lo que como fácilmente se comprende, no puede ha- 
berlo autorizado el citado artículo Wfl de las Ordenanzas. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del Pro- 
curador Fiscal de f. 8, se confirma con costas la resolución ape- 
lada comente á f 11 del espediente agregado. Notifíquesc ori- 
ginal, repónganse los sollos y devuélvase. 

Andrés dyarriza. 



VISTA DEL SESüR IHtüCURADOU FISCAL 



Suprema Curte: 

Huero» Atrci, Harto Í3 d« 18K), 
Los hechos capitules en u,t ha fundado «1 comiso, que- 
ti ni t'ii tnilo su viyitr. 
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En de Setiembre se apercibió la Aduana del error, f. i t y 
recien el dia iS t nueve dias después, solicitó el señor Qehoa 
adicionar el manifiesto, M5. 

Hasta esto para la condenación. El Síndico sostiene que ha- 
bía tiempo para la adición, mientras no estuvieran en tierra las 
mercaderías. Seria esto cierto si la Aduana no hubiera descu- 
bierto ya el error. Lo demás seria demasiado cómodo. Todas las 
mercaderías tendrían fuera de manifiesto, esperando pasar li- 
bremente, puesto que, advertido el fraude ú el error, siempre 
habría tiempo para repararlo sin riesgo alguno. 

Por otra parte la adición no solo fué hecha pasada la opor- 
tunidad, sinó indebidamente, 

El Síndico pretende que el artículo 846 que amplia en favor 
de los vapores el término para salvar los errores, ha derogado 
la disposición del artículo 52, que previene que los errores 
deben salvarse ante el Administrador por medio de declaracio- 
nes oüfí se atenderán á continuación de la diligencia de en- 
irada. 

Según resulta de la nota de f. 5, el señor Ocha pretendió 
salvar el error, adicionando las partidas del ni un i fies tu que lo 
había sido facilitado en confianza por un empleado subalterno 
por al y ante sí, y no ante el Administrador y por declaración á 
continuación de la diligencia de entrada. 

Se repite con mucha insistencia que los errores cometidos en 
el manifiesto de un vapor pueden salvarse sin reato, mientras 
la carga permanezca & bordo del paquete, lanchas ó pontones. 

En las palabras sin reato se pretende encontrar la deroga- 
ción del artículo 52 antes citado. 

La simple lectura de uno y otro artículo, pone en evidencia 
que el articulo 840 solo ha tenido por objeto entender el plazo 
de -1H horas, acordada por el 51 A los buques do vela, A lodo 
el liempo que las mercaderías permanezcan sobre el agua, en 
boneüeio de la navegación A vapor. Las palabras sin reufo/A que 
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se dá Unta importancia, se encuentran también en el 51. No 
puede pues pretenderse que ellas importan dispensar de toda 
formalidad á los vapores en la rectificación de sus manifiestos. 
Pido la confirmación de la sentencia apelada. 



Humos Airea. Hayo lá de 1883. 

Vistos; por sus fundamentos y de acuerdo con lo apuesto y 
pedido por el señor Procurador General, se confirma con costas 
1> sentencia apelada de foja diez y seis. Satisfechas la. costas 
y repuestos los sellos, devuélvase. 

J, U. COROSTIACA.— J. iHMUtGUBX- 
ULAUISLAO HILAS.— S. X. LAMIL'R. 
— H. D. P1ZAKRO. 
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«•AIH4 XLVIII 



/ton José Astigueta contra Üoiia Constanza Puck de Weigel, por 
reivindicación de aguadas, daños y perjuicios y costas. 



Sumario. — \° Concedido et recurso de apelación libre, y no 
mejorado, debe declararse desierto, acusándose la rebeldía. 

2* No tiene derecho á la inderomiacion de perjuicios el que 
los ba sufrido poT causa imputable á él. 

3 o No debe ser condenado en costas quien no puede ser con- 
siderado como litigante temerario. 



Caso —Se esplico por el 

Salu, Noviembre 3 do 188*. 

Vistos lo« autos seguidos & instancias de I>. «Tose Ignacio 
Ait ignota en roprtfii'nUcion de mu padre 1). José Antigüela, 
vecino de esta fófftjncun contra la señora D* Constan» l'uoh 
iln Weif*li vecina de la du Tue unían, sobro propiedad di» una 
ntfuudii y torrónos adyuconlv» denominado» Cocha de /torta 
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Isabel (Charco ó lago) esponiendo: que bu padre es dueño de 
uua finca nombrada Doña Itabel en el Departamento del 
Rosario de la Frontera, jurisdicción do esta Provincia, que por 
el deslinde y posesión practicados por I). José de Thames el 
año de H76, de toja 90 a 21, consta que el mencionado punto 
pertenece áesta finca; que la demandada posesionándose de él 
pretende ejercer actos de verdadero dominio y habiéndolos 
contradicho su padre, fue denunciado ante este Juzgado que 
resolvió amparar en la posesión n la Señora Puch de Weigel, 
salvando los derechos de aquel úla propiedad del citado punto, 
por lo que, en ejerció de este derecho que le acuerdan los títulos 
matrices presentados, sin perjuicio de cualquiera otra acción 
que pudiera corresponderá , deduce contra diclia Señora 
demanda en acción de reivindicación de la * Cocha de Doña 
Isabel » y terrenos contiguos, pidiendo se le restituya a su 
representado en la propiedad y posesión, condenándose i la 
demandada en las costas, daños y perjuicios que le lia causado. 
La parte de U S ñora Puch de Weigel contesta: que la demanda 
debo ser rechazada por carecer de fundamento legal y ser falsos 
los hechos en ella invocados- que por los títulos de propiedad 
presentados por el demandante se vé que el limite divisorio de 
la Estancia del Señor Astigueta con la del Aren ai, propiedad 
de la demandada, es la línea que siguiendo al Norte, desdo el 
punto llamado nuana-Voc-ha llega hasta la Cocha de tfoña 
hafo'l ; que soto hasta usté punto eje roo la posesión que le 
correspondo como ñ propietaria del Arenal, sin comprender 
un pal mu mis afuera de la líuouqun pasa, pur li íWm i/e 
Ihñn hitl'fi respetando Um límit-s que lns título* presentada 
por el demandante lijan rt ambas estaueias : que por cou*i- 
guiuute, un es uü.ieliMiue ejerza posi'shni ni terrciiim quti iui U 
pertent'i cn, t\\\it en los que le rgnouunlo el Juxgudti y ttilltl 
dentro de los limiU-x que tlll título* y lo* dul cuiitraríu señalan 
a mi linea. 
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Insultando: que la parte demandada contestó directamente 
la demanda sin contradecir el hecho de ser Don José Astigueta 
dueño de la Kstatteia ¡toña Isabel y ma- bien reconociéndolo 
como a tal, se funda en los documentos presentados por él, 
para sostener que los actos de posesión que ejerce en la aguada 
y terreuos litigados no pasan de la línea que los títulos de pro- 
piedad del demandante lijan entre la Estancia de éste y la 
demandada; que por esto se recibió la causa á prueba ordenán- 
dose por decreto de 51 de Marzo último, se coutrajera esta á 
manifestar, « si ¡os arios de dominio ejercidos por ¡ademan- 
dada lo eran dentro de los límites de ta finca del demandante», 
habiéndose producido la que instruyo el certificado del actuario 
de foja i 53 Tuelta ; que pretendiendo cada uno de los liti- 
gantes que ti paraje cuestionado se lialla en su respectiva 
heredad, de acuerdo ambos con los documentos y plano pre- 
sentados» el Juzgado no encontró en estos instrumentos la 
bastante claridad pura determinar con precisión, sí la Cocha 
estaba ó no comprendida en la linca del demandante, y para 
averiguar mejor la verdad de este hecho, que debia ser el punto 
de partida, en la resolmiou del juicio, fué necesaria la opera- 
ción pericial ordenada por decreto do 19 de Julio último : que 
según esta diligencia, los do :u mentón y alegatos de las partes, 
la estancia liana Isabel colinda con el Arenal por el Norte 
y uo |>or el poniente, como equivocadamente lo alirma la de- 
mandada, piirs la línea que los divide, jira desde la Varha 
Inicia d Naeicuto por la loma Montuosa, j no do tiuam-Caeha 
Inicia el Norte. 

V cousiderand..: I pe la falta iIimI.pcu me ilion que justillcara 
la frwifet&nell ll demandante, del dominio do la estañóla 
■Pofla Uabiil-, epiu-Ma re. u n pmr la demandada on »u eserlto 

de intuí probado, Imuna constituido poi •ft tKüMfi m tmp 

I ttlaluiU d.» faltad» hoi -..umlulad mi aquel para duduelr 1» 

41 
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U'misma finca (Carav untes, procedimientos judiciales, lio, 2° 
n* «07 párrafo^») la cual solo pudo oponerse dentro délos 
nueve dias subsiguientes á la espiración del término del 
emplazamiento» ó al contestar la demanda, y no habiéndolo 
■ido en ese tiempo, no debe admitírsela, en cumplimiento 
de los artículos 7», 75 j 85 de la ley nacional de procedi- 
mientos ; 

Que no habiendo ta demandada negado la propiedad de 
Astlgneta, y si, mas bien aceptddola. resulta que es un hecho 
confesado por aquella (art. 86 de la citada ley) y que el de- 
mandante, sin estar obligado á producir otros justificativos 
sobre el particular, fundándose en el dominio de ln mencionada 
finca, que le está reconocido, puede reivindicar la aguada y 
terrenos que Teclama, de conformidad al artículo 3°, títolo 9, 
libro 3* del Código Civil; 

3° Que en la diligencia de deslinde corriente de fs. 10 a SI v. 
verificada por Don José de Tbaraes en el año 1776, al lijar el 
límite Poniente de la Estancia Doña Isabel se declara en tér- 
minos esplícitos, que las aguadas Zulayacu, Guanacoclm y 
Cocha de Doña Isabel pertenecen á la tinca de esta nombre, hoy 
de Astigueta; y al determinar su límite Norte, sobre el cual 
versa la cuestión, dioe que partiendo de esta última aguuda, 
por una loma montuosa, siguiendo su linea recta, hasta el cerro 
alto, pertenecen al terreno de la misma heredad todas las ver- 
tientes quo caen é inclinan Inicia ella, desde la citada Voeha de 
Doña /i«6rí, y que las que caen Inicia ol Norte, que son las 
lomas de San Kiiebaih pertenecen al terreno do Don t'ruiioliug 
Gabinu Arias, antecesor déla demandada, lijando ñor esta parte 
la luuia do San foivtmn por mojan j 

4 U guu adornas, eu el pía: « presentado como en el que nlli- 
iuauwiiU ■» formo, per el Aunmeimur /apuna, »u vé MI > lurnhi<l 
que la Mtfiiadu Cucha <U Donn lmh\ m«U rumpreinllda entre i|| 

mtiauus o MfiittiM %m Inelluim «i hh.i. siguió 
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desde allí por la cima de las lomas montuosas y que, i>or tanto, 



U Estancia del AretvU no llega a la Cacha de lioüa Isabel, sinó 
qr.e está limitada al Sud, por la primera loma que está al 
Norte de ta población 6 casa de este nombre. 

Por estas razones y de conformidad a! artíoulo i7, títuloO, li- 
bro 3 o «leí Código Civil y domas leyes citadas fallo:— declarando 
que Astigueta ha justificado su acción; — que pertenecen á au 
Estancia ihñtt haMU aguada del mismo nombre y terrenos 
adyacente* que 10 encuentran al 8d de la línea determinada 
por las corrientes que se inclinan háeia esto rumbo, partiendo 
al Naciente, desdo la Cocha y siguiendo por la orna de la loma 
montuosa con sujeción al «lerdo deslinde, ordenando en con- 
secuencia ,sea restituid ) en el dominio y posesión que le cor 
responde, sin coudenacion en costas. 

Y considerando respecto al valor en que el Agrimensor Zi- 
puna estima su trabajo: que la « omisión que le fué conlerida 
se reducía ú determinar la verdadera ubicación del punto cues- 
tionado, debiendo levantar mi simple croquis y no un plano, 
redúcese su honorario A 500 p>sos bolivianos. 



U Señora Pud, apeló, v se leeouenl.ó ,d redirán libremente, 
líl Señor Asi ignota apeló por oo haber «ido condenad» la 
Sonora l'ucli «l lol ftrjuiftli» J Wl la^ uslas. 

1.a Señora VwU no mejoró el n . uimi, y he le ftftUtQ robeMU. 

mil** *•» Im A«|M*m* « »r«* 



S rnnrid. »«Mdo ( mhh i •» *H«iim d* U 
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sentencia de foja sesenta y cuatro, interpuesto por Doña Con- 
taou Puob de Weigel : que esta no ha mejorado el recurso, y 
la parta contraria le ha acosado la correspondiente Tebeldia; 
en conformidad al artículo doscientos catorce de la ley de pro- 
cedimientos, se declara desierto el recurso y consentida dicha 

Considerando, en cnanto á la apelación de Den José Asti- 
guett, por no haber sido condenada dicha Señora en las costas 
y en los daños y perjuicios: qne de los anlos resulta que no 
puede ser considerada como temeraria litigante, y que no es 
responsable de los daños y perjuicios que haya podido sufrir 
el Señor Astigueta, pues ellos no serian sino la consecuencia Je 
un heoho que es imputable á este, cual es el despojo ¡i que se 
refiere la sentencia ejecutoriada, que en testimonio corre á foja 
ochenta y cobo; no ha lugar a lo que sobre estos puntos soli- 
cita el referido Kuñor Astigueta. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

J. B. GO ROSTÍ ACA. — I, DOMINO' "t — 
UUMSLAO l'HIAft. — ■ 8. M LAHPIUJI. 
— ■.II. 1*1 XA MU). 
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1AUNA XLIX 



im Vicente Vergé contra la Municipalidad del Rotarto de 
Santa Fé, sobre reivindicaciun. 



Sumaria.- Dictada una ley de expropiación, y entregado 
p.,r el propietario el terreno, coafiniendo en el precio y >u 
pago poeteríor.el uomiuio de dicho terreno paaa al expropiante, 
y no puede «er trayendo ya por el propietario i un tercer 
comprador. 



filio. — 8o oír tica por el 

íFaII* Jkmt Mtamm Úm ItMleM 
■ ■■■■ ™»» ^ — - 

HourJu, Pifaron» «1 J.< 1MU. 

VlMtoM e*l"* auto», ramiUadu ullon l*i »l|ftji«iita : 
DOfl VÍMiilti VurgA iiüiuautla & U MuiiUtpalídad d« eiU clu- 
4*4 La dM06Mlia»l<Hi y nutria 4« mi Utmw 411* dka d« «u 
piitpiudad p»r haueflu inimprado al Umbral Jhm (l»njam¡« 
Vlranirn. w|I»mi tritura |>nMh« »t'<im|wiM du til 4* Ha- 
Mawbfud» 1*1, Hblw**lii «H U Talla 4« < i»MloMlwi eillí- I*» 
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de San Juan y Mendosa, y compuesto dg 60 varas tío frente por 
707* de fondo ¡ esponiendo que aquella corporación sin título 
de ningnn género se lo ha expropiado con otros para plaz¡i pú- 
blica, ocupándolo con cercos, plantaciones, etc., habiendo el 
demandante y su causante, como propietarios, pagado la con- 
tribución directa, y no la Municipalidad que se ha posesionado 
de él sin derecho. 

Llamadas las partes á una audiencia de conciliación, se ce- 
lebro el convenio ad referendum de foja siete entre Vcr^' y 
el Presidente del Consejo Ejecutor, por el cual se estipulo que 
suspendiéndose la tramitación, el Presidí-uto en el plazo de ir* 
dias recabara del Consejo Deliberante la autorización que oreia 
necesaria para terminar definitivamente esto asunto s< gun las 
bases siguientes: 1* que cada una do los partes nombrase un 
perito tasador, para qu- ambos hiciesen la tasación del terreno 
en cuestión, ta cual abonar? i la Municipalidad si estuviesen 
conformes; 2' que en caso ilo r.o i-tarlo, el Juez de la causa 
nombraría un tercero que dirimiese la uilieuilad; y 3* que hi 
fencido ose plazo de quince dius no su obtuviese la aprobación 
del Consejo Deliberante, el inicio continuaría su curso, sin que 

este hecho importe que la Municipalidad re jozea y acepte 

Id gestión ú acciones dcduci.las por Vergé, contra las cuales 
so reserva deducir las excepciones en el caso que no so apro- 
base esta transacción. 

Termiuadu ese plato y no habiendo aceptado la Municipa- 
lidad el convenio» el l'rushlonlw del Consejo KjnuuUr contesta 
la demanda eMpuuiiKido : * l]tta por hilen'* pubIJ.'n el iiohlor- 
lio d« la l'roviucin duereto «u |0 de Abril fio IKU7 aiiji-in fl *n* 

propriaeíon el paraje den-un iñudo * Uuima de Hi Un » («<t 

que usía euiupi entibia la An«» en ctiyitbnu, ilnaltiiAinlu d« cao» 
turreuus una ai^urlu-l» p'' ri > " ,hl I'" 1 ' 1 "". > dnlimiod<i 
( |t)e deberían ser íudeNHilniadiPS previa tiiafiion por una i'umi- 
lleude peritos, nombrado, uim *l (Milenio ¡f uiru por 
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cada interesado ; decreto que fue adema» sancionado por la Le- 
gislatura en i 5 de Octubre de ese año. 

Que con arreglo a ello, la Municipalidad en 1872 procedió á 
trazar las plazas hoy denominadas « Urquizn » é « Iriondo *, 
habiendo antes convenido c»u los propietarios la cesión do los 
terrenos comprendidos en oPas a título do venta y al precio de 
un peso boliviano la vara cuadrada (debiendo comprenderse 
un peso boliviano efectivo, pues entonces no existían los pesos 
bolivianos en billete del Banco Provincial de creación poste- 
rior); segnn el convenio de 23 de Setiembre de 1872, foja 
veinte y tres, que fué suscrito por el demandante como propie- 
tario de otro terreno del cuestionado, y por el General Virasoro 
dueño entonces y vendedor A Vergé del que hoy se cuestiona. 

Kse convenio dice asi; «Los que suscriben propietarios de 
< los terrenos que ocupan la Plaza Santa Kosa, y la Comisión 
« espacial de la Municip ilidad encardada do entender en Ja 
« expropiación o compra de ellos, convienen en lo siguiente : 

c 1" Loa propietarios do los terrenos que ocupan la plaza 
«Sania Kosa ceden á la Municipalidad a título de venta las 
f porciones que a cada uno y según sus escrituras correspondan; 
1 2* La Municipalidad asigna como precio de cada vara ouadra- 
■ du la sumado un peso boliviano, cuyo precio sera entregado 
« en bonos municipales, una vez que los cedentes da terrenos 
i hayan ew-riturailu a la Miiuu:¡p¿ilidiid, - Rosario, Setiembre 
ttSda 1872, — La Inmisión l'-spueial Municipal: Pedro Tls- 
f comía; Natalia liienrdone ; .Julián de Uusliiigo ; V. Vergé; 
« 11, Viranuro; Paula N. Hivara; María Jt. do tK.iiiuz; J. U. 
♦ lióme/ ; A. Matura*. » 
La Municipalidad su pu*e*iouú do cío* terrón»*, na lo* pa«n 

lumia ul pM.m- , ni ekiglo A Virasoro su eaorltur unión, He- 

ÜMB .•:.!.< du leí minar ftjpitittl «t |t?, y ítt|HIH 

bei jiranlieriilti mi va nuiuu lu «»|mhh% dill«<uii'ia* lui»Hua- 

íuh. «ulula HttttWjplíl'lad, «.lUaiUiuI» - I eumplimurnto da U 
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venta, le dirigió en 24 de Julio del año pasado la sigílente su- 
plica comente, á foja veinte y cuatro : «Kosario, Julio 21 de 
1882, Señor Presidente del Consejo Deliberante Municipal. 
EL infrascrito tiene el honor de dirigirse á la honorable Cor- 
poración Municipal para que se sirva hacerle el abono de un 
terreno que tiene en la plaza General Urquiza, compuesto de 
de 60 varas de frente á la dille Corrientes, por 70 1 , de fondo, 
enyo terreno me compró la Municipalidad el 11 de Julio de 
18724 razón de un peso boliviano efectivo la vara cuadrada, 
como consta por el acta que se firmó ese dia en el salón de 
dicha Municipalidad, sin que hasta ahora se me haya abonado 
el importe, y por consiguiente espero que la rectitud de la lio- 
narable Corporación disponga el cumplimiento del compro- 
miso. Creo, Señor Presidente, por ahora el tesoTO muñí. U 
pal exhausto de recursos, pero no obsta á que se realize ei ' 
arreglo de este asunto; en cuanto yo esperaré el abono hasta 
Enero de 1883; basta que la II. Municipalidad me otorgue 
un documento en debida forma de la cantidad que resulta, 
previa ta liquidación que se practique para hacer la entrega 
de mi escritura, á fin de concluir con este negocio. Como tam- 
bién suplico se sirva contestaran d la brevedad posible su reso- 
lución para tomar las medidas que convengan á mis derechos. 
Saludo al Sr. Presidente con mi mayor respeto. — Benjamín 
Virasoro. » 

La Municipalidad lejos de atender esta solicitud ni de su- 
bordinarse 4 lo pactado con el ocurrente, la despachó ponién- 
dosele al pió la nota de Secretaria que dice asi : <' Rosario, 
c Julio 28 de 1882.— En sesión de esta fecha se dispuso pasarla 
cal Consejo Ejecutor 4 los efectos de la ordenanza de 10 do 
e Junio de f88t. — M. Fernandez. » 

Esa ordenanza cuya fecha se t ita errada por ser de Julio 12, 
dice asi: « Art. I o » Autorizase al Consejo Kjecutor para efec- 
c tnar el pago i sus lejítímos dueños, prévia escrituración, de 
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dos terrenos comprendidos en la plaza « General Urquiza », 
i y á razón de un peso boliviano billete la Tara cuadrada, 
c Art. 2°. El pago de que habla el artículo anterior deberá 
t efectuarse en ia forma siguiente : una cuarta parte al contado, 
« j las otras tres cuartas partes á 6, 12 y 18 meses con pagarés 
c y sin interés alguno,» 

Y fué asi que vista por Yirasoro esta conduela de la Muni- 
cipalidad que le negaba el pago según las bases convenidas en 
ti convenio de venta, vendió ti terreno á Vergé que se presenta 
solicitando su entrega, 

Y cousidt-rando : í Que como se vé ya por el decreto de ex- 
propiación de 10 de Abril de 1867, sancionado por la Legis- 
latura en 15 de Octubre del mismo, como por el convenio do 
venta hecho por la Municipalidad con los propietarios y por la 
última sanción trascrita de esa Corporación, esta, siendo uno 
de los contratantes* por sí y ante sí rebelándose contra la ley 
y sus propias estipulaciones, por esa sanción alteraba esen- 
cialmente las bases del mismo convenio en que se apoya, de 23 
de Setiembre de 1872; pues estando establecido en ese con- 
trato que el pago se baria á razón de un peso boliviano efectivo 
la vara (pues como se recordó no existían entonces billetes), y 
que el precio seria entregado en bonos Municipales que tienen 
un interés de quince por ciento y cinco de amortización anual, 
por su última resolución arbitraria establece que el pago se 
baráá bolivianos billetes que tienen una depreciación de once 
por ciento y á plazos á su voluntad y sin interés alguno; para 
todo lo cual no tenia facultades de ningún género puesto que 
por el artículo 61, sección 3', título I o De tos contratos &t 
general, Código Civil , las convenciones hechas en los contra- 
tos forman para las partes una regla á la cual deben 



2° Que en tal Tirtud es la misma Corporación 
truido y anulado completamente ese convenio de compra-venta 



T. XVI 
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que celebró con el General Virasoro y en que únicamente estriba 
su derecho, sin que pueda por consiguiente pretender apropiar- 
se, por un contrato infringido, el terreno que lo motivó, pues 
que ademas de todas las disposiciones legales que rijen loa con- 
tratos de compra y venta por los cuales como por el sentido 
común, el comprador no puede imponer las condiciones que me- 
jor le parezcan al vendedor, el artículo 65 de la sección y tí- 
tulo citados establece terminantemente que : «En los contra- 
tos bilaterales, una de las partes no podrá demandar su cum- 
plimiento sinó probase haberlo fila cumplido ú ofreciese cum- 
plirlo, ó que su obligación es ú plazo. ■ 

3" Que dados estos antecedentes por los cuales ningún de- 
recho tiene la Municipalidad al terreno que se cuestiona, no es 
a ella, sinó á loa herederos de la Señora del General Virasoro, 
á quienes correspondería gestionar si él tuvo ó no perfecta fa- 
cultad y autorización para enajenarlo ú favor de Vergé por no 
haberse practicado tas particiones testamentarias. 

i ü Que tampoco se concibe por qué razón ó principio de 
equidad, dados los hecho -i mencionados, la Municipalidad re- 
sistió aceptar el r¿¡< iuual convenio ad referendum que se hizo 
con Vergé, estando él tan sujeto á la práctica, como á las le- 
yes generales de expropiación, y á la especial que rejia este 
caso que antes se ha citado y ha invocado la misma Municipa- 
lidad. 

Por estos fundamentos y t intos otros que pudieran aducirse, 
se declara á D.Vicente Vergé propietario absoluto del terreno 
motivo de esta cuestión, el cual quedará sujeto como cualquier 
otro pudiera estarlo á la expropiación por los medios y térmi- 
nos legales; debiendo por tanto la Municipalidad desalojarlo 
hasta que esta expropiación se efectúe ; con costas á la parto 
demandada. Notifiquese cou el original y repónganselos sellos. 

t'enelon ludria . 
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Fallo de 1« 




Buenos Airea, Mayo 29 Je 1883. 



Vistos y considerando : Primero' Que el terreno cuya rei- 
vindicación gestiona Don Vicente Vergé* contra la Municipa- 
lidad del Rosario de Su «ta Fe, fué por causa de utilidad pú- 
blica sujeto á expropiación, ron varios otros, por tey de aque- 
lla Provincia di? Octubre quince de mil ochocientos sesenta y 
siete, para servir de plaza en dicha ciudad; 

Segundo : Que su d Lien o el (tener al Don Benjamín Virasoro, 
como otlfl* propietarios de los terrenos adyacentes, hizo entrega 
del minino á la Municipalidad en veinte y siete de Setiembre 
de mil ochocientos setenta y dos, conviniendo en su indemniza- 
ción posterior, en bonos municipales, á razón de un peso bo- 
liviano lavara cuadrada; 

Tercero: Que la expropiación quedó asi terminada por la 
voluntaria despose-ion del terreno y la convencional indemni- 
zación del mismo, extinguiéndose todo derecho dtl propietario 
y entrando aquel en posesión y dominio de la Municipalidad 
(artículos O y 105, titulo 5, libro i), Código Civil ; Glosa á la 
ley 2% título i", part. 2', etc.); 

Cuarto; Que la Municipalidad en ejercicio de estos derechos 
ha practicado las obras necesarias al objeto de la expropiación, 
y convirtiendo en plaza el terreno, lo ha entregado al uso pú- 
hlico, á vista y paciencia del primitivo dueño Don Benjamín VI- 

á la Municipalidad cobrando el valor del terreno con sus intere- 
ses desde el dia de la entrega en mil ochocientos setenta y dos, 
al nueve por ciento anual, reconociéndose de esta suerte acree- 
dor municipal y nó propietario poseedor de él ; 

{htinto: Que no lia podido, en consecuencia, transferir, con 
posterioridad á esto, derecho alguno real de posesión ó domi- 
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nio al comprador Don Vicente Vergé; ni este mediante sn 
compra ha podido adquirirlos, para que sea admitido & la rei- 
vindicación que entabla contra la Municipalidad. Articulo 3 t 
Título 0, De las acciones reales, j artículo i*, título 2 o , libro 
3 o , Código Civil, etc.). Por estas consideraciones se revoca la 
sentencia apelada de foja noventa y dos. Repuestos los sellos 
devuélvanse. 



El Fisco Nacional contra la Sociedad Anónima */íío de la 
Plata», por cobro de pesos 



Sumano. — Dictada sentencia en un juicio, debe esta lle- 
varse adelante por el Juez que la dicto, mientras no leciba 
exhorto de haber sido declarado en quiebra el deudor, y]no se le 



i. B. GOROSTlAGA. — U LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASPltJR. — M. D. P1ZARRO. 



* Al NA I. 




Caso. — La Sooiodad c Rio de la Plata * fué condenada por 
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el Jaez Federal de la Capital á° pagar al Fisco Kacional la suma 
de 2000 pesos fuertes, intereses y costas. 

En este estado el procarador de la Compañía espaso que esta 
había sido concursada, y pidió se notificara la sentencia al Sín- 
dico. 

El Procurador Fiscal contestó que mientras el Juez del Con- 
curso, si es que existe este, no reclame los autos, y no se pre- 
sente el Síndico, debia llevarse adelante el juicio. 

rail* 4*1 Jum Federal 

Buenos Aire*, Mano 1" de 1883. 

Por lo espuesto por el Procurador Fiscal no se hace lugar á 
lo solicitado por el Procurador Frugoni en su escrito de f. 81. 
Repóngase el sello. 

i (¡arriza. 

Falle úm I» Suprema Carte 

Buenos Aires, Mayo 31 de 1883, 

Vistos; por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja ochenta y cuatro, y repuestos los sellos devuél- 
vase. 



J. B. GOHOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR.— 
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CAUSA LI 



IP Aurora ¡i. de Mendosa contra O. José M. de ta Torre, 
por liquidación de sentencia ; sobre jurisdicción. 



Sumario. — 1" La demanda ordinaria para provocar la l¡i[iii- 
dación de una sentencia, es distinta de la que motivó la sen- 
tencia, y de la ejecutiva que so dedujo para su cumplimiento. 

2" Siendo aquella fundada en acción perenal, mi conoci- 
miento corresponde al Juez del domicilio del demandado. 



Caso. — En Abril de 1871, D. J'*só M. ■!■=*■ la Torre, tocino 
de San Luis demandó ante el Juzgado Federal de Córdoba á 
Domingo Mendoza y hermano, vjrinos de esta ciudad sobre li- 
quidación de negocios. 

Resolviendo la demanda, y la reconvención que Domingo 
Mendoza y hermano dedujeron, el Juez Federal de Córdoba 
absolvió:! estos, y condenó á la Torre. 

En Setiembre de 1875, Mendoza pidió ante el Juez Federal 
de San Luis auto de solvendo contra la Torre por la suma de 
5797 pesos 2 i centavos fuertes, con deducción de la suma de 
2742 pesos 85 centavos fuertes que tenia recibidos en diferen- 
tes partidas. 
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El Juez Federal de San Luis se declaró incompetente; pero, 
apelado por Mendoza el auto, fué revocado por fallo de la Su- 
prema Curte de 15 de Julíu de 1870, que lo declaró competente. 

En Setiembre do 1870, Mendoza solicitó la continuación del 
juicio, y el Juez Federal de San Luis por sentencia, que fu 6 
consentida, no hizo lugar á la demanda ejecutiva. 

En Noviembre del mismo año, Mendoza pidió auto de sol- 
vendo por la misma suma ante el Juez Federal de Córdoba, 
que, á solicitud del mismo, mandó emplazar á la Torre por me- 
dio del Jiirz Federal de San Luis. 

El Juez Federal de San Luis, á instancia de la Torre contestó 
el exhorto declarando que ¡a demanda era de su eselusiva com- 
petencia. 

Conferida vista, la viuda de Mendoza, conviniendo en que el 
auto por el cual no se liizo lugar A la ejecución fué consentido 
por este, enlabió demanda ordinaria ante el Juez Federal de 
Córdoba contra la Torre por la suma de 4004 pesos K centavos 
fuertes con intereses de 1 1 ° „ mensual á rontar desde el 28 
de Uieiembie de I 8l¡íl. d«-biondo deducirle la cantidad de 1837 
pesos 20 centavos fuertes Ctró u interés correspondiente desdo 
eldia de su pago. 

Se dio por interpuesta la demanda, y se confirió traslado, 
notiíicánduse á la Tu. re ju^r medio de olicio. 

Auto del Jui /. Federal 

San LuU, Enero 14 ele 1882. 

Autos y vistos, en el recurso interpuesto por 1). José María 
de la Torre en que pide se declare la competencia de este Juz- 
gado en la demanda ordinaria, que por cubro de sumas de dinero 
le han promovido D. Lucas Allende en representación de doña 
Aurora B. de. Mendoza, viuda del tinado U. Domingo Men- 
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doza y el Defensor General de los hijos menores de aquella, ante 
el Juzgado Nacional de la Provincia de Córdoba y en virtud de 
lo que se ha exhortado al de esta Sección, para la notificación 
y emplazamiento del demandado, y considerando: i° Que de las 
copias remitidas por el señor -Juez exhortante resulta que la 
demanda interpuesta en contra de la Torre, es la misma que 
por la Tía ejecutiva se dedujo ante este Juzgado en fecha 13 de 
Setiembre del año 1875, por D. Abraham Silvcira como apode- 
rado del finado Mendoza, y que fué resuelta por auto de fecha 
2 de Octubre de 1879. 

2 J Que posteriormente habiéndose iniciado el mismo juicio 
ante el Juzgado de Sección de Córdoba y exhortándose al de 
esta, en fecha 37 de Noviembre de 1879. para la notificación de 
un auto da solvendo espedido por aquel Tribunal contra la Torre» 
á solicitud de este se declaró en fecha 17 de Mayo de 1881, ser 
de exclusiva competencia de esta Jurisdicción el conocimiento 
de la enunciada demanda, cuya resolución fué comunicada al 
Juez exhortante con fecha 18 del mismo mes y ano. 

3° Que si bien este juicio por su naturaleza, en un principio 
puede considerarse como jurisdicción concurrente entre este 
Juzgado y el de Sección de la Provincia de Córdoba, esta con- 
currencia ha desaparecido do hecho, en virtud de haberse inten- 
tado y proseguido ante este Tribunal. 

4* Que la presente demanda aunque se ha interpuesto por la 
vía ordinaria como se dedoce de las cópias referidas, esta cir- 
cunstancia no puede considerarse en manera alguna que baste 
para restablecer la concurrencia de jurisdicción que existiera en 
su principio, declnradn como está la exclusiva competencia de 
este Juzgado para conocer de dicha demanda. Por estas consi- 
deraciones, y otras que se omiten resultante de autos, y de con- 
formidad á lo solicitado en la precedente vista fiscal, se de- 
clara de exclusiva competencia de este Tribunal, la demanda 
nuevamente interpuesta en contra de D. José AI.de la Torre, 
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por los sucesores del finado D. Domingo Mendoza ante el Juz- 
gado de Sección de la Provincia de Córdoba ; en su consecuencia 
j álos efectos del articulo 45 de la ley Nacional de Procedi- 
mientos, oficíese al señor Juez exhortante con transcripción de 
la presente resolución. Hágase saber al interesado con el origi- 
nal y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 



Córdoba. Agosto 9 de 1682. 
Visto: este incidente promovido ante el Juzgado Seccional 
de San Luis, con la resolución comunicada á este Tribunal y lo 
espuesto por los interesados y el señor Procurador Fiscal, y con- 
siderando: 1° Que la ejecución y cumplimiento de una senten- 
cia puede solicitarse por la vía ejecutiva ü ordinaria, y que los 
autores convienen en que entablada la primera, puede no obs- 
tante, gestionarse por la vía ordinaria, quedando fuera de toda 
duda que son dos instancias de naturaleza diversa, si bien tien- 
den al mismo objeto de llevar & efecto lo resuelto por una sen- 
tencia que se halla ejecutoriada; Caravantes, Ley de Enjuicia- 
miento Civil, N° 1105 y siguientes del tomo 3 o ; Manre^a, 
tomo A° t Ejecución de sentencias, pág, 168; Tapia, Febrero Re- 
formado, tomo 5*. capítulo 3, n* 58 ; Goyena, tomo 4*, n° 802 ; 
Práctica Forense, § 373; Curia Filípica, 2 a parte, § I o , (vía eje- 
cutiva n° 2). 

2* Que en la legislación que ha regido los procedimientos, que 
es supletoria á la ley del 63, se halla claramente establecida la 
jurisdicción del Juez que sentenció la causa en primera instan- 
cia para proceder también en la ejecución de la misma y esto, 
aunque la cosa litigada ó los bienes del deudor estuviesen en 
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otra jurisdicción, Lejes f», título 27, partida 3\ y apéndice á 
dicho título 27; 1«, título 17. libro 11 , N. li.; Mantesa, toniu 4 n , 
pág. 173, y apéndice n° 8íl; Carava otes, tomo 3", ,n° 1823; 
Curia Filípica, parte citada § 12, n" 2; Escriehe, palabra * ins- 
trumento ejecutivo», 

3 o Que la Suprema Corte de conformidad á estos principios 
tiene declarado en la causa 93, pág- 51, tomo IT, serie 2' de sus 



misma, deduciéndose i^ual doctrina en la resolución dictada en 
27 de Febrero de 1808, que se registra en el tomo 5", pág. 1 15 t 
serie 1*. 

4 o Que por otra parte, la misma Suprema Cortr, y con mo- 
tivo de haberse deelarado inhibido el señor Juez Seccional de 
San Luis, para proceder en la vía ejecutiva iniciada por D. 
Domingo Mendoza, para llevar á efecto la sentencia de que se 
trata, pronunciada por este Juzgado, revoeú el autu de inhibi- 
ción y en el que se declaraba que correspondía al Juez de esta 
Sección el conocimiento do esta causa. Que al proceder así, se 
conformaba la Suprema Corte con el dictamen del señor Pro- 
curador General, en el cual, sin entrar en el ciánica de los 
fundamentos aducidos por el Juez de San Luis, aprecia sim- 
plemente que demandado ordinaria ó ejecutivamente un ve- 
cino de aquella Provincia por otro de Córdoba, compete al Juez 
de Sección el conocimiento. 

5 o Que á primera vista podría aparecer que por este fallo la 
causa se atribuye exclusivamente al del domicilio; pero como 
semejante interpretación pugnaría con el fallo citado en el ter- 
cer considerando y con los principios inconcusos en que se 
apoya la jurisprudencia que él contiene, es mas razonable en- 
tender aquella resolución en el sentido de que es concurrente 
la jurisdicción del Juez que dictó la sentencia, y la del domi- 
cilio cuando se trata de ejecutarla. Que si en esta interpretación 
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hubiese algún error, corresponde solo a aquel Supremo Tribu- 
nal establecer la verdadera y genuina interpretación, según lo 
tiene declarado en la causa 27 del tomo 1S, serie 2* de sus 
fallos. 

6" Q:ie establecidos estos principios sobre la concurrencia 
do la jurisdicción, resta tratar del punto importantísimo de 
sobre si la demanda ejecutiva de Mendoza ante el Juez de San 
Luis, lia cerrado la puerta á toda objeción; no ya para promover 
la misma vía ejecutiva ante el Tribunal de Córdoba, lo que es 
indudable, sínó para la ejecución de la sentencia por la Ua or- 
dinaria que se ha intentado últimamente. Que el señor Juez do 
San Luis en s u auto de 1 i de Kncro de este año, afirma que ha 
desaparecido de hecho tuda concurrencia entre ambos Juzga- 
dos, en virtud de haberse intentado y proseguido la vía ejecu- 
tiva ante su Tribunal; y que la circunstancia de haberse dedu- 
cido posteriormente la ordinaria, no puede considerarse que 
baste para restablecer la concurrencia que existiera en un prin- 
cipio. 

7 Ü Que es innegable que el ejercicio de la jurisdicción con- 
currente ó acumulativa, depende de la elección que hagan los 
demandantes, y que dicha jurisdicción se convierte en privativa 
desde el momento en que uno de los Jueces principió a actuar, 
pues no puede conocer ya el otro en aquel asunto: Caravantes, 
Ley de Enjuiciamiento Civil, n" 178 y 17í>: Leyes 19, título 8\ 
libro 2"; 10, II y 13, libro 8, 11. C; que la Suprema Corte en ob- 
servancia de estos principios tiene declarado que el que ocurre 
ante un í de los Jueces competentes á la prosecución en el cono- 
cimiento de la causa, confiere á este una jurisdicción exclusiva 
radicando ante él el juicio. Serie 1\ tomo 2, pag, 117; serie 2', 
tomo 1 i, pág. 198; serie 1\ tomo 7', pag. 38, 

8* <Jue la parte de Mendoza, segun lo que queda consignado, 
ha elegido la jurisdicción del Juez de Sección de San Luís para 
la ejecuciou de la sentencia ; entablando y prosiguiendo allí el 
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correspondiente juicio ejecutivo. Que esta elección y sumisión 
para llevar a efecto la sentencia dictada por este Tribunal, no 
hay Tazón para limitarla á solo la vía ejecutiva, y antes bien 
debe comprender cualquiera otra tendente al mismo fin y pro- 
pósito; pues no es de suponer que cuando so fu¿ hasta la Su- 
prema Corte á sostener la competencia de aquel Juzgado para 
ejecutar la sentencia precitada, se hubiese querido reservar la 
parte que así litigaba, el derecho de desconocer la única auto- 
ridad en el caso de entablar la vía ordinaria para obtener la 
misma ejecución; Que por otra parte, resultarían graves incon- 
venientes alternativamente para un objeto idéntico, ya i una 6 
á otra de las jurisdicciones concurrentes, no obstante la varie- 
dad de formas en que se hicieron las gestiones. Que boo tanto 
mas atendibles estas razones, cuanto que la Suprema Corte en 
el fallo citado del tomo 2 o , serie i', pág. 117, dice con razón, 
que el juicio ejecutivo es un pleito civil y el que ahora se enta- 
bla es también civil, aunque ordinario; pero teniendo ambos el 
mismo objeto y entre las mismas personas, sin otra diferencia 
esencia] que la que resulta de la forma del procedimiento. 

Y omitiendo otras consideraciones y de conformidad á lo so- 
licitado por el señor Procurador Fiscal, se declara inhibido este 
Tribunal para entender en la demanda interpuesta ; debiendo 
en consecuencia, remitirse lo actuado al señor Juez Seccional 
de San Luis, previa liquidación de costas y reposición de sellos, 
y quedando emplazados los ocurrentes para que en el término 
de ley comparezcan ante dicho Juzgado. Hágase saber original. 

lia/ael Garda. 

Los sucesores de Mendoza apelaron de este auto. 

VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Bueno) Airea, Noviembre 21 de 1683. 
La jurisdicción preferente del Juzgado de San Luis, está 
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clara y netamente determinada en este caso por el arraigo del 
juicio. 

La ejecución de la sentencia del Juzgado de Córdoba, pudo 
demandarse según se ha observado, ante el misiao Juez que la 
pronunció ú ante el de San Luis, domicilio del que debia cum- 
plirla, y donde tenía él sus bienes. 

Mendoza, prefirió y con razón este último. Desde entonces y 
por el solo hecho de haber optado entre dos jurisdicciones igual- 
mente competentes, quedó radicado el juicio en aquella que eli- 
jió, y en ella debe continuar hasti su terminación. 

La ejecución de la seutencia pudo recabarse ejecutivamente 
ó por la vía ordinaria. En uno y otro caso, el juicio es el mismo, 
é igual su naturaleza civil, siendo idéntico el objeto y las mis- 
mas las personas que en él intervinieron. 

Si el Juzgado de San Luis no encontró ejecutivo el título por 
no ser líquida la cantidad, objeto de la ejecución, el camino na- 
tural, c" indicado era pedir la liquidación. 

Esta liquidación no es sinó un incidente del juicio princi- 
pal, que es siempre el mismo i ta ejecución de la sentencia, y 
puesto que para ello Mendoza optó por el Juzgado de San Luis, 
en él debe perseverar hasta el logro completo de su propósito. 

De otra manera resultaría la mas chocante anomalía. 

Mendoza demanda a Latorre, vecino de San Luis, ante el 
Juzgado de Córdoba. 

Para ejecutar la sentencia ocurre al de San Luis. Para la li- 
quidación vuelve al de Córdoba; para continuar la ejecución, 
vuelve nuevamente al de San Luis. 

La inconveniencia de tal procedimiento, es demasiado sal- 
tante para que necesite insistir en demostrarla. 

Sírvase % E. confirmar la sentencia apelada, resolvieudo la 
competencia en favor del Juzgado de San Luis. 

Eduardo Costa. 
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Falle dt> laSupmm lorie 

Buenos Airea, Mayo 31 de 1883. 

Vistos y considerando : Que babiendo el apelante interpuesto 
demanda ejecutiva contra un vecino de la Provincia de San 
Luis, ante el Juez Nacional de dicHa Provincia, sobre cumpli- 
miento de una sentencia dictada por el Juez Nacional de la de 
Córdoba, aquel Juez no bizo lugar á la demanda por no conte- 
ner la sentencia, á su juicio, cantidad líquida que mandar pa- 
gar ; con lo que quedó terminada la instancia, por el asenti- 
miento tácito del demandante. 

Que después de trascurridos varios años, el mismo apelante 
se presenta nuevamente ante el Juez Nacional de la Provincia 
de Córdoba, entablando demanda ordinaria para provocar la 
liquidación de la sentencia p <r él pronunciada en años anteriores, 
y siendo ésta una instancia ó demanda distinta é independiente 
de las anteriores, laque, pur perseguirse una acción personal, 
corresponde mt deducida ante el Juez Nacional del domicilio 
del demandado, qUe es ta Provincia de San Luis, 

Por estos fundamentos, los concordantes del Juez Nacional 
de Córdoba, y lo pedido por el señor Procurador General, se 
declara: que el conocimiento y res-dueion de este asunto cor- 
responde al Juez Nacional de San Luis. 

ltcmitánsele en consecuencia los autos, y alísese por oficio al 
Juez Nacional de Córdoba, previa reposición de sellos y satis- 
facción do costas. 

J. D. GO ROSTI ACA. — J. DOH1NGI EZ. — 
L LADISLAO FRIAS» — S. H. LASPiUR. 
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CAUSA LII 



¡). Mateo Forrester en tercería con el Dr. i), ¡iamon González 
)/ IK WalterS. Keyser sobre payo de costas. 



Sumario. — Smi de eargn del que no ha cumplido con lo dis- 
puesto por el articulo A" (le la ley de enjuiciamento, las costas 
causadas para uxijir .su cumplimiento, 



Caso. — El Dr. I). Ramón González ejecutó á D. Walter S. 
Keyscr por cobro de pesos, y embargó unos rollos de alambre. 

D. Mateo Forrester diciendo que ese alambre era de la Cmn- 
paüta Telefónica del Ilio de la Plata, de la cual era represen- 
tante, pidió su desembargo. 

Conferido traslado, el Dr. I), Carlos Sarmiento, cesionario 
del Dr. González, objetó la falta de personalidad de Forrester. 

Abierto el incidente á prueba, Forre a te r presentó los docu- 
mentos que acreditaban su personalidad. 

Kl Juzgado dió por terminado el incidente, y mando correr 
el traslado de la demanda. 

Kl Dr. Sarmiento pidió reposición del auto para que se con- 
denara á Forrester en las costas. 
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Falto del 



Buenos Aires, Abril 7 de 1883. 

Considerando : Que la falta de condenación en costas en tina 
sentencia no es defecto que pueda subsanarse por medio del 
recurso de reposición, pues este por su misma naturaleza debe 
Tersar sobre el fondo del punto resuelto y no sobre un accesorio 
del mismo, que en realidad no tiene existencia 
que lo que se nota es la falta de 
sobre pago de costas y no puede reponerse lo qne no 

Que el derecho de las partes en caso de omisión de esta cla- 
se, que a su juicio no fuere justa, se 






Partida 3*, esto es, dentro 

las que, como se Té compulsando 
déla notificación de foja ochenta y dos vuelta y el 
cargo del precedente escrito, ban trascurrido con exceso. 

Que el Juzgado omitió deliberadamente la condenación en 
costas que se reclama, porque aunque la parte de Forrester no 
cumplió desde el primer escrito el precepto del artículo de la 
Ley Nacional de Procedimientos, el recurrente dedujo extem- 
poráneamente sus excepciones por falta de personalidad, contri- 
buyendo asi á la perturbación que sufrió la causa en el proce- 
dimiento, lo que dió logar al auto de foja 81 dictado ex oficio 
para regularizarlo. 

Por estos fundamentos declarase improcedente el recurso de 
reposición y se concede en relación la apelación subsidiariamen- 
te interpuesta del auto antes citado, debiendo remitirse los 
autos con oficio á la Suprema Corte. 

Virgilio Tedin. 
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Buenos Aires, Junio 2 de 1883. 
Vistos; siendo impotables á Don Mateo Forrester las costas 
relativas al incidente sobre falta de personería» por no haber 
cumplido con lo dispuesto por el artículo cuarto de la ley de 
enjuiciamiento, se declara que aquellas son de su cargo. Re- 
póngase los sellos y devuélvase. 

J. B. GOROSTIAGA . — J. DOMINGUEZ. — 
ULAD1SLAO FRIAS. — S, M. LASPIÜR.— 
M. D. PIZARIVO. 



CAUSA LUI 



Don Cárlos Romano contra Soulas Lar ligue y C\ sobre cobro 

de estadías. 



Sumario.— En la locución ^domingos exceptuados* empleada 
en el contrato de fletameuto en la cláusula relativa á los dias 
señalados para la carga y descarga, se comprenden, en los puer- 
tos de la República, los dias declarados oficialmente de fiesta, 
y los inhábiles por razón de 1 +í empo. 

T. XVI 20 



394 
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Caío. — Lo esplica el 





Buenos Aires, Mano 13 de 1883. 

de los que resulta : 
1° Que loa Sres. Luis Laurette y C\ fletaron en Marsella 
con fecha 31 de Mayo de 1882, el buque italiano Gtulio R. 
al mando de su Capitán D. Cárlos Romano, bajo las cláusulas y 
iones que expresa el conocimiento original acompañado 
traducción se ha agregado A f. 5, consignándolo i 
la casa de Soulas Lartigue y O de esta plaza. 

entre otras estipulaciones se estableció en la póliza 
se acordaban sesenta dias, exceptuando los 
domingos, de estadías reversibles á los fletadores, para cargar 
en Cette ó en Marsella, y para descargar en su destino que de- 
bía ser Montevideo ó Buenos Aires, empezando en todos los 
puertos al dia siguiente de aquel en que el Capitán haya decla- 
rado que su buque estaba pronto para cargar y descargar; y 
diez dias de sobrestadías, si fuese necesario á razón de cin- 
cuenta céntimos por dia y pagaderos día á dia. 

3° Que el referido buque diú entrada en este puerto el dia 
24 de Octubre, lo que fué comunicado á los consignatarios de 
la carga Sres. Soulas Lartigue y C" al dia siguiente, aegun 
consta de la carta agregada i i 8, á efecto que empezaran á 
correr las estadías, de acuerdo con lo convenido en el contrato 
de fletamento. 

A a Que fundándose en estos antecedentes, ocurrió al Juz- 
gado D. Tomás Rivara á nombre del Capitán Romano, deman- 
dando á aquellos pot la suma de quinientos pesos fuertes no- 
venta y cuatro centavos oro, importe de 42 dias de estadías 
transcurridos desde el i i de Diciembre de 1882; dia en que 
enipezaron los sesenta acordados para la carga y descarga, hasta 
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el Teinte y seis del mismo en que concluyó realmente esta úl- 

5 o Que sin desconocer ninguno de los hechos establecidos 
en la demanda, alegan los demandados en su escrito de contes- 
tación corriente á f. 24, que los días están mal calculados, pues 
a parte de un error material que salta a la vista, el deman- 
dante no ha tomado en cuenta los días de fiesta ni los de- 
clarados total 6 parcialmente inhábiles para la Capitanía: que 
es de oso universal incluir en la espresion Domingos exceptua- 
dos, y otras análogas, los días de fiesta, porque no puede pre- 
sumirse que el que quiere j dice que quiere guardar los Domin- 
gos, tenga al propio tiempo la intención de no guardar los dias 
de ambos preceptos : que los dias declarados inhábiles por la 
Capitanía son los que se expresa á f. 25; que deducidos de los 
60 dias señalados en la póliza, los 24 de la carga, quedan 40, 
los que terminarían, exceptuando tan sulo los domingos, el 18 
de Diciembre ; pero agregando á la deducción los festivos, y los 
dias y fracciones de dias inhábiles por razón del tiempo se 
llega al mes de Enero, antea de Ja espiración de los dias de des- 
carga, y como esta concluía el 26 de Diciembre, resulta que no 
hay lugar á cobrar sobreestadüis. 

Y considerando : 1° Que los términos en que ha sido con- 
testada la demanda autorizan al Juzgado á prescindir del trá- 
mite de prueba, en conformidad á lo L spuesto en el artículo 91 
de la ley Nacional de enjuiciamiento, pues no hay hechos con- 
trovertidos que requieran esclarecimiento por ese medio. 

2 o Que la única cuestión á resolver es propiamente de inter- 
pretación y se reduce á saber si en los 46 dias que ambas par- 
tes reconocen, que daban para practicar en este puerto la des- 
carga, deben computarse los dias festivos que no son Domingo, 
y los dias declarados total ó parcialmente inhábiles por la Pre- 
fectura Marítima para las operaciones de carga y descarga en 
el puerto. 
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3 o Que esta cuestión debe resolverse, en el silencio de esti- 
pulaciones expresas como sucede en el caso mb judice ó cuando 
las haya de sentido dudoso, por el uso del puerto donde efectu6 
la descarga, en conformidad á lo dispuesto en el artículo 1214 
é inciso 6* artículo 276 del Código de Comercio, de acuerdo 
con el precepto contenido en la regla X del derecho, del mismo 
Código. 

4 o Que desde luego resulta que en los 60 días acordados 
para estadios ó sea para carga y descarga, están eiceptuudos 
por voluntad expresa de ambas partes los Domingos, debiendo 
suponerse que su intención ha sido comprender en esta locu- 
ción, los dias declarados oficialmente de fiesta, tanto porque 
militan Jas mismas razones de conciencia que han decidido la 
voluntad de ellos á consignar semejante excepción, cuanto por- 
que en nuestro puerto no es permitido el trabajo en día feria- 
do, puuto decidido por la Suprema Corte en la causa que se re- 
gistra en el tomo 6 o , Serie 1», pág 348 de sus Fallos; como no lo 
es en todos los demás ramos del comercio y de la industria por 
disposición de la autoridad Municipal, cuyo mérito intrínseco 
no le es permitido apreciar al Juagado en este acto. 

5* Que según las planillas oficiales que la Prefectura Marí- 
tima remite mensualmente áeste Juzgado y que los interesa- 
dos han podido compulsar en aquella repartición han habido 
efectivamente, los días y fracciones inhábiles que espresan los 
demandados á f. 45 de su escrito do contestación, haciendo un 
total de 10 dias y % inhábiles. 

6 o Que la práctica y el uso del puerto constantemente ob- 
servada en nuestros Tribunales, como puede verse en la 
Causa 47, tomo % Série 2* pág. 446 de los Fallos de la Corte 
Suprema, es no contar en los dias acordados para carga y des- 
carga los inhábiles, es decir aquellos en que dichas operaciones 
son imposibles por circunstancias de fuerza mayor, que á nadie 
son desconocí Jas y principalmente á Jos que ejercen el comer- 
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cío marítimo; lo que induce á suponer que tales circunstancia* 
son tenidas en cuenta por los interesados al fijar en sus contra- 
tos sus respectivas responsabilidades; ni podrían tampoco con- 
tarse, aún en la hipótesis de que no hubiera práctica alguna en 
ese sentido, á menos de convención ospresa, toda vez que la 
carga j descarga es materialmente imposible por hechos quo 
en manera alguna pueden imputarse á lo* consignatarios. 

7 o Que no contando los Domingos y días feriados habidos 
desde que el Capitán dió aviso de estar listo para efectuarla 
descarga ni los dius inhábiles por razón del tiempo, resulta que 
efectivamente no han transcurrido ha^ta el dia en que terminó 
la descarga, Iob 46 dias de que podían disponer los consigna- 
tarios de la carga, lo que demuestra que carece de fundamento 
el cobro de sobreestadías. — Por estas consideraciones, fallo 
absolviendo á los Sres. Soulas Lartigue y O, de ta demanda in- 
terpuesta á foja 13, imponiendo silencio al actor. 

Virgiliú Tedm. 

rallo de I» Suprema Cftrte 

Buenos Airea, Junio 2 de 1883. 
Vistos: por sua fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja treinta; y repuestos los sellos, devuél- 
vase. 

J. ti. GOROSTTAGA. — i, DOMINGUEZ, — 
ULAMSLAO FRIAS. — S. H. LASPIUR. 
M. D. P1ZARRO. 
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CAUSA LIV 



f). Eugenio Schmid, contra el flanco Provincial de Santa Fe, 
por infracción á la ley de monedas; sobre recusación y parti- 
cipación en la causa. 



Sumario, —i* No se puedo recusar al Juez de la causa, 
cuando esta se encuentra en estado de sumario. 

su intervención en el sumario, no debe hacerse lugar á ella, sin 
perjuicio de que, terminado el sumario» pueda constituirse cu 



Caso. — Dictado el fallo de f • de Mayo de 1883, D, 
Schmid, alegando que el Procurador Fiscal, a quien el Juez 

diente, no se hallaba en el Rosario, espuso que asumía la parte 
de acusador, y pidió, que atenta la amistad del Juez con el 
Director del Banco, se inhibiera para conocer de la causa. 
No habiendo el Juez admitido la inhibición, Schmid lo recusó 
causa, y por razón de resentimiento con él. 
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r.ito del Ji 



Rosario, Slano 15 ile 1883. 
No siendo parte litigante en este apunto el que ocurre, según 
lo resuelto por la Suprema Corte á solicitud y por apelación 
del mismo; y no podiendo por tanto ejercitar acciones como liti- 
gante en juicio» cual es la recusación, que son solo propias y 
permitidas por derecho á tos contendores y mas aun cuando ni 
aun juicio existe por[no haberlo promovido el Procurador Fis- 
cal, á quien se ba dado la intervención correspondiente por de- 
recho en conformidad á ese fallo supremo, y ¡í quien no se le 
puede privar por el denunciante, que ejercite las acciones pro- 
pias de su ministerio, que so le han conferido, por haber 
renunciado enérgicamente á la acusación dicho denunciante, 
renuncia sancionada y ejecutoriada por el espresado fallo, que 
no puede en ningún concepto revocar el inferior, sin faltar á 
sus deberes y cometer gran atentado y nulidad; y, pues si 
resultase que el Procurador Fiscal en uso de sus facultades 
entablase la acusación, y se admitiese la participación que sin 
derecho el ocurrente pretende asumir, se produciría el caso 
y anómalo de dos acusadores en la misma causa y con 





se agrega que ni aun eiiste la fútil razón qut 

del Procurador Fiscal para eliminarlo 
3, al mismo tiempo que se pretende 
la eliminación del Jues lega] y competente para conocer en 
ese juicio que ni aun eiiste, por medio de acciones colaterales 
ejercidas sin personería y desconocidas en el derecho, pues si 
se ha ausentado dicho Sr. Procurador Fiscal, há sido por tan 
breve término y en servicien público, que esta noche ó" mañana 
temprano estará de regreso; y pues tampoco podría abandonar 
de otro modo, por los deberes de su cargo, la intervención diaria 
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y urgente que le corresponde en la tramitación de los muchos 
asuntos de esproptacíon de terrenos para el ramal férreo que se 
está constrnjendo y que se signe ante este tribunal; como 
tampoco podría abandonar las funciones docentes que ejerce en 
el Colegio Nacional do esta ciudad. 

Por estas consideraciones, evitándose otras muchas que po- 
drían aducirse, y sin que sea oportuno ni procedente, ocuparse de 
las falsas causas de recnsucion que sin personería se aducen y 
referentes ademas á D. Cárlos Casado, que ni aun es parte en 
el juicio que se podrá promover con motivo de la denuncia, cuyo 
espediente lo tiene en vista el Señor Procurador Fiscal por 
haberlo solicitado, para deducir las acciones que procedan; 
no ha lugar á lo que se solicita, estándose á lo resuelto por la 
Suprema Corte, y al decreto de este tribunal en que mandaba 
cumplir esa resolución, y al en que el proveyente no h'zo lugar 
á la petición de inhibitoria que el mismo Schmid presentó al 
Juzgado al entregar en Secretaría los autos cerrados que había 
conducido personalmente desde Buenos Aires y que contenía 
esa resolución suprema. Repóngase el sello. 

Zuviria. 
F*ll« 4e la Sttprra* C«rt* 



Bueno* Airea, Junio 3 do 1883. 
Vistos en el cuerdo; resultando que el único motivo que el 
apelante manifiesta haber tenido para constituirse actor en este 
juicio, después de la resolución que á solicitud suya espidió esta 
Corte, para que no Be le tuviera por tal contra su voluntad, ha 
sido la ausencia del Procurador Fiscal* con quien esclusiva- 
mente habia pedido antes el mismo apelante se entendiese esta 
causa; 

Que el Procurador Fiscal se encuentra ya presente y ha to- 
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mado en dicho juicio la participación que le corresponde y se 
solicitaba ; 

Que, por otra parte, es improcedente la recusación del Juez 
cuando una causa se encuentra recién en estado de sumario 
informativo; 

Por estos fundamentos, se confirma el auto apelad»; sin per- 
juicio de que terminado el sumario, Don Eugenio Kchmid pueda 
constituirse p rte acusadora en esta causa, usando de la acción 
pública que le acuerda el artículo diez y seis de ta ley de cinco de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y uno. 

Devuélvanse en consecuencia estas nctuacioues al Juez de 
Sección para que las mande agregar á sus ¡mUc d entes. 

J. II. GOHOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 

DLAüiSLAO finas (en disidencia). — 

B. M. LASPIUK. 

DISIDENCIA 

Buenos Aires, Junio 2 de 1883. 
Vistos en el acuerdo y considerando : 

Que Don Eugenio Schmid no ha renunciado el derecho de 
asumir el carácter de acusador, y que mas bien manifestó cod 
toda claridad que lo asumiria en caso necesario ; 

Que el auto de la Corte, de primero de Noviembre último, 
como de su letra y espíritu resulta, no sancionó, ni pudo san- 
cionar una renuncia qufl no se hizo, ni privo á dicho Schmid de 
aquel derecho, ni declaró tampoco que no fuese parte en este 
juicio; 

Que Schmid, al pedir el ocho del mismo mes, la inhibición del 
Juez de Sección, tenia, como denunciante, acción para hacerlo, 
en virtud de su interés en la causa, por las responsabilidades 
en que como denunciante pudiera incurrir, y por la mitad de la 
malta que pretende se le adjudique; 
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Qae con mayor razón, tenia ose derecho al recusarlo en forma 
el catorce del mismo mes, en el carácter de acusador qae asu- 
mió, como consta de su escrito de esa fecha y eBtaba facultado 
para ello, en virtud de lo dispuesto por el artículo diez y seis de 
la ley de cinco de Noviembre de mil ochocientos ochenta y uno; 

T que su derecho para intervenir en la causa, no ha caducado 
por haber el Procurador Fiscal solicitado y obtenido después, 
esto es, el diezy Beis de Noviembre, que se le tenga tpor parte 
acusadora», que ya entonces la habia, pues aquel funcionario, 
en ese estado del juicio, no podia legalmente pedir, ni se le 
podia otorgar, sino simplemente que se le tuviese por parte, 
como representante de la cansa pública, para pedir lo que corres- 
pondiese por derecho, terminado el sumario, puesto que en su 
solicitud uo aGrmó que se hubiese cometido el delito, ni se 
obligó á probarlo, como era indispensable para constituirse y 
ser tenido por acusador; 

Por estos fundamentos, y podiendo interponerse la recusa- 
ción en cualquier estado de la causa antes de declararse por 
conclusa para definitivn, como sin hacer distinción alguna lo 
establece el artículo cuarenta y cuatro de la ley de procedi- 
mientos en lo civil y criminal, se revoca el auto apelado de 
quince de Noviembre último, que en copia corre de foja treinta 
y cuatro á foja treinta y cinco de estos actuados, y se declara 
que Don Eugenio Schmid es parte en esta causa como acusador. 
En su consecuencia, remítanse dichos actuados al Juzgado de 
Sección de la Provincia de Santa Fé, para que los agregue á los 
autos, y resuelva conforme á derecho sobre la recusación inter- 
puesta por el referido Schmid, debiendo pasarlos al efecto al 
Juez Buplente que corresponda, en atención á que el titular ha 
manifestado ya su opinión sobre este punto esplícitamente. 
Hágase saber y repónganse los sellos. 

L LADISLAO FRIAS. 
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CAUSA 



D. Felipe D. Pérez contra a Mercedes B. Pérez, sobre 

cobro de pesos. 



Sumario. — Cualquiera que pueda ser la interpretación de 
un convenio, la que las partes le han dado con sus manifesta- 
ciones posteriores es la que debe aceptarse. 



Caso. — Lo espiica el 



MI* *ri J«« Ií**m*I 



Salta, Noviembre 

, Vistos :D. Felipe D. Pérez, vecino de esta Provincia, de- 
manda á su hermana D* Mercedes Pérez, vecina de Jujuy so- 
bre el cumplimiento de un convenio de 3 de Enero y 8 de Fe- 
brero de 1873, el cual tenia por objeto obtener del Gobierno 
Naeional la pensión que según la ley debia corresponderá como 
bija soltera del guerrero de la Independencia, D. Juan B. Pé- 
rez ; no habiendo tenido sn eficacia las gestiones iniciadas en 

¡ que se nombró, Dr. D. 
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José Francisco López, quien se ha entendido con el deman- 
dante en todo lo relativo á ellas, presenta la cuenta de L 1, 
á ün de que D* Mercedes h apruebe ú observe. 

Corrido traslado, el apoderado D. Antonio Mendoza niega 
que su representada deba un centavo de la cuenta acompañada; 
que Pérez no tiene derecho a hacer ningún cargo en la segunda 
liquidación de los fondos de la pensión desde Julio de 1870 
hasta Diciembre de 187G; que ¡oda;; las cuentas y negocios que 
tuvo con Pérez con motivo del convenio citado están termina- 
das por consentimiento de partes ; que es cierto que la señora 
Ferez convino con su hermano I). Felipe para que gestionara el 
cobro de la pensión, debiendo abonarle como indemnización por 
Jos gastos que hiciere, la mitad de la cantidad ú que asciendo 
su ajuste y liquidación ; que en esta virtud diú poder D* Mer- 
cedes al Dr. López á fin de que obtuviese la pensión con mas 
los devengados de ocho meses desde Enero hasta Agosto 
de 1877; que propuso á su hermana dar por terminado el con- 
venio, cediéndole la mitad de lo cobrado, por lo cual siendo 
aceptado, le remitió en una letra á cargo de D. Angel Zerda por 



valor de 400 pesos, y que loa veinte y ocho pesos (28 |) que 
faltaban para completar la mitad, quedarian compensados con 
el interés de 3 meses que D. Felipe le debia; que según la 
cuenta, la liquidación de la pensión, es decir la segunda que 
se practicó, so efectuó el 8 de Abril de 1880, dos años después 
de haber terminado el contrato celebrado y qne si se accediera 
á.esta pretensión, con el mismo derecho podría presentarse con 
otra nueva, dentro de diez años, invocando el compromiso, si 
aparecieren fondos cobrables de D* Mercedes; que hay otras Ta- 
zones pora rechazar la demanda y.son: l'quo antes de practi- 
carse la segunda liquidación, D* Mercedes revocó el poder que 
por intermedio de su hermano confirió al Dr. López, nom- 
brando en su lugar á D. Adolfo E. Carranza el que obtuvo se 
hiciera la segunda liquidación y no su hermano que no contri- 
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buyó ni como mandatario, porque aún suponiendo exis- 
tente el convenio, siendo bilateral, no cumplió con las obliga- 
ciones en él estipuladas; que por otra parte el mismo ignoraba 
que hubiera derecho para pedir tina nueva liquidación y cobrar 
la mitad de lo que ella arrojase, lo que demuestra que se consi- 
deraba sin derecho por haber dado por tt-rminado el convenio. 

Vistas las pruebas producidas y los alegatos respectivos, y 
y Considerando: 1" Que las partes están conformes en la exis- 
tencia del convenio celebrado por medio d** cartas, y solo se 
trata de saber si por él se ha de hacer estensiva la obligación á 
la mitad del producto de la segunda liquidación. 

2 o Que la interpretación en caso de dada de los convenios 
que han tenido lugar por medio de cartas, deben hacerse rela- 
cionándose las unas con las otras para descubrir el verdadero 
motivo determinante de los actos, y que habiéndose exhibido 
las cinco corrientes en estos auto*, de fs, 92 á 100, legalmente 
veconneidas por la que tas suscribió, es fácil encontrar la ver- 
dadera intención. 

1873, la señora Verez al consignar la propuesta de su hermano, 
concebida eo estos términos: «de hacer todos los gastos que 
demande el juicio en Buenos Aires hasta su conclusión, sea 
cual fuere la suma de dinero que invierta y bajo la única y 
exclusiva condición de ser indemnizado con la mitad de la can- 
tidad á que ascendiese el ajuste de la liquidaciou » ; le con- 




mayor gusto y si tenemos la suerte de que se pague el ajuste, 
partiremos por mitad la cantidad que resulte ». En la segunda 
carta fecha 20 de Diciembre del mismo año, f. 90, contestando 
á otra dice: «quedo impuesta de las tareas que has tenido para 
organizar una nueva sumaria que ya has despachado á Buenos 
Aires; comprendo los sacrificios y esfuerzos que te habrá cos- 
tado, y Dios quiera que el fruto sea una cantidad que coni- 
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pense tantos gastos y esfuerzos, etc. Queda convenido en qae 
sí solo se consigue la pensión, pagaré con la misma todos los 
gastos en la forma que vos me indicas, destinando cada mes la 
mitad de la pensión hasta acabar de pagar.» Xútesequela señora 
habla agradecida, de conformidad á lo que le dice su hermano. 
En la tercera carta de Setiembre 20 de 1877, f. 92. al recibir 
la noticia que le dá su hermano, de que está decretada la pen- 
sión, le agradece sinceramente y agrega : * tendremos que 
conformarnos, voz con la liquidación y yo con la pensión seña- 
lada». Mas abajo esplica esto, diciendo, que D. Plácido Busta- 
mante le ha informado de que los 80 pesos de la pensión como 
los 712 de la liquidación, son fuertes «me alegro mucho por tos». 
Desde lnego ella comprendía que solo debía la mitad de esta 
liquidación y es Taro que á los seis meses próximamente en la 
corta distancia di* 18 leguas que separa esta ciudad de la de 
Jujuy á donde van dos correos semanales; recien se contradiga 
esta pretensión. En la cuarta carta, fecha 17 de Octubre del 
mismo año, f . 95, es decir al mes, se reüere otra ve» á lo que le 
dijera el señor Bustamante. También le avisa que apoderaba á 
D. Adolfo E. Carranza para que reciba del Dr. López, antiguo 
apoderado, la pensión de Setiembre y la liquidación, dedu- 
ciendo López el importe de los gastos que hubiere hecho y su 
honorario. En la quinta carta del 1° de Mayo de 1878, f . 98, 
contestando á varios cargos, dice a su hermano en conclusión : 
• te abonaré la mitad del valor de la liquidación que se me ha 
hecho (de 712 £f). mandándote una le tía á cargo del señor 
Carranza, en cuyo poder está el dinero y además te dispensaré 
del pago de la letra que j iré á tu cargo hace seis meses por inte- 
reses devengados, del dinero de mis hijas, que tienes en tu 
poder con lo que quedamos chancelados. Esta es mi última de- 
terminación para concluir este asunto. Espero que me hagas 
conocer si las aceptas para remitirte la letra y el recibo que me 
firmó el Dr. Carranza por la letra quo tiene en su poder ». Pe- 
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tez contesta con la carta reconocida de f. 65, y acepta esta pro- 
posición en los siguientes términos.,. « la única solución para 
concluir este asunto que traeria mayores males de ¡>u prolonga- 
ción, es conformarme con tus proposiciones; y debiste no mas 
mandarme la letra con la carta de aviso, puesto que mis obser- 
vaciones, ni mi palabra no son autorizadas ya para vos. » Por 
estas transcripciones se vé claramente que D* Mercedes enten- 
dió siempre que solo se trataba de ios 712 pesos fuertes de la 
primera liquidación de Enero á Agosto de 1877, de la cual de- 
bía partir por mitad ron su hermano. 

3 o Que siendo este contrato consensual bilateral y habiendo 
Terez aceptado en toda forma la propuesta hecha dándole por 
terminado (carta citada); este hecho, aunque nu lo dijera, im- 
portaba una verdadera renuncia de los derechos que suponía le 
aaistian, por lo que se conformaba en definitiva á percibir la 
mitad de la liquidación de los 712 pesos fuertes, renuncia que 
reviste todos los caracteres que la ley requiere para su validez, 
puesto que fué hecha espresamente, y ni siquiera hay lugar a 
retractarse después del largo tiempo transcurrido desde su acep- 
tación artículo I o , título 0", libro 2\ sección 1"; y artículo 8°, 
título 7Mib i 2°, sección 1"). Y si no se quiere entender como 
una renuncia, la obligación se ha extinguido por el miituo con- 
sentimiento (artículo 61, titulo I o , libro 2», sección 3", Código 

4 o Que si no fuera todavía suficiente para comprobar esta 
verdad la referida carta, la prueba se robustece mayormente 
con la confesión del señor Pérez que al absolver la pregunta 6* 
del interrogatorio de f. 51 v., dice que es cierto que <li<j por 
terminado el convenio, b¡ijn et falso supuesto de que no existia 
una nueva liquidación, y aunque se alegue como fundamento de 
la nulidad del acto la ignorancia ó el error, esto no puede acep- 
tarse en presencia de una manifestación espresa y franca de la 
voluntad ejecutada con discernimiento, intención y voluntad 
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(artículo 2<\ t ítalo 1", libro 2\ sección 2* del Código); ¿lo que 
se agrega que en el presente caso, la voluntad se ha manifes- 
tado de una manera formal por una persona capaz, por escrito, 
sin dar lugar A la menor duda, artículo 22 del título y libro 
citado.) 

5 o Que menos puede suponerse el error cuando el nuevo ar- 
reglo, que tenia por objeto extinguir el convenio anterior, tuvo 
su completa ejecución, recibiendo el señor Pérez en remunera- 
ción de sus servicios la mitad de los 712 pesos fuertes quedando 
todo terminado, confesión de f. 59 v.; y si por aquel se ba per- 
judicado, cúlpese á sí mismo el error, si lo hubo (artículo 34, 
título 1°, libro 2 a , sección 2' del Código Civil). 

Bimulacion y dolo, porque si su mismo hermano encargado de 
gestionar la pensión, ignoraba que podía haber una segunda li- 
quidación por los meses de Julio de 1870 basta el 31 de 
bre de 1870, resulta sin violencia que menos habia la 
dad de que ella la supiese, que tenia que aconsejarse 
mano en quien depositaba toda su confianza. A este respecto, se 
descubre en las cartas relacionadas, el afecto tantas veces espre- 
sado que aleja toda presunción en aquel sentido. Ademas, para 
que el dolo anule el acto debe reunir las circunstancias reclama- 
das por el artículo 37, título 1", libro 2 o , sección 2», y debe des- 
cubrírsela intención de engañar, el artificio, la astusia ó ma- 
quinación que lo caracterizan, artículo 3G del mismo título y 
libro, y ley i\ título 16, partida 7" citada por el Codificador 
Argentino. 

T Que la señora Pérez tenia perfecta facultad para nombrar 
á Carranza, y revocar el poder que confirió á López, quien en- 
tregó á aquel los 712 pesos fuertes en cumplimiento de las ins- 
trucciones que recibió, y menos puede pretenderse que, no 
siendo D. Felipe Pérez ni apoderado de su hermaua, sinó encar- 
gada por esta al solo objeto de recomendarla á dicho Lopes, el 
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acto de ln revocación halda de hacerse con su asentimiento, por 
que la facultad de nombrar implic i la de revocar el poder, má- 
xime ai esta facultad es tan libre que el mandante puede hacerlo 
siempre que quiera (artículo 102, título U, libro 2\ sección 3' 
del Código). 

8 o Finalmente que Pérez, confiesa á f. 50 vuelta» de acuerdo 
también con su carta, haber recibido la mitad de l¿ primera li- 
quidación de ocho meses de la pensión, luego «io tovo razón 
para consignar en la cuenta de f. i el saldo de 81 pesos que 
aparece en su favor. 

l'or estos fundamentos y de conformidad á las leye* citadas, 
fallo, absolviendo á la señora D tt Mercedes Pérez de la demanda 
que contra ella se interpuso, con cestas, Notifiquesc con el ori- 
ginal. 

Bmjmm f^ww. 



Fallo de f« 



Buenos Aire», Junio y de 1883. 

; por sus fundamentos, se confirma ron costas la sen- 
de foja ciento cuarenta y cinco, y repuestos los 
devuélvanse. 

J. B, COROS-HAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
U LADISLAO FRIAS. — S. H. LASPIUl. 
— M. D. PIZARRO. 
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CAUSA LVI 



I). Domingo 5. Castro contra fK Editar tí» Caney , por subsa- 
namiento de titulas ; sobre costas tj responsabilidad de tes- 
tigos. | 

Sumario. — El error causado por la creeneia general de un 
hecho, exime de responsabilidad al actor y a los testigos que lo 
lian declarado. 



Caso. — D. Domingo S. Castro, argentino. demandó ante el 
Juzgado Federal ;i D. Eduar.lo Casey, para que le subsanara 
los títulos de unos terrenos que le habia vendido. 

Manifestó que Casey era inglés, y así lo declararon los tes- 
tigos D. Miguel R. Ruiz, y D. Eduardo F. Cabrera. 

Casey declinó de jurisdicción, alegando que ha'jia nacido en 
la República, y era ciudadano natural. 

Castro contestó que daba crédito á su palabra, habiendo 
hasta entonces creído que era extraogero, y pidió al Juzgado 
se declarara incompetente. 

F«il» del Ju«»s de Sceeim 

Buenos Aires, Abril 24 de 1883 
Y vistos ; atentó lo expuesto en el escrito de foja. . . y con- 
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formulad manifestada en el precedente, y teniendo además en 
consideración que el hecho de haber demandado esta parte á 
I). Eduardo Casey. es imputable si su propia negligencia, pues 
antes de hacerlo debió averiguar con exactitud del mismo de- 
mandado, la nacionalidad Ú que pertenecía para determinar el 
fuero, compeliéndolo judicialmente á ello si se hubiese rehu- 
sado voluntariamente, en uso de la facultad que le U'-tierda el 
inciso 2 o del artículo 55 de la ley Nacional de Procedimientos, 
á todo el que se encuentre en el caso de entablar" una demanda; 
se declara el Juzgado incompetente condenándolo al actor eu 
las costas causadas. Y en cuanto á los testigos que han afir- 
mado falsamente bajo juramento, que D. Eduardo Casey era 
extrangero, d los efectos del artículo 69 de la ley Penal Nacio- 
nal, pásense los antecedentes al Juez del Crimen, en oportu- 
nidad. 

Virgilio Tcdin. 

Castro apeló de la condenación en costas, y de ta parte rela- 
tiva á los testigos. 

F»1Jo 4« la KuiirfmR Corle. 

Buenos Aires, Junio 9 de 184*3. 
Vistos : siendo escnsabteel error eu que han incurrido el de- 
maullante Don Dumin-o S. Castro y los testigos Don Miguel lí. 
Kitiz y Don Eduardo V. Cabrera, por la creencia general de s^r 
eiUangent el demandado Don Eduardo Casey, se revoca el auto 
de foja veinte y uno en la parte apelada y repuestos los si - 
llo ¿, devuélvase. 

J. B. GOHÜSTIAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
LTADISLAIf FRIAS. — S. «. LASPILR. 



312 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA LVII 



/) Juan M. Cortina contra la Empresa del Ferro-Carril del 
Sudj por interdicto; sobre competencia. 



Sumario. — Las Sociedades anónimas s<m reputadas para Ins 
efectos del fuero como ciudadanos tucíuos de la Provincia en 
len establecidas. 



Caso. — D. Juan 31. Cortina, argentino, demandó á la Em- 
presa del F. C. del Sud por interdicto, alegando que dicha 
Empresa era de propiedad dü un particular estrangero. 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1883. 
No siendo exacto que el Ferro-Carril del Sud sea de propiedad 
de un particular estrangero sinó de una Sociedad anónima, cuyo 
domicilio legal y nacionalidad es la del lugar donde ejerce sus 
funciones ó sea eu esto ca=¡o, que es argentina. No ha lugar. 

Albarracin. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Los tres fundamentos que aduce el recurrente para pedir la 
revocación de la sentencia apelada sonde todo panto inexactos. 

Ni la Empresa del F. C. del Sud es estrangera, ni es vecina 
de la Capital; ni ta materia es de jurisdicción federal. 

I o Basta, en primer lugar, recordar el artículo 9 o de la ley 
de jurisdicción y competencia: «Las Corporaciones anónimas 
creadas y haciendo sus negocios en una Provincia; serán repa- 
tadas, dice, para los efectos del fuero, como ciudadanos vecinos 
de la Provincia en que se bailen establecidas, cualquiera 
que sea la nacionalidad de los sócios actuales >. 

2 o El F. C. del Sad es una empresa provincial. De la Pro- 
vincia de Buenos Aires obtuvo su concesión, y una subvención 
al principio; en ella tiene su negocio principal. Esta capital es 
su solo punto de partida, y no determina su jurisdicción. No es 
entonces cierto que la cuestión verse entre vecinos de distintas 
provincias. 

3° Por último, que sean los tribunales locales ó los federales 
los que decidan las cuestiones relativas á los bienes raices, en 
nada afecta ni perjudica la jurisdicción que nace de la sobera- 
nía. La referencia a los Tribunales de Inglaterra no puede ser 
mas impertinente. 

Sirvase V. E. continuar la sentencia apelada. 




Buenos Aires, Junio 12 de 1883. 
Vistos; por sus fundamentos y de conformidad con lo es- 
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puesto y pedido por el Sefior Procurador General en sa prece- 
dente vista, se con firma con costas el auto apelado de foja setenta 
y ocho. Repuestos los sellos» devuélvanse. 



Sumario. — Acreditada la posesión y la obra que impide su 
ejercicio, corresponde hacer lugar a! interdicto mandando des- 
hacer la obra. 



Caso. — Los Sres, I). Francisco Youngery D, Kmilio 13 unge, 
contrataron con el Ferro-Carril de Une nos Aires á la Knsenada 
un ramal que pasaba por la barraca de 13 unge primero, y en 
seguida por la de Younger. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 



I-LADISLAO FRIAS. — S. ». LASF1UR. — 
M. D. PlZAHIlO. 




CAUSA 



D. Juan Murray, contra I). Emilia ¡inane, sobre interdicto de 

recobrar. 
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Yonnger vendió su barraca á Murray, y en posesión éste del 
servicio del rama], oeurrió ante el Juzgado Federal alegando 
que Bango habia colocado «na barrera que le impedia el uso 
del ramal, y pidió se mandara levantar la barrera. 



Vistos y Considerando : 1° Que por el contrato corriente á 
fajas 7 y 8, celebrado entre la empresa del Ferro-Carril de Bue- 
nos Aires á la Enhenada por una parte, y por ta otra los Seño- 
res D. Francisco Younger y 1». Emilio üunge, se establece 
una utilidad real en favor de los predios de estos Señores. 

2 Ü Que si bien este contrato solamente se dirijo á consignar 
derechos contra la P^inpresa del Ferro-Carril, resulta evidente- 
mente de sus cláusulas la voluntad de Yimnger y Bungede fijar 
el ramal eu cuestión al través de la 9 propiedades de ambos. 

3° Que encontrándose la propiedad de Younger mas distante 
del punto de partida del ramal, de tal m inera que ha sido nece- 
arlo pasar por l.¡ propiedad «¡i lhu.& pura llegará la de Youn- 
ger, el consentimiento prestado por aquel al contrato celebrado 
con el Ferro-Carril, implii:a la concesión de una utilidad real 
eu favor del predio de Younger, loque constituye una servi- 
dumbre según el tenor del artículo 34, título De las servidum- 
bres, Código Civil. 

í ' Que vi derecho que el contrato acuerda á Younger no es 
personal á este sinó eu beneficio de su propiedad y para facili- 
tar las operaciones de la Barrara que en ella estii establecida, 
lo que importa una servidumbre en favor del predio que ha 
comprado Murray, no siendo causa bastante, para que al ser- 
vidumbre cese, que la propio !ad pase de un dueño á otro, como 
«q expresa en las leyes 8 y i% título XXXI, partida 3'. 



Fallo 4«l 





1883, 



FALLOS HE LA suprema corte 



5* Que el heono de la posesión y el despojo, están acredita- 
dos por la aseveración del demandante consignada en su escrito 
de foja 14 y reproducida en el juicio verbal, aseveración que 
no ha sido contradicha por el demandado, lo cual según el artí- 
culo 87 de la Ley de Procedimientos, importa la confesión de 
esos hechos. 

Por estas consideraciones y las concordantes del escrito de 
foja 14 y las aducidas en el acta del juicio verbal fojas 33 á 36 
vuelta 

Fallo: Declarando que el demandado D. Emilio Bunge, está 
en la obligación de remover la barrera, dejando el tránsito libre 
en la misma forma en qne se encontraba antes, quedando á 
salvo sus acciones para que las ejercite del modo que corres- 
ponda; y siendo á su cargo las costas causadas en este juicio. 
Repónganse los sellos y notifíquese con el original. 

Andrés Ugamza. 

Falla *• I» Ninm Vrt* 

Ruónos Aires, Junio 16 de 1883. 
Vistos ; resultando de autos, que han sido comprobados los 
dos eitremos que requiere el artículo trescientos veinte y ocho 
de la ley de Procedimientos para que tenga lugar el interdicto 
de recobrar ta posesión, se confirma la sentencia apelada de 
foja cincuenta y una, en cuanto por ella se ha ordenada levan- 
tar la barrera puesta por el demandado en el ramal del Ferro- 
Carril de la Ensenada que pasa por sus propiedades, con costas, 
y sin perjuicio de las demás acciones de las partes para discu- 
tirse en juieio ordinario. — Repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. COROSTIAGA — J. DOMINGUEZ. — 
l LADISLAO FRIAS. — 3. H. LASPlliR. 
— H. D, FUAR.ro. 
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CAL HA MX 



D. Juan M. 



Sumario, — i° Es válida la próroga del término de locación 
concedida por el condómino que, con consentimiento de los con- 
dominos, hizo la locación. 

2? El adqnirente de la finca tiene que respetar la próroga, 
aunque los propietarios al venderla, solo hayan hecho mención 
de la locación, y no de la próroga. 

3* El puede reclamar daños y perjuicios contra los ven- 
dedores. 



>. — Lo esplica el 

MI* M Juez de ****** » 



RoMrio, Mayo l*de 1883. 

Vistos estos antos seguidos por D. Juan M. Ortiz contra 
taitón y Laval por desalojo de una finca, resulta lo siguiente : 

En Junio 15 de 1879, Doña Ana S. de Benza, dió en arriendo 
á D. Hilario Badano por el término de 3 años á contarse desde 
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el i° de Julio del mismo año, la casa qae dijo de su propiedad, 
sita en la calle del Puerto, n*. . según el contrato privado de 
f. 6; podiendo el locatario transferir sos derechos, como en 
efecto su viuda los transfirió á los actuales ocupantes y deman- 
dados Latton y La val. 

En el ejemplar del contrato que estos han presentado á f. 19, 
existe un artículo adicional de próroga que dice así: « Por con- 
venio de partes celebrado en esta fecha, se proroga por un año 
mas e! término de este contrato, que vencerá el 15 de Junio del 
año 1884. En fó de haberlo así convenido, se lo firmamos en el 
Rosario de Santa Fé á 40 de Junio de 1880. Ana G. de Benza. 
Testigo: Francisco Zorlasco». 

Esta cláusula no existe puesta en el ejemplar del contrato 
presentado por el demandante. Ahora bien, tanto la señora loca- 
dora Doña Ana como sus hijos copropietarios de esa casa, la 
venden en 28 de Abril de 1881 á D. Juan Ortiz, con la obliga- 
ción por parte de este de respetar el contrato privado de loca- 
ción que aquella celebró con Badano; y la cláusula que así lo 
«■-típula en la escritura de venta á f. 10 v,, dice: c Con la obli- 
gación por parte del Sr. Ortiz de respetar el contrato de arriendo 
de la misma, que tiene otorgado con D. HílaTio Badano con fecha 
15 de Junio de 1879, el cual vence el dial de Julio de 1882». 

Como ge vé, si el contrato se había prorogado por un año, no 
podía vencer en esa fecha, sino ell* de Julio de 1883; y menos 
podia vencer en 15 de Junio de 1884. como lo dice la cláusula 
prorogatoria adicional, contradiciéndose en su propio texto. 

Con estos antecedentes, en Julio 29 de 1882, es decir, con- 
cluidos los 3 años del primitivo contrato y recien comenzado el 
a'ío de próroga, D. Juan tt. Ortiz se presenta demandando á los 
cesionarios del convenio, el inmediato desalojo de la casa; fun- 
dándose en que en el ejemplar que él presenta, el mismo que 
tenia la locadora, no existe esta cláusula de próroga; y en que 
en la esentnra de venta que le han otorgado, ella y los condue- 
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Sos de la casa, si bien lo obligan Á respetar Ja locación hecha 
por la madre común, do mencionan la prúroyu del año, diciendo 
solo que el contrato de arrendamiento debe vencer á los tres 
años de sn celebración; no creyéndose por tanto obligado á res- 
petar esa próroga, en caso la hubiere realmente concedido la 
locadora antes de vendérsele la casa. 

Los demandados, sosteniendo la validez de ella por un año, 
sostienen también que debe vencer el 15 de Junio de 1881, lo 
que prolongaría la próroga casi un año mas; y se fundan en el 
mismo tenor, sin duda contradictorio, de dicha cláusula, aña- 
diendo que si Urtiz se creia con derecho para no respetarla por 
no estar consignada en la escritura de venta que le ha extendido 
la misma locadora ni- untes la otorgó y sus hijos que no la han 
contradicho, ni i» -gado su existencia, es contra ellos que debiú 
dirigir sus acciones, y no en ningún concepto contra los locata- 
rios de buena fé, que tenían sus derechos á la próroga adquirt- 
ridos antes de esa venta, la que no podía anularlos. 

Ademas, los demandados con insistencia, han pedido en esta- 
ción de prueba, que la señora locadora y vendedora reconociera 
bajo juramento si era verdad que ella había suscrito esa cláu- 
sula adicional; reconocimiento que no han podido conseguir, 
esponiéndose siempre en su casa su estado de enfermedad ; 
habiéndose también por los mismos citúdoia en vano, de evicciou. 

El demandante n« ha tratado de producir prueba alguna que 
acuse falsedad en esa cláusula adicional. 

Y considerando: i° Que de todo punto indudable es, según el 
mérito de autos y las presunciones jurídicas que de ellos se 
desprenden que la cláusula prorogatoria por un ano ha sido 
realmente estipulada y nerita por la locadora, Doiia Ana G. 
de Benzo, y esto, por las razones siguientes: 

\* Porque estribando este pleito precisamente en la anteuá- 
cidad | validez de esa cláusula en que se apoyan los demanda- 
dos, que bau hecho cuanto ha sido ¡>osib!e para obtener d.> la 
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señora Benza el reconocimiento de su firma en ella, el deman- 
dante do ha negado de una manera abierta y clara la verdad de 
su existencia, como indudablemente lo habría hecho si supiera 
que la firma de la señora hubiera sido puesta falsamente ; y pues 
de ello podia instruirse con la mayor facilidad tanto por la 
misma como por sus demás Tendedores. Y pues encaso de cons- 
tarle la falsedad, sin duda alguna que él habria pedido el tes- 
timonio de la misma señora, como la mejor de sus pruebas; 
ocupándose mas bien en combatir su eficacia legal en el su- 
puesto de su autenticidad. 

2 1 Porque el único testigo del instrumento, D. Francisco 
Zorlusco, declara ser verdadera la cláusula y verdadera la firma. 

3» Porque á la simple inspección ocular, se nota la identidad 
de la letra de la persona que suscribió el contrato y la cláusula. 

4 a Porque el mismo demandante, D. Juan M. Ortiz, dice al 
absolver posiciones, que ese artículo adicional le fué conocido 
solo después de la compra que hizo de la casa, sin añadir, como 
era regular lo hiciera, que fuera falso, como lo sabría por los 
vendedores, puesto que, como lo espresa también, anduvo en 
arreglos con ellos para rescindir el contrato, lo que es muy 
colejíble fuese precisamente por esa cláusula que recien des- 
pués de la venta había conocido, Y es moralmente imposible 
suponer que los vendedores no le hubieran asegurado su false- 
dad si realmente falsa fuera, y que él no lo hubiera alegado y 
pretendido probarlo; 6 al menos siquiera asegurar que esa cláu- 
sula había sido puesta contra la voluntad de los hijos copartí- 
cipes en la propiedad vendida, ó sin su conocimiento. 

Considerando: 2 o Que siendo por estas razones y otras que 
pudieran añadirse, evidente que esa cláusula es auténtica de 
la señora Doña Ana de Benza, resta solo considerar su mérito 
jurídico en la presente cuestión. 

3° Que á este efecto y siendo contradictoria en su propia 
espresion, respecto del tiempo de próroga que acuerda, es me- 
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nester ante todo interpretarla legalmente, fijando el verdadero 
término prorogado que estuviera en la mente de los contratan- 
tes; pues que celebrado el contrato por el término de 3 anos á 
contarse del i* de Julio de 1879, debió vencer en igual dia de 
1882, j prorogado por un año vencería en i* de Julio de 1883, 
y no de manera alguna en 15 de Junio de 188 i, como se dice al 
terminar dicha cláusula; y debe interpretarse que la mente y 
común voluntad fué la primera y no la segunda, porque el 
plazo de un año es perfectamente conoeido y fijo en la inteli- 
gencia de todos, y al así decirlo se espresa la idea determinada 
en un sentido inequívoco, no necesitando de ninguna otra ope- 
ración mental ó numérica pura fijar con perfecta claridad el 
concepto; mientras que se ha menester mas elaboración mcutal 
y de cálculo, para determinar con acierto el dia, mes y año en 
que hade concluir ese plazo; máxime cuando el contrato pri- 
mitivo fué celebrado en 15 de Julio de 1879. debiendo rejir 
desde el I o del mes siguiente, y cuando lá cláusula \iv prórngn 
fué firmada en 20 de Junio de 1880 ; circunstancias estas, cuya 
reunión y combinación hacen mucho mas posible el error ó la 
equivocación. 

4° Que reducida así la pTÓroga al justo término de un año 
que vence dentro de dus meses, el I o del próximo Julio» no 
puede la parte de Orüz rechazar su validez para exijir el desa- 
lojo inmediato de los sucesores del locatario, pnr las razones 
siguientes: 

1" Porque es indudable ante el buen sentido, que al conceder 
la madre común esa próroga de un año mucho antes de vendér- 
sele la finca, lo hizo con las mismas facultades que tuviera de 
sus hijos copartícipes en la cosa locada; y que las tuvo, lo 
prueba, que ellos en la escritura de venta impusieron el respeto 
& esa locación, aun cuando también equivocadamente fijaron el 
término de 3 años para su conclusión; y fué sin duda una equi- 
vocación en el término, porque figuraba entre los vendedores la 
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misma señora madre que había acordado la próroga de un año ; 

2* Porque aun su poniendo lo inverosímil, que los copartícipes 
no conocieran e-a cláusula cuando so puso, ni|aun antes de hacer 
la venta á Ortiz, conociéndola solo después, cuando este ha 
querido rescindir el contrato, ni aun se ha aGrmado siquiera 
que la hayan desaprobado, ni que la madre la hubiese puesto 
sin su consentimiento y menos contra su voluntad; viniendo 
así á asumir todos los vendedores la responsabilidad consi- 
guiente para con el comprador, desde que olvidando ellos ó igno- 
rando la cláusula adicional de próroga, fijaran al contrato de 
locación un término mas reducido del que debían; 

3 1 Porque, y aun suponiendo que tal cosa hicieran de mala 
fé, ello establecía relaciones de derecho esclusivamente entre 
los mismos y Ortiz, mas no entre éste y los locatarios de buena 
fé, que ocupaban la co^a locada con un título tan legal y bas- 
tante como el que tuvieron para ocuparla solo por tres aüos 
contra cuya validez, aun basada en un privado instrumento, 
nadie podia repetir contra él, si no fuese alguno de los contra- 
yentes, y aun cuando el oponente eslraño estribe en un docu- 
mento público, siendo de fecha posterior á la de los derechos 
adquiridos; y pues que por ninguna clase de documento se 
puede trasmitir derechos que no se tienen por haberse enaje- 
nado; y si oríiw probat se ípsum, esto solo quiere decir en el 
caso que esa escritura por si misma prueba ta venta que sus 
otorgantes hicieran á Urtiz, lo que no se niega» mas no que 
ella pueda destruir y anular derechos anteriores de quienes no 
figuraron en la misma; 

4 o Porque una doctrina contraria seria una perniciosísima 
doctrina, que vendría á establecer que cualquiera escritura pú- 
bliea por el mero hecho de serlo, aun cuando por ella se tras- 
mitiesen derechos ajenos ó enajenados, daría en tierra con 
cualesquiera anteriores adquiridos legalmente por instrumen- 
tos privados, como pueden adquirirse por la Legislación Uni- 
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versal y por nuestro Código Civil en su título 5 o , sección 2\ 
libro 2 o que de esa clase de instrumento» trata, siendo aplica- 
bles ú este caso, sus artículos 6°, 7°, 9 o , 11, 12, 13 y algunos 
otros cuyo espíritu filosófico apoya esta doctrina. 

For estos fundamentos, no se hace lugar á la demanda, en 
cuanto pretende el desalojo inmediato de la casa en cuestión, 
limitándose empero la próroga de la locación, al soio aña que la 
cláusula adicional establece, y que debe vencer el 1" de Ju!io 
próximo, y no en Junio 15 de 1881. Notifíquese con el orijinal 
y repónganse los sellos. 

Fenelon Zuviría. 

Buenos Aires, Junio 16 de 1883. 

Vistos; por sus fuudamcntos se confirma la sentencia ape- 
lada de foja sesenta, sin especial condenación en costas, y sin 
perjuicio de las acciones del comprador céntralos vendedores 

por tos daños y perjuicios. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

■ 

J. B. COROSTIACA. — i. DOMINGUEZ.— 
U LADISLAO FRIAS. — S. M LASPJLlL 
— H. D. P1ZARDO. 
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y Rodríguez contra D. Luis Logegaray, 
sobre cobro de pesos. 



Sumario. — I o Loa simples corredores de Bolsa pueden ha- 
cer operaciones por otros en su propio nombre. 

2° Las compra-ventas de moneda metálica, títulos de fon- 
dos públicos, acciones de compañías y papeles de crédito en 
la Bolsa,*no se presume que importen operaciones ilícitas de 
juego. 

3* Los corredores de Bolsa están obligados á vigilar los inte- 
reses de sus comitentes, y á nacer las diligencias que tiendan á 
salvarlos, absteniéndose de las contrarías. 



Cojo.— Está. 



Vmiím del J» 



Buenos Aires, Febrero 17 de 1883. 

Vistos estos autos de Los cuales resulta : 

I o Que con fecha 28 do Agosto de 1881, ocurrieron al Juz- 
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gado los Sres. Bfjhm y Rodríguez esponiendo; I o Que en bu 
calidad de corredores de bolsa habían realizado por cuenta y 
orden de D. Luis Logegaray las signientes ventas para fin del 
mismo mes: en Enero 27 de 1881 , doscientas acciones del 
Banco Nacional, Tendidas á X Llavallol, al precio de 94%; 
en Julio i 5, cien acciones á M. Pasamán á 99 % %í en 
Julio 27, doscientas acciones á J. Jacobs á 104 2 o Que de 
acuerdo con los osos y reglamentos de la Bolsa, esas operacio- 
nes se habian hecbo a su nombre como comisionistas y eran 
por lo tanto, responsables de su ejecución para con los terceros 
compradores ; 3 o Que dichas rentas lo constituían á Logegaray 
en la obligación de entregarles los expresados títulos, y que 
no cumpliéndola se liquidarían las operaciones al fin del mes. 
debiendo ellos responder por la diferencia que resulte entre el 
precio de las primeras compras y el de la liquidación, y 4* Que 
apareciendo de diversas conferencias que habían tenido, que 
aquel abrigaba un proposito ilícito, y olvidando los debe- 
res que la ley y sus contratos le imponían, procuraba hacer re- 
caer sobre ellos las consecuencias desfavorables de sus nego- 
cios, venian á entablar formal demanda para que en la debida 
oportunidad se le condene al pago de la suma á que asciende 
la diferencia entre el precio de las acciones vendidas según 
queda espuesto y el de la liquidación de ün de mes, imponién- 
dosele el pago de costas. 

2° Que antes de contestada la demanda, se presentaron los 
mismos Señores el 5 de Setit-mbro siguiente con el escrito de 
foja 13, agregando como ampliación de ella: quo D. Luis Lo- 
gegaray les encorneudú las operaciones quo se detallan en las 
notas acompañadas á foja 11, y habiendo ellos dado cumpli- 
miento á sus órdenes, debió el 31 de Agosto, señalado para su 
entrega, poner en sus manos los efectos vendidos; pero ha- 
biendo experimentado estos una alza considerable, aquel había 
hallado por conveniente faltar á sus compromisos y no efectuó 
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dicha entrega, y que en consecuencia, de este proceder, el 31 de 
Agosto, día del vencimiento de las operaciones, tuvieron que 
proporcionarse los valores en conformidad á los usos y regla- 
mentes de la Bolsa, lo que les ha ocasionado fuertes pérdidas, 
cuto importe que asciende á la suma de 15.075 $L debe serles 
reembolsado por su comitente, con mas los intereses correspon- 
dientes, pidiendo en consecuencia se condene á Logegaraj al 
pago de la expresada cantidad, etc. 

3 o Que el demandado, en contestación al traslado que le fué 
conferido espuso: I o Que dio orden á los Sres. Bóhm y Rodrí- 
guez de comprar acciones del Banco Nacional y cuando les pidió 
que le compraran al contado, lo hicieron á plazo; repitió la ór- 
den de compra de 100 acciones mas y en vez de comprarlas, las 
vendieron á plazo, presentándole una liquidación que desune* 
tuvieron buen cuidado de retirar; 2 ■ Que tal ora su situación 
respecto de dichos Señores, cuando se le presentaron dicién- 
dole que en las ventas que J habían hecho de acciones del Banco 
Nacional, le habían adjudicado doscientas y para determinarlo se 
esforzaron en demostrarle que la baja era segura, invocando la 
opinión de personas muy caracterizadas, y de este modo obtu- 
vieron su consentimiento para la venta de otras 400 acciones 
en dos partidas; 3 o Que el 30 de Julio uno de los socios, el se- 
ñor Rodríguez, le manifestó que las acciones estaban en baja 
y que él estaba vendiendo á 103 '/>t y en el acto le contesto 
que por bu parte no queria esperar mas; que le compraran las 
seiscientas y liquidara á ese precio, y que Rodríguez le declaró 
que quedaba liquidada la operación por su cuenta; pero pocos 
días después, aquel se le presentó diciendo que estaba en descu- 
bierta pues no había comprado las acciones, á lo que le replicó 
que nada tenia que ver pues ese era un negocio concluido; 
4° Que en todo esto, no había nada de seriopaes Bolina y Rodri- 
gue?, pagaban diferencias y le adjudicaban (al demandado) las 
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pliaii su Orden d compra, hadan su operación, se aplicaban el 
lucro de la diferencia y negaban luego; que para demostrar 
esto de una manera evidente, ese mismo dia compraban por sn 
cuenta 600 acciones á Í10 1 /.» HO 1 /, y til y con ellas le de- 
cían quedaba ú cubierto de ifuial cantidad de acciones rendidas; 
5° (Jue pensó pagar la diferencia entre la compra y la renta á 
i 03 1 ¡t pero en vista de la estafa patentizada por el memorán- 
dum agregado ¡i foja se aeojia -í la jurisprudencia que niega 

acción á los demandante» para reclamar semejante diferencia; 
pues no habían existido acciones en efectivo, sinó juego; no 
había habido acto alguno serio sinó aparentes compras y ren- 
tas y falsas liquidaciones y operaciones de juego; C° Que en 
cuanto á las comisiones que se cargaban cobraban el duplo, el 
triple ó siete veces mas de lo que correspondía, que era un oc- 
tavo por ciento. 

4 o Que el Juzgado por auto de foja 28 vuelta, recibió la causa 
á prueba para que se justifique : f° Si las órdenes que recibie- 
ron Bóhin y Rodríguez fué para realizar Jas ventas á plazo ó al 
contado ; 2' Si efectivamente tuvo lugar el arreglo de 3Í do 
Julio de que luce mérito Logegaray; y 3" Los hechos espues- 
tos en el dea mo séptimo párrafo del escrito de confutación; 
habiéndose producido dentro del término legal la que indica el 
certificado de Secretaría corriente á foja 

Y considerando: l n Que segtrn el artículo 86 de la ley nacio- 
nal de Enjuiciamiento, el demandado debe contestar confe- 
sando ó negando categóricamente los hechos establecidos en la 
demanda, pudlendo su silencio ó sus respuestas evasivas esti- 
marse como un reconocimiento de la verdad de tilas. 

2 o Que con arreglo a este principio y dados los términos en 
que ha sido contestada la demanda, debe admitirse como fuera 
de discusión que Logegaray, comisionó álos Sres. Bóhui y Ro- 
drigues para que efectuaran las operaciones, para fin de Agosto 
de 1881 de compra y venta de oro y cédulas hipotecarias y 
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renta, de acciones del Banco Nacional que expresa la nota de 
foja íi contra la que no se ha hecho observación alguna, sin 
que tenga objeto ni per ti uer.cia á la causa investigar los mo- 
tivos que determinaron al demandado á efectuar tales opera- 
ciones, puesto que cualesquiera que sean no pueden alterar las 
relaciones jurídicas resultantes del mandato conferido á los de- 
mandantes. 

3 o Que es un punto ya definitivamente fijado por la jurispru- 
dencia de los Tribunales tanto Nacionales como Provinciales, 
como puede verse en la causa seguida por D. Alfonso Laferrere 
contra D. Juan Lantis, fallada por la Suprema Cot te Nacional, y 
en la de Allget y Méndez contra Don N. Fasso, por la Corte de 
la Provincia, que los corredores de Bolsa que reciben manda- 
tos de la naturaleza del que motiva este juicio, obran como ver- 
daderos comisionistas haciendo la operación en su nombre y 
por su cuenta, de modo que sus derechos y obligaciones así 
como la de sus comitentes deben ser juzgados por las disposi- 
ciones del Código de Comercio relativas á esta materia, ade- 
mas de las reglas especiales establecidas en el reglamento de la 
Bolsa de Comercio, que es la ley que rije para todos los que 
forman parte como sócios de esa institución, no siendu aplica- 
bles las prohibiciones del artículo 106 del Código citado, sinó 
á los Corredores de Comercio, matriculados previo el cumpli- 
miento de las formalidades y requisitos prescritos por la ley 
para el ejercicio de ese cargo. 

4 o Que de lo expuesto se deducen dos importantes conse- 
cuencias, la primera es que Logegaray estaba obligado i poner 
en manos de su comisionista los Sres. Bohm y Rodrigues, los 
efectos vendidos el dia de! vencimiento de la operación, para 
que á su vez estos pudieran rumplir entregándolos a los com- 
pradores; so pena de responder por los daños y perjuicios que 
de su omisión resultaren en conformidad á lo dispuesto en los 
artículos 218, 219 y 310 del Código de Comercio; y la segunda, 
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que do puede alegarse la nulidad de las operaciones hechas en 
su nombre por los corredores de Bolsa, por defecto de capaci- 
dad legal, mientraa no se pruebe que también lo son de comer- 
cio matriculados en el respectivo Tribunal, lo que ni se ha he- 
cho ni se ha alegado en este caso. 

Considerando, en cuanto á la falta de acción opuesta á los 
demandantes, procedente de la naturaleza de la operación : 

5 J Que las compras y ventas, de moneda metálica, títulos de 
fondos públicos, acciones de compañías y papeles de crédito 
comerciales, están expresamente permitidos como actos de co- 
mercio por el artículo 215 del Código citado, y de consiguiente 
derogadas todas las disposiciones anteriores que reputaban ilí- 
citas esta clase de operaciones en conformidad & lo dispuesto 
en el artículo 1750 del mismo Código, sin que haya excepción 
alguna que comprenda á las operaciones á plazo. 

6 o Que si bien es posible que bajo la forma de una operación 
á plazo se encubra un Terdadero juego, prohibido por nuestra 
Jejislacion civil, pueden también tener por objeto negociaciones 
serias, con la mira de realizar beneficios sobre el precio corrien- 
te de los títulos, deuda pública, etc., sin que implique ni cons- 
tituya una presunción legal de juego el hecho de que en ciertos 
casos la operación se resuelva en el pago de diferencias, por- 
que no hay presunción legal sin ley que la autorice, y nuestra 
lejistacion, nada dice al respecto. 

7 o Que de consiguiente siendo la cuestión ú resolver de he- 
cho y de intención, en caso de duda ó ineertidumbre toca al 
que alega el juego como excepción demostrar plenamente am- 
bas cosas en virtud del principio consagrado en la ley 8«, tí- 
tulo 3 o . partida 3* (in excipiente reus fit actar; ación incum- 
ba probatio), sin que valga alegar que la prueba seria muy difí- 
cil en esta materia, porque la subsistencia del principio general, 
no puede hacerse depender de un accidente como es la mavor 6 
menor dificultad do la prueba. 
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8" Que la parte de Logegaray se ha limitado á ampararse de 
la jurisprudencia» que según él, niega toda acdon para el cobro 
de diferencias, sin citar un solo caso resuelto por los Tribuna- 
les en conformidad a sus pretensiones, no habiendo producido 
prueba alguna para demostrar que en la intención de ambas 
partes, y en el hecho no se ha tratado sino de operaciones de 
juego 6 agio, ó bien que los corredores Iiühm y Rodríguez han 
prestado el concurso de su oficio para tales actos entre el de- 
mandante y los terceres que aparecen como compradores de los 
efectos. 

Considerando en cuanto á la acción deducida por los deman- 
dantes y demás hechos alegados : 

9° Que apartando las operaciones sobre oro y cédulas, táci- 
tamente admitidas, los demandantes han probado por el do- 
cumento de foja 1, contra cuya autenticidad y contenido no se 
ha hecho observación alguna, por toa términos en que ha sido 
contestada la demanda .articulo 80 de la ley de Procedimien- 
tos) y por el informe de la Cámara Sindical de la Bolsa de Co- 
mercio, corriente á foja U9, que Don Luis Logegaray les dio 
manduto para vender por su cumia (XX) acciones del Banco á 
entregaT el 31 de Agosto de 1881, cuya venta realizaron bajo 
su responsabilidad, en conformidad ¡i h dispuesto en el articu- 
lo de los Estatutos de la Bolsa, en las Techas y por los precios 
indicados en el primer resultando de esta sentencia, no habién- 
doles entregado aquel los títulos al vencimiento de la opera- 
ción, ni cumplido las obligaciones procedentes de esa nego- 
ciación según lo comprueba el mismu iuforme citado en el 
Capítulo VI. 

40° Que Logegaray ninguna prueba ha producido para jus- 
tificar que en dicha venta de acciones se huyan violado ó con- 
trariado sus instrucciones. 

11° Que por lo que respecta al convenio, que se dice cele- 
brado en 31 de Julio, según el cual Logegaray dió orden á Ko- 
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driguoz que le comprára una cant dad igual á la vendida, al 
precio de 103 '/•> P&ra cubrirse y liquidar á ese precio, á lo qua 
e¿te asintió manifestándote « que la operación quedaba liqui- 
dada por su cuenta*, que la única prueba directa que se ha 
presentado para justificarlo, consiste en la declaración del tes- 
tigo D. Andrés Airóla, que dice haber tenido lugar esas pala- 
bras en su presencia, la cual carece totalmente de valor, no so- 
lamente por su singularidad (ley 32, tít. 16, part. 3'), sinó por- 
que, como el mismo se ha encargado de manifestarlo en el 
escrito presentado a f, 90, estaba tan ofuscado en el acto de la 
declaración que incurrió eu falsedades, y si bien puede aquella 
circunstancia, en la hipótesis de ser cierta, servirle para eacu- 
sar estas como un acto inconsciente, hacen sospechosa é inad- 
misible toda la declaración presentada bajo su influencia. Ade- 
más, contra ella y contra la verdad del arreglo en cuestión, 
está el informe de la Cámara Sindical de la Bolsa de Comercio 
corriente á f. 99, del que resulta que Logegaray, fué espulsado 
de ese establecimiento por no haber cumplido sus compromisos 
con los demandantes; decisión que seguramente no habría adop- 
tado la Cámara Sindical sin el estudio previo de todos los an- 
tecedentes y el eiámen de las pruebas y descargos que ha de- 
bido presentar ante ella el demandado, allí donde sus testigos 
no tenían motivo de padecer ofuscación y donde por otra parte 

dada, sin sujeción á reglas estrictas de procedimiento y apre- 
ciación legal. 

12* Que el resto de la prueba testifical, se reduce á referen- 
cias de conversación y hechos indirectos que en ningún caso 
pueden servir para fundar una decisión legal sobre la existen- 
cia del convenio para liquidar á 103 1 \ alegado por el deman- 
dado. 

13° Que no obstante, del documento agregado á f. 19, cuya 
autenticidad han reconocido los demandantes, se desprende 
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que en el mismo mes de Agosto (el día 12) compraron por 
cuenta y Órden de Logegaray 600 acciones del Banco Nacional 
para cubrir las que debia entregarles el día 31, á los precios 
de 110 */, 400, á 110 Vi i00 « J á H i las otras 100, de su valar 
escrito, de modo que la indemnización á que tienen derecho los 
demandantes no puede exceder de la diferencia en los precios 
de las compras y los de las ventas efectuadas en los días 27 de 
Junio, 15, 16 y 27 de Julio. 

14 a Que sí bien se ha tratado de demostrar que esta última 
operación no fué aceptada por Logegaray, admitiendo el hecho 
como comprobado, los comisionistas en ningún caso debieran 
tomar por su cuenta esta nuera operación que debia dar por 
resultado desminuir las pérdidas de su comitente porque un 
mandatario fiel, debe hac -r y cumplir todas aquellas diligen- 
cias que tiendan á salvar los intereses do su comitente obrando 
como lo baria en negocio propio (art. 342) absteniéndose de 
aquellos que sean manifiestamente contrarias y con tanta mas 
razón, cuanto que repetidamente sostenían los demandantes, 
que su ocupación exclusiva es la de corredores, y que jamás 
hacen especulacioacs por cuenta propia, 

15° Que si es efectivamente cierto que Logegaray rehuso 
aceptar la liquidación á los precios que indica el memorándum 
de f. 19, la acción de los demandantes procediendo fielmente y 
de buena fé, se limitaba á exijirle el cumplimiento de las obli- 
gaciones resultantes de esta nueva operación, pero de ningún 
modo apropiársela, sobretodo cuando vieron que los resultados 
eran favorables, dejando á su comitente la operación ruinosa, 
(V, Bedarride, Üet Commissionaires, n" 75). 

16° Que esta conclusión es tanto mas justa y equitativa, 
cuanto que según los usos comerciales de Ja plaza, el corredor 
de Bolsa, no es un simple intermediario ó dependiente, sino en 
muchos casos hasta director y consejero de su cliente y en no 
pocas ocasiones el que lo decide con sus datos é indicaciones a 
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entrar en cual 6 tal especulación, de donde nace hasta cierto 
punto una obligación moral de vigilar el curso de la operación 
j prevenir en cuanto le sea posible la agravación del desastre. 
17° Que en cuanto ¡i la comisión que debe abonarse á Jos cor- 



no puede ser otra que la que fija el Reglamento de la Bolsa 
para esa clase de operaciones, al cual debe suponerse que las 
partes han entendido someterse cuando han omitido hacer de 
esti punto materia de «na estipulación espresa, porque como 
se ha dicho antes esa es la ley especia) que rije las relaciones 
de los socios de la casa entre sí, siendo aquella de un cuarto por 
ciento sobre el importe real de las transacciones según el in- 
ciso 7" artículo 44 del líe-lamento citado, 

l'or estos fundamentos fallo condenando á I>. Luis Logega- 
rav al p;igo de la suma de 6500 $ m/ : saldo pn dente de las 
ventas de oro; al pago de h diferencia entre los precios de las 



mero comp.adus del mintió mu lo el i 2 de Agosto según la 
neta de f. 1U; y la nnu¿Mou de un cuarto por ciento sobre el 
importe total de l is trausai ciones en el término de diez dias, á 
cuyo efecto el Secretario practicará tu correspondiente liquida- 
ción, Notifíquese original 





I tnjitiu .1/. ícítin. 



Las dos partes apelaron de la sentencia anterior. 



Fallo de I* Kuprei 



Corte 



Buenos Aires, Junio 19 de 1H83. 

Vistos; por sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
T. ivi ^3 
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tencia apelada de foja doscientos cincuenta y ocho; satisfechas 
las de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

J. B, G O ROSTI ACA. — J. DOMINGUEZ. — 
O LADISLAO FRIAS. — S. M- L ASPID R. — 
M. D. PIZARRO. 

m 



Se pidió aclaración respecto de las costas, por haber sido ape- 
lantes las dos partes. 



Buenos Aires, Junio 21 de 1883. 

Habiéndolas dos partes apelado en esta causa de la senten- 
cia de primera instancia, se declara que las costas ú que se re- 
fiere la sentencia de «ata Corte deben ser pagadas en el órden 
en que han sido causadas. 



I. B- GOROSTiAGA. — J. DOMINGUEZ, — 
U LADISLAO FRIAS. — S. M. LASP1UR. 
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/>. Francisco Oliver contra V. L y E. Casares, por cobro 
ejecutivo de honorarios 



Sumario. — No probada la excepción opuesta, debe llevarse 
adelaute la ejecución. 

Coso. — Lo esplica el 



Y vistoB estos autos seguidos ejecutivamente porD. Fran- 
cisuo Oliver contra los señores V. L. y E. Casares por cobro de 
honorarios, para resolver por la eicepcioo de pago opuesta por 
los ejecutados, y de que resulta: 

1° Que esa excepción la fundan en un convenio que se dice 
celebrado en Noviembre de 1875, con el ejecutante, según el 
cual este, á partir de quella fecha, debía cobrar mil quinientos 
pesos moneda corriente mensuales como remuneración de todos 
los derechos pro curatorioa y comisión de cobros estrajudiciales 




Bueno» Air*». Agoitó 8 de 1882. 
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que se le encomendaron, pudiendo Oliver cobrar honorarios, 
tan soto cuando hubiere condenación, en cuyo caso los señores 
Casares no se obligaban, ni se responsabilizaban á otro pago. 

2 1 Que tal convenio fué negado por Oliver en cuanto al al- 
cance que se le daba por los señores Casares, aseverando que 
la comisión era por lo* cobros estrsijudiciales que se le enco- 
mendaron que fueron numerosos é importantes y que la mejor 
prueba de que eran inexactas las afirmaciones de los señores 
Casares al respecto, estaba en que le habían abonado honorarios 
en un asunto en que las costa* eran á cargo de los ejecutado» y 
no de los señores Casares, 

Y considerando: l n Que aún admitiendo probada la existen- 
cia de un convenio, no puede decirse lo mismo de las cláusulas 
en que los ejecutados fundan su excepción, desde que negadas 
por el actor, los señores Casare* no las han constatado du una 
manera fehaciente, y la acepción legal y usual de comisión que 
se usa en los recibos de Oliver es contraria á la di- honorario por 
iguala. 

2 o Que ademas Oliver hacía profesión de procurador judi- 
cial, de donde se desprende la presunción legal de que por sus 
trabajos tenía derecho á una remuneración de honorarios que 
era a cargo de los señores Casares satisfacer, á menos de pro- 
bar por prueba completa el convenio á que se reliere <■] l r in- 
ciso del artí-ulo 2' de la ley de 21» de Agosto de 18(1:1 y no puede 
llamarse tal el que se invoca, tanto porque no so especifica id 
caso, como porque consta que Oliver á mas de procurador judi- 
cial de lo* señores Casares era aí inKmo tiempo cobrador de las 
cuentas de esa casa. 

3 o Que no puede admitirse como prueba bastante de la dicha 
iguala, la declaración de los señores Rosseti y Dr. Hengolea 
fojas 42 á 45, tanto por estar en contradicción con esos recibos, 
como por haber sido tachados oportunamente, y et Juzgado 
aún cuando no admita en absoluto la tacha opuesta, no obs- 
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tante ré disminuida la fuerza probatoria de sus declaraciones» 
especialmente la del segundo, por la circunstancia de la amis- 
tad alegada y reconocida á fs. 12 vuelta y Á'i por ser abogado di- 
rector de algunos asuntos do los demandados, y no puede según 
las reglas de la sana crítica (art. 124, h-y Nacional de Procedi- 
mientos'; acordar A sus dii líos en lera fé, á lo que .se agrega que 
dichos testigos son de referencia, de modo que han podido oir 
ó interpretar equivocadamente los hechos sobre que declaran, 
pues ninguno de loa dos presenció el acto de tu convención, o 
estipulación cu que se funda la excepción jura poder asegurar 
con entera exactitud e na les eran sus términos precisos. 

4 U Que por otra parte, resulta de las posiciones de f. 97 
absuelus por los ejecutados, que estos á pesar de las cláusulas 
del convenio invocado, han satisfecho á Olí ver sus h< mor arios 
judiciales, no obstante no haber cobrado ellos de su deudor 
Tlellig; pago que no hubiesen efectuado si efectivamente 01 i ver 
no hubiese tenido derecho ¿i su reclamación, siendo una regla 
de interpretación que los hechos d-- los contrayentes subsi- 
guientes al contrato que tenga relación con el hecho que se 
discute, es la mejor esplicaei >u de la intención de las partes al 
tiempo de celebrarlo incido 4 , art. tiOÍÍ. Código de Comercio). 

5 o Que los ejecutados han confesado (2* posición f, 97 que 
efectivamente Üliver mientras ejerció el mandato que le cunli- 
rieron ha cobrado eslrn judicialmente fuertes sumas de dinero, 
ó ha obtenido reconocimiento de deudas á favor de sus comi ten- 




cobros, la duda ipie manifiestan tratándose 
equivale i confesión (jurisprudencia de la Corte Suprema, 
serie 2\ tomo l ü , pág. 154). 

C" Que la ignorancia que los ejecutados alegan en contesta- 
ción á las otras posiciones de f. 47, tratándose de hechos pro- 
pios recordados ó aludidos durante el debate de la causa, equi- 
vale también según la jurisprudencia antes citada, y lo dis- 



338 



FALLOS DE LA SUPREMA COATE 



á con- 



puesto por el artículo 115 de la ley de i 
fusión espreso. 

Por estoj fundamentos fallo : no haciendo lugar á la excep- 
ción de pago opuesta por los ejecutados; y de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 11 7 de la ley nacional citada, mando 
llevar adelante la ejecución hasta hacerse efectivo pago del ca- 
pital, 



ío M. Tedin. 



FalU «le laSupreM» Cterto 

Bueno» Aire», Junio 19 de 1883. 

Vistos ; por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento quince. Satisfechas las de la instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse, 

J. R. GOHOSTIACA. — I. DOMINGUEZ.. — 
U LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. 
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CAUSA 



¡ion Francisco Arzeno contra D* Petrona C. de Mondo, 



por interdicto de obra nueva; 



Sumario.— i° El conocimiento de un interdicto, deducido por 
un eitrangero contra un ciudadano, corresponde á la Justicia 
Federal. 

t El haberse resuelto por los Tribunales locales un inter- 
dicto sobre el mismo inmueble con el causante del eitrangero, 
no es razón para atribuir á aquellos el conocimiento del nuevo 
interdicto. 



Caso.— Don Francisco Arzeno, cxtraugero, dedujo interdicto 

de obra nueva contra D* Petrona C. de Inendo. 

La demandada opuso que un interdicto igual, y otras cuestio- 
nes sobro el inmueble habian sido discutidas ante l<- Tribunales 
locales con D. José Iturraspe causante de Arzeno, y que por 
consiguiente el conocimiento di-I interdicto que este deducía, 
correspondía & aquellos. 
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F»llo del Juez de 



Rosario, Marzo 7 d« 1883. 

Vistos; en ta excepción de incompetencia deducida por don 
Caliste (ínnzalez, en representación de la señora D* Petrona Can- 
dUti de Iriondo, natural y vecina de Santa Fé, en el inter- 
dicto de obra nueva interpuesto por D. Francisco Arzeno, res- 
ciño de Buenos Aires y de nacionalidad italiano, con lo demás 
en su razón expuesto. 

Y considerando: \° Que por la Constitución Nacional y por 
el articulo 2* de la ley de i i de Setiembre de 18U3. corresponde 
á la justicia fedi-rd por las personas, el conocimiento de las cau- 
sas entre argentinos y extranjeros como entre vecinos de dis- 
tintas Provincias. 

2" Que se ha probado sin contradicción que el demandante 
es eitraugero y argentina la demandada, correspondiendo por 
tanto la causa A la justicia nacional, 

3 o Que las pruebas y document us que en gran cópia se han 
arrimado por arabas partes, tratándose solo de fijar la compe- 
tencia del fuero, son estemporáueas, por ser solo tendentes á 
probar mejor posesión ó derecho al campo cuestionado, las que 
tendrán su oportunidad cuando determinado el fuero, hayan de 
apreciarse para resolver el interdicto deducido ó cuando se trate 
de un juicio petitorio. 

4 o Que ademas de esto, las razones que según esas pruebas 
aduce el excepeíonante, se refieren solo á antecedentes y cues- 
tiones habidas entre !a familia Iriondo y I). José Iturnispc 
que vendió los campos de Ja cuestión á D. Francisco Arzeno con 
posterioridad en 1880, foja 1\ siendo por tanto Arzeno un es* 
traño litigante, aun cuando sus derechos procedan de aquel y 
sea la misma cosa sobre que surje este nuevo pleito] y pues 



DE JUSTICIA NACIONAL 



que siendo distintos los litigante?, sabido es por derecho que 
deben ocurrir al fuero correspondiente, pudiéndose hacer va- 
ler ante él los documentos y procedencias 
fuero. 
5* 

ha resuelto ya terminantemente el caso en su fallo del tomo5 fl , 
série 1", página 208, estableciendo que aun cuando el objeto 
de dos pleitos sea la misma cosa, sisen distintos los litigantes 
no puede exi-tir la prevención en el conorimiiMito de una f-ausa, 
por ser un principio adoptado per la ley 20, título ±2, par- 
tida 3' que res mter (dios arta alia nm nocei. 

*Í" Qflfl no puede decir el exeepc ¡o ti ¡inte que e-la cuestión de 
competencia h,iya sido ya resuelta, porque lo fuera el artículo 
de incompetencia que promovió I). José lturraspe con motivo 
de una mensura que solicitó ¡inte el Juez Dr. Olio, en Santa 
Fé; 1", porque consta df ÍOS documentos públicos presentados 
pnr el mismo como por los de igual carácter del demandante 
(fojas i* y 60 á 7Ü), y como enlistaba al mismo Sr. Juez que 
falló contra la declinatoria de I turras pe en 8 de Marzo de 1881 
(foja 63), que este no era ya dueño de esos terrenos sino Ar- 
zeuo ú quien se los vendió el año anterior, en Mayo 12 de 1K80 
(foja i']; habiéndose protocolizado esos títulos cu lí) del mismo 
por mandato del precitado Sr. Juez: 2% porque no siendo ya 
entóneos lturraspe du-nn estos terrenos, ni lij-iiraudo como 
apoderado de su comprador, que no dedujo tal artículo ni in- 
tervino en tales diligencias, ni referídose á él esa resolución so- 
bre competencia, mal puede invocársela en su daño; pues ni 
siquiera aparece que fuera citado en ninguna de las diligencias 
de ta mensura solicitada por la señora de Iriondo en 1879 y 
aprobada recien en Julio % de 1881 (foja 32 vuelta), por el mis- 
mo Sr. Juez Dr. ('ello, á quien como >e ha dicho constaba que 
desde el ano anterior era Arzeuo dueño de esos campos. Y pues 
en ese auto declara que lturraspe habia antes presentado un es- 
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erito en que indica á otro (i Arzeno sin duda, aun cnando no lo 
nombra) por dueño de las tierras que como suyas reclamaba 
Hurraspe en 4879 {es decir el año antea de haberlas enage- 
nado), diciendo mas : que ni Hurraspe al protestar la mensura 
lo hizo á nombre del individuo que hoy indica {en Junio de 
1881), como asi debió expresarla en ese documento y noá nom- 
bre propio como lo hace; teniendo no obstante el Sr. Juez á 
bien i pesar de eae conocimiento, aprobar la mensura, sin noti- 
cia de Aneno. De que resulta claramente que este no 
ser afectado por una ni otra de esas excepciones que no 
para arraigar ei fuero de Provincia sin sa noticia y sin su con- 
sentimiento. 

7* Que por otra parte las diligencias y resoluciones de los 
tribunales de la Provincia y Fallosde la Suprema Corte, que en 
cópia se acompañan por el excepcionante de fojas 66 I 77, por 
las cuales se dedaTÓ competente el fuero Provincial, no proce- 
den por referirse á un asunto absolutamente distinto del ac- 
tual, como fué una mensura que se hizo en años pasados á soli- 
citud de Hurraspe y se desaprobó en i873 en controversia con 
el finado Sr. Iriondo, esposo de la excepcionante; y pues hoy se 
trata de otra distinta mensura solicitada en 1879 por dicha se- 
ñora y aprobada cuando ya no era dueño de esos campos Itur- 
raspe sino Arzeuo ; siendo por tanto otro el pleito y otros los 
los cuales no se refieren ni podiau referirse esos 
y esa suprema resolución de Octubre 23 de 1877. 
Y si Iturraspe hizo surtir fuero Provincial en sus asuntos á pe- 
sar de su insistente voluntad contraria, Aneno en los suyos, 
distintos y de años posteriores, ocurre en tiempo y forma á los 
tribunales que las leyes le designan. 

8 a Que tampoco es procedente la prueba sobre si tas hacien- 
das que existen en el campo cuya propiedad alega Arzeno, sean 
suyas ó de Iturraspe, pues esa no es la cuestión, sinó simple- 
mente la de competencia para conotier del interdicto. 
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Por estos fundamentos, declárase competente este fuero para 
conocer de la demanda interpuesta. Notifíquese con el original 
y repónganse los sellos. 

Fenehn Zuviria. 



VISTA. DEL SESOR PK CURADOR GE>EIUL 



Buenos Aires. Junio 9 de 1883. 

Suprema Corte: 

Este inmenso expediente se ha fonnado con motivo de una 
simple denuncia de obra nuera; y A la verdad que tres cuartas 
partes de sus abultadas actuaciones, pudieran bien haberse es- 
cusado. Por una y otra parte se han acumulado antecedentes y 
pruebas con relación al fondo de los derecho* respectivos, que 
no eran del caso por el momento. 

Se trata simplemente de un interdicto do obra nuera. 

la señora de Iriondo hacia construir un alambrado en terren . 
de D. Francisco Arzeno, que está ó cree estar en p >sesion como 
suyo. 

Arzeno pide luego suspensión al Juzgado de Sección de 
Santa fe 

" La señora de Iriondo declina de jurisdicción fundándose en 
cuestiones que habia tenido con Don J. Iturraspe ante la jus- 
ticia lucal, que según ella radicaban la jurisdicción ante la 



Arzeno obserra con razón que nada tiene él que m con los 
pleitos que Itnrraspe haya podido seguir y en que él no ha te- 
nido participación de ningún género. 

Si como pretende la señora de Iriondo en estos pleitos, su 
mejor derecho ha sido reconocido, será esta una excepción que 
pronto dará Tazón de las pretensiones de Arzeno. Mientras 
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tanto, no se puede á este impedir ocurra en defensa de los de- 
rechos que cree tener, á su jurisdicrion natural. 

Refiriéndome en lo demás á los fundamentos tan abundante 
como claramente expresados por el Juez de Sección, pido la 
confirmación de la sentencia apelada. 

Editará* Cosía. 
Falla de la Suprema Carie 

üijfnoa Aires, Junio 19 Je 18«3. 

Vistos; por sus fundamentos j de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señor Procurador General en su precedente 
vista, se confirma con eost.i- el auto apelado de foja ciento 
ochenta. Satisfechas las de la instancia y repuestos los sellos, 
devuélvanse lo£ autos. 

J. D. GOROSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
Uf.ADISLAO FRIAS. — S. II. LASPIUR. 
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l). Mariano A ¿carado contra D. Cayetano t¡imenez t sobre 



Sumario. — Comprometidas las partes á aceptar las dispo- 
siciones y re eluciones de un perito, sin recurso de ningnu gé- 
nero» debe mandarse ejecutar lo re su tito por él. 



Caso. — En una cuestión que tupieron D. Mariano Atvarado 
con D. Cayetano ÍÜmenez, sobre n-paracirmes de una tinca que 
el primero había dado en alquiler al segundo, convinieron en 
nombrar al perito maestro albaíiil I). Andrés Paroni, para que 
este dispusiese y ordenase las reparaciones que debían hacerse 
con arreglo al contrato de locación, comprometiéndose á acep- 
tar sus resoluciones sin recursu do ningún género. 

El perito presentó una nómina de las obras á hacerse, y la 



Alvarado se quejó, alegando que las obras que se estaban ha- 
deudo no erau conforme al coutrato, y pidió una inspección 
ocular. 



cumplimiento de convento. 
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Falto M Jmi de SmcIm 

Rowrío, Abril 21 de 1883. 

Visto el incidente, y considerando : Que por mas que en con- 
cepto del pToveyente, según la yista.de ojos practicada, el perito 
haya faltado gravemente á su deber, dando por terminada una 
obra según el contrato, no catándolo ; pues los arcos que so 
abrieron no se han cerrado sinó en parte del espesor de la pa- 
red, dejándola abierta en lo demás, no habiéndose tampoco co- 
locado las puertas en el lugar en que estuvieron, según lo hizo 
notar en la vista de ojos la parte de Alvarado, insistiendo en 
ello en la andiencia; y sin que sea necesario hacer notar otras 
deficiencias, el Juzgado no tiene facultad para ir contra el dic- 
támen de dicho perito que fué nombrado de común consenti- 
miento, renunciando espesamente las partes á todo recurso 
respecto de sn fallo: * pues en el acta de f. 7 se esprtsa que 
ambas partes se comprometen á aceptar las disposiciones y re- 
soluciones que dicho perito practicase y tomase en este asunto, 
sin recurso de ningún gí-neru ». Por estas razones, se declara el 
proveyentesin jurisdicción para atender el recurso que entabla 
la parte de Alvarado. Hágasele entrega de la llave depositada, 
y repónganse los sellos. 

Fenelon Zuvtria. 



Falto 4e to BupreM Carto 

Buenos Ai «4, Junio 19 de 1883. 

Vistos: Habiendo las partes compronietídose á aceptar tas 
disposiciones y resoluciones que el perito practicase y tomase 
sin recurso de ningún género, según resulta del acta de foja sie- 
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te, se confirma con costas el auto apelado de foja diez y seis, 
en cuanto importa la ejecución de lo resuelto por el dicho pe- 
rito, y repuestos los sellos devuélvanse. 



D. Eugenio Schmidt, contra el Itanco Provincial de 
Santa Eé; por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — i* Las leyes deben presumirse válidas y consti- 
tucionales, mientras se resuelva lo contrario por sentencíale 
Tribunal competente. 

2 o No puede discutirse y resolverse en juicio ejecutivo la 
nulidad y constitucíonalidad de tina ley. 




3° Los billetes dul Banco Provincial de Santa Fe, declarados 
inconvertibles por leyes provinciales, en estado de validez, no 
pueden constituir título para mandar el pago de su importe 
por la vía ejecutiva. 



J. D. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 



l LADISLAO F1UAS. — S. H. LASPK'R. 



M. D. PIZAMU), 



CAUHA I,XIY 
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Caso. — Lo es plica- el 




Rosario, Noviembre Si* J¿ lfWi. 



Don Eugenio A. Scbmidt demanda al Banco Provincial de 
Santa Fé la conversión de diez y seis mil pesos bolivianos billetes, 
declarados inconvertibles por leyes de la Provincia, solicitando 
el decreto de sol vendo correspondiente á i a vía ejecutiva, 

$ considerando: i rt Que el conocimiento de esta causa cor- 
responde á la Justina Nacional por la calidad de las personas 
y no por su naturalvra ó por la materia en cuyo concepto debe 
ser exclusivamente solucionada según las leves de la Proviu- 



tículoSI. 

Que por la Constitución Nacional, articulo i 06, fas Pro* 
vincias tienen la facultad plena de dictar sus Constituciones 
como la de darse sus leyes é instituciones locales, y rejirse p«>r 
ellas ain intervención alguna del Gobierno Federal, y sin mas 
limitaciones que la de las facultades conferidas por dicha Cons- 
titución al Gobierno de la República. 

3 o Que la Provincia de Santa-Fé en uso de su poder consti- 
tuyente y de legislación, dñ-tó su Constitución propia, como 
por la ley de Junio 1" de 1874 autorizó la creación del Banco 
Provincial facultándolo por el articulo lí ' para emitir billetes 
pagaderos al portador y á ta vista en las monedas determinadas 
p^r ta ley nacional. 

4° Que posteriormente en 29 de Octubre de 1874 la Legisla- 
tura sancionó otra ley autorizando al Uanco como á tos demás 
entonces establecidos ó que se establecieron en lo sucesivo, para 
emitir billetes a moneda fuerte A boliviana. 
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5" Que en uso de las mismas facultades b'-ri-l il iv¡is divtó 
tas leyes modificadora* de ese establecimiento de Julio 11 
de 187ti. Octubre 2 de 1877 y Setiembre -4 de 1878; «un© san- 
cionó las mas conducentes al caso, de Junio ^ -Ir I87II p«> r la 
que autorizaba al Directorio del Banco para suspende U eos- 
versión de sus billetes | or el término di- tre* meses, quedando 
así suspendido en sus funciones dé Banco de emisión ; y la de 
Agosto 2Ü del mi mo año deroga! iva de la anterior, vigente 
basta boy, por la cual autoriza al Directorio para mantener ron 
acuerdo del Poder Ejecutivo de la Provincia ta inconvertibili- 
dad desús billetes mientras no sea prudente declarar abierta la 
conversión de \>m misinos, empero garantiendo siempre el tío- 
bienio su conversión por su valor escrito y recibiéndolos un 
pago en sus oficinas. 

(V Que el pueblo ó las personas jurídicas, quf aceptando esos 
Estatutos y esas leyes y subordinándose p<>r tanto á su imperio, 
han contra id o con el Banco recibiendo esos billetes con las 
oscilaciones de al za y baja que ellas J el movimiento comercial 
les imprimen en plaza, y ú que están sujetos los efectos banca- 
) ios, carecen de todos derechos para refractar cu un momento 
dudo contra esos Estatutos y leyes aceptadas, que lian estable- 
cido sus respectivas relaciones jurídicas con diebo Banco; y 
tanto mas sí esas personas como el demandante ScLmidt ha 
trabado vínculos inmediatos y directos con él, abriendo sus 
cuentas corrientes ií boliviano efectivo y boliviano billetes como 
lo ha reconocido ; lo que patentiza que espontánea y volunta- 
riamente aceptaba las leyes de i ncon versión j la depreciación 
natural que ellas imprimían i las notas inconvertibles; care- 




áis propios actos 
contra las sanciones 



coi. t ra sus propias convenciones y 
en que estriban y que revisten un 
Sin que haya siquiera un prin- 
cipio de equidad que autorice á un individuo de la masa social 

T. XVI ¿I 
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para que, habiendo recibido ora del Hunco, ora de los demás 
miembros de la Sociedad, los billetes quebrantados y cuya de- 
preciaron paulatina ha pes;ido sobre todos, pretenda aprove- 
char solo para sí, en contravención de sus actos y de las leyes, 
el gravamen que todos lian sufrido. Pretensión por otra parte 
* extremadamente desatendible, no hallándose A Banco en situa- 
ción de convertibilidad, la que á ser atendida traeria una catás- 
trofe económica para el pueblo que con La caída inmediata y 
violenta del medio circulante, dañar i a gravemente á la masa 
popular, en especial á la parte mas desventurada, para lo que 
ningún hombre tiene derecho, pues las leyes que son la razón y 
la justicia, no se han dictado para la ruina sino para el bien 
de las sociedades. Y pues que bien claro se colije por lo que 
pide y escribe el ocurrente, que su propósito es dar en tierra 
con el Banco, en cuyo abatimiento caerían envueltos los inte- 
reses del comercio, de las clase* industriales y obreras. 

7 o Que por otra parte, siendo las leyes todas dictadas res- 
pecto del líauco, de un carácter de órden público, ó de público 
interés por las estensas y múltiple* ramificaciones de las opera* 
ciones hincarías vinculadas con todas las industri is de la Pro- 
vincia, aún en sus relaciones con las demás, con esas leyes mi- 
lita precisamente el principio de la retrouctividatl, aceptado 
por la ciencia con las racionales restricciones que le son pro- 
pias, y como un principio beuéüco para el progreso de la socie- 
dad. Y ni pugnan con el en que ha basado las leyes de inconver- 
tibilidad la Constitución Nacional ni la de la Provincia; pues no 
prohibiéndola aquella como oo debía, en ninguna de sus dispo- 
siciones, no lo ha prohibido & las Convenciones Constituyentes 
de Provincias, y estas por tanto no lo han vedado, quedando así 
plenamente facultadas y en el deber las Legislaturas, intér- 
pretes de esas Constituciones para ponerlo en práctica en sus 
leyes, cuando en su criterio el interés general, el bieu 
así lo ex i je. 
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8 o Que no solo no prohiben la retroactividad las buenas teo- 
rías científicas ni la Constitución Nacional, al las de Provincia, 

tados, sino que por lo contrarío el Código Civil de la Nación, 
intérprete supremo de la carta fundamental en la rama legis- 
lativa, lejos de ello la sanciona impresamente en el artículo r>\ 
titulo I o Dt tas tcyrs, estableciendo que: « ninguna persona, 
puede tener derechos irrevocablemente adquiridos contra una 
ley de orden público >, interpretación dada también por el Po- 
der Ejecutivo Nacional cuino colegislador. Y no solo todo ello 
sinú que hasta ta Suprema Corte de la Noción, supremo intér- 
prete de la Constitución y de las leyes del Congreso en órbita 
de aplicación judicial, que constituye U jurisprudencia prác- 
tica de la República lo ha establecido de la manera mas funda- 
mental, vasta y luminosa en caso análogo en su fallo del 
tomo 1% serie 2*, pág. 433. 

Pues en efecto, en esa causa en que 1). José Caffarena, es- 
trangero, demandaba al Banco Argentino (como hoy Sehmidt 
al Provincial) para obligarlo á convertir en oro (como hoy á 
que se convierta en bolivianu) con arreglo á la ley sancionada 
por la Legislatura de esta Provincia ¿- Ht> de Julio de 
(como en la actualidad se pido t on arreglo á la de Junio \" 
de 1871), veinte billetes de cincuenta pesos cada uno, emitidos 
Á pagar en plata boliviana o su equivalente en moneda de ley 
(como en el dia se pretende el pago en boliviano efectivo de 
billetes emitidos á pagarse en esa moneda] ; en ese fallo la Su- 
prema Corte fundando el rechazo de esa prtension, ha estable- 
cido loa siguientes considerandos : . . . 5* * Que esa ley, las ci- 
« tadas de Julio, que como la de incon versión impugnaba el 
< demandante como invasora de las atribuciones del Congreso), 
« tampoco re-ultu serlo bajo los otros puntos de vista en que 
« presenta su impugnación el demandante, por cuanto no se 
* encuentra ^u ta Constitución Argentina disposición alguna 
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« como la que contiene el párrafo I o , sección 1\ artículo 1", 

< de la de los Kstados del Norte, prohibiendo espresameute á 
« los Estados dictar leyes retroactivas e.r pml [acto, ni leyes 
« que alteren las oblígracioiu'3 nacidas de los contratos, de ma- 
c nern que la observancia de esas reglas de legislación u ti i ver- 
« sal, lia quedado confiada á la directa sensatez de las Legisla- 
« turas Provinciales, si en las respetivas Constituciones de 
c Provincia no Ies han sido impuestas como una limitación de 
c su poder... 8' Que aún ruando está en la esencia del urden 

* constitucional, que los Tribunales tengan no solo la facul- 
« tad sino la obligación de anteponer en sus resoluciones, los 

* preceptos de la Constitución Nacional en todo caso, y los do 

* las respectivas Constituciones de Provincia, en los que cor- 
« respondan á los preceptos de las leyes ordinarias; porque 

< siendo la Constitución ta Ley Suprema de la cu :tl deriva sus 
« facultades el Poder Legislativo como los demás Poderes, y á 

< la cual otan todos subordinados en su acción, no puede repu- 
« tar?e válido y subsistente ningún acto que le sea contrario; 
i no sucede lo misino cuando los actos legislativos son opues- 
c tos, no á la Constitución sinó ii las reglas de la Legislación 
» común, porque si los Tribunales pudieran juzgar del mérito 
c intrínseco -le las le>es y de su justicia en abstracto, saliendo 
c de su * atribuciones que mm jas dicere non jits canda re, juzgar 
c según las leyes y no juzgar de las leyes, quedarían sobre- 

* puestas al Poder Legislativo, cuyas resoluciones pudieran dia- 

* ñámente invalidar á pretesto de que no eran ellas conforme 
q ¡i la justicia, viniendo á tener al fin contra las disposiciones 

* es presas de la Constitución que consagra ta recíproca inUe- 
« pendenciado los Poderes, la parte mas importante en la san- 
« cion de las leyes que necesitarían obtener en tal caso, la tí nal 
. aprobación de los Jueces para adquirir su fuerza obligatoria... 
« 10" t¿uc aún cuando la emisión estuviera rigorosamente ¡ijus- 
« tada á los términos de la concesión, no seria exacto decir que 
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< ella 110 podría ser reglamentada de otro modo ó revocada 

* por una nueva ley, su poniendo que son ir revoca Ules por una 
« posterior las concisiones hedías pi»r una ley anterior, pues 
« como dice el artírulo 5", título 1", de los preliminares del 
« Código Civil, ninguna persona puede, tener derechos irrevo- 

< cablctncnte adquiridos contra una ley de órden público, 

* siendo de este'carúetur las que reblan la dreuladmi moiieta- 
" ria y 'la emisión de lus lí ancos, qrne tanta trascendencia tienen 
u v tanta intlunicílt ejercen sobre Ja industria, el comercio y 
■ d di'sriivitlviniii'lllu dH progreso >ocj;i), V no teniendo talil- 

* }mco tan absoluta ■■-teioion ía doctrina di- la irrevocabilidad 
« de las concesiones hechas por una ley, pues si esa doctrina 
c ampara tas concisiones hedías á i í t l i E i rosos, que deben 

* COnsidi-rarse rigurosamente ruino un contrato entre el cernee* 

< drtittr y el eon cisiona rio y Jas que transliricndo una propic- 

* dad ó un derecho, se consumen por un m-U* único é ¡ndivisi- 
« hle que una vez ejecutado quede definitivamente completo 
« como pertencricute al pasado, lucra del alcance de los podc- 
■i res soi-ialt s, nú ampara dd mi-ruó modo las concesiones, 

* que consistiendo cu la facultad de ejecutar una serie de actos 
« sucesivos, son susceptibles de una revocación ulterio-, no cu 
« cuanto á lo* que han sido ejecutados ya, perú si eu cuanto á 

* los que no habiendo sido ejecutados todavía ó estando en 
principio de ejreuei.ui, pertenecen al presente y al futuro, 

<" y quedan por tanto al tiempo de ejecutarse. bajo d im- 
« per i o de la nueva ley ; pues si por una parto carecen las 

■< carecen igualmente de faculta 1 por otra, para enaguar d 
« porvenir por concesión gratuita y abdicar su atribución do 
« manera que se inhabiliten para legislar en adelante según las 
«i necesidades y según los intereses di' la sociedad que ha dele- 
« gado en ella el ejercicio temporal de su potestad legislativa. 

* II o Que la regla que niega fuerza retroactiva á las leyeí, no 
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« estando escrito en la Constitución, sinó en los Coditos Comu- 
e ríes, es una advertencia hecha á los Jueces para la iuterpreta- 
« cion y aplicación de las leyes y no i. ¡a limitación al Poder 
e de la LegUlatura, ni una causa de nulidad para sus dispo- 
« sicionesy que por consiguiente los Jueces no pueden neyar, 
< fundadas en esa rey la. la aplicación de una ley cuando de 
« prarterito trinj><>rr ct atifiur fnvndentifms unjolm cautitmsit. 
€ L, 7", C de legibus. > 

9 o Que en mérito de lautas poderosas considerar iones de 
fuerza irresistible se muestra inaceptable de todu puutw 1.» ¡ : e- 
tensiuu de un particular que á nombre del propio interés surge 
achocar de frente contra tañías disposiciones de un carácter 
cien tilico, constitucional, Icm-I.iiíyu, ejecutivo y judicial, y con- 
tra sus propios ¡i"tos y vinculo*, obligatorios contraidos con la 
persona jurídica del l'anco á quien demanda, amenazando con 
gravísimo daño de ¡a masa ¡ opular, cuyos intereses se dice fa- 
vorecer, co.-a e>ta tan incierta eojim inaceptable, pues si ti 
pueblo, el mejor guardián de sus propios intereses, los hubiera 
juzgado comprometidos por las leyes de incoiiveisbu de f KTtí. 
sin necesidad de gestor estrutii' habría retirado su asistencia á 
ese liain'0 y repudiando >us billetes y dejándolos Ilutar en el 
vacío, babiiíi uniquiládolo indefectible nun le ; tnn* por el con- 
trario, aceptándolo de voluntad espontánea, uarnntidos como 
están por la Provincia y constituyendo casi su tínico medio 
circulante, ha d.:du prueba eficaz del benetieio que le reporta y 
que responde a las exigencias del rápido desenvolvimiento 
comercial, agrícola é industrial que caracteriza el estado actual 
de esta Provincia. 

10* Que en cuanto á los acerbos .ataques sobre esputaciones, 
etc, que el ocurrente Schmidt dirije al Directorio, comoá los 
reproches infundados que al Juez dirije. por haber permitido 
al Director 1). í'árlos Casado, que a] reconocer los billetes am- 
plíase su exposición y que á su vez aquel reconociera sus che- 



* 
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ques girados sobra sus ruernas á boliviano efectivo j ¿billetes 
inconvertibles, apenas si mcr ecn apreciarse : Í° porque aque- 
llos ataques intempestivo» tratándose solo de pedir el (lúcrelo 
de sol vendo después del reconocimiento son absolutamente im- 
pertinentes; revistiendo Ío-í principales un carácter tan singular 
cuino contrarío al buco sentido, tal*;? cuino hacer un cargo al 
Directorio porque las acciones del Manco hayan subido hasta d 
ochenta y cinco por ciento, de la gran postrad, m en que se ha- 
llaban y que los div ¡deudos á lus accionistas se hayan elevado 
basta la alta base de un diez y seis por ciento, cuando precisa- 
mente el alto tipo de esas cotizaciones y sub;is es d que en 
el consenso general, revela el movimiento las utilidades, ser- 
vicios y progreso de todo eslabtedmientu de esa clase ; 2" por- 
que los concernientes al Jucü pnr lo unte dicho solo puede ha- 
cer quien uo haya leído el vasto Fallo de la Stiort-ma Corte que 
se registra en la série I a , tomo 7*. pág. 581, pues pur él no 
soto esa ampliación os permitida sino es obligatorio aceptarla 
por las muy graves y atendibles condderaciones en derecho 
que ampliamente aduce la Suprema Curte, no solo cu ruzon de 
que no hay ley que las prohiba, sinó porque el bis pueden evi tar 
un juicio ejceutiiM fin -irán..-.. » im¡"-ih¡e, purisuticnte como 
suceile en este caso, desde que la cnestiuu saliendo del lerreuo 
de los hechos puede ocupar d lid derechudt pronta, c inmediata 
resolución sin necesidad de pleito 

11" Que puf luí, aun prescindiendo de ks inconmovibles fun- 
damentos que preceden, la demanda habría sido siempre mal 
encaminada ante un Juez de Sección, porque d bien el caso por 
la distinta nacionalidad de tas partes como se ha dicho en el 
primer considerando, cae bajo el fuero federal, y sí también las 
sociedades anónimas y los Hancos cuino personas jurídicas pue- 
den ser demandadus y hacerse ejecución en sus bienes, empero 
d Banco Provincial de Santa Fé, aunque sociedad anónima por 
su constitución especial, por las especiales leyes que lo rigen, 
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figurando el Gobierno de la Provincia como accionista por la 
mitad de sus veinte mil acciones, se halla en excepcionales cir- 
cunstancias, siendo tina de día* que la i neón versión ha sido 
sancionada por leve- especiales (lo que no podrí» hacerse tr li- 
tándose de una independiente sociedad anúnitna) y que el Go- 
bierno de la Provincia como lo dicen esas leyes es el único ga- 
rante de la conversión de esas untas; todo lo cual constituye á la 
Provincia parte en el asunto ; y siéndolo, toda demanda que así 
compromete directamente sus intereses, tratándose do esa in- 
convertibilidad impuesta al Directorio por dicha* leyes, debe 
ser juzgado originaria y exclusivamente pur la Suprema Corte 
de la X ación, según lo establecido por el artículo 10* de la 
''onstitucioD Nacional, y el artículo ! u correlativo, %0 ner ex- 
tranjero el demandante, dv la ley de U Setiembre de *868, 
exclusiva competencia que no tendría tratando el Iíanco como 
una persona jurídica en sus relacione* ordinarias sin la presión 
de esas leyes especíale* y solo buju el imperio del derecho co- 
mún. 

Por eslits funda ineutos y otros que se omiten, no lia lugar al 
decreto de solvendu que se pide; y ejecutor i ada que sea esta re- 
solución, devuélvanse al ocurren le los diez y seis mil pesos dv* 
positados, librándose ul efecto la orden correspondiente y de- 
jándose en autos la debida cou*tniiciu. Repónganse los sellos, 
notifiquen cotí el original y d su tiempo archívese. 

Mor An«* Jtiniii 10 d( itm. 

VUlun y eou«idurando ; ijne al j>rm ifcUftT" 1 d roeonoi imlontu 
di- U»* billutBii del Haiico prov IiiüImI d» KatUa W, *mt que vi 
liotiii doduisti tu iti'i'i #o ha iim&lfititglfl que .1 i - + ¿ : - ■ 4f*U»t 
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se halla regido por las leyes de aquella Provincia* de cinco 
de Junio j veinte j nueve de Agosto de mil ochocientos setenta 
y seis, que loe declara inconvertibles temporal mente, y bajo 
cuyo imperio circulan allí hace siete años, con pleno conoci- 
miento de las personas qne los reciben; 

Qne al examinar la fuerza ejecutiva de dichos billetes, no 
puede la Corte prescindir de la aplicación de esas leyes al pre- 
vente caso, porque debe presumirse que ellas son válidas y 
constitucionales, mientras no se resuelva lo contrario por sen- 
tencia de Tribuna] competente; 

Que la gravo cuestión sobre nulidad di 1 una ley, es de lato 
conocimiento, y no puede por su trasceud uncía discutirse y re- 
solverse, bajo los trámites sumimos y premiosos del juicio 
ejecutivo; 

l'or estos motivos, se confirma el uuto ¡i pelado de fnjü veinte 
y una, en cuanto no hace lugar á L ejecución enlabiada, -m 
que cuto importe admitir sus fuu*! amen tos, que no pueden ser 
materia de discusión sitió en juicio ordinaria, Previa «¡itWac- 
eiun de costas en el orden en que se han eau-itdo, y reposición 
d« sellos, devuélvanse los autos. 

J. t. ÜOAO»TIAIJA. — J. iJOUlNUtKÍ.— 

mnmm khias (en disidencia). 
H. H, LAftHLH (en disidencia).- 

UIHIIIKIH* IA 

Rutilui Atrt», JttiHu |U de lwi.1 

Visto-; y loilid^udo ,, t) t> tos tillMe» o H ya conversión 6 

PH« íJmiiTOM Htomi m <MM mim r un 

uaneu puriieulsr al orlador y 4 U n.Uj 
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Que estas obligaciones son exclusivamente regidas por el Có- 
digo de Comercio; sin que sea lícito á ninguna Provincia modi- 
ficar ni alterar sus disposiciones por leyes particulares, según 
lo tiene declarado esta Corte , por sentencia de fecha diea y nue- 
ve de Noviembre de mil ochocientos ochenta y nao. 

Que el Código Mercantil, en el interés del comercio lia esta- 
blecido que un título revestido de formas como los que se pre- 
sentan, es ejecutivo y debe mandarse pagar inmed ¡átame ato, 
una vez reconocida la firma, aunque se niegue el contenido, (Ar- 
tículo 787 del Código de Comercio, y 451 de la Ley Nacional de 
Procedimientos). 

Que las objeciones que se han hecho á los títulos presenta- 
dos en el acto del reconocimiento, no proceden de defectos de 
formas ó son de aquellas que se evidencian á su simple vista, 
y podrían admitirse como calificaciones de) reconocimiento, 
sino de causas entrañas y que están fuera del título, l.is cuales 
propiamente se llaman excepciones de fondo, y no pueden ale- 
garse ni admitirse en el acto del reconocimiento, sinó en el téi - 
mino del encargado si ellas fuesen de las que la ley autoriza á 
oponer en esta estación del juicio ejecutivo; ó en la vía ordina- 
ria, si fue-sen de otra clase. 

Quedo otro modo, la vía ejecutiva seria desnaturalizada y 
quedaría siempre sin efecto contra los Importantes propósitos 
de la ley, particuluriueulo en uuterias de comercio. 

Por ewtos fundamentos se revoca el Üto apelado de foja vein- 
te y un», y su declara que los título* presentudoa tienen fuer/a 
ejecutiva. 

UUDIftUO HUAM. -i» H. UMMtJM. 
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CACHA LII 



Ihn Luis Ihncel contra la Municipalidad del Ifaxnrio de 
Santa Fé, sobre la clase de moneda para efectuar un pay». 



Sumarh.—hoñ bonos al portador emiiidos por l¡i MiniÑ i 5 a- 
lí'linl del Rosario not luu leyes y ordenanzas de J de Agosto do 
1871 y 20 de Octubre de 1874, á posos Fiarle*, deben jugarse 
en pesos fuertes ó su equivalente en papel ú otra moneda de 
curso legal- 



Vaso, — La Municipalidad del Ituaarí» por leye* y ordenanzas 
de :t de Aguato de 1H7I y t& de Octubre de 1874 emitió una 
1 nulidad de liouun al purliidur, á penos fuerte,». 

Don l*uU Doiuitl tenedor de inmlni» dr i-mi* Iniiuf, deui.Lmlú 
a la Municipalidad por el pago ejecutivo de M.iriii OtlpDRM, por 
valor du %*, üu |U9| fuerte* oro, 

Ordmmdoul jugo ) id viiibumu, w» *Uneilú la cumIí»» ictof 
la rla»u iJ«* muneda en $0f delna iiaierwj, «u.timiuudo la Mwu 
elpalldad i|Uti pudín kaevrlo en lillUlu», vil pe mm boliviano* 
la pw, y DODHl '|ne d«bi* hacerlo un peio« fwurU- OK, ó *u 
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Se conviene™ que el Juez resolviere la cuest ión. 
Falto M ** ■■'iTU* 



Rosario. Abril 17 du 1883, 

Autos y vistos, J considerando; l" Que loa capone* ¡4» loa 
tituloa de crédito municipales que se cobran, están emitidos & 
peso» fuertes sin ninguna otra determinación m especiücacion. 

f Que es de derecho espreso que las estipulaciones como 
ea la que constituye el emitente de títulos con el portador de 
ellos, debe aboruarae según y en perfecta conformidad á lo que 
la estipulación establece, pues ella constituye el verdadero 
contrato entre las partes, teniendo para las mismas, fuerza de 
ley ; siendo esta la doctrina nnifersalnu nte establecida, y san- 
cionada también ya por la Suprema Curte, cuno lo reconoce 
en su espoaiciou ta parte de la Municipalidad. 

3' Que en ningún sentido contraría esta duitriua, ni puede 
alterar el carácter de los títulos de crédito, el que la Municipa- 
lidad cobre sus Impuesto* en otras monedas que no si-an de 
curso legal ; como tampoio puedan alterarla, el que tina ú otra 
f«| haga pagado oíos títulos en esa* monedas ; pues estos son 
actos paramante internos y voluntario*, que de manera alguna 
pueden afectar los derecho* el tros, terminante» y «OfatOf que 
eso- Ululo* establecen * favor do otro» tenedores que no l.ayaa 

i*..r eslos Mmlainentu», auüVlara que I* Municipalidad debe 

httwr ti p»g" •!« mpw* V*" ** ' i0É,^ll " , *" * mm f u * r, * M A 
M ut ,u¡v«ln»L«.iit cualquii-rttlra .u.H.eda d* «ur».. legal, AMm* 
aljH-.i_fHerie fl valor y apreelaeíon qn» se la U M lu» Im.níos 
M\lfüt «IR aínüiiaraíai »l«i4» l«« •'"• ltt1 A ***** M,ml ' 

iíuiiidid i.»»u ti k Wi y M*í ***** U ^ 



I 



cada parte abonará lúa que )c correspondan. NoÜKqüeae con el 
original y repónganse los si llos. 

Fenelon Zuviria, 



Bueno» Aire§, Junio 31 1883. 
Vistos : por bus fu mí amentos, se confirma, ron costas, el auto 
apelado de foja duz j nueve; y repuestosjos sellos, devuélvase. 

J. B. r.OROSTlACA. — I, DOMINGUEZ. — 
I LADISLAO FRIAS. — S. H. L ASM MI. — 
M. D. riZARBO. 



/M« AlftWio l uft'rrfiri', cantm Ihn Juatt lama, uéi r ta 
tnuHnfa itm t/tw tM»r rftwtitarMr et ¡nuju. 



fbmrw.—U amndud" j.utfiir por iji^ruiijiu en h «uimj'M- 



SOS FALLOS M LA WHIU CORTE 



Cato. — Confirmad» por fallo de la Suprema Corte de 47 de 
Noviembre de i 880, la sentencia que condenó á D. Juan Lanús 
al pago de una suma de pesos fuertes por diferencias en la 
compra-renta de cédulas hipotecarias & favor del señor Lafe- 
rrere, se suscitó la cuestión sobre si esa suma debía sat isfacerse 
en pesos fuertes oro, 6 en papel de curso legal & la par. 

Buenos Airei, Octubre SI de 188?. 

Vistos, considerando: Que las cédulas hipotecarias, como 
títulos de ta Provincia de Uuenos Aires deben considerarse emi- 
tid;!» en ta moneda legal y autorizada en la misma por las leyes 
de veinte y dos de Octubre de mil ochocientos sesenta y seis, 
catorce de Enero de mil ochocientos setenta, y treinta de Junio 
de mil oehocientos setenta y tres, de modo que los pesos fuertes 
que representan, deben entenderse que son papel y no oro, es 
derir billetes metálicos convertibles en moneda corriente á ra- 
zón de uno por veinticinco, y í oro en la misma forma mientras 
el banco pudiere hacerlo. 

IJuo de consígnente todos tos actos y contratos celebrado! 
sobre esos títulos y dr<piii«¡ de la ley du diez y Mete de Mayo de 
mil or nocientes setenta y seis se han podido cumplir válida y 
Li- ilmnite pagando cu esa elasede moneda con prcseiudetiria del 
valor i|iie con relarion ¡i i lla tuvii ra el oro en el momento del 
cumplimiento d<- las obliifaoloaftf, 

Que nú habiendo en el . uno nub judir* estipulación capcciul 
ijUü modiflqMeeiw principio», son loa que daban «unir d« regU 
imra dirimirla couirov ffffi* pundi«rit«, 

r-.i ostus rundaiiiuoh» y de «nfonftldad con lo dispuesto en 
el articulo Menudo *M duerelo del Qúfllifnfl dfl la l'ruvjneí» <l« 

Uum* fúm t fortw ífti ¡t ™i» «Jo ¡§§yo iíü #H whorii 
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setenta y seis, declarase que él pago & que ha sido condenado 
Don Juan Lanús por la sentencia apelada debe ser hecho en 
pesos fuertes de curso legal. Notifíquese original, y repóngate 
la foja. 

Virgilio Tedin. 
Valla «e I» »nprrMft Carta 

Buenos Aires, Junio 91 ite lRftJ. 

Vistos: Debiendo la" cantidad mandado^pagar por diferen- 
cias en la compra-venta de í-édulas hipotecarias, satisfacerse 
en la misma moneda en que estas se cotizaban, se cenlirmn, con 
costas, la sentemia apelada de foja cuatrocientos sesenta ; y 
repuestos los sellos devuélvase, 

J. b GOnOHTIAGA. — J. DOKINGtEZ. — 
LI.AUISiAO nUAS.— S. M. laspiuh. — 
H. I>. N/AltHO. 



m fallos ra u tvpmnu cokts 



CAVIA LlfH 



D. Bernardo Pastor ino, capitán de la barca * Nhovo Principio* 
contra Honilton, MnriniyC\ sobrepago de sobrestadías 



Sumario. — i" En el término estipulado par* la descarga 
deben contarse no solo loa días hábiles enteros, sino también 
las fracciones de ellos, según la estadística que llera ta Pre- 
fectura Marítima. 

i* De los días de demora deben descoutarae lúa empleados 
por el capitán en lastrar el buque, en que no se ha podido se- 
guir la descarga, aunque estos bajan sido después de empezada 
la demora. 



Cato. — Lo espltca el 

Fftllv sl#A ^se#s YvsIwaI 

•ueaoi Aires, Minottd* 1HH3 
Vistos estes autos para dictar sentencia debilita en la 
demanda interpuesta por 0, Kiequiel alaría l'ader in npre- 
sentaeion d* 1). Hemardo Interino, espitan del buque . Nuuvo 
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Principio* contra los señores Konillon, Marioi y O, por cobro 
de la suma de 853 pesos 88 centavos fuertes procedente de 
sobrestadías. 

Resalta de ellos: 1° Que con fecha 18 de Abril del año pró- 
ximo pasado se presentó al Juzgado el primero esponiendo que 
había traído á la consignación de los demandados un carga- 
mento de carbón de piedra compuesto de 875 toneladas, el cual 
debía ser descargado en 25 días útiles, abonándole á raion de 
cuatro peniques por tonelada de registro por cada dia d»* re* 
tardo que les fuera imputable; que los 25 dias útiles termi- 
naron el 5 de Knero, mi entrad que la descarga total solo se 
efectuó en 25 del mismo, de suerte que habia habido un retardo 
da veinte dias, lo que hacia el importe de la suma demandada i 
pago pedia se les cunde náru, con mas los intereses, costas cu jo 
j costos. 

T Que los demandados contestaron á f. 22 el traslado que 
les fué conferido, reconociendo ser cierto que «1 buque ■ Nuovo 
Principio > trajo á su consignación 875 toneladas de carbón de 
piedra; que en la póliza de fleta mentó se estableció que la des- 
carga se efectuaría a razun de 35 toneladas por cada dia útil 
y que se abonarían cuatro peniques por tonelada de registro 
por cada dia de demora que les fuera imputable, pero que no 
era cierto que el buque hubiese dado entrada en la Aduana el 
dia 27 de Noviembre, que la descarga concluyera el 25 de 
Knero, ni tampoco que los 25 días útiles hubierun terminado 
el 5 de BnMÓ, pues vencieron el 3G; que además el 15 de Entra, 
el capitán interrumpió la descarga para lastrar el buque, hechos 
que ellos no ha» podido impedir, lu que bastaba para que no 
corran las eil adías, y en consecuencia pedían el rechaio do la 
demanda con coalas. 

3" Que la causa fué recibida a prueba por auto du f. 25 para 
qtie M>< jmttillque; 1 la lecha en que díó entrada el buque; 2" el 
día ta que OOnoluyí La descarga ; 11* cuantos dias útiles cufíie- 
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too entre ambas fechas; 4' la interrupción de la descarga por 
el capitán para lastrar el buque; 5* cuántos días duró. 

Considerando: I o Que ambas partes están conformes en 
cuanto al hecho principal que sirve de fundamento á la acción 
instaurada, esto es, el trasporte á consignación de los deman- 
dados de las toneladas de carbón que espresa la demanda y la 
cláusula inserta en el contrato de flctamento, por la cual aque- 
llos se obligan á efectuar la descarga cu 25 días titiles, pagando 
cuatro peniques por tonelada de registro por cada día de re- 
tardo que les sea imputable. 

* Que el capitán del « Nuovo Principio» lia probado por Jos 
informes de f. 34 v. y f. 61 espedidos por el Administrador de 
la Aduana de esta ciudad, que dicho buque dio entr. la en este 
Puerto el día SO de Noviembre de 1881 y quedo habilitado para 
la descarga dos dias después, quedando terminada esta ope- 
ración el23dc Enero de 1884 sobre cuyos puntos, además de la 
fuersa probatoria que debe atribuirse ¡i dichos informes, en 
conformidad á lo dispuesto en los artículos 13 n 17, tít. 3", lib. 
ico. §!¡ Código Civil, existe la ulterior conformidad de las par- 
tes manifestadas en sus alegatos. 

H a Que del informe espedido por la Prefectura Marítima de 
la Capital, corriente ú f. 38 vuelta, resulta que desde el 26 de 
Noviembre del año 188 i al h de ioero de 1882 hubieron 25 i/2 
dias hábiles; pero como el cómputo de estos corresponde haecrse 
desde el 28 en que aparece demostrado que el buque estuvo listo 
para descargar y no desde el 26 que pretendía el demandante 
y como en la planilla agregada ií f 1*2, ral ¡lleuda por aquella 
r«par<H»n, no consta tfj este último fui hábil ú inhábil, hay 
que deducirlo de los 23 '/¿dhis hábiles á que he relie re el infor- 
mo de f. 5¡ de modo que 64(01, lo mfcguj que loi arurdado» un la 
póliia de lleUmentQ á los consignatarioi para efectuar la dos* 
carga, que tauibion «un 2'». ttfjninariiu el 3 du Unen», lo que 
por utra purle tiene el juenlimituilu du lu cusa demandada, com- 
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probado por el documento de f. 109 contra el cual no se ha 
hecho observación alguna. 

4 o Que de consiguiente, desdo esa fecha hasta el dia 23 del 
mismo me», han corrido 18 dias de sobrestadías, que con 
arreglo á la cláusula reconocida por tos demandados, deben 
abonar á razón de cuatro peniques por tonelada. 

5" Que si bien no se ha comprobado el número de toneladas 
de registro del * N'tiovo Principio * puesto que no se ha presen- 
tado la póliza de ílctamento, este punto ha sido implícitamente 
aceptado por la casa demandada, pues ninguna observación se 
lia hecho ú la cuenta de f. :t que forma parte de la demanda y 
en Ja cual se csprosi que es de 520, lo que autoriza á estimar 
como un reconocimiento de mi exactitud conforme á lo dis- 
puesto en el artículo m de la Ley de Knjuinamiento. 

tt u Que la defensa alegada por los demandados de que solo 
deben contarse los dias enteros y no las fracciones, es insubsis- 
tente y sin apoyo alguno cu la ley ni aun en la jurisprudencia 
de nuestros Tribunales, pues no es cierto que la Corte Suprema 
haya resuelto que no deben computarse las fracciones hábiles 
para operaciones en el puerto en los dias do trabajo, habiendo 
por el contrario en la cans í seguida por el capitán C. O. Hog- 
man, del bergantín - Iris», contra Adolfo Modet (S. 2\ tomo 2 
p:íg. 4ütí) aceptado el sistema do computar las fracciones de dias 
hubilt-s. La resolución de que hace mérito la defensa, se limita 
ó declarar que m» debía contarse el Sábado santo, porque no era 
dia de trabajo sinó desde las doce del dia, y que en la closili- 
cuciou du dias hábiles para las estadías estipuladas, solo deben 

comprenderse lo. dias Integro» ! pero Integro*, no con relación 

:¡ su aptitud para las upe rucio nos de carga y desear ga en el 

puerto, sino A que l.» iean de trebejo y ao feriados o de precepto 

en parte, cuín» le deduce do sus antecedentes, pura que no se 

cobren estadías por frun-imi do dia feriado en quo puede ft 

■lo ser hábil el re*to. 
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V Que de otra suerte no tendría razón de ser la prolija 
estadística que lleva la Prefectura Marítima de los días hábiles 
é inhábiles hasta en fracciones de un cuarto de día; pues á 
estar i lo que pretenden los demandados bastaría para los fines 
de su institución anotar los días enteros; habiendo tanta falta 
de equidad en no computar las fracciones de dia hábil, como en 
contar como días corridos los inhábiles en todo ó parte. 

8* Que ademas* del informe espedido por la Cámara de Co- 
mercio á solicitud de este Juagado para mejor proveer, se 
deduce que según opinión de los miembros que !a compouen, 
deben contarse cuando menos, cu las operaciones de descarga 
de buques surtos en baliza*, lus medios días ; debiendo estimarse 
que esta opinión ha de de le r minar h practica y uso comercial 
del puerto. 

0o Que por otra parto, las resoluciones de la Curte Suprema 
solo deciden el caso concreto sume t ido á su fallí» y no obligan 
legalmente si ni en él, en lo que consiste part icularmente la 
diferencia entre la función le»isluiiv« y la judicial; y si bien 
hay un deber moral para los jueces inferiores en conformar 
sus decisiones como la misma Corte 1» tiene decidido en casos 
análogos, á los fallos de aquel alto Tribunal, él se funda prin- 
cipalmente, en la presumían de verdad y juslieia que a sus 
doctrinas dá la subid uiia c integridad que caracteriza á los 
magistrados que la componen, y tiene par ubjetu evitar recursos 
inútíka, sin que esto quite á lus jueces la facultad de apreciar 
con su criterio propio esas i evoluciones y upurturse de ellas 
cuando á mi jmt iu na wat) cuulormc* a las prcceptoi oUtoi del 
derecho, porque ningún 'tribunales infalible y nu fallan prece- 
dentes de que aquello* han vuelto contra r«olueÍOROI unte- 
r loras en nasas u mi lugos, 

10' Que upar'e de otas cousldt raí jones ú lai que en realidad 
no había necesidad de rccunli, puesto quu como mi ha vut» 
■utas, el punto decidida por la Catín Huprumu es distinto del 
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que sirve de apoyo á la defensa, no ha habido resolución alguna 
de aquel Tribunal á esto respecto, y sí en sentido contrario, 
cual es la que conürma la sentencia dictada en la causa del 
capitán Hogman en que aparecen contadas las Tracciones según 
la computación hecha por la Prefectura Marítima, entóncei 
Capitanía del Puerto á que ante* mí ba he<ho referencia, En- 
trando en otro orden de ideas, se comprende fácilmente que no 
hay razón alguna para no computar como hábiles las fraccionen 
de día en que el trabajo en el puerto es posible parque si bien 
[Hiede ocurrir en alguna ocasión que los buques menores se vean 
obligados i retirarse á fondeaderos seguros, sucede frecuente- 
mente como es notorio que h<ilu so apartan ¿cortas distancias 
del buque mayor, de modü que pueden atracar en el momento 
que el tiempo so vuelva propicio ¡ ó lo que se agrega además 
que al capitán del buque conductor no le toca averiguar el 
tiempo que pueden demorar las lanchas para llegar á él» pues 
uu obligación ne limita a entregar car^a en todo momento en 
que el tiempo lo permita. l J i>r otra paite, ai bien sabido quu 
lus estadías son uua indemnización de equidad que so acuerda 
pur lo» gastos qm sufre el buque en beneficio de la carga, y no 
habría equidad alguna en hacerlo soportar no solo las conso- 
euencia* del mal tiempo que tiene sobre sí t sinó también las 
ili l tiempo hábil. 

ii' Que por lo que respcet-i Jila interrupción que no dico 
infrió la deacarga el |b*#|du Huero, puf bocho imputable al 
capitán, cuul era la necesidad do la*trur el buque, la prueba 
testiüea! rendida sol» establece que la iut. rrupeiuii tuvo lunar, 
pero ninguno de los testigua lia podido ui.-gurar de cieueia 
propia el tiempo que ella duró, )imitándn»e ó conjeturar que 
debió m ÚM 4, 5 ó O días; per . aun cumulo uata circunstancia 

estuviera le¡¡almcntu cLiprubad inguna importáis úa tllttetl 

hecho, Maque resulla ImUr ocurrido después que turmiuóol 
plano convelo u.iuil para la dosiurga, oslo o*, uuuudo los noilslg- 
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nutrios estaban en mora y por consiguiente incurro* en al 
obligación de pagar sobreestabas. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á los señores Roní- 
llon, Marini y C" al pago de las sobrestadías correspondientes 
á los dias corridos desde el 5 basta el 23 de Enero, á razón de 
cuatro peniques por tonelada sobre 530 toneladas de registro, 
con sus intereses á estilo de banco y las coRtas del juicio, 
debiendo el Secretario formar la correspondiente liquidación. 




Buenos Aires, Junto 23 de 1883. 
Vistos: por sus fundamentos se contirma la sentencia ape- 
lada de foja ciento cuarenta y tres, modificándola en la parte 
relativa al número de dias de subrecstadías, de los cuales debe- 
rán deducirse los empleados para lastrar el buque, que se fijan 
en el número de cinco, y en la parte en que conde na á los señores 
Konillou, Marini y C* al pago de costas, las que deberán pa- 
garse en ambas instancias, según se hubieren causado. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GO ROSTIA G A . — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPiUR. 
H. D. P1ZARRO. 
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C AUSA L XVIII 




El Dr. 1). Samuel A. Molina, contra el General D. 



Caso, — YA Dr. D. Samuel A. Molina y el General D. Octa- 
viano Navarro, propietarios de dos fincasen el Departamento de 
Ambntoeo Catamarca, convinieron en 18de Febrero de 1871 en 
que el agua del rio Singuil, que después de pasar por la pro- 
piedad del General Navarro se internaba en la del Dr. Molina, 
je miían'a por iyuales partes. 

YA Dr. Molina vecino de Buenos Aires, demandó ante el Juez 
Federal de Catamarca al General Navarro, que habia suspen- 
dido el torno del agua establecido por ocho días par» cada uno, 
para que fuera condenado á cumplir la transacción. 




m FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

MI* *•* Jmi Iciml 

UUmarca, Febrero 34 de 1883. 

Vistos estos autos seguidos por D. Marcos López como apo- 
derado sustituto del Dr. Don Samuel Molina, reciño de Buenos 
Aires, contra el General D. Octaviano Navarro, de esta natura- 
leza y vecindario, sobre falta de cumplimiento de la transac- 
ción inserta en la escritura de foja 13 v. á foja 1G en lo re- 
ferente al uso del agua del rio de Singuil. y considerando : 

4° Que ambas partes litigantes reconocen ta existencia obli- 
gatoria de las estipulaciones consignadas al final de dicba 
transacción, por la que el agua debia mitarse por iguales par- 
tes. Demanda de foja 3* y su contestación de foja 21. 

2* Que también están conformes en qne no ha mediado entre 
ellos arreglo alguno ulterior sobre el particular, sin que por 
otra parte se haya acreditado por la del actor, la existencia 
obligatoria para el demandado del sistema de mita ó turno 
durante ocho días, á que se Tcliere en el párrafo 5° de su de- 
manda. Fedimíentu de foja 28 y Posición de foja 70. 

3° Que sí bien es cierto que tal estado de indivisión del agua 
ha podido dar lugar á desigualdades mas ó menos notables con 
motivo del uso común que ambos condominos han seguido ha- 
ciendo de las mismas en su respectivas haciendas» pero este 
proceder irregular tampoco podia estimarse como una vio- 
lación de la antedicha transacción en et sentido de la demanda, 
según se desprende de las declaraciones de D. Erasmo Correa, y 
del último apoderado del actor a f , 58 v, y f. 71 en sus res- 
pectivas respuestas á la pregunta 3* del interrogatorio de foja 
56 y posición 5* de f. 70. 

4° Que dados estos antecedentes las trepidaciones suscita- 
das con tal motivo entre los litigantes, proceden mas bien en 
defecto de nn arreglo cualquiera entre ellos, de la falta de 
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gestión ante la autoridad competente para hacer efectiva la 
distribución por mitad del agua, conforme á la escritora va 
citada de f. U. 

5* Que esa autoridad no loes por cierto la Justicia Nacional» 
ja por oo importar aquellas on caso contencioso, como por es- 
tar atribuida la ejecución de esta á la Inspección de Agricul- 
tura ó Juzgado general de Aguas, según resulta del artículo 
2° de la Ley Nacional sobre jurisdicción y competencia, y ti- 
tulo 2», sección 3-, pagina del Código llura! de la Provincia. 
— Portante, y de conformidad i lo dispuesto en las Leyes («, 
título H, P.3«, y Nacional sobre Procedimientos, en su ar- 
tículo 3 o , fallo» absolviendo de la presente demanda al Gene- 
ral D, OctaTiano Navarro debiendo por lo demás los interesólos 
ocurrir ante quien corresponda, sin especial condenación en 
estas y hágase saber con el original y n-pongúiise los sellos. 

Joaquín Quiroga, 
MI* *• I* ftatpiwa €•*!• 

Buenos Aires. Junio Í8 Je 1883 
Vistos estos autos : de los que resulta que el Doctor Don Sa- 
muel A, Molina demanda al General Don Octaviano Navario 
por falta de cumplimiento de una transacción cdi-brada, con 
fecha diez y ocho de Febrero de mil ochocientos setenta y uno 
por la que se estipulaba entre otras cosas, que el agua del rio 
Singuil que atraviesa los establecimientos de campo de nuil os 
litigantes, «se mitaria entre ellos por iguales partes ». 

Que el demandante sostiene que la palabra milar significa 
usar por turno de dicha agua, mientras el demandado pretende 
que significa repartirla por iguales partes, porque según el 
diccionario de Domínguez la palabra mitar importa dividir un 

T. XVI. 25, 
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todo en partes, es decir distribuirlo en cantidad, no en tiempo. 

Que como se vé, esta es una controversia entre partes sobre 
la inteligencia de un convenio, la cual corresponde ser resuelta 
por la Justicia Nacional, por ocurrir entre vecinos de distintas 
Provincias, según las constancias de autos. 

T considerando en cuanto á lo principal : que la palabra 
mita en el lenguage de la ley veinte y siete, título doce, libro 
seis, de la Recopilación de Indias, significa eí repartimiento 
de servicios de tos indios por turno. 

Que según el ^Vocabulario Ario Quichua, uMittav 6 u Mitán 
significa tiempo, revolución, turno ». Les races Aryennes du 
Pérou, par Vicent F. López. — Paris, mil ochocientos setenta 
y uno. 

Que según el inciso cuarto del artículo doscientos diez y 
siete del Código Rural de Calamares, la palabra mita esta 
también usada como sinónimo de turno, y en contraposición 
de repartos ó distribuciones de aguas. 

Que, por último, este mismo sr^niticado dá a esta palabra 
el uso general en la Provincia de Cutamaica, según el testimo- 
nio de la mayor parte de los testigos que deponen en estos 
autos. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja noventa y cinco y se declara que los litigantes están ea 
el deber de turnarse en el uso del agua del rio Singuii, por 
el número de días que el Juez de Sección les señale, si ellos no 
llegasen & ponerse de acuerdo. - Satisfechas las costas de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. Notiftqnese con 
con el original. 

J. B. GOROST1ACA. — J. DOMINGUEZ.— 
L LADISLAO FRIAS- — S. M. LASP1UR. 
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CAUSA LIIV 



Sobre letras patentes otorgados por el Sumo Pont i fice ú Fray 

Abrahan Aryañamz. 



Sumario. — El pase de letras patentes se concede bajo las 
reservas de la soberanía nacional. 

Buenos Air* s. Junio 30 de 1883, 

De conformidad con lo pedido por el señor Procurador Gene- 
ral en su vista corriente ¡í frja tres tu fita y bajo las reservas 
que en ella se esuretfan, la Suprema Corte de Justicia Nacional 
resuelve prestar el acuerdo que la Constitución exije para que 
el Poder Ejecutivo de la Bepública conceda el pase A las Letras 
Patentes que nombra Visitador General de los Conventos de 
esta Provincia Franciscana y Presidente de su Capitulo Pro- 
vincial á Fray Abraban Argañuráz. Kn consecuencia devuélvase 
este espediente al Poder Ejecutivo ^on el correspondiente oficio. 



J. B. GOROSTIAGA. — C LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIUJL 
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t), Pedro l. tlamayo contra D. David Bruce, por cobro de pesos. 



Sumario. — La cláusula de no haber vapores en competen- 
cia con la línea del Tigre y Campana al Paraná, & la cual el 
dueño de esta subordinó el pago de una mensualidad á nn vapor 
retirado de la competencia, comprende los que hacen la carrera 
al Paraná aunque partan de puntos distintos del Tigre y Cam- 
pana, y autoriza á suspender en este caso, el pago do dicho 
mensualidad. 




Buenos Aires, M»no 3 de 1883. 

Vistos estos autos seguidos por D. Pedro ti. Ra mayo, contra 
D. D,iTÍd Bruce, por cobro de la suma de 1 .070 pesos fuertes, de 
los que reinita: 

i° Que la acción deducida se funda en que el demandado 
Bruce celebró un con trato con los fletadoresdel vapor «Estrella*, 
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señores D. Gerónimo Hisso, D. Eugenio Temsson, D. José 
Ravina y el demandante, por el cual el primero se comprometía 
á abonar á estos la suma de 0,000 pesos fuertes en mensuali- 
dades de 7S0 fuertes, para que el espresado vapor suspendiera 
su carrera que hacía en competencia con )a línea de Bruce. 

2" Que el demandante sostiene que por su parte ha cumplido 
el contrato suspendiendo Ja navegación del vapor « Estrella», 
y que los del señor Bru<*e han navegado sin competencia alguna 
desde los puertos de Campana y Tigre, que son los enunciados 
en el contrato, desde el 6 de Marzo de 1879 hasta el 3 de Marzo 
de 1881, en que empezaron á sa'ir del primer puerto los Tapo- 
res « Tridente » y « Diana ». 

3* Que el actor limita su gestión á la quinta parte de la 
suma total que debía pagir Bruce, porque ella debía dividirse 
entre los cinco arrendatarios del «Estrella», teniendo recibidos 
d cuenta de su parte 730 pesos fuertes en la forma siguiente : 

Del 7 ele Julio, día en que suspendió sus viages el * Estrella», 
al 12 de Octubre del año 1878 en que empezó la competencia 
del « Rio Uruguay » saliendo de Campana, tres meses cinco 
días, son 475 pesos fuertes. 

Del 6 de Marzo de 1879, dia en que cesó esa competí r\f i», al 
27 de Junio del mismo año, son 255; lo que bacu el Mal de la 
suma recibida. 

4 o Que en su contestación a la demanda corriente á f. f2 es- 
poso Bruce: que se veia obligado ¡i reconocer el contrato invo- 
cado por el actor en virtud del fallo de la Corte Suprema, que 
en testimonio se hnbia presentado de & \ á 5, de modo que de- 
bia circunscribir su defensa ¡i su interpretación y A los hechos 
en que se funda la aeeion ; que por evitar la competencia que el 
vapor «Estrella» hacía á los suyos, en la carrera de Buenos Aires 
al Paraná, para que estos pudieren ser exclusitos, se conviro en 
que les daría á los dueños 'del « Estrella i una indemnización, y 
por eso el contrato dice : En consideración á retirarse el vapor 
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«Estrella» de la cañera del tío Paraná y como competidor de 
los vapores del Sr. Broce, se compromete á indemnizar á lo» fle- 
tadores, etc., á contar desde el dia que cese la competencia ; 
que en documento por separado, que sirve de complemento al 
contrato, se dice: «Es convenido que habiendo vapores que ha- 
gan competencia á la línea de Bruce del Tigre ó Campana sus- 
penderá las mensualidades»; que el objeto d¿ esta cláusula no 
es otroque exonerarle de pagarlas mensualidades siempre que 
hubieran vapores que hicier ui la competencia á los de su linea: 
quo si se Ajaron como puntos de partida los puertos de Campana 
j Tigre, es porque entonces eran considerados estos como los 
mas cómodos y ventajosos para los pasageros, y siendo ellos los 
que sirven de arranque á ambas empresas, no había para que 
mencionar en el contrato otros puntos desde que se hacia men- 
ción de aquello que abrázala el todo, cual era la «carrera del 
Paraná ó su línea», pues se entiende poT carrera del Paraná 
todo lo que toma la línea en su trayecto desde Buenos Aires 
hasta Santa Fé ; que desde el 27 de Junio de 1879 hasta ta fe- 
cha, no había cesado un solo dia la competencia i sus vapores 
en la línea de la carrera del rio Paraná, comenzando el vapor 
«Iris» su competencia el 28 de Junio del mismo año, saliendo 
del puerto de San Fernando, y continúa hasta la fecha, habién- 
dole hecho también la misma competencia los vapores «Pingo», 
«Meteoro», «Tridente» y «Diana», estos dos últimos doede el 3 
de Marzo de 1881, salando del puerto de Campana : que el 
puuto de partida, nada tenia que hacer, pues sea que los pasage- 
ros se embarquen en un punto o en otro, sea que tos vapores sal- 
gan de Buenos Aires, San Fernando, Tigre ó Campana, desde el 
momento que recorre la linea de Campana ó el Tigre á Santa 
Féy vice-versa, hacen competencia á su línea de vapores, y ha- 
cen ía carrera del rio Paraná : que lo que importaba saber es 
si otros vapores han hecho competencia á los snyos, porque eso 
es lo que se establece claramente en el contrato y cláusula 
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adicional, y porque el objeto determinante do ese contrato, había 
sido evitar la competencia A sus vapores, como lo establecía 
la misma Corte Suprema en el falto exhibido en testimonio. 

5 a Que la causa fué recibida A prueba por el auto de f, 20, 
estableciendo en él que la testimonial debía tersar sobre que 
desde el 27 de Junio de 1870 hasta la fecha, no había cesado un 
solo día la competencia d los .Taporas de D. David Uruce, en la 
carrera del rio Paraná; y se ha producido oportunamente la 
que espresa el certificado de Secretaría, corriente á f. 150. 

Y considerando : í° Que es un hecho fuera de discusión por- 
que su existencia ha sido declarada en sentencia pasada en au- 
toridad de cosa juzgada, que entre D. David Bruce y los llet i- 
dores del vapor «Estrella» se celebró un contrato en tos térmi- 
nos y con la cláusula .adicional que espresa el testimonio de 
fojas 5 vuelta y 6; y como por parto del demandado no se ha 
negado que el vapor «Estrella» suspendió efectivamente sus 
viajes en cumplimiento del referido convenio, la única cuestión 
que el Juzgado está llamado á resolver es, si desde el 27 de Ju- 
nio de 1870, hasta cuya fecha Bruce cumplió también por su 
parte la obligación de pagar sus mensualidades de 750 §f., 
según lo reconoce el mismo actor en su demanda, se le ha Lecho 
ó no competencia á la linea de sus vapores, para justificar su 
resistencia al pago de las mensualidades q:ie se le exijeii. 

2° Que esta es una cuestión de hecho y de interpretación, 
debiendo esclarecerse lo primero por la prueba rendida; y lo 
segundo por ta investigación de la verdadera intención de las 
partes al estipular la cláusula adicional antes mencionada, ó 
sea la causa determinante de la voluntad del deudor para cons- 
tituirse en ta obligación de pagar la suma que se le cobra. 

3** Que en todo el curso de la c¡iusa y especialmente en el ale- 
gato de bien probado la parte de Iíamayo implícitamente ha 
aceptado que desde el 28 de Junio de 1870 han he« ho la carrera 
del rio Paraná hasta el puerto de Santa Fé, esto es, la misma 
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que los vapores de Bruce los vapores « Iris », ■ Pingo» y * Me- 
teoro» saliendo del puerto de San Fernando; y desde el 3 de 
Mayo de 1881, los Tapores «Tridente» y *Diana* salidos del 
puerto de Campana, hecho que por otra parte está plenamente 
comprobado por los informes oficiales de la Prefectura Marí- 
tima que obran en autos (víanse fs. 33 Tuelta, 57, 93 vuelta y 
122 vuelta)» siendo este último especialmente claro y conclu- 
yen te al respecto. 

4° Que según el articulo 209 del Código de Comercio las con- 
venciones legalmente celebradas son la ley para los contrayen- 
tes, obligándoles no solamente á lo que se espresa literalmente 
en ellas sino á todas las consecuencias que por equidad, ley ó 
uso debe atribuirse á la obligación, según su naturaleza. 

:>■ Que indudablemente al estipular Bruce el contrata invo- 
cado por el demandante y especialmente la cláusula adicional, 
se propuso suprimir la competencia que se hacia á su línea de 
vapores establecida en la carrera desde Buenos Aires al puerto 
de Sonta Fé, siendo de consiguiente indiferente el punto de 
partida del vapor ó vapores competidores. Puesto que la compe- 
tencia no se hace precisamente del puerto 6 paraje donde fondea 
el buque sino desde la ciudad de Buenos Aires de donde salen 
los paaageros, encomiendas y cargas, y en toda la línea, tatito 
en viaje de ida como de vuelta, de manera que por el hecho de 
establecerse una nueva Compañía de Navegación, cuyos vapores 
recorrieran la misma línea que los de Bruce, de los puertos de 
Campana y Tigre enunciados en la cláusula adiccional del con- 
trato, existia la competencia que lo autoriza á suspender el 
pago de las mensualidades. 

ft" Que absolviendo el actor la cuarta posición def. 100, con- 
fiesa que al fijarse en Ja referida cláusula aquellos puertos 
coiu » punto de partida, eolo se tuvo en vista que eran los pun- 
tos <ie donde salían los vapores «Estrella» y de Bruce, á lo que 
se agrega que por manifestación del mismo demandante al for- 
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mular la tercera posición del pliego de f. 64, s* *« hasta 
la fecha en que formularon el contrato en cuestión, ningún va- 
por habia salido del puerto de San Fernando por las dificulta- 
des que ofrecía, todo lo que induce fijamente que dicha desig- 
cion no ha tenido un carácter limitativo y escluyente de los 
demás puntos, sino meramente enunciativo, tatito por ser enton- 
ce» los puntos de donde arrancaba la carrera del Paraná cuya 
competencia se quería suprimir, cuanto porque no habia otro 
utilizado con ese objeto, pues de buena fe no se concibe que 
una empresa se comprometiera á hacer un fuerte desembolso 
como el prometido por Bruce, tan solo porque se le d*je libre 
el puerto del Tigre ó Campana y se le haga competencia en toda 
la línea de otro situado a ±0 o 30 cuadras, 

7" Que aún en la hipótesis deque la mente del contrato baya 
sido la que pretende daile el demandante, no obstante que ella 
couduce al absurdo que Ge acaba de mencionar, Bruce ha pro- 
bado que se le ha hecho competencia á su línea de vapores sa- 
liendo del puerto de Campana, pues el diario de f. 77 menciona 
Bin que se haya alegado nada en contrario, como punto de escala 
del vapor «Iris*, este puerto, lo que quiere decir que allí reci- 
bía los pasageros. encomiendas y carg.i que solo debían llevar los 
«poros de Bruce, según la intención del contrato, hecho que 
ademas ha confesado el mismo Ramayo al absolver la 3* posi- 
ción del pliego de f. 100, y que también esta comprobado por el 
informe de la Prefectura Marítima corriente á f. 122 vuelta. 

#» Que es una regla de interpretación consagrada en nues- 
tras leyes (ine, 4% art. 290 del Cód. de Com.) t que los hechos de 
los contrayentes subsiguientes al contrato qus tengan relación 
con los hechos que se discuten, son la mpjor esplicacion de la 
intención de las partes al tiempo de celebrarlo, y consta por 
confesión del mismo Ramayo, absolviendo la 3' posición del 
pliego de f. 100. que entablé su primera demanda contra Bruce 
cobrándole las mensualidades, el 27 de Junio de 1879, por lo 
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devengado hasta ese día, y no espetó á que terminara ei mes, 
porque precisamente ese mismo di a, el vapor flris» empezó su 
carrera del Rio Paraná, saliendo desde San Fernando hasta 
Santa Fé. lo que indica que eutónces Ramayo también entendió 
que había él caso de competencia previsto en la cláusula sepa- 
rada del contrato, lo que basta cierto punto se corrobora con el 
silencio guardado por los demás copartícipes del vapor cEstrella», 
quienes entendiendo sin duda del mismo modo la referida 
cláusula, se han abstenido de hacer gestión contra Bruce. 

9 o Que aunqne oslas consideraciones son bastantes pira di- 
sipar toda duda acerca de la verdadera intención de las partes, 
pues dada la naturaleza del negocio, las circunstancias en que 
se hizo el contrato, los motivos que razonablemente han debido 
influir en su celebración según las circunstancias, los hechos 
de las mismas partes subsiguientes ¿él. según se han estudiado 
en los considerandos precedentes, no es posible admitir otra in- 
terpretación que la sostenida por Bruce, y si alguna pudiera 
subsistir seria el caso de resolver en el sentido de la liberación 
del dendoT, en conformidad i lo dispuesto en el inciso 7 o , artículo 
296 del Código de Comercio ó como lo indica la regla 41. titulo 
17, libro 50, Diyesto; m re oscura melior e$t favere repitiiioni 
quan adtentitio lucro; pues también es regla de interpretación 
que, cuando en una contienda sobre la inteligencia ó las conse- 
cuencias de un contrato, una de las partes reclama lo suyo ó 
trata de evitarse un daño, y la otra no aspira sinó á obtener una 
ganancia, debe favorecerse mas bien, en caso de duda, á la pri- 
mera que á la segunda. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo á 1). David Brucv 
de la demanda deducida á f. I, imponiendo perpetuo silencio al 
actor, el que deberá pagar todas las costas causadas. 

Virgilio .tf. Tedin. 
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Falla úm Im 



Buenos Aires, Judío 30 de 1BS3- 

Vistos i por sus fundamentos, se confimia con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento noventa y dos, y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

J. B. COROSTIAGA. — «LADISLAO FRIA». 
— S. H. LASl'ILK. — M. D. PliARHO. 
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Don Octavio Rossi contra Don Luciano Durrien, sobre rescisión 



Sumario. — Convenido el pago del alquiler por trimestres, el 
locador que ba n-cibido el pago parcial de un trimestre no pue- 
do pedir la rescisión del contrato de locación por no haberse pa- 
gado el resto de ese trimestre, y el trimestre subsiguiente. 
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Caso.— Lo es plica el 

Buenos Aiim Mayo 16 de t882. 

Y Vistos : estos autos seguidos poT Don Octavio Kossi contra 
Don Luciano Durrien, sobre rescisión de un contrato de arren- 
damiento. 

Resulta: V Que el demandante pidió la rescisión del contrato 
fundándose en que el dem. ndado hubia dejado de pagar dos 
trimestres ó períodos, y con arreglo al articulo 87 deltítulo De ta 
Locación, Código Civil, quedaba resuelto, como también por uso 
indebido de la cosa. 

2" Que evacuando el traslado que se le corrió de dicha peti- 
ción, el demandado espuso, qne si no había seguido pagando 
después del primer trimestre, fui por h tber convenido con el 
Señor Rossi, en que este sacaría unos animales que tenia en la 
Chacra arrendada, en virtud de la carencia depnsto; de los 
perjuicios que recibía el demandado otro campo para pastorear 
su haciend,i t obligándose Rossi á hacerlo á la brevedad posible, 
y que ai así no lo hiciera, no habría obligación por parte de 
Durrien de pagar el arrendamiento. 

Concluye sosteniendo que no bn alterado el uso de la cosa 
arrendada, pide se rechace las pretensiones del actor y protesta 
por daños y perjuicios que dice habérsele irrogado. 

Y Considerando: \° Q«:e el punto á resolver es si la rescisión 
del contrato se halla ó no autorizada por el recordado artículo 
87 del título De ta Locación, Código Civil, por no haberse pa- 
gado dos periodos consecutivos. 

2 o Que consta por declaración de Don Adriano K. Rnssi (foja 
cuarentajy siete del espediente sobre juicio ejecutivo), que éste 
á nombre de su padre Don Octavio Rossi, y con su autorización, 
Tecibió un mes de aqnilcr de manos de Durrien, cuyo recibo ha 
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sido ratificado por el demandante á foja setenta y seis del mis- 
mo espediente; observando solo que recibió & cuenta un mes de 
alquiler y el contrato no fué novado. 

3- Que habiendo recibido el demudante un pago á cuenta 
del segundo trimestre» no puede considerarse en mora al loca- 
tario por haber dejado transcurrir dos mnses -?n seguida, sin 
hacer el abono correspondiente, 

4» Que el contrato queda alterado es indubitable, desde que 
el actor recibe un pago parcialá cuenta, período marcado para 
el pago de los adeudamientos, y por consiguiente, no puede 
válidamente sostenerse que si dos meses después no ba hecho 
el demandado el pago proporcional á ese período, haya podido 
incurrir con la caida de otro trimestre que establece el citado 
articulo 87 del título y Código recordada. 

5» Besulta pues que no ha habido das periodos consecutivos 
impagos, por cuya razou no puede aplicarse la disposición in- 

vocada por el actor. 

Por estos fundamentos; fallo, absolviendo de esta demanda 
á Do» Luciano Durrien, y no haciendo 1 ogar i daños y perjuicios 
por no haberse justificado é>tos. Condeno i Don Octavio Rossi 
a l pago de todas las costas procesales. Notifiqueae original y 
repónganse los sellos. 

Isidoro Albarraein. 



Dueños Aires, Julio 5 de 1883. 



Vistos : estos autos, y los traídos para mejor proveer, se 
confirma, por sus fundamentos, la sentencia apelada de foja 
setenta, con costas. Satisftchas estas, y repuestos los sellos, 
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davallvan&c loa presentes, y los autos traídos ad effectum vi- 

J. B. GOHOSTUCA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. —S. M. LASF1UR. 



CAUSA LXI1I 



Don Rafael Capecchi contra Don Francisco Pader y Don 
Francisco Saminena, sobre cumplimiento de sentencia. 



Sumario. — Admitido un inte rdicto de recobrar, y mandado 
levantar un cerco que impedia el ejercicio de ia posesión, la 
Órdeu de demoler el cerco y reponer al actor en su posesión, es 
conforme á la cosa juzgada. 



Caso,— Dictado por la Suprema Corte el fallo de 5 de Abril 
de 1883, Capecchi pidió se le repusiera en posesión del brete, 
y se ordenara la demolición del cerco hecho por Pader y Sanai- 
nena 

El Jnei proveyó de conformidad. 
Los demandados reclamaron. 
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Biienoa Aires. Mayo 4 de 1883. 
Siendo de conformidad á lo resulto por la Suprema Corte el 
tenor del auto recurrido de foja 47 t. % no ha lugar á la reposición 
que se solicita, y en cuanto á la apelación subsidiaria concédese 
en relación, y al solo efecto devolutivo, de acuerdo al artículo 
335 de La ley de procedimientos. 



Buenos Aire», Julio 7 de 1883. 

Vistos: Atento lo resuelto en la sentencia ejecutoriada de 
foja cuarenta y seis» se confirma con costas el auto apelado de 
foja cuarenta y siete vuelta y devuélvanse previa reposición de 
sellos. 

J. B, GOROST1AGA. — J. DÜH1NGUE1. — 
U LADISLAO FRIAS. — S- M. LASPIUR. 
— H. D. P1ÍARRO. 
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CAUSA Lililí 



fían Andrés Correa contra Don Pedro San Germes, por rei- 
vindicación sobre declaración d rebeldía. 



Sumario.— Para declarar rebelde al demandado que no con- 
testa la demanda, es necesario que se le accuerden y pasen las 
24 horas á que se refiere el articulo 12 de ia ley de procedimientos. 



Caso.— Se comprende leyendo el 

\ . „ 

Santiago* Marzo 6 de 1883. 

X vistos : La declaratoria de rebeldía solicitada por Don 
Dircro López, en representación de Don Antenor Correa, contra 
Don Pedro San Gormes, por no haber comparecido á contestar 
la demanda dentro del termino de ley, y considerando : 1* Que 
entre las causas que enumera el artículo 183, título 19 de la 
ley nacional de Procedimientos para que un litigante sea decla- 
rado rebelde, se encuentra la espresada por el que acusa la re- 
beldía, pues que consta de autos ú foja 51 vuelta que con fecha 
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19 se corrió el respectivo traslado de la demanda al demandado 
San Germes ; 3° Que consta igualmente el vencimiento del tér- 
mino legal para contestar la demanda, sin que lo huya verificado 
San Germes; 3" Que la citación de eviccion que hizo San Ger- 
nies á fojas 58 y 50, á Don Gaspar Tabeada, no importa en 
manera alguna, la exoneración de su obligación de contestar la 
demanda, no siendo dicha citación de eviccion, una excepción 
de las acordadas por la ley; 4° Que no hay otras que pueden 
oponerse que las especificadas en el artículo 72, título 10 de la 
ley antes citada; 5° Que no siendo como queda establicido, la 
citación de eviccion, una excepción, no se paralizaba el término 
legal para contestar la demanda, por el hecho de hacer la cita- 
ción; G° Que una vez hecha la citación quedan á salvo los 
derechos de San Germes, contra Tabeada, para el caso de ser 
evicta la cosa por él comprada A aquel; 7 o Que el vendedor 
Taboada no tiene la obligación de salir A la defensa de San 
Germes, siendo en él potestativo hacerlo ó no; siendo siempre 
responsable hácia el comprador délas resultas del juicio; 8" 
Que* por tanto, San Germes no ha podido ni debido creerse 
exonerado de la obligación de contestar la demanda por haber 
hecho la citación de eviccion, porque «error j un* nocct» el 
error de derecho perjudica. 

Por estes fundamentos, se declara rebelde á Don Pedro San- 
Germes. 

Pónganse los autos á despacho para proveer lo que corres- 
ponde poT derecho. Hágase saber y repónganse los sellos. 



P. Olaechea tj A icaria. 




C*rt« 



Bueno» Aires, Julio 10 de 1883. 

Vistos: No habiendo el Juez de Sección acordado al deman- 
t. xvi 41 
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dado las veinticuatro horas á que se refiere el articulo doce de 
la ley de procedimientos, sin cuyo requisito no ha debido ser 
declarado rehelde, se reboca el auto apelado de foja sesenta y 
seis, y devuélvanse previa reposición de sellos. 

J. B. COROSTIAGA.— J. DOMIKGUEZ.— 
U LADISLAO FRIAS-— S, M. LASPIUR. 
— M. D. PIZARftO. 




CAUSA UIH 



El Fisco Racional contra Don Francisco Agnese y Aquilino 
Sánchez y hermanos, por contrabando, sobre pruebas. 



Sumario. — Las diligencias probatorias deben ser pedidas 
dentro del termino, y este no puede seT prorogado después de 
vencido. 
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Coso, _ En los autos que el Fisco Nacional seguia contra 
Don Francisco Agüese, patrón de la zuniacá « Mañana», y 
Aquilino Sánchez y hermauos, por contrabando hecho en el 
puerto de Ituzaingo, se abrió la causa á prueba por treinta 
dias. 

Vencidos estos, el Procurador Fiscal pidió próroga del tér- 
mino probatorio con arreglo al artículo 92 de la Ley.de Enjui- 
ciamiento, y algunas diligencias probatorias para la villa de 
Ituzaingo. 




Corrientes, Febrero 28 de 1883. 



Y vistos; Considerando I o Que el término de prueba seña- 
lado en esta causa se bailaba vencido cuando el Procurador 
Fiscal solicitó las diligencias probatorias, según se vé por las 
fechas en que fué notificado el auto de prueba y en que se pre- 
sentó el escrito de f . 404, y no lo niega el actual Procurador 
Fiscal al contestar el traslado pendiente hace tres años : 2° 
Que incumbe & las partes solicitar el aumento a que se refiere 
el articulo Oí cuan lo hayan de rendir la prueba fuera del munici- 
pio, haciendo esta solicitud antes de vencerse el término seña- 
lado y no después; porque los términos vencidos no pueden 
proTogarse, y por lo tanto, la solicitud de próroga del otrosí de 
f . !04» es estemporánea. Por estos fundamentos se declara 
veneido el término de prueba, y en tu consecuencia, proceda el 
Secretario como lo prescribe el artículo 360 de la Ley de Pro- 
cedimientos, sin perjuicio de que el Juzgado pueda proceder á 
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pedir loa documentos originales á que se refiere el auto de 
prueba, si así lo creyese conveniente para decidir la cansa y 4 
lo demás á que haya lugar según el estado de la causa. 
Hágase saber. 

¿una* 



Bueno* Aires, Julio 13 de 1883, 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja ciento veinte y dos y devuélvase. 

J. B. GOHOSTUGA. — J- DOMIHGtFK. — 
U LADISLAO FRÍAS- — S. M. LASPIUR. 
— H. D. MURRO. 
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CAUSA tllf 



& Gerónimo FAchegoyen contra ¡? Josefa A. de Alurralde¿obre 
nulidad tj apelación de un laudo, diciado en autos sobre 
rescisión de compra-venta y daños y perjuicios. 



Sumario. — i* Sometida á los arbitros la cuestión de quien 
es responsable de daños y perjuicio*, y cuanto es el importe de 
estos, no es nulo el laudo por el cual resuelven la primera, para 
pronunciarse por separado sobre la segunda. 

2° Convenido el pago de una multa contra quien apela de un 
laudo, el solo hecho de apelar hace ejecutiva la multa. 

3 o El contrato de compra-renta que no ha sido cumplido por 
ninguno de los dos contratante no dá derecho á ninguno de 
ellos para pedir el resarcimiento de daños y perjuicios; y 
siendo intención de las partes la de dirlo por rescindido, debe 
restituirse lo entregado por sn causa, con los intereses. 



Caso.— Don Gerónimo Etchegoyen vecino de Córdoba y D» 
Josefa A. de Alurralde, vecina de Tucuman, hicieron un con- 
trato de compra-venta de ganado, cuyo contrato dió lugar a la 
demanda del primero contra la segunda. 

Ante el Juez Federal convinieron las partes someter la 



m 
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cuestión ti juicio de árbitroa arbittadores, bajo las bases 
siguientes ; 1* resoltarán quien ha dejado de cumplir el contra- 
to ; t° determinaran las indemniiacionea que este deba á la 
otra parte ; 3* el lando será inapelable y el que intente este 
recurso, abonará la multa de 500 pesoa bolivianos. 

Por el laudo adoptado por el tercero en discordia, délos dos 
nombrados, se resolvió : 1* que Etchegoyen no había cumplido 
el contrato ; y 4" que debia pagar á la señora Alnrralde los 
danos y perjuicios, y las costas. 

Etchegoyen interpuso los recursos de apelación y nulidad ; 
en los que, por impedimento del Juez Federal, conoció el Juez 
ad hoc Dr. D. J uan M. Terun. 

WmMtm MAee* *» «****»» 

Tuwimtn, 33 de Agoalo da 1889. 
En los autos seguidos entre D. Gerónimo Etchegoyen y D* 
Josefa A. de Alnrralde, sobre rescisión de un contrato de com- 
pra-Tente. 

Visto* los recursos de nulidad y apelación deducidos por 
el primero contra el laudo pronunciado por la mayoría de los 
árbitroa t resulta: 

El recurso de nulidad es fundado por la parte de Etchegoyen, 
en las siguientes causas: 

l« Haber laudado los árbitros sin citación de partes y 
llamamiento de autos. 

2? Haber los mismos dictado su fallo separadamente y en 
distintas fechas, y autorizado el Escribano en otra fecha tam- 
bién distinta, y 

3 a Haber laudado ultra petüa t condenando á lo que no había 
pedido la parte, — las costas — y dejando de fallar otro punto 
fijado en el compromiso i indemnización de daños y perjuicios. 

El recurso de apelación lo funda la misma parte en la injusti- 
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uia notoria que entraña el lando en mayoría, declarando que 
Etchegoyen no ha cumplido el contrato de compra-renta de 
ganados celebrado con la señora de Alurralde, por cnanto según 
las constancias de autos, antecedentes y documentos presen- 
tados» se demuestra lo contrario, es^decir, que la falta de cum- 
plimieuto>tA por parte de la vendedora ¡ y concluye pidiendo 
que el Juzgado pronuncie sentencia, revocando el lando recla- 
mado, y declarando: que la demandada faltó al contrato; que 
en tal virtud» debe á Etchegoyen los daños y perjuicios, á mas 
los tres mil y tantos pesos anticipados á cuenta del precio del 
ganado; los quinientos pesos de multa y los intereses deven- 
gados por ambas sumas. 

A esto ha contestado la señora D* Josefa A, de Alurralde, 
examinando los distintos puntos en que se fundan por el 
contrario los recursos de nulidad y apelación del lando : 

i" Que por el compromiso que corre en autos consta que los 
árbitros fueron nombrados eo calidad de árbitros arbitradores 
ó amigables componedores. 

2? Que en tal carácter, ban podido prescindir de las simples 
formalidades de procedimientos, como el emplazamiento, cita- 
ción para sentencia, etc. 

3" No ser atendible el segundo argumento en qne funda la 
nulidad porque los arbitradores no tienen que sujetarse a 
forma alguna. Ellos son simplemente ■ jueces de conciencia y su 
laudo es siempre válido con tal que sea fecho á buena fé é sin 
engaño», según los términos de la ley 23, título 4°, partida 3% y 
que por consiguiente, la circunstancia detener los laudos fechas 
distintas, no puede invocarse como causa de nulidad desde que 
no hay ley que la determine. Que lo mismo puede decirse 
respecto i la nulidad fundada en haberse autorizado el laudo 
en fecha también distinta. 

4" Que no es exacto que los árbitros condenaron al señor 
Etchegoyen á lo que no había pedido su parte ni dejado de 
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fallar puntos comprometidos 4 su decisión. Que en el compro- 
miso, las cuestiones sometidas fueron dos, á saber : cuál de los 
contratantes ha dejado decnmplir el contrato de f. S. Resuelto 
este punto, determinar las indemnizaciones que deba el que ha 
sido causa de la inejecución del contrato, á su contra parte, y 
que el laudo no había hecho otra cosa que resolver de una 
manera bien clara estas cuestiones, condenando a Etehegoyen 
en ambas. 

Contestando la expresión de agrarios en la pnrte relativa al 
recurso de apelación, la misma señora de Alurralde dice: que 
estableciendo el contrato un plazo para sacar la hacienda ven- 
dida, y no habiendo concurrido Etcheyoyen durante él 4 los 
lugares de tablada estipulados en el mismo contrato, 4 recibir- 
la/ faltó á sus obligaciones como comprador y debe pagar por 
lo tanto, los daños y perjuicios que esta falta de cumplimiento 
ha causado á la vendedora. Que fundada en lo espuesto, pide 
al Juzgado se sirva confirmar el laudo de la mayoría con espe- 
cial condenación en costas. 

I considerando, respecto de las causas de nulidad invocadas 
por el recurrente; 

I* Que consta por el contrato de fs. 3 y A y también por la 
escritura de compromiso corriente á fs. 8 vuelta i que las 
personas que debían resolver las cuestiones suscitadas, revés* 
tian el carácter de árbitros arbitradores y amigables compone- 
dores. 

Considerando 2°. Que en tal virtud, la primera cansa de 
nulidad carece absolutamente de importancia, porque la ley 
33, título 4*, Partida 3% autorizad los arbitros arbitradores «para 
resolver en cual manera quisiessen ó maguer no fiziessen ante 
sí comenzar los pleitos por demanda ó por respuesta é non 
catassen aquellas cosa* que los otros jueces son tenudos de 
guardar, con todo eso valdría el juicio ó la avenencia que ellos 
fiziessen entre ambas partes» solo que sea fecho 4 buena fé é 
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sin engaño;» de todo lo cual se colige que pueden prescindir 
de toda citación y llamamiento de autos, puesto que las pala- 
bras de la ley solo contienen la restricción de proceder de 
buena fé é sin engaño; y porque la ley 34, título 4<\ Partida 3*. 
a pesar de enumer.it las causan de nulidad no incluye la que 
invoca en este caso la parte de Etohegoyen. 

Considerando 3 J . Que aunque el laudo ha sido dado separa- 
damente por los árbitros Manuel Posse y Saturnino Román» y 
en distintas fechas, tales hech >s no importan verdaderamente 
la nulidad declarada por la ley 3S, titulo 4", Partida 3' por las 
siguientes razones: 

!• Porque ella se refiere á los juicios de Arbitros de derecho, 
según la espresion clara y terminante de la misma. EL laudo 
de amigables componedores sule eiije para su validez, haberse 
dictado dentro del término, sobre las cuestiones comprometidas; 
y que sea dado con buena fé y sin engaño. De esta diferencia 
so colige fácilmente que no es necesario para su validez la 
reunión ó concurrencia de todos los árbitros y que el tercero 
uombrado después del desacuerdo, cumplía con su deber estu- 
diando las cuestiones y adhiriéndose á la opinión manifestada 
por escrito y en sus respectivos fallos por sus colegas. En apoyo 
de esta doctrina puede citarse á Caravaiites *Ley de Enjuicia- 
miento Civil*, tonii>2", i' edición, pág. 535, quien al comentar 
los artículoi 805 ü 807 de la Ley de Procedimientos de España, 
dice: que el tercero puede conocer de la cuestión siu necesidad 
de reunirse con los árbitros primero nombrados, y dictar su 
fallo entendiendo por sí del negocio. 

2» Porque la fecha en que se dictó el laudo, no es esencial 
sinó para saberse si él ha sido dado dentro del término; y no 
haciéndose observación por las partes á este respecto es de 
presumir legalmente que aunque los laudos contienen fechas 
distintas, ellus están dentro del término acordado en el com- 
promiso, para laudar. 
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9". Porque aunque es verdad que ellaudo ha sido autorizado 
por el Escribano en fecha también distinta, dicha circunstan- 
cia no constituye un vicio de nulidad. Eu efecto, este funciona- 
rio- no ejerce jurisdicción, siendo su misión tan solo hacer 
saber directamente á los litigantes los autos pronunciados por 
los jaeces» dando fé de que estos y no otros son quienes los 
han pronunciado ; y en el caso no se pone en duda que el laudo 
haya sido pronunciado y firmado por los Arbitros nombrados 
por las partes y por el juez ; por consiguiente, la circunstancia 
de la fecha en que fué autorizado, no puede influir en manera 
alguna, siendo de advertir por lo demás, que aun dicha auten- 
ticación se ha hecho ya innecesaria, atento á lo que dispone la 
Ley de Procedimientos Nacionales. Según esta, queda supri- 
mido el proveído de los Escribanos para la autenticación de 
las providencias de los jueoes-y poT lo tanto, no puede consi- 
derarse en el caso como causa de nulidad, la circunstancia 
apuntada por la parte de Etcqegoyen. 

Considerando 4 o . Que no es exacto que los árbitros condena- 
ron á Etehegoyen a lo que no había pedido su parte, pues h 
resolución de aquellos debía recaer sobre estos dos puntos : 
I" cuál de los contratantes dejó de cumplir el contrato de fo- 
ja 3; 2" determinar los daños y perjuicios que debería pagar el 
que haya sido causa de la inejecución del mismo. Los árbitros 
en mayoría resolvieron estas cuestiones, declarando que Etche- 
goyen fué el culpable y por lo tanto, responsable de los daños 
y perjuicios causados á D" Josefa A. de Alurralde, 

Considerando 5 o . Que es jurisprudencia establecida por los 
Tribunales Nacionales, que entre los daños y perjuicios a que 
es condenado uno de los contratantes por inejecución de un 
contrato, debe también comprenderse las costas ocasionadas 
en el juicio, por ser ellas un efecto inmediato y directo de la 
violación del contrato. Causa LXX, tomo 5° f y XXV 111, tomo 9, 
I" serie de los Fallos de U Suprema Corte, de que se deduce 
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que los árbitros, laudando también sobre las costas, no han 
hecho sitió sujetarse al mandato que se les confirió en el com- 
promiso de f, 8 vuelta. 

Considerando 6*. Que tampoco es exacto que se haya dejado 
de fallar cuestiones sometidas á la decisión de los árbitros. En 
ta parte dispositiva se dice que D. Gerónimo Etchegoyen no 
ha cumplido con el contrato celebrado con D* Josefa A. de 
Alurralde, y que por lo tanto debe pagar á ésta los daños y per- 
juicio?, resolviendo así las dos cuestiones contenidas en el 
compromiso, en los términos ya esplicados en el considerando 
4* de esta sentencia. 

Considerando 7°. Que el hecho de no haberse determinado 
en el mismo laudo el monto de los daños y perjuicios que 
debia abonar Etchegoyen por vía de indemnización, no es has* 
tante para atacar de nulidad el lando» desde que la parte deD* 
Josefa A. de Alurralde podia ejercer su derecho en la forma y 
tiempo que lo hubiera juzgado conveniente, Ó renunciar de 
ejercerlo. 

Considerando con respecto á la apelación deducida: 1° Que 
las cuestiones á resolver son; I* cuál de los litigantes fué el 
causante de haberse dejado de cumplir el contrato de compra- 
venta de ganados, corriente de fs. 3 á 4; 2° los daños y perjui- 
cios que ha de abonar á su contra-parte el culpable en la ine- 
jecución del mismo; y S° la devolución de las sumas entregadas 
por Etchegoyen como parte de precio del ganado, de la multa 
de quinientos pesos oblados por el mismo, para alzarse del lau- 
do, y i mas los intereses devengados por amba* sumas desde la 
fecha de la entrega. 

Considerando respecto al primer punto : 2° Que el docu- 
mento de f. 344, base de la demanda, comprueba la existencia 
de un contrato de compra -ven ta de ganado, por el cual Doña 
Josefa A. de Alurralde, vende á D. Gerónimo Etchegoyen la 
hacienda vacuna que posee en sus Estancias * Las Criollas» y 
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«Alurralde»,en los términos y bajo las condiciones que en el 
mismo contrato se establecen, obligándose el comprador á sacar 
el ganado Tendido hasta fines del mes de Mayo del año de mil 
ochocientos ochenta. 

Considerando 3 o . Que siendo este un contrato; bilateral, con 
Obligaciones recíprocas para ambas partes, y tratándose al pre- 
sente de resolver cuál de los contratantes ha dejado de cumplir 
las obligaciones que les incumbía, deben aplicárseles las dispo- 
siciones legales en el título Del contrato de compra y venta 
Código Civil, muy especialmente las de los capítulos V y VI que 
tratau de las obligaciones del vendedor y comprador. 

Considerando 4 o . Que conforme al artículo 106 del título ci- 
tado, Código Civil, es de obligación del comprador rccibiT la 
cosa vendida en el término fijado en el contrato, así como prac- 
ticar á este fin las diligencias necesarias. 

Considerando 5\ Que esto no obstante, el Sr. Etchegoyen.no 
solo no ha cumplido este deber, siuú que sus hechos ó actos 
posteriores al contrato, ban venido á demostrar claramente que 
su voluntad era no cumplirlo. En efecto, por el artículo 7* se im- 
ponía la obligación de sacar la hacienda vendida eu las condi- 
ciones que es presa este contrato basta fines del mes de Mayo 
del presente año (1880). Dadas las demás condiciones allí esti- 
puladas, no puede suponerse por un instante, que Ktchegoyen 
cnmpUeTa su obligación con el simple aviso que diú a la vende- 
dora en su carta de foja 23, dos días antes de espirar el plazo, 
y esto por las siguientes razones : 

1* PoTque conforme al artículo 5 o , pág. 145, Código Civil, 
el plazo puesto ¡i las obligaciones se presume establecido para 
Embaa partes, y esta presunción se robustece en el presente 
caso, por la clase de obligaciones que se imponen a la vende- 
dora: la de reunir en dos estancias distintas, distante una de 
ellas veinte leguas de la ciudad, mil y tantas cabezas de ga- 
nado vacuno, y conducir á puntos distintos, donde según el 
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contrato debía hacerse la entrega. Este antecedente que no 
podía ser ignorado del Etchegoyeu, ponía á la Tendedora en es- 
tado de oo poder cumplir su obligación en el corto término de 
doa días. 

$* Porque habiendo dudas acerca de la verdadera inteligen- 
cia y alcance que debe darse al artículo T del contrato, por lo 
que hace al plazo que en él se designa para sacar la hacienda, 
debe atenderse á los principios de interpretación. Así, habiendo 
oscuridad, se ha de estar por lo menos gravoso, por lo mas vero- 
símil y factible; de que se deduce, que el plazo hábil para sacar 
labaoienda fué desde que se firmó el contrato y no á fines de 
Mayo, como lo pretende Etohegoyen, porque siendo así, hubiera 
importado decir, que uno de los contratantes se comprometió & 
cumplir un hecho imposible. 

3* Porque es un principio umversalmente reconocido, tanto 
por la moral como por la ley positiva, que en todo contrato 
debe atenderse ante todo á la inteucion de las partes contra- 
tantes, mas que i la forma en que ella es manifestada ; y en el 
caso actual, dado el testo mismo del artículo 7% es incuestio- 
nable que esta intención no ha podido ser otra, siuó fijar un 
plazo conveniente para que pueda hacerse la entrega del ganado 
por tropas sucesivas, como es de práctica constante entre noso- 
tros, en negocios de este género. 

Considerando G\ Que sentados estos antecedentes, es incues- 
tionable de que Echegoyen no ha cumplido con las obligaciones 
que la ley le impone como comprador, y por lo tanto, no ha po- 
dido demandar la rescisión del contrato ¡de compra-venta, 
ni tampoco indunnizacion de daños y perjuicios, porque este 
derecho lo concede el artículo 99, pág. 354, Código Civil, al 
comprador que por su parte ha cumplido debidamente el con- 
trato con relaciou al vendedor. 

Considerando 7 o . Que rechazada así la demanda deducida 
por Etchegoyen, queda a coitiid^rarse si este es responsable de 
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loa daños y perjuicios porque coutrademanda Doña Josefa A. de 
¿lurralde. 

Considerando 8\ Que para la resolución de este panto debe 
examinarse ante todo, si Ja Tendedora ha cumplido por su parte 
las obligaciones que le impone la ley en el capitulo Y, títu- 
lo Del contrato de compra y venta ya ctUdo del Código Civil, 

Considerando 9°. Que es obligación impuesta al Tendedor por 
los artículos 88 y 89, pág. 353 de dicho Código» entregar la cosa 
Tendida en el dia y lagar conreoidos, obligación que no ha lle- 
nado la Tendedora, sin que pueda escusarse, alegando que el 
comprador no concurrió á recibir la hacienda Tendida, y esto 
por lia siguientes razones : 

I* Porque el artículo 109, pág. 356 del mismo Código, pre- 
Tiendo este caso, dispone, que «si el comprador de una cosa mue- 
ble, deja de recibirla, el Tendedor, después de constituido en 
mora, tiene derecho á cobrarle loa costos de la conservación y 
las pérdidas é intereses ; y puede hacerse autorizar por el Jaez 
para depositar la cosa Tendida en un lagar determinado, y de- 
mandar el pago del precio ó bien la resolución de la venta», y al 
no adoptar estas medidas legales, demostraba que no tenia vo- 
luutad de cumplir el contrato celebrado, 

t" Porque si su intención fué cumplirlo, entregando el ga- 
nado vendido al comprador, lo hubiera conducido á los lugares 
de tablada determinados en el contrato, y hacer allí intimación 
judicial á Etchegoyen para que la reciba; en caso de resistencia 
ba podido aun hacerse autorizar judicialmente para depositarlo 
produciendo desde entonces los efectos de una verdadera con- 
signación á estar á los términos espresos de los artículos Ai 
y 41 página 200 del Código Civil. 

9* Porqae desde que Etchegoyen confiesa en su cuenta de fe- 
cha 22, que compraba el ganado para venderlo, circunstancia 
qne daba un carácter comercial al contrato de compra-venta de 
ganado (art. 515, Código de Comercio), y regido en sas efectos 
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por las disposiciones mercantiles, Doña Josefa A. de Alurralde, 
para pedir daños y perjuicios, ha debido llenar préviamente las 
eiijencias del artículo 533, del misino Código, según el que, 
siempre que baya mora por parte del comprador en recibirse de 
l^s efectos comprados, tiene el vendedor la facultad de pedir la 
rescisión del contrato ó de reclamar el precio con el interés cor- 
riente por la demora, poniéndolos efectos ¿la disposición déla 
autoridad judicial, para que ordene su deposito y venta pública, 
por cuenta y riesgo del comprador. La Sra. de Alurraldeha pro- 
cedido faltando absolutamente á lo que en dicho articulóse pres- 
cribe para que ella pueda usar de ta acción de daños y perjui- 
cios que acuerda la ley contra el comprador moroso, ó que se 
niega á cumplir lo pactado. — Véase los Fallos de la Snprema 
Corte.— Causa LXXX1V. 1* Série, tomo 9", y XXXIII, Serie 2\ 
tomo IV. 

Considerando 10. Que atento á las razones espuestas, es fue- 
ra de toda duda de que la vendedora no tiene derecho á indem- 
nización de ningún genero, porque los daños y perjuicios que 
cobra, si los ha sufrido, tan solo a ella debe imputárselos, desde 
que faltó también al contrato, careciendo por consiguiente de 
todo fundamento legal su contra-demanda. 

Considerando 11. Que segnn lo considerado y como se des- 
prende también de lo alegado por las partes, su intención es 
que las obligaciones creadas por el contrato de compra-venta 
para el comprador y la vendedora, se estinguen por mutuo con- 
sentimiento; en cuya virtud es arreglado ¿ derecho, que la ven- 
dedora Doña Josefa A. de Alurralde, devuelva al comprador la 
suma que recibió ú cuenta del precio del ganado con los intere- 
ses respectivos desde la fecha de la entrega, porque el contrato 
ha quedado siu efecto, y es un principio de derecho universal- 
mente reconocido, que ninguno puede enriquecerse con daño de 
otro. 

Considerando 12. Que la multa estipulada en el compromiso 
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lo fuá panel caso de que algnna de las partes apelara del laudo 
arbitral; y como Etchegoyen interpuso esto Tecurso, faltó á dicho 
compromiso, y debe por lo tanto incurrir en la pena perdiendo 
los quinientos pesos que se convino diera el que faltara á lo 
pactado. (Art. 66, pag. 340, Código Civil). 

Pop tttw (undamento^ Mlo no haciendo lugar al recurso in- 
terpuesto sobre nulidad del laudo arbitral de fs. 39 á 41, y 
f. 44, y dando por rescindido, de conformidad de partes, el con- 
trato de compra-venta de fs. 3 y 4, declaro : i* Que ambas par- 
tes han faltado A las obligaciones que les imponía dicho contra- 
to; S" Que en consecuencia, ninguno de los litigantes tiene 
derecho á eligir indemnización de daños y perjoicios; 3 o Que 
la Tendedora está en la obligación de devolver al comprador Se- 
ñor Etchegoyen, las cantidades que recibió anticipadamente a 
cuenta del precio de venta y que constan de los documentos de 
fs. 43 á 15, coi los intereses corrientes de plaza á contar desde 
la fecha en que fueron entregados, y 4" finalmente: Que la Se- 
ñora de Alurrralde no está obligada á la devolución de los qui- 
nientos pesos oblados por la parte de Etchegoyen para alzarse 
del laudo. Hágase Baber, notilicándose coa el original, y repón- 
ganse los sellos. Así lo pronuucío, mando y firmo en Tucuman. 
á tos Teinte y tres días del mes de Agosto del año de mil ocho- 
cientos ochenta y dos. 

Juan M. Teran. 



Buenos Airei, Julio II da 1883. 

Vistos: y considerando: en cuanto á la nulidad del laudo 
por no haber los áTbitro* fijado el monto de la indemnisacion 
por daños y perjuicios, que nquellos pudieron pronunciarse so- 
bre !• responsabilidad de estos, y separadamente sobre el ouan- 
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tum ó valor de ellos; Considerando con relación á la multa, que 
esta se debe por el solo hecho de la interposición del recurso, 
según lo estipulado en el compromiso j lo dispuesto por la Ley 
treinta y cinco, título cuarto, partida tercera, y artículo sesto, 
título once, libro segundo, sección primera, Código Civil. For 
estas consideraciones y fundamentos de la sentencia apelada se 
confirma la de foja ciento setenta y tres. 
Hágase saber y devuélvanse previa reposición de sellos. 

J. DOMINGUEZ. LADISLAO FRIAS.— 

s.ii. laspiur (ea disidencia).— 

H. D. PIZARHO. 
DISIDENCIA. 

Buenos Aires, Julio 17 de 1883. 

Vistos los recursos de nulidad y upelacion interpuestos de la 
sentencia de los arbitradores, de foja cincuenta y una. 

¥ considerando en cuanto al recurso de nulidad : 

Que el artículo noveno del contrato de compra-venta de gana- 
dos celebrado entre los compromitentes y que ha dado origen 
al presenta pleito, establece que «La parte que dejára de cum- 
plir este contrato en todo ó en parte, indemnizará á la que lo 
cumpliere, á juicio de ár bit ros, los daños, perjuicios y costas 
que le causare. > 

Que nombrados arbitros arbitrariores para decidir cuál de los 
contratantes había faltado al cumplimiento del contrato, y para 
fijar el monto de la indemnización que debía abonar al que lo 
hubiese cumplido, dichos árbitros han laudado solamente sobre 
el primer punto, declarando que el comprador es quien ha fal- 
tado at contrato y debe por consigniente daños y perjuicios á 
la otra parte ; pero no han fijado el monto de esos daños y per- 
T. iti. 48. 
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juicios, que era el otro panto sobre que debían pronunciarse, 
dejándolo espesamente para otro juicio, que no turo ni pudo 
ten ' lugar, porque inmediatamente después, venció el término 
señalado para laudar, 

Que una sentencia arbitral adolece de nulidad evidente cuan- 
do no es dada sobre los puntos comprometidas. Leyes veinte 
y seis y treinta y dos, titulo cuarto, partida tercera. 

Que esta nulidad es una de las reclamadas por el recurrente 
del laudo arbitral. 

Que ella no puede escusarse con pretender que los arbitra- 
dores podian fallar en juicio distinto cada uno de los puntos 
comprometidos, según lo dispuesto en la parte final de la Ley 
treinta y dos antes citada ; porque, en primer lugar, según se 
esplica mas clara mente en su glosa, dicba ley autoriza á fallar 
separadamente cuando fuesen muchos los pleitos ó tas contien- 
das, que son metidas en mano de los avenidores; y aquí no se 
trata ni de dos pleitos distintos é independientes uno de otro, 
sino de dos puntos que forman un solo pleito, y tan intimamente 
ligados, que el uno es consecuencia del otro: quién debe perjui- 
cios, y cuál es el monto de estos perjuicios ; en segundo logar, 
aunque los arbitradores hubieren podido fallar separadamente 
cada uno de los dos puntos comprometidos, no pudieron dejar 
vencer el término, como lo hicieron, sin verificarlo. 

Por estas consideraciones se daclara nula la sentencia arbitral 
recurrida. 

Y considerando, en cuanto al recurso de apelación, qoe con- 
juntamente con el de nulidad prescribe sea resuelto el articulo - 
doscientos treinta y seis de la Ley Nacional de Procedimientos: 

Que están reconocidos en autos por ambas partes los puntos 
siguientes: 4* la validez del contrato de foja tres; que el 
comprador dió aviso desde Tucnman por carta fecha veinte y 
ocho de Mayo de mil ochocientos ochenta á la vendedora, de 
que en ese momento mandaba i les puntos de tablada conve- 
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nidos para recibir el ganado comprado, carta de foja veinte 
y tres ; 3° que el ganado no solo no estaba reunido, sinó que 
la Tendedora se negó ya á entregarlo; 4 o que poco después 
vendió i otros, parte de dicho ganado, documento de foja doce; 
5 a que la vendedora babia recibido del comprador, tres mil pe- 
sos plata anticipados á cuenta de precio, no obstante que el 
contrato no estipulaba anticipación de ningún género. 

Que sentados estos antecedentes, y teniendo presente que el 
contrato de compra-venta de ganado, fechado el catorce de 
Marzo de mil ochocientos ochenta, establece por el artículo 
séptimo, que el comprador se obliga a venir a sacar la hacien- 
da comprada hasta fines de Mayo, conviene examinar los debe- 
res que la ley impone á cada uno de los contratantes, para 
deducir con el acierto posible, cuál de ellos es el que ha 
incurrido en responsabilidad.) 

Es jurisprudencia inconcusa, que no está en el derecho de 
una de las partes rescindir por sí sola el contrato, sobre todo 
tratándose de contratos de compra-venta. En este contrato, 
cuando el comprador no ocurre á recibir la cosa comprada, sien- 
do mueble, dentro del plazo estipulado, el vendedor tiene el 
deber de conservar la cosa á disposición del comprador» con 
derecho A cobrarle las costas de la conservación y aun las pér- 
didas é intereses. Este deber es mas imperioso, si cabe, cuando 
se ha Tecibido dinero anticipado & cuenta del precio. 

El artículo ciento nueve del titulo «De la compra-venta» del 
Código Civil, dispone que: « Si el comprador de una cosa mue- 
ble deja de recibirla, el vendedor, después de constituido aquel 
en mora, tiene derecho á cobrarle las costas de ta conservación* 
y las pérdidas é intereses; y puede hacerse antorixar por el 
Juez para depositar la cosa vendida (si no quiere él conservar- 
la), en un lugar determinado, y demandar el pago del precio, 6 
bien ta resolución de la venta, ■ 

Esta misma disposición con diferentes palabras contiene el 
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artículo quinientos treinta y cinco del Código de Comercio. 
Ei sitíenlo cuarenta y uno, de las Deudas de cuerpos ciertos, 
del mismo Código Civil, y concordante con el anterior, dispone 
que « si la deuda fuese de un cuerpo cierto que deba ser entre- 
gado el deudor deberá hacer intimación judicial al «creedor 
puraque lo reciba ¡ y desde entonces, la intimación surte todos 
los efectos de la consignación. • 

Tales son las prescripciones que la ley impone á la vende- 
dora. Ella estaba en el deber de conserje la cosa rendida á 
disposición del comprador, precisamente cuando éste incurriese 
en mora, es decir, no la recibiese dentro del plazo convenido, 
y con derecho de cobrar los costos de la conservación y las pér- 
didas é intereses, pero nunca de resolver por sí sola el contrato. 
U resolución solo podía pedirla del Juez, ofreciendo la consig- 
nación, para lo cual tenia que reunir la hacienda pura contarla, 
clasificarla y justipreciar su importe, para la indemnización de 
los daños y perjuicios emergentes de la resolución del contrato. 
Esta reunión de la hacienda solo podta tener lugar al Analizar 
el termino del contrato, y como el comprador ocurrió en tal 
ocasión ¿recibirla, resulta qne si hubiera estado reunida no 
habría tenido lugar esta cuestión. 

Pero todo lo espuesto es para el caso en que el comprador 
hubiera incurrido en mora viniendo fuera del plazo á recibirse 
del ganado ; falta ahora examinar si en efecto ha tenido lugar 
esta mora. 

El comprador era vecino dé la provincia de Córdoba: había 
idoá Tucuman á comprar ganados para revenderlos, según re- 
sulta de los autos. Teniendo sin duda en cuenta la naturaleza 
de su tráfico y la circunstancia de que tendría que venir dedis- 
tinta Provincia á recibir el ganado, fué que se estipuló ror el 
artículo siete del contrato, que el comprmlor se obligaba á sa- 
car la hacienda comprada hasta fines de Mayo. 

Como el contrato era firmado en JUrzo, tal plazo hasta fines 
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de Mayo para venir el comprador á sacar la hacienda, era es- 
elusivamente en su favor, porque á la vendedora de ninguna 
manera podia convenirle entregar la hacienda á fines de Mayo, 
en medio del invierno entre nosotros, cuando la llacura se buce 
sentir y se esponja á tener muchos animales de desecho. 

>Tl articulo quinto, del titulo lie tas obligaciones aplazo, del 
Código Civil, dispone que « el plazo puesto en las obligaciones, 
se presume establecido para ambas partes, á jio ser que por el 
objeto de ta obl fijación ó por otras circunstancias, resultare ha- 
berse puesto á favor del deudor ó del acreedor. * 

Y en el presente caso, por tudas las circunstancias, resulta 
haberse puesto en favor del comprador. 

En efecto, si el ganado se hubiera recibido inmediatamente 
despees de firmado el contrato, la vendedora lo habría entre- 
gado en buena estación, y en perfecto estado de recibo, sin ani- 
males de desecho; habría recibido, además, rl precio de contado, 
y el campo de sus Estancias le habría quedado desde entonces 
desocupado para utilizarlo en lo que le fuese mas conveniente; 
ventajas todas que ]icr.iia ó habría perdido para fines de Mayo. 

Resultando pues el plaio esclusivamente en favor dej com- 
prador, ¿1 cumplía el contrato viniendo el veinte y ocho de 
Mayo á sacar el ganado, porque venia dentro del término con- 
venido; y la vendedora no tuvo nizon legal para rehusar la en- 
trega, como la rehusó, «librando que no había ya tiempo de reu- 
nir la hacienda dentro del plazo; porque los contratos deben 
entenderse siempre de la manera que sea mas fácil y eficaz su 
ejecución, y porque ya ha quedado antes establecido, que aun 
en el caso de que fl comprador hubiese incurrido en mora, la 
vendedora habría estado en el deber de conservar la casa com- 
prada A disposición del comprado \ con el recargo justificado de 
los costos de la conservación, y auu de las pérdidas é intereses. 

La vendedora insiste siu embargo, en sostener que el com- 
prador no tuvo intención de cumplir el contrato, puesto que 
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fué el último dia del plato 4 recibir todo el ganado por jauto, 
«cundo U práctica en Tucuman era entregarlo y recibirlo por 
partea. » 

Pero el contrato nada dice de entrega por partes, y el contrato 
es la única ley para los contratantes. La Tendedora no ha pro- 
bado tampoco la eiiatencia de tal práctica. 

Esa práctica, por otra parte, no estando incorporada en el 
contrato, no obliga al comprador, reciño y residente en otra 
provincia, porque no se presóme que fuera conocida y menos 
aceptada por él. Por último, tal práctica era perjudicial á uno 
y otro contratante : al comprador» porque no se concibe que pu- 
diera convenirle estarse costeando desde Córdoba á recibir pe- 
queñas partidas de hacienda ; á la vendedora, porque teniendo 
por el contrato la obligación de reunir y conducir á su costa la 
hacienda á los pontos de tablada, tampoco se concibe que le 
conviniera estarla reuniendo á cada momento, puede decirse, y 
Uerlndola i los puntos de tablada para solo entregar pequeñas 
porciones. Resultando, pues, esta práctica perjudicial á la misma 
parte que la alega, ella no puede ser invocada legal ni sena- 
mente. 

De igual inconsistencia adolece el otro orgumento que se 
hace— de que el comprador vino sin peones, — para probar de 
que no turo intención de cumplir el contrato; como si no le 
fuera mas económico y conveniente tomarlos en los lugares 
mismos donde la hacienda comprada tenia su querencia y de 
donde necesitaba sacarla. 

Pero sobre todas estas consideraciones existe otra mas im- 
portante y decisiva, y es que Etchegoyen entregó anticipados 
tres mil pesos plata á cuenta del precio, sin estar obligado á 
anticipo alguno, y este hecho demuestra no solo que estaba re- 
suelto i cumplir el contrato, sino que quiso obligar á la vende- 
dora á no faltar á su cumplimiento. 

Por estos fundament as se revoca la sentencia apelada de fo- 
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jas ciento setenta y tre¿; y de acuerdo con la pedido en U de- 
manda, y lo dispuesto en el artículo nueve del contrato, y en el 
noventa y nueve del título De la compra-venta del Código Civil, 
ge declara rescindido dicho contrato, y á la vendedora en el de- 
ber de restituir con los correspondientes intereses á estüodo 
plaza, los tres mil pesos plata que recibió anticipados, con in- 
demnización de daños y perjuicios. Satisfechas las costas y 
repuestos los sellos, devuélvanse, 

S. M. Lispicr. 



CACHA LIXVI 



fi. Cários Herrera y otros, contra D, José Mastai y su esposa 
B* Eloísa Ramírez, sobre daños y perjuicios 

Sumario. - Los gastos de esquila son i cargo de la misma 
esquila, y no deben hacer parte do los daños caus idos por un 
embargo ilegal de hacienda lanar, 

foso.— En los autos seguidos por D. Cários Herrero y otros, 
contra los esposos Mustai, por reinvindicacion de hacienda 
lanar, y reconvención por danos causados por su embargo, 
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quedo ejecutoriada ta sentencia que abBolvia á los Mastai de la 
demanda, y condenaba i los actores á indemnizarles los perjui- 
cios del embargo, y la diferencia en que habían sido Tendidas 
las ovejas después del embargo, con costas. 

En la liquidación do los daños se cargó dicha diferencia, el 
honorario del depositario, salario de los peones, pagos de abo- 
gado, procurador, sellos y gastos de esquila. 

Fué reclamada la liquidación, y en comparendo verbal con- 
vinieron los esposos Mastai en que se habia cargado mal el 
pago de $ fts. 18.65 cts. 

Buenos Aires. Mayo fi de 1883. 

Vistos: oidaslas partes en juicio verbal y considerando: 

í* Que el considerando t7° de la sentencia corriente á f. 373, 
establece que los perjuicios consistentes en la diferencia del 
precio de 45 g m/ c , á que los demandados habian convenido la 
venta de las ovejas, y el do veinte y ocho en que fueron vendi- 
das después del desembargo, son imputables al demandante. 

%" Que aparte de que no se puede volver sobre lo qne re- 
suelve aquella sentencia, sin impugnar la cosa juzgada, lo ale- 
gado en el escrito de f con respecto á esta partida de la 

liquidación practicada por el Secretario, no es exacto. En efecto: 
según lo dice D. Apolinario Aeoita, en la nota corriente á f. 77, 
las ovejas fueron esquiladas el 21 de Mano de 1881, y como se 
comprueba por el certificado de f. fueron posteriormente 
vendidas en 6 de Noviembre del mismo año, esto es, con 8 meses 
de lana, lo que demuestra que i otras causa* debe atribuirse la 
diferencia de precio. 

Bf Que las demás partidas observadas se encuentran ajusta- 
das á lo dispuesto en la sentencia, por cuanto las unas se refie- 
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ren á desembolsos ocasionados con motivo de la guarda de las 
orejas y las otras A sumas pagadas por la parte de Mastai, cor- 
respondientes a diversos gastos á que el precio ha dado lugar. 

4» Que debe hacerse uua excepción con respecto a la canti- 
dad de $f. 18 con 05 centavos que representan los recibos de 
foja 41 3 y f. 414. que como lo han manifestado amhas partes en 
el juicio verbal, fué incluida por error en la liquidación. 

Por estas razones se aprueba en todas sus partes la referida 
liquidación, debiendo deducirse de su imporie la suma de $f 18 
con 63 centavos,: Xotifínuese con el original y repónganse los 

Andrés Vyarriza. 



Dueno« Aire>, Julio 28 de 1883. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja cuatrocientos ochenta y siete, con declaración de que, de 
la liquidación de foja cuatrocientos setenta y tres debe dedu- 
cirse la partida de cunto tres pesos, cincuenta y seis centavos 
fuertes, pagados al depositario por trabajos de esquila, en razón 
de que ellos son un gasto necesario que debe ser a cargo del 
producto de la misma esquila. Kepuestos los sellos, devuélvanse 
los autos. 

J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO FRIAS. — 
S. M. LASPIUR. — M. U. PlZ.tltftO. 
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CAUSA L\X* II 



D. Francisco Brunengo contra D. Roberto Cano, por daños y 
perjuicios; sobre pruebas. 



Sumario . — Na es imputable á la parte, laño comparencia 
de testigos en La audiencia últimamente señalada, cuando en la 
anterior, en que no pudieron ser examina i os, concurrieron 
voluntariamente. 



Caso. — Kn la causa de Brunengo contra Cano, sobre daños 
y perjuicios, fué señalado día para el examen de los testigos 
presentados por el primero. 

Concurrieron todos voluntariamente, pero por ocupaciones 
de) Juzgado no pudieron ser examinados» 

Se señaló otra audiencia, fuera del término, y compareció 
ano qae fué examinado. 

Respecto de los otros, Bra ñengo pidió se les citara por cédu- 
la para nuevo dia t y Gano solicitó no s? hiciera lug r, por 
estar fuera del término probatorio. 
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Buenos Aire», Junio 9 de 1883. 

Autos y Vistos: Considerando: I o Qne el término por el 
cual se recibió esta causa a prueba está vencido con exceso, 
según' resulta de hs constancias del espediente. 

2? Qne fuera del término solo pueden recibirse aquellas 
pruebas que no pudieran producirse dentro de él por causas 
que no sean imputables* las partes, pues los términos se abren 
según la ley l' f tit.fi", lib. 4", R. C. para probar y presenciar 
las probanzas 6 como lo dice el artículo 1 18 de la ley de Procedi- 
mientos en los Tribunales ordinarios, para que se pidan, orde- 
nen y practiquen la» diligencias de prueba. 

3 a Que la parte de Bnmengo se comprometió á presentar los 
testigos que aún quedaban por examinar, para la última audien- 
cia, que tuvo lugar el dia 30 del corriente, como lo reconoce 
espresamente en el acta de foja 26 vuelta de este cuaderno de 
prueba, sin que hasta el presente haya manifestado que se 
rehusasen á comparecer, de modo que si no han sido examínalos 
en tiempo hábü, es solo imputable á la parte que no los 
presentó ó que no pidió oportunamente la citación en la forma 
que prescribe el artículo 121 de la ley Nacional de Enjuicia- 
miento ; mucho mas cuando ya una vez habían dejado de com- 
parecer voluntariamente, pues las responsabilidades proceden 
no solo de actos sinó de omisiones 

Por estos fundamentos, no ha lugar á lo pedido en el prece- 
dente escrito, repóngase la foja y notifique se original. 

Tedin. 

Valí* de I» tavrMM C*ri* 

Buenos Aires, Agosto Sile 1883, 
Vistos: no siendo imputable á la parte la no comparencia 
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de los testigos á la audiencia últimamente señalada por auto 
de foja setenta 7 una vuelta, se revoca el auto apelado de foja 
ochenta y cuatro* y, previa reposición de sellos, devuélvase al 
Juez de Sección para que cite á los testigos presentados con 
arreglo al artículo ciento treinta y uno de la ley de Enjuicia- 
miento. 



!). Francisco Cautelan, contra la Municipalidad de la\ Lomas 
de Zamora, por cobro de pesos, sobre personería y apelation. 



Sumario. — í° La ratificación equivale el mandato, y tiene 
entre las partes efecto retroactivo al dia del acto. 

2? Por consiguiente, la apelación deducida por el apoderado, 
cuyos actos han sido ratificados, deoe entenderse ir* apuesta, 
el dia en que aquel la dedujo. 



J. H. COROSTUGA. — I. DOMINGUEZ. — 
ULADISLAO FRIAS. — S. LASPIUR. 
— H. D. PIZARRO* 
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Cato. — Dictado el fallo de 27 de Mano de i 883 por la Su- 
prema Corte, y devueltos los autos, Castelan pidió y obturo se 
diera por consentido el laudo arbitral, y se intimara el pago a 
la Municipalidad. 

El Dr. García Fernandez reclamó, por haber apelado de él 
por la Municipalidad, y Haber sido ratificadas sus actos por el 
Presidente de esta. 



Buenos Aires, Mayo 49 de 1883. 

Vistos v considerando: i» que el Dr. D. José García Fer- 
nandez en representación de la Municipalidnd demandada, sos- 
tiene que debe concedérsele la apelación que interpuso del laudo 
arbítrala foja.... fundándose en que liabiendo la Suprema 
Otete, Teromdo el aut a de foja. . . admite sn personería y que 
esa resolución tiene efecto retroactivo según la aplicación que 
le dá el recurrente al artículo 7 o del título 7 o , sección.,, lib. 2\ 
Código CítU. 

2 o Que oida la parte contraria sostiene a su vez, que la apli- 
cación que su contraparte hace del artículo citado, no lo es 
al presente caso, pues Be reBore á documentos otorgados por 
las partes con vicios de nulidad y no puede perjudicar derecho 
de terceros que no ban contribuido á esa nulidad. 

3' Que esta doctrinase halla consagrada por el artículo 3\ tí- 
tulo Preliminar - De las Leyes », Código Civil, que dispone 
que ellas no tienen efecto retroactivo ni pueden alterar dere- 
chos ya adquiridos; y por consiguiente, si una ley del Soberano 
Congreso no puede alterar derechos ya adquiridos, menos lo 
puede una resolución judicial, que solo tiene por objeto la 
aplicación de la ley. 
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4 W Que la resolución de la Suprema Córte no tiene el alcance 
que el Dr. García Fernandez quiere darle, pues solo diapone 
la suficiencia en la representación del recurrente, y esto no 
importa reconocer como ? á lid os tos actos ejercidos antes de la 
ratificación del poder, sinú aquellos practicados posteriormente, 

5? Que resulta pues, qu« la apelación interpuesta y sobre la 
cual también se pronuncia la resolución de f. 82 no se halla 
comprendida en la revocatoria de f. 00, la cual se limita á 
admitir la personería del recurrente y nada dispone Bobre la 
admisión de dicho recurso. 

Fot esto» teniendo presente lo recordado en el tercer consi- 
derando, y concordantes del escrito precedente, no ha lugar 
con costas á la revocatoria que se solicita. — Notifiquese ori- 
ginal. 

Isidoro Atbarracm. 
MI* al* I» taprMM €#rte 

Buenos Aires. Agosto 3 de 1683. 

Vistos y considerando : Qne habiendo el Doctor Don José 
García Fernandez, en representación de la Municipalidad de 
las Lomas de Zamoro, interpuesto apelación del laudo arbitral 
pronunciado en esta causa, el Juez de Sección mandó devolver 
el escrito por auto de foja setenta y cinco vuelta, por no ser 
batíante el poder acompañado; 

Que este auto fué revocado por fallo de esta Suprema Corte 
de foja noventa, en mérito de haber sido ratificado el poder 
conferido al Doctor Fernandez, por el mismo poderdante, ante 
el Juea de Sección y mediante el escrito de foja setenta y siete, 
quedando asi subsanados defectos de forma que pudiera tener 
dicho poder ; 
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Que la ratificación equivale al mandato, y tiene entra tas 
partee efecto retroactivo al dia del acto, por todas las conse* 
cnenciaa del mandato, según lo dispuesto por el artículo se- 
senta y ocho, titulo Del mandato^ Código Civil; 

Fot estos fundamentos, se reroca el auto apelado de foja 
ciento cuatro» y prévia reposición de sellos devuélvase este 
espediente al Juez de Sección para que provea al escrito de 
foja setenta y cinco lo que corresponda en derecho, y como si 
el poder presentado por el Doctor García Fernandez hubiese 
sido bastante primitivamente. 



Criminal contra Baldomcro Jofré, por homicidio cometido en 
la persona de D. Luis fíerisso en el muelle del Puerto de 
Zárate, 



J. B. GOROSTIAGA. 
U LADISLAO FRIAS. 
M. D. FIZARRO. 



— J. DOMINGUEZ. - 
. — S. H. LASPICR. - 




CACHA LIIIX 



Sumario.— \° El puerto de Zarate está sometido i la juris- 
dicción nacional, y loa crímenes allí cometidos deben ser 
juzgados por los Jueces Federales. 
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S" El Código Criminal de la Provincia de Buenos Airea 
forma actualmente el derecho coman & que se refiere el artículo 
03 de la ley penal nacional de 16 de Setiembre de 1803. 

3° El homicidio simple tiene la pena de seis años de peniten- 
ciaría, con deducción de todo el tiempo de prisión preventiva 
qne exceda de seis meses. 



Caso. — Lo es plica el 

Falto M Ji 



Buenos Aires, Abril 12 Je 1883. 



Visto este proceso, seguido de oficio contra Baldomero Jofré 
por heridas inferidas á D. Luis Berisso de que resultó la 
muerte de este. 

Resulta en cuanto al sumario: 

I o Que en estado de muerte D. Luis Berisso declaró (í. 2) 
que no conocía al procesado hasta el dia 8 de Junio de 1879 
que entró a so servicio en clase de marinero en so buque sin 
tener queja alguna; pero cuando llegaron al embarcadero de 
Márquez situado inmediato A la Fas, Provincia de Entre-Rios, 
le dijo Jofré que no quería seguir mas tiempo en su buque, i 
lo qne contestó Berisso que estaba bien, que cuando condu- 
jera de cargar el baque irían a la Fax y allí lo despacharía y 
tomaría otro marinero: que desde entónces no se habló mas del 
■santo hasta el dia 2 de Agosto de dicho ano 1879, en que no 
estando Berisso á bordo de su buqae, entró en este Jofré; sacó 
tu ropa y se fué á la Paz por tierra: que en el mismo dia en que 
prestó declaración (Agosto 22 del año citado) estando él, Be- 
risso, conversando con Coviat sobre negocios, se apareció el 
procesado y lo invitó á la Capitanía á arreglar las cuentas, con- 
testándole Berisso se fneta ¿1 (Jofré) que iría mas tarde: pero 
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aquel volvió á sil exijencia de bajar á tierra, lo que hizo, y tan 
pronto pi«o el muelle fué acometido por Jofré cuchillo en 
mano infiriéndole un pequeño tajo en el lábio;qne entonces Be- 
risso lo acometió, « á manos limpias » y lo abrazó, cayendo los 
dos en el suelo, donde recibiólas heridas que tenia. 

2° A foja 4 se baila ta declaración de D. Juan Vacarí, patrón 
del pailebot nacional «Buenaventura», testigo ocular del hecho, 
y quien depone del modo siguiente: Que estando á bordo de su 
buque atendiendo la descarga, vino D. Luis Berisso, patrón del 
patacho * Proveedor », y después do loa saludos de costumhre 
se pnso á conversar con D. Miguel Caviat sobre negocio, cuando 
apareció Jofré j dijo á Berisso que bajara ú tierra y se presen- 
tara en la Capitanía para arreglar; que ayer lo había hecho 
llamar y no se habia presentado y que de esto resultó una dis- 
puta, saltando Berisso al muelle, visto lo que, el procesado sacó 
un cuchillo ó navaja y se agarraron á brazo partido yendo los 
dos al suelo, resaltando Berisso mortal mentó herido, con tres 
puñaladas, atendiéndolo el declarante y corriendo Caviat en 
persecución del malhechor. 

3° Que llamado á declarar otro testigo presencial del hecho, 
el citado D. Miguel Caviat, espuso: Que estando en el pailebot 
nacional « Buenaventura» vino el patrón del « Proveedor >, Luis 
Berisso, y se pusieron á conversar sobre madera; y al retirarse 
el último, le preguntó el primero para dónde iba, á lo que con- 
testó aquel que iba á la Capitanía porque habia sido citado 
probablemente por una demanda que le habia interpuesto uno 
de los marineros que trajo en el viaje pasado y que dejó el buque 
en el embarcadero de Márquez (en la Paz) y que le habia que- 
dado debiendo 311 S m^: que en esta conversación estaba, 
cuando apareció el individuo á quien no conoce ó el malhechor 
(testuat) y le dijo ú Berisso por qué no habia ido cuando lo 
habia citado á la Capitanía, a lo que contestó este yo iré cuando 
guter«;que entóneos el malhechor, dijo á Berisso que bajara & 
T. XVI, 29. 
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tierra» y este subió al muelle y el malhechor sacó un cuchillo Ó 
navaja del seno y lo acometió á Berisso ; cotonees este lo 
agarró y lo echó en el suelo cayendo los dos; que en ese 
momento el declarante saltó i tierra y ya Berisso no se pudo 
levantar, diciendo: eme ha muerto*. Que el malhechor fugó 
corriendo, trás él el declarante haciéndolo agarrar con los 
peones que el declarante tenia, dando aviso i la Policía local t 
la que aprehendió al heridor. Esta declaración se halla ratifi- 
cada i r. 39 vta. ante el Juez de Paz de Zárate. 

A 9 Que recibida á f* 8 la declaración indagatoria al procesado 
Baldomero Jotré, espuso: Que el dia7 de Junio pasado (1879) 
se concha vú con D. Luis Berisso como marinero de su buque el 
patacho nacional « Proveedor *, vino á Zárate, de donde siguie- 
ron para la Faz á bordo de dicho buque muy satisfecho, basta 
que un dia navegando aguas arribas á la altura de la Boca del 
Riacho del Baradero, se rompió la ligadura del mochapié y él 
la compuso; otro marinero subió arriba, deshizo la ligadura y 
volvió á ligarla á su gusto, que esto disgustó á Jofré y le dijo 
al patrón Berisso que en el primer pueTto que tocara, lo dejase 
y buscase otro marinero, contestándole Berisso que cuando el 
bnque estuviese cargado entonces lo despacharía; que esto no 
gustó al procesado porque á otros marineros paisanos del patrón 
que se quisieron salir los despachó y con el procesado no hizo 
lo mismo: que una vez llegados al embarcadero de Márquez, 
inmediato á la Paz f dijo Jofré al patrón, que se iba para la Paz 
y que le fué contestado que se fuera si quería, por lo que se 
dirijió á aquel punto enrolándose en el pailebot nacional «Nue- 
va Ninfa* que a la sazón se encontraba en el puerto de la Paz, 
de donde recibiendo carga en el punto Algarrobas volvió á Zá- 
rate; que una vez en este puerto donde encontró con su buque 
á Berisso, dijo á este que le pagara los 344 S que le debía de 
su conchavo, á lo que le contestó que lo demandara i la Capí* 
tañía como lo había hecho el dia antes del que prestó su decía- 
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ración y que no se había presentado: Que el día de su declara- 
ción (et del crimen) por la mañana, apostrofó á Berisso de la 
manera siguiente: Patrón ¿cómo es eso que no me quiere pagar 
ni quiere ir á la Capitanía? que entonces Berisso le contestó: 
Mándate á mudar, so le vino encima y le diú de trompazos y le 
volteó en el suelo, y que entóncesel procesado sacó un cuchillo 
que tenía y lo hirió, no se acuerda cuantas veces pues lo tenia 
en el suelo á punto de ser estrangulado. 

Esta declaración ha sido ratificada en el sumario áf. 15 y 
pleuario f. 34 vta. 

5 o Que á foja 10 eiiste el informe facultativo del Dr. en 
Ciencias Médicas, l). Hamon Laudivar, respecto del carácter y 
naturaleza délas heridas inferidas por Jofré á D. Luis Berisso, 
las que son graduadas en la forma siguiente: 

1* En el lábio inferior del lado izquierdo de la boca, superfi- 
cial y de carácter leve. 

2* En la parte anterior izquierda del epigástriopor debajo de 
la última costilla verdadera, profunda de dos pulgadas y inedia 
al estertor, de dirección transversal con salida de una parte del 
grande epliplon ; herida que califica de carácter grave. 

3* En la región inguinal derecha con salida y sección casi en 
su totalidad de los intestinos, de dirección transversal de pul- 
gada y media de extensión al estertor, de carácter gravísimo, pues 
el herido enfria de una hernia inguinal antigua del mismo lado. 

4" En la piel en la parte superior esterna del muslo derecho, 
de carácter levo. 

5* Que á foja 12 existe el parte pasado por el facultativo 
referido en el anterior, comunicando el fallecimiento de Berisso 
á consecuencia del delito. 

En cuanto al plenario: 

1° Que entablada ta acusación fiscal, pidiéndose per este, en 
virtud de lo relacionado, la imposición de la pena al procesado 
de 10 años de trabajos forzados. 
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4» Que contestando la defensa, alegó el Defensor de Pobres, 
por no tenerlo el encausado :1 o Que no existe en el proceso 
otra prueba legal que demuestre que Jofré hirió á Berisso que 
su propia confesión ; 2? Que habiendo confesado Jofré que hirió 
á Berisso en defensa propia,el homicidio ha sido necesario y por 
consiguiente no puede ser justiciable. 

3» Que á foja 46 fué recibida la causa a prueba con calidad de 
todos cargos, por 10 días, en cuyo término debían ser examina- 
dos los testigos del sumario que pudieran ser habidos. 

4 o Que ninguna prueba se ha producido ni en cargo ni en 
descargo de la acusación, llamándose en su consecuencia 

cautos». 

Y considerando: 

i- Que está comprobado el cuerpo del delito y la persona del 
delincuente. 

2° Que la defensa no ha producido prueba alguna para justi- 
ficar no solamente las tachas que opone contra los testigos pre- 
senciales del hecho, ni tampoco de que la agresión haya 
partido de lo víctima y que el procesado haya obrado en el caso 
delejítima defensa, existiendo como existe en su contra el he- 
cho de ir á apostrofar á Berisso en su propio buque orijinándose 
asi el hecho. 

3 o Que tampoco ha sido contradicho ni observado el informe 
facultativo del Dr. Landívar, corriente á fs. tO á i% en el cual 
se constata que las causas físicamente eficiente de la muerte de 
Berisso, han sido las heridas inferidas por J*>fré, entre las 
cuales existe la gravísima producida en la ingle derecha en 
la cual existia una hernia antigua, produciéndose la sección 
de los intestinos. Y si bien esta herida fué inferida en un 
paraje donde preexistia una causa que hacia doblemente 
mas grave la herida, no por eso quita lo letalidad de esta, 
pues es sabido que heridas de esa naturaleza producidas en 
esa rejion del cuerpo humano, producen nrcesaruinente la 
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muerte, tanto mas cuanto que había sección de los intestinos 
en casi su totalidad. 

4* Que debe creerse la muerte consecuencia de las heridas 
que el procesado confiesa babei inferido, mientras no se esta- 
bleica como no se ba establecido que lu muerte provino de la 
mala asistencia o hechos posteriores que complicaron las lesio- 
nes inferidas. 

Por estos fundamentos : fallo, de conformidad con lo soli- 
citado por el Procurador fiscal, que debo condenar como 
condeno al procesado Baldomcro Jofré á sufrir la pena de diez 
años de trabajos forzudos en el paruje donde el P, E. se sirva 
designar; al pago de daños y pjrjuicios, al de costas procesales 
j reposición de sellos, Y por esta mi sentencia así lo ordeno y 
mando en Buenos Aires á doce de Abril de mil ochocientos 
ochenta y tres. Notifíquese original. 

Isidoro Albarracin. 

VISTA DEL UAOfi PROCURADOR CERERA L 

Suprema Córtet 

Buenos Aires, Junio 13 de 1883. 

La tardía cuestión de competencia que suscita el Defensor 
merece apenas discutirse. 

La jurisdicción que lu ley confiere á la autoridad nacional 
sobre los rios, islas y puertos argentinos* seria en gran parte 
ilusoria, si hubiera de cesar allí donde cesa el agua. 

La nación necesita muelles, depósitos, oficinas sobre las cos- 
tas de los rios; necesita medios fáciles de vijilancia sobre sus 
riberas, con independencia absoluta de lus autoridades locales. 

Por esto, la ley ha restringid» los derechos del dominio pri- 
vado sobre los treinta y cinco metros trudie íonnles en las ribe- 
ras délos rios y canales navegables, separándolos, por decirlo 
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así de la lejislacion común. Sobre estos treinta y cinco metros, 
impera la jnrisdicion federal, porque de otra manera no podría 
el Gobierno de la Nación defender los altos intereses que le 
están confiados. 

En la cuestión seguida entre Sansinena y otros sobre mejor 
derecho 4 un brete para embarque de ganados, construido sobre 
la ribera sud del Riachuelo de Barracas, Y. £. ordenó su de- 
molición, por encontrarse dentro de los treinta y cinco metros 
de la ley. 

En un caso de una aplicación mas directa, en la competencia 
suscitada entre el Juzgado en lo Criminal de la' Provincia de 
Corrientes y el de Sección de la misma con motivo de un homi- 
cidio perpetrado en la misma ribera al bajar de una canoa el 
muerto en el riacho de Goya, V. E, confirmó al Juzgado Federal 
en el conocimiento de la causa. 

Es, pues, de todo punto es temporánea ó infundada la e. op- 
ción de falta de jurisdicción que se pretende hoy hacer valer. 

Pasando ahora á la cuestión principal, diré ú V. E. que 
encuentro fundada la sentenci.i recurrida, y pediré al final su 
confirmación con una lijera modificación. 

El cuerpo del delito está perfectamente comprobado, sin que 
haya lugar á la mas lijera duda. Üerisso falleció pocas horas 
después de las heridas que le infirió el procesado. Este mismo 
asi lo ha confesado, y consta además del testimonio de testigos 
presenciales. 

Dice, la defensa que la herida fué ocasionada en defensa 
propia. 

Para llegar á este resultado, suprime las declaraciones de los 
testigos presenciales, Covian y Bacari, y dejando solo en pié 
la confesión, sostiene que no puede aceptarse en una parte* y 
rechazarse en la otra. 

Todo esto es inexacto é inadmisible. Cierto es que esta causa 
ha eido llevada con un desgreño incalificable. 
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D. Miguel Coiian es un vecino muy conocido y respetable del 
Partido de Zárate del que ha sido mas de una rez Juez de Paz 
y Comandante. Tiene de tiempo en tiempo á esta ciudad v nada 
habriasido mas fácil que llamóle á ratificar y ampliar su de- 
claración. Lo mismo digo del otro testigo presencial D. Juan 
Bacán. II señor Juez no debió limitarse á la simple ratifica- 
ción. Importaba esclarecer con mayor precisión de que parte 
partióla provocación y que circunstancias precedieron y acom- 
pañaron el hecho. Han podido por último examinarse otros 
testigos, los que prendieron á Jofré cuando huia, por ejem- 
plo. 

No obstante estas imperdonables deficiencia, arroja bastan- 
te luz este sumario j>ara que de i\ clara y netamente se Jea- 
prenda la culpabilidad del procesado. 
No es exacto que su confesión sea ¡a única prueba. 
El mismo Berisso t en su lecho de muerte» dá una esplieacion 
clara y sencilla de los hechos que t partiendo del que siente que 
pocos instantes le quedan de vida lleva en sí todos los carac- 
teres de verdad. 

« Estando á bordo del pailebot * fíuena Ventura * conversando 
con Cavian sobre negocio de madera, dice aquel desgraciado, se 
apareció el heridor y me invitó á irá la Capitanía á arreglar 
su cuenta, á lo que contesté que fuera él que yo iria mas tarde: 
volvió á exijir me bajara á tierra, y tan pronto como pisé en 
el muelle, me acometió cuchillo en mano, infiriéndome un pe- 
queño tajo en el lábio\ lo acometí entonce* á manos limpias, y lo 
abracé, cayendo los dos al suelo donde recibí las heridas. Sé 
que estoy para morir, termina con estas patéticas palabras, y 
ese hombre es el que me ha quitado ta vida** 

Don Juan Bacari. patrón del citado Pailebot, confirma sus- 
tandilmente la anterior declaración. Dice que estando á bordo 
con Berisso y Cavian t vino Jofré y dijo al primero que bajara 
á tierra, y se presentara á la Capitanía; que de esto resultó una 
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disputa; que entonces Berisso bajó i tierra, y que el hertdor 
cuando vió que saltó al muell \ sacó un cuchillo 6 navaja. 

Esta declaración de un testigo presencial j perfectamente 
hábil ha sida ratificada en debida forma. Perfectamente acorde 
con la deposición del muerto sobre el punto capital, es decir 
sobre el hecho de acometer Jofré A Berhso cuchillo en mano 
cuando éste se presentaba á manos limpias, forma una prueba 
acabada é irrecusable. 

Agrégase á esto la declaración de Don Angel ('avian que 
aunque no haya sido ratificada ante el Juez de la cansa, lo ha 
sido por su mandato ante el Juzgado de Faz de su domicilio. 
Si esta circunstancia perjudica en algo so valor, es este testi- 
monio en todo caso de grande importancia por la calidad de U 
persona. En todo conforme con lo es puesto por Berisso y por 
Baeari, forma con ellas un conjunto armónico y completo de 
•Tidencia. ¿Cómo es posible se pretenda entóneos que solo 
qaeda en pié la confesión? 

Con lo espuesto queda también contestada la excepción de 
defensa projia, que tiene por base la individualidad de la con- 
fesión. Lejos de ser esta la única prueba, la culpabilidad del 
procesado resulta evidente, como se ha visto, de los testimonios 
antes recordados, y aún de la misma confesión, 

Berisso estaba tranquilamente á bordo del pailebot «Buena- 
ventura». Vino á la sazón Jofré directamente á él: le increpó 
por qué no habia ido i contestar la demanda que le había in- 
terpuesto; y le pidió bajura á tierra* loque es de suponer hiciera 
en tono mas ó menos provocativo. 

Debe también suponerse que Berisso aceptó el reto, y bajó 
á tierra. Fué en el acto acometido por Jofré cuchillo en mano, 
no obstante que él se presentaba & manos limpias. Lo demás 
lo sabemos ya. 

Resulta, pues, que la primera provocación partió de Jofré. 
También resulta que él hizo uso de arma que podía dar muerte* 



- 

cuando Berilo no tenia ninguna. La herida que éste recibió 
en el libio es nna prueba de que Jofré hito uso del cuchillo 
desde el primer momento, y no cuando estaba en el suelo, 
si'gun afirma, en bu declaración. 

De otra manera, estando ambos abrazados por tierra, la he- 
rida en el lábio no tiene esplteacion posible. Aún admitiendo 
que la agresión partiera de Berisso, el exceso en la defensa es 
á todas luces manifiesto. Dice el Defensor que Berisso era muy 
superior en fuerzas á Jofré; que éste solo hizo uso del cuchillo 
cuando estaba á punto áv ser sofocado. Semejantes afirmacio- 
nes no reposan en antecedente alguno del sumario, ni se ha 
intentado robustecerlas siquiera coa la mas lijera prueba. £nel 
mismo caso se encuentra la supuesta amistad entre Berisso y los 
testigos Covían y Bacari. 

Resumiendo lo expuesto, diré para terminar: que está sufi- 
cientemente prohado que la primera provocación partió de 
parte de [Jofré ; que es además de toda evidencia que, en el 
caso mas favorable excedió él los límites de uní justa y legíti- 
ma defensa de la manera mas abusiva é injustificable. 

Es este por consiguiente el caso de un homicidio simple, 
perfectamente calificado. 

Solo observaré que esta causa viene en tramitación desde 
Agosto 26 de 1819, Hánse necesitado tres años para unas 
pocas actuaciones! No siendo junto que la incuria délos Jueces 
agrave la causa de los que de ellos esperan justicia y pronta, 
considero que habría equidad en tener en cuenta la mitad del 
tiempo trascurrido, al confirmar V. K. la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 

Falto úm I» 9w *mm Um 

Buenos Aires, Agosto 9 de 1883. 
Vistos estos autos seguidos de oficio, contra Baldomcro 
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Y efré, por heridas inferidas el veintidós de Agosto de vil ocho- 
cientos setenta y nueve, i don Luis Berisso, patrón del patacho 
cProreedor», y de las coales resultó la muerte de éste, en 
ese mismo día ; 

Considerando, respecto 4 la excepción de incompetencia de 
de los Tribunales Nacionales para conocer de esta cansa, que el 
acto homicida tuvo logar en el muelle del Puerto de Zarate, 
en el momento de bajar Berisso de sn buque, y tan pronto como 
pito dicho muelle ; 

Que este muelle se halla situado sobre nn rio navegable, 
coyas aguas están sometidas á la jurisdicción nacional, como 
grandes rías publicas del comercio de la Nación, que el Con- 
greso tiene el pod" de reglamentarlas y de ejercer sobre ellas 
todas las facultades espllcitas 6 domadas que la Constitución 
le atribuye ; 

Que atenta la precedente doctrina, loa límites de una pro- 
finesa con el mar y los tíos navegables, llegan cuando mus á la 
línea del reflujo de las aguas ; 

Que el puerto de Z Arate, es un lugar de importación y expor- 
tación de mercaderías y está sometido por Unto á la jurisdic- 
ción priva! ira del Gobierno Nacional ; 

Que los crímenes cometidos en los ríos y puertos, lo mismo 
que loa crímenes de toda especie que se cometan en logares 
donde el Gobierno Nacional tenga absoluta y esclusiva juris- 
dicción, deben ser juagados por los respectivos Jueces de Sec- 
ción, según lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 
tercero, y por el cuarto de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales Nacionales. 

Por estos motivos, la Corte no hace lugar á la excepción de 
incompetencia; y por sus fundamentos, y de conformidad con 
el dictámen del señor Procurador General, resuelve confirmar 
lt sentencia apelada de foja cincuenta y dos con modificación 
de la pena impuesta: y condenar al procesado á la de seis años 
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de penitenciaría, de cuyo tiempo se disminuirá todo el que, 
excediendo de seis meses de detención preventiva, ha sufrido 
de prisión, por la indebida tardanza del Juez de Sección en la 
instrucción y resolución de esta causa; ron arreglo á lo pros- 
cripto por los artículos ciento noventa y seis j ciento setenta 
y uno del Código Penal de la provincia de Buenos Aires, que 
rige también en la Capital y en otras Provincias, viniendo así 
i formar actualmente el derecho común á que se refiere el artí- 
culo noventa y tres de la ley penal nacional de diez y seis de 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, y que debe ser 
aplicado en el presente caso. Ordena en consecuencia que esta 
* sentencia se notifique á quienes corresponda, que se comunique 
por oficio al Poder Ejecutivo para su cumplimiento, y que se 
devuelvan los autos. 



J. B. GOROSTUGA. —i. DOMINGUEZ. — 



C LADISLAO FRIAS. — S. U. LASPiUK 
— H. H. FlURRO. 
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CAUSA LUI 



Don Francisco Weldon contra ta Municipalidad del Rosana 
de Santa Fé, por cobro ejecutivo de petos. 



Sumario. — i* La ratificación del poder equivale al mandato, 
y subsana los actos anteriores del mandatario. 

3" Los bienes de la Municipalidad del Rosario, pueden ser 
embargados y vendidos para satisfacer sus deudas. 



Caso. — Don Joaquín Filial, con poder de Don Francisco 
Weldon, ratificado por este con nuevo poder en forma, y pre- 
sentado después de la citación de remate, entabló j«ieb eje- 
cutivo contra la Municipalidad del Rosario por cobro de 1807 
pesos SO centavos fuertes, procedentes de venta de 151 títulos 
de crédito al portador, emitidos con arreglo & las Ordenanzas 
de 3 de Agosto de 1971 y 33 de Octubre de 1874, vencido di- 
cha renta el 1° de Enero de 1883. 

La Municipalidad opuso que el poder con qne Fillol habia 
entablado el juicio era deficiente, y que el Mercado del Norte, 
sobre el cual se había trabado la ejecución, no podia ser em- 
bargado, por ser un establecimiento público colocado fuera del 
Comercio. 
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MI» del An Mml 

Rotarlo, Abril SO de 1883 

Vistos y considerando: I a Que la única excepción que la 
parte demandada deduce es la de falta de personería en el 
demandante por deficiencia de poder; la cual ademas de no estat 
comprendida éntrelas únicas prescritas para el juicio ejecutivo 
por el artículo 270 de la Ley Nacional de Procedimientos, ha 
quedado subsanada con el nuevo poder presentado por el Pro- 
curador Fillol, corriente á f con cuarenta minutos de anti- 
cipación al escrito de fs. 37, según lo dispuesto por la ley 20, 
título 5 o , partida 3« y disposiciones concordantes del derecho vi- 
gente; pues que la ratificación aun tácita, del mandante basta 
para dar eficacia á los actos del mandatario, mucho mas cuan- 
do como en este caso, se les ha constituido un poder público al 
efecto. (C. C. lib. 2\ sección 3*. título 9 o , artículo 67). 

£° Que al oponerse la Municipalidad á que se lleve adelante 
la ejecución, tampoco ha espresado en cual de las excepciones 
prescritas por el citado artículo se funda para ello, lo que bas- 
taría para desestimar su oposición. 

3° Que por lo tocante al fondo de la oposición, si bien el 
Mercado en que se ha trabado ejecución, es un bien que por su 
naturaleza esta destinado al servicio público, no por ello está 
fuera del comercio, ni hay ley alguna que prohiba i la Muni- 
cipalidad su gravámen 6 enagenaciou, cuando así conviniese 4 
los intereses que administra ; y tan así lo ha comprendido ella 
misma» respecto á esa clase de bienes, que ha hipotecado un 
establecimiento, como espresa á fs. 36vta. Y bien sabido es 
que cuando un bien raiz se hipoteca es para que se haga ejecu- 
ción sobre él en caso de no pagarse la deuda que lo gravita. 

4° Que ademas, por el artículo 34, título libro 3°, C. C, 



434 fallos ni u tmna corte 



lo» bienes Municipales, como es el de que se traía, son enage- 
nables en el modo y forma que las leyes especiales lo prescri- 
ben; y no existiendo esas leyes especiales, los casos ocurren- 
tes de esas enajenaciones, están regidas por el derecho cuntan ( 
desde que no hay una prohibición en contrario, 

5 W Qne por otra parte, sinó fuese esa la doclriua legal, po- 
dría producirse el easo inmoral de que una Municipalidad to- 
mase dinero de los ciudadanos y lo emplease en construccio- 
nes que, como todas las qne hace, deben ser para el servicio 
público, y faltando a sus compromisos de pago, se beneficiara 
á costa de esos ciudadanos qne habrían honrado su crédito* 
quedando ellos sin medio; eficaces y legales de impelerla al 
cumplimiento de sos deberes; y pues ea un principio de dere- 
cho, que nadie debe beneficiarse con los intereses de un tercero 
y contra su volantad, y tanto mas procede la ejecución sobre 
eses bienes, cuanto que tas rentas que la Municipalidad por la 
ley ha debido destinar al pago de los créditos qne se persiguen, 
los ha destinado indebidamente en aplicaciones distintas. 

Por estos fundamentos y los vastos concordantes aducidos 
por el ejecutante en bu escrito de f. 45; aérese adelante la 
ejecucioo,coa cortas al ejecutado, con excepción solo de la parte 
relativa de ese escrito, que se refiere á la deficiencia del po- 
der. 

Fenelon Zuviria. 

YmUm «• I» !■!»■■ Ctrtft 

Buenos Airei, Agoito 7 de 1883 
Vistos: Por bus fundamentos, se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja sesenta. Satisfechas las de la ins- 
tancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

i. B. COftOSTUGA. — I. POmUGVEZ. — 
ULAD1SLAO FMAS. — 8. M. LASflDK. — 
H D. HZAMO. 
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Don Emilio Genou, en tercería con don Jorge Pintos y don Tomás 
Muñoz, sobre apelación de hecho y recusación del Juez. 



Sumario. — i° No procede la apelación sobre puntos en que 
no hay juicio promovido. 

2? El Juez que se ha declarado impedido en un juicio por 
mediar intereses entre su hermano y vi actor, debe serlo en otro 
que se sigue entre las mismas partes. 



Caso. — Don Emilio Genou, como cesionario de dona Tomasa 
Rodrigues de Pintos, esposo que le pertenecían los arriendos 
que don Jorge Pintos cobraba judicialmente contra don Tomás 
Muñoz, y dedujo tercería en dicho juicio. 

Estando en tramitación la tercería, Genou dijo que había 
sabido que el Juez habia mandado entregar á Pintos los arrien- 
dos depositados por Muñoz ; y pidió que el Juez se declarara 
personalmente responsable de la suma entogada y se diera por 
recusado, apelando en cuso negativo. 
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Buenos Aires, Octubre 14 de 1882. 

Siendo contra toda ley j jurisprudencia la primera parte 
de la solicitud presente ; no ha lugar á lo solicitado y se conce- 
de en relación la apelación interpuesta en subsidio : y en 
cuanto ¿ la recusación, no siendo de las causales enumeradas 
en el artículo 43 de la Ley de Procedimientos, de conformidad al 
32 de la misma, no ha lugar á la reusacion ni al recurso in- 
terpuesto. 

Albarraem. 



Falte é* I* taprtw C«to 

Buenos Aire», Agosto 7 de 1883. 

Vistos y considerando : En cuanto á la primera parte del auto 
apelado, de foja veinticinco: que habiendo el Juez de Sección 
rehusado declararse personalmente responsable de la cantidad 
que mandó entregar, en la ejecución seguida por don Jorge 
Pinto contra don Tomás Muñoz, y no habiéndose promovido el 
correspondiente juicio sobre el particular; no ha lugar á la 
apelación interpuesta. 

Considerando, en cuanto á la recusación del Juez de Sección 
doctor Albarracin: que aunque la causal alegada en el escrito 
de foja veinticuatro no es de las enumeradas por la ley, aquel, 
que con fecha posterior al auto apelado, en otro juicio ejecutivo 
que se ha tenido A la TÍstn, pendiente entre las mismas partes, 
por cobro de cantidad de pesos, procedente de la misma causa, 
se ha inhibido por huber tenido ocasión de súber que se ha 
promovido cuestión, que puede afectar intereses, entre su 
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hermano el doctor don Francisco Albarraein y «1 actor ; le de- 
clara impedido al mencionado Juei doctor Albarraein para con- 
tinuar conociendo en la presente causa, en la cnal debe enten- 
der el Joez suplente que corresponda. Hágase saber, y devuél- 
vanse, así como los autos que se pidieron para mejor proveer, 
satisfechas que sean las costas y repuestos los sellos. 



la empresa del Ferro-Carril del Este Argentino, contra el 



Fisco Nacional, por devolución de lo pagado en juicio ejecu- 



tvio, sobre competencia. 

Sumario. — YA ejecutado por el Fisco Nacional por cobro de 
derechos fiscales, puede después de lucho el pago, ventilar su 
excepción por demanda ordinaria ante el juez del juicio ejecu- 
tivo, in necesidad de autorización especial del Congreso. 



1. E. GOROSTIAGA. — J. D0MI5GCEZ. — 



S. II . LABP1UH.- U LADISLAO FRIAS. — 



M D. PIZAHRO. 



CAUftA Lililí 



T. IV! 



30 



FALLOS DE U WM1CIU COATI 



Cato. <-r El Fisco Nacional, demandó ejecutivamente ante el 
Jues Federal del Paraná & la empresa del Ferro-Carril del 
Eate Argentino por cobro de derechos fiscales. 

Hecho el pago, esta entabló la vía ordinaria por devolución 
de lo pagado. 

El Procurador Fiscal opuso la excepción de incompetencia, 
por no ser demandante la Nación sin autorización especial del 
Congreso, 

rali* M Smmm de ****»•■ 

Pauui, Febrero 7 de 1883 

Vistos ! La excepción de incompetencia de jurisdicción opues- 
ta por el Procurador Fiscal, contra la acción ordinaria dedu- 
cida por el representante de la empresa del Ferro-Carril del 
Eate, demandando al Gobierno Nacional la devolución de canti- 
dad de pes.08 pagados por derechos de importación, a mérito de 
ejecución seguida contra dicha empresa, ante este Juzgado. 

El Procurada Fiscal funda la excepción en varios fallos de 
la Suprema Córte en que, interpretando el artículo 100 de la 
Constitución, y *> t inciso tt<\ de fa Ley Nacional sobre Juris- 
dicción, ha declarado, que los Juzgados de Sección son incom- 
petente* para«ntender en demandas contra la Nación sin la 
previa autorización del Congreso. 

El demandante sostiene la competencia del Tribunal, ale- 
gando : que los casos juzgud o* por la Suprema Córte son dife- 
rentes del presente y que por lo tanto la jurisprudencia esta- 
blecida en aquellos no es aplicable a éste. 

Que en el caso en cuestión la acción ordinaria deducida con- 
traía Nación, es una consecuencia del juicio ejecutivo seg lido 
por ésta contra la empresa del Ferro-Carril del K*lc f acción 
que espresaiuente la ¿Stez van al ejecutad» los artículos y 
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297 de la Ley Nacional de Procedimientos, i fin de discutir 7 
justificar Ampliamente el derecho litigado, discusión y prueba 
que no puede vcrificirse en la estreche! de los términos del 
juicio ejecutivo, y que no puede ser suprimida por ana inter- 
pretación de la Corte ; qoe tiendo el juicio ordinario una con- 
tinuación del ejecutivo, era la Nación ejecutante la iniciadora 
del juicio. 

Que un caso análogo al presente era el en que se deducía 
reconvención, y que en este la Suprema Corte había resuelto 
que aunque el Juez fuese incompetente para conocer de la re- 
convención, como acción, ejercía, sin embargo, jurisdicción 
para entender en ésta, si la tenia para ejercer en la demanda 
principal. 

Que en este mismo caso, ai la Nación resultase condenada, 
podía ser ejecutada como consecuencia del juicio principal, sin 
su consentimiento. 

Y consideraudo : I o Que los fundamentos aducidos por la 
Suprema Cúrte en el caso de Seste, para interpretar el artículo 
100 de la Constitución, en el sentido de que la Nación no puede 
ser demandada sin previa autorización del CongTeso, son de 
tal naturaleza que no admiten excepción para casos especiales, 
pues que tanto en el presente como en cualquier otro análogo 
que pudiera proponerse, siempre resultaría que los Fallos de 
los Tribunales serían ineficaces por no tener estos los medios 
de huirlos obedecer, y las condenaciones civiles pronunciadas 
contra el Poder Lj.-cutivo. darían á aquellos una superioridad 
sobre el Gefe de la Nación inconciliable con el artículo 86 de 
la Constitución, 

2° Que por la circunstancia de preceder una ejecución se- 
guida por el representante del Fisco Nacional, y reservarse al 
ejecutado por los artículos 295 y 207 de la Ley de Procedimien- 
tos, el derecho de ocurrir al juicio ordinario, no puede alte- 
rarse la jurisprudencia establecida, pues, si bien es cierto que 
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•n «1 juicio ordinario se discute y resuelve el mismo derecho 
que en el ejecutivo en una forma diferente, son dos procedi- 
mientos distintos, independientes el uno del otro, y separables 
de nna manera que cada uno pnede quedar completo sin auxi- 
lio del otro, y por lo tanto el roltie demandante con que la Na- 
ción se presentaba en la ejecución ha concluido con el último 
trámite de ese juicio, y no puede pretenderse que continúa en 
la misma condición de demandante en el juicio ordinario que 
se inicia contra ella. Y la reserva hecha al ejeoutado por la ley 
de Procedimientos debe entenderse con la préria autorización 
del Congreso, cuando la Nación sea demandada ; de otra ma- 
nera seria contradictoria la interpretación dada por el Congreso 
en esa ley al artículo 100 de la Constitución con la ya citada 
do la Suprema Corte. 

»■ Que la decisión de ésta declarando que el Juez compe- 
tente para conocer de la demanda lo es para cunocer en la re- 
convención aunque no lo fuese si esta se propusiese como de- 
manda principal* invocada por el demandante, no es aplicable 
al presente caso» porque ella Tesuelve una cuestión en que el 
reconvenido es un particular demandable ante los Tribunales, 
habiéndose abstenido de pronunciar su juicio coando Ja recon- 
Tencion se dirije contra la Nación (Cama 77, considerando 9 o ). 

Por tales consideraciones, declaro que este Juzgado es in- 
competente para entender en el presente juicio contra la Na- 
ción, mientras no se acompañe ¿ la demanda la competente au- 
torización del Congreso. — Háganse saber y repónganse loa 



Me inclino á la revocación de la sentencia apelada. El juicio 



sellos. 



tf. de T. Pinto. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR íl EXERAL 




Bueno» Airea. Junio 9 Je 1883 
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ordinario que inicia el que fué vencido en el ejecutivo, no es 
sino una emergencia de este último, según es bien notorio, y 
Jo tiene declarado V. E. en mas de una ocasión. (Serie í\ to- 
mo !• página 410; Serie f* tomo 8°, página 251). 

Por una deducción lógica y natural de este antecedente, 
bien puede decirse que el juicio ordinario, no es en tal caso, 
sioó continuación del ejecutivo. Aun que el ejecutado aparezca 
en él en el carácter de actor, no es en realidad sino el mismo 
demandado, que busca en las facilidades de una defensa mas 
ámplia. mayores garantías que las que k ofrecía la estreches 
de la ejecución. 

El juicio ejecutivo, no es propiamente un juicio, si por tal 
ha de entenderse la oportunidad ó la instancia que la ley ofrece 
al actor y al demandado para hacer valer contradictoriamente 
sos derechos. Es mas bien, como se ha observado, una manera 
de cobrar, sin vacilación y sin demora, ciertos créditos, cuyo 
carácter privilegiado importa conservar, para movililizar la 
propiedad y facilitar las mismas operaciones del comercio. 

El verdadero juicio principia en el ordinario, cuando á el se 
acoge el ejecutado. Que es éste el mismo, ó sea la continua- 
ción del ejecutivo, lo demuestra que los aciures en uno y otro 
son los mismos ; el mismo el objeto, é idénticas las acciones y 
excepciones. Solo hay de ma* la mayor amplitud en los térmi- 
nos y en los medios de defensa. 

Si bien, en el presente caso, la Nación aparece demandada, 
no lo es, pues, en realidad. Es ella la que inició el juicio y 
no alcanzo la razón porque no ha de continuarlo eu la vía 
ordinaria. La empresa del Ferro-Carril del Este, aunque 
aparece dem; adundo, no es también en realidad, sino el mis- 
mo demanda io, que se aprovecha del privilegio que la ley le 
ofrece, par. probar que no debe la cantidad que la Nación le 
cobra, y ruya devolución pide, por haberle ya pagado. 
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Estoy por lo tanto como dije al principio, por la revocación 
de la sentencia apelada. 

Eduardo Cosía. 



Buenos Aire*. Agosto " de 1883 

Vistos, y considerando: Que según el artículo doscientos 
setenti y ocho de la Ley de Procedimientos, cualquiera que sea 
la sentencia en el juicio ejecutivo, queda tanto al actor como 
al reo, bu derecho a salvo para promover el juicio ordinario; 

Que promovido este, la causa, en el fondo aunque no en la 
forma, es la misma que la ventilada en el juicio ejecutivo, y 
entre las mismas partes ; 

Que el ejecutado, después de haber cumplido la sentencia 
en el juicio ejecutivo, no hace sino usar de un derecho que la 
ley le acuerda espresamente. demandando en juico ordinario 
la devolución de lo que pretende haber pagado indebidamente, 
sin que para ello sea menester autorización especial del Con- 
greso, desde que ya la otorgó, en términos generales, claros y 
terminantes, por una ley anterior, sin exceptuar el caso de que 
la Nación fnese el ejecutante ; 

T que este principio está reconocido en la Ley de Contabili- 
dad de trece de Octubre de mil ochocientos setenta, según 
la cual, los funcionarios públicos, Ó los particulares, ejecutados 
por el cargo 6 alcance, contra ellos declarado por la Contadu- 
ría General, en sus cuentas con la Nación, satisfecho que sea 
el alcance, son admitidos al juicio ordinario, en el que, si la 
sentencia les es favorable, el Poder Ejecutivo debe mandarles 
pagar la que se les cobró en la ejecución, sin necesidad deque 
el Congreso vote para ello el correspondiente crédito. 
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Per estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el 
Señor Procurador General* se rereca el auto apelado de foja 
reinte y nuere vuelta, y se declara que es competente pañi co- 
nocer en la presente causa el Juzgado de Sección de la Pro- 
yocia de Entre E ios. — Hágase saber y devuélvanse precia 
reposición de selloB. 

J. B. GOROSTIAGA. — i- DOWMGEÍ.— 
CLADISUO FRIAS. — ». M. LASPIL'R- 
B( 1^ i ( lH A II Ü (J* 



CAIRA LIIXIII 



¡ton Gerónimo y don Francisco Itufino, contra la Provincia de 
Sania Fé, sobre interdicto de retener. 



Sumario, — I o La mensura y a mojón amiento en campo ajeno 
es un acto de turbación de la posesión. 

f El interdicto de amparo prucede contra quien manda prac- 
ticar el acto de turbación, aunque esto sea consecuencia de la 
denuncia de un tercero. 



FAILOS K LA Mirilli CORTE 



3* Lat provincias son justiciables por los actos de Gobierno 
6 de Administración por los que se violen los derechos particu- 
lares de vecinos de otras provincias ó* de subditos catranjeros. 



Cato. — Lo esplíca el 



Buenos Aire*, Agosto 7 de 1883. 

Vista la acción deducida por los señores Gerónimo y Fran- 
cisco Rufino, vecinos de la Provincia de Buenos Aires, contra 
el Gobierno de la Provincia de Santa Fé, solicitando ser am- 
parados eu la posesión de un campo comprado al Gobierno de 
1 a Provincia de Córdoba, antes de ser resuelta la cuestión 
de límites entre dichas provincias, posesión en que dicen han 
sido inquietados por la mensura y amojonamiento que de dicho 
campo ba practicado el Gobierno de Santa Vé. 

Considerando que según el artículo trescientos veintisiete 
de la ley nacional de procedimientos, para que tenga tugar el 
interdicto que se ba deducido de retener y ser amparado eu ta 
p osesion, se requiere primero, que el demandante se batle en 
actual posesión, y segundo, que se haya tratado de inquietarlo 
por actos que deberán esprevarse en la demanda. 

Que los demandantes han justificado estos dos estremos de 
la ley ; sosteniendo en cuanto á la posesión actual, tener fun- 
dado en el campo de que se trata un establecimiento con dos 
casas de material ó poblaciones, y mas de tres mil animales 
vacunos, y en cnanto a la turbación de la posesión, acusando la 
mensura y amojonamiento dentro de dicho campo practicada 
por el Gobierno de Santa Fe" ; hechos además, que los demau- 
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dantes ofrecieron probar incontinenti en caso que el represen- 
tante de la Provincia do Santa Fe, que estaba presente, loa 
negase, pero que no se recibieron á prueba porqoe diebo repre- 
sentante no los negó, ni pidió se rindiese respecto de ellos la 
prueba ofrecida, lo que importaba el reconocimiento por su 
parte de la existencia de dichos hechos. 

Que según el artículo treinta y cuatro del título de tapóte- 
sion del Código Civil, es acto posesorio de un inmueble, su 
deslinde; y según el artículo dos del título de las acciones 
posesorias del mismo Código, « cualquiera que sea U natu- 
rales de la posesión, nadie puede turbarla arbitrariamente.* 

Que no es tampoco una defensa ó excepción legítima opuesta 
por el representante de Santa Fé, la de pretender que esta de- 
manda ha debido dirigirse contra el denunciante del campo 
como valdfo y de propiedad pública, y no contra el Gobierno de 
dicha Provincia, quien ha procedido administrativamente eje- 
cutando un decreto provincial que lo autoriza á conocer de tas 
denuncias hechas y para medir, deslindar y amojonar los cam- 
pos denunciados ; porque en primer lugar, una demanda pro- 
cede contra quien directa é inmediatamente viola el derecho 
ageno ; y en segundo lugar, porque al hacer la Constitución Na- 
cional justiciables á las Provincias ante esta Corte por deman- 
das de vecinos de otra ó de ciudadanos ó subditos estrangeros» 
ha sido precisamente por sus actos de gobierno ó de administra- 
ción, en violación de derechos particulares, 

Por estos fundamentos se declara á los demandantes en la 
posesión del campo que reclaman; se lea ampara en ella, y ge 
prohibe al Gobierno de la Provincia de Santa Fé el perturbarla 
de ninguna manera. Hágase saber, y repónganse los sellos, 

í« R. COItOSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
é ULADISLAO FRIAS. — S. H. LASP1UH. 

H. Ih PJZAMIO (en disidencia). 
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Bueno* Aittt. AfO»to 7 de 1883. 
Visto el interdicto de retener la posesión entablado en repre- 
sentación de los señores Rufino por el doctor don Francisco 
Ajena, contra el Gobierno de la Provincia de Santa Fé. 
Resulta i 

Qne en espediente seguido ante el Poder Ejecutivo de aquella 
Provincia por don Conrado Porta, en represenUcion de don 
Cérlos Casado, concesionario del -Ferro-Carril Oeste Santa- 
fesino», se pidió en tí» administrativa al Gobierno de la misma, 
se determinasen las tierras públicas que, en cumplimiento 
do la ley y contrato respectivos, deben ser oportunamente ce- 
didas al contratista, á medida qne adelante la construcción de 
1* linea, y sea abierta al servicio público ; i cuyo efecto, y por 
denuncia del interesado de una sona de tierra* fiscales en el 
Departamento del Rosario, se ordenó por el Ejecntivo, prévio 
informe de Oficina Topográfica y audiencia del Ministerio Fis- 
cal, el deslinde, mentira y amojonamiento de ella; fojaa 
veinte y seis, veinte y siete, veinte y ocbo y veinte y nueve. 

Que i consecuencia de eata operación, el doctor don Fran- 
cisco Ayersa, por los señores don Gerónimo y don Francisco 
Rufino se presenta ante esta Suprema Córte «poniendo cque 
sus representados son propietarios y poseedores de una frac- 
ción de campo detewinada en el plano respectivo con los nú- 
meros dio* y ocho, diez y nueve, veinte, veinte y uno y veinte 
y dos. Série fí. Departamento Union, Provincia de Córdoba, 
y cuya ubicación asi mismo consta del testimonio de men- 
sura qne acompaña, » y que « estando sus representados en 
quieta y pacifica posesión de esos terrenos donde han fun- 
dado nn establecimiento de campo con dos poblaciones y mus 
de tres mil animales vacunos, se han visto perturbados en su 
posesión por una operación de mensura que ka fijado diversos 
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mojone* en esos terrenos, ordenada y practicada por el Gobier- 
no de Santa Fé¡ » por cuya razón, * de acuerdo con el artículo 
treinta y cuatro, título, «Déla Posesión, » Código Civil, que 
declara acto posesorio do un inmueble su deslinde, viene á 
protestar como lo hace, á nombre de sus representados, contra 
esa mensura, y i iniciar con arreglo al artículo trescientos 
veinte y siete de la ley do So hembra catorce de mil ochocien- 
tos sesenta y tres, interdicto de retener posesión. » — Agrega 
también que, ■ á fin de justificar los estrenus legales, acompaña 
al testimonio de deslinde de esos lotes practicado por el Depar- 
tamento Topográfico de la Provincia de Córdoba á solicitud 
de sus representados, prometiendo exhibir en oportunidad los 
títulos que justifican su dominio; no pudiendo hacerlo actual- 
mente por no tenerlos á la mano. » (Foja diez). 



Que contestando á esta demanda el representante del Gobier- 
no de Santa Fó, expone ; que su representado ha procedido en 
uno de atribuciones propias, y según el derecho público interno 
de aquella Provincia, al ordenar el deslinde: que el Gobierno 
« le había encargado declarar á la Suprema Oírte que estaba 
dispuesto á respetar cualquier derecho legitimo de posesión ó 
dominio que pudiera alegarse por particulares •: que «el Go- 
bierno no había podido tomar en consideración la pretensión 
de los demandantes, porque no se habían presentado ante ét 
deduciendo ningún reclamo: > que i cree finalmente que la de- 
manda debia presentarse no contra el Gobierno sinó contra el 
particular que había hecho la denuncia » —Preguntado por el 
señor Presidente de esta Suprema Corte : « si era cierto que 
el terreno de los señores Rufino haóia sido amojonado, y si era 
cierto que ellos lo tenían ocupado con mas de tres mil vacas, 
como se decía en la demanda, contesta que no lo sabia, pues no 
tenía instrucciones al respecto, y que creía que la mensura 
habia sido amojonada dentro del campo que se dice ser de tos 
demandantes . » (Fojas quince y diez y seis. ) 
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t considerando: 

Qne el Poder Ejecutivo de la Provine!» de Santa Fé ha pro- 
cedido en ejercicio de so autoridad y derecho piopio al ordenar, 
administrativamente la mensura, deslinde y amojonamiento 
de la tierra pública de so jurisdicción, denunciada á los efec- 
tos de la ley y contrato celebrado para la construcción del 
Ferro-Carril Oeste Santafesino; pues compete i la jurisdic- 
ción administrativa de cada Provincia el deslinde de los fundos 
que dependen del dominio en ellas ( artículo setenta y ocho, 
titulo « Del Condominio » Código Civil ) ; 

Que compete, igualmente, al Gobierno de Santa Fé, conocer 
y resolver en las contestaciones que con ocasión del deslinde se 
susciten, sobre dominio ó posesión privada, en todo o en parte 
de la zona medida. Es este un principio general de derecho pú- 
blico, que deriva de la independencia respectiva de los poderes 
del Estado; se fonda en la necesidad de hacer posibles, 6 facili- 
tar sus resoluciones, y tiene por base la doctrina de que lo ac- 
cidental y accesorio sigue lo principal*— lío se concibe, en 
efecto, que aquel Gobierno cstú obligado á respetar derechos 
que le son desconocidos, y que no se hacen valer ante él. — La 
ley civil declara (articulo treinta y dos, título • De las cosas 
consideradas en si mismas, ó con relaciones i los dereenos* ) 
bienes privados de cada Provincia, toda la tierra comprendida 
en los límites de su jurisdicción territorial, que no taiga otro 
dueño : lo que desde luego constituye á cada una de ellas, posee- 
dora y dueña de la tierra mientras no se demuestre lo contrario. 
El dominio público de la tierra y su posesión por el Estado ó 
Provincia, aunque fundado en la ocupación política del territo- 
rio, es así un hecho negativo en las relaciones privadas del 
derecho común, que no puede establecerse directamente; de 
donde resulta el deber 6 necesidad jurídica en que los particu- 
lares se encuentran de establecer ante el Gobierno, ó autoridad 
adminstrativa del Estado, sus pretensiones de posesión o domi- 
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nio cuando la administración trata de separar y determinar la 
tierra pública ; 

Que t en esta Virtud, es de todo^íinto improcedente é inad- 
misible la demanda posesoria entelada en esta ocacion contra 
la Provincia de Santa Fé. -El duiliade practicado por 6rden 
del Poder Ejecutivo de aquella Provincia, es un acto de inves- 
tigación administrativa que no constituye perturbación de la 
posesión privada del suelo, ni da lugar al ejercicio de acciones 
posesorias.- El deslinde practicado no es acto civil d* aquel 
Gobierno; no es acto privado de posesión, que pueda servir de 
base al ejercicio de acciones civiles, de acciones posesorias. - 
El deslinde administrativo del territorio, que tiene objetos y 
fines varios de administración y gobierno : la viabilidad, cons- 
trucciones y obras públicas ; la formación del catastro do pro- 
piedades j la investigación de la tierra fiscal y su ocupación 
inmediata por el Estado; su población y cultivo; su enagenacion 
6 su reivindicación con arreglo á las leyes; la estadística; la 
avaluación del territorio con fines económicos 6 financieros etc. 
_no es un acto de la persona jurídica, destinado á producir 
relaciones civiles.de orden privado: es un acto de la sobera- 
nía sobre el territorio ; es acto jurisdiccional, es acto de auto- 
ridad, ejercido por el Kstado en su carácter de « entidad polí- 
tica • del derecho público. 

El deslinde administrativo si es, de esta suerte, acto poseso- 
rio de derecho público, signo evidente de la ocupación y pose- 
sión política del Estado sobre el propio territorio» no es acto 
posesorio en las relacione» privadas del derecho civil, que repre- 
senta la posesión ú ocupación civil del suelo por la persona 
jurídica, con exclusión de los que civilmente lo ocupan ó poseen 
á título de propietarios. -Falta, por lo tanto, eu esta causa, el 
primero y principal elemento para el ejercicio de acoíoues pose- 
sorias cual es la perturbación del poseedor, con exclusión suya, 
total Ó parcial, en el goce y posesión de la cosa; resultando de 
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Lodo panto inaplicable el artículo treinta y cuatro, título « De 
la Posesión» Código Civil, en que te funda la demanda. — £1 
altado articulo, al habí ir del deslinde como acto privido, como 
acto posesorio de ley 6 de derecho común, considera esté hecho 
realizado bajo el imperio de la ley civil, y no ti ata del deslinde 
administrativo, ordenado por autoridad pública, que funda 
relacione» de otro orden, y que la misma ley civil declara (artí- 
culo setenta y ocho título «Del Condominio» estraüo á ella.) 
Tratando el Códtgo de Uposesion civ i'íy no dé la posesión política, 
dice, en efecto, que: « son acto* poseíanos de cosas inmuebles, 
au cultura, percepción de frutos, su deslinde, la constr necio o ó 
reparación que en ellos se haga, y en general m ocupación de 
cualquier modo que se tenga, bastando harerle en alguna de 
sus partes •. — Pero no se trata de esto: el Gobierno da Santa 
Fé no ha ocupatlo el campo que dá origen á esta demanda, ni 
pretende ocuparlo con desconocimiento de los derechos que la 
parte actora se atribuye en él. Al contrario, aquel Gobierno ha 
manifestado categóricamente á esta Suprema Corte que « se 
baila dispuesto 4 respetar cualquier derecho lejUimo de pose- 
sión ó dominio que pudiera alegarse por particulares », expre- 
sando con relación á la parte adora, que, mo bahía podido 
tomaren consideración las pretensiones deloademandatites^jor- 
ouenuie habían presentado ante él d educiendo reclamo alguno 
Resulta de todo esto, que el deslinde practicado no es un acto 
posesorio en el sentido del citada artículo treinta y cuatro del 
Código Civil, pues los demandante continúan, después del 
deslinde, ocupando el campo, como lo ocupaban antes de él, se- 
gún dicen; y el Gobierno de Santa Vi que no ocupe aquel 
campo con exclusión de los demandantes, tampoco les disputa 
la posesión civil que en el mismo se atribuyen, pues no ha 
lomado en consideración sus pretrnsumex. No hay pur lo Unto, 
perturbación de hecho, ni perturbación de derecho en la posesión 
que pusda servir de fundamento al torcido de la aculo» euts- 
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bkdi; siendo constante j de iujo evidente, que no puede exii- 
tír acción ni juicio posesorio en que, de un modo ó de otro, no ae 
dispute la posesión del inmueble; que, por otra parte, aunque 
en la colocación de mojone? sobre el terreno que Ion demandan- 
tes se atribuyen, quiera verse una ocupación del si; Jo, que de 
algún modo perturbe su posesión, no siendo este mismo aeto de 
carácter definitivo, y estando él t como está, sujeto A la aproba- 
ción ó desaprobación de la mensura y deslinde por el Poder 
Ejecutivo que la ordenó, y que debe aprobarlo 6 desaprobarlo 
según el mérito de la operación y de las contestaciones que con 
ocasión de ella se susciten, aquella ocupación, tin ánimo d» 
poseer, y de carácter eventual y contingente, no constituye 
verdadera perturbación en la posesión, de suerte que pueda ser- 
vir de fundamento al interdicho entablado. 1.a ley civil (artículo 
veintinueve, título « De las Accione* Posesorias ») declara que: 
« solo habrá perturbación de la presión, cuando, contra la 
voluntad del poseedor del ir mueble, alguien ejerciera, con 
intención de poseer aclos posesorios de que no resulte exclmion 
absoluta del poseedor »; agregando (artículo treinta siguiente ¡ 
qtie «si el acto «le perturbación en la posesión, no tuviere por 
objeto hacerse poseedor el i f ue io ejecuta, la acción del posee- 
dor será juagad. icomu iiidewiiijsadoti de daño* y no como «ceiou 
posesorias. — Sobre este particular se lia declarado (Regla- 
mi uto de veintiséis do Diciembre mil orhoeienUu Teinlit«is) 
quu la lljaiíiun do mojona por la autoridad, en un terreno 
de propiedad particular con objeto* do aduiiiiislr mion y go- 

bierin -mutilo)'- perturbarlo i la |» ion, ni dá lugar á 

uu íulerdielo pom-surío. — • ESI arto do liaeer uolucar mojo- 
ne* y njar aviaos que indinan los pf«*+ftt#l limita* du uu anti- 
guo eamiuo vueinal la AduiinMraiimu ll pro|ji»ae reta- 
blo ur, uu eoutttuytt |ittnu< b.n ion 10 I* povmiun, ni da Luusr A 
uu interdi- lio du mauUii«|4NI de p§ri<> d«l po»«tt.|or <M terreno, 
Qim Dallo» i Utiun PQMMfWt moni. H9«Í»fi ) ir* )■ Kfl uslo 



hecho no puede verte otu con, dice, que tina medida tendente á 
prevenir á los internado* de la intención de la Administración, 
obligándolos á presentar sus reclamaciones ante ella. Es á este 
género de reclamaciones ffue debe limitarte desde luego ei 
poseedor del terreno sobre que se hayan colocado los mo- 
jones; ulvo su derecho pin ocurrir á loa tribu na! es, si la 
fijación definitiva Tiene á traerle no ataque y atentar contra 
■u propiedad >; 

Quo ei, ademas» evidente, que actos de esta naturaleza no 
tolo nodan lugar al ejercicio de acciones posesorias, y hacen, por 
el carácter administrativo del acto, imposible un juicio poseso- 
rio de manutención ante los tribunales, ai nú que, tratándose 
como se trata en esta causa, de actos administrativos de un 
Gobierno de Provincia, los tribunales nacionales carecen do 
jurisdicción j son incompetentes para conocer en el asunto. — 
< Losactos deis autoridad no pueden jamás servir de base al 
ejercicio de acciones posesorias. La regla constitucional de ta 
separación de los poderes ejecutivo j judicial, no permite que 
los actos del uno puedan ser reformados por el otro» (Datloz 
AcL Voss. número noventa y uno). — Mucho menos podrán 
ser reformados Los actos de un Gobierno de Provin- 
cia por el poder judicial de la Nación, cuando no se 
discuten bajo la pretensión de ser repugnantes á la Cons- 
titución Nacional, á los tratados o leyes del Congreso. — 
Las Provincias forman, por la Constitución, Estados sobe- 
ranos é independientes en su respectiva calera de acción, 
y los actos administrativos de sus autoridades, no po- 
drían ser reformados por el poder judicial de la Nación, sin 
desnaturalizar sus funciones, y convertirse en poder adminis- 
trador do aquellas, con mengua de su soberanía y gobierno pro- 
pio, — Kl efecto inmediato do un mandamiento de amparo en 
la posasion, contra ei devlinde administrativo practicado por 
orden del Poder Kjeoutlvo da Santa Fe, seria, alejar toda roela- 



maeion de lo* particulares ante él, y volver desconocidas todas 
las pretensiones del dominio ó de la posesión privada al territo- 
rio amojonado: impedir que la operación de mensura y dealinde 
pueda aaf ser aprobada 6 desaprobada por aquel Gobierno: vol- 
ver de eata suerte imposible la investigación administrativa de 
la tierra pública, é impidiendo al Poder Ejecutivo de Santa Vé, 
la ejecución de la ley y contrato celebrado para la construcción 
de la linea férrea á que esas tierras resultan afectadas, consti- 
tuir al Gobierno de dicha Provincia en la necesidad de deman- 
dar judicialmente el deslinde de la tierra pública, reduciéndolo 
al rol de simple particular sín autoridad pública para disponer 
el acto administrativamente con desconocimiento de su sobera- 
nía, y de las mismas leye» civiles que lo reconocen y declaran 
expresamente este derecho: finalmente, constituirlo en la impo- 
sibilidad de determinar la tierra fiscal, por no poder de ante- 
mano individualizarla, y juzgar de las pretcnsiones particulares 
que acerca del suelo puedan presentarse en juicio unte los tri- 
bunales, todo lo cual como se ve, suprime de lu cho y de dere- 
cho sus atribuciones y su carácter político, cambiando su auto- 
ridad para disponer el deslinde en vía administrativa, y provee t 
por sí á los objetos de administración yuobierno que se tuvieron 
en vista al ordenarlo. — Pero esta Suprema Corte ha declarado 
antes de ahora (tomo tercero, sene segunda, paginas ciento 
ochenta y cinco y ciento ochenta y seis de sus Fallos), 
« que tratándose de resoluciones administrativas del Po- 
der Kjeeullvo de una Provincia, que no han sido puestas en 
eutttftm bajo la pretensión de ser repugnantes á la Constitu- 
ción Nacional, á los tratados y leyes del Congreso, debe decla- 
rarse un mu* tramito que ella es incompetente pura conocer y 
resolver en el asunto». 

Por estas consideraciones, y omitiéndose otras dt haoLo y de 
de r sobo, tanto sobro la ocupaciou del campo por lo» demandan* 
tes, como, to su caso, sobre el carácter mismo de la posesión, 

t. I¥* 31 
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anual y á título de propietario, refiiierída p ira el ejercicio de 
las acciones posesorias, resuelvo en disidencia, no haciendo 
lugar i la demanda» con costos. Satisfechas y repuestos los 
sellos, archívese. 

M. D. Pizarro. 



«AUNA 



/). Felipe Correa, contra fí. Federico Malimann, por cobro de 
pesos; sobre competencia. 



Sumario.—Xo puede pedirse al Jpigsdo queso declare 
i 11 compete uto en una demanda que vá ú entablarse, 



raso. - l'or fallo do » d«> Agosto do 1882, la Suprema Cor- 
te resolvió qu« el conocimiento de la demanda de 1>. Felipe 
Correa contra l>. r'edoh.o Mal Imano, correspondía al .Juagado 
Federal de Unen un Aire». 

Remitidos los satos a é*lf\ Correa dijo que no podía pedir 
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se confiriese traslado á Mallmann. porque él se había reserva- 
do deducir la acción criminal, que no correspondía ala justicia 
federal, y pidió que el juez se deelarára incompetente. 



Aira. Diciembre 6 de 188?. 

Autos y Tistes : Considerando que la petición de foja 02, 
para que el Juzgado se declare incompetente, para conocer en 
una demanda que vá á entablarse, es improcedente, puesto que 
el demandante puede ocurrir directamente ante el Juez que 
considere competente para entender en su demanda y allí sos- 
tener su jurisdicción, dudo caso que el demandado le opusiese 
la excepción de incompetencia: que con arreglo ¡il artículo 72 
do la ley Nacional de Enjuiciamiento, ta incompetencia del 
Juzgado solo es admisible como excepción dilatoria, la que no 
puede oponerse á si mismo el demandante, que es lo que suce- 
de en el caso actual. Por esto no ha lugar, con costas, A |a 



Blipuos Aire», Agoilo o ¿,. \HKl 
Vistos : por mis fundamentos, se confirma, cmi cortas, el auto 
apelado de foja setenta y ocho vuelLi. Satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. li ÜOHOSTIACA. — J, DOmtfGtil&~ 
U LADISLAO FHUS I. H. I.ASNUH 
— H« D. 1'IZAllKO. 
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C A UNA liXXXI 



D. José P. áttíefo> contra R Juan A {cántara, sohrc cobro de 
¡h'íos y embargo preventivo. 



Sumario. — 1" til contrato por el mal se entrega la esplo- 
tacion do ano cantera por tiTiníno y precio lijo, es un con- 
trato de compra- ven ta. 

2" Cumplido iíl contrato por el Tendedor, el comprador debe 
payar el precio cji el lugar y «'poca determinada. 

3" En los contritos bilaterales no se sobreentiendo el pacto 
comisorio, y por consiguiente la mu ra del comprador dá dere- 
cho ¡il vendedor para pedir los intereses del precio, no la resci- 
sión del contrato. 

4 o El embargo preventivo procede, cuando la deuda consta 
de escritura pública. 

Como. — Loespllcan los fallos pronunciados on la eaosa. 

Paraná. M.iwi H de 1HKÍ. 
Y flatos lo-i autos seguido* p.i* U. Jn.i- Y. AnUlo, argén- 
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tino, contra D. Juan Alcántara, estrangero, para que le abono 
tfb. 10.000 con loa intereses inora torios en cumplimiento de un 
contrato de arrendamiento de canteras ó en su defecto se de- . 
clare rescindido éste; j resultando: que ta df inaiidia se funda 
en el contrato de f. 2 celebrado en 1" de Mayo de 1881, por a] 
cual L>. Jim- F. Antelo Tende i D. Juan Alcántara toda la pie- 
dra suelta que §e encuentra en la ribera del rio 1'araná entre 
los límites del campo de su propiedad, por la suma de gt». 3,000 
que deberta abonarlos á 1J. Manuel írigoyen por pertenecer á 
este dicha piedra; y ademas A- concede por irex aíms et derecha 
exclutivú de explotar tas canteras de piedra e lístenles en ■ l 
campo de propiedad de Antelo y comprendido dentro de los mis- 
mus límite», por la --urna de $h, 10,000 que debía entregaren 
un pagaré ¡i 14 meses de plazo, garantido por la Municipalidad 
de Santa té ó por otra per juna de satisfacción del arrendador, 
concediéndole el término de H meses para la entrega del docu- 
mento. 

Agrega el demandante que por ra parto había cumplido el 
contrato poniendo la piedra y terreno a disposición de Aban- 
tara, mientras que este, no obstante de haber csplutado las can- 
teras, no habia cumplido por la suya, entregando como debbí 
el pagaré garantido. Y concluye pidiendo el embargo de la pie- 
dra eitraida y conducida Ó Santa Fí por Alcántara. 

Decretado el embargo y corrido traslado ¡i Alcántara, éste 
contesta: que efectivamente no Labia entregado al demandante 
el pagaré valor de gb. 10,000 garantido por la Municipalidad 
de Santa Ké á que se refiere la cláusula 4* del contrato, pon¡ue 
éi*e reco -la como baso otro celebrado con la Municipali- 
dad de Santa Vé para empedrarlas calles de aquella cMad, el 
que había ¡.ido arbitrariamente disuelle. por la Municipalidad, 

Que con este motivo había demandólo á esta auLoe! Juzgad» 
de Sección respectivo por los danos y perjuicios que su hrxegu- 
lar proceder lo originara, y que Antelo estaba obligado á e*pe- 
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r» la solución de ese pleito del cual resaltaría condenada la 
Municipalidad y entonces podría entregar el pagaré garantido, 
única cosa 4 que por el contrato estaba obligado. 

Que no dependiendu por consiguiente de su voluntad el cum- 
plimiento de la cláusula 4 a , sinó de un hecho estraño que no le 
era imputable, tampoco era responsable de las consecuencias 
de esta falta, según el artículo 1\ libro *\ y 8" título fr\ pai- 
tida 5*. Que él había comprado y pagado á Irigoyen, como lo 
acredita con un recibo, la piedra que condujo á Santa Fé y que 
no era como se afirmaba desprendida de las canteras de A n telo; 
qne por esta misma razón el embargo trabado en ella no había 
sido legalmente decretado, pues el artículo 55* inciso 3° de la 
Ley Nacional de Procedimientos, en que se había fundado, solo 
se refería á la cosa mueble objeto del litigio; pidiendo en con- 
secuencia se rechazase ta demanda y se mar. .as- levantar el em- 
bargo, con costas. 

Recibida la causa á prueba sobre la excepción propuesta por 
el demandado y sobre el hecho de haber este principiado á es- 
plotur Lis canteras, materia del contrato. Sobre el segundo se 
presentan las declaraciones de fs. 59, 73, 88, 120 y 133, que 
comprueban concluyentcmente que Alcántara, no pudiendo em- 
burrar toda la piedra suelta comprada á Irigoyen, por estar 
bajo del agua á consecuencia de las crecientes del rio, puso 
una cuadrilla de trabajadores & desprender y quebrar piedra de 
lúa barrancas ó canteras» las que hizo llevar 4 Santa Fé en varias 
embarcaciones. 

Y considerando: I ' Que por la cláusula 4 a del contrato de 
foja 1, celebrado en I" de Mayo de 1881, 1>. Juan Alcántara se 
obligó á entregar a D. José Y, Antelo, en el término de 8 mesen, 
como precio de arrendamiento de las canteras de este, un pa- 
gare por valor de ¿b. 10,000, á 14 meses de plazo, garantido por 
la Municipalidad de Santa Fé ó por otra persona que fuese de 
satirtíaocton del acreedor. 
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S° Que Alcántara, habiendo reconocido que Antelo cumplió 
el contrato puniendo el terreno j canteras á bu disposición, y 
confesando haber faltado por su parte á la obligación que le 
imponía el contrata estaba obligado á probar la excepción de- 
ducida en su defensa, consistente en que el contrato qne iiiéo 
haber celebrado con la Municipalidad de Santa Fé, sobre empa- 
drado de calles, era una condición de existencia del celebrado 
con Antclo sobre eaplotacion de canteras ; y qne, habiendo res- 
cindido la Municipalidad aquel, no le era posible ni estaba obli- 
gado á cumplir este : y tal prueba no so ha rendido. 

3" Que aún suponiendo probado en forma legal qne se hu- 
biese estipulado tal condición y que esta fuese suspensiva de 
las obligaciones del contrato en cuestión; de las decUracicuies 
de fs. y *&3. testigos presentados por la parte demandada y 
de las de ís. 59, 73 y 88, resulta plenamente jostiricarlo, que 
parte de la piedra llevada por Alcántara á Hanta-Fí, fué estraida 
de lflf canteras de Antelo por trabajadores contratados por el 
comisionndo de aqu.l á este obj.-to, poniendo así en ejecución 
el contrato, lo cual importa una renuncia por su parto A diclia 
condición, debiendo por lo tanto considerarse esta cumplida. 
(Artículo ti, título5*. sección I ".libro t\ Código Civil). 

4» Que en consecuencia la (Aligación impuesta á Akint.ra 
por la cláusula 4' del contrato, es pura; y, estando f eneldo el 
plazo estipulado en él, este debe cumplirla ( artículo 33, título 
f sección í\ parte 1', libro *< Código Civil, y 27 de la parte 

5- Que no es atendible el argumento fund ido en que le era 
imposible entregar íj pagare á que se reiiere la cláusula 4* dul 
contrato, pur haberse negado a garantirlo la Municipalidad de 
Santa Fé, desde que por esa misma cláusula Aleántm palia 
presentar otro garante, siempre que fuese de satisfacción de 
Antelo, lo que no ha Terilicadu, y adema*, porque habiendo Ten- 
cido no aolo el plaw en que debiodar el pagare, sino también 
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aquel en que debió pagarlo, la obligación de entregar el docu- 
mento quedaba convertida en la de dar su valor, y si la dificul- 
tad de encontrar un garante, hacía imposible cumplir aquella 
en los términos del contrato, no sucedía lo misma con esta. 

l ] or estas consideraciones, de conformidad al articulo 87, tí- 
tulo 6*, (lección 3", libro t t Oi Ite la tocación, Código Civil, 
á las disposiciones citadas y á lo pedido en la demanda, fallo: 
que D. Juan Alcántara pague á D. José V, Aotelo, en el término 
de diez dias, Usuma de|b. 10.000, como precio del derecho de 
explotación de las canteras de piedra de este, con mas los inte- 
r -síes que cobra el Banco Nacional do esta ciudad, desde la fo- 
cha de la demanda ; declarándose rescindido el espresado con- 
trato de espltitacion, si Alcántara no ver 'fíense este pago en el 
termino lijudo, con costas. Hágase saber con el original, repón- 
ganse los sellos y no siendo apelada en tiempo, archívese. 

Y considerando respecto del desembargo de la piedra ; que el 
embargo de f... fué solicitado y decretado en virtud de la escri- 
tura pública de f. 2; que tratándose en la cuestión principal, no 
de un contrato de compra-venta como se pretende, sitió del 
arrendamiento de canteras, cojo precio se cobra ul arrenda- 
tario, el artículo 80 De la locación Código Civil, confiere at 
arrendador acción ejecutiva para el ejercicio de este derecho ; 
que por consiguiente él ha sido legalmente ordenado. (Artículo 
55, inciso 3* de la Le/ Nacional de Procedimientos ). 

Que por otra parte, se ha convenido en el contrato, que el 
arrendatario dar ia garantía por el precio del arrendamiento, y 
confesando éste f... que no puede encontrar fiador, es proce- 
dente el arraigo por medio del embargo, para establecer la se- 
guridad convenida. 

Que no es aplicable al presente caso el artículo 63 de la Ley 
de Obras Públicas, porque él se refiere 4 los embargos sobre 
cantidad que el Gobierna Nacional debe entregar al contratista, 
haciendo por el contrario, una excepción favorable á los aoroe- 
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dores par materiales; A que debe agregarse, que la piedra en 
cuestión no era destinada par,» los trabajos de defensa del 
puerto, sinó para empedrado de callea, según lo declara el 
mismo demandado en su defensa. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar al desembargo, 
debiendo continuar él hasta que sea cumplido el fallo en lo 
principal, con costas. 

Manuel de T. Pintos. 



Vmtim de la 

llucno» Aire*. ArúsIo Iflde 1883. 
Vistos y considerando: Primero: ijuc Don Joan Alcántara 
ompróaDon José Francisco Antelo toda la piedra, de cual- 
quier clase que futra, que el primero extrajese durante tres 
años de las canteras del segundo sobro la costa del rio Paraná, 
con mas la que se encontraba reunida sobre la ribera del rio, 
extraída por D. Manuel Irigoyen, todo en precio y cantidad de 
trece mil pesos bolivianos, pagaderos tres mil pesos á D. Ma- 
nuel Irigoyen. mil quinientos al contado y mil quinientos á no- 
venta dias de plazo, y los diez mil Testantes al vendedor Antelo 
en un pagaré » catorce meses, garantido por la Municipalidad 
de la ciudad de Santa M ó en otra forma á satisfacción del 
vendedor (fojas dos y tres); 

Segundo: Que el comprador Alcántara ha extraído la piedra 
con arreglo al contrato que ha sido Cumplido en todas sus par- 
tes por el vendedor, poniendo á disposición de aquel las cante- 
ras para su esputación, según lo convenido (f«ja dos); 

Terrero; Que Alcántara solo Im pagado Ion i res mil pisos 
antes mencionados, sin oUrgar el pagaré por los diez mil res- 
tantes, ni satisfacer esta suma que aun adeuda por saldo del 
precio estipulado (foja dos); 
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Cuarto: Que el término de los tres años para U «straccion 
do la piedra se encuentre fenecido» y han vencido loa plazos 
reapectiíamente señalados para otorgar el pagaré garantido de 
loa díei mil pesos, y para el abono de estos; 

Quinto: Qne el comprador está obligado á pagar el precio de 
la cosa comprada en el lugar y en la época determinada en el 
contrato (artículo ciento tres, título Del contrato de compra- 
venta, Código Ciril ) y el vendedor solo tiene derecho para 
cobrar los intereses de U mora y no para pedir la resolución del 
contrato (artículo 108), pues el pacto comisorio no se snl.iv. ri- 
tiendo en los contratos bilaterales y debe ser espreso, quedando 
cada parte obligada á cumplirlo y sin otro derecho que pedir so 
ejecución contra el que no lo cumpliere (artículo «8, título De 
lot contratos en general) i 

Por estas consideraciones se confirma la sentencia apelada 
de foja ciento sesenta y cinco, en cuanto ordena el pago de la 
cantidad demandada con sus intereses a estilo do Banco, y 
mantiene el embargo de la piedra, en virtud de lo dispuesto 
por el artículo chicnenta y cinco, inciso tercero de la Ley de 
Procedimientos. Repuestos los sellos devuélvanse. >*otifíqnese 
con el original. 

|. 8. GOROSTJAGA. — J. DflüWGUEI. 
U LADISLAO miAS.— S. M. LASflDR. 
—31. D. PiZAMtO. 
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CAUSA IiSIIVI 



Ihn liernardo fiordes contra B. Aorlo» y C\ por pago indebido 
y perjuicios; sobre defecto legal en la demanda y arraigo. 

Sumario.— i° No puede oponerse la excepción de arraigo 
al domiciliado en la República. 

4 o El defecto en el poder puede fundar una excepción de 
falta de personería, no de defecto legal en el modo de proponer 
la demanda. 

3 o El poder otorgado en Francia, y legalizado por las auto- 
ridades francesas, y por el Cónsul Argentino en Paria, debe 
tenerse por auténtico. 



Caso. — Don Alejandro «empastóos, con poder de D. Ber- 
nardo Bordes, espnso quo este contrató con E. Norton y O, 
representantes do la línea de vapores « Liverpool, Braiil and 
River Píate Steamftr-Xnvigation Company »,el transporte de 
16 alpacas en pié en el vapor ■ Rúbeos », desde el Rosario, 
para ser transbordadas al «Hevelius » y conducidas por este 
i Ambéres ; que las alpacas fueron mandadas con el * Bu- 
bens que hace el viajo en 33 días, y no con el t Hevelius > f 
que lo hace en 22; portal motivo se le había cobrado mas 
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flete indebidamente, j se le habían irrogado perjuicios ; y en- 
tabló demanda por la suma de fflt pesos fuertes a que ascen- 
dían los perjuicios, y el flete pagado de mas. 

Norton y C* opusieron las excepciones dilatorias de arraigo, 
j de defecto legal en la demanda. 

Buenos Aire*. Mayo 9 de 1863 

Tistos y considerando : I a Que el demandado, sin contestar 
el traslado que le fué conferido de la demanda interpuesta á 
foja 19, pidió en el escrito de foja 49 que el actor arraigase el 
juicio, fundándose en que era estrangero, teniendo también en 
el estrangero su actual domicilio y residencia, oponiendo ol 
mismo tiempo la excepción de defecto legal en el modo de 
proponer la demanda, fundada en que entre las copias que se 
le habían entregado de los documentos con que reñía instruida, 
no había encontrado la legalización de las tirinas que autor i- 
tan el poder otorgado en Francia por las autoridades que tie- 
nen misión para ello, 

2 o Que recibida la causa a prueba respecto del primer punto, 
Ta paite demandada uo ha producido otra que la refere neia que 
se hace en el poder de foja % áa que en el momento de otor- 
garse* Don Bernardo Bordes rivia en Víe Bigone (Altos Piri- 
neos, Francia), habiendu el actor, por el contrario, por la de- 
claración de dos test igos conformes y sin tacha, que hacen 
prueba legal en virtud de lo dispuesto en la ley 32, titulo 16, 
partida 3\ probado que aquel tiene su domicilo permanente en 
esta ciudad desde hace mas de 12 años, habiendo justificado 
ademas su presencia actual en el país por la firma puerta al pié 
del escrito de foja 52, que no lia sido desconocida, ni argüida 
de falsa por la parte demandada. 
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30 q oe por io q„ e respecta al segundo, la falta de ieg aliia- 
cion.en el supuesto de existir, nunca podría constituir la ex- 
cepción alegada de defecto legal, pues esta se refiere propia* 
mente á)a falta de loa requisitas sustanciales que debe contener 
el libelo ó escrito eu que se formula, enumerados en el articulo 
57 de la Ley Nacional de Procedimientos, pero de ningún mo- 
do á los documentos con que se instruye, aun cuando este 
fuera el poder eu virtud del cual se presenta el representante 
del actor, pues si fuera deliciente, lodo lo que podría alegarse 
es falta de personería. 

4 o Que el que lia presentado, Don Alejandro Scmpastous, se 
hulla debidameute legalizado por las autoridades competentes 
francesas, y las liruias do éstas por la certificación del Consol 
Argentino en la ciudad de PariB, como se ve al margen á f. 3. 

Por estos fundamentos y con ardan tes del escrito de f. 52» 
no ha lugar, con costas, á la articulación promovida á f . 49 y 
contéstese el trabado de la demanda eu el termino de ley. 

Virgilio M. Tedia. 

Unenos Aire», Agosto 21 de 1883. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja setenta y cinco; satisfechas eBtas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

I, B. GORSÜTIACA.— J. DOHIM.UEI. — 
U.AD1SI.AO FRIAS. - S. M. LASPtUR. 
— M. D. PtiURRO. 
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CAUSA UXIVII 



B. Pascual y 0. Tomás Leguizamon* en demanda contra ta 
Provincia de Santa Fe, sobre competencia. 



Sumario. — Las causas enUe las Provincias j sus propios 
minos no corresponden i la Justicia Federal. 



Baenoi Airti, Agosioíl de 1883. 

Constando qne la presente demanda contra la Provincia de 
Santa Fe, es entablada por stw propios reciñes, la Corte se 
declara incompetente para conocer en la causa, de conformidad 
con lo espnestoy pedido por el señor. Procurador General en 
su precedente vista, y archívese preña reposición de sellos. 

J. B. COROSTIAGA. — J. DOH1HGVB1. — 
L LADISLAO FRIAS. — S. M. LASFIUR. 
p. MURRO. 



CAtSA LXXXVIII 



D. JoséMaimo,comandantcde la cananera nacional « Bertnejo », 
contra Samson y C* y el Ferro-carril del Stirf, por mhataje 
del buque * Saworth » y su carga, sobre entrega de copias. 



Sumario. — Las copias que debe entregar el actor son de los 
documento» que acompaña a la demanda, no de un sumario le- 
vantado admistratiramento, al cual la demanda hace referencia. 



Vaso. — El Comandante y tripulación de la cañonera nacio- 
nal c Bermejo» salvaron el buque « Xavorth » abandonado en 
alta mar, y la carga que pertenecía al ferro-carril del Sud. 

Los gastos del sakataje fueron hechor por el Gobierno* y de 
todo se levantó un sumario por el subprefecto marítimo de Ba- 
hía Blanca, que, par conducto del Prefecto Marítimo de ta Capi- 
tal, pasó al Juez Federal. 

Publicados los edictos que prescribe el articulo 1457 del 
Código de Comercio, se presentó un apoderado del Comandante 
y tripulación de ta « Bermejo * cobrando los salarios de salva- 
mento contra los dueños del buque y de la carga. 

EL pToeurador del Ferro-Carril del Sud pidióse le diera copia 
del sumario. 

El actor se opuso, por no ser un documento presentado por él. 
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Buertoi Air*», M*no 31 de 1883. 

De conformidad al precedente escrita, no ha lagar I lo soli- 
citado en el de foja setenta y dos, y corran los antos según sn 
estado. 

AlbattQCtñ. 



Bueno* Airet. Agosto 21 de 1883. 

Vistos: Por sos fundamentos, se confirma con costas el anto 
apelado de foja setenta y ocho; j deTuélianse, préria reposición 
de sellos. 

J. B. GOaOSTtACA . — J. DOMINGUEZ. — 
C LADISLAO FRIAS. — 6. LA8HUK- 
— U. D. MZAMtO. 



\ 



Dt Jtmncu lucioiui. 468 



CAUIA Lililí 



4 

D. Bartolomé Sosa contra J>. .¥<irím Tolonier, por cobro de 

pesos; sobre competencia. 



Sumario. — El conocimiento de una causa ciril entre ciuda- 
dana 7 cstrangero, que no resulta haberse radicado ante los 
Tribunales locales, corresponde á la Justicia Nacional. 



Caso — D. Bartolomé Sosa, argentino, demandó ante el 
Juez Federal del Paraná Á D. Martin Tolonier, por daños y 
perjuicios causados por las haciendas del segando, á sus semen- 
teras y alambrado, en la suma de 500 posos fuertes. 

Sustanciada la causa hasta el estado de sentencia, se dictó el 
siguiente 



- Paran*, Abril 4 de 1883. 

Vistos y considerando: que la demanda sobre danos y per- 
juicios presentada por O. Bartolomé Sosa contra D, Martin 
Tolonier, y que ha dado origen al presente juicio, fué ya dedu- 
t. rn. 3* 
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cída ute el alcaide del distrito respectivo, D. Nicolás Goo za- 
lea» según lo declara éste á fojas 30 y 23, contestando al interro- 
gatorio presentado por la parte do Sosa y la ratificación está 
en so alegato de fojas 81 á 87, habiendo mérito de dicha decla- 
ración* Que habiéndose contestólo la demanda, por Tolonier 
ute el alcalde, según lo comprueba la declaración citada no 
negada por Tolonier ; y estando los alcaldes investidos de juris- 
dicción para conocer de las demandas sobre daños causados por 
animales (artfculoSSO, Código Rural de esta Provincia), el juicio 
de que se trata quedó así radicado ante la jurisdicción Provin- 
cial, j no ha podido por consiguiente traerse ante este Juzgado 
(artfculo I4de la ley nacional sobre jurisdicción y competencia, 
y fallo 97, sene 3* en la causa de Soto contra Guevara) ; que 
si bien no lia deducido excepción declinatoria ante este Juzgado, 
las disposiciones sobre jurisdicción y competencia son de urden 
público, y poT lo tanto independiantes del consentimiento de 
los litigantes, en cuanto á su aplicación, estando además resuel- 
to por la Suprema Corte en el fallo 33, tomo "t\ serie á*. pági- 
na 179, que en cualquier estado de la causa que aparezca la 
incompetencia de los Jueces de Sección, estos debeu decla- 
rarla de oficio. 

Por estas consideraciones, este Juzgado se declara incompe- 
tente para resolver en el presente juicio. Hágase saber origi- 
nal, y repuestos los sellos archívese. 

W. de T. Pintos. 

VISTA DEL SEftOh PROClhADO* CEXEftAl. 

Suprema Corte: 

Buenos Aire*, Julio 18 de 1883. 



Después de dos años y medio de una tramitación laboriosa, 
el señor Juez deSeccion se ha declarado, de oficio, incompetente. 
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fundándose en que la justicia local le había precedido en el 
conocimiento de esta cansa. No encuentro exacto el funda- 
mento. 

Don Nicolás Gonzalei, testigo presentado por parte del 
demandante, dice á foja reinte vuelta, que el año pasado (mil 
ochoeieutos ochenta y uno siendo él alcalde, Don Bartolomé 
Sosa se presentó demandando á Tolonier; que llamado éste á 
contestar la demanda, dijo que no tenía noticia de que sus 
haciendas hubiesen hecho daño; pero que, si así fuese, se 
arreglaría con Sosa, á quien iba I buscar para el efecto; que 
después de esto, nada supo de la demanda. 

Es este el único antecedente que arrojan los autos, acerca de 
la demanda iniciada ante la justicia local. No es, á mi juicio, 
bastante para que se entienda radicado el juicio ante ella. 

De la misma esposieioo del ex-alcalde se desprende que, 
cuando compareció Tolonier, no estaba presente Sosa. — Su 
comparencia es. entonces, una simple citación. No contestó, ni 
negó los hechos, y se limitó á manifestar su deseo de evitar una 
cuestión. Tratándose de un procedimiento verbal, el juicio 
debió principiar por la comparencia del demandante y deman- 
dado. Mientras tanto, el d mandado estaba en su derecho pata 
declinar de jurisdicción, y no puede considerarse radicado el 
juicio. 

Cumple, además, observar que la demanda iniciada ante el 
alcalde, fué en mil wfcoeientos ochenta y uno; el «fio pasado, 
dice (lotízale*, en Diciembre del ochenta y dos. No se sabe si al 
principio ó »1 fin. Soía ocurrió ni Juzgado de Sección en No- 
viembre de mil ochocientos ochenta y dos. Hay, por consiguien- 
te, entre una y otra demanda, seguramente, el intervalo de un 
año; y nada prueba que este año no se aproxima t-n mucho á dos* 

¿Los daños cuya indemnización se pedia en mil ochocientos 
ot-h'Mita y uno serán los mismos demandados ¡i Unes del ochenta 
y dos? 
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Por todo esto, pídola revocación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



Bueno» Airei, AjjmIo 23 Je 1883. 

Vistos: siendo de la competencia de la justicia nacional el 
conocimiento de esta causa, por razón de las personas, y no 
resultando de la declaración de fojas veinte y veinte y tres t ni de 
las constancias de autos, que haya sido radicada ante la juris- 
dicción provincial, se revoca, de conformidad con lo espuesto y 
pedido por el señor Procurador General, el auto apelado de foja 
ciento uno, y devuélvase, prévia reposición deselles. 

J. B- COROSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO ritlAS. — S. K. LASPIUR* 
— N. D» nZARRO. 
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CAUSA \e 



D. Bartolomé Sosa contra l). Martin Tohnii'r, por cobro de 

pasos-, sobre competencia. 



Sumario. — Una acción correspondiente á la Justicia de Paz, 
si se deduce en una misma demanda ion otra de mayor cuantía, 
debe resolverse por el Juez de Sección competente para el cono- 
cimiento de las dos. 



Caso. — Con la acción de que trata la causa anterior. Sosa 
acumuló, en la demanda, otra contra el mismo Tolonier, por la 
suma de doscientos pesos bolivianos procedentes de un pagaré. 

El Juez» dividiendo las dos acciones, resolvió que ocurriera el 
demandante con la segunda al Juez de Paz. 

Sosa reclamó. 

Paran A. .Noviembre 31 da 1882. 

Siendo por el artículo veintiocho de la Constitución atributivo 
del Congreso, poner en ejercicio los poderes concedidos por la 
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Constitución, por medio de le jes reglamentarias, los Jueces 
Nacionales no pueden ejercer mas jurisdicción que aquella de 
que hubieren sido investidos por ley, y estando esta limitada 
por la de 33 de Agosto de 1878, i aquellaseoutroversias en que el 
valor demandado exceda de quinientos pesos fuertes, no se hace 
lugar 4 la revocatoria del auto de f. 5 vuelta, y se concede la 
apelaoion iuter puesta en relación, debiendo el apelante mejorar 
el recurso ante la Eima. Corte, en el término de quiuce dias. 
Elévense los autos en la furma legal, dejando testimonio de 
ellos para continuar el juicio sobre daños y perjuicios, T opón- 
gase, i 

T. Pinto. 

VISTA DEL *E*OR PROCl RADOR GENERAL 

Suprema Corte; 

Bueno* Aire*. H irto 93 .le 1893. 

D. José M. Orí i/, por I). Bartolomé Sosa, entabló demanda 
contra D. Martin Tolonier, por cobro de pesos, saldo del precio 
de una Chacra, y al mismo tiempo por daños y perjuicios ori<¿¡- 
nidoa en la destrucción de un alambrado. 

El Juer de Sección, sin mus tramite, hace lugar ú la demanda 
por daños y perjuicios y se declara incompetente para conocer 
de la acción por cobro de pesos, que dice corresponder a la justi- 
cia de Pai en virtud de la ley de 23 de Agosto 1878. 

No está en las atribuciones de los Jueces obligar a los liti- 
gantes á dividir sus acciones y seguir varios pleitos, cuando 
ellos entienden que pueden gestionar en uno solo sus derechos, 
t Puede el demandante, dice el articulo cincuenta y cebo déla 
ley de procedimientos, acumular todas las acciona que tenga, 
siempre que no sean contradictorias entre sí*. Lejos de ser 
contradictorias las acciones deducidas rmr Ortiz, fluyen del mis- 



(>£ JUSTICIA RACIONAL 



475 



m0 origen: la renta de unas cuadras de tierras y loa perjuiciot 
causados con este motivo. 

El vendedor ha podido renunciar ala ventaja que le daba un 
título ejecutivo por saldo del precio, y preferir seguir un solo 
pleito en que hilera valer todos bus derechos. 

Pienso, por tanto, que debe V. E. revocar la sentencia ape- 
lada en su última parte. 

Eduardo Costa. 



falto 4e ta 

Bueno* Airet, Agosto 43 de 1883. 

Vistos: atento lo dispuesto ror el artículo cincuenta y ocho 
de la ley de procedimientos de loa Tribunales Nacionales, y de 
conformidad con lo espuesto y pedido por el señor Procurador 
General en su precedente vista, se revoca el auto apelado de foja 
cinco en la parte que divide las nociones deducidas por el de- 
mandante. Y devuélvanse en consecuencia los autos, previa re- 
posición de sellos. 

J. D. COROSTIACA, — J. MMNGUB. - 
«LADISLAO rRlAS.- a. w. LASPIVK. — 
H. D. PIWHRO. 
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CAUSA JECI 



La sucesión del Dr. ÍK Pablo Tarnaxsi contra D. Luis Árzac, 
por cobro ejecutivo de honorarios; sobre prescripción. 



Sumario. — Entablada la acción ejecutiva por cobro de ho- 
norarios dentro de los dos años de su regulación, y no declarada 
la deserción de la instancia, no procede l¡i excepción de pres- 
cripción del crédito. 



Caso. — El Dr. D. Pablo Tarnassi defendió ante la Suprema 
Corte & D. Luis Arzac en pleito con D. Lisandro Latorre, obte- 
niendo el fallo revocatorio favorable de 16 de Octubre de 1875. 

No habiendo conseguido el pago de sus honorarios, pidió la 
regulación de «líos en 13 de Noviembre de 1875. 

Se hizo la regulación en 375 pesos fuertes; pero atentas di- 
versas reclamaciones interpuestas por Arzac, el auto aprobatorio 
de ella fué dictado recien en 9 de Noviembre de 1877. 

El Dr. Tarnassi entabló luego la acción ejecutiva, dictándose 
auto de solvendo, que fué notiDcado el 29 de Noviembre de 
1877. 

En Marzo de 1883, el representante de Ja sucesión del Dr. 
Tarnassi, fallecido en Marzo de 1881, prosiguió el juicio ejecu- 
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tivo, pidiendo «1 embargo de un crédito de Arzac contra D. Bar- 
tolomé Castagnino, valor de 13.000 me. 

Ka la citación de remate, Arz.ic opuso la excepción de pres- 
cripción. 

El ejecutanto contestó que entre el fin del pleito j la petición 
de regulación y su aprobación no habían pasado dos año», j 
que ahora no ge trataba del crédito de hmiorurios, que el deudor 
Ar zac intentaba solventar con la prescripción, shiúde tu acción 
ejecutiva deducida cuando el cu-dito nu estaba proscripto, cura 
acción no había sido declarada prescripta, 

Bueno* Aire*, Junio H Je im. 

Vistos: estos autos para resolver sobre la eicepcion de pres- 
cripción opuesta por D. Luis M, Arzac en la ejecución que le 
sigue la sucesión del Dr, D. Pablo Tarnassi, por cobro de hono- 
rarios. 

Y considerando: 

1 D Que el ejecutado se lia limitado i oponer ta referida 
excepción sin apoyarla en ningún fundamento, ni indicar si- 
quier* los motivo* por los cuales lacree procedente en el caso 
sub judice. 

Que tratándose de la obligación de pagar honorarios en un 
pleito terminado, la prescripción liberatoria solo se opera por 
el transcurso de $ años, en virtud de lo dispuesto en el artículo 
13, titulo 2*. libro 4°, sección 3\ C. C. lo« cuales deben contarse 
desde que se notifica á las partes la providencia que manda 
cumplir la sentencia definitiva. 

3? Que de autos consta que el Dr. Tarnassi se presento pidien- 
do la regulación de ana honorarios diez dias después de la fecha 
de !a referida providencia, habiéndole interrumpido el curso de 
T. xvi 33 
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lt prescripción desde el 3 de Diciembre de 1875, con motivo de 
incidente provocado por oí ejecutado Awac en el escrito de foja 
189, sobre reconiideracion déla regulación, y después con el de 
foja 188, sobre reposición de! auto que lo declaraba en rebeldía 
y confirmaba la Tegulacion practicada d foja 181 1 el cual duró 
basta el 13 de Noviembre de 1877, en que se dicto el auto de 
foja 923. 

i* Que inmediatamente después (15 de Noviembre) aparece 
presentado el Dr. Tarnassi iniciando demanda ejecutiva contra 
Arzac, con cuyo acto volvió A interrumpirse la prescripción, que 
no tenia sinómuy pocos dias corridos, en conformidad á lo dis- 
puesto en el artículo 40, título! , libro y sección citados, C. C. 
y la nota que le sirve de comentario, 

5* Que nada hay que haga presumir que el actor hubiese de- 
sistido de su demanda, ni consta tampoco que en el largo tiempo 
transcurrido desdo que se dictó el acto du solvendo de foja.... la 
parte de Ariao hubiese dado paso alguno en el sentido de pro- 
vocar la declaración de deserción de la instancia. Añicos casos en 
que podría tenerse por no sucedida la interrupción causada por 
lademan da. 

Por estos fuud amentos y los del escrito de foja Stó. fallo no 
haciendo lugar á la excepción de prescripción, y en sn consecuen- 
cia mando se lleve adelante la ejecución hasta hacerse pago al 
acreedor del capital, intereses y costas en qne por ministerio 
do la ley (articulo «nde la Ley de Procedimientos) es conde- 
nado el deudor vencido. Notifíquese original. 

Virgilio M. Tedin. 

WmUm de I* BaipvwM» CsHfc 

Buenos Aires, Agosto 33 de 1883. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
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teaeia «pelada de foja doscientas cincuenta y nueve. Satisfe- 
chas y repuestos los sellos devuélvanse. 

1. B G0*0&TIAGA. — J DOHIftCDEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — S. H. LASNU*. — 
M. D PIURAO. 
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Contienda de competencia entra el Ministerio de la Guerra y el 
Juez Correccional de la Capital* para conocer en la cama 
contra el Teniente 0. Pedro Roberto, por herida* á un preso 
de ta Cárcel Correccional. 



Sumario. — Es delito militar el que comete el comaudaote 
de ana guardia de línea, en el lugar donde esta te dá, en 
presencia de la tropa, y en desempeño y con motivo de una 
comisión militar. 



Cato. - En la noche del 18 de Maye de 1883 estaba desta* 
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cade «a servicio de guardia dentro de la Cárcel Correccional 
un piquete del batallón 8? de infantería de linea, al mando 
del teniente D, Pedro Roberts. 

Como i las nueve de la nocbe el preso Toríbio Videla, solda- 
do del batallón 7° de infantería, promovió escándalo, é insulto 
al centinela que lo habia mandado ciliar, 

Fresi-ntadoae el teniente Robería acompañado de algunos 
soldados, el preso insultó á él y á la guardia. 

Se hizo abrir, entonces, la puerta del calabozo con el llavero, 
amenazando echarla abajo, y entrado, estropeó ó hirió con su 
espada al preso. 

Por estos hechos se levantó sumario tanto por el O efe del 
Batallón 8 o de Infantería, que lo eh vó £ la Inspección General 
de Armas, como por el Juez Correccional. 

Librado oficio p:irn que el teniente Roberts se presentara en 
arresto en la Cárcel Correccional, se suscitó . contienda de 
competencia, por el Ministerio de la Guerra con arreglo al 
dktáraen del auditor y de la Inspección General de Armas. 



DICTAMEN DE LA INSPECCION GENERAL DE AMIAS 

La real cédula de de Febrero de 1703 consignada en las 
Ordenanzas dispone que compete á los Jueces militares el 
conocimiento de todas las causas civiles y crimínales en que 
son parte los individuos del ejército. 

La ley patria de 5 de Julio de 1823, al abolir el fuero militar 
y eclesiástico sometió & ia jurisdicción militar los delitos 
cometidos por militares dentro de los cuarteles, en marcha, en 
campaña, ó en actos de servicio. 

La ordenanzu, modificada en parte por dicha ley, hace osten- 
sivo el fuero militar: !• á los delitos exclusivamente militares, 
que constituyen fuero por la naturaleza intrínseca del heoho 
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y en los que poeten aparecer como autores ó cómplices no 
solo los individuos del ejército incorporados, asimilados, 6 
agregados, stnó también los particulares ; 2? los delitos come- 
tidos por los militares en campaña, en marcha* ó en tu- tos de 
servicio, los que constituyen un fuero accidental, relativo a 
las circunstancias que rodean el hecho criminoso ; 3* los deli- 
tos cometidos en sitios reputados militares, que constituyen 
fuero local, como los cuarteles* parques, arsenales, depósitos 
militares, fortines, plazas de guerra, campamentos, y territo- 
rio enemigo ocupado militarmente. 

En el caso del teniente Roberts se trata de un militar que 
desempeñaba determinada comisión de servicio, y el hecho que 
se le atribuye tiene que pertenecer á una de las dos primeras 
categorías enumeradas. 

Se dá el nombre de falta de disciplina militar á las acciones 
ú omisiones de carácter tere, policial ó correccional, ya sean 
esencialmente militares, ó sean cometidas durante el servicio, 
Ó en parages militares por individuos del ejército. 

La causa, pues, corresponde á la jurisdicción militar. 

Los gefes, como responsables de la i r sciplina de su cuerpo, 
tienen facultad para castigar correccionalmente las faltas de 
sus subalternos dando parte á la autoridad superior dentro del 
término de 24 horas. (Tít. 15 y 17, trat. 2" de las Ordenanzas, 
y ley de 19 de Octubre de 1813.) 

Para levantar la su mam basta la orden del comandante, 
comisionando á t jalquier oficial, siendo las penas aplicables, 
arresto 6 reprehensión. (Tít. 10, 16 y 17, trat. 2?; tít. 8 o , trat. 3? 
de las Ordenanzas). 

AUTO DEL JUEZ CORRECCIONAL 

Buenos Aires, Febrero 15 de 1883. 
Vistos, y resultando: l'Que han sido de todo punto infruc- 
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tuoaat cuantas reclamaciones ie han hecho pin obtener la 
entrega dt D. Pedro RoberU. 

t* Que la Polieia no ha podido capturarlo A pesar de las 
perentorias órdenes al efecto, ni la Inspección de Armas lo ha 
enriado á la repetida instancia. 

3» Qne el Sr. Ministro de la Onerra comunica haber enta- 
blado competencia de jurisdicción» enviando ante la Suprema 
Corte de Justicia el sumario militar levantado, por insistir 
en mantener la que le corresponde ais autoridad militar, solici- 
tando del Jugado Correccional eleve todo lo en él obrado para 
que el Superior Tribunal dirima la competencia. 

Y considerando: 1* Que en la presente cansa so trata 
simplemente de la aclaración de un hecho ocurrido dentro de 
la Cárcel del Juzgado Correccional, investigándose un delito 
común sobre preso de so propia jurisdicción, j cometido (según 
te denuncia) por nn oficial que le está subordinado, oomoel 
alcaide i cujas inmediatas órdenes queda, y cuantas personas 
que por motivo alguno se encuentren dentro de ese recinto. 
(Art. I a , ttt 7* del Reglamento de la Cárcel) . 

* Que en manera alguna se instruye sumario sobre faltas 
militares, abusos en el cumplimiento del serricio, ni faltas de 
disciplina, pues según resulta de lo actuado, el preso se limitó 
á insultar á los oficiales y soldados del batallón de linea, 
tratando de cobarde al teniente Roberts, quien te biso justicia 
por su propia mano, con menoscabo de la autoridad del Juz- 
gado, que era el encargado de penar al preso. 

3» Qne ocurrido un hecho punible en la Cárcel, en el Jua- 
gado ó dentro de au jurisdicción, es la de él y no otra la auto* 
ridad á quien corresponde sn esclarecimiento é investigación, 
pnea seria atentatoria 4 tu independencia y poder propio que 
inviste, ir i buscar fuera quien pesquise los delitos que en su 
recinto tengan lugas. 
4* Que ya resulte del hecho que se sumaria; agresión á 
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mano armada, 6 beridas ó contusiones, abuso de autoridad, 
atentado, amenazas i un empleado, desobediencia 6 contraven- 
ción i los reglamentos del establecimiento, desacato, mandan- 
do abrir por la fuena el calabozo en el que por orden superior 
■e babia incomunicado á un preso, u otro, siempre se trataría 
de un delito común de la jurisdicción ordinaria (aunque 
subsistiera el fuero' por el lugar donde ha ocurrido y las 
circunstancias en que aparece, pues que aquel privilegio era 
una excepción, restringible eu todo caso; y siempre que la 
jurisdicción común estaba presente se sometían á ella todos 
los delitos. 

5° Que boy no existen los fueros, ni el caso que se investiga 
ha sido dentro del cuartel» en marcha, en campaña ó por actos 
de serrioio, ó disciplina. 

Por estos fundamentos, y en vista Je lo que resulta de autos, 
y lo proscripto en el artículo 54 de la Ley Orgánica de (os 
Tribunales, el Juzgado resuelve ; 

t° Declararse competente, como se declara, para el conoci- 
miento de esta causa, sosteniendo la jurisdicción correccional 
como la respectiva al delito común que se sumaria, y a la 
investigación de cuanto dentro de la cárcel tiene lugar, pnes 
por el mismo principio por el que la ley Patria (7 de Julio de 
1823) declara exclusivamente militar los delitos cometidos por 
militares dentro del cuartel, son ordinarios y de la compe- 
tencia de este Juzgado los cometidos dentro de él. 

9° En virtud de lo comunicado por el Sr. Ministro de la 
Guerra en su nota de foja 35, pasar este espediente á la 
Cámara de Apelaciones para que se sirva elevarlo á la Corte 
Suprema de Justicia á quien compete dirimir la competencia 
que se sostiene, con un informe esplicativo de todos los pasos 
que se han dado 4 fin de dar cumplimiento á la resolución 
superior que corre a foja vuelta. 

Pastor S. Obligado. 
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Elevados los dot sumarios á la Suprema Corte para dirimir 
H contienda, se espidió la siguiente: 

Vim DEL SEftOR PROCURADOR GEÜERAL 

Suprema Corle: 

Buen oí Ai reí, Mano 31 de 1883. 

£1 hecho de que se bace cr.rgo al teniente Roberts, nada 
tiene que ver con la disciplina militar. No se trata ni de 
deserción, ni de insubordinación, ni de falta de respeto de un 
subalterno para con bo gefe superior. 

El Teniente Hoberts ha faltado simplemente a los regla- 
mentos de la Cárcel Correccional t á los respetos que debía al 
Juez bajo cujas órdenes estaba, y cnjos mandatos era su 
misión hacer cumplir. 

Por el hecho de haber mandado abrir la puerta de un cala* 
boxo bajo la amenaza de echarla abajo á culatazos, el Teniente 
Roberts ha faltado a los respetos que debia al Juez, bajo cuyas 
órdenes estaba á la sazón, y ha violado los reglamentos que 
era precisamente su misión hacer cumplir, cuando le fuera 
para ello requerido el auxilio de la f ueria bajo su mando. 

Por el hecho de haber dado de golpes al preso que sacó del 
calabozo, basta causarle varias heridas, en venganza de los 
insultos que este le dirijia, el Teniente Roberts se ha hecho 
reo de un delito común, que ningnna relación tiene con las 
leyes de la milicia. 

lío es este hecho de aquellos que solo pueden ser cometidos 
por militares y su conocimiento corresponde, por consiguiente, 
por razón de la materia, á la jurisdicción ordinaria: correspon- 
do asimismo á esta jurisdicción por razón del lugar. 

La jurisdicción es un atributo de la soberanía en las nacio- 
nes, y una necesidad de propia conservación en toda autoridad. 
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Toda nación reivindica para sí el derecho de juzgar y castigar 
las delitos perpetrados en so territorio; y no se concibe la 
existencia de nna autoridad, sin e] poder de hacerla respetar 
en el propio recinto en que la ejerce. 

A la verdad qne no podría ser mas precaria la posición del 
señor Jaez Correccional, si hubiera de depender de una juris- 
dicción eatrana para hacer cumplir los reglamentos de la Cár- 
cel ásus órdenes inmediata*. 

Dos son los fundamentos principales que se invoca en apoyo 
de la jurisdicción militar; que fué necesario el castigo para 
contener una sublevación de los presos ; que el hecho tuvo lugar 
estando el Teniente Roberts en servicio. 

No es exacto, en primer lagar, que hubiese tal conato de 
sublevación. No hay absolutamente uu solo hecho, ni un solo 
antecedente que lo haga presumir. 

La que hubo en realidad es un escándalo que daba el preso 
con los gritos injuriosos que proferia desde su calabozo; escán- 
dalo qne fué aumentado por la conducta injustificable del 
Teniente Roberts, que encontró lo mas expeditivo hacerse jus- 
ticia por su propia mano. 

Dase por otra parte, una intención torcida i la palabra, en 
servicio, de la ley del año 23. 

Loa militares están siempre en servicio. Si un oficial al 
atravesar las calles para cambiar una guardia comete un robo 
ó un asesinato, este hecho no habría sido en servicio. 

Por las palabras en servido, no puede entenderse otra cosa 
si no es que, el hecho tenga lugar con ocasión del servicio, como 
una consecuencia del mismo. 

Si alguno de los soldados al mando del Teniente Roberts, 
por ejemplo, en el recinto de la Cárcel, lo hubiera agredido y 
él en su defensa, y para conservar la disciplina lo hubiese 
herido 6 muerto, podría decirse que el hecho había tenido lugar 
' en servido. El caso actual es empero, muy distinto. 
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lm gritos y los iniultoi del [preso desde sn calaboio. nada 
tienen que ver cod el servicio militar, ni era el Teniente 
Roberto el encargado de reprimirloi. El escándalo que produjo 
en la Cárcel atrepellando ana reglamentos, constituye un 
verdadero desacato & la autoridad del Señor Jues Correccional, 
y ea para mí un delito de mayor transcendencia, que las mis- 
mas heridas causadas al preso, que resultan haber sido de poca 
gravedad* 

Pienso por todo esto, que debe V. E. confirmarla jurisdic- 
ción del Juagado Correccional. 

Eduardo Costa. 



Bueno» Airei, Agosto 38 de 1883. 

Vistos estos autos sobre competencia entre la autoridad 
militar y el Juagado Correccional de esta Capital, para conocer 
déla cansa iniciada contra el teniente Don Pedro Boberts, por 
haber maltratado y herido á un soldado del batallón sétimo de 
línea, preso en la cárcel correccional, que lo insultó, asi como 
i nn centinela, estando dicho Roberls de gefe de la guardia de 
la cárcel, compuesta de un piquete del batallón octavo, también 
de línea; y considerando: 

Que conforme á la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los tribunales nacionales, artículo sétimo, la jurisdicción cri- 
minal atribuida por ella á la justicia nacional, en nada altera 
la jurisdicción militar en loa casos en que, según las leyes 
existentes, deba proceder te por consejos de guerra ; 

Qm por loa artículos primero y cuarto, título sexto, tratado 
octavo de las Ordenaniaa del Ejército, todos los crímenes mili- 
tares y faltas graves contra el servicio, en que incurran los 
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oficiales de cualquiera graduación que sean, deben j negarse por 
un consejo de guerra de oficiales generales; 

Que los hechos que le atribuyen á dicho teniente — esto es, 
haber ordenado abrir la puerta del calabozo en que estaba el 
soldado preso, bajo la amenaxa de hacerla echar abajo, haberlo 
estropeado y herido 4 cintarazos con sn espada, haciéndose jus- 
ticia por sí mismo, y cansando un gran escándalo, — no pueden 
considerarse sinó como nn delito militar, por haber sido ejecu- 
tado por el comandante de una guardia de fuerza de linea, en 
el lugar en que ella se .daba, en presencia de la tropa, 7 en 
desempeño y con motiTo de una comisión militar; 

Que la jurisdicción militar no proviene en tal caso solo por 
rasen de ser militar el procesado, sinó también por haber tenido 
lugar los hechos en las circunstancias espresadas, y especial- 
mente, en actos de servicio, según el artículo cuarto de la ley 
de la provincia de Buenos Aires, de siete de Julio de mil ocho- 
cientos veintitrés, aceptada por la jurisprudencia como dispo- 
sición nacional ; 

Que delitos A faltas como los espresados t hieren profunda- 
mente la moral del ejército, y su reprehensión por lo tsnto debe 
hacerse con arreglo á las Ordenanzas, que son leyes especiales 
dictadas para sn régimen, disciplina y servicio ; 

Que esta es la doctrina seguida por la Corte en causas análogas, 
enlaa que, per las circunstancias con que los hechos se ejecu- 
taron decidió en favor de la jurisdicción militar, tratándose 
de delitos comunes, cometidos per militares, como en loa casos 
de Lagraña contra el general Cáceres y el fiscal contra el gefe 
del batallón * San Luis » (tomos cuarto y sétimo, primera sene, 
páginas doscientos veinticinco y ciento cuarenta de loa Falles), 
el primero sobre injurias gravea, de palabra y de hecho, de dicho 
general á nn simple ciudadano, estando aquel en desempeño de 
ana comisión militar, y el segundo sobre defraudación del tesoro 
nacional, por medio de listas de retiste, falsas en parte} 
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Que «ata doctrina no está contradicha en la cansa veintitrés, 
tomo juicio, segunda st'rie, página cuatrocientos cincuenta 
7 tres, pues si bien se declaró en ella que era competente el 
Jasa de Sección para conocer del delito de sustracción de presos 
da 1» cárcel publica, ejecutado por militares del cuerpo de 
guardia, fué para el caso» como espresa la sentencia confirmada, 
de que loa culpables no hubiesen sido juzgados por el delito 
de sedición en el respectivo Consejo de Guerra, porque debiendo 
serlo da eaa manera, la causa correspondía al conocimiento de 
la jurisdicción militar, según el articulo sétimo citado, de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacio- 
nales; 

Y que en nada menoscaba la independencia y autoridad del 
Juagado Correccional, que el procesado seajuigadoj penado 
si bar mérito para elle, por un tribunal militar, desde que él 
es el establecido por la ley para el juicio y castigo de los deli- 
tos y faltas militares ; 

Por estos fundamentos, se declara que la jurisdicción militar 
ea la competente para conocer de la presente cansa, y pásense 
en consecuencia los autos á la Inspección y Comandancia Ge- 
neral de Armas, avisándose por oficio al señor Juez Correccional. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOtHHCOU. — 
U LADISLAO FRIAS.— S. II, LASH1M (CU 

disidencia). — d. puaruo (en di- 
sidencia). 




Visto el incidente de competencia promovido por la jurisdic- 
ción militar á la justicia ordinaria del crimen en la causa que 
de oficio se sigue al teniente de infantería Pedro Roberts, que 
mandaba la custodia 6 guardia de presos de la cárcel correc- 
cional de esta ciudad, por imputársele haber, en ausencia de 
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ha autoridades superiores del establecimiento, violentado al 
llavero de la cárcel, con ameaaias de echar abajo la puerta, 
para que abriese la de un calabozo en que se encontraba un 
preso que daba gritos é insultaba I dicbo oficial, quien» pene- 
trando de propia autoridad en la prisión, lo sacó de ella, can- 
sándole contusiones ó heridas leves con golpes de espada que 
le dio en el patio de la misma cárcel. 

Y considerando: Que el delito ó falta que motiva el proceso 
no es simplemente el de injurias reales al preso, becbo qne 
considerado aisladamente, y en sí mismo, no constituiría delito 
público, ni daría lugar á un procedimiento de oficio, porque en 
razón de la naturaleza de la ofensa, solo afectaría el derecho 
privado del individuo* produciendo una acción privada de inju- 
ria; sino también, y principalmente, el desacato á la autoridad 
judicial* j atentado contra en jurisdicción, con infracción de 
las leyes civiles que rigen la disciplina y orden del estableci- 
miento bajo cuya autoridad, protección, garantía y responsa- 
bilidad se encuentran loa presos y detenidos en él ; 

Que el conocimiento de esta causa es* así, de la etcluiiva 
competencia de la justicia ordinaria, y no puede, bajo concepto 
alguno, pertenecer al fuero militar; 

La cárcel correcccional no es un cuartel, prisión d estable- 
cimiento militar, bajo la autoridad 6 jurisdicción de guerra* 
que someta á esta jurisdicción los delitos 6 faltas que en 
aquella se cometan ni el hecho que motiva el proceso es de 
carácter militar, aunque se diga cometido por un individuo del 
Ejército en actual servicio; 

La cárcel correccional es ua establecimiento civil, depen- 
diente de la jurisdicción ordinaria del crimen (leyes de la Re- 
copilación de Indias, títulos seis y siete, libro sétimo; do las 
Partidas, título veintinueve, partida sétima; de la Novísima 
Recopilación, títulos diez y once, libro doce) y que por lo tanto 
se sustrae en todo á la jurisdicción de guerra. Los presos 6 
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detenidos en elle, no dependen de esta jurisdicción! ni son las 
Ordenanzas del Ejército, quienes rijen la disciplina interna del 
establecimiento 6 determinan la gerarqnía, deberes, atribucio- 
nes y responsabilidades de sus empleados. Son éstos, empleados 
puramente civiles, y es, por su naturaleza, paramente civil, y 
no militar, el servicio que en ella prestan para guardia y cus- 
todia 9e los presos, aunque éste alguna vez se desempeñe 
accidentalmente por fuerzas del Ejército ; 

La guardia de cárcel es para seguridad y custodia de presos 
dependientes de la justicia ordinaria, en las prisiones ó lagares 
destinados á este efecto; es una institución civil, que somete 4 
esta jurisdicción la tropa de línea cuando accidentalmente se 
incorpora i ella; 

No se comprende, en efecto, que la guardia de una cárcel 
pública, dependiente de la justicia ordinaria, y en desempeño 
de funciones puramente civiles, como es la custodia y guarda 
de presos de aquella jurisdicción, no esté sugeta á ella, obrando 
como obra, bajo su autoridad y dependencia, y debiendo, en el 
servicio que presta, conformar su conducta á las órdenes y re- 
soluciones que se le comuniquen por ella, y á las prescripciones 
y reglamentos permanentes de esta misma autoridad en el esta- 
blecimiento; 

Mucho ménos se comprende, que los delitos ó faltas come- 
tidas por militares en el desempeño de este servicio, que si 
pueden, de so punto de vista, y bajo un concepto particular, 
constituir una infracción de las ordenanzas del ejército, cons- 
tituyen directa y principalmente infracciones civiles de la dis- 
ciplina carcelaria y leyes de su referencia, no estén «agotas á 
la represión y castigo de la autoridad encargada de velar por 
el cumplimiento de éstas, y que es también la responsable de 
su Inobservancia, como déla impunidad de sus infractores; 

Loa delitos, eioasos, ó faltas de cualquier militar, en el 
desempeño de algún destino ó cargo público le sujeta para su 
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juzgamiento á la jurisdicción de que aquel depende (Reales 
Ordenes de treinta de Setiembre de mil setecientos noventa y 
cinco, Setiembre quince de mil setecientos noventa j ocho, y 
Diciembre ocho de mil ochocientos), como ana consecuencia 
del servicio mismo que presta y de la autoridad bajo cuyas 
órdenes 6 jurisdicción se encuentra. La fuerza de línea que 
desempeña un servicio civil, en la guardia de cárceles* depen- 
dientes de la justicia ordinaria, se constituye por este mismo 
hecho» en loque el acto importa ; á saber: en guardia de cár- 
cel, en institución civil para la custodia y guarda de presos, 
quedando por el mismo hecho sujeta á las leyes institucionales, 
como el ciudadano queda sujeto al fuero de guerra, cuando la 
guardia nacional es movilizada y aquel se convierte en soldado. 

Son por lo tanto, aplicables al hecho que motiva el proceso, 
las leyes seis y once de la partida siete, título veintinueve, en 
que se dispone que: « Monteros ó ballesteros ú otros ornes que 
son puestos para guardar los presos de algún consejo» non los 
deben sacar de aquel logar donde gelos mandaran tener, nin 
de la cárcel, nin de la otra prisión, para llevarlos á otra parte, 
en ninguna manera, sin mandamiento de aquel Judgador que 
gelo dio en guarda », y que no les hagan mal ó deshonra, en 
cualquier manera que sea, pues, « si el carcelero ó guardador 
de presos se moviese i fazer contra lo que en esta ley es escrito, 
el Judgador del logar lo debe fazer matar por ella, é si fuer* 
negligente en non querer escarmentar tal orne como este, debe 
ser tollido del oficio etc. > ; 

Que estando abolido por la Constitución todo fuero personal, 
debe solo atenderse al fuero de causa para determinar esta 
competencia, y la jurisdicción ordinaria procede tanto por razón 
de ella, como por razón del lugar en que el hecho aparece co- 
metido. Esta última fué la razón en que esta Suprema Corte) 
se fundó para declarar (tomo sétimo, série segunda, página 
sesenta y una de los Fallos), que la jurisdicción militar era 
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competente para conocer de los delito* comunes cometidos 
dentro de lo» cuarteles; porque el lugar en que se cometo un 
delito se identifica en ciertos casos con la jurisdicción impe- 
rante en él, por necesidad de la situación; lo que al preaente 
tiene tanta mayor autoridad y fuerza, cuanto que el delito ó 
falta que motiva el proceso, importa un atentado contra esta 
misma jurisdicción y nn desacato á la autoridad judicial impe- 
rante en el establecimiento» la que no puede estar dependiente 
de la autoridad militar para hacerse respetar y mantener la 
disciplina de aquel. Lo contrario, importada convertir en cár- 
cel militar la cárcel correccional, sustituir en ella la ordenanza 
y la disciplina militar á sus propios reglamentos y leyes disci- 
plinarias, subordinar la autoridad civil del Jue* á la del Co- 
mandante militar, creando para actos de la vida civil, una 
jurisdicción de guerra incompatible con esta, é ínesplicable en 
perfecto estado de paz; 

Pero, aparte de estas observaciones, se encuentra legalmente 
establecido (Real Orden de veintiocho de Junio y Cédula del 
Consejo de primero de Agosto de mil setecientos ochenta y 
cuatro) que los militares que hicieren resistencia formal á las 
Justicias «como loa que cometieren algún desacato contra 
ellas, de palabra ó de obra (aun sin estar bajo sus órdenes) 
quedan sujetos i su jurisdicción, pudiendo estas castigar á los 
que las cometieren, así como los jueces militares pueden hacerlo 
con los de otro fuero que cometieren desacato ó falta de res- 
peto contra ellos» ; todo lo cual no es sino la consagración del 
principio general de que toda autoridad ha de tener los medios 
necesarios para su conservación, y para el desempeño de las 
funciones de qne está encargado; 

Que no siendo el delito- 6 falta que se atribuye al teniente 
Boberts, bajo ningún aspecto militar, pues, ni es cometido en 
servicio militar, ni en campana 6 dentro de los cuarteles, for- 
talezas ó establecimiento militar, ni de naturaleza tal que solo 
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pudiera ser cometido por un miniar, encomendar el conoci- 
miento de esta causa ú la jurisdicción del ejército, tan solo por 
el curador militar del procesado, importaría restablecer el 
fuero personal, contra el precepto constitucional que ledcToga, 
pues el fuero do cansa, resulta así evidentemente, improce- 
dente; 

Que, en todo caso, y aun admitiendo que fuera posible la duda 
acerca di) la competencia de la jurisdicción ordinaria 6 la excep- 
tuada del Ejército, debe mantenerse aquella, cu conformidad á la 
regla de derecho que solo admito la excepción cu los casos do 
ley espresos, y como mas en armonía con la índole de nuestras 
instituciones políticos, basadas en el principio de la igualdad 
civil y de la subordinación del poder militar a esta autoridad. 
Ñor Johnson, distinguido publicista uorte-americuuo, en su 
obra Free (¡overnment, haciéndose cargo de la jurisdicción 
militar con relación á la índole del sistema de gobierno adop- 
tado por la Constitución, dice: 

< Hemos comenzado nuestra carrera de gobierno indepen- 
diente sobre la baso clara de que, mientras el gobierno civil 
subsista, debe ser absoluto sobre el poder militar. Hemos ido 
mas lejos todavía y sostenemos que el último debe considerarse 
siempre como agente del primero, sujeto á sus órdenes en todo 
tiempo; y que todo individuo del ejército que pretendo ejercer 
autoridad originaria, es delincuente ante las leyes, sujeto á 
castigo ante los tribunales ordinarios y personalmente respon- 
sable de los perjuicios que haya podido ocasionar á cualquier 
ciudadano. Esta doctrina ha sido confirmada repetidas veces 
en Inglaterra. Castigos estveraados se han aplicado á gefes 
militares, aunen casos en que había alguna dificultad para 
asegurar que el delito originado, era estricta mente militar por 
su naturaleza, i V esta misma Suprema Corte ha ido hasta 
establecer como fundamento desús resoluciones (tomo quinto, 
série segunda, pagina cuatrocientos cincuenta y tres de los 
t. ivi 34 
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Fallos}— * que el artículo diez y seis de la Constitución Na- 
cional, al abolir todo fuero personal, ha derogado loa prU 
Tilegios acordados por las Ordenanzas Generales del Ejército 
i los militares que forman parte de ¿1 y los que posteriormente 
le fueron acordados por el artículo cuarto de la ley de cinco de 
Julio de rail ochocientos veintitrés, dictada por el Estado de 
Buenos Aires (encargado de la dirección general de los intereses 
de la República) eu cuanto á loa delitos comunes, cometidos 
en los cuarteles, en campaña, ó en actos de servicio, & que ella 
se refiere»; y que € no hay razón de interés público para que 
subsistan osos privilegios, que, además de ser repugnantes al 
sistema de gobierno republicano democrático, en virtnd del 
cual todos los habitantes, sin distinción de cla?e y condición, 
son juzgados por unos mismos jueces y nna misma ley, la 
existencia de aquellos no ps esencial para la conservación de la 
disciplina, causa principal de su creación.» 

Por estas consideraciones, lo apuesto y redido per el señor 
Procurador General, y los fundamento concordantes del auto 
del señor Juez Correccional, juzgando en disidencia, se declara 
que esta causa es de la competencia de la justicia ordinaria. 
En bu consecuencia, remítanse los autos al señor Juez Correc- 
cional y avísese por oficio al señor Comandante General de 
Armas. 

SATURNINO H> LASPIUR. — W. O. PWARRO. 

A 
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CAUSA XCIII 



0. Jorge Pintos contra D. Tomás Muñoz, sobre cobro ejecutivo 

de pesos. 



Sumario. — I o El locador para ejercer los derechos de tal, 
no es necesario que aea propietario de la cosa locada. 

2° Siendo estrangero, y ciudadano el locutorio, puede hacer- 
los valer ante la Justicia Federal. 

3° La excepción de falsedad del título de la ejecución no pro- 
cede, cuando no se desconoce la verdad de él, sinó solo la per- 
sonería del ejecutante. 

4" La intimación de aumento de alquiler para el caso de no 
verificar el desalojo do la cosa locada, aún no observada» no im- 
porta un nuevo contrato de locación por el precio aumentado. 

5 o La intimación de desalojo esciuro el contrato nuevo, y la 
del aumento de alquiler debe interpretarse como la estimación 
de los daños por la demora, que no corresponde al interesado 
el fijar de su propia voluntad. ■■' 

6° Dicha intimación de aumento no constituye título ejecu- 
tivo para el cobro de la suma aumentada. 



Caso. — Lo esplica el 
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Buenos Aires, Mayo 4 Je 1883, 
Y vistos los autos ejecutivos seguid o -i por D. Jorge Pintos 
contra don Tomás Muñoz, alegando: i" que en I o de Octubre de 
1881, se presentó ante este Juzgado pidiendo el desalojo del 
campo ocupado por Muñoz t acordándole el plazo de seis meses, 
bajo apercibimiento que de no desalojarlo, le abonará a razou 
de 200,000 pesos in/c. anuales ó sean 8.000 pesos fuertes; 2" 
que el Juzgado proveyó como se pedia, librándose el oficio que 
corre á f. 6, para que so notificara al demandado, encontrán- 
dose dicho oíicioen el espediente que se sigue sobre desalojo, 
por ante este mismo Juzgado ; 3 o que notificado el demandado 
no opuso resistencia, ni protesta sobre el precio fijado por el 
demandante; A° que en virtud de estar consentido el precio 
fijado, y vencido el plazo para el desalojo, se presentó deman- 
dándole ejecutivamente por el valor del arrendamiento conve- 
nido, habiendo el Juzgado dictado el auto de solvendopara que 
el deudor pagara la cantidad de 112,000 pesos m/c, sus intere- 
ses y costas. 

Practicado el embargo en bienes suficientes, se sitó ríe re- 
mate al ejecutado, oponiendo entonces las excepciones -?e incom- 
petencia, falsedad é inhabilidad del título, fundándose: ¿' que 
el ejecutante se ha presentado en nombre propio, ciundo el 
derecho que invoca no le pertenece originariamente, sinócomo 
mandatario de D' Tomasa Rodríguez de Pintos; 2? que en los 
autos testamentarios de D. Camilo Sorbé, el ejecutante ha pro- 
cedido y procede como representante de D* Tomasa Rodríguez 
de Pintos, habiendo tomado posesión á nombre de esta (de loa 
campos arrendados), en Diciembre de 1873; 3* que en ese carác- 
ter lo hizo reconocer el Juez de Paz al notificar la toma de po- 
sesión al ejecutado; i» que no es presumible h:iya adquirido 
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el ejecutante posteriormente esos derechos, porque semejanto 
adquisición seria nula y de ningún valor por estar prohibida 
con arreglo at artículo 40. título De la compra-venta dA Có- 
digo Civil; 5 o que no ejerciendo el derecha á nombre propio, 
sinó como mandatario, su nacionalidad de estrungero nada tiene 
que ver, ni puede surtir el fuero federal, desde que la dueña 
del derecho es argentina, litigando con un argentino; o que el 
título con que se ejecuta es falso t porque Pintos no ba po- 
dido ejercerlos derechos que invoca, ni como mandatario de 
D* Tomasa R. de Pintos, porque esta señora lo enagcuó en favor 
de D. Emilio Genoud, según consta de los autos que se siguen 
por ante el Juez Dr. Sauic, Secretorio Avila; 7" que habiendo 
enagenado esos derechos, el mandato conferido á Pintos ha 
cesado, siendo por consiguiente, falso el título que se iuvoca ; 
8° que el título es inhábil para seguir la ejecución, porque Mu- 
los abandonó el campo en 20 de Febrero, con conocimiento del 
sub-locador; O 1 que si el ejecutante no quiso recibirse del campo 
porque se encontraba ocupado por Gómez, no es culpa suya» 
desde que ja unís lo arrendó al citado Gómez; que es cierto fué 
sócio de este señor, pero que la sociedad quedó disuelta antes del 
desalojo; 10° que no puede exigírsele los arrendamientos de unos 
campos que habia abandonado, sin una injusticia manifiesta; 
ií° que suponiéndole obligado i pagar arrendamientos, no pue- 
de ex ij irle otros, que los que abonaba cuando arrendó a* D a To- 
masa R. de Pintos; Í2°que si bien es cierto que el ejecutante 
pidió como daños y perjuicios la cantidad de $ 300,000 m/ c 
y solicitó del Juzgado se notiBcara al ejecutado esta pretcnsión, 
también lo es que no tiene semejante derecho para hacer esa 
estimación, pues, el derecho del locador se reduce á demandar 
el desalojo y hacerlo efectivo por la fuerza pública, cobrando 
los daños y perjuicios que se le hubieran ocasionado. 

Corrido traslado de las excepciones opuestas, el ejecutado 
contestó: I o que sí bien es cierto que ha obrado en nombre 
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de D* Tomasa Rodriga» de Pintos, en la testamentaría de 
D. Camilo Sorbé y en otros mas, era porque asi había conveni- 
do con la espresada señora, no obstante ser en realidad dueño de 
los derechos; 2° qne el ejecuta ate era dueño de esos derechos en 
virtud de la escritura pública de enagenacíon, que le otorgó en 
1872 por ante el escribano D. Alejandro Duval; 3 a 'iue la mis- 
ma excepción se ha deducido en otro juicio idéntico, con la 
misma persona y sobre la misma cosa, habiendo sido vencido; 
4* que ha cobrado siempre & nombre propio, no solo en este 
jaiüio» sinó en todos los demás que ha seguido contra Muñoz; 
5 o que aceptó el desalojo alegando ser arrendatario de Muñoz 
pero que jamás insinuó que lo fuera de la señora de Pintos; 
pues no podía hicerlo desde que en los primeros autos lo había 
reconocido como á su locador; 6° que contra esta confesión 
espresa no se pnede admitir prueba alguna; 7° que la eicepcion 
de incompetencia se debe deducir dentro de ios 9 dias de enta- 
blada la demanda y que después de dos meses recien se 
opone; 8° que no puede volver sobre la cosa juzgada, pues 
ha pagado 24,000 pesos m/ , á que fué condenado por la 
sentencia de f . 61 , siendo la misma causa, entre las mismas 
personas y por un titulo ¡goal; 0" que el documento que 
exhibe el tercerista Geuond, es de fecha posterior al de la 
ejecución j en nada atañe al ejecutado, el que debe pagar 
loa arrendamientos estipulados, sea A uno ñ otro, pero jamas 
librarse de esta obligación; 10* que Geuoud se ha presen- 
tado como tercer coadyuvante, lo que destruiría por sí solo 
todos los argumentos de Muñoz sobre su falta de perso- 
nería para cobrarlos, pues, aquel á quien él reputa dueño 
ae presenta apo jando la acción deducida; 1 1 4 que la fal- 
sedad del título se refiere á la falsificación del instrumento; 
12° que la notificación que dice se le hizo por el Juez de Pal 
i Muñoz, para que reconociera i Muñoz como á dueño, en caso 
de haber existido, que solo act pta en hipótesis, solo demuestra 
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la falta de un deber que aquel no cumplió, porque debió de- 
mandar á bu locador, y eu todo caso retener el precio del 
arrendamiento; pero de ninguna manera rescindir por propia 
Toluntad el contrato; 13° que si se reconociese válido el contra- 
to celebrado con Muñoz seria responsable del abuso de con- 
fianza cometido, pues habiéndole entregado la posesión de loa 
campos, sin razón ni derecho, babria contribuido á desposeerlo; 
14° que el nuevo contrato de arrendamiento que quiere hacerse 
valer, no tiene valor alguno, porque á pesaT de haberse notifi- 
cado al arrendador, este no se ha presentado hasta, hoy; 15° que 
es inexacto lo afirmado por el ejecutado, de que el arrenda- 
miento de 200,000 pesos, impuesto, sea por los daños y perjui- 
cios ocasionados, ó como pena, porque en todos sus escritos ha 
espresado que consentirá en que continúe el arrendamiento, si 
vencido ei plazo determinado por la ley para el desalojo, Muñoz 
quisiera quedarse en el campo; 16° que Muñoz dejando venceT 
el plazo, ha aceptado el arrendamiento fijado; 17° que es de 
práctica hacer esos contratos, que quedan consumados por el 
hecho do no desalojarla cosa arrendada; 18* que no es jurídi- 
camente exacto, que para la existencia del contrato de locación 
sea necesario un convenio esplícito sobro la cantidad de dinero 
como precio de la locación, porque el artículo 2 o título fíe la 
locación espresa, que en cuanto al precio, consentimiento y 
demás requisitos esenciales t debe juzgarse por lo establecido 
en la compra-venta, y que el artículo 28 de este título dice, 
que el precio puede ser fijado con referencia á una cantidad ó 
cosa cierta; 19° y finalmente, que el arrendamiento cobrado no 
es excesivo como se afirma, pues es notorio que se han pagado 
precios análogos en aquel partido. 

Para proceder con mí todo, el Juzgado crío necesario dividir 
su exámen en tantos capítulos, cuantas sean las excepciones 
opuestas. 
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I 

incompetencia 

Sieudo la jurisdicción Nacional de excepción, en el sentido 
que solo se ejerce en determinadas causas y sobre las personas 
especialmente designadas por la ley, sin que pueda estenderse 
i otras personas, ni sobre otras causas, debe ante todo resol- 
verse las cuestiones de competencia qne se suscitaren por las 
partes, en cualquiera estado del juicio, y cuando lo fueren como 
en el presente caso, deducidas conotra3 excepciones, debe dár- 
seles preferencia por la razón indicada. 

¿Qué carácter tiene el ejecutante con respecto al ejecutado? 
Se ha dicho por el primero, que ha sido reconocido por el ejecu- 
tado en el carácter de locador, según ia sentencia consentida y 
ejecutoriada, que corre en el espediente que se encuentra en la 
Suprema Corte. Agregada la copia testimoniada que corre á foja 
ciento noventa y dos, resulta de su exánien que se afirma en el 
segundo resultando, que Muñoz pagó á Pintos el arrendamiento 
cobrado, sin hacer resistencia, ni observación alguna; y en el 
considerando i* se afirma igualmente que Muñoz ha reconocido 
judicialmente á f. 5 de dicho espediente, ser locatario de Fin- 
tos; finalmente que esa sentencia qne condenaba á Muñoz á 
pagar á Pintos los arrendamientos, según lo que se fijaba en 
los escritos de fs. 1 á 11, ha sido consentida y ejecutada en 
esta parte. 

Reconocido el carácter de locador que el ejecutante se atri- 
buye y que en estos autos no se desconoce sinó en el sentido 
de que no obraba á nombre propio, y sí como mandatario, 
pues en las posiciones absueltas á f. 160, el ejecutado con- 
fiesa que arrendó el campo al ejecutante, como mandatario 
de D* Tomasa R. de Pintos ; examinemos las relaciones de 
derecho que han creado tales actos, y las consecuencias lega- 
les que nacen de ellos. 
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Muñoz solo ha intentadlo probar por las posiciones de f. 112, 
que Pintos obraba en el carácter de mandatario, y no como due- 
ño del derecho; pero esas posiciones absueltas han dado un 
resultado negativo, pues el ejecutante ha afirmado, que era 
dueña de los campos arrendados á Muñoz, y que en ese carác- 
ter se lo había contratado, Además la misma parte de Muñoz, 
ha exhibido la cópin de la escritura otorgada á favor de Pintos, 
corriente i f. 147, por la que se afirma, que aquella i quien 
Muñoz reputa como su arrendadora, ha enagenado bus derechos. 
Tampoco ha demostrado el ejecutado, que el ejecutante obrase 
á nombre de otro, 6 corno apoderado, al hacer el contrato de 
arrendamiento, y ís por el contrario queda probado el carácter 
de locador invocado por Pintos, con ta exhibición del título que 
lo acredita dueño del campo. Es cierto que ese título es atacado 
por el ejecutado como nulo y de ningún valor, desde que el de- 
tevúo le prohibe adquirir los bienes de su representado; pero 
debe tenerse presente la disposición de loa artículos 22 y 28 
título 1% De los contratos m general, &e\ Código Civil, que 
solo dán derecho para atacar los contratos, i los que hubiesen 
intervenido en ellos, 6 á sus sucesores. Los que no tienen un 
interés directo y actual en reivindicar la propiedad enagenada, 
no pued n atacar el acto, cualesquiera que sean sus defectos, 
cuando estos se Teñeran á la capacidad de las personas. Así, 
en el caso presente, solo la vendedora ó sus herederos, ó los 
que hubieran adquirido derechos sobre la cosa enagenada, po- 
drían alegar la nulidad de la escritura de f. 167; pero aún en 
el caso de reconocerse este derecho á los estraños, que no tienen 
interés de dominio, ni derechos que como acreedores del vende- 
dor pudieran ejercer para anular la enagenacion, la cuestión no 
saldría del límite que le traza la misma confesión del ejecutado 
y á que se refiere la sentencia consentida, ya recordada, y es i 
saber: que el ejecutado ha reconocido romo locador á D, Jorge 
Pintos, y abonádole arrendamientos en tal carácter. Y eonsi- 
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derado como locador, es obvio que para ejercer los derechos de 
tal, con relación á sos arrendatarios, no necesita ser propieta- 
rio de la cosa arrendada, perdiendo la importancia, que podría 
tener para el ejecutado la averiguación de si el título de adqui- 
sición es válido 6 nulo. El que ba arrendado un campo, puede 
arrendarlo á su Te*, y las relaciones de derecho que ha creado 
respecto á sus arrendatarios son propias, y las ejerce indepen- 
dientemente del propietario. El ejecutante no necesita ser 
propietario, para que en los contratos de arrendamiento, que 
hiciera de esos campos, su calidad de estraugero, tratando y 
contratando con nn argentino, te dé derecho para [ocurrir A 
la justicia federal. Muñoz arrendando á Pintos, como lo lia 
reconocido en la sentencia recordada, no tiene para qué 
averiguar si el que le arrienda es propietarios sos relaciones 
de derecho se limitan á su persona, salvas las modificíicio- 
■ nes contenidas en el título De la locación del Código Civil, 
■obre los derechos que adquiero el locador sobre los sub- 
locatarios. 

Se ha alegado por Muñoz, que debiendo corresponder el de- 
recho originariamente y no por cesión 6 mandato, para que sur- 
tiera el fnero federal, en el caso subjudice, aún suponiendo 
válida la escritura de enagenacion, debiera reputarse como una 
cesión de derechos, siendo entonces incompetente la justicia 
federal, desde que el derecho alegado, proviene de una cesión. 
Pero el articulo i" de la ley de Procedimientos, al eiijir que el 
derecho sea originario del que lo ejerce y no adquirido por 
cesión, ha tenido por objeto impedir, que el derecho en litigio ó 
á litigar, cambiase de fuero por el hecho de cambiar de per- 
sona. Asi en el caso iubjudice* ai la locadora fuese D* Tomasa 
E. de Pintos, argentina, la cesión de su derecho i un estran- 
gero, no cambiaría la jurisdicción originaria á que debiera 
someterse el asunto; pero vendedora de sus derechos de propio- 
ilaa acciones que tiene sobre los campos, los actos 
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y contratos ejecutados por el ¡td quiten te, debían ser juzgados 
por loa Tribunales á que se encuentra sometido éste y no el can- 
eante. Vendidos ó arrendados por Pintos esos campos, tales 
actos deben ser juzgados por los tribunales á quienes se en- 
cuentran sometidos los que los ejecutaron. 

Resulta de lo espuesto: que el ejecutante ha demostrado ser 
dueño de los campos arrendados al ejecutado, y que este con- 
fiesa haberlos arrendado como apoderado de D* Tomasa R de 
Pintos; que cualquier defecto que pudiera oponerse ásu capa- 
cidad para adquirirlos, solo puede ser deducido por la ooage- 
nante, sus herederos ó los que tuviesen derecho 6 interés actual 
en anularlos, y debe reputarse como tal propietario, mientras 
no haya sido vencido en juicio contradictorio; que su derecho 
para cobrar los arrendamientos deque es objeto este juicio, 
nace de actos propios, dándole su calidad de estrangero en litis, 
oon un argentino, derecho para ocurrir á los tribunales fede- 
rales. Por estas consideraciones, se declara el juzgado compe- 
tente para conocer de este asunto, desechando la excepción 

II 

Falsedad 

La excepción de falsedad se refiero al título de la ejecución, 
que llenando las formalidades esternas para ser creído, encierra 
una verdadera falsedad en el fondo. Así se dice que el instru- 
mento ejecutivo es falso, cuando ó pes ir de llenar las condicio- 
nes impuestas por la ley, para hicer fé en juicio y fuera de él, 
se demuestra que lo afirmado en él t'S falso. Una letra protes- 
tada, es un título que trae aparejada ejecución; pero se deberá 
desechar, sien el término del encargado se prueba que no había 
sido firmada por aquel i quien se atribula. Una escritura pú- 
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bliea, es también ua tita ¡o ejecutivo; pero debe descebarse la 
acción, cuando se demuestra que fu¿ otorgada, sin la presencia 
déla persona que aparece como deudora, en cuyo caso se dice, 
que el intrumento es falso. 

Carecer de poder para ejecutar una acreencia que se reconoce 
deber, cuando mas, puede ser objeto de una excepción de falta 
de personería; pero jamás de falsedad en el título con que so 
ejecuta, con tanta menos razón, cnanto que se reconoce la mis- 
ma obligación de deber en favor del principal. 

Refiriéndose la falsedad al fondo del instrumento, la inhabi- 
lidad que la acompaña generalmente se refiere á la forma del 
mismo, que conteniendo la verdad carece de las formalidades 
exijidas por la ley para hacerlo ejecutivo. Así, un instrumento 
puede tener en si todos los elementos para hacer ejecutivo el 
crédito, y ser falso; mientras que siendo verdadero en el fondo, 
puede ser inhábil para ejecutar, por carecer de los caracteres 
que lo hagan ex i jí ble por la vía ejecutiva. 

En el término del encargado, no se ha demostrado» que D. 
Emilio Oenoad, fuera dueño de los derechos que invoca Pintos 
para ejecutar; porque del informe del Juez Dr. Sauze, cor- 
riente & f. . . . resulta: que Genoud se ha presentado deman- 
dando á Pintos sobre rendición de cuentas, sin pretender la 
propiedad. Es cierto que el mismo Genoud se ha presentado 
ante este Juzgado deduciendo tercería sobre mejor derecho i 
los arrendamientos cobrados por Pintos; pero esta circunstan- 
cia demuestra la verdad de la acreencia, si es que existe, desde 
que pretende mejor derecho á ella; además, mientras no haya 
sido vencido Pintos en juicio contradictorio, no se le puede 
privar del derecho alegado. 

Por estas consideraciones se desecha la excepción de false- 
dad. 
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III 

Inhabilidad del título 

Esta excepción se funda en dos causas completamente diver- 
sas, que deben estudiarse separadamente. 

Primera: Que D, T, Muñoz fué puesto en posesión (de loa 
campos que ocupa el ejecutado) en Agosto de 1880, y desde esa 
fecba le arrendó el campo; que no habiéndole restituido la po- 
sesión á Pintos, desde que nada se le ha notificado al ejecutado; 
careceria por consiguiente de título para cobrar los arrenda- 
mientos. 

Segunda : Que carece de título, porque su derecho se funda 
en la petición de f. 4 del espediente sobre posesión, intimando 
a una persona que no era su arrendataria, ni había tratado 
con él para ocupar el campo. 

Respecto de la primera causa de inhabilidad, D. Domingo 
Muñoz ha sido presentado desde un principio como arrendador 
del campo que ocupa el ejecutado, según consta de las diligen- 
cias que corren en el espediente sobre ejecución y desalojo. 
Sin embargo, fué notificado de la providencia que mandaba desa- 
lojar al que se decia su arrendatario, y no solo no se ha presen- 
tado alegando derechos de arrendador ó dueño, sinó que ha 
permitido que este fuera competido á abandonar el campo, que 
decia tenerlo arrendado. 

¿Qué importaría que Pintos hubiera sido desalojado como 
afirma, si nadie se presenta á contestar á nombre propio loa 
derechos que dice tener? Cuando una persona se atribuye un 
derecho que nadie contesta, y exhibe un título válido, pero que 
puede ser anulado, se le debe reputar dueño del derecho invo- 
cado, mientras no haya sido vencido en juicio. 

Aunque el derecho alegado por el ejecutante ha sido desco- 
nocido por el ejecutado, no lo ha sido á nombre propio, ni como 
apoderado de Muñoz, y es de creerse qne si este hubiera estado 
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en posesión efectiva del campo por medio de bu arrendatario, ó 
hubiera tenido algún derecho, lo habría hecho valer en juicio, 
mientras que su silencio hace creer, que no se juzgaba con 
derecho para oponerse á las pretensiones de Pintos. La causa 
alegada no puede constituir inhabilidad en el titulo de la ejecu- 
ción. 

Segunda cuestión. Cuando se presentó Pintos á f. 4 y siguien- 
tes del espediente sobre posesión, pidiendo se intimara á Ma- 
ños el desalojo del campo, dándole el plaio de seis meses para 
verificarlo, bajo la condición de que le abonaría 200,000 8 m/ 
anuales, caso de no verificarlo; Muñoz en vez de manifestar 
tu conformidad con la condición impuesta, espresA por dos re- 
ces, que no era arrendatario de Pintos, sino de Muñoz, lo que 
importaba negar toda clase de contrato con el ejecu tante, que 
ee decía dueño del campo. 

Ante estos hechos, conviene determinar y resolver las cues- 
tiones quede ellos nacen ¿La intimación hecha en el escrito de 
fs. 4 y 8, y el silencio guardado por el ejecutado importan nn 
nuevo contrato de arrendamiento ? ¿ Puede el locador hacer esa 
intimación, con derecho para obligaral locatario, que no hubiere 
desalojado? ¿Cuál es el derecho del locador en el caso sub- 
índice ? 

Es una cuestión delicadísima, averiguar cuando existe la 
manifestación de la voluntad, en los casos en que no hubiese 
mediado un acto que la presuponga. La voluntad como hecho 
interno,como fenómeno psicológico, eiiste sin ninguna clase de 
manifestación ; pero para penetrar en el mundo exterior y crear 
ó hacer nacer relaciones de derecho, necesita valerse de un 
signo sensible, y este se produce manifestando espresamente 
la voluntad, ó ejecutando actos que la presupongan con certeza; 
es lo que la ley llama manifestación espresa ó tácita. Se puede 
sentar como un principio general, que el solo silencio, no 
importa una manifestación de la voluntad, sinó en los casos en 
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que hubiera obligación de e aplicarse, por la ley, por las rela- 
ciones de familia, ó á causa de una relación entre el silencio 
actual y las declaraciones precedentes, (Artículo 44, tít. 1% De 
los hechos, Código Civil). 

Savigny, que ea uno de los autores que mas extensamente 
ha tratado este asunto, con una profundidad, que casi ningu- 
no le ha igualado, dice en su obra de Derecho Romano, tomo 
2°, parágrafo 181: * La voluntad tácita resulta de actos que 
teniendo un fin particular, sirven sin embargo como medios 
para conocer la voluntad; estos actos deben ser tales, que se 
pueda deducir de ellos la voluntad con certeza completa. 
Admitir una voluntad tácita, implica siempre un juicio verda- 
dero, sobre un acto determinado, teniendo en cuenta las cir- 
cunstanci as accesorias, juicio que ocupa aquí el mismo lugar 
que para la manifestación espresa, la interpretación de los 
términos empleados; frecuentemente el acto no basta por sí 
solo, para establecer la manifestación de la voluntad; es nece- 
sario todavía el concurso de otras circunstancias esteriorei; 
etc.» 

Lo que demuestra la necesidad del gran cuidado que deben 
tener los Jueces para admitir actos aislados, como manifesta- 
ción tácita de la voluntad, sin tener la certeza de que el acto 
ejecutado, y las demás circunstancias, la demuestren de una 
manera cierta. 

El mismo autor, agrega estas palabras, sobre lo que importa 
el silencio en los contratos, en el parágrafo siguiente al citado ; 
« El silencio opuesto á los actos ó interrogaciones no puede, en 
principio, ser considerado como un consentimiento ó una 
confesión. Si, pues, alguno me presenta un contrato y mani- 
fiesta, que tomará mi silencio, como udqutescencia, yo no me 
obligo; porque ninguno tiene derecho, cuando yo no lo consien- 
to, para forzarme a una contradicción positiva ». Es que el 
consentimiento no es en general un hecho ó un acto, que pueda 
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considerarse como manifestación de la voluntad porque es 1» 
negación de lo que se busca. 

Tomando el cato sub-judice, bajo la hipótesis mas favorable 
il ejecutante, y suponiendo que la intimación de desalojo, 
imponiéndole un arrendamiento muy superior al que abonaba 
antes, importara la propuesta de un nuevo contrato (que no 
loes, como se demostraré mas adelante), ese contrato no se 
habría verificado por el silencio guardado por el ejecutado. 
Si este no hubiera estado en posesión de ia cosa, y á la pro- 
puesta de arrendamiento no hubiefce contestado, pero la hubie- 
ra ocupado, tal acto importaría la aceptación tácita y debería 
reputarse formado el contrato; no obstante que siempre 
podría anularse, demostrando el error sufrido al ejecutar el 
soto (artículo 29 y siguientes, titulo I o De los hechos, Código 
Civil). Es que no basta las mas de las veces, la ejecución de 
un solo acto, para encontrar de una manera cierta la manifes- 
tación de la voluntad, y con mayor cautela se debe proceder, 
tratándose del silencio guardado, que no es un acto, y que 
solo se considera tal en los casos especiales ya recordados. 

Si el ejecutante hubiera propuesto simplemente el contrato 
de arrendamiento, y el ejecutado hubiese guardado silencio 
sin producir acto alguno; ese silencio no podria considerarse 
como una declaración positiva de que aceptaba el contrato, 
porque nadie tiene derecho para obligar á un tercero á que 
manifieste su voluntad, ni menos para atribuirle la aceptación 
de un contrato, sobre el que no se ha pronunciado. 

Foro el ejecutante no ha propuesto nn nuevo contrato ; su 
caso es mas favorable bajo este punto de vista. Según los tér- 
minos del escrito de foja 4, pedia se intimara el desalojo del 
campo en el término de seis meses, y para el caso en que no 
verificase dicho desalojo, indicaba que se le abonarían los 
900,000 pesos m/c que imponía. Según ese escrito, el contrato 
de arrendamiento por tiempo indeterminado, quedaba concluí- 
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do con la petición de desasí ció, j la permanencia del arrenda- 
tario, después de vencido el plazo, no daba lugar á un nuevo 
contrato desde que la petición de desalojo quedaba en pié y 
subsistente, sinó qne se pedia aquella cantidad, como el resar- 
cimiento de los daños y perjuicios que le ocasionaba la no 
entrega del campo. 

Si la demanda hubiera sido alternativa de desalojo ó de 
nuevo contrato, demanda que por otra parte no podia hacerse 
en esos términos por la clase de negocio, habría tenido risos 
de una nuera propuesta de contrato: pero el escrito lo dice 
claramente: no quiere arrendar nías tiempo el campo, y pide 
Bea arrojado el arrendatario, concluyendo así sus relaciones de 
derecho. 

El derecho del locador no se estiende á hacer intimaciones 
sobre el precio de los arrendamientos que se le abonarán en 
el caso de no entregar la cosa locada; porque los daños y 
perjuicios que trae consigo la inejecución de una obligación, 
ó sean las órdenes emanadas de los Jueces, no se estiman 
arbitrariamente por las partes, sinó que son materia de un 
juicio contradictorio. 

Tratando de investigar si el silencio guardado por el ejecu- 
tado importa una aceptación de la oferta, veamos Id que dicen 
al respecto Aubry Ran y Demolumbe, 

Los primeros, en el tomo A", §343, nota 20, dicen: * l'uedr 
resultar el consentimiento tácito de hechos 6 artos que lo 
supongan ó indiquen de una manera inequívoca. Pero el solo 
silencio de la persona á la que se ha hecho un ofrecimiento, 
no debe ser considerado en principio, coma manifestación de 
aceptación». Citando en apoyo de esta opinión á Tibaut en 
su sistema de Pandectas y á Vining-ingenheim. 

Demolombe en el tomo 24 y I o de los contratos, numero 57, 
dice: «¿El silencio de la persona á la que se hace un ofreci- 
miento, puede ser considerado como un consentimiento tácito? 
t. rn, 35 



FALLOS DE LA 90FUM COHTI 



Por regla general, nó! Se objeta la máxima de Paulo: qui 
tacet non uttque fatetttr, sed iamtm veram est eum non negare, 
f Hr. Larombíere agrega : ■ Si callarse no es decir sí, no es 
tampoco decir, nd. 

tpero en los contratos no basta para la manifestación del 
consentimiento, no decir oo; es necesario decir, sí f Se puede 
decir sí esplícita ó tácitamente sin duda; pero siempre es 
necesario decirlo, y el solo techo del silencio ó la inacción, no 
seria á nuestro juicio, considerado como una prueba de acep- 
tación.» 

Hay, no obstante, algunos autores que opinan que el silencio 
importa la aceptación en determinados caso¿; pero siempre se 
eucnentra un acto que apoye ese silencio y lo esplique de una 
manera tal, que Be considere como una aceptación. 

En el caso litigado no aparecen dudas; porque el locador no 
propone un nuevo contrato, que autorizase á creerlo aceptado, 
ni el locatario lo reconoce como tal, aunque después lo acep- 
tara. Por io demás la negativa y desconocimiento del primer 
momento, asi como el abandono ofrecido de la cosa, autorizan 
i creer que no aceptaba la propuesta, si como tal se hubiera 
considerado. 

El locatario solo está obligado á entregar la cosa locada, espi- 
rando el plaw> del contrato, según el artículo 65, título 6 o De 
la tocación, Código Civil, y el derecho del locador solo se limita 
á pedir la restitución de la cosa, con mas las pérdidas é inte- 
reses, en caso de mora. 

Admitido como un principio cierto, que el silencio guardado 
poT una de las paries, en los contrato», no importa la acepta- 
ción, veamos los efectos legales que ha podido producir la inti- 
mación del nuevo arrendamiento fijado. 

Los contratos que terminan por el plazo A que estuvieron 
sometidos, no pueden dar origen á otros nuevos, sin que las 
partes espesamente lo hubieran convenido. Por esa rwon 
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nuestro Código no admite la tácita reconducción, que ea la 
continuación del contrato de locación, bajo las mismas bases, 
en que se había hecho primitivamente, por el solo hecho de 
continuar el locatario, sin observación del locador; facultando 
á cualquiera de ellos, par¡i demandar la ejecución del contrato 
primitíro. Una ves terminado el contrato de locación hecho á 
término fijo, puede pedir el locador el inmediato lanzamiento, 
con mas las pérdidas é intereses que le hubiera ocasionado la 
mora; así lo dispone el artículo 117, título 6 o «De la locación». 
Y estando, por lo raénos, en igualdad de condición (que en rea- 
lidad es superior) el locador que ha establecido su derecho por 
un contrato á término fijo, con el que ba loeaüo la cosa por nn 
tiempo indeterminado. Ja disposición que rije para aquel debo 
serle aplicada á este. Y que la condición del primero es supe- 
- rior á la del segundo es evidente, desde que aquel puede pedir 
y obtener el inmediato lanzamiento, mientras que éste solo 
puede obtenerlo después de los plazos aordados por la ley. 
Aplicando la misma disposición & ambos casos, el locador no 
tiene derecho sinó para demandar los daños y perjuicios oca- 
sionados por la mora. 

Los derechos que uacen de los contratos ó de loa attos ejecu- 
tados, son espesamente voncedidos por la ley, que los hace 
nacer; de manera que nadie puede invocar un derecho contra 
otro, si la ley no lo ha concedido. Y el ejecutante para obligar 
al eje cotudo á pagarle un arrendamiento muyor del convenido, 
fijado á su arbitrio, era necesario que demostrase la autoriza- 
ción concidida espresamente. Y en vez de estar consignado 
semejante derecho, e puede afirmar que lo está espresamente 
negado, desde que en casos idénticos, 6 mas favorables, solo 
concede ei de cobrar los danos y perjuicios ocasionados por la 
mora. 

El locador haciendo esas intimaciones y lijando el precio que 
le pagarán, caso de no entregarle la cosa, no ha creado por su 
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sola voluntad un derecho A sa favor, que reconocería por orí- 
gen otro contrato; esas intimaciones que la justicia admite 
generalmente, en cuanto hubiese lugar, no se fundan en ley 
alguna que los autorice, ni pueden admitirse en principio, sin 
ir basta el absurdo en su aplicación. 

La fnlta de cumplimiento á un contrato, como & la orden de 
un Juez, para la entrega de una cosa, solo dá derecho para 
hacerla entregar por la fuerza pública y cobrar los. daños y 
perjuicios causados. 

El Dr. Tetez Sarfield al proyectar el título sobre locación, 
que como todo lo demás del Código fué reducido á ley, sin 
alteración alguna, siguió en esta parte al proyecto del Doctor 
Freytaa» trabajado para el Brasil, habiendo suprimido la dis- 
posición concordante, qne aquel autor consignó al artículo del 
proyecto referido. El Dr. Freytas que deja en su citado pro- 
yecto poco lugar para que el arbitrio judicial pueda ejercitarse, 
y que trata de cortar tas cuestionas que pudieran surgir con 
ocasión de sus disposiciones, señalaba en dicho artículo, que 
los daños y perjuicios que debía abonaría por la no entrega de 
la cosa arrendada, era otro tanto del arrendamiento estipulado. 
Nuestro Código, con mayor justicia tal vez, pero con mayores 
inconvenientes paTa los litigantes, ha dejado que se determi- 
nen por medius de la prueba, pues, algunas veces pueden 
importar mas que el arrendamiento, otras manbo menos, y en 
algunas quizá no baya verdaderos perjuicios. 

El derecho del locador, sea que tenga contrato por tiempo 
determinado ó indeterminado, se reduce á demandar el desa- 
lojo inmediato, en el primer caso, ó á entablar la misma deman- 
da, dando los plazos íijadoB en la ley, en el segundo caso; 
pero en ambos cobra los daños é intereses ocasionados por la 
falta de cumplimiento. No seria justo suponer que la ley 
hubiera concedido el derecho de cubrar los daños é intereses 
al locador por término fijo, a quien concede acción para hacer 
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Janzar inmediatamente á su arrendatario, y hubiera concedido 
el enorme privilegio de determinar esos daños y perjuicios, 
por sn propia voluntad, al locador por tiempo indeterminado, 
que está en condición inferior. 

La cuestión no resiste al examen, si se toma el precio im- 
puesto como una pena por la falta de cumplimiento á la órden 
del Juez ; porque para imponer pena, es necesano haberla 
estipulado de antemano, como indemnización de los danos y 
perjuicios ocasionados. Así lo ha comprendido el ejecutante, 
cuando rechaza esa hipótesis y la de que cobra los daños j 
perjuicios, sosteniendo que reclama el precio de la locación 
operada por el silencio del locador. En esta parte, el Juzgado 
encueatra bastante la excepción de inhabilidad del título con 
que se ejecuta, porque no existe la obligación de deber 
cantidad determinada, ni menos para ejecutar y cobrar la 
suma fijada, Caaiido el ejecutante demuestre el quantum de 
Ioh daños y perjuicios que tiene derecho á cobrar por la no 
entrega, entonces será el caso de ejecutar. 

Pero como la parte de Muñoz con su silencio, ha podido 
inducir á Pintos para creerse de buena Té, con derecho á cobrar- 
le los arrendamientos fijados, habiendo tenido motivos para 
creer aceptado dich,. arrendamiento, sin incurrir en temeridad, 
desde que no había contradicción ; no seria justo ni equitativo, 
que en casos semejantes, se usase del rigor de la ley de Proce- 
dimientos, que obliga á los Jueces á condenar en las costas 
al vencido, sin hacer distinción alguna, y teniendo presente 
que en casos análogos los Jueres han relevado de las costas, 
habiendo confirmado la Suprema Corte esas sentencias, el 
Juzgado cree, obrando en justicia, que debe eximir de las 
costas al ejecutante, por las razones espoestas y siguiendo los 
precedentes citados, y así lo determina. 

Por los fundamentos "consignados, fallo no haciendo lugar 
á la ejecución, ordenando se levanten los embargos decretados, 
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daclarandu inhábil el título de la ejecución en cuanto excede al 
valor de los arrendamientos que pagaba anteriormente, y sin 
perjuicio de la acción de daños j perjuicios que corresponden 
al ejecutante, por la no entrega de la cosa arrendada; debien- 
do abouarae las costas en el órden causado. 
Notifíquese original j repónganse loa sellos. 

J. m Machado. 

Buenos Aires, Setiembre 1* de 1883. 

Vistos : por sns fundamentos bp confirma el auto de foja 
doscientos veinte» sin costas, por haberse la parte de Pintos 
adherido á la apelación en el acto de la vista de la causa. Re- 
puestos los sellos devuélvase. 

J. B. GOBOSTIAGA. — J, DOBINGIEZ. — 
ulaüislao FRIAS. — S. M. LASFICR. 
h. d. pizahro (en disidencia ). 

■ 

mamm 



Buenos Aires, Setiembre 1* de 1883. 

Vistos y considerando que la sentencia apelada solo declara 
inhábil el titulo de la ejecución en cuanto excede el valor de 
los arrendamientos que pagaba anteriormente ; qne esto solo 
tiene logar con arreglo al artículo ciento treinta, título < De la 
locación*, Código Civil, cuando terminado el contrato el loca- 
tario permanece en el nso y goce de la cosa arrendada, sin que 
le sea reclamada por el locador, continuando de hecho la loca- 
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cion concluida bajo sus mismos términos hasta que el locador 
pilla la cosa, el cnal no es el caso de la sentencia; y qu- si el 
título fuese hábil con relación a los arrendamientos que ante- 
riormente se pagaban por el ejecutado, la ejecución debería 
llerarse adelante basta hacerse trance y remate de los bienes 
embargados; que debe por lo t;into declararse la inhabilidad 
absoluta del título para el cobro ejecutivo de cantidad alguna, 
pues su acción es simplemente la de daños y perjuicios, sin que 
total ni parcialmente proceda la acción de locación para el 
pago de la merced anteriormente convenida. 

Por estas consideraciones y fundamentos de la sentencia 
apelada en lopirtinente, se confirma esta i i inpl emente en cuanto 
declara no haber lugar á la ejecución, y manda levantar el 
embargo, declarándose será cargo del ejecutante las costas del 
juicio ejecutivo, con arreglo al artículo doscientos setenta y 
siete de la ley de Procedimientos. 

H. D. PIZARRG. 



Y 



